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tn tecnicismo especial, que cuotidianamente se confunde, y que conviene es-
clarecer antes de pasar á otro punto. 
El Código penal de 1848 distinguió con el nombre ,de fletas ciertas in-
fracciones criminales, que suelen llamar contravenciones en otros países; y las 
disposiciones administrativas, aunque á cualquiera trasgreoïon llaman 
falta, reservan el nombre de infraccion para las que se refieren á las Orde-
nanzas de los Ayuntamientos y bandos que publican los Alcaides. 
Se di  el nombre de pena al castiga que merecen aquéllas; y al de éstas, 
el de correccion gubernativa (1): al medio por el cual se aslica la primera se 
llama jeicia; y al señalado para la segunda, vía gubernativa. 
De menor importancia era en otro tiempo la distincion exacta de esos 
términos; pues de las faltas previstas en el Código conectan los Alcaldes, ya 
en juicio d-a gubernativamente, argon los cases,  y además, podian corregir 
sin forma de juicio las infracciones de las Ordenanzas ó bandos de policía 
urbana y rural, aun cuando de ellas se hiciera mention en el mismo Código, 
siempre que la pena no excediera el límite señalado en el Real decreto 
de 18 de Mayo de 1853. Tenían, pues, los  dos caractéres de autoridad, judi-
cial y gubernativa; y por tante, fuera de los casos en que cnteoelian por 
denuncia del ofendido lo que debia hacerse en el correspondbente lci ls de 
faltas, podian imponer la pena era uno ú otro concepto (2). M ¿a la últi na re-
forma del Código (nos referimos al Código de 1870, porque despaes se ha 
reformado varias veces) Lee seguida de la Ley orgánica del Pod -r ju ricial, 
de 15 de Setiembre de 1870, cuyo art. 271 dice que corresponde á los Jue-
ces municipales en materia penal: .1..—Conoces en petenera instancia de los 
juicios de faltas. r Desde este memento, pues, comenzó á ser interesante la 
distincion antes indicada, porque á semejanza de aquellos antigass Corre-
gidores, cuyas funciones se repartieron entre los Jaeces de primera instancia 
y los Alcaldes, estos han venido á su vez á dividir su autoridad con los Jaeces 
ec o Éicipales. 
Podrá decirse que en virtud de lo  quo  la Ley orgánica preceptúa, la duda 
está zanjada, una vez que se sabe la persona que debe conocer de las faltas.. 
Léjos de esto, la duda comienza en esa Ley. Ante todo, y para no confun-
dir, debe decirse, que refiriéndose la Ley al juicio, ea de carácter adjetivo, 
se refiere al órden del procedimiento, y en manera alguna destruye, antes 
bien, inaugura la perplegidad. 
El art. 285 del Código, dice: «En las Ordenanzas municipales y demás 
Reglamentes generales ó particulares de la Administracion que se publicaren 
en lo sucesivo, y en los bandos de policía y buen gobierno quo dictasen las 
autoridades, no se establecerán penas mayores que las señaladas en este li 
bro, ion cuando hayan de imponerse en virtud de atribuciones gubernativas, 
á no ser que se determinare otra cosa pur  leyes especiales. C_snferme á éste 
principio, las disposiciones do este' libro ne excluyen ni, limitas las atribu-
ciones que per las leyes municipales ó cualesquiera otras especiales competan 
á los funcionarios de la Adzninistracion poca dictar pandos de policía y buen 
gobierno, y para corregir gubernativamente las faltas en lea casos en que so 
 represion les esté encomendada por las mismas leyes. a (3) 
(i) No i.tcan disposiciones que alteren rete rigorismo. El Reglamento de ami-
lleramientos habla de r eeeeceiauea judiciales. 
(2) Real Orden del. ° de Asesto de 1871. 
(3) El art. 11 ye la Comp.lacion er materia criminal dice: sLes eareerponde 
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El Código, pues, sólo establece una limitation al prohibir que la pena 
gubernativa sea mayor qne las marcadas en el mismo. Sepií.rase, Poe Cauto, 
de su letra un autor contemporáneo (1), que dice: «El C í:ii,o reconoce en 
principio que hay casos en que las autoridades administro:tivas pueden im-
ponerpenas; pero establece dos importantes limitaciones: Quo las penas no 
sean mayores que las señaladas en el libro III del Código, y q ue no estando 
señaladas por la misma ley, lo estén en las Ordenanzas e bdi.dos de la Ad-
ministration, etc.*  Esto nos parece inexacto; el Códi t3 no digo,: que para ser 
una infraction castigada por la autoridad administrativa es necesario quo el 
mismo no la comprenda; así ha podido verse por el artículo copiado, y así se 
ha re-uelto al decir que los Ayutamientos pueden imponer multas, indepen-
dientemente de las penas que pueden hacer efectivas las autoridades judicia-
les, siempre que la co rection gubernativa no sea mayor que la selialaol.a ea el 
Código para la misma falta (2). Como se ha vista, la ante ir opinion no se 
halla conforme con el Código, ni con la interpretation del Gobierno: más 
no es la úni, -a ni se encuentra aislada en el terreno de los co ner,tarios (3). 
Ahora bien: ¿p iede ser lícito mostrarse partidaria do ana doctrina, si-
quiera sea la más arreglada á la moral, cuands el P -der ejecutivo:, cuando 
el Gobierno, cuyas fu3_ciones se confunden indebidani ,nt, so t las del Poder 
encargado de formar las leyes, ha determinado ciaram nte la interpretacion 
del derecho positivo? No, ciertamente. Subsistan dos órdenes de penalidad 
sobre esos mismos hechos, y esto legitima nuestras dudas. Para exp ,ner eon 
la mayor claridad nuestras ideas, habremos de distinguir el derecha consti-
tuido del constituyente; de este modo se podrá observar lo que hay, y lo que 
debiera haber, quizás, en esta materia. 
II 
Enumera el Código penal larga série de infracciones,. si bien distingo® 
varios grupos, puesto que las llama faltas de imprenta, co ,ostra el ártlen -públi-
co, etc.; haciendo con ello lo mismo que el Código de 1813, aunque en dis-
tinta forma, en atencion á que éste sdlo consignaba una lista. Alas á puco que 
igualmente (a Ls Jueces municipales) el conocimiento en primers instancia de los 
juicios á que, s,n perjuicio de las atribuciones de iq.s A cal , ies, den lugar las in-
fracciones de las Ordenanza- generales de la Administracian.r 
(1) El Sr. Maniera  Alcubilla, en so Diccionario de jarispradenosa penal, pá-
gina 216. 
(2) Real órden de 20 de Mayo de 1878. 
(3) El Excmo. Sr. D. V,ceute Forre y Minguet spina como el Sr. Alcubilla.— 
Deberes y atribuciones de los Premnotores fiscales, toste II, pag. 542. 	 • 
Lo contrario . cot ene El Consultor de los Ayuntamientos y Jmyedos municipales rs 
el Código peral (nota'ie la pág. 90), en que dice:  *De  manera q .e tedios e.,tas faltas 
comprendidas en este libro III, pueden corregirlas loe Jurce- municipale>; pero si 
antes los Alcaldes han conocido de algunas de las que tambo=n son prop as de sus 
atribuciones, el Juez deberá dejar espedita su juridicriun r Taar,pucu .'onsidera-
mon esta opinion ajustada á las disposiciones vigentes. 
El Sr. Via.da, ea su obra titulada Có:li,,o penal re!eretado ele 18'70, tome II, pági-
na 422, dice: *Este,  facultad que tienen los Alcaldes de roe-rgoir g bernativa-
mente 'as falla de que se ha hecho mérito, no excluye le c, nzpeterc a de 'es Jue-
ces mneici les ara conocer de las mismas, cuando note Iza 1,n com pre diosa en 
los bandos d dem s disposiciones administrativas, ó cuando, e-í.:niiolo, la Auto-
ridad administ•ataca haya omitido el corregirlas oportuns.mente.o 0-5 nue.tro hu-
mi13e concepto. aún se separa más esta opinion que la anterior, ese lo quo el ar-
tienlo 625 dispone. 
se observe, se descubre que entre las faltas se hallan comprendidas dos clases 
 de infracciones, ose las leyes administrativas castigan, y quo no son de todo 
 en todo iguales. En 'arras 
  se 
 habla de disposiciones de la Adfs.inietr c-ion, royo 
incumplimiento pena el Código, y en otras se refiere sólo á trasgresiones que 
 
al pronto no parece que puedan originar dualismo, y, sin embargo, los están 
 
castigando les gutortdades administrativas. Ejemplo de las primeros es, la 
 infraccion de reglamentos, ordenanzass
- ó bandos acerca; de las noticias que 
 han de dar á. la autoridad los dueños de fondas, etc.; y de las segandas, la 
 falta que consiste en no tener los criados cartilla de informes (1). Es evidente 
 que las primeras al comprender ciertas infracciones que revisten .carácter cri-
minal, siquiera sea por desobedecer preceptos administrativos, deben ser de 
 la exclusiva competencia de las autoridades judiciales, y en manera alguna 
 
se concebiria.quo pudiesen entender de ellas las del otro árden, si no fuese 
 por aquel artículo 625 que ya dejamos referida. 
 
Algunas de las faltas, empero, de ese primer grupo, tienen antigiiedad 
 
respetable, y pueden ostentar su frente leyes romanas. Así, desde los tiem-
pos del pueblo-rey, se castiga al que tiene en la parte exterior de su morada 
 
objetos que amenacen caer (2). De esta suerte, algunas nimias partes de las 
 
modernas leyes merecen el respeto que sancionan loa siglos, y algunas peque-
ñas faltas del moderno Código hallan en el edict°pretorio la raíz de su ori-gen. 
 No Babe duda de que esas infracciones de ordenanzas y reglamentos que 
 
castiga el Código, deben ser de la exclusiva competencia de La autoridades 
 judiciales; más hay que distinguir entre Ordenanzas generales y partiea¡ares.. 
 Aquellas son 
 Alas 
 que se refiere el Código; y Éstas quedan reservadas á lea 
 Ayuntamientos, y las infracciones que señalen pueden castigarlas los Alcal-
des; ó la que es lo r ismo, el conocimiento de las infracciones de que habla 
 
el libro III del Código penal y las Ordenanzas generales de la 
 Administra-   
, t , tion, corresponde á los Jueces municipales; y les Alcaides 	
_t imponer 
  gubernativamente y sin forma de juicio, las penas señaladas et la 
 Ley uni_ cipal ó en las Ordortanzas que acuerden los Ayuntamientos, y bandos que los 
 
monceas Alcaldes publiquen, en armonía con las facultades quo la ley lea re-
serve (3). 
 
Ex-;minemos Ellora la segunda clase de faltas, ó sea aquellas que no ha-
blan para nada de Ordenanzas, ,etc.; pero que, corta acabamos ole ver, pue-den 
 ser objeto de Ordenanzas municipales y bandos, y son castigadas por los 
 Alcaldes. Estas se hallan en el Código de un modo anormal, no sólo por la 
 
consideration expuesta, si que tambien porque una ley posterior ha venido 
 recavarias exe usivameszte para los Ayuntamientos (4). 
 
(1) Art. 60 del Código peral reformado. 
 (2) Art. c"99, par. 8.° del Código peral; lei- '^.a tit. III, lib. IX del Digesto. 
 (3) Rita se en de I ° de Agosto de 1871. Se publicó en la. Gaceta para 
 que sirvíe. 
 
ende teals general en lo sucesivo; pero no sucedió así, corns lo demuestran 
 las Rea- les órdenes. de 12 Marzo de 1872, y las Ordenes de 10 de Mayo y 16 de Noviembre , de 1873. 
(4) El art. 72 de la Lev municipal de 2 de Octubre de 1877, dice: of de la e e'usiz , e n'.peteneua c e 1ós Ayuntamientos el gobier=.c o d;; eecion de los interesen peculiares c e 1r s 
 t uebio , eon' srregio al rimers 1.° del art. 84 de la C nstitueíon, 
 
y en particular eu nto tenga relation eon les objetos siguiente 
 Establecimiento 
 y creaeien-de servicios 
 municipales e ferentes al arreglo y ornato de la v ía 1 ubaca,  comodidad é bigieee del vecindario, fomente de sus r:s reses materiales 
 y morales y seguridad de las personas y propiedades, á saber 
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No se crea, sin embargo, que consideramos al Código derogado en éste 
punto, pues la aludida Ley sólo se refiere á las demás disposiciones de Ad-
ministracion municipal. Y ¿no sería conveniente señalar los artissulls que se 
°Hallan como copiados del Código en  las Ordenanzas administrativas, ó que 
tienen señaladas infracciones análogas y dun idénticas á otras que son de la 
competencia de les Ayuntamientos? En manera alguna:. No catando deroga-
do el Código, los Jueces deben conocer de todas las faltas que castiga, y los 
Alcaldes de aquellas infracciones para cuya correccion lea autoriza la Ley. 
Lo dicho anteriormente se refiere á las faltas que se pre..tan á ese lamen-
table dualismo, en general, pues particularmente se pueden distinguir tree 
clases de faltas, que han sido y son todavía objeto de dudas. Nos referimos á 
las de dientes, de laicos por ganados y de policía de ferro- c-srriles, en cuyo 
examen nos ocupa?'euros. 
-1.° Faltas de montes.— El art. 343 de la Ley ore ni.ca del Podar judicial 
dice que el conocimiento de las faltas corresponde á la jaris;iecion fedinaria, 
sin a ás excepciones que las aefialadas para los, militares y marinos. (1) Con 
--este precedente cabe preguntar: ¿habed derogado éste artícslo el Reglamen-
to de 17 de Mayo  de 1865? El decreto de 24 de Enero de 1874 manifiesta 
que no;  luego es menester inspirarse en la inteligencia que se haya dado á 
dicha dipeaicion reglamentaria. Autos  de inhibicion, dictaron las Audiencias 
en e-te sentido, y el Tribunal Supremo, al conocer de los recursos interpues-
tos por el Ministerio fiscal contra esas decisiones, abundó en las mismas doc-
trinas acerca del vigor del expresado Reglamento. (2) Hoy no cabe la duda, 
•puesto _quo  de una manera terminante se halla resuelto por una ley, que ebbs 
observarse en todo lo que se refiera al regimen, aprovechamiento y causer-
vaeion de loe monies municipales (3). 
En 18 de Agosto de 1872 se dijo que «é la Justicia corresponden los de-
litas y faltas, y á la Admicciatraecion 1. infracciones de las reglas de policía 
de los montes. s—El precepto no era lo bastantemente claro para cortar du-
das, puesto que cabía preguntar la diferencia que podia existir entre una fal- 
ta y ac-a inf accion, cuando arabas se hallan penadas (al parecer) en el mis-
ma Cd.ligo; y por esto se repitieron las cuestiones. (4) Decidiese por fin 
 que los daños en  monies  públicos y hurtos o sustracciones de madera n.o se 
regían por el Co digo penal, sino por las Ordenanzas del ramo, á las que ha-
bía que atener. ; que de les simples daños, cuando su caa.xtía no excede de 
2.500 pesetas, conocen las autoridades gubernativas, y que cuando adealts 
del daño hay sustra.ceion de arbolen, de lelas ó de otros productos, entonces 
corresponde su castigo exclusivamente á la autoridad judicial. (5) Antes de 
l.a Apertura y alineacion de calles y plazas y de toda ease de vías de comuni-
- sacien. 
2. 0  Empedrado, alumbrado y alcantarillado. 
3.` Surtido de aguas... etc. 
El art. 77 de diens ley, dice: «Las penas que por infraccion de las ordenanzas y 
reglan« r,tos impongan les Ayuntamientos, solo pueden ser multas que no excedan 
de 50 pesetas en las capitales de provincia, 25 en las de partido y pueblos de 4.003 
habitantes y 15 en los restantes, con el resarcimiento. del daño causado é indemni-
zacic.n ea gastos v arresto de un dia por duro en caso de insolvencia. 
(l) Art. 45 de la Com oilaeion de Eajuiciamiento criminal. 
• (2) Sent. del T. S. do 9 de Diciembre de 1871 y 13 :je Abril de 1872. 
(3) Pár. 4.° del art,. '75 do la Le7 municipal de 2 de Octubre de 1877. 
(4) Real decreto de 15 de Diciembre de 1872; decision de 8 de Abril de 1873. 
(5) Decreto de 6 de Abril de 1874. 
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la reforrha de 17 de Julio de 1876, no era delito, sino falta, el hurto menor 
de 20 pesetas, cucado fuere de semillas alimenticias, frutos ó leñas. El Go-
bierno había declarado, conforme al Código, que el hurto mayor de 20 pese-
tas 
 era delito comae; y lo lógico hubiera sido que, no llegando á esa canti 
dad, se penase como falta; pero la consideró el Gobierno como simple daño ó infracciono. de lac Ordenanzas, y dispuso que fuera de la competencia de loe 
Alcaldes. (1) 
Claro está que para-apreciar la cuantía del daño cuya cantidad decide de 
la cahficacon que merece el hecho, se necesitará del concurso pericial, ya, 
- que segun aquel antiguo adagio romano todas las artes y oficios deben venir 
en auxilie de la j erispredencia.—Con éste motivo, háse decidí-lo que la cues-
tion prévia de la valoracion del dado causado no es privativa de las Autorida-
des 
 administrativas, sino de la que empieza á conocer del asunto, sin per-
juicio de4que se inhibo, si despues de averiguada la cuantía, resultara no ser 
de su competencia. Tarubien debe tenerse presente que áun cuando el monte 
sea coman de un Municipio, no es propiedad de cala uno de sus vecinos; y 
que si el monte fuera de coman aprovechamiento, y éste consistiera en cortar 
robles y fabricar duelas con sus maderas, se podría decir que había falta do policía, por hacer cortas ó aprovechamientos sin la debida autorizacion. 
Teniendo, pues, presentes las anteriores disposiciones, así como tambien 
la órdeu- circular col seder Fiscal del Tribunal Supremo, de 11 de N_,viembrc 
de 1878, acerca de la doctrina que debe sostener el Minist rio público en. 
cuanto á la pres ripeien de los delitos de montes, hemos sostenido en otra 
humilde trabajo (2), que el art. 617 del Código penal, en su pár. 1.° se 
refiere sólo á los montes de propiedad particular. El art. 615 del expresado 
Código, en su pár. 1.°, .habla de los qne infringieren los Reglamentos 
bandos de boon gobierne sobre quema de rastrojos ú otros prelados fares--
tales;,.y esto es tuno de los casos en ;,que, sin duda, pueden los Gobernadores 
. suscitar competencia, par cuanto ningun Juez requiere á la Administracion 
para que declare si so b-n infringido los Reglamentos ó bandos, con ante--
lacion al conoc.i €iento de la falta. No puede tampoco decirse orce el Juez ha de 
saber si ha habido b no la infraccion que se menciona en el Código, pues el 
art. 7.° de la Ley orgánica del poder judicial le verla la apnicacion de las 
disposiciones administrativas, y no puede, par tanto, citar las Ordenanzas 
6 bandos como fundamentos en los autos ni en las sentencias. Para casti- 
gar la falta expresada, es necesaria ano declaracion précies , referente á la 
infraccion que ha de castigarse, y esa declaracion constituya un acto admi-
nistrativo (3). Ocar.ion es esta de deplorar nuevamente la poca uniformidad 
de nuestras disposiciones legales. ¿De qué servirá esa competencia, que se-
gun deci=-nos pueden en tal caso promover los Gobernadores, si ni éllos ni lot 
Alcaldes han de dejar de poder castigar esa falta (llámese infraccion), se-
gun las razones antedichas? 
Para completar esta materia, puede consultarse la circular de la fiscalía 
del Tribunal Saprerae, fechada en 15 de Marzo último, en que se cita la 
sentradicteria j arisprudencia de dicho alta Tribunal respecto á la derogacian 
(I) Decreto de id., id., id. 
(2) Delitos r faltas, d sea estudio sistemático del libro III del. Código penal 
•rîgente, p g- 275. 




del per. 2 art. 617 del Código, despues de la  Ley d p17^ e  nunca  ee1876resolver, la
ya 	 eexpresada. Esta vino á cortar, si no a cada que existia entra el Código penal y el decreto de 6 de 
 Abril de 1874, 
y la sentencia del Tribunal Supremo de 16 de Diciembre de 1879 la vuelve 
la 
 
inaugurar.uedi 	 las atribuciones de las autoridades Muy dificil es, pues, deslindar hoy 	 quo forma 





is t va 
	
Pódigo, 
 al  bien aclara lae cuestion que o
se refiere  á la colmpe- 
tencia a aj a en- 
nao.  ,ceja es 
 no fuera a bastant legal  lo expuesto , aún estamos avocadoso 
otra
nue. Y COMO
nena reforma (1). Puede, sin embargo, decirse que fintes, todo 11ora'.:$pe0 
el monte ocurria, era, generalmente, delito especial, al paso q 
regla general, constituye delito coman. 
(Se continuará) 	 Joel Macerare o To orease. 
SECCION DE CONSULTAS  
lffedio para conseguir el lanzamiento 	
persona  que se halla habitando 
cierta finca. 
A. B. vendió á C. D. una finca eon pacto de retro por espacio de tres años,  
estipulando: 1.' que el vendedor quec'aria en el disfrute de aquella; 2. ° qua 
si vencido el plazo no habia devuelto el laporte del rprecio, 
 iento J piado, 
se incautaiin de la finca, sin necesidad de ningnn p  
y  3.°que el vendedor renunciaba su fuero y se sometía al Juzgado de la ja- 
 
risdó cien del comprador. 
 Ha llegado el caso que se temía; pues 
 el vendedor no ha devuelto el  pro  
do, 
 ni quiere abandonar la finca, y se pregunta: ¿qué recurso deberá usar el 
 
compracinr; poded sitar de de Carpio 
al vendedor, ó ne 
 Ei  no hablando c n juicio ordinario? Esto último me parece mas probable,  pues  
n 
 , que 
er t qui de a refiere 	 no puede  desahucio. Finalmente en uno otro 
ces dr á itarn se 	 J 
caso ¿p hizo el
a
cl mandado del fue o de su domieil o? Dosearia merecer ds 
 la renun- 
esa 
sa i  qw3  ilustrada ltedac::ion el correspondiente cictámeu.--Ur3 suscritor. 
 
COBTESTACION 
La ley de desahucio no se refiere sólo al que ha celebrado contrato 
arrendamiento, sino que también comprende al que tiene en i ro e a 
u 
unsa 
cosa ajena sin limitorbOo de tiempo ni designation de usa, que  
ie que la 
persona Partí ue compró á s A. B. puede ldem 
deducir la  
dar t este á juicio' de 
de qne 1:^  q 	 P 
(1) Véase la Gaceta de 2 de Agosto de 1878, en 
que se publicó le Ley de 30 de 
Julio del mismo ano. autorizando al señor Ministro de Fomento pars que reforms 
la legislacion penal 
de montes, establecida por las Ordenanzas de 22 de Diciembre 
ate 18'33: 
i 
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desahucio, teniendo eo cuenta que este solo ,roce 
 le por las caneas que marea 
 
la ley; y como una d e, ellas es el co npiimiento d :l término del avino, de aquí 
 
l:l necesidad en clue se halla el  que 
 compró te citarle antes á un a•'to de con-
ciliacion, n de - requerirle extrajudicialmente por Notario, á fia de hacer cons-
tar que le ha fijado el término de los treinta dios que marca la 
 ley dé 18 de Ju-
lio de 1877, esperando csespues á que dicho teroaioc espire. Ta o-obi-n cuele 
advertís=lo ante dos testigos. La orlisioa de esa dil=guama sera, o;;rj adicial, 
pues no pudiendo fc<ndar la demanda en ninguno cle los otros dos cases quo 
 
marca la expresada ley, se trofeaaria d:;spans con el inconveniente de no ha-
ber efectuada uno. de los requisitos qua 
-aquella elige para que el desahucio 
 
proceda entra ri. qee tiene en 
 precario una finca. 
Respecto á lo segun-la erection, cree nos qua necesitará presentar la 
 de-
manda ante el Juzgado mu$stoical del panta en quo esté situada la fin -a, quo 
 
es el co upetente, seauil la ley referida; pues si bien es cierto qua, el deman-
dada ranueció expresa, y telmin.anteasaate at fact o propio, tamojo lo es quo  
en el procedimiento para el de,sah_seio se ban modificado las reglas generales 
 
de competenci 1; que en tanto valen, en cuanto no existen otras especiales 
 
para casos concr;too. Así, paca, -dun coa ido la ley de Enjuiciamiento Ovil 
dice que Juzgado es o maetente para cala j uicio, exceptuando siempre la su-
mision expresa y tácita de las partes, en cuyo defecto prevalecen aquellas 
 
regias, la ley de desahucio para nada habla de sumision ni renuncia, fijan- 
 
do de un modo invariable el Juzgado qua debe conocer fiel juicio.—LA RR- 
3^1BLIOGRAFÍA 
EIBLIDTECA M ANT_TAL DE DERECHO.-DIRECTOR Y' PROPIETARIO EL DOCTOR DON CLEMENTE 
 
FERNANDEZ ELÍAF.  
Ouanáo se reflexiona seerca de les ventajas que la civiliz c.ion brinda Ales pne-
hles en órder_ a las como lid•les relativas, al bien general, al jereicio de las pro-
tesienes, á, le libertad oer. on-d, etc, imposible es do-sonorer que la legislad on en-
cierra los secret. de la bienoe„b0 °a influencia que experimenta, sin explicá.reela, 
el coman ds tus gentes. El h.ombr_3 marcha por el camino del mejoramiento a tea-
vés de las vicisitudes que diari:smente le aquejan; pero este adelaniikmiesto conti-
nuo, paro ca• a con4ecucion bo=tsla heredada experiencis de los antepas•.dis y e l 
 incesante trabajo de las g€neracione-', solo produei -is el reconocimiento dp maxi- 
mas vulgares y la práctica de scree inocentes Si no fuers per la rids del sabio, que 
aparece en los pueblos tracen lo en sus manos restos de plsedas e Jades, y en sa 
ga.rgante la poderosa vez de los siglas, y que se dedica a rescatar del polvo de l ol-
vida as obras del gitaio y a evocar en el mutismo de las bibli items monumentos 
gloriosos, le edad presente se eerie privada de la copiosa herencia del a -tino sa-
Ber, y quizá se hubiera desviado de aquel loe Boros luminosos, a los e ralea tiene que 
solver aflie ida la vista cuando se enes -tes expuesta a los peligros de esas ideas 
 
que co me compatibles eon el saludable progreso. 
La cultura jurídica, Corno el espíritu de todo desenvolvimiento humano, ha teat-
do e la literatura patria inapreciables tesoros: mas el aten por las cono riscos de le 
inteligencia no se se ya apagado bajo el tieso de un patriciado inabordable, qao 
vincule y merop^tice 1,s fuentes. del derecho. Las compilaciones, los comenta rios; 
las glosas; enent =a medios ide a el esta itrso para poseer y trasmitir ta rieecia, con-
nier. e.a a cada ciudadano an us Eneo Fleets, e truecan por ''se jardines de Orade-
Trio el pórtico de Coreare
-ate.. Solo dios ba-- reras podían oponerse t la populariza-
don 
 del derecho en la primera de sus fuentes: la ignorancia de la lengua latina y el 
alto precio de las colecciones de Códigos. - 
El Sr. Fernandez Elías, con cue asiduidad de que tiene dadas hartas pruebas- 
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en su la*ga carrera profesional, ya 
en la catedra ya en el foro, ya 
en la prpRsa, ha 
Tenido á ver:eer aquellos dos ob#titeulos de un modo cumplido, 
si bien á fiierza de 




série de disecsi ^ iones legales q•te a partir  
reclio, y que merced á la f ,
lta de una innovacion altamente nece 
a ia sá hal:an casi 
en u t:ralidad vigentes.  Mas 
can el propd ito, sin du ta., de 
dar amenidad á empre- 
levesnonrlevestdeyantc,res eon a ^atJeao el 
came el 
sa 	
la tra luc- 
einn de  lo escrito en la lengua 
del Laca ,?. lleva al  mismo tiempo 
 In redo eeton de va- 
rias obras. En
eos lino e elig:seti^aocupamde ? 
a Hist ria del derecho i
l^ 
z de desé aoi - 
tar,.e n^ oliíme 
eimierato ex 7?sp aña, y alcanza h4S^^
 8 lnu irá s^traiu
e los 
 cionabeat'Ii na ^ el Fipin^ tu de 
den ei Fuero Jua ro en  latin, á q 	
t:,ido ^ , se 
las leyes, d, Mutiteqitieu, y el 
Comentario de? conle De3tut !P Tracy, t.
"-^ 
contienen en  otros
l$nal deli  tone seg ^zndo; yo ósnlos resta
n te^, se 
Gregario
dueida, hasta e 	 T^ 
das primera y sewn ;a (en su comienzo'), 
	
nosotros 'lacer  constar que e 
buen  gusto inspiró al Sr. 
Fernand -z Elias al inaugurar  su Bibit.
^teea, con, . a 
su primer 
 i tP am atn las 
	
inmortal del 
pli Pe P°'^` 
	








. JOSÉ I4ŸONTAUT Y TRIGUEROS- (Se  eC•9:tireu(lrü.}  
SECCIO i^ DE jURISPRL DElNCIA.  
Ee T e DEL  nennen in S ;a a ene de 4 de F 
sbr re de 1880 ( faceta de 29 L1e Marzo),    
IDA11 
declarando: 	 anda en  leyes solo aplicabas, á hechos que 
Q ue Ao es p ^°oceden e el recurso que se funda 	 . . 
uo han sido objeto de diseusien ui prueba ea el p 
Con mcilee e las obras practicadasea eo 
olio 
 de 1865 r D.  Ae ne 1i s pro 
 para u iltzar aguas para =n anul :oda u .0 p 
vieren D. Jo ^
:gein Recio, D. José  Carral y D .Topé Garcíainter:`ic o •e recobrfar las 
agora menci.nad' e; e sustanciado sin audieneia de Oeballos, fué condenada á la 
restitecion de aquellas, queda_ do inutiliza ,
:a la otra y parado el molino por largo 
periodo de tiempe.  D. Agustín °obeli. promovió demand& ordinaria contra 
aqu
eiao d et a AÇdén- 
cien de io queiiabia perdido et elia ^
.cie de cespojo, y p 	 j,. 
pía de 
Biídc costas á iesudemandados, 
6 inde.nnizacion ide l eel ne oáp e 
 los 1 mis- 
mos•á Ceballos.  Reguladas estos y tasadas las costae fueran embargadas á instennta de Ceba os, 
entre otros bienes une se consideraron de Recio y compañeros, tres praloa radican-
tes en tr reino de Hijas, dos de ellos al sitio dei Noceda. 
	
se  oto*gó escritura 
En el 
 




D. J ,quin Recio  Otart ez.nu g
in°tjer Doña Catalina 
en 5 al z Bnntil  de 1D . p° 
que dijeran 
Büs r de y e José 
s, dost nO  el  sitio llamado de Se-eda
3y urdo en el sitio  
de la 
dquo l'ai  s-r de e e  prados, 	 Activas madres, y que 
Tor+^
e, que les correspoodia por herencias de su., respectivas  
ci no 





rr rid  Q - 	 quedaban las dores que el comprador les *Huía, eatr?gada dicha suma con 
anterioridad, yen su. 
 Tirtud el Nctsrio les advirtió que confesado el page de dicha 
suma' 
q astro de la 
cierta la4 entrga del todo d parte;3cuyaaesc 
escritura tel tinserit 
probase 
 
en el Reg e egistr  
d ser 
propiedad. 
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Con Rresentacion de ella entabló D. Francisco Garrido Quitanal en 19 de Febre-so d, 1874 demanda de tercería de dominio, reclamando como de su propiciad las tres Oso a o mencionadas, para lo coal ejercitó la socios 
 real que le daba la compra de los mismas. 
Conferid, traslado de la demanda al ejecutante D. Agustin Cebelloa, á los ejecu-tados al Pi °motor fiscal, lo evacuó el primero , excepcionando 
 lo 
 imprecedencia de Is demands, fundado en que dichas fiscos fueron vendidas despues 
 do ser ejecu-toriaSa la sentencia que condenaba á los ejecutados; por cuya razon, habiéndose hecho en fraude suyo, podia la nulidad de la escritura de venta, y qse se eiguieran los proce, iimientes de apremio, proponiendo pera ello la mutua peticion enlutándose en este extremo en igual situacion qua el demandante. Seguido el pleito con intervencion fise,1 y en n beldía de los ejecutados. y sustauciado en dos instancias, dictó sentencia la Sala de lo civil de la Audiencia de Bdrgos en 30 de Abril de 103 77 confirmando l.sooc.sido en primera instancie. par la que se coo os.í á los clema , dados D. Agustin Ceballos, D. Joaquin Seis y D. José Corral, declarando precedente la cosco Ocios 
 del embargo de las finess objeto de este incidente, que se dejarian 03 disposecion del demandante Don Francisco Garri-do como de su dominio, y 
 absolviende o la vez á este de la reconsencion y mutua peticion propuesta por el ejecutante Ceballos. 
Con la debida ce tifieacion interpuso el ejecutante D. Agustin Ceballos y Liaila recurso de casaci, n por infraceion de ley, citando come infri gido el art. 27 ..o la ley Hipotecaria en el cast, 2. °, núm. 2 en concordancia con el snider° 5. art. 40 de la propia ley, que conceden el derecho á la rescision de las ventos en frande aereedo-res co ndo en ello s no ha 
 mediado precio; entendiéndose que no médis nrec o ni su •quivalente en los dicho- contratos cuando el Notario no da fe de la entrega, 
 S si eonfesando los contrayentes haberse esta verificado con anterioridad, no se justi-fica el hectic. 
El Tribunal Supremo folla no haber lngar al recurso de" casacion, d claranclo, Que la sus stioe del.atiela en estos autos 
 ho 
 versado sobre si la enaj , necios de los pro dos que 
 adquirió D. Francisco Garrido 
 fié hecha en fraude de I*, intereses del recurrente, , que pidió en la cortestavion 
 í la dernand s la rescision de aqeel con-trato con arrag o Sis ley 7.°, tit. 15 . Partida 5..; y habiéndose declarado 
 en la sen-tencia recurrida que no se encontraba dicha yenta en ninguno de los cosos one la citada ley slefine, no os procedente el recurso que se funda en los aetículos 37 y 40 de la les 11 , poiecaria. que amplia la rescision sí caso de no haber percibido sí ven-dedor el precio de la fines antes del 
 otorgamiento de la escritura, osando e, ella no eoneta la entrega de presente: y como ente hecho no ha sido objeto lo discusion ni pruebe en el pleito, no pueden tener aplicacion 
 0351 
 las disposiciones nitiraas mente alegadas. 
Resolucion de la Direccion general de los Registros civil y de la Propiedad y del Notariado 
Se resuare que el Registrador debe calificar bajo 
 es 
 respons3bilida4 el mandautiento expedido or el Juez de primera instanci, del kartido, sobre anotacton de I,. provide4cia, por no ser pertizzez,tes las 
 consultas sobre 
 Is eilificacion de las formas deolcoiso,dodp, de los document. presentados 1 inscripcion. 
El '7 de Setiembre de 1878 se presentó en el Registro de la propiedad un man-damiento del Juez de primera instancia del partieo, trascribiendo una providencia
-diet , da en 80 de Agosto en el rollo de cierta cause por la Sala de sacaciones de la Audieneia, cuss tenor es el siguiente: sSin perjuicio de practicarse con urge,cia la tasacion de costas e 
 líbrese caco,rden el Juez de primera instancia de..... para que exoida mandamiento al Registradur del, propiedad á fin de que no inscribe of 
 anote ingun 
 d comento de enajenacion S 
 gravamen quo boyo otorgado d otorgue D. Manuel Rodriguez Quesada. 
El 17 de Agosto del mismo silo file' presentada en dicha oficina una escritura por la quo D. Manuel Rodriguez Quesada vendió á Eduardo Rodriguez 
 Questda una casa sita en la calle de Algirofe, cuyo &cement° fué inscrito. Que en vista de estos antecedentes elevó una consulta el Registrador de Dula pars el mis acertado deepacho del mandamiento, por estimar que éste no esti comprendido en los artículos 2.° y 42 de lo ley Hipoteearia; en el 2.° porque no se 
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expresa en 61 que haya recaigo ejecutoria ni que se haya seguido procedimientoeg 
 uno en mento i l dec1 rar que  las sei tencias enr que ise doerete jai ui capa
el 
  rad hanl de 	 ser 
lióyen `1 42 porqueaen elomanda.miento semite  texip e er los t i t 
 el 
enesá que se re 
fiero, su fe ndemento y ol jeto y el nombre de ;a persona que  e, 
jurdo ordinerio ob- 
tuvo aquel decreto judicial, y tampoco es muy explíc.to al enumerar las eircuns-
tancia> perroe ales del D. Manuel  Rodriguez. 
 
Glee en viet» de todo esto, dude el consultante si al e-ar 
de  ser insubsanables 
 ó si 
las
debeac neretee e á tomar RP otacidcn preventiva p
érsussi
facultades




verificsrse en e 
driguez:exenderkque ademee, examinando el Registro, eraulte pie 
 s e lo- :ene inscritos, 
y que t
-
nez. 	 p: 
y que tmpxo puede aquEl 	
l libro de inca icit?=dos + 
 por ó delnRegla- 
lo e ,  carácter de este, en relacion 





 e 	 tertua de que pr eccediaode un juaieio c imi al






p 	 q 	 de que  en debo juicio rec•a'6 sentencia ejecuto- 
fign e 	 l nto.ei R 
el prese
reee nte n o y 	  
ría: 	 •poe te*lao• 	
caro se halla comprei;dido en los artículos 42 de fa  
Ley y 41 y 46 del R glementa, sin q: r obste para ello que en el mandamiento no 
 
ae 
 uee basaba b o obrera re  el Registro 
  el mandamientoiyuque 
favor 
 le nota del D a } 
p 4 	 ^ .. 
no constara, la 
 p=.`ohibiciop impuesta per la Sala hasta que se precediera al 
 embar-
go  en debido forma: 
 Que el Presidente de la Audiencia resolvió: primero, que los Registradores 
no 
 pueden ni deben c lificar la naturaleza de una providencia e la d el volle vela 
 hibi
efi- 
cie de enej nar, pues depende del libre criterio judicial apreciar  
macla pie la re *. jurisprupen.cia, en reïacion con el titulo de los embargos pre-
ventivos; y segundo, que son a.:otabl,slas peehibieloees de enajenar todos los'bie-
nes tele una pereo,e, aún ,in ser e n 
 el easo concrete de incapacidad:  
Vaetos los. erticuloo 2.° unen, 4.°, 3.° 18, 19 y 65 de la ley Hipotecaria y 4.
° 23 y 
2221 del reglement,; general dieta 
do por su ejecucion:  
Visto el Real decreto de 3 de Enero de 1816: 
 
Considerando que  in  providencia de 
 la Sala de vacacionés de la referida Audien-  
cis contrni a en el mandamiento expedido al Registrrdoeoesu te nt 	 pone la  
prévta declarado=.: de la incapacidad de D. Manuel Rodrig 	
p'one 
mente de s es bienes. toda vez que se le priva de uno de les medios más eficaces para 
 
ejercer la libre dipoeicion de loa mismos:  
Considerando que no 
 c nsta haberse inscrito dicha declaracion judicial de inca- 
eneecl Rcarponeen r`zt n A que carerel de los regeeieit s que e n arregle 
 
pare 
 a lnsdispues- 
en o loe ° 	 ° , q 	 3, d l ley a y Hipotecaria y 23 del Reglamento, de- 
t en loe articule 	
_luan. judiciales 	 ara que  sean incribibles 
y 
ben reunir les ;lemlaraciunes judicïa,es de incapacidad, p 	 qi 	 *• 
perjudiquen a tercero: Consi• eraedo que tralándoee de un documento expedid+ por que  ordena el Real j u- 
dicial, dote el registrador consultante proceder  roe 
 arreglo á lo   
intrírt ri e del mismo on8e trntal ^
je ión 
quelo dispuestooearla ley Hipotecaria y 
 su reglamento, estimase que no era inseribible.  
	
 
Ec:e Direction general ha acordado se manifieste 
	
de la propiedadste al Re t a,s  
momo resoluciun ala consulta formulada que segun la ley H poteeeria y su regia- 
mente 
 a parcialmente de la libre di-pos icdion de sus l
bie'esesólo 
et i 	
son nscribible en 
los casos v e on 
los requisitos que dicha ley e reglamento tiene teaat.ivainente saña-
lados, y que no siendo pertinentes las consultas sobre la c,elifieacion de las formes 
 
funcionario   por sí y c jb=do eurenponnnbilided 1 mordëm 
eto exped i do por el
dicho 
 
de pri*odre inste*tele del parte do y proceder eon arreglo álo dispuesto en los artieu-
los 1.° y 2.° del Real decreto de 3 de Enero de 1876.  
Lo que ca
n devolocioe del expediente original comunico á V. I. para su conoci.-
mieoto y demás efectos. Dios guarde á V. 
I. muchos eíies. Madrid 7 de Noviembre  
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de 1879.—El Director general, Feliciano R. de Arellaao.—Sr. Presidente de la Au-diencia de Las Palmas. 
(Gaceta de 13 de Marzo de 1883.) 
SECCION LEGISLATIVA 
MrrorsT$aio reza GRACIA r JUSTICIA.
—Real Cedes acerca de la mrelacean con pese debut. 
Jsacer use de la palabra en las vistas pdblicas de las eatocas el .elginiste- io pt,blieo y el de-fensor del procesado. 
Ilano. Sr.: Con esta fecha digo al Presidenta de la Audiencia de Barcelona, Is sigu ente: 
«Iime. Sr. En vista 
 de 
 la eaposicion elevada por V. L á este Ministerio dando 
cuenta de la duda suscitada en eso Tribnnal sobre el Orden que deb'u g ardor para 
hatee uso de de la palabra en las vistas dè las causas criminales el representante 
del M n;ste'io público y el defensor del procesado: 
Considerando que el tramite de consulta, obligatorio cuando se trata de delito, 
perseguibles de oficia constituye una verdadera renovacion del debate judicial; sien-
do lógico loor lo tanto que del propfs modo que en el Tribunal inferior el ejercicio 
de le :_"ion pública que inviste al Ministerio fiscal del cacheter de de:na, (Late, y 
el de la aceinn privada en su caso, antecedan á losaficios de la Abagecia, puesto que 
la exposicion del cargo debe precederá la impugnacion de la censura: 
t oe-iderando que á esta razon de método únese la r ues eseeciol de proe mar que 
la último palebra ea el 
 debate 
 sea siem re la del acusado, pues de otro suerte po-
dria les:lona°se en oeasiones el sagrado derecho de defensa; 
Y teniendo en cuenta ademas, por ea q se teca at derecho constitui to, que si bien 
la Real Orden do _3 de Octubre de 1841 concedia prioridad en el uso de :a palabra al 
defen_ cr del reo, cuando éste hubiese solicitado en algun molo la reforma de la 
sentencia de primera instancia, dicha disposicioa debo entenderse atesto •Imante 
deroga la per el art. 14 de la ley provisional de 18 de Junie de 18'0, cuyos 
preceptos de Ordee para la diseusioo escrita, conformes con el indicado endtodo, son 
_de aplicar igualmente al informe en estrados, so pena de incurrir en notorio con-
trasentido, proeedienia`considerar reintegrado ea todo su valor dicho arde t o por 
l4 suspension del juico oral, en virtud d:l R=eal decreto de 3 te Ion ero de 1870; 
S. M. el 
 Roe, (Q D. G.), c'nformto adose con el dictámen de la SOa de g. , cierno 
del Tribanai Supremo, úa tenido á bien declarar que en la vista pública da las cau-
sas criminales, estro primera como en se rueda instancia., ha va O no apelado al-
gast de las partes, debe barer uso de la palabra en primer tér-aino el acusador pri-
vado, si le h.:btere; de pues el representante del Ministerio fiscal, y por último el 
defensor del acusado.» 
Lo que de Real Orden traslado á V. I. para su conocimiento y efectos eonsi -
guientes, Dios guarde á V. I. anchas arias. 
 Madrid 27 de Marzo de 1830.—Alvarez 
Bogaltal--A los Presidentes y Fiscales de las Audiencias. 
(Geceta 30 de Mario.) 
 
Compilation general de las disposiciones vigentes sobre el Enjuiciamieeete 
criminal, formada en virtud de la autorizacion canoed:da por la ley del 30 de Diciembre de 1 878.
—(Continuacion.) 
Art. 922. Los recursos de easacien por infraction de ley y per quebrantamiento de forma, se interpondrán dentro del término pee fila el art. 331. fundánd .'e el de quebrantamiento de forma con arreglo al art. 908 y anunciando el de infraction de lev. 
Art. 923. El Tribunat sententenciador, con vista del escrito. admitir í 8 denega-rá únicamente el retar
-o se ca'ac on por quebrantamiento de forma con arreglo á lo establecido en los articules 910 y 911. 
Art. 9 .24. Cuando el Tribunal admitiere el recurso elevará á la Sala tercera del 
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Tribunal Slip ,M0 d'a causa, con los antecedentes expresados 
en el art 910. En 
este c= so , e  ene enderis preparado el 
lees rsu de casa cien por infraction I e let. 
mt. 9.5. Quand° e1 Tribunal denegare el recurso, los interesados 
odra recta- 
 rrir eu queja- á la Stile tercera del Tribunal Supremo, 
contra el auto, en el  tiempo 
 forma que = recept_im el art. 912.  
Art 926. Si la ola tercera del Tribunal 
Supremo re'ocare el auto denegatori ,  
dïrig- r:+ Orden  el Tribunal para que le reluit- la causa, á 
tenor de lu que se estable-
cc or el to rt. 9 3. En este caro se 
entenderá tambien preparado el recurso 
de ea-se-
cion poi  i inf. a c=ion de ley. 
Art. 9,7. Si iti Sala tercera confirmase el auto 
denegatorio, comunicará su re
-aolucion al Tr  buril car" loe efectos que 
hubiere lugar.  
Art 9'8. Los efectos del coto 
confirmand la denegs cion, de que se trata en el 
roll u`o san  terior, , erán respecto del 
recurso de ca.acron por infraction de 
ley, los 
siguier.te> : 
1.° H ce imposible su interposicicn, cuando el auto 
confirmando el denegato- 
rio de la r d -ir,or del recurso 
oe casaeion  oro  formo, se hubiere fundado 
en ba- 
berse p r esa rtado el ererito pie poniendo 
un recurso preparando  el otro fuera 
del 
2.. ino tér 	 legal. 
. 
Deja; t ext ea ita su onterporicion en su caso y lugar, cuando 
el arito eonfir- 
mando el del,  getcrio de le acmirieu del 
recurso de easac'on en la forma, se hubie-
re torde , `o roo a no eurcurreneia de las 
demás circunstancias expresadas en el ar- 
tículo 909. 
Art. 9,9 	 En ente último caso, si el 
recurrente lo pidiere, dentro del téimino 
de tercel, eia, ecot r'do dofde el en que se le baya  rot 
 fiordo  la confrm , cion del 
auto  der:0 goiter io lei Salo feguLda dei Tribunal 
Supremo mandará al Tribunal sen-
tenciador c,ue exl ide y eut-ogre al recurrente, 
ó en su crso remita dentro del tér-
mino de t, es dus, te-ti0  opio de le reo 
oiucien 1-ara que pueda  si guir el recurso por 
infreccon ot e li y  y que cite al efecto 
á las partes, cumpliendo en un todo i,on 
lo que 
se ord. ne en el art. 879.
A t. 939 
re le cause  a la Sela to re m. del Tribunal 
 Supremo. u  r ru mona- 
de termo,  y 
ra y teso Verá corn a regle á lo 
d rrprosto en sacien cuir a de este capítula. 
Art . 9u.. 0r -rade 1' - Ida co daste no haber legal. el 
 eecr sc per gvebr nt. mien-
tamieeto de fume, or.denerá al recurrente 
cri lary causa 
y 6. la perdí 8 	 1 do p dial, 
si lo vole e.- e co= t 1.,ido. y mandare entregarle 
	 P 
para gee :e-téarcr 
€ r 
el reeunio r  or i freemen de ley, ante la Sala 
segunda, eon'cr-
reglo o l a  fecti. n .egi:rda de e0re cal ,
ítr o. 
Art. 922. Felm,, ado el recurso por áfraiccion de ley, 
=e rortanciará, conforme 
á lo ehep i f sto et la feccicn 000 0000000000
: pite le. 
Art. t.P3. euendo el recurrente no rotuaiere 
habilitado como pobre, al drool-
ver le cata= a irterl er,iendo el tetur00. 
deberá preset tar el documento  que 
acredite 
haber hei lei el corresp cedente depósito, 
en conformidad con lo eatablecido en el 
articule 882. Section sexta 
De la int,rl'osicion del recurso de casaeion por 
el Minister,  fiscal 
Art. 924. Ice 
F"cales de los Trit•rrales, en as causas en que inter0engan, 
preponer r 8 lute, 	 en se ceso 
'os recursos de casaeion per  infraceton case ley los 




consideren 1 ra. 0 er te'. con a eg1€ á la ley, 	 g' 
en íes a9 5 . 
 S e, Trit000l,der egere el teáimerio de a V  fntou''a, el Hala. daeá Art. 	 era ue ri lo creyere pruceeente, recatea 
cuenta de eï'o al  del Tribunal Supremo,  p 	 q 
en quo je del n o :o ertablecido er el art. 876.  
Art. 938. " Si el Tribrnal no admitiere el 
recato por quebrantamiento de forma,  
el Fiscal t receaf O' del modo prescrito 
en el art 912.  
sert. c 7. El  Prom. ,or fiecai tel Juzgado 
de primera instancie ó el Fiscal de la 
Audiene a, auge qe e recia cl te toms uio de '
' 000001' .cien judicial.  al el rece,  o se 
fund ere • n ir.treec!crt de ley lo remitirá al Fiscal 
del Tribunal  Supremo, á fie de  
e en u Oies boter , . n -t ó 'coteuga el recurs , ó 
noceda came es ruse i,?s`o T-u 
pronto coma ^ r nct;fielue al Promotor del drzgac;o de primera instancia ^^ a' 
Fecal 
de la Auie.ncia, el auto admitiendo el recurro por 
 quebrantamiento de forma ; `a 
Vii.13,00 000409 
9dpno, 09; DR `00:0, ad Top t[ouop000dd 
	 save: 	 1.1 	 opnaTppl 
-as ITes 0T UR 40000 	 upuTIOP3 op sv4) ootuo op 011 111q, [op 0.-It,op [s 	 lay 
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-00 'Sol 	 nopasdjuT dod oactj 0,0.3 lo I. 
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por eercunstaneias especiales estimare la Sala que la publicaeion de la sentencia  á 
que se is nose el articulo aoteerior ofende á la decenciapubliea, podrá ordenar en la. 
 
propia sentencia que no se efectúe aquella,  
Art. 918. '\o se d,. recurso alguno contra la sentencia declarando haber ó no  
lugar al recurso de casacion. Lo dispuesto en este artíco10 ae entenderá sin perjui-
cio de recurso de revision, en los casos en que proceda.  
Art. 919. El desest'miento del r-curso podrá hacerse en cualquier estado del  
p eeedimiemto, prévia ratifiescioe del interesado ó presentando su e eeedor poder  
especE al para ello. Si las partes estuvieren citadas para la decision del recurso, p i 
derá la q e edes sita mitad hb den ocasionado 	ep ito,si
 por hubiere constituido, y peg 
costas p 	 que 
Art. 9.se . Las  sentencias contra las cuales pueda interponerse recurso 
 
ee par 
sïon, no se  , eeuterán h asta roe 
 te esrra el t'.rmi eo señ-slado para prepararlo  
snfraccion le les, ó interponerlo por quebrantamiento de torsos. St en dicho térmi-
no se prop , rsee d interpusiere el recurso, quedará en suspenso hasta su terminacion la ejecutivo de le sentencia., le menos que ésta sea absolutoria, en cuyo caso, si el 
reo estuviere preso, será puesto en libertad 
Art. 
951. Cundo el recurso hubie •e sedo preparado ó interonesto por u>eode los 
procesados, podrá llevarse á efecto la serte ,tia desde luego en cuanto á los demás 
el lo solicitaren, sin perjuicio de lo dispuesto en el art. 905. 
CAPÍTULO lI 
Del recurso de revision  
Art. 952. Habrá lugar al recurso de revision contra las sentencias. ejecutorias 
en los Caros 	 ésssiguiente, 
•
Cu s tdo estén sufriendo condena dos ó m•ís personas, en virtud de sentencias 
noel' edeetorias, por nn seismo delito que no haya podido ser comcti.lo mas que por 
usas sola. 
•^  
• t;uandu esté enfriando condena, alguno como autor, c&enliee d ene=sbri or 
dol homicidio de ,an>s oersoos cu?a existoncia se acredite desi,ues de la condena. 
O.°  Cuando esté sufriendo condena alguno en virtud de ssoteneia cuyo funda- 
mento haya silo un documento deeierado despees falso, y penado por sentencia 
ejecutoria. Art. 953. El recurso de revision podrá promoverse per los penados en todo 
case, y por sus 0Ón`u.ges, descendientes, ascendientes y hersnaaos en los etsot de  
los esú ,ceros 2.° y 3.°  del artículo 952, acudiendo el llinssterio de Greets y Justicia 
 
eon soleeitud motivada.  Art. t5e. El hí vistes o de Gracia y Justicia, prévia formacion del expediente,  
podre ordenar al Fiscal dei Tribunal Supremo que interponga el recurso, cuando 
 s su juicio hubiese fundamento bastante para ello.  
Art. 955. set  Fiscal del Tribee el Supremo podrá tbsmbies, sin necesidad de di-
eles dote  s, interponer el recurso ante la Sala seg soda, siempre que tescg-.t conoci-
miento de algue cast en que proceda.  
Art.  950 En el caso piel numero 1.° del artículo 952, la Sala declarará la contra-dicteon entre las sentencias, si en efecto existiere, anulando una y otra, y mandará  
instruir de nueve la cause al Tribunal á quiee corresponda e' conocimiento del de-
lito. Eu el carro del número 2. 5  del mimo artículo, la Sala, comprobada la identidad 
la person, coya muerte hubiese sido penada, anulará la ejecutoria. En el ceso del 
número 3.•  del referido artieulo, dictará la Sala la misma resolucio }, con vists 
de la 
ejecutoria que d clase la falsedad del documento, y mandará al Tribunal á quien 
corresponda el conocimiento del delete instruir de e nes=,' la c ,iu'. . 
Art 957. El recurso de revision se sustanciará oyendo por escrito una sola vez 
al Fisc I  vico á los pesados, que d_b-rás ser citados, si antes no comparecieren. 
Cuamoo pedieren la uneoo de  tel  le los autos, la Sala acordara sobre este 
partieui r lo que estime más oportuna Gespues seguirá el recurso por los trámites 
establecidos pare el de casacíon por infraccion de ley, y la Sala, con informs oral 
ó sin é!, segun asee ede en vista de las circunstancias del taso, dictará sentencia, 
que ;.e'á irrevocable. 
Art. 958. Cuando por consecuencia de la ejecutoria anulada hubiese sufrida el 
sondeusdo alguna pone corporal, si en la nueva sentencia se le impusiere sigues. 
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de la misma especie 6 más leve, se tendrá en cuenta ludo el tiempo de la anterior 
 
mente sufrida,  
TITULO VI 
DE LA EJECüCION DE LA: 
.ENTENcus 
Art. 959. La ejecueion de la sentencia ea los juicios sobre fautas, corresponde 
 
el Jotz in nicipal que he ya csnoce•±o del juicio El Juez de primera instancia que habiese cencei e en la apelacion de un Ioic o sebe faltas, 
 remitirá cerf ficacion 
 de la sentencia firme ai Juez municipal correspondiente, para los efectosde este ar-
tículo. 
Art. 960. La ejecueion de la sentencia en causes pm delito, 
 corresponde al Tr -bunsl gee heya dictado la que sea firme. 
Art. 961. Sis embargo de la dispuesto eta el a=rtí:eolc anterior, la sentencia dic-tada en co scion par la Sala segunda del Tribunal Supremo, se ejecutará por el Tribu tal cae 
 e pronunciarla la se iencia casada, en vista de la ccrtifieacion que al eiec e le reo itará la referid Sale. 
Art 962. Cuando el Tribunal al que le corresponda la ejecucion de la sentencia 
no p=aciere p-cet ear por sí mi: mo todas las ~eneis s acccooria.s, comisionará al Juez del neraid d d , marcscion en que deba 
 tener efecto, para qee las practique. Art. 963. Case- o una sentencia. sea firme eon s. Uglo ala dispuesto en el bit. 668 de la Iey provisional sobre Organiz ad. del Poder j;:diciel, lo declarará sal el Juez 6 Tribunal que la haya dictado, Heche esta decl.racion, se procedere á ejecutar la 
sentencia, et crase el rea esté sumrtid0 á (tre eai'tsa , sn Cuyo cctu se le conducirá,
cuando eea necesaria, desde el estabit cirni ^e?rto penal en que se hallare cumpliendo la condena, al lugar dende se esté i,.stru : endo la caves pendiente 
 Art. 961. Cuando la p , na impuesta en se:,-tercia firme sea la de muerte, la Sala del Tribunal Supremo no remitir ,la cerf fie, clon que se exp -esa en el art. 961, has-ta chie el 
 Ministro de Gracia y Justicia hs, a aeusaau el recabo del inforaúe de que se trata en el' ^rt. 945 
Art. 96b. La aetificaeion de la sentencia firm, en que se impusiere la pena de 
muerte, .e hará al ree á la Hora de las echo de la alaiíane, trasl:.dwadolt iemediata 
meute al local de la cárcel que se considere más apropósito, en el casi permanecerá hasta le a coas hora del dis siguiente. 
Art. 956 Durante la p' esa aeneia del reo en el local expresado en el artículo 
anterior, se le facilitará lo necesario p e e que pue:la otorgar testamento, e se le preá_ 
tacán lo' denles `tas, es de I. 
 d s SSeees q=;e padae. e. S=; le permit'?á también recibir 
 las visitas de eu f< saii:a y s,migos, quienes lied an acompañarle hasta su <alida para 
 
el lugar de a s ejecucioa. Pedrsu tamb-en f e.' er tan dicho local les sacerdotes y les inch-vie., ce i s et rperaeaunes cuyo instituto rea prestar auxilies espirituales 6 
corpere,er a les ecs cendcau as á la l ei:a de muerte. 
Art.' 96:. A las seinticmitro horras de soberee-uot-ficedo el reo la sentencia, será 
conducido con Ise 
 ,scgu:'idad, coeventent s el le gar 
 d>: la e•jecusiso, de la mona, a prevea da en los o,se,,los 102 y siguientes del Código penal. 
Art. 968 'io se causarán el reo más vcjaeioees, roi mol scias,ni se le.omelerá á 
más erissa,saes qua las cadispea -chive para in seguridad de su persona y de la 
ejecucion tie la se. teneia y rara eviter cualquier escándalo d des drden. 
Art. 969. El Juez de primera hast,-nc, ., si lo hubiere eu el pueblo chede se eje 
eate le sentencia, y en otro e ea e1 mua cipol, esteré co - intuido, desde la salada, del reo de la ce-eel bosta que se dé c_ ceta de beber ,  e llevado á. activo la ejecueion. 
Art 970, Ac, mpeñará al reo, edemas de la esco'i- convenient, el acta,-rio Secrete are a el alguacil c quienes se dé coma< on l efecto, las eacerdut,, glue hayau d2 asistI_ie e„ sus mulles mementos, y loa iedivid_uos de lue cor 
 O aeSones citadas 
en el art. 966 que lo soliciten 
(S'e e07it'iaaacd.)  
^y 
--LJ 	  
ï^^VER 3E:'iLÿA 
 
Las a Lixaas 
	 eala publicacion han trasladada al 
raer3 41 de la mi:nia calle del Espiritu`Saata. 
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O. Seeeion doetrinal.—Jueces y Alcaldes.—(Continuacion).-11. Seeeion  rie 
consultas.—Qué accion puede ejercitar on vendedor, que en vez de ser citado de 
eviccion, es acusado por estafa, habiéndose sobreseido el proceso.—III. laibliogra- 
lia.—Biblioteca manual de derecho.—Director y propietario el doctor D. Clemente 
Fernandez Elías.—(Conclusion).—IV. Resista de la prensa.—Proyeeto de re- 
forma del Enjuiciamiento criminal —V. Seeeion pariantentaria.—Propo- 
sicion de ley del senador señor Maloquee sobre responsabilidad ministerial.—(Con-
clusion.)—VL Seeeion legislativa.—Compilacion general de las disposiciones 
vigentes sobre Enjuiciamiento criminal.—(Continuacion)—YIL  Vacantes —Re-
stros—Notarias.—Escribanías de actuaciones. 
SECCION DOCTRINAL 
JUECES Y ALCALDES 
(Continuacion) 
2.° Dudes por ganados. —Al poco tiempo de haberse publicado el Código 
penal de 1870, comenzaron los gobernadores civiles  4 elevar consulto al Go-
bierno acerca de las facultades que, en su juicio, podian ó no tener las auto-
ridades administrativas para castigar las faltas que se ocasionaran por entrar 
ganados en heredad agena, y la Seccion de Gobernacion del Consejo de Estado, 
eon cuyo informe se confornaó el Ministerio, declaro que las consultas carecian 
de objeto, en atenciort A hallarse resueltas par las disposiciones legales (1). No 
obstante esta declaracion, que al parecer cerraba la puerta il toda nueva alza-
da y 
 A 
 todo procedimiento en un punto sobradamente claro, aunque el derecho 
constituido no revestia la justicia que el natural exige, en nuestro sentir, 
--- — 
(1) Reales órdenes de 	 de Agosto de 1871 r 12 de Marzo de 1872, y Orden de lc 
le Mayo de 1873. 
7 
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por quedar 6 salvo de impugnaciones fundadas, Como al fin repugna al coman 
sentido quo un hecho pueda tener dos castigos, y como de ser ario aquel por 
el cual se optara, la Administimeion no queria cejar en su erapefio de hacer 
uso de las  facultades de que la invistiera ,la ley, ni el poder judicial habia de 
renunciar al ejercicio de la jurisdiocien que le está enclnendada; no ima, 
sino muchas veces, volvió t debatirse la cuestion, siempre resuelt.a, y siempre 
insoluble, de la facultad que la Administrados tiene para castigar ciertas in-
fracciones, y de cuyo atributo no puede en modo alguno privársela. 
Eu nuestra humilde opinion, las cuestiones de competencia han sido in-
Utilmente promovidas: el Oóligo, ley penal, establece adecuados castigos, y las 
Ordenanzas de los Ayuntamientos marcan las correcciones oportunas: aque-
llas y estas disposiciones coexisten en virtud de una especial y terminante 
prescripcion do la ley sancionadora, y las dificultades han surgido tan sólo 
de una repugnancia invencible y generalmente sentido d castigar con dobles 
males una sola trasgresion del precepto. Ciertamente; en loa estudios sobre 
penalidad, filosóficamente seguidos, podrá decirse que el sistema de la com-
pensacion ó paga ho puede oponerse al de la expiacion, que redime, y al de la 
correceion, que rehabilita y mejora; pero en la práctica de los Tribunales se 
 mira 
 el hecho concreto del cánoo que rige y se observa la estrecha máxima 
dora lex, sed lex, ya de antiguo sabida. 
aDeberdu quedar inactivos lea Tribunales cuando se les denuncia que ceo 
vecino loo ovalado sus ganados en on rastrojo de propiedad agena? ¿Podrán 
permanecer silenciosos sólo por temor de quo haya comenzado el Alcalde 
entender del hechoMuestion parecida se resolvió por el Gobierno, declaran - 
do, cual otras toutos veces; que los Ayuntamientoa puebn imponer multas, 
porque apart, de las Lealtades quo les confiere el art. 77 de la Ley munici- 
pal, el art. 6-25 del Código penal lo consiente, p repitiendo que podrán hacer-
lo siempre que la correecion gabernativa no sea mayor que la señalada ea el CV-
rliyo Tara .la 'misma falta (1). No es posible hallar una resolucion más class, 
ni que de an modo más evidente resuelva, la duda, si es que pudo haberla, 
en el punto de que nos ocupamos. Alas los Jueces municipales pueden tambien, 
deben, msjor dicho, perseguir de oficio esas mismas faltas,  su cuanto se ha-
lloo previstas y penadas en el libro del Código, cuya aelicacion les incumbe. 
Y no se diga acerca de esto que es medida que responde á la proteccion 
cielo ganadería. aQ6mo es posible que una ley ó disposicion de carácter ad-
ministrative, venga t derogar los preceptos sancionadores que con carácter de 
generalidad se hallan eu el Código? ¿Forma acaso parte de la eacepcion con.- 
signada en el art. 7.° de dicho Código, corroborada por el art. 626 del mis- 
mo, ese cúmulo de decretos, reglamentos y bandos por cuyo medio el Poder 
(1) Real Orden de 20 de Mayo de 1811. 
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• -administrativo desenvuelve su actividad continua? Grandes fueron los privi- 
legios de esa industria, en los pasados tiempos, cnando le correspondia 
dafío de la agricultura; grandes fueron sus facultades cuando con sus tribu-
bunales de excepcion imponia perialidad el antiguo Concejo de la Mesta. Mas 
..(7,qu, ouedado aquella desigualdad irritante, sino una compensadora 
proteccion los campes en bien de la abandonada industria agrícola? 
Esas concordias, conocidas con el nombre de' órtes de pastor., que se 
-observan en algunos pueblos, coexisten tam.bien con el Codigo, y el Gobieino 
ha dicho que son institacionesnue tienen su apoyo en el art. 80 de la Ley 
municipal de 2 de Octabre de 1877 y quo pu.gnan con las leyes penales y 
procesales (1). Propemense esas asociaciones indemnizar los dafios. que oca-
.sione de noche el ganado cuando no sea dado Conocer el responsable del he-
-rho; y bajo este concept° nO se oponen los principios del derecho_ penal, 
-dejando d salvo la juriscliccion que inquiere paint castigar, que persigue de 
oficio, y cuya marcha no puede detenerse, en atencion a que lo finico que, 
el perjudicado puede renunciar es la in.demni.cion quo hubiera de corres-
ponderle. 
Pero no es este tema de nuestro trabajo: la decadencia que en nues. 
tros tiempos padece la ganadería no se corrige, ciertamehte, con patrocina, 
ideas insostenibles, ni entratia en su estudio el hecho, para la Administra-
cion.no indiferente, ni Ménos. para les Tribunales, de la autoridad quien 
compete la imposicion del castign Si la ganadería den*, ya se sabal 
. tiempo los males que padece (2); pero esto es independiente, de la cuesUon 
meramente juridic, que venimos estudiando. 
cuestion, pues, es sencilia:.el art. 625 del Código penal permite que 
se impongan dos clases de castigos por un solo hecho, y toda la doctrina que 
sobre el particular de ganados existe puede resurnirse en una sentencia del 
Tribunal Supremo y una Real órden exPedidar por el _Ministerio de la Gober- 
El Alcalde de Ahlearrubia (Salamanca) impaso a: D. T. G. y D. B. V. la 
multa do siete pesetas 50 centimos por haber atravesado sus bueyes tierras 
sembradas de trigo, falta prevista y pe,nada en las Orclenanzas del pueblo 
Apelóse de la anterior resolution, confirmála el Gobernador de la provineia, 
y entablado para ante el Gobierno recurso de alzada, fué desestimado, 'de 
acuerdo con el dictimen de la Seccion de Gobernacion del C3171,3,i0 de Esta-
do, estableciendose coma fundameaato la doctrina siguiente: «Los Alcaldes 
.pueden imponer multas por faltas previstas y pe,nadas en las Ordenanzas 
(1) Real órden de 20 de Mayo de 1878„ (2) La Ley de 22 de Agosto de 187/ ,mando aboir una inforniceion con e,s,  
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CONTESTACION 
No siendo justo ni permitiendo las leyes que una persona pueda perma-
necer bajo la acgion de la justicia por un tiempo ilimitado, el vendedor G. 
tiene expedito su derecho para entablar en juicio ordinario la ttccion de jac-
tancia contra el comprador M., que ciertamente no estuvo muy acertado al 
 denunciar, sin haberse opuesto a la intrusion de las tierras citando de coin-
cien y saneamiento al vendedor. En dicha demanda debe pedir aI M. com-
prador que demande con su auxilio al tercer poseedor ó detentados, ó de lo 
contrario. renuncie h lode accionó derècho it 
 dichas tierras.—LA IC,EDacotov. 
BIBLIOGRAFÍA 
BIBLIOTECA MANUAL DE DERECRO.-DIRECTOR Y PROPIETARIO EL DOCTOR DON CLEMEN• 
TE FERNANDEZ ECIAS. (Casolaciaa.j 
Conocido ya el terreno que se propone recorrer el autor de la expresada Biblio-
teen y las diversas materias que abarcan los tomos ya publicados, Do ha de ser di-fícil marcar con aig„n detenimiento (si bien no 
 cos 
 todo el que su trabajo merece), in 
 índole de sus publicaciones, y la manera que su ilustracion le sugiere para dar 
cima á su empresa
- c,.n plausible acierto. 
Respecto A. las Para das, el Sr. Fernandez Elías ha adoptado la edictos de Gre-
gorio Lopez, publicada en Salamanca en 1555, pues si 
 bien es cierto que la Acade-
mia publicó otra edicion esmeradísima, lo es tambien que las escuelas y el foro han 
seguido de continuo la 
 princes. 
 Esto en cuanto al testa; 
 pues, como dice el autor en una advertencia, apee lo our respecta al sistema y forma de la publicvcion, tam- 
bien hemos hallado dificultades que veneer; aspiramos á dar las leyes. de Partida 
comentadas, concordadas y enriquecidas con tercias las leyes anteriores y posterio-
res hasta hoy, con la jurisprudencia del Tribunal Supremo y con los adelantos 
científicos; para realizar nuestra aspiracian, hacíase necesario que á cada ley si-
guiesen coposas notan, y éstas y la glosa de Gregorio Lopez reunidas, y dado el 
tamaño de la edicion, la hacian muy confusa...» Por esta razon, se decidió el señor 
Fernandez Elías á separar la glosa del testo, dándola traducida al castellano y 
aparte. 
Aumentó con esta medida el trabajo y el gasto que se necesitaba hacer; pero á 
la verdad, laobra resulta m»s cómoda para consultar cualquier lee, siendo además 
muy fácil halisr en la glosa el número correspondiente. La sersion ha sido fidelí-
rims, no obstante tes dificultades que ofrece siempre todo trabajo snilogo, en que 
á la vez de las exigencias gramaticales, hay que tener en cuenta la idea jurídica 
que envuelve cada concepto del renombrado glosador. Esta traduccion ha sido he-
cha por el Licenciado D. Diego Ordovás. 
Traducida del francés por el Director de la Biblioteca, ha sido publicada ade-
más la célebre obra: de Mont.'squieu El espíritu de las leyes. Precédele un erudito y bien escrita prólogo del tlaductor. 
El Sr. Fer' anden Elías, profundo conocedor de nuestro derecho, contribuye de 
una manees eficaz á propalar sus glorias. Dígalo si no 
 la esmerada edicion dei Fuero 
Juzgo en latin, que, como hemos consignado, ocupa tees tomitos de su utilísima 
Biblioteca. Propánese dicho autor dar por separado á la estampa la traduccion en 
castellano, pues corlo el expresado eseri•tar advierte, BO podia dar sólo la parte es-
paíiola, <porque no siendo esta una traduccion exacta de la latina, hay entre ellas 
variantes de importancia suena que conviene conocer.» Los que consagren al anti-
gun derecho el profundo respeto que nosotros le profesamos, no podrán méncs de 
aplaudir sin reserva los retarczos del concienzudo publicista. Na ere propone cier-
tamente con sus abras una empresa de mero lucro, áun cuando esto en nada seria 
tachable, sino entes bien honroso y digno; llena el escritor un fin más alto, y par 
eso dilata su publicacion hasta dar dos ediciones de ese famoso Código, que, coma 
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may bien dice, «debe considerarse para España como an timbre de gloria y orgu-
llo.» En efecto: el Fuero Juzgo, monumento de imperecedera memoria, representa 
 
el 




fosas prácticas de sus primitivos procedimientos.o 	 ae dedica á le etieloria 	 del de 
Finalmente, el Sr. Fernandez Elroeas, en  el 
tomo q 
Techo y su desenrooltinxienlo en Espaaaa, 
confirma su bien adquirida rePtO tac.oIIion eetes- 
critor erudito - y castizo. Y ion vez dicho 
 e
st lata de les 
teniendo  presente 
c
t  qu e 
ue su Bi no oca 
 es la más barets y promete ser la más come  
ex-
trañara. en modo alguno que haya merecido 
 
le protc  el n delt Go o er 	F
umen*^ ed 
de la Real árdea 16 de Mayo dei p
, ex pinas de 
en
n
vista dei favorablele informe emitido
do por la 
P 
Rel a ter en las prmer
as perales y 
e l
i
cas, cuyos documentos se insertan por  
s s libros. Oeasion es esta de recomendará nuestros suscritores una obra que puede 
 
serles tan útil en las tareas forenses. 	 JosE 1VIovTAI T Y TRIGLExOS.  
REVIST i^ DL LA PRENSA 
PROI ECTO DE REFORMA DEI. ENJUICI UIIENTO CRIMINAL 
 
Leemos de ua periódico: 
«Las modificaciones introducidas ml comcriminal,i   
eloeee o 	
entes: 
 en elp oyecto d  
ley de be ses para la reforma de-  p e  or el señor on leo 
 o de Grada y Jus- 
Una  de la- bases del proyecto presentado p 
ticia era estalecer un 
 reunan cbrcunstaciosoexttraa 
extraordinarias alarmantes y no basta a reprimirlos r 
•
os los  
meElos legales ordinarios.  La comision ha presidido de ella en su dictámen.  
También ha prescindido lela base en que se áutorizeba al gobierno para hacer es-
tensiva le competenc-a de los tribunales de aoerb lescaenclu_ de gundaio stancia 
de las alelaciones interpuestas en los j l tribunales y e n lo do serán constituidas 
Segun el de o 	 de laya
o , os 
per tres jueces, donde e los haya, , con J




 les procesos que r. o hayan instruido, can tres j
partidos inmediatos 
dondedea facilidad de las como mica« ° x mo , y el gi t 
e e l del  punto de la ecmi- ec 
rador de la propiedad en los 
aloa del delito, el de l  partido más p  
demás. 
	
que la cmision he estimado conveniente separar á los 
De lo expuesto se deduce q 	 o _ 	 las de los tribunales de partido, de que for- 
•
promotores fiscales de las funciones propias 
matan parte,  so  gun el proyecto del gobierno. ueces instructor. 
 de todos los 
Los promotores fiscales en cada partido serán los j  
procesos, y sostendrán las conclusiones que incumban 
á su ministerio en los que 
sean 
de la competencia de los tribunales de partido;  gobierno en el dictá- 
En lo demás están trascritas las bases presentadas por el g 
men de la comision. Deb,mos. hacer constar que las modificaciones apnniadas han sido introducidas 
 
de acuerdo con el ministro de Gracia y Justicia.»  
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ofrece ocuparse detenidamente del presente  
proyecto luego que lo conozca en todos sus detalles; la iatrodnccion de los Regis- 
traores 
eie d si setiene enpcuente sufningioneeasp
^ácticalen las numesas atribuciones que se les 
van á conceder. 
ea t 
La roision 
 e 10e fi eal e en causas militares, 
  es eue fi onlmuy armoria 
con lo 
 y de que seCode- 
pace la Redaccion.  
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Art. 17. Constituido el Congreso, se elegirá una comision que se denominará de infracciones, compuesta de 24 diputados, con arreglo á los artículos 1.°, 2.°, 3 °, 
5. y 6. del reglamnto de la Cámara popular en su artículo adicional aproba-do en 13 de Diciembre de 1878. 
Art. 18. A dicha comision se remitirán las escritos que eaalquisr ciudadano es-
pañol, en pleno goce de los derechos civiles y políticos, tiene derecho á dirigir al 
Congreso de los diputados, formulando denuncia contra los ministros por abusos 
punibles cometidos por los mismos. 
Art. 19. Para que la denuncia sea admitida por la comision de infracciones, ha 
de reunir aquella los requisitos q.oe exige el titulo III, capitulo I,. seccion primera, 
de la Compilation oficial vigente_ El tribunal de infracciones, si resultare calum-
niosa la denuncia, remitirá el tooto de culpa al juzgado .competente para que pro-
ceda de oficio contra el denunciador, con arreglo al art. 482, apartado segundo del Código penal. 
Si la comision de infracciones entendiere que no debe prosperar la denuncia, 
emitirá dictámen proponiendo el sobèeseimiento. Dicho dictámen se habrá de 
 for-mular dentro de cinto dias de presentada aquella. 
Art. 20. La comision de infracciones poded dirigirse; por conducto de la Presi-
dencia del Çongreso á los tribunales, centros administrativos y particulares, para 
que informen cuanto se les reclama y practiquen las diligencias que en justicia 
correspondan sobre el hecho objeto de la denuncia. Oirá al ministro cuyos actos 
hayan sido objeto del procedimiento, quien podrá suministrar testigos 
.y además pruebas escritas para justificar su inocencia. 
Art. 21. Si la comision de infracciones opinare que el ministro inculpado ha 
incurrido en responsabilidad, formulará dictámen dentro de cinco dias ísaciéndose 
constar en el mismo escrito: i.° Los hechos punibles que á juicio de la g 
 misma re-sulten del sumario, determinando el delito que constituyan, 2.° Le participation 
que en ellos hubiere tenido el ministro procesado y oras personas. 3.° Los hechos 
que resultaren del sumario que constituyan circunstancias atenuantes 6 agravan- • 
tes del delito ó eximentes de responsabilidad criminal. La cantidad á que asciendan los daños y perjuicios.  
Dicho dictámen se presentará al Congreso tan luego como se haya formulado, 
discutiéndose en sesion secrets permanente. El Presidente, dentro del término de 
tres dina, señalará aquel en que deba tener lugar la discusion de dicho dictámen de 
 o los documentos nque, se hayal fundado dicho esc orito,ly de laos declaraciones de os testigos, si los hubiere. 
Se repartirán dichos documentos impresos á los diputados. 
Art. 22. Para la discusion del dictámen, se observará lo dispuesto en el regla-
mento del Congreso. 
Art. 23. Se votará por mayoría absoluta de votos. 
Art. 24. Si aprobare el Congreso el dictámen, elegirá los siete diputados que 
deberán sostener la acusacion cante el Tribunal de infracciones del Senado, con asis-
tencia del jurado. Les diputados elegidos para sostener la acusacion ante el Tribu-
nal, no podrán excusarse, sin causa ó motivo de los que determinan las leyes. 
Art. 25. El ministro ó ministros á quienes se pruebe que influyeran en el ánimo 
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de los diputados para que voten en determinado sentido, quedarán sujetos á respon-
sabilidad. Votado por el Congreso haber lugar á laacusacion, quedari el ministro y demas 
personas responsablee, si las hubiere, á disposicion del Senado, 2 sujeto. á, prision 6 
fianza admisible si la pens qua se pidiere fuese grave. 
Art. 26. El Presidente del Congreso que ha decretado la parsecucion del delito, 
comunicará el dictámen aprobado al presidente del Senado, invitándole á que reune 
el alto 
al defen orr6 defensores que le hayan de 
requiriendo 
istir y defender ante el Senado nombre 
CAPITULO III 
DE LA ORGANIZACION DEL SENADO PARA EJERCER SUS FUNCIONES JUDICIALES 
Art. 27. Al dia siguiente de quedar constituido el alto Cuerpo colegislador, se 
elegirán en la forma prescrita en el art. 17 de esta ley, los veinticuatro senadores 
que han de constituir el Tribunal de infracciones en aquellas Córtes. 
Art. 28. Será Presidente de dicho Tribunal, roando funcione, el que lo fuera 
del Senado, y hallándose cerradas lac Córtes,,el que lo hubiere sido en la última le-
gislatura; y en su defecto en uno y otro caso el Vicepresidente á quien corresponda. 
Art. 29. "Incumbirá al Presidente del Tribunal, mantener el Orden y el decoro en 
las sesiones, dirigir los debates y firmar las sentencias definitivas é interloeutosias 
con los deulás individuos del Tribunal, ejerciendo el cargo de Secretarios los del 
Senado. El Presidente será nombrado por el  Tribunal y por mayoría de votos. 
Art. 30. Todos los senadores del estado seglar estarán obligados á concurrir para 
constituirse el Senado y celebrar sus sesiones co no Tribunal. Los que tengan mo-
tivos justos para excusarse, los expondrán por escrito en conocimiento del Segada, 
y Sato  resolverá lo que estime más acertado. Art. 31. No podrán ser jueces ni jurados, los ganadores que hubieren sido nom-
brados ó admitidos con posterioridad á la perpetracion del hecho que motivare pro-
cedimiento. 
CAPITULO IV 
DEL JUICIO PRÉVIO ANTE EL TRIBUNAL DE INFRACCIONES 
Art. 32. Recibidos en el Senado el dietúmen aprobado por el Congreso de los di-
putados y las  pirata  de . conviceien, dispondrá el Presidente que se constituya el 
Tribunal de infracciones. Art. 33. En el dia señalado para dar principio á las sesiones eta audiencia pú-
blica, el Presidente ordenará que las partes presente: y sus defensores, presten aten-
don  á la relacion y lectura que hará uno de los Secretarios. Seguidamente éste dará cuenta del hecho que hubiere motivado la instruecion 
del samario y del dia de su incoaeeion, así como de si el procesado está en prísion 
o en libertad provisional y de si ha prestado ó no fianza. 
Art. 34. Despues leerá el diet3men escrito, las pruebas, propuestas por escrito, y 
las listas de testigos, levantando acto seguido la sesion pública el Presidente. 
Art. 35. El Tribunal de infracciones examinará las pruebas propuestas, admitien-
do las que considera pertinentes y rechazando 1 as demás, acordará que se notifique 
el auto á los repreaontautes del Congreso y al procesado, sefialando en un término 
prudente, la vista en juicio oral y público ante el Jurado. 
CAPITULO V 
DEL JUICIO ORAL Y PUBLICO ANTE EL JURADO 
Art. 36. Los senadores que no formen parte del Tribunal de infracciones, ejer-
cerán las funciones de jurados. 
Art. 37. Si no alegaren escasa legal y dejaran de comparecer en el Tribunal, se 
hará constar así por el Secretario en el acta diaria, publicándose ésta en la Gaceta 
del die siguiente á cada sesion. 
Art. 38. Los jurados están llamados á resolver sobre la responsabilidad 6 ino-
cencia de los procesados. 
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La declaration de culpabilidad se votará siempre separadamente dele imposzeion ole is pens. 
CAPITULO VI 
DEL DERECHO DE RECUSACION 
Art. 
 39. Los senadores y el procesado ó su defensor ejercerán alternativamente 
el derecho de recusac:se sin expresar causa alguna. 
Art. 40. Este derecho no podrá ejercitarse más que en la décima parte de los se-
nadores admitidos, incle`endo para dicho efecto á los que formen el Tribunal. 
Art. 41. La recusac,on de los Jueces se limitará á la cuarta parte. 
CAPITULO VII 
DEI, JURAMENTO DE LOS SENADORES INVESTIDOS DEL CARGO DE JURADOS 
Art. 12. Puestos en pié los senadores en número igual al indispensable para la 
'r
otacion definitiva de las leyes, segun el art. 212 del Senado, el Presidente pronun- 
ciará les siguientes frases: 
s¿Jurais por Dios desempeñar bien y fielmente vuestro cargo, examinando con 
rectitud lm hechos en que se fundase in 
 aces,cion contra el procesado 1\..., apre-
ciando sin Odio ni afecto las pruebas que os dieren, y resolviendo con imparcialidad 
al son ó no responsables de los hechos de que se los acusase?. 
Los Jurados, acercándose de dos en 
 dos 
 d la mesa del Presidente, sobre la que 
estará ealecado un Crucifijo ydelante de éi abierto el libro dilos Evangelios, se arro- 
dillarán, y despees de poner sobre éstos la mano derecha, contestarán en alto y cla- 
c& V., 
Se jaro; jurando el Presidente en manes del Vicepresidente. 
Si afgano de los jurados manifestase que par razon de sus creencias no puede 
presteclun mente eon las solemnidades del párrafo anterior, se colocara de pié de- laste del 
 Presidente, y en ves de decir Sf, jneo, pronunciará las siguientes frases:Lo 
• 
fiare par mi hensr. 
Despose c ue todos hoyen prestado e? juramento y vuelto á ocupar sus puestos, 
pers: enceieedo en pié, les dirá el Presidente: efii nei lo hiciéreis, Dios y vuestros (oneit.d.e. LCS es lo p:enes, y Si no, cs 10 demanden.. Seguidamente ocuparán sus asientos. 
Acto sostiene el Presidente incitarás los senadores que hap de formar parte del Trib, e al de infraeeiünes, y á los 24 elegidos, eon arreglo al art. 27, á que tomen. 
asiento alrededor de la mesa del Senado bajo su presidencia. 
CAPITULO VIII 
DE LA VISTA PtiBLICA 
De las praetas, de la ssaeosion y de la de, fense. 
rt. 43. El Presidente, despees de basen constar por el Secretario el nslnbrey *.sú-mere 
 de los senadores presentes. declarará constituido el Tribunal del jurado, 
mandará entrar á la comisien acosadora, que tomará asiento á la derecha del TO- banal. 
Acto seguido ordenará el Presidents que pueden entrar los acusados y sus defen-
sores. Estos tomarán asiento h la izquierda del Tribunal. 
El mini.t ro procesado se sentaras junto á la barra. 
Art. 44. Los testigos serán colocados en la Sala separada de la Audiencia, y en-
t raein en Osta cuando sean llamados á declarar. • 
El Presidente declarará abierto el período de prueba, y dispondrá oue uno de los 
Sseretarics dé lectura del proceso y de la lista de testigos de cargo y descargo. 
Adoptará. el Presa lente las demos precauciones que le 
 aconseje la prudencia para evitar la confabulaban entre los testigos. 
Art. 45. En cada uno de los dios de audiencia pública se leerá por el Secretario 
dei Tribunal la lista de los senadoras presentes, haciéndose constar así en el acta. 
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«Los jurados han deliberado sobre la pregunta que se ha sometido á su resolu- 
«ion, y bajo el juramento queprestaron, declaran solemnemente lo s`guiente: A la 
pregunta de si el procesado ó procesados son responsables de los 
hechos que se le imputen en las conclusoaes de la aeusacion. contestaran oí ó nó.» 
Art. 64 Escrita y formada el acta, volverán los jurados á la Sala del Tribunal, 
y ocupando sus respectivos asientos, el que hubiese desempeñado las funciones 
de Presidente leerá el acta en alta voz, entregándola despues al Presidente del Tri- bunal. 
Art. 65. Pronunciado el veredicto, si hubiere sido la contestacion afirmativa á 
de culpabilidad. el Presidente del Tribunal de infracciones concederá la paladr-a á la 
representcien fiscal del Congreso para que informe lo que tenga por conveniente, 
así sobre le pena que deba imponerse á cada uno de los declarados culpables, citan-
do los artículos del Código, asf sobre la responsabilidad civil y su cuantía. 
Art. 66. Desposeo informarán los defe- sores de los procesados. 
No se permitirán rectificaciones sino de hechos. 
CAPITULO IX 
SENTENCIA 
Art. 67. Terminados estos informes, d inmediatamente después de pronunciado 
el veredicto, si éste hubiere sido de que el procesado no es responsable del hecho 
de que se le acerare, el Tribunal de infracc ones se retirará á deliberar y á dictar sentencia absolutoria. 
Si el veredicto fuese de culpabilidad, el Tribunal de infracciones, prévia delibe -
racion, calificará el delito y las circuestancias, atenuantes ó agravantes que con- curran en el mismo, é 
impaniend,o piña con arreglo al Código, cuyos artículos se citarán. 
Art. 68. Si la sentencia fuese absolutoria, se mandará poner inmediatamente en 
libertsd á las presas que hubieren sido declarados inculpables, á no ser que estu. vienen presos por otros delitos 
Art. 69. Podrá el Trib anal condenar I 
 la reparacion de daños d indemnizacion de perjuicios, sin determinar la, cantidad. En ete caso corresponderá á los tribuna-
les ordinarios conocer de la accion civil sobre la reclamacion del importe de aquellos. 
Art. 70. Los jueces no podrán suspender las deliberaciones hasta que hayan vo-tado el proyecto d,.i sentencia. 
Art. 71. Redactada ésta y firmada, volverán aquellos á la Sala del Tribunal, y 
despuco de ocupar sus asientos, el Presidente leerá ó mandará leer á uno de los Se-
cret_orioe la sentencia en alta voz. 
Art. 72. El veredicto y la sentencia se unirán originales á la causa, notificándo-
se á las partes incoe iiatamente que ésta fuere pronunciada. Art. 73. Leeds 
que faene la sentencia, declarará el Presidente del Tribunal ter-minado el juicio. 
CAPITULO X 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS 
Art. 74. Uno de los secretarios del Tribunal extenderá, diariamente el acta de 
cada sesion, haciendo constar sucintamente todo lo ie tporiante que hubiere ocurri do, y
en el acta de le última sesion se insertarán asímismo á la letra las conclusio-nes de la aeusacion y de la defensa. 
Art. 75. Las actas se leerán al terminar cada sesion, haciéndose en ellas las rectificacione s 
 que las partes reelamaren y el Tribunal acordare en el acto. 
Art. 76. El Presidente de la representacion acusadora del Congreso, los senado-
res que componen el Tribunal de infrocc ones y los jurados, las partes y sus defen-
sores, firmaran las actas, que deberán ser autorizadas por los Secretarios. 
Art. 77. La sentencia publicada y notificada causará siempre ejecutoria y se re-
mitirá copia certificada al Congreso de los diputados, al Senado y al Gobierno para 
su ejecucion„ en la que deberá ajustarse éste á las prescripciones del derecho comun. 
Art. 78. Si los procesados no comparecieren al Ilamamiento de la comision 6 
Tribunal de infracciones, serán declarados en rebeldía. 
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Concluidas las diligencias de cumplimiento en la sentencia, se remitirá:  
greco de los diputados para su archivo copia de la misma, certificada por los cuatro  
secretarios y por conducto del Presidente. 
Art. 79. El Senado, ejerciendo funciones judiciales, poded conos,, no silo del 
delito principal al que tambien de los conexos, asi como de la culpabilidad en que 
hayan incurrido loa procesados, sean ó no ministros, en el hecho punible objeto del 
procedimiento para no dividir la continencia de la trusa. 
La Comisian de infracciones del Congreso tendrá en cuenta este precepto para 
.instruir el sumario contra quien corresponda, y los diputados que fcrmaen parte 
de la comision aeusadora para sostener su censura ante el Senado. 
Art. 80. Si existiendo proceso pendiente ante las Córtes centre  un ministro •ú 
otras persoeas fueren disueltas aquellas, las que inmediatamente les sucedieren 
proseguirán la causa desde el trámite preciso en que se encontrare ésta al ser aque• 
llar disueltas. 
Art. 8i. Quedan derogadas todas las leyes, decretos, reales órdenes que se opo-
nen á lo diapuecto en la presente propooicion dedey. 
Palacio del Senado. 
SECCION LEGISLATIVA 
Compilacion general de las disposiciones vigentes sobre el Enjuiciamiento 
criminal, formada en virtud de la autorizacion concedida por la ley de 30 
de Diciembre de a878.—(Contiltuacion.) 
Art. 971. Concluida la ejucucien, se extenderá en los autos diligencia per el ac-
tuario ó Secretario que hubiese asistido á ella, dándose conocimiento inmediata-
mente al Tribunal supremo. 
Art. 972. El cadiver del ejecutado, despues de trascurrir el tiempo en que debe 
estar expuesto, con s ereglo al art. 104 del Código penal, se entregará, para que se 
le de sepultura, á sus parientes d amigos, si lo solicitaren; en defecto de éstos, a Las  
individuos de las corporaciones mencionadas en el art 965; y no habiéndolas en el  
pueblo de la ejecucion, el Juez cuidará de que inmediatamente se dé dicha sepultu-
ra, extendiéndose en los autos diligencia expresiva de los hechos.  
Art. 973. Cuanda las penas impuestas seen de cadena, eec'usion, relegaeioo,  
extraíiamiento, presidio, prision, confinemicnto, arresto mayor ó arerota menor, en 
las casas del Ayuntamiento ú otras públicas, pondrán el Juez ó Tribunal, ó el Jue a . 
municipal en su caso, los reos á dispocicion. de la Autoridad gubernativa corres-
pondiente para que sin demora comiencen á sufrir la pens, remitiéndole al efecto 
certificacion literal de la sentencia. Cuando fuere de destierro la pena impuesta, el 
Lea  é Tribunal dará inmediatamente el oportuno aviso á la Autoridad gubernativa 
del logar de que deba alejarse el reo, para que no le permita su residencia en él, ni 
en el radio que se le haya señalado. 
Art. 914. Si la pena impuesta fuere la de inhabilitacion absoluta perpétua, el 
Juez d Tribunal dispondrá que se publique testimonio de 10 parte dispositiva dele 
sentencia en los Boletines oficiales de las provincias en que se hubiese seguido la 
causa y en que hubiese nacido el reo ú obtenido domicilio. Cuando las circunstan-
cias del caso lo exigieren, á juicio del Juez d Tribunal, se publicará tambien dicho 
testimonio en la Gaceta de Madrid. 
Art. 975. Si la pena impuesta fuere la de inhabilitacion especial perpetua para 
el ejercicio de algun cargo público, derecho de sufragio activo ó pasivo, profesion ú 
oficio, además de la pnbiicacion prevenida en el artí:enlo precedente, dispondrá el 
Juez ó Tribunal: 
 
1.° Que se comunique á la Autoridad superior de la provincia donde el reo des-
empsnare ó hubiese desempeiiado el cargo público para el que se le inhabilitó, al 
Jefe á cuyas inmer iatas órdenes hubiese estado, e al Ministro á cuyo departamento 
correspondiere el cargo, para que disponga que se anote la sentencia en el expe-
diente personal del inhabilitado. 





lie del senado, d á los del lugar donde tuviere reconocido el derecho de sufragio, 
para que se le excluya de las listas respectivas y se tome razon de la condena. 
3• Qae se comunique tambien la inhabilitacion al Jefe, si lo hubiere, de la 
clase á qae correspondiese el reo. 
4• ° Que .  
 recoja el titulo en cuya virtud ejerciera el reo la profesion ú oficio para que se le hubiese inhabilitado. 
5.° Qu= se oficie a la Autoridad gubernativa de la provincia. para que recoja disponga quo no se 
 ex pida le patente e s que se facultase é hubiere de facultar al 
reo para ejercer is profesion ú oficio objeta de la inhabilitacion. 
6.° Que se oficie asimismo á la Autoridad que hubiese expedido el título 6pa-
tehte, para (pie en su matriz se anote en debida forma la inhabilitacion. Art. 976. Si la pena fuere de inhabilitacion especial temporal para el ejercicio de  cargo 
 ,buco derecho de sufragio activo p pasivo, profesion ú oficio, mandará. 
el Juez o Tribunal que se ponga en conocimiento del..Jefe inmedi: te 6 del 
Juee mu- ni iipal  del  do iiieilio del reo en el primer caso; de la 
 Autoridad gubernativa del pueblo 
 de su domicilio en el segundo y 
 del Jefe de la clase y de la Autoridad ami nictrativa del miamo 
pueblo en el teneos, para que ree.ija ó disponga que no se dé 
patente el reo para ejercer dicha profesion ú oficio durante el t!emp , de la inhabi- litaci0n. 
Art. 977. Se 
 complied 
 tambien lo prevenido en el artículo anterior cuando la 
pega impuesta fuere de suspension de cargo público, del derecho de sufragio activo ó pasivo, d de profesion ú oficio. 
Art. 978. La` mismas disposiciones adoptará el Tribunal cuando impusiese las 






Se halla vacante el Registro de la propiedad de Santafé desegunda  Loa-;.z : de 2.200 pesetas soya provinOn 
	
s 	 entre 
 clase. o- 
t a iOPe ^ Ile le c0 ^^ „itt: - . segun 
	 debe hacerse par 
 COPii,'AràO entre 105 Regi- 
q 253 
	
t i 	 lo Apeste 
 en el art. 303 de la Ley Hipotecaria y regla 2.' del 253 del Reglamento para su ejecucion: 
 Los Registradores aspirantes elevarán coo instancias al Gobierne, con otra 6, 
 la Direecion general  de loo 
 Registros, 
 dentro del. preciso término dec 6i dia naturales, contados desde el siguiente al de la 
 publicacion de esta convocatoria en la Cáacetz, lo cool tuvo lugar el 26 de Febrero . 
Se halla vacants el Registro de la propiedad de Jaen, de segunda close, con fian-za de 2.500 pesetas, cuva provision debt hacerse eco concerto entre los Registrado- res a que lo soliciten, segun lo dispuesto 
en el art. 303 de la Ley Hipotecaria v regla 3. del 263 del Reglamento para su ejecueion. 
 Los 
 Registradores 
 aspirantes elevarán sus instancias al Gobierno, con otra á la Direccion general de los Registros, 
 dentro del poetics término de 60 dies naturales, tentados desde el siguiente al de la publieacion de enta convocatoria en la Gaceta, lo cual tuvo lagar el 26 de Febrero. 
Se halla vacante el Registro de la propiedad de Cospe, de tercera clase, con fian-ce de 1.750 pesetas,  cuya provision debe hacerse per concurso entra los Registrado-res que lo soliciten, segun le dispuesto en el art. 303 de Ley Hipotecaria y cella 2.a dei 263 del Res omento para su. ejecucion. 
 Los Registradores spirantes elevarán sus instancias al Gobierno, con otra á la Direeeiou general de tos Registros dentro del preciso término de 60 dies naturales, 
 
contados desde el siguiente al de le publicarle.• de esta convocatoria en la Gaceta, 
 
lo cual tupo logos el 26 de Febrero. 
Se halls vacante el Registro de le propiedad de Seo de Urge., de cuarta clase, 
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eon fianza de 1.375 pesetas, cuya provision debe hacerse por concurso entre los 
Re-, 
gistradores que lo soliciten, seg.,' lo dispuesto ea el art. 303 de la Ley  Hipotecaria 
y regla.  1.  del 263 del Reglamento para su ejecucion. 
Los Registradores aspirantes elevarán sos inatancias  al Gobierno, 
con otra a la 
Direccion general de los Registros, dentro del preciso tármino de 
60 dias naturales, 
contados desde el siguiente el de la publicacion de esta convocatoria en 
la Gaceta, 
lo cual taco lugar el 26 de Febrero. 
Se halla vacante el Registro de la propiedad de Cangas de Gals, 
de cuarta clase, 
con fianza de 1.250 pesetas, coya provision debe haeerse por concurs
o entre los Re-
gistradores que lo sdiciten, segun lo dispuesto en el art. 303 de la Ley Hipotecaria 
y regla 3.. del 263 dei Reglamento para su ejecucion. 
Los Registradores aspirantes elevaran sus instancias al Gobierno, cae otra 
a la 
Direceion s.eneral de los Registro.s, dentro del preciso término de 
60 dias naturales, 
contados dbeade el siguiente al de la publicaeion de esta  convocatoria en la 
Gaceta, 
lo çaal tuvo lugar el 3 de Marzo. 
Sc halla vacante el Registro de la propiedad de Carla, de cuarta clase, 
con fianza 
de 1.125 pesetas, coya provision debe hacerse por concurso entre 
los Registradores 
que lo soliciten, segun lo dispuesto ea el art: 303 de la Ley Hipotecada y regla 
del 263 del Reglamento para su ejecucion. 
Los R,gistradores aspirantes elevaran sal, intancias al 
Gobierno, con otra 61e 
Direceion g,neral de los Registroa, dentro del precis° térmiao de 
60 dias naturales; 
contados desde el siguiente al de la publieacion de esta convocatoria 
en la Gaceta, 
lo cual taco lugar ci 26 de Febrero. 
Se halla vacante el Registro de la propiedad de Pastrana, de tercera 
dase, con 
fianza de 1.750 pesetas, coya provision debe hacerse por concurso eatre los 
Regis- 
trz-zdores que lo soliciten, segun lo dispuesto  ea el art. 303 de la 
Ley Hipotecaria y 
regla 3.. del 263 del Reglamento para su ejecuicion. 
Los Registradores aspirantes devoran sao instancias al Gobierna, 
con otra dia 
Direceion general de los Regietros, dentro del preciso término de 
60 dias naturales, 
contadoa desde el siguiente al de la pubiicacion de esta convocatoria 
en la (Lzeeta, 
lo cual tuvo lugar el 3 de Mar.°. 
Se halla vacante el Resist e, de la propiedad de Sahagun, de 
cuarta clase, can  
fianza de 1.250 pesetas, coya provision debe hacerse por con corso entre los Regis-
tradores que lo soliciten, segun lo dispuesto en el art. 303 de la Ley Hipotecaria y 
regla 1.. dei 263 del Reglamento para su ejeeueion. 
. Los Registradores aspirantes elevarán sus instancias al Gobierao, con 
otra 6, la 
Direceion general de los Registros dentro del preciso término d, 6) dias naturales, 
contadoa desde el siguiente al de la publicacion de esta convocatoria en la Caerle, 
lo coal taco lagar el 21 de Marzo. 
Sc halla vacante el Registro de la propiedad de Valle de eab.rniga, de cuarta 
clase, con fianza de 1.125 pesetas, cuya provision debe hacerse por concursó entre 
los Registradores que lo soliciten, segun lo dispuesto en el art. 303 de la Ley Hipo- 
tecaria y regla 2.a del 263 del Reglamento para. su ejeeucion. 
Los Registradores aspirantes elevarán sus instancias al Gobierno, con otra dIa  
Direeien general de loa Registros, dentro del pecoso término de 63 dias naturales, 
contados desde el siguiente al de ja publicacion de esta convocatoris. en la Gaceta, 
lo cual taco lugar el 21 de Marzo. 
NOTARÍAS 
En el distrito de la Audiencia de Barcelona se han de proveer par oposicion, y 
ennforme los artículos 46, 7.. y siguientes del Reglamento general del Notariado, 
las Notarias vacantes en Belipaig, Basost, B irceona, por jubilacion del ye  finado 
D. Manuel de Larratea; Barcelona, per jubilacion de D. Joaquin A.rolas; Barcelona, 
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par jubilaeion de D. Francisca Yust, y Aleanar, partidos judiciales de Cervera. 
Ciella, Barcelona e Tortola respectivamente. 
Los aspirantes presentarán las solicitudes documentadas á la Junta directiva 
del Colegio notarial de dicho distrito, dent o del improrogable plazo de 30 dial na-
turales, á contar desde la publicacion de este anuncio en la Gaceta, lo coal tuvo lu-gar el 7 de Marzo; expresando taxativamente ea las instancias la Notaría ó las No-
tarlas que soliciten y el órden de preferencia en su caco; y manifestando además 
los que pretendan las vacantes de Barcelona por jubilation de Arolas y Yust, y la 
de Alcanar, que se comprometen á satisfacer á Its Notarios referidas la z ension vi-
talicia de 960 pesetas al año; y al de Alcacar, D. Lorenzo Figueras, la de 273 pese-
tas anuales, pegadas todas por mensualidades vencidas. 
En el distrito de la Audiencia de 
 Madrid 
 se ha de proveer por traslaeicu y coma 
comprendida en el tercero de Ios turnos señaladas en el art. 7.° del nuevo Regla-
mento del Notariado, la Notaría vacante en Getafe, partido judicial del mismo 
nombre. 
Los Notarios aspirantes elevarán sus solicitudes á la Direction por conducto.de 
la Junta directiva del Colegio notarial dentro del plazo improrogable de 30 dial na-
turales, á contar desde la publicacion de esta convocatoria en la Gaceta, lo cual tuvo lugar el 14 Marzo. 
ESCRIBANÍAS DE ACTUACIONES 
En el distrito de la Audiencia: de Búrgos, ha de proveerse, con arreglo A Ioa ar-ticulas a°, 4.°, 5.° v 6.° del Real decreto de 12 de Julio de 1875, una Escribanía de 
actuaciones errel Juzgado de primera instancia del Valle de llabaérniga. 
Los aspirantes presentarán sus solicitudes documentadas al Juez del partido en 
el término de 20 dios, á contar desde el siguiente al de la publicacion de esta con-
vocatoria en la Gaceta, lo cual tuvo lugar el 28 de Marzo. 
En el distrito de 
° la Audiencia de Barcelona ha de proveerse, can arreglo á los 
artículos 3. , 4. , 5.° 6. del Real decreto de 12 de Julio de 1875, una Escribanía de actuaciones en el Juzgado de primera instancia de, Balaguer. 
Los aspirantes presentarán sus solicitudes documentadas al Juez del partido en 
el término de 20 dial, á contar desde el siguiente al de la publicacion de esta con-
vocatoria en la Gaceta, lo cual lava lugar el 4 de Abril. 
En el distrito de la Audiencia de Albacete ha de proveerse, con arreglo á los ar-
ticules 3.°, 4.°, 5.° y 6.° del Real decreto de 12 de Julio de 1875, una Escribanía de 
actuaciones en el Juzgada de primera instancia de Casas • Ibañez. 
Los aspirantes presentarán sus solicitudes dacao:entadas al Juez del partido 
an el térmica de b0 das, á contar desde el siguiente al de la publicacion de esta convo-
catoria en la Gaceta, lo coal tuvo lugar e16 de Abril. 
En el distrito de la Audiencia de Granada ha de proveerse, con arreglo á los arti-culas 3. 0
, 4.°, 5.° y 6.° del Real decreto de 12 de Julio de 1875, una Escribanía de ac-
tuaciones en el Juzgado de primera instancia de Ujijar. 
Los aspirantes presentarán sus solicitudes documentadas al Juez del partido en 
el término de 20 dios, á contar desde el siguiente al de la publicacion de esta 
con-vocatoria en la Gaceta, lo cual lava lugar el 6 de Abril 
ADVERTENCIA 
Siendo numerosas las consultas que desd53 hace algun 
tiempo se han aglomerado en esta Redaccion, suplicarnos á 
nuestros suscritores nos dispensen si tardarnos en publicar 
algunas, pues con el objeto de evitar toa confusion, hemos 
resuelto contestarlas por Orden riguroso de antigüedad. 
21. Velasco, impresor, Rubio, 20 
Año II 	 Madrid 26 de Abril de 1380 
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.kBOGA.D0 DEL 'LUSTRE COLEGIO DE MÁDRID, ETC. ; ETC. 
OFICINAS CALLE DEL ESFIRITU-SANTO, 41, MADRID 
SE PUBLICA LOS DIAS 1.., 8, 15 Y 24 DE CADA MES 
jsUIVIATO 
I. Seeelon doetrinal.—Jueces y Alcaldes (Cantinuacionj—II. 
Seecion parla- 
inetltaria.—Dictamen de la Comision rla,iyo  el piroyecto de ley sobre 
,, 	
bases 
pa formar la de Enjuiciamiento civil.—Discusion en Senado. 	 Seeeion 
. de jurisprudencia.—Resoluçion de la Direccion_ de los Registros 
civil y de la 
propiedad y del Notariado.—IY. Seecion legislativa.--AEmsterio de, 
Grac .La y 
Justicia.—Aranceles notariales.—Real Irden.—Compilacion general de las dispos, 
cion.es vigentes sobre el Enjuiciainient6 criminal, reformada en de ad de la aato,i-
zacion eoncedida por la ley de 30 de Diciembre de 1878.—(Canchf,ion.) 
SECCION DOCTRINAL 
JUECES Y ALCALDES 
(Co.ti.gaci.) 
3.° -Faltas de pelicia de ferró-carriles. --,Los adelantos de la eiencia han 
se Ile por fortuna necesarias ciertas disposiciones que los antiguos 
no cello-
cian, y que, a decir verdad, kanapocO les eran precis.. El establécimieuto 
las líneas férreas ha traido consigo la necesidad de reformar nuestr'es anti-
guas leyes comerciales, y to podia dejar de influir en la esfera penal es 
atencion á la exigencia del castigo en ciertos y deternainad,s cases. 
Antes de la Ley orgánica del Poder judicial, las f,altas de polleia ce fern-
carriles se penaban par los Gobernadores y Alcaldes, segun la ley de 14 de 
Noviembre de 1855 y reglamento de.19  da Junio de 1451; mas la expresa-. 
da Ley orgánica, al disponer en su art. 271 que los Jaeces  M -I 04 A e hu-
bieran de entender en primera instancia de los juicios d, faltas, vino sin 
duda á recabar para la jurisdiceion ordinaria  squall n  acultades. No quere-
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S010 sostenemos que las infracciones para cuyo castigo debiera necesitarse la 
tramitacion del juicio eran de la exclusiva competencia de la autos-G 
	 ju- dicial, 	
a 
Indudablemente, esta interpretacion Tia debido ser exacta ,puesto que el 
Gobierno mandó que los Jueces municipales cumplieses las disposiciones vi- 
gentes sobre policía de ferro-carriles (1). No obstante, un deber de imparcia- 
lidad nos obliga á manifestar nuestras dudas, despues de otra recalo -lon en- 
caminada á hacer que los Gobernadores castiguen las faltas de cumplimiento 
contra las prescripciones n-'1amentariastie ferro-carriles (2). Podrá decirse 
que esta diepos"ici 'a se 
 refiere á las infracciones reglamentarias; empero, así 
se han llamado en cie tos casos todas las de que se trata, siendo así que no 
 son lados infracciones de reglamentos. 
Piza aumentar la duda, para hacer más difícil la solucion, en vez de re--
sotuer, segun creemos el conflicto, se habla dispuesto con anterioridad que 
no debia suscitarse competencia á un Juez municipal que contra un ingenie-
ro 
 de la empresa constrictora de un fimo carril conocía en juicio de faltas 
por haber asumido toda la responsabilidad del tránsito de varios carros por 
heredades ajenas, contra la voluntad del dueflo (3). Hemos de notar aquí, 
además, que segun expresaba la referida resolucion. parece como que un 
Gobernador puede suscitar competencia directamente contra un Juez muni-
cipal, 
 siendo así que las disposiciones vigentes se refieren en tal caso al Go"-
bernador contra el Juez de primera instam-ia, lo cual hemos venido obser-
vando hasta hoy. Mas el cabo, ¿no es el Juez municipal autoridad de pri--
mera instancia res recto á las faltas que castiga? También puede decirse qus 
no se deben suscitar competencias por parte de las autoridades administra-
tivas en matera criminal, á no ser en los casos especialmente determinados 
por la ley. 
Volviendo al punto objeto de nuestra investigacion, nos hallamos con la 
ley- de 23 de Noviembre de 1377, sobre policía y conservacion de los ferro-
carriles. Dice en su art. 27, que los infractores de la misma, cualquiera que 
sea su fuero, serán penados por la jarisdiccion ordinaria; yen el art. 28 aia-
de que se exceptúan los que solo hayan incurrido. en multa, para cuya im- 
posicion establece las disposiciones siguientes: 1.', denuncia popular; 2.', 
la denuncia ha de hacerse ante el Juez municipal del término; 3. 3, el proce-
dimiento ha de ajustarse al establecido :ara los juicios da faltas; 4.a', las de-
claraci;nes de los encargados de la direction del camino y guardas jurados, 
harás fé, salvo prueba en contrario; y 5.', las penas impuestas en estos jui-
cios se harán cumplir laos los Jueces .municipales. 
( 1 ) 	 Real órden de 24 de Agosto de 1815. 
• 	 (2) 	 Real órden de 30 de Marzo de 18,6. (3) 	 Real decreto de 30 de Abril de 1875 
GACETA FORENSE 255 
Finalmente, el art. 29 establece una: excepcion, puesto que las multas á 
los concesionarios y arrendatarios de los ferro-carriles, en ciertos casos, solo 
podrán imponerse por las Gobernadores. 
Parécenos defectuoso el modo de manifestar, como la ley lo hace, eI ea-
rácter con que los Jutees municipales deben conocer de estos juicios. ¿Cómo 
es posible decir primero que deben castigarse las infracciones por la juris-
diccion ordinaria, para añadir enseguida que se exceptúan ciertas infrac-
clones, precisamente porque ha de conocer de ellas el Juez municipal del 
término en que se cometan? ¿No es, poi ventura, el Juez municipal funcio-
nario de la jurisdiceion ordinaria? Ciertamente; e' descuido en la red .crian 
de las leyes origina extensas discusiones y puede producir mecim os perjuicios; 
empero tambien es sensible observar tan amenudo esa confusion de térmi-
nos técnicos que da tan lastimosa idea de la cultura jurídica de nuestro 
pueblo. 
Ha de notarse tambien que la expresada ley de policía de ferro-carriles, 
no sola habla de faltas en el sentido criminal, sino que tambien torna esa 
palabra como sinónima de daño (casa nunca observada), ó come mera in-
forme:lidad civil. (1). 
El reglamento para la ejecucion de la ley, aprobado por Real decreto de 
8 de Setiembre de 1878, establece en su art. 163 que «conforme á la ley de 
23 de Noviembre de 1877, en sus títulos II,. IIl y IV, y á lo prescrito en este 
reglamento, toda contravencion será denunciada á Ion Jueces municipales del 
territorio donde se cometa, tanto por los dependientes de las inspecciones, 
romo por los de las empresas.» Esta disposicion administrativa, encargada de 
facilitar medios para la ejecucion de la ley, se opone, sin duda, á o's precep-
to, pues señala nu nuevo procedimiento para esos juicios de faltas que, se-
gun aquella, habian de sustanciarle del mismo modo que todos los juicios 
análogos, conforme d la ley de Enjuiciamiento czimaal, que hoy está com-
pilada. El art. 164 del mencionado reglamento exige que la denuncia haya 
de ser escrita y por duplicado, con otras prevenciones agenas al procedimien- 
ta ordinario, para los juicios de faltas establecido, yen oposicion, por tanto, 
con la ley, cuya ejecucion viene e faciliter. 
°carre ll , además, nuevas dudas, despees de leer la referida ley de ferro- 
carriles, pues dice en su art. 24: «Los contraventores á las disposiciones com. 
prendidas en los títulos a y II de la ley, á los reglamentos do la Administra-
elan y resoluciones de los Gobernadores para la policía ; seguridad y explota-
( ion de los ferro-carriles, serán Castigados con una multa cle  15 á 150 pese-
tas, segun la gravedad y circunstancias de la trasgresion y de su autor..» 
Prescindiendo de la redaccion y sentido gramatical del artículo, cuya pri-
amera parte queda copiada, es lo cierto que envuelve en nebulosa a npulosidad 
(1) El art. 13 dice gee el concesionario reparará las faltas d daño`. 
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y en oscuros y redundantes términos las infracciones que castigan los Gober-
nadores; las que se refieren á los reglamentos de la Administracion y las que 
persiguen los Jueces municipales, segun el art. 163 del regiamento; mas en 
la segunda parte de dicho art. 24, añade: « Si
- 
 con arreglo al Código penal 
hubieren incurrido en pena más grave, se le impondrá solamente ésta. En 
caso de reincidencia, la multa serd de 30 á e500 pesetas.. Por esta ley especial, 
pues, ha venido á macederse d los Jueces municipales facultad para imponer 
multas en cantidad que, segun el Código, viene á constituir una pena correc-
cional por pasar de 125 pesetas. El apremio personal por insolvencia se ha 
de ajustar al ase. 50 del Código penal (art. 25 de dicha ley). 
Como queda dicho, las penas impuestas en los juicios de faltas anterior-
mente consignados, se han de llevar á efecto por los Jueces municipales. 
 Pa-
rece que, el rnénos para estes juicios, no habrá dé tenerse presente la Real 
Orden 
 de 12 de Marzo de 1872; pues segun esta disposicion, los Jueces mu-
nicipales pueden llevar á efecto por sí el arresto menor, cuando se haya de 
cumplir en las casas consistoriales é depósitos municipales, y si no existen, 
han de ponerse de acuerdo con el Alcalde. Es decir, que para hacer ingresar 
en la cárcel á un reo de falta, el Juez municipal necesitará valerse del Alcal-
de en vez de recurrir al Gobernador, poniendo á su disposicion al detenido. 
Al cabo, la cárcel es una casa del páblico, segun la peregrina frase que usa el 
Código (art. 319), y precisamente es su jefe nato el Gobernador de la provin-
cia. Mas no se treta ya de eso, sino que, segun la ley de policía de ferro-car-
riles, 
 el Juez municipal, una vez firme la sentencia, la llevará á cabo; y si el 
reo es insolvente, habrá de sufrir el correspondiente arresto; pero, ¿deberá el 
mismo Juez ordenar que el Alcaide de la cárcel admita como preso al conde-
nado? No está esto lo bastantemente claro e n 
 la aludida disposicion. En l a. 
práctica de los Juzgados de Madrid, el Juez envia el reo á la cárcel von un 
mandamiento en que se dice el numero de dias que debe permanecer en el 
establecimiento, y el Alcaidc acusa el correspondiente recibo. No ha sucedido 
lo mismo en todos los pueblos. El Juez municipal de Caparroso condenó en 
juicio de faltas á cierto sugeto en la pena de ocho dies de arresto; y con obje-
to de que tuviese efecto la sentencia, fué constituido el reo en la cárcel del 
expresado pueblo, á virtud de Orden verbal que did el citado Juez al que á la 
vez era alguacil y Alcaide. 
Sabedor de lo ocurrido el Alcalde de la localidad, mandó al Alcaide de s 
cárcel, en ór.'en escrita que pusiese en libertad al preso, porque, fuera cual-
quiera la causa de su prision, era esta ilegal, por no haber tenido de ella co-
nocimiento, etc. El preso fad puesta en libertad. Formada en virtud de 
 de-
nuncia causa ante la Audiencia contra el Juez municipal y Alcalde referidos, 
por haber el primero dado directa é indebidamente órden verbal para la pri-
sien del reo, en vez de poner á éste á disposicion de la autoridad local, y res-
pecto al Alcaide par haber puesta en libertad al preso antes de que se cum- 
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pliese la condena: y sustanciada pee sus tránai'es, dictó e': ella sentencia la 
-Sala de Justieia, declarando que los hechos referidos conetituian el delito de 
usurpacion de atribuciones, lo mismo respecto al Jaez municipal que al Al-
calde, y condenó á cada uno de estos á dos años y un dia de suspension de 
sus cargos y en las costas por mitad. Interpuesto recurso de casacion per in-
fraccion de ley, el Tribunal Supremo falló no haber lugar, declarando: 
Que por los hechos declarados probados en la sentencia, por no haber 
puesto el referido Juez al condenado á disposicion del Alcalde para que extin-
guiese su condena, y habiéndola extinguido en su mayor parte, sin haberle 
pasado los testimonios oportunos, es indudable que se arrogó atribuciones 
adrainietrativas, e ia-s-crió en la responsabilidad del art. 389 del Qóáigo pe-
nal (1). 
La cuestion es, pues, interesante, y merece fijar la atencion :acerca de los 
terminós en que se halla planteada. Si en virtud de lo que precFeptúa la ley 
de policía de ferro-carriles, el Jaez ha de llevar efecto la sentencia, pare-
ce que el será el encargado de ordenar al Alcaide de la cárcel que admita al 
sentenciado, en el solo caso que acerca de estas faltas pueda hacerlo, ó sea 
cuando no pueda el reo satisfacer la malta. Francamente confesamos nues-
tra duda sobre este punto: otros. con mayor ilustracion, es encargarán de  re-
solverla. 
Desgraciadamente no es sola esa dada la qae hemos de dejar en pie, á 
pesar de todo nuestro empeño; y la comprobacion ha de ser inmediata. El 
art. 168 del Reglamento dictado para la ejecuoion de la expresada ley de 
ferme-carriles, dice: she castigarás con arreglo al tit. Y de la ley las contra-
venciones al presents reglamento, á las resoluciones del Gobierno, y á las 
que con su aprobucion adoptaren las Gobernadores de provincia, relativa-
mente á los ferro-carriles y su mejor servicio y policía.» Es evidente que este 
reglamento deja sin resolver la cuestion de si los Gobernadores necesitan 
que el Juez les denuncie el hecho, puesto que esto parece desprenderse del 
art. 28 de la ley, salvo la excepcion del 29; y al mismo tiempo que manifes-
tamos no profesar esa opinion, sóanos lícito condolernos de nuevo al obser-
var que quedan aún vigentes cuantas resoluciones se han dictado sobre la 
materia. El art. 169 del reglamento, dice: aSe consideran vigentes todas las 
disposiciones que se hayan dictado hasta la fecha para mejor inteligencia y 
aplicacion de tos artículos del reglamento de 8 de Julio de 1859, en cuanto 
no se opongan á las prescripciones del presente. a 
En resúmer; los Jueces municipales b,an de observar las prescripciones 
de la ley de policía de ferro-carriles, y de sus reglamentos, tanto el actual 
como el anterior, en lo que esté vigente, y cuantas disposiciones se refieran 
al castigo te estas faltas (cuya pena sea sólo de multa); pero quedan al mis- 
(1) Sent. de 28 de Nov. de 1879. 
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mo tiempo reservadas á los Gobernadores otras faltas semejantes, y pueden,, 
además imponerse multas por infraccion de órdenes administrativas, etc., sin 
que la ley diga ni el reglamento aclare quienes sean los funcionad os enes.* - 
gados de su represion. Tambien puede ocurrir en tte caso que un hecho lle 
gue á tener dos penas, bastando para elloque el Gobernador prohiba algan 
acto qua s a además objeto de la multa que deban imponer los Jueces. Mas 
¿es lícito d los Gobernadores dictar toda clase de medidas en este asunto? Ja-
más se deb , olvidar que los bandos de buera gobierno y los reglamentos nunca 
 
pueden elevarse á la categoría de uno ley penal, y que deben reducirse á 
 medi-
das de órdeo, salubridad, comodidad y ornato público (1). 
( Se c04at;-7LPL(J.-Yec) 
 
JOSÉ MOurnvr Y TRZGv'EROe. 
SECCION PARLAMENTARIA 
Dictbmen de la comiaron relativo al proyecto de ley sobre bases para forrnor 
 
la de Enjuiciamiento civil 
 
La Comision nombrada para dar dictámen sobre el proyecto de ley de bases para 
 
reformer is de Enjuiciamiento civil, le ha eatudi'do con el detenimiento que aeon-
seja su importancia. Desde luego love por laudable el pensamiento del gobierno, y 
 ere ó que sin 
 anulas garantía alguna de legítima defensa, era de altísimo interés 
 público dará los juicios la rapidez necesaria para facilitar la accion de la justicia 
 y para impedir dilaciones maliciosas y diligencias inútiles, evitando de esta mane-
rs que los pleitos cansen á ¡os litigantes por lo largos y les agobien por lo cos-tosos. 
Persuadida, pues, la Comision de que una reforma tan útil ha de acoge oe con 
 benevolencia porque satisface una necesidad unánimemente reconocida, acometió 
 el estudio ,e1 proyecto con el celo q+ e era 
 conveniente para cumplir el honroso de-
ber que el Senado la impuso el depositar en los que suscriben su confianza. 
Afortunadamente el trabajo ha sido más fácil de lo que á primera vista pareeia, 
porque ias bases del proyecto que sometió á su examen contenian cuánto era im-
portante y precise para que anxi;iado el debieras por los ilustrados jurisconsultos, 
que f_rman la Comision de Códigos, pueda publicar en on plazo no tejano una re-
forma de la ley de Enjuiciamiento que simplifique el procedimiento y que corrija 
los defeetos que el tiempo ha hecho notar en las disposiciones que hoy rigen 
La ley de Enjuiciamiento publicada ene 1855 constituyó ..n adelanto indudable, 
y por radie negado, en nuestro sistema de enjuiciar. Pee eso fué aplaudida sa pu-blica ion, lo mismo
- por tos hombres de ciencia que por los hombres pr<cticos; pero 
á medida que los hombres pasan, se van notando en las obras más útil's, vacíos 
que es precise llenar v 
 omisiones que es urgentísimo suplir para dar claridad á lo que el tice:po ha confundida algun tanto y el espíritu, en general apasionado, de-los que litigan ha pedido acaso cemplicar. 
El pensamiento que en las bases claramente domino es el 
 de 
 impedir que nadie 
pueda ser condenado sin ser nido; el de dar á las tiemiseo judiciales la convenien-
te rigidez para que no se conviertan jamás en una dilaciùn dañosa.; el de procurar 
que los incidentes sigan una tramitacien todo lo uniforme posible á fin de dar uni 
dad á esta parte dol procedimiento; el de introducir en les juicios ejecutivos las 
 al-
teraciones indispensables para que en pingan case sean desnaturalizados, y el de 
lograr que los juicios universales marchen con la celeridad y la economía que la justicia y la opinion con perfecto acuerdo reclaman. 
(1) Informe de la Comision remitiendo el proyecto de Código penal, aprobada por Real decreto de 23 de.M ye de 1879 para las islas de Cuba y Puerto-Rico, 
---^ 
^_,^_ 
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Como tales aspiraciones no pueden ser por nadie rechazadas, la Comisioo ha 
aceptado en todo lo esencial el proyecto del gobierno, pues aunque ha introducido 
algunas ligeras variaciones, son más biés de forma que de fondo, y casi - se han di-
rigido á comprender en alguna base aquellas otras que con ella estaban relaciona_ 
dm. Esto es cuanto por ahora se cree necesario indicar, sin perjuicio de dar en la 
discusion más extensas explicaciones si fuesen pedidas. 
Por las consideracionea precedentes, la Comioion, despees de haber conferen-
ciado con el señor ministro de Gracia y Justicia, y de hallarse de acuerdo con el 
mismo, ha sometido á la deliberaeion del Senado el siguiente 
PROYECTO DE LEY DE BASES 
PARA LA REFORMA DE LA DE ENJÜICIAMIIENTO CIVIL 
Artículo 1.° Se autoriza al gobierno de S. AL para que, oyendo á la seccion cor-
respondiente de la Comisi n general de codificacion, proceda á reformar y publicar 
la ley de Enjuiciamiento civil con sujecion á las bases siguientes: 
1.a Acopiar una tramitacioil que abrevie l a  duracion de losjuiciostanto cuan-
to lo permitan el interés de la defensa y el acierto en los fallos, estableciendo al 
efecto regias fijas y preceptos rigorosos para que no se consientan escritos ni dili-
gencias Inútiles; para que se observen los términos judiciales ad man eficaces los 
apremios, sin permitir en magua cas t,  más de uno, y para que se hagan efectivas 
las multes del litigante que diere lugar á ellas. 
2.a  Rafundir en la ley reformada: 
1.°  Las disposiciones de la ley orgánica del poder judicial sobre competen-
cias, recusaciones, acumulaciones y demás asuntos peculiares del Enjuiciamiento 
civil. 
2. °  Las establecidas sobre desahucio por las leyes de 25 de Junio de 1867 y 18 
de Junio de 1877 con las modificaciones convenientes en cuanto á competencia y el procedimiento para que se amparen y protejan los derechos de los propietarios sin 
perjuicio de la defensa de los colones Inquilinos. 
3. °  Las que con motivo de la ley  de  6 de Diciembre de 1868 sobre unificacion de fueros y alguna otra se han hecho en el juicio egecutivo. 
4.° La ley de 22 de Abril de 1818 sobre los recursos de casacion civil con las 
modificaciones que haya aconsejado la practica de loo Tribunales. 
Y 5. °  La de 17 de Julio en la parte relativa á la declaracion de herederos con 
las ampliaciones y reforma, que se consideren conveai`e.ntes. 
3.a  Establecer que la apelacion procede solo en 0n efecto en las ejecuciones de 
sentencia, en la vía de apremio, y por regla general en los actos judiciales en que 
la ley no disponga lo contrario: fijar un término perentorio y trámites breves para 
interponer y sustanciar los recursos de queja por la no admision de lao apelaciones 
y declararlas desiertas, sea aua fuere su clase, si el apelante no compareciere du-
rante el término dei emplazamiento, sin necesidad de que se acuse rebeldía. 
40 Adoptar las medidaa o de conducentes para depurar el estado de fortuna de 
los litigantes que pretenden disfrutar del beneficio de la. asistencia judicial gratui- 
ta y evitar que los declarados legalmente pobres abusen de esta cualidad para pro-
mover y sostener pleitos conocidamente temerarios. 
5.e Ordenar un solo procedimiento, breve y sencillo tanto en primera como eh 
segunda instancia, para todos loo incidentes, artículos y demás cuestiones que no 
hayan de ventilarse necesariamente por los trámites del quicio ordinario, de mayor 
cuantía, ó no tenga señalada en la ley tramito_cion especial, señalando taxativa-
mente los casos en que dichos incidetes deben impedir el seguimiento de la de-
manda principal ó por lo ménos un principio general q :e pueda servir de regia. 
6.a Ordenar lo conveniente para que las partes p-esenten los documentes en 
que funden au derecho, bien por copia simple, bien originales, antes de que el plei-
to se remita á prueba, sin perjuicio de que en el primer caso lo hagan en forma 
fehaciente durante el término probatorio; y que la prueba ae limite á los boohoo 
impugnados y se practique lode ella con publicidad é interveneion dedos litigali-
tes. hjando un plazo improrogable para proponerla y otro para practicarla. 
7.a Sustituir las alegaciones de bien prdbado por un resúmen breve, metódico 
y compendioso que cada parte haga de su prueba, seguido de la apreciacion en pár-
rafos separados y numerados de la contraria; y suprimir las vistas pública= en pri-
mera instancia, y las alegaciones escritas en la segunda, sin perjuicio de recibid los 
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autos á prueba cuando proceda, y de utilizar las alegaciones de derecho si el 
 tribu-nal 10 estimare conveniente. 
8.a Introducir en los concursos de acreedores las reformas conducentes á su 
objeto de reconocer y graduar los créditos, realizar el activo y verificar el pago en 
el plazo más breve y con los menores gastos posibles, dando facilidad para los 
acuerdos de las juntas, y facultad al 
 Juez para pronunciar en su defecto las resolu-
ciones procedentes, y armonizar cou este procedimiento el cle las quiebras mercan-
tiles, en cuanto no se epenga el Ctídigo de comercio. 
9. 5 
 Simplificar los trámites de los abintestatos y testamentarías, limitando las 
medidas de precaution en este juiçio á los casos en que se promueva dent o de un 
corto plazo desunes del fallecimiento del testador, reservándole únicamente para 
cuando éste no haya dispuesto lo contrario ó existan razones legales que le hagan 
indispensable; y facilitar la action de los administradores estableciendo reglas sen-
cillas para la gestion del haber hereditario. 
10. 5 
 Establecer como principio general que todas las cuestiones que surjan en 
los juicios universales y sean simples accesorios de los mismos, se sustancien por 
los tramites de los incidentes, adoptaa do las medidas convenientes en estos asun-
tes para que se reduzcan las costas cuanto sea posible. 
11.5 
 No admitir en el juicio ejecutivo otros incidentes que los one nazcan de 
las cuestiones de competennia d de.acumulacion á un juicio universal; determinar que, salvo el caso de que la action se haca deducido f'ontra bienes especial mente hipotecados, in 
 acumulados procede mientras no se haya hecho pago al acreedor, 
con la sola excepcion de no someter un crédito o reconocimiento si en el juicio ha 
recaído sentencia firme de remate, v suprimir la necesidad absoluta de imponer las 
costa al Juez en el caso que hoy determina la ley. 
12. 5 
 Suprimir la retasa de bienes en las ventas judiciales. sustituyéndolas con 
la rebaja del 25 por 100 de la primera tasacion para la segunda sut,aata, v si tam-
poco en esta hubiese postor r ^?che r is teneres sin sujeeion á tipo, concediendo en 
este case al 
 deudor un breve plazo para mejorar la subasta y salvo siempre el dere-
cho del acreedor para p;dir la aájudic icion de los bienes pon las dos terceras partes 
de su valor ó simplemente en administracion
, 
 si prefiere destinar sus productos al pogo de intereses y extincion del capital. 
13.5 
 Establece: el procedimiento conveniente en la vía de apremio á fin de po-
ner al acreedor en posesion de los bienes especialmente hipotecados para su admi-
nistracion, ante-; de verificarse 
 in 
 venta y en tanto que esta se celebra, cuando sea pacto expreso del contrato. 
14. 5 
 Fijar como principio absoluto que lee tercerías hayan de seguir l a trami 
tacion correspondiente á la entidad de la cosa demandada, sin permitir en ningun 
caso segunda tercería, ya de dominio, ya de preferencia que se funde en títulos á 
derechos que poseyera el tercenista al tiempo de formular la primera. 15. 5 I-lacer extensivo el embargo preventivo al caso eo que el deudor no supiere 
firmar y lo hubiere heehs otro á su ruego, siempre que citado aquel dos veces en un 
breve plazo no hubiere comparecido. 
16. 5 
 Dar siempre audiencia at demandado en el interdicto de recobrar, asimi- 
lando la sustanciacion de este juicio á la determinada por la ley vigente para los in-
terdictos de retener. 
17. 5 
 - Aumentar la cantidad litigiosa on los juicios de manor cuantías hasta la 
cantidad de 1.100 a 1.500 pesetas y ampliar el término probatorio en los mismos 
veinte días. estableciendo' regias precisas para fijar la cuantia del pleito cuando no 
sea conocida y de ella dependa la clase de juicio que debe seguirse. 
18.a Organizar en la segunda parte de 
 in 
 ley `os actos de j nrisdiccion voluntaria 
que se crea conveniente para completar esta materia, estableciendo, respecto a loa 
alimentos provisionales, un procedimiento sencillo y breve, en el que se oiga suma-
riamente al que haya de prestarlas, haciendo extensiva esta segunda parte á los ac-
tos comprendidos en el Código de comercio que lo requieran. 
19.5 
 Y, por último, introducir en la 
 ley 
 actual dentro del espíritu que ha presi-
dido á la reoiaecion de las anteriores heles, las demás reformas y modificaciones que 
la ciencia y la experiencia aconsejen como convenientes. 
Art. 2.° El Gobierno fijará el dza en que ha de principiar á regir la ley de Enjui-
ciamiento civil reformada, y determinará lo conveniente para que pueda aplicarse á los juicios pendientes, por lo menos, en las instancias sucesivas á la que se está sustanciando. 
` 
.=TA. _=~= 	 =` 
Dice el párrafo primero del art. 1..i 
(Se continacarci.) 
DE JURISPRUDENCIA 
Ministerio de Gracia y =°°ia.-DI~~~ GENE~^ DE.~RE~STROS~= 
DE LA PROPIEDAD Y DEL NOTARIADO. 
En recurso gubernativo prornovido por el notario de Calatayud D. Julian Ortega 




bir cierta escritura de venta, pendiente en dicha Direccion general 
	 d de 	 a e en vir tu laeion interpuesta por dicha Registrador 
	 p 
Resultando de los antecedentes que obran en el presente recurso, que con fecha 2 de Octubre de 1878, y ante la fé dei expresado Netario, se otorgó una. escritura pública, por la que los hermanos D. M. y doña M. F. T., .xa estado solteros, y de 
edad de 17 e 14 años cumplidos respectivameoce, con expresa voluntad y consen-timiento dë su madre doña 
 M. del T. T. y S., viuda de D. M. F. y C., 
 padres 
 de los aludidr,s menores, vecinos todos y domiciliados en Calatayud, vendieron e su con-vecina D. A
- N. y R. cuatro sétimas partes de una ñisca dehesa de vaeto y mente denominada Agues Amargas y Calar, sita en el término 
municipal 
 1e Albarracin, provincia de Teruel, que les habia correspondido ée comen
r , b i -=_ tres sétimas partes restantes de la pertenencia de 
 sus hermanas ° es J. F.°y T s solter a
, de 21 años, y doña M. F. y T.. casarla, de 27 anos de edad las cuales acompañada la s
- gund:s de su marido D. J. S., mayor de edad 
	
t 	 y en dicha escritura su consentimiento, con 	
c arreglo al fuero de 
	 prestaron ue ame 
losprimeros pudieran enagenar su parte indivisa aujeta 5. consorcio feral, p 
 mo eadqui- ridapor tedoe ellos en virtud de un mismo titule, 
el 
 de sucesice hereditaria de su finado y respective padre D M. F . y 
 C., haciéndote además constar en la relaciona-da escritura que h., indicados menores D. M. y doñ a 
 M. F. han recibido de su citada madre la correspondiente licencia y consentimiento para dicho acto en el que coro--
parsesí todo de conformidad con lo que prescriben los fueros .:e los años 1564 y 1585, 
que Daten y son relativas á los contratos y obligaciones de les m ocres de 20 años, 
mayores de 14; y despees de continuarse las demás cláusulas de estilo, confesarse el 
precio e aceptacien del comprador, se establece finalmente que el, aludido contrato 
debazá ente :desee consuniado y surtir todos sus efectos cuando sea aprobada ludi- 
eialmente la escritura de division ce bienes hereditarios-en que está comprendi-
das las castro sétimas partes que en la actual se enagenan, que es el titulo 
de do- mino, y coya aprobacion es necesaria por la calidad de menores que ostentan los vendodores: 
Presentado el documento de que se ha hecho mérito en la oficina del Registro de 
Albarracin para su inseripcion, y liquidado el impuesto, fad denegado «porque á 
»pesar de la existencia de los fueros de los años 1504 v 1585, no se be cumplido por 
»parte del Notario con lo dispuesto en el art. l.° de 
 Is Real 
 orden de 28 de Agoste ode 1876, que elige haber de acreditarse la autorizacion judicial para la enagenan- 
»clon de la p =rt, de inmueble que venden D. M. y doña M. F. T.:o 
En vista de 'a anterior negativa se entabló recurso gubernativo por el Notario 
autorizante de la escritura, fondandose pars ello en que 
el 
 Registrador de quien se trata ha calificado el documenta bajo el punto de vista de la
s 
 leo-es de Castilla, de nngnn monde ;aplicables á los contrato.. otorgados en Aragon por los naturales de 
aquel antiguo Reino, en virtud de lo que disponen Ion fueros del país,'en donde no 
se conoce le emancipacion de los hijos de familia, por no existir la pat ed potestad, 
como puede verse en la Observancia segunda del título Ne 
pater vol males pro filia teeeatur; que 
además la menor edad concluye á ?os 14 años; Observancia única, De contractibus minorum, y única De privilegio mioorurc el majoruiu abseetium, causa rei pública; 
lo que constituye una esencial diferencia de la lo islaei.tn eomtin. 
4d -ode 
 espira á los 25 años: que aparta de lo expuesto en laà Córtés de Monzon de 1564, se 
estableció que los aragoneses solteras, mayores de cet. cce años, no pudieran otorgar 
enagenacienes, ventas, obligaciones ni otros; contrates, con la sola exc-epci,on del de 
capitulaciones matrimoniales, sino con s lunted y consentimiento de sus pees ó 
del sobreviviente de ellos, y en defecto de ambos, coo el del Juez ordinario del pue-
blo dende tales actos pedieran tener logos; todo lo que está confirmado por el 
 Tri-bunal 
 Snpreiiars en sentencia de 20 de Junio de 1861; y en las Córtés también cele-
bradas en Monzou en el año de 1585 se ratifica el anterior precepto con la adicion de 
que las faeultades otorgadas al cónyuge sobreviviente deberian este; derse si no 
contraía segundo matrimonio, todo lo que se encuentra vigente en le actualidad, y 
ha sido consagrada por la ley de Matrimonie ci°cil. toda vez que sus disposiciones 
no son aplicables á las provincias forales, segun le ley de autorizacion de 18 de Ju-
nio de 1870, en is concerniente á los efectos jurídicos del matrimonio, relativo á la 
persona y bienes de los cónyuges y sus descendientes, deduciendo de le alegado el 
recurrente que la escritura de que se viene haciendo referencia otorgada, entre 
otros, por D. M. y doña M. F. T., asociados y con el consentimiento 
 
q
ue permaooee en el estado de viuda, es perfectamente 1egal 	 de virtud ascos, 
bible, por ser los otorgantes mayores de edad, toda vez que han cumplido a de ca- 
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____
a_____
toree años y estar fuera de la pátria potestad, por no conocerse en Aragon este vin- 
culo de desechó, y no serles tampoco naeesarra la autorizacion judicial de que trata 
la Real órden de 28,4e Agosto de 1876, dictada únicamente para las provincias ojee  
esse OII ú os fueros, segun 
 de 
 e examinando su  espiriru y letra y los fun- 
domen tos y textos legales en que se apoya: 
 
El Registrador insistió en su nota, ampliando las razones de la misma en el sed 
 
tido de que la ley de Enjuiciamiento civil es coman para toda á Eepmul y ba de s las do todas las de procedimiento vigentes eon anterioridad su p 	 g 





algan las cites del  film  de aquel antegáo Re eso:
o goc bajo este 
rescribe q > es sabido que donde 
supuesto se halla redactada la Re=al órden de ^8 de Agoto, y 
que 
ley no distingueo se onozea la patria potestad, ni or 
no 
nsiguienie haya necesidad  
de ocaparse de la 
jur dic°  indispensable,   s úpuesta la debilidad del 
 hombre e en los primeros anos de la  
oída para bastarse á si mismo: que io,gne en ,rpg.zn 
no asiste es la patria potestad  
romana, y en este sentido es como debe  e entenderse 
t tiene declarado el 
que
ribudál Sao rpadres P 
el etercieio de tac ere` esbcc  va,segun  
absoluta., 
de
omo lo hace elI otario recurrente, pde que la  mayor edad  
comienza, tanto  
en el vr. como en la 
da mitad del siglo XVI hembra,  miate has e  ta  los veinte seso 
- 
cumplidos,  nqu
e b ste 
la
lpara ello la  
existencia del fuero anteriormente citado, p zas en otro posterior de 1564 se restrin-
gen aquellas facultades, limitando a los repetidos menores de veinte años una de las 
 
atril uciones más importantes, coal es la de enajenar bienes inmuebles, á no ser con  
el consentimiento de sus padres d del sobreviviente; lo que prueba que hasta llegar 
 puede 
derechos divdile
el hombre que es lesimp tinte co si caso que se 1^ scute,ay  en su v
is de sas 
 
tiene que sujetarse a lo que disponen las leyes vigentes  ohm  la materia; y con es-
pecialidad á la de Enjuiciamiento civil, go e,  dicta reglas  precisas y de general ob- 
servancia, así eom© tambien á, la Real órden de 28 de Agosto de 1816; y, por  
mo, que la tendencia de los tiempos modernos es unificar la legislaceon, 
como la 
justifica y lo prueba el sentido y letra de todas las disposiciones que se dictan en 
la 
actualidad: El Juez de primera instancia, en vista de lo alegado por las partes; y teniendo 
presente que'Poe más que con arreglo al fuero de 1585 los mayores de catorce años, 
que no han cumplido veinte, pueden vender, no siendo casados, sin el consenti-
miento de sus padres d del sobreviviente de ellos que permanezca 
vo° e, es, sin 
embargo, preciso obtener la correspondiente aut'rizacion judicial, como establece 
sin introducir exeepeion de ningun genero la Real órden de 28 de Agoto de 816, 
 cuyo requisito es tan indispensabl-, bese sin 61 ni los Nefarios pueden  
ningun contrato de venta, ni los Registradores proceder á su inseripçion, resuelve 
que debia declarar y declaraba que la escritura de que se viene haciendo mérito, 
por no hallarse extendida con arreglo á las formalidades y prescripciones legales; 
no es insesibible en el Registro de la propiedad: 
Notificada á las partes la anterior providencia, apeló de la misma el referidoNo
-
tario, y elevado el recurso al Presidm.te dl l mismos cia deme eesg  alegados ood el apelada, declarándose en su lagar, y por   
recurrente, que la repetida escritura de 2 de Oct
} 
obe de 1878 se hallo bien extendi-
da con arreglo á las formalidades y preseripeiones'legales, y en su consecuencia 
que procede su inscripeion: 
Visto el ait. 1.° de la ley mandando publicarla de Matrimonio civil: 
Vistos los Foeroa única, tít. de De co,ntractibus mionorum; 
el besico, título rit mi-
aor XX 
 annm .o,. libre V de la Compilacion, titulada 
i°ororum Regni Aran num:  
Vistos el Fuera acordado en las Córtes generales de R„nzon de 1564, bajo el  
epígrafe Que los -menores de veinte anos no puedan hacer contratos algunos, 
y si,acordado  
en las Córtes de 1585, bajo el título De los obligaciones ele menores de veinte años: 
 
Vista la Real órd en de 28 de Agosto de 1876:  
Considerando que, segun las disposiciones citadas del Derecho foral vigente en 
 
el distrito judicial  de Albarracin, donde radica la fiaca, yen la ciudad de Calata-
- Tad, de que son vecinos los otorgantes, pertenecientes uno y otro á la Audiencia de 
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Zaragoza, los hijos menores de veinte años, mayores de catorce, pueden vender vá-
lidamente sus bienes eon sólo obtener el consentimiento de sus padres 6 del que 
de ellos haya sobrevivido, necesitando únicamente impetrar el. consentimiento del 
Juez ordinario cuando careciesen de padres: 
Considerando que siendo mayores de catorce nfios y menetes de veinte los ven- 
dedores D. M. y dofia M. F., y habiendo obtenido préviamente el consentimiento 
de su madre doña M. del T. T., y no el del padre por haber fallecido, han otorgado 
válidamente el contrato de venta de cuya inscripcion se treta, sin que sea aplicable 
lo disRuesto en el art. 1.° de la Real órden de 28 de Agosto de 1876, toda vez que 
esta disposici on se dictó con el fin de suplir la falta de capacidaedel padre para ena-
jenar los bienes de sus hijos no emancipados, que le niega le. legislacion eomun y le 
concede de una manera clara y terminante la legislacion foral de Aregon: 
Considerando igualmente que son inaplicables las disposiciones contenidas en 
el tit. 13, segunda oarte de la ley de Enjuic amiento civil, porque tempo., lo serian 
en el supuesto de que el contrato se hubiera celebrado en territorio sujeto á la legis-
lacion comun, como lo ha reconocido 17 declarado la citada Real órden de 28 de 
Agosto al determinar un procedimientj especial para obtener la autorizaeion judi-
cial con el objeto de celebrar contratos de yenta pertenecientes al peculio de los hi- 
jos no emanciados; 
Le Direction general ha acordado confirmar en todas sus partes la sentencia reo 
currida. (Gaceta 20 de Ali:a de 1880.) 
SECCION LEGISLATIVA 
Ministerio de Gracia v Justicia.-ARA.NCELES NOTARIALES.-REAL óeeee.  
En vista de la -instancia elevada á S. M. por algunos Notaries de Madrid, Bar-
celona y otros puntos, en representacion, segun dicen, de los diversos Colegios 
notariales, solicitando que se suspendan los efectos del Real deereto de 11 de Mar-
zo próximo pasado sobre reforma do los derechos arancelarios hasta que con per- 
fecto conocimienro practico del asunto proponga el Gibiern otra ',forma que es - 
tisfaga mejor, co c.incepto de los exponentes, las justas exigencias de la opinion 
y de la clase notarial de Espailas 
Considerando que dicha peticion entraña desconocimiento, aunque involunta- 
rio, de las facultades y atribuciones de los poderes públicos, y es, por tanto, impro- 
cedente é  inconstitucional, toda vez que el Re ,ddecreto referido, por traer su origen 
de una dispo-icion legislativa, por el carácter general de sus preceptos y por su 
propia índole y naturaleza, causó estado desde el dia de su pnblicacion, y no puede 
derogarse 6  suspenderse sino por una ley, ni cabe siquiefa, reformarlo sino en les 
términosprescritos en la sexta de las disposiciones generales de los npvisimes Aran-
celes, idéiavica á le tambien sexta disposicion general de los anteriores, conforme á 
la cual se ha dictado aquél eon el mayor conocimiento posible del asduto; y deepest 
de instruido el oportuno expediente, en el que,durant,e más de dos años, se ha oido 
6. Colegios de Abogados, Olas Audiencias y áloe representantes de los Colegios no- 
tarial. reunidos en esta córte en Setiembre de 1877, y en cuyo expedient, edemas, 
obran los razonados dictámenes de la Direccion general, del Fiscal del Tribunal 
Supremo v el de e-t mismo Tribunal, único informe legalmente necesario; 
En R.O. de 7 del corriente mes ha sido denegada la peticion de los recurrentes. 
Compilacion general de las disposiciones vigentes sobre el Enjuiciamiento 
criminal formada en virtud de la autorizacion concedida por la ley de 30 
de Diciembre de l879.-(Conclusion.) 
Art. 979. Las Autoridades á quienes se dirigieren las comunicaciones referidas 
en los artículos anteriores, acusarán inmediatamente recibo de ellas, poniendo en 
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vá- 	 conocimiento del Tribunal ó Juez correspondiente la ejecucion de lo que se les hu- 
que 
	
biese encargado, con expresion en su caso del establecimiento penal donde el reo 
del 
	
hubiese sido destinado. Estas comunicaciones de las Autoridades gubernativas se 
unirán á la causa para acreditar la ejecucion de la sentencia. 
'en- 	 Art. 980. La inspeccion y facultades de los Tribunales en el cumplimiento de 
eto 
	
las penes, cuya ejecucion corresponde á la Autoridad administrativa, se ejecutarán 
edo 
	
del e do y en la forma qe determinen los reglamentos especiaies. 
ble 
	
Art. 981. ,Los confinados que se supongan en estado de demente, serán consti- 
lue 
	
tuidos en obsee ec 0n, instruyéndose al efecto por la comandancia del presidio en 
ea- 	 que aquellos se encuentren, un expediente informativo de los hech_ s, y motivos 
le 	 que ha , ae, dado lugar á la, sospecha de la demencia, en el que s-• con-igue el primer juicio ó l e certificacion de los facultativos, por lo ménes, que los hayan examinado 
en 	 y observado. 
an 	 Art 982. Consignada eel la gravedad de la sospecha, el Comandante del presi- 
s- 	 dio dare cuenta inmediatamente con copia literal del expediente instruido, al Pre- 
le 	 Bidente de la Audiencia de que procedan los confinados. sin oerjúicio de ponerlo en 
conocimiento de la Direetion de Establecimientos penales. 
Art. 983. El Presidente de la Audiencia pasará el expediente á que se refiera 
el artículo anterior, á la Sala de justicia sentenciadora. la total, con preferencia, oirá 
al Fiscal y_al acusador particular de la causa, si lo hubiere, hasta la última instan-
cia, y dándose intervention y audiencia al defensor del penado, ó nombrándosele 
de ofició, para este caso, si no lo tuviere, acordará la instruccion más amplia y for-
mal de los hechos y el estado frico y moral de los pacientes nor los mismos medios 
legales de prueba que se hubiesen empleado si el ineidente ocurriera durante el se-
guimiento de la causa, comisionando al efecto al Juez de primera instancia del par-
tido en que se hallen los confin-. dos, por conducto del Presidente de la Audiencia 
del territorio, para que puedan vigilar el cumplimiento. 
Art. 984. Sustanciado el ineidente á que se refieren los artículos anteriores en 
juicio contradictorio, si hubiese oposicion, y en forma ordinaria -i no la hubiese, y 
despues de oir les declaraciones juradas de los peritos en el arte de curar, y en en 
caso de in Academia de 'Medicina y Cirujía, se dictará el fallo que proceda, de si há 
ei no lugar ,µ declarar la demencia, el cual se comunicará al Comandante del presidio 
para la traslacion del penado demente al establecimiento de beneficencia que cor 
responda, y su colocados en la habitaeion solitaria que previene el art. 88 del 
Código penal vigente, todo sin perjuicio de cumplir con lo que en el mismo artículo 
se dispuse, si en cualquier tiempo el demente recobrase su juicio. 
Art. 985. La pena de reprension pública se ejecutará leyendo la sentencia el 
Juez ó Presidente del Tribunal, en audiencia pública, á la que deberán asistir, ade-
más del rece, el Fiscal, los subalternas del Tribunal y tres testig s vecinos de la po-
blacion. Del acto público se extenderá en le causa la diligencia correspondiente, 
que firmarán los miembros del Tribunal, el Fiscal, los testigos, el reo, si supiere, 
y el actuario ó Secretario. 
Art. 986. Le pena de reprension privada se ejecutará haciendo comparecer al 
reo ante el Juez o Tribunal, y el actuario ó Secretario del mismo, leyendo el Juez 
Presidente la sentencia y dirigiendo la exhortaeion oportuna. Se 'extenderá en la 
cansa el acta correspondiente, que será firmada por los circunstantes, y si el reo no 
supiere, por un testigo á su ruego. 
Art
. 987. Cuando la pena impuesta fuere la de interdiccion civil, cuidará, el 
J,.tez ó Tribunal de que se observen las reglas establecidas en el art. 4.° de la ley de 
18 de Junio de 1870, sobre efectos civiles de la interdiccion, y de que se inscriba la 
prohibition de disponer de los bienes en los Registras de la propiedad de los parti-
tidos en que el penado los tuviere. 
Art. 988. Cuando la peon impuesta sea la de degredacion, si el reo fuere ecle-
siástico, se ejecutará aquella en la cárcel por la Autoridad eclesiástica á quien com-
peta ó per e'egado, en el modo y forma que corresponda. Para ello, el Juez ó Pre-
sidente del Tribunal remitirá á dicha Autoridad eclesiástica un testimonio literal 
de la parte dispositiva de la sentencia, invitándole á que por sí ó por medio de de-
legado comparezca en la cárcel, dentro de tercero dia, si residiee en el mismo pue-
blo, e hacer la dearada.cion, y si no residiere en 81, dentro del término que pruden-
temente 'eñele 
 cl 
 Juez ó Tribunal, atendida la distancia de los lugares. 
Art. 989. Si la Autoridad eclesiástica no compareciese á hacer le degradecion 
en+el término prefijado, el Juez ó Tribunal procederá, sin más demora, á la ejecu-
cion de la sentencia en cuanto á la pena principal. 
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Art. 990. Si el reo fuere seglar, se hará la degradacion en la forma prevenida 
en el art. 120 del Código penal. 
Art. 991. Cuando la pena impuesta fuere la de molts, y el reo no la pagare 
voluntariamente, se hará efectiva por la via de apremio, empleándose las cantida-
des que s e, realicen en el papel de multas necesario,'que se destinará del modo que 
prevengan las disposiciones vigentes sobre uso del papel sellado. Si el reo pagase 
voluntariamente la multa, se invertirán las cantidades que entregare del modo pres-
crito en el párrafo anterior. 
Art. 992. La pena d e cascion se ejecutará presentando el reo la primera copia 
de la escritura pública, por la que un fiador abonado se obligue á que el primero no 
ejecutará el mal q e se tratare de precaver, v 
 en caso de causarlo, á satisfacer la 
Cantidad fijada en la sentencia. 
Art. 993 Cuando se decomisaren instrumentos y efectos del delito, con arreglo 
al art 63 del Código penal, se extenderá en los autos la oportuna di igencia. 
Art. 994. Las costas proee.ale,c, cuando el reo no ins pagare vela tacia.mente, 
se harán efectivas con sujecion á lo prevenido en loe artículos 368 y 369 de lo ley. 
Art. 995. Para hacer efectiva la responsabilidad civil del reo, se observarán las 
reglas establecidas en los artículos 49, 50, 51, 52, 121 y siguientes, hasta el 128 in-
clusive del Código penal. 
Art. 996. Las tercerías de dominio 6 de mejor derecho que puedan deducirse, 
se sustanciarán y decidirán coa sajecion á las disposiciones establecidas en la Ley 
de Enjuiciamiento civil. 
Art. 997. El Juez de primera instancia á quien se hubiere cometido la práctica 
de algunas diligencias para la ejecucion de la sentencia, dard inmediatamente cuen-
ta del cumplimiento de las mismas al Tribunal sentenciador, con testimonio en re-
lacion de las practicadas al intento, el cual se unirá á la causa. 
Art. 998. Las referidas diligencias se archivarán por el Secretario del Juez que 
en ellas haya intervenido. 
TÍTULO VII 
DEL PROCEDI.IENTC PARA EL JUICIO SOBRE FALTAS 
CAPÍTULO I 
Del juicio sobre faltas enpricr.era instancia 
Art. 999. Luego que el Juez municipal tuviere noticia de haberse cometido al-
guna do las faltas previstas en el libro 3.° del Código penal, que puedan perseguirse 
de oficio, mandará convocará juicio verbal al Fiscal municipal, al querellante, si 
lo hubiere, al presunto culpable y á los testigos que pudieren dar razen de 
 les he-
chos, señalando din y hora para la celebracion del juicio. 
Art. 1000. Del mismo modo dispondrá la celebracion del juicio verbal, pero sin 
convocar al Fiscal municipal, cuando la falta solo pudiere perseguirse á instancia 
de parte legítima y ésta solicitare la reprension. 
Art. 1001. El juicio deberá celebrarse en el local del Juzgado municipal, dentro • 
de los tres Bias siguientes al de la fecha del en geec tuviere noticia el Juez de ha-
berse cometido la falta. El Juez municipal podrá. sin embargo, de oficio á instancia 
de parte, señalar un dia más lejano para la celebracion del juicio cuando hubiere 
para ello causa bastante, que hará constar en el expediente. Cuando algas testigo 
importante 6 una de las partes que resida dentro del término municipal, estuviere 
físicamente impedido de concurrir al local del Juzgado, podrá tambien el Juez dis-
poner la celebracion del juicio en el punto en que considere conveniente, fundando 
su.resolucion. 
Art. 1002. A la citacion que se haga á los presuntos culpables, acempsñará 
copia de le querella, si se hubiese preso atado, y en dicha citacion se expresará que 
el citado debe acudir al juicio con las pruebas que tenga. Siempre deberán trascur-
rir, cucado ménos, veinticuatro horas entre el acto de la citacion del presunto cul-
pable 
 y el de la celebracion, del juicio, si el Citado residiere dentro del término mu-
nicipal ; 
 y un dia más por cada ;u kilómetros le distancia, si residiere fuera de 61. 
Art. 1003. Cuando los citados como partes y los testigos no comparecieren ni 
alegaren justa causa para dejar de hacerle, podrán ser multados con la ca.ntidvd gee 
determine el Juez municipal, hasta el máximun de 25 pesetas. En la misma multa 
incurrirán los peritos que no acudieren al llamamiento del Juez municipal. 
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Art. 1004. A los testigos y á los presuntos culpables qne residieren fuera del 
territorio municipal, se les recibirá dceisescion por medio de exhorto con citacion 
del querellante particular, si lo hubiere, y en presencia del Ministerio fi-cal si la. 
falta pudiese perseguirse de oficio. Dichas declaraciones se recir,irán y redactarán 
con las formalidades establecidas respectivamente en la presente Compilation. 
Art. 1005. En el caso de que por motivo justo no pudiere celebrarse el juicio 
verbal en el dia señalado, ó de que no pudiere concluirse en un solo acto. el Juez 
municipal señalará el dia más inmediato para su celebration ó continuacion, hacién-
dolo sab-r á los interesados. 
Art. 1006. El juicio seed público, dando principio por la lectura de la querella 
si la hubiere, siguiendo á ésta el eximen de los testigos convocados, y practicándo-
se las demás pruebas que el querellante, denunciadory Fiscal municipal, si asistiere, 
pidieren y el Juez considerare adinieiblea. Seguidamente se oirá al acusado, se exa-
minarán los testigos que pres3ntara en su descargo, y se prácticarán las demás 
prueb:.  que pidiere y el Juez considerar, admisibles, observándose las prescrip-
ciones de esta Compilacion en cuanto sean aplicables. Acto continuo expondrán de 
palabra los partes lo que creyeren conveniente en apoyo de sus respectivas preten-
siones, hablando el pri'uero el Ministerio fiscal, si asistiere; despees el querellante 
particular, y por último el acusado. Et Fiscal municipal asistirá á los juicios sobre 
faltas, siempre que á ellos fuese citado con arreglo al art. 999. 
Art. 1007. Si el pregono culpable de sea falta residiere fuera del término muni-
cipal, no tendrá obligacion de concurrir al acto del juicio, y podrá dirigir al Juez 
municipal escrito alegando lo que estimase conveniente en su defense , y apoderar 
persona que represente en aquel acta las pruebas de descargo que tuviere. 
Art. 1008. La ausencia del acu-ado no suspenderá la celebracion ni la resole-
cion del juicio siempre que conate habérsele citado con las formalidades prescritas 
en la ley y con los requisitos del art. 1002, á no ser que el Juez municipal, de ofició 
6.  á instancia de parte, creyere necesaria la declaracion de aquel. 
Art. 1009. De cada juicio se extenderá un acta diaria, expresando clara y sucin-
tamente lo actuado, le cual se firmará por todos los concurrentes al mismo que 
puedan hacerlo, á cuyo efecto po.irá el Juez municipal adoptar todas las dioposi-
cienes necesarias para que no se ausenten aquellos hasta que dicha acta esté 
extendida. 
Art. 1010. Dentro del término fijado en el número 2.° delart. 322, el Juez muni-
cipal dictará sentencia. 
Art. loti. La séntencia se llevará á efecto por el Juez municipal, inmediata-
mente de trascurrido el término fijado en el segundo párrafo del articulo 331, si no 
hubiere apelado ninguna de las partes. 
Art. 1012. Si se hubiese apelado, se admitirá en ambos efectos el recurso ante 
el Juez de primera instancia á que corresponda el Juzgado municipal, haciéndose 
constar la interposition  tel recurso por diligencia que extenderá el Secretario 
municipal e firmará el apelante y si no supiere, un testigo á so ruego. 
Art. 1013. Admitida que fuere la apelacion, se remitirán los autos originales 
por el Jaez municipal el de primera instancia, haciéndose saber le remision, y 
emplazándose el Fiscal municipal, si hubiere sido parte en el juicio, y á los demás 
interesados, para que en el término de cinco dies acudan á usar de su derecho ante 
:cho Juzgado. 
CAPÍTULO II 
Del juicio sobre faltas en segunda instancia 
Art. bold. Recibidas las diligencias por el Ju-z de primers instancia, y tras- 
currido qae sea el término del emplazamiento si el apelante se bubieie personado 
señalará dia para la vista mandando que se ponga de manifiesto á las partes en la 
Secretaría por el término de cuarenta y ocho horas: Si el apelante no se hubiere 
:ersonedo en el término del emplazamiento. el Juez declarará desierto el recurso y 
devolverá los autos al Juez municipal á costa de ar;uei. 
Art. 1015. La vista s, rá pública, o comenzará por la lectora de los autos remi-
tidos. Se oird en=_egaida el Fiscal del Juzgado, cuya asistencia será precisa si le fal-
ta fuere de las que deben perseguirse de oficio, y á los interesados é á sus legítimos 
representantes, si concurrieren, y acto continuo se dictará le sentencia, la ceal se 
fiscal y á los interesados presentes. 
• 
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Art. 1016. boo dmitirá, en la segunda instancia otra prueba que la que, habien-
do sido prapuesta en la primera no hubiere poli lo practicarse por causa aejna lela 
voluntad del que la hubiere propuesto. 
Art. 1017. Para hacer la prueba le que se refiere el artículo anterior, pcdrii con-
ceder. un t6rmino ,que no pase de dio dias. exirdiendose, para que tenga lugar, 
los mandamientos o exh.ortos que fueren neceo cito 
Art. 1018. Contra la seatencia que se die-tare en segunda instancia. 110 flab,' 
lugar 4. más recurso que al de casocion por infraccion de ley. Si trase,urrido el tdr-
mino fijado en el párrafo 2.° del artículo 331 no se hubiese preparalo el recurso 
ineecionado, el Juez de primera instancia mandara devolver  el Juez mu ,ici pal los 
autos originales que hubiese remitido, acompailandolos con certificacion de is sen-
tencia dictada, para que aquel proceda oto ejecumoa. 
Art 1019. Los Jueces municipales reunirán todas las actuaciones de cada juicio, 
y al fin de cada ato las coleccionarán, formando con ellas los tomos necesarios que, 
despues de convenientemente encuadernados, se conservarán en. el archivo del Juz - 
gado respectivo. 
TiTTJLO ADICIONAL 
DEL PROCEDIMIENTO PARA LA EXTRADICION DE LOS PROCESADOS CONDENADOS POR 
SENTENCIA FIRME QUE SE IIALLEN REFUGIADOS EN PAÍS EXTRANGERO 
Art. 1020. Procederá  It peticion de extradicion del que estuviere procesado 
hubiere sido condenado por sentencia firme: 
1 ° En los casos que se determinen en los tratados que estuvieren vigentes con 
la Potencia en cuyo territorio se hallare aquel refugiado. 
a° En defecto de tratado; en los casos en que la extradicion proceda. segun el 
derecho escrito ó consuetudinario vigente en eloeceitacio á cuya Potencia se pida 
la extradicion. 
3.° En defecto de los casos comprendidos en los dos números anteriores, cuan-
do la extradicion sea procedente, segun el principio de reciprocilad. 
Art. 1021. El Juez ó Tribunal que conozca de is causa ea que estuviere proce-
sado el reo ausente en territorio extranjero, sera. competente para polio su extvadi-
cion. Esta se pedirá por la via diplomática, O por la que se hubiese convenido en el 
tratado que se hallare vigente con la Potencia o quien se haya de pedir. 
Art. 1022 El Juez 6 el Tribunal que conociere de la causa, am darán de oficio 
6 á instancia de parte, en resolucion fundada, pedir la extradicion desde el raomen-
to en que por el estado del proceso y por su resultado fuete procedente, con arregic 
á cualquiera delta números del art. 956. 
Art. 1023 Contra el auto acordando 6 deneAndo pedir la extraclicion, podrá it 
terponerse el recurso de apelacion si lo hubiese 'dictado el Juez de primera instancia. 
Art. 1024 La peticion de extradicion oc hará en forma de suplicatorio dirigido 
al Ministro de Gracia y Justicia. Se exceptúa el caso en que por .el tratado -vigente 
con la Potencia en cuyo territorio se hallare el procesado, pueda pedir directamen-
te la extradicion el Juez 0 Tribunal que conociere de la causa. 
Art. 1025 Con el suplicatorio O comunicacion que hayan de expedirse, segun 
lo dispuesto en el articulo anterior, habrá de remitirse testimonio literal del auto, 
acordando pedir to extradicion, y en relacion de la pretension 6 del dictámen fiscal 
en que se hubiere solicitado, y de todas las diligencias de la causa, necesarias para 
justificar la procedencia de la extradicion, con arreglo al número del art.1020 en 
que aquella se fundare. 
Art. 1026. Cuando la extradicion hubiere  do pedirse por conducto del -Ministro 
de Gracia y Justicia, se le remitirá el suplicatorio y testimonio por medio del Pre-
sidente de la Audiencia respecaa. Si el Tribunal que conociere de la causa fuere 
el Supremo O su Sala segunda, tos documentos mencionados se remitirán por me-
dio del Presidente de dicho Tribunal. 
DISPOSICION FINAL 
No se comprenden en esta Compilacion, y quedan en su fuerza y vigor, lacleyc  
y disposiciones que establecen un procedimienio especial en casos determinado 
para 1cc. delitos á que as mismas se refieren. 
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SECCION DOCTRINAL 
JUECES Y ALCALDES 
(Conclusion) 
III 
Hemos tratado de exponer la doctrina vigente respecto á la inteligencia 
que debe darse al art. 625 del Código penal, y para ello nos ha parecido ne-
cesario clasificar las faltas en la forma que dejamos consignada, aunque sin 
la pretension de haber acertado al emitir nuestros humildes juicios. Has aho-
ra puede preguntarse: ¿se ajusta ese precepto á la natural exigencia de nues-
tro espíritu, al severo fallo de nuestra conciencia, que pide para una sola tras-
gresion un solo castigo?—Creemos dejar demostrada la posibilidad de que una  
accion ú omision de las que merecen el nombre de faltas llegue á tener dos  
distintos castigos; y no decimos dos penas, porque pudiera objetársenos que  
no se reputan penas las multas y demás correcciones que en uso ele las  
atribuciones gubernativas ó disciplinarias impongan los superiores A sus su- 
• 
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bardinados ó administrados (1). Para nosotros es cuestion de nombre, y la 
conceptuamos de ningun interés en la práctica, teniendo en cuenta que al que 
se le merman sus bienes ó se le cohibe su libertad, en realidad se le impone 
un sufrimiento que puede llamarse castigo, aunque jurídicamente hablando 
no merezca el nombre de peana. 
Indispensable es, si ha de desaparecer ese dualismo, que 
 nos decidamos 
por uno de los dos extremos: ó por las disposiciones del Código, con abstrac-
cien de la facultad de los Alcaldes, y por tanto, haciéndoles perder su potes-
tad coercitiva, ó por esta potestad, y descartar del expresado Código cuanto se 
refiere á infracciones de ordenanzas y bandos.—Lo primero no parece posible, 
si se tiene en cuenta que los Alcaldes, como presidentes natos de los Ayun-
tamientos, como encargados de llevar á la práctica sao acuerdos, y como ins-
trumentos de ejecucion de órdenes superiores, no pueden quedar privados do 
la facultad de imponer correcciones en los casos que dejamos marcados. 
«El poder coercitivo, dice el Sr. Colmeiro, es el complemento de la po-
testad reglamentaria, porque en vano hubiera la ley otorgado á los Alcaldes 
la facultad de dictar reglamentos, si la observancia de éstos no estuviese ase-
gurada con una cancion penal , 
«La facultad de los Alcaldes para imponer correcciones, es puramente gu-
bernativa y no jucicial; de saute que, si castigan, proceden ten solo por vía 
de enmienda ó disciplina, y para ensanchar y robustecer su autoridad admi-
riistrativa; es tambien la consecuencia de una delegacion de la ley en favor 
del poder ejecutivo, del cual participan como representantes del Gobier-
no (2). , —Es, pues, evidente, que los Alcaldes no pueden desprenderse de esa 
facultad correccional de que siempre se hallaron asistidos, y de que, como que-
da visto, no les privan las disposiciones vigentes. 
Mejor parece seguir el segundo sistema, que consiste en excluir del Códi-
go las faltas referentes á infracciones que á la vez pueden ser castigadas por 
los Alcaldes. Se podrá decir, no obstante, que estas autoridades á quienes 
compete la imposition de multas, no pueden decretar el arresto por insolven-
cia, y que para esto necesitarán recurrir la jurisdiccion del Juez. Aserto es 
 este que hemos notado con extreñeza en una importante obra (3), siendo así 
que dice corresponde á la justicia el castigo de las infracciones que merezcas 
pena de arresto. Nosotros creemos que el arresto pueda decretarse por el 
 Al- 
. 
colds, en el caso de insolvencia del multado; mas ¿cómo relacionar la dispo- 
sicion que así lo preceptúa con la prohibicion que tienen de practicar diligen-
cias judiciales, como embargar bienes, trabar ejecucion, etc. (4)? El art. 114, 
párrafo 1.' de la ley municipal vigente, manifiesta que corresponde al Alcal-
de: «Publicar, ejecutar y hacer cumplir los acuerdos del Ayuntamiento cuan-
do fueren ejecutivos y no mediare causa legal para su suspension, procedien-
do, si fuere necesario, por la vía de apremio y pago, é imponiendo multas 
que en ningan caso excedan de las que establece el art. 77, y arresto por in-
solvencia.» 
Gazon tienen los que desean hallar en la obra del legislador un trabajo 
(1) Pár. 3.°, art. 25 del Código penal. 
(2) Exams. Sr. D. Manuel Colmeiro; Derecho administrativo espaáol, tom. I, pá-
gina 161 (edition de 1876). 
(3) Deberes y atribuciones de los Promotores /ïscales.—(Obra citada), Tom. II, pá-
gina 512. 
(4) Asf lo sostiene el Sr. Colmeiro.—(Obra citada), pág. 140. 
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más completo que el de nuestro Có ligo penal. La ley sancionadora encierra 
un conjunto de graves problemas, y solo plantearlos es una de las tareas más 
difíciles en que puede ocuparse un Parlamento. Pues bien, nuestro expresado 
Código se aprobó en dos sesiones (1), que fueron suficientes para discutir el 
dictamen de la comisíon, autorizando al Gobierno para plantear la reforma. 
La precipitacion fué causa, sin duda, de que la comision, de correccion de 
estilo, no pudiese meditar mejor su trabajo, y el decreto de 1.° de Enero de 
1871, vino a hacer tales correcciones, que se puede decir modificó parte del 
articulado (2). Si el derecho es, como dice Kant, un medio en que todos los 
fines humanos se agitan, menester es gran mesura antes de alterar sus dis-
posiciones; que ellas pueden llevará veces más lejos de lo que se espera el es-
píritu de la innovacion. Las teorías absolutas de Pacheco, con sus ideas de la 
expiation; las preventivas de Grolman; las compensadoras de Welker; la de 
la defensa de Rousseau; la de le necesidad de Romagnosi; la intimidacion que 
buscaba Kleim, y la doctrina de Bauer; el saber de las escuelas, y las inves-
tigaciones del filósofo, nada aprovecharon en aquellas dos únicas sesiones, en 
las que casi no hubo espacio para lamentar la falta de tiempo, y que dieron 
por resultado, segun la frase gráfica del Sr. Silvela (D. Francisco), so Códi-
go de verano. 
SECCION DE CONSULTAS 
PRIMERA 
D. F. N., comerciante, compró á D. L. T., ganadero, 1.000 arrobas de 
lana á un precio sumamente bajo en relacion al que como corriente tenia el 
artículo en la plaza donde se celebró el contrato. A los pocos dias el vende-
dor interpuso demanda pidiendo la rescision por lesion, fundándose en las 
disposiciones del derecho civil; y el comprador se opone alegaado que aun-
que es cierta la lesion debe desestimarse la demanda, porque las compra-
ventas mercantiles no pueden rescindirse por esa causa, segun el art. 378 
del Código de comercio. 
El consultante opina como el demandado, que no puede rescindirse el 
contrato, siendo como es de naturaleza mercantil, por causa de lesion enor-
me ni enormísima.—Un suscritor. 
CONTE ST ACION 
La redaccign disiente de la opinion del consultante por las razones que 
se van á exponer. 
(1) Sesiones del 15 7  17 de Junio de 1870. (2) Dicho deeret, añadió el par. 12 del art. 603, modifi^ó la ,redaccion del 611; en 
el 612, quitó las palabras de cualquiera clase, reemplazándolas con las siguientes: 
-conenrendidas en los números 1.°, 2.° y 3.° del articulo anterior, añadiendo de-pues de 
la palabra agena, las siguientes: ó causando uno inferí or á cinco pesetas; y se suprimie-
ron tambien las palabras en Cola su extension , co, que concluye el ségando párrafo del mismo artículo, reemplazándolas con las siguientes: seilalada en el artículo ante-rior, etc. 
JosÉ MONTAUT Y TRIGUEROS. 
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En todo contrato de compra-venta, ya sea civil, 
-a mercantil, hay quo  
considerar dos actos correlativos: la venta y la compra. Puede suceder que el 
 
uno sea válido con arreglo á derecho, y el otro no lo sea, ó que el uno ado-
lezca de algun defecto legal, y el otro ro.  
En el caso que se consulta ocurre. que si la compra de la lana que hizo 
 
el comerciante es mercantil, porque respecto al comprador reune todas lag 
 
condiciones que el Código de comercio exige para reputar el acto como tal,  
la venta del mismo género hecha por el ganadero, no se considera mercan-
til conforme al párrafo 3.' del art. 360 del citado Código. De manera que 
 
aquí se presenta un contrato complejo, cuyos elementos constitutivos, la 
 
venta y la compra, son el uno civil y el oleo mercantil. 
 
Estaba resuelta la cuestion, si el caso pudiera considerarse de aquellos no  
previstos por el derecho mercantil, puesto que es una compra-venta mixta, de 
 
que no habla la legislacion comercial, porque entonces, claro es, que confer-
me á los principios de la ciencia, no habia que recurrir más que á la coman  
como supletoria de aquella, pero este no es caso que el derecho mercantil 
 r 
haya previsto, no, al contrario, ten previsto está, que es precisamente pe  
lo que puede con razon surgir la duda, per encontrares dos legislaciones di,  
tintas que vienen á regular un mismo contrato; de aquí nace la dificultad  
resolverla consulta. 
La iegislacien mercantil francesa ofreció la miouao dificultad, y el Tri 
 
banal de casacion resolvió: que cuando respecto á una de las partes contra 
 
tautes el acto fuese mercantil, y respecto á la otra civil, ésta deberia se 
 
emplazada ante los Tribunales del fuero coman y aquella ante los de re  
mercio, lo que equivale á decir que se aplique á cada uno de los contraye; 
tes su respectivo derecho. Entre nosotros, los Sres. Miguel y 
 Rabat, Reus 
García, Vicente y Carabantes y otros, dan la misma sal_ucion, de cuya ops-
nion disiente el Sr. Huebra, sosteniendo que en semejantes casos debe api: 
 
canse el derecho civil, fundado en que no puede regir una ley distinta par> 
 
cada uno de los contratantes ; en que el fuera mercantil es de cosas, no 
 
personas, yen que el derecho mercantil como exception del civil no debe re 
 
gir más que al comerciante 6 al que ejecute operacion de comercio. . 
 
En nuestro concepto ambas opiniones pueden conciliarse, porque 
 
cuestion presenta para nosotros sen dos puntos de vista diferentes bajo quo^ 
poder examinarla. 0 la estudiamos con relation á cada una de las parte_  
contratantes, considerando separadamente el hecho de la venta y el de con- -
pra, ó hacemos abstracciones de los contrayentes, considerando el acto en si, 
 
sin referencia á ninguno de ellos. 
 
Bajo el primer aspecto, encontramos á cada uno dentro de su órbita, den-
tro de cada circulo la parte del contrato que le corresponde con todos seo 
efectos, obligaciones, derechos, acciones, etc., y aisladas completamente lee 
 
dos esferas de accion de los derechos civil y mercantil, sin que vengan á cho-
car; no hay incompatibilidad alguna entre ambas legislaciones, no hay in-
conveniente en aplicar cada uno la suya. Tratándose de la venta, si el ven-
dedor, por ejemplo, falta al cumplimiento del contrato en cuarto con aquella  
se relacione, debe regirse por el derecho civil, y tratándose de la compee  
puesto que las obligaciones, derechos y acciones respectivas son distintas, sin  
que puedan venir á confundirse, se encuentra cada uno en su polo respectivo.  
Partiendo de esta base, estamos conformes con la doctrina del Tribunal  
de casacion, que apoya entre nosotros el Sr. Carabantes y otros. No vemoe  
^ __ 
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razon que funda la opinion del Sr. Huebra, puesto que no habiendo incon-
veniente en separar los conceptos, el de venta v el de compra, cama los vemos 
 
en todo el articulado de nuestro Código, no hay conflicto, no hay oposicion 
 
entre el derecho civil y el mercantil, y si no hay oposicion, porque cada una 
 
puede regir su concepto, ¿para qué dar preferencias á ninguna de las dos le-
gislaciones? No hay motivo. 
 
Ahora bien; estudiando la cuestion bajo el segundo aspecto, sintetizando 
 
la idea de compraventa, ya vienen á confundirse los esferas de amb.cs fueros, 
 
y si no hay conformidad entre sus disposiciones, sin disputa hay que decidir 
 
por uno. Cuando por el vendedor as reclame, como ocurre en el caso de la con-
Anita, la rescisión, y por el comprador, la validez del acto,`porque puede bien 
 
acontecer que la compraventa sea válida paraca derecho y nulo para el otro, 
 
¿cómo es posible la doctrina del Tribunal de casacion, ni la opinion del señor 
 
Carabantes y demás autores que la apoyan? ¿Cómo concebir que una cosa sea 
 
y no sea á un mis-so tiempo? E.tamos conformes con el Sr. Huebra en que 
 




En la necesidad, pues, de 
 resolver por un solo derecho, debe someterse 
 
el caso á la legislacion civil, porque siendo el derecho mercantil una excepcion 
 
de aquél, de ningun modo podrá regir al que no sea comerciante, más que 
 
cuando éste ejecutara una operacion de comercio, y la que es objeto de esta 
 
consulta, por lo que al veudededor respecta, no tiene tal carácter de mercan-
til, segun el párrafo 3.° citado del art. 360 del Código; mientras que el co-
merciante á la vez de hallarse sujeto al derecho mercantil, se halla tambien 
sometido al civil, resultando en favor Ele esta legislacion, pora decidir la 
cuestion, la razon de ser extensiva á ambos sujetos, la de ser comun con re-
lacion á los contratantes, al paso que la mercautil es peculiar á uno de ellos. 
 
Por todo lo cual, es evidente que en el caso que se consulta ha de apli-
carse la legislacion civil, y en su virtud procede la reacisiou por causa de le-
sion, si la hubo.—La Ranecreox. 
SEGCNDA 
A. B. y C. eran dueños pro indiviso de una casa: á la muerte de A., divi-
diéronse sus herederos la parts del difunto A.; cuya division se hizo entre su 
 
viuda y sus hijos, algunos menores de edad. 
 
Los copartícipes B. y C., quieren que estos nuevos dueños les compren 
 
le participacion que tienen en dicha casa, é que la viuda y sus hijos les ven-
dan la suya, fundados en que la casa no tiene cómoda division. 
 
Los herederos de A. se oponen, fundados en ser menores y que les es per-
judicial, tanto la venta como la compra que se les propone. Consultas: 
 
1.° ¿Podrán B. y C. obligar los herederos de A. á que compren la parte 
 
says, ó que vendan la que poseen? 
 
2.° ¿Con qué formalidades deberia hacerse la venta?--Ere suscritor.  
CONTESTACION (1) 
 
Estando marcados por la ley los casos en que puede obligarse á un pro- 





cio.en cual es su opinion, pues esto contribuye á que formemos mejor nues- tro 
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pietario á la enagenacion forzosa, la Redaceion opina que no hay medios  
legales para obligar la viuda é hijos de A., ni á vender su participacion en  
la casa, ni á comprar las de B. y C.  
Y al segundo punto, decimos, que como en la consulta se supone y se aíï-
ma que se hizo la division y adjudicacion de los bienes de A. á su viuda  é 
hijos y algunos menores, no pueden venderse las partes de estos interesados,  
como si estuvieran indivisos; y por lo tanto, si la viuda y los hijos mayores  
de A. pueden enagengr libremente su participacion en la casa de que se  
trata, los menores no pueden hacerlo, sin instruir el expediente de utilidad  
y necesidad. 
Comentario.— La Redaccion, en estos momentos en que se esté tratando  
por el Sr. Ministro de Gracia y Justicia de reformar la ley de Enjuicia-
miento civil, opina que debería tenerse en cuenta por la Comision ;espe-
cial, la venta de los bienes de poca importancia ó de escaso valor que perte-
nezcan á menaces: deberian distinguirse ó dividirse tambien en bienes de  
mayor y de menor cuantía, y cuando el valor de los bienes raices de menores  
no excediese de 3 á 6.000 reales, la information de utilidad y necesidad de-
bería practicarse ante los Juzgados municipales, y Jos anuncios, edictos, su-
bastas y demás gastos, no deberian nunca exceder de la décima parte del  
valor de los bienes; ó que, por lo menos, no se cobrase más que esa cantidad  
en los de primera instancia, á semejanza de lo que sucede en los juicios de  
menor cuantía, en los que solo se cubren la mitad de los derechos por los  
funcionarios del orden judicial, segun el art. 632 de los Aranceles vigentes.  
LA REnaccooe . 
TERCERA 
¿Bastard para justificar la legitimidad de un póstumo que un Notario dé 
fé en debida forma del nacimiento del póstumo, de su supervivencia pasadas 
las veinticuatro horas y de su bautismo? Parece que debe estarse por la afir-
mativa, toda vez que dicho funcionario goza del privilegio de la fe pública.—
Un suscritor.  
CONTESTACION 
Por mucho respeto pie merezca en la sociedad el testimonio de un No-
tario expedido con las ritualidades necesarias, la Redaccion es de parecer que-
deben llenarse los requisitos y precauciones que exije la ley 16, tít. VI, Par-
tida VI y las disposiciones que marca la ley de Enjuiciamiento civil en el 
título VIII de la parte 2.' sobre informaciones ad perpetuam memoriam. 
Unicamente en casos de gran urgencia podria apelarse á pedir el testimo-
nio del Notario, que no libraría, por cierto, al póstumo ó sus representantes  
de litigios ó reclamaciones.—La I EDaCCioN. 
SECCION DE JURISPRUDENCIA 
Condenacion de costas impuesta subsidiariamente con el  lit gante :. sus de-
fensores.-Recurso de ensartan por infraction de ley.-Fundamentos del  
mismo. —Sentencia de 23 de Febrero de 1880 (Gaceta del 26 de Abril). 
Se declara que la conde :acion de costas impuesta en la sentencia recurrida subsidia-
riamente con el recur ente á sus defensores y el apercibimiento que respecto de estos con-














En el Juzgado de paz del distrito de la Catedral de la ciudad 
da la Habana se 
instruyó juicio de faltas con motivo de unas mordeduras inferidas á D. 
A. B por 
un perro de la propiedad de D. D. G. dentro del 
establecimiento de comestibles y 
bebidas perteneciente á este último; en cuyas diligencias 
se diató auto de sobresei-
miento en 16 de Febrero de 1815, fundado en que era 
un hecho probado que aquel 
suceso toys lugár por imprudencia de D. A. B., 
y que no habia infringido 
D. D. G. el bando de gobernacion *Alicia, pues 
el perro se encontraba amarrado 
dentro del establecimiento; y que inferpuesta por 
B. apelacion, el Juez de primera 
instancia coafirmed en 26 del mismo mes de Febrero 
con las costas el auto apelado. 
D. A. B. interpuso en 11 de Octubre de dicho año demanda 
para que se conde-
nase á D. D. G. it abonarie la suma de 4.000 pesos en oro, ep que estimaba los 
per-
juicios que se le habian ocasionado con las mordeduras que le causó el 
perro de la 
propiedad del demandado; fundando su prueba en que 
G. habia incurrido en un 
cuasi-delito, y por consecuencia, cen arreglo á las leyea 22, 23 y 24, 
tít. 15, parti-
da era. r sponsable de sus resultados: 
faltas que se han referido. 
Suministrada prueba por las partes, dictó sentencia el Juez 
de primera instan-
cia desestimando la demands, con las costas al demandante
. 
 interpuesta por éste 
apelacion, la Sala tercera de la Andiencia de la Habana confirmó 
con las coatas la 
sentencia apelada, declarando edemas subsidiarianaente responsables al pago de las 
costas por icauales partes, y solidariamente á los Letrados defensores del deman-
dante A.'B., apercibiendoles para que en lo sucesivo 
se abstuvieran de patroci-
rar demandas notorismente temerarias. 
D. A. B. interpuso recurso de casacion, citando al 
interponerle y despues en 
tiempo oportuno ante el Suprem. , Tribunal come) infringidas, entre otras: 
La doctrina 1 ,gal de que que causa un mal eatá en el 
deber de repararlo. 
La ley 1.., tít. 15, partida 	 que define como daño 
el menoscabo que recibe 
por culpa la hacienda ci la persona. 
Las leyes 13 y 19, tít. 22 pattida 	 cuva inteligencia obre 
la casa juzgada 
ha determinado el Supremo Tribural en mültitud de sentencias, en el sentido de 
que la excepcion de cosa jugada solo :ex , ste y puede alegarse y admitirse válida-
mente cuando entre el pleito fallado por ejecutoria y el que se intenta despues 
hay 
identidad perfecta de personss, cosas y acciones. 
La ley 16, tít. 22, partida 3. 5, segun la cual debe existir perfecta congruencia 
entre lo pedido por las partes y lo sentenciado, no siendo lícito en lo 
civil resolver 
puntos que no ban planteado ni uiscutido los litigantes, toda vez 
que al deciararse 
en la sentencia recurrida que los Letrados defensores del recurrente 
son responsa-
bles subsidiaria y solidariamente del pago de las costas á, que ha 
sido condenado, 
decide un punto ajeno al debate y acuerda, sobre lo que no ha pedido el demandado 
en ninguno de sus escritos. 
Los artículos 61 y 62 ele la ley de Enjuiciamiento civil. que aceptando el precep-
to de la ley de Partida citada en el párrafo anterior, manda que el Jima 
se abstenga 
de fallar sober lo que no ha sido objet) del debate y de decidir puntos no compren-
didos en las pretensiones de los litigantes; doctrina sancionada por el 
Tribunal en 
multitud de sentencias, y entre otras en la de 17 de Diciembre de 1874, 10 de 
Julio 
y 11 de Diciembre de 1875, 8 de Marzo y 17 de Octubre de 1816. 
La ley 20, tít. 22, partida 3. 5 segun la cual, fuera de los casos 
de excepcion que 
la misma establece, no puede afecaar la sentencia 6. personas que no han sido 
par-
tea en el pleito. 
Y los artículos 43 y 44 de la lea de Enjuiciamiento civil, que entre las correc-
ciones disciplinarias que los Tribunales pueden imponer á los Abogados no men-
ciona la responsabilidad subsidiaria en el pago de las costas á que sea condenado 
el litigante pobre á quien hubiesen defendido. 
El Tribunal Supremo falla no haber lugar al recurso de casacion declarando: 
Que cjercitada por D. A B. en juicio de faltas que pronunció can't, D. D. G. 
nos neck. penal, no ha podido demandarlo despues civilmente en este pleito por 
el mismo hecho sin quebrantar los efectos y la fuerza de la cosa juzgada, pues se-gain el art. 10 de la ley de Enjuicíamiento crimiaal se entiende que se utilizan con-
juntamente las dos acciones que nacen de an delito ei falta, ft no see que el peril, 
dicado renunciare ó se reservase expresamente la civil al enta.blar la penal; y no 
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hallándose en este caso de excepcion el recurrente, hay completa, identidad de per-
sonas, cosas y acciones en uno y otro juicio, y no se han infringido en la sentencia 
las leyes de partida, ni las sentencias del Supremo Tribunal que se citan en los 
fundamentos del recurso. 
Y que la condenaeion de costas impuesta en  is 
 sentencia recurrida subsidiaria-
mente con el recurrente á sus defensores y el apercibimiento que respecto de estos 
contiene son una declaracion incidental en el fallo, que solo interesa a los referidos 
defensores, los cuales por su parte no han hecho uso de los medios que las leyes les 
conceden para reclamaria; no existiendo, por lo tanto, la falta de congruencia que 
se alega en los motivos del recurso, ni se han infringido los leyes y jurisprudencia 
que en ellos se citan. 
Liquidacion y pago de perjuicios en ejecueless de sentencias.-Recurso de ea-
saolen por infraction de ley.-Fundamentos del mismo.
-Sentencia de 2 de 
Marzo de 1880 (Gaceta de 26 de Abril). 
Dota M. de las M. II., marquess 
 de los Arenales, y D. P. D. S. celebraron en 
esta córte un contrato privada en 1.° de Mayo de 1874 para la corta y elaboracion 
de las maderas existentes en el monte de la villa de Castril, de la propiedad de la 
primera; y habiendo surgido diferentes cuestiones entre ambas partes ea la ejecu-
stan de dicho contrato, sometieron su decision al juicio de amigables componedo-
res, quienes en 30 de Noviembre de 1876 dictaron su laudo, por el q ue consideran-
do que la marquesa de ios,Arenales estaba obligada á posará D. P. D. los daños y 
perjuicios que se le habiaú irrogado, y que estos daños y perjuicios solo debían 
concretarse á los 22.113 pinos que había dejado de cortar el D., los cuales, calcula- 
dos por lo:- ya cortados, debian producir una utilidad de 248.201 pesetas, y que á 
su vez D. P. D. debía abonar á la marquesa de los Arenales los 1.058 linos recla-
mados, que segun el aprecio heelto por personas peritas valian 1.458 pesetas, de-
clararon que la marquesa de los Arenales debía abonar á D. P. D. S. la suma 
de 248.281 pesetas por via de indemnizacion de daños y perjuicios, y que este debia 
satisfacer á aquella la de 1.450. 
Interpuesto por la marquesa de los Arenales recurso de casacion contra el laudo 
anterior, fué resuelto por sentencia de la Sala primera del Tribunal Supremo de 
22 de Febrero de 1878. por la que se casó y anuló el referido laudo, en cuanto por 
él se tasaba. liquidaba y mandaba pagar las indemnizaciones que habi:.as estimado 
abonables los amigables compone :ores, en atencion á que, así por los términos en 
que ambas partes formularon sus pretensiones en la escritura de compromiso como 
por los empleados para señalar las funciones y facultades de los amigables compo-
nedores, aparecia claramente que bobino querida circunscribirlas á la determina-
cion de si las partes tenian ó no derecho á indemnizacion de perjuicios por los con-
ceptos que alegaban, y de las demás cuestiones que sobrevinieron durante el curso 
del juicio e tuviesen rslecion más 6 méuos inmediata con el asunto principal obje-
to del compromiso. 
Con certiacacion de los particulares relacionados, acudió D. P. D. S. al Juzga-
do de primera instancia de Huéscar, presentando una relation de los perjuicios 
que le habia irrogado la marquesa de los Arenales con arreglo al laude de 30 de 
Noviembre de 1876, modificado por la sentencia de casacion, que se hace ascender 
en dicha relaeion á la cantidad líquida de 338.117 pesetas, calculada con arreglo 
las bases que en ella se consignaron; solicitando se procediera á la ejecucion de di-
cho laudo, que eon las modificaciones introducidas por el Supremo Tribunal habia 
quedado reducido á la condena de una cantidad líquida procedente de perjuicios 
que era preciso liquidar con arroglo á los trámites establecidos en los artículos 910 
siguientes de la ley de Enjuiciamiento civil, á cuyo efecto acompañaba le irsdi-
coda liquidacion de perjuicios, que pedia se aprebara definitivamente, con imposi-
cion de las costas á la parte contraria. 
Dada vista de la relaeion de perjuicios á la marquesa de los Arenales, promo-
vió, sin evacuar el traslado, artículo de prévio y especial pronunciamiento, pidien-
do qua se desestimara con las costas la pretension deducida por D. P. D. S., reser-
vándole su derecha para que lo ejercitara en la forma y per el procedimienio que 
para estos casos tienen establecidos las layes; alegando al efecto que por la senten-
cia dictada por el Supremo Tribunal casando y anulando en laudo en algunos de 
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sus extremos, quedó éste reducido á la simple declaraeion de que la exponente se 
 
hallaba en la obligacion de indemnizar perj aicios h D. P. D. S.; y no habiendo que-
dado en el laudo base alguna para hacer la liquidation de perjuicios, faltaba la 
 
base aecesaria para entrar en el procedimiento que pr-tendie D. S., y era necesario 
 
que acudiera al juicio civil or inario para poder averiguar el importe de 
 egos. 
Sustanciado el incidente en do- instancias. dictó sentencia la Sala de lo civil 
 
de la Audiencia de Granada en 12 de Mayo de 1879 revocando la dictada en prime-
ra instancia por el Juzgado de Pluéscar, v declarando procedente lá demanda inci-
dental promovida por la marquesa. de los Arenales, y desestimando, en su conse-
cuencis, la 
 pretension deducida por D. P. D. S , reservando á las partes su dere-
cho para que lo ejerciten en el juicio correspondiente 
 
Contra esta sentencia interpuso D. P. D. S. recurso de casacion por haberse in-
fringido á su juicio: 
 
1.° La ejecutoria de cuyo cumplimiento se trata, ci sea el laudo de 30 de No-
v iemhre de 1876. como las modsflcociones que en él introdujo la sentencia de ensa-
cion de 22 de Febrero de 1818, v la doctrina legal derivada de las sentencias del 
 Su-premo 
 Tribunal de 21 y .7 de Junio de 1867, de 'que las sentencias dadas en cum-
plimiento de ejecutorias deben ajustarse eletr ctamente á lo que estas disponen. 
 
Y 2.° Las leyes 13 y 19, tít. 22, partida 3.., referentes á la fuerza que hi al jqi-
cio acabado, en cuanto la sentencia recurrida niega sus efectos jurídicos á la 
 
ejecutoria de que se trata, en el hecho de haber dese-timado su cumplimiento en la 
 
forma solicitada, en el supuesto falso de que se limitó á declarar en principio el 
 
derecho á la indemnizacion mútua, sin establecer bases para liquidar esas indem-
nizaciones. 
El Tribunal Supremo falla no haber lugar a: recurso de casacion, declarando: 
 
Que la sentencia recurrida, al declarar procedente la demanda incidental promo-
vida per la marquesa de los Arenales y reservar á las partes ea derecho para que lo 
 
ejerc ten en el jaicio correspondiente, no ha hecho otra cesa que indicar el procedi-
miento que en elvaso actual debe seeruiree para fijar le importaecia y liquidation 
 de los perjuicios que, argon el laudo de 30 de Noviembre de 1876, firme en le parte • 
que no fué anulada por la sentencia de casacion de V de Febrerp de 1878, deben in-
demnizarse mútuamente las parten, por lo cual no ha infringido 'ellaudo ni las leyes 
 
de Partida y doctrinas regales contenidas en las sentencias del Tribunal Supremo 
 que se alegan en apoyo del recurso. 
 
CF4a î^INAL 
Delitos de sedicion 
Se decl ara que segan 10 establecido en el caso 4.° del art. 53 de la Compilacio.n, lea jurisdicciones de Guerra d de 
 Marina ea 
 sus cosos respectieee son tes únicas compete ates para conocer de los delitos de espionaje, insulto á cealinelas y trola a»moda de tierce ó de mar. 
Varios paisanos formaron una partida que á principios del mes de Junio último 
 
se presentó en el campo sin bandera, con eólo el distintivo de las iniciales R. F. 
 en los morrales, pretendiendo llevará ralo la 
 reforma social v denlo vivas á la Re-pillica federal, llevando pocas y malas arma , por cuyo motivo desarmaron á va-
rios carabineros, sin resistencia de aparte de Sotos, en los pueblos de Prats, Neves y 
 
otros que recorrieron, exigiendo en date yen Pallerols cantidades que pagaron con 
 
un papel que se titulaba billetes de Bxneo de la República; mas habiendo sido alcan-
zeden por la fuerza de la Guardia Civil v del Ejército, después de hacer algunos 
 disparos á éstos, 
se disolvieron y dispersaron, siendo alcanzados algunas y presos 
 al 
siguiente dia por la Guardia Civil, a la que opusieron alguna re-istencia: 
 
Formada causa por el Juzgado de primera instancia de la Seo de Lirgel y por el 
de Guerra de la Capitanía general, requirió aquel á ente de inbibicion, fundándose 
 
en que el alzamiento era pu ra y simplemente de carácte• civil, asi como las 
nanceionea que realizaron; que el mismo carácter debia atribuirse á los actos ejecu-tados para apoderarse de las armas de las carabineros, que no e talan de tercien, y con 
quienes, para conseguirlo, no pelearon: y que igual califieacion merecia la 
 
escasa reeitencia que opusieron, empleada más bien como medio de defenderse y 
 
escapar que con decidido propósito de contender y pelear con la fuerza armada; y 
 que si así no fuera respectó á este último hecho, que por se naturaleza merecería el 
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carácter de rebelion armada, siempre serla conexo con el anterior y dependiente de 
 la jurisdiccion ordinaria: 
 
El Juzgarlo de Guerra sostuvo su competencia para conocer de la expresada 
 
causs, fundmndese en la regla 9.. de la Real órden de 7 de Junio de 1572, por la 
 
coral se declaran sujetos á la jurisdiccion de los Consejos de Guerra, entre otros, 
 
cá los rebeldes ó sediciosos que en número mayor de 12 se levanten en armas 6 
 
sestergan con ellas la bandera de rebelion ó sedition en despoblado, si fueren 
 
aprehendidos per Sesees pública, sea 6 no de Ejército permanente:» 
 
Habiondo iesistido ambas jurisdicciones en sostener su competencia, formali-
zada esta. se han rernitido las actuaciones pare su decision á la Sala tercera del 
 
Tribunal Supremo, en donde ha sido sustanciada en forma, oyendo el Ministerio 
 fiscal: y, 
Considerando: l.° Que, coeferme á le dispuesto en les artículos 21 y 25 de la 
 
Cempilacion general .obre el enjuiciamiento criminal , la judisdiccion ordinaria 
 
será la competente para conocer de las causes criruin'les sin más excepciones qua las 
 que la m isma Compilacion establece; y que con arreglo al art. 32, la misma juris-
diccion ordinaria será le Competente con Exclusion de toda otra, para juzgará los 
 
reos de delitos conexos, siempre que alguno esté suj to á ella, áun cuando los 
 demás sean aforndoe; 
 
2.° Que, segun lo establecido en el caso 4 ° del artículo 53 de la citada Compi-
lesion, las jurisdicciones de Guerra ó de Marina en sus casos respectivos serán las 
 
únicas competentes para conocer de las delitos de espionaje, insulto á centinelas ó 
 
salvaguardias y to ps a rmada de tierra ó de mar: 
 
3.° Que es leo lechos que han dado motivo ta la foecoecion de las cau=asá que 
 
se refieren estas: ctuaciones, pueden haberse cometido los delitos de sedition e de 
 
insulte á tropa armada: que el de sedicion no está excluido expresamente en la ley  del coeoc- imiento de le jurisdiccion ordinaria; y ántes al contrario, le está termi-
nantemente atribuido; y que el de insulto á tropa aunada esta excluido del toncci-
miento de le jurisdiccion ordinaria y atribuido á la de Guerra: s 
 
En sentencia de 1.° de Marzo (Gaceta del 3 de Abed) se resolvió que el eonoci-
mietto de les hechos referentes al levantamiento, exacciones y demás setos que 
 
tuvieron lugar Con motivo de aquel, corresponde el Juzgado de primera instancia 
 
de la Seo de Uegel; y el conocimiento del hecho referente á la resistencia á la Guar-
dia Civil y á la trepa corresponde al Juzgado de Guerra de la Capitanía general de 
 Cataluña. 
C'L3MPET'^ÿOT 7C^8 
La importancia que para nuestros suscritores tienen las resoluciones propuestas 
 
por el Concejo de Estado sobre competencias entre las autoridades del órden admi-
nistrativo y las del órden judicial, hace que coa ocupemos en lo sucesivo, dentro de 
 
esta parte de nuestra Revi,ta, de dichas resoluciones, á fia de dará conocerá nues-
tros lectores la jurisprudencia que sabre tan intereeauto materia se establezca per el  
referido alto Cuerpo. 
 
Competencia entre la autoridad judicial y la administrativa.—Real decrete 
 
de 14 de Abril (Gaceta del 24). 
Decidiendo competencia íc favor 
 de la autoridad judicial, y declarando que cuando  .s 
trata de ejercitar una aeeion puramente civil sólo corresponde conocer d los Tribunales d 
 justicia. 
A consecuencia del descubierto en que aporecia encontrarse el Ayuntamiento de 
 
Cazalegss c-ea la H icienda pública por el impuesto de consumos, sal y cereales, 
 la 
Admini.tracion económ ca apremió á los indiví tuos del Ayuntamiento que forma-
ban la eierporacion municipal que reemplazó á la que cesó en 1875: 
 
En vista de las observaciones hechas por el Ayuntamiento de que los responsa-
bles de tales d t-eebiertos eran los icdivíduos del qne les habia precedido, la Admi-
nistracien económica indicó la conveniencia de requerir en forma á los que forma-
ron el Municipio anterior., para que verificaran el ;ingrese de las cantidades`que re-
tenían indebidamente, e haciéndoles responsables como verdaderos causantes 
 d, 
los perjnicios y gastos á que dió lugar es 
 morosidad en el cumplimiento de este  deber: 
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ecaudado y retenido indebidamente por consumos, cereales y sal, ce entablara con-
tra sus individuos el procedimiento de apremio que previene el reglamento de 3 de 
Diciembre de 1369: 
Seguido el oportuno expediente administrativo por el Ayuntamiento de Cczale-
gas, y embargados bienes á los indivídnos que formaron la Corporacion municipal 
en la época á que el descubierto oe refieria, se hicieron efectivos hasta la cantidad, 
que s+ supmia adeudaba al Tesoro y los gastos causados: 
En su vista, loa indivíduos 	 que formaron el Ayuntamiento que cesó en 1875, 
acudieron á los Tribunales de justicia promoviendo cause criminal contra los que 
les sustituyeron en el Municipio; y habiendo recaido sentencia en Inc se reservó á 
los querellantes el derecho de hacer uso de las accionen civiles que les coreeopon-
dieran por loa daños y perjuicios que se les hubieran causado, entablaron aquellos 
demanda civil ordinaria ante el Juzgado de primera instancia contra D. M. P. y 
contra los indivíduos del Ayuntamiento que presidió, á fin de que por la action de 
daño y de 1i indebidamente pag:do fueran condenados á devolver y entregar á los 
demandantes la cantidad de 17.373 reales 34 céntimos, qne como tales concejales 
ilegítima y arbitrariamente exigieron por expediente de apremio v pagaron los ac-
tor, bajo el supuesto de débito á la Hacienda por el cupo de ccnsamo en el año 
de 1874 á l5, y adem•is á reintegrar el interés legal , dañes y perjuicios. 
Propuesta por los demandadosla excep -ion dilatoria de incompetencia de juris-
diccion, y deciarado por el Juez haber lugar á la misma, se apelé de este auto por 
la parte neto a, v fue revocado por la superioridad: 
En su vista, D. M. P. y demás demandados acudieron el Gobernador de la pro-
vincia para que requiriera de inhibition al Juzgado en el conocimiento de este asun-
to; y el Gobernador, accediendo é ello, dirigió el oportuno requerimiento al Juzga-
do, fundándose: en que la cuestion sometida al conocimiento de los Tribunales es 
esencialmente administrativa, por razon de las personas, de la cosa cuestionable y 
del procedimiento empleado: en que los demandantes reclaman en concepto de con-
cejales, y como concejales se persigue tambien á los d, mondados, siendo la socio:: 
que se ejercita de un Ayuntamiento contra otro, y no de particulares entre sí: en 
que se trata de una cantidad exigida para reintegrar á la Hacienda por razon de 
descubiertos da consumos, sal y cereales: en que el procedimiento empleado para 
hace- ef -ctivos estas descubiertos fad el señalado en el reglamento de 3 de Diciem-
bre de 1869: en que la realization de esos descubiertos partió de la Administracicn 
económics, por lo cual, á ella, y no á los demandados, corresponderia reintegrar en 
el caso de no existir los descubiertos que aparecian por el mencionado impuesto de 
consumos, e::l y 
 cereales; y citaba la autoridad gubernativa las Reales órdenes de 4 
de )^l>:yo y 15 de Junio de 1868, art. 54 del reglamento de 25 de Setiembre de 1863, y 
varias decisiones de competencia: 
Sustanciado el conflicto, el Juez dictó auto declarándose competente, alegando 
que, cualquiera que sea la índole y natiralesa de las hechos qt:e sirven de funda-
mento á la demanda, es lo cierto que ella contiene una reclamation dirigida por 
unos particul :res contra otros en luido civil ordinario, que se ajusta en sus formas 
á las dispo}iliones legales, y en el cual no aparece interesada la Hacienda, ni por 
raton del earoeter de los litigantes, ni tampoco por la materia ú objeto del litigio: 
que la protecci,n administrativa no alcanza á loa intereses v derechos de carácter 
puramente privado, cuya def 
- usa está exclusivamente encomendada á los Tribuna-
les de justicia: que en principio lo tiene reconocido la Administracicn en este asun-
to, en la consunicseion que la Direction general de Impuestos dirigió en 16 de Di-
ciembre de 1876 al Administrador económico de la provincia de Toledo, y este tras-
cribió al A lcalde de C•-talegas, en la cual se consigna que las reclamaciones y cues-
tiones que mediaban entre el Ayuntamiento que tend en 1875 y el que le sustituyó 
eran extrañas al interés de la Hacienda: que las resoluciones y disposiciones legales 
citadas por e' gobernador no tienen apiicacion al caso actual, en que la 'Hacienda 
nada tiene que reclamar y carece de interés directo ni indirecto, por hallarse com-plet:.mente reintegrada: 
El gobernador, de acuerdo con la Comicios provincial, insistió en su reque-
rimiento, resalando el presente conflicto, que ha sido resuelto á favor de la autori • dad jndi ial , por Real decreto de 14 de Abril, expedido de conformidad con lo con-
sultado por , 1 Conejo de Estado en pleno, considerando: Q. 
 en el juicio civil ordinario promovido por jos individuos del Ayuntamiento de 





cesora de la anterior, se ejercitan las acciones y derechos que fueron reservados 
 los demandantes en la sehteacia que puso término Ala causa criminal seguida con-
tra los mismos concejales ahora demandados: 
Que terminados los procedimientos administrativos á que dieron lugar los des-
cubiertos que para con la Hacienda pública resultaban por el impuesto de consu-
mos, sal y cereal°_=, qu•.dó s.lveutado el débito e?n los bienes de lus individuos de 
la corporation municipal que cesó en 1875: y 
Que uns vez reintegrada is Hacienda de sus créditos, no puede eetiivarse ya in-
teresada en el nuevo litigio que sobre pago de lo indebido han suscitado ahora los 
indivíduos que formaron et Ayuntamiento de Cazaleaas hasta 1875 contra los que 
inm--diotumente les sucedieron. . 
Competencia entre la Jurisdicoion de Guerra y la ordinaria.—Lesiones y 
amenazas.—(Sc. teneia del Tribunal Supremo, 28 de Febrero último, Gaceta del 
3 de Abril. ) 
Se declara que conforme al art. 32 de la Comp,laci'n vigente en materia criminal, la 
jurisd,ccion ordinaria es la competente para juzgar d los reos de delitos conexos, siempre 
que alguno es.é sujeto d ella, dun cuando los desude sean aforados. 
En la tarde del 5 de Noviembre de 1879, D. Eugenio Mendez Piedra, paisano, y 
D. Mariano Perez Roldan, Teniente graduado, Alférez del batallon de reserva de 
Talavera de la Reina, se trabaron de palabras en el Jardin del Casino; e viniendo 
las -manos, quedaron ambos heridos de arma blanca, de cuyas lesiones curaron 
Antes de los ocho dies; y apercibidos de la reyerta varios Oficiales del referido ba-
tallon que se encontraban en el Casino, acudieron en actitud hostil lides Mendez, 
A quien trataron de acometer, pr, firieodo rs eouiones de amenaza contra el mismo; 
pero consiguieron calmar los ánimos otros de los concurrentes quo tambien acudie-
ron al rudo de la cue:stios: 
In.-unida causa por el Juzgado de Talavera, y á la vez sumaria militar por la 
jurisdiccion de Guerra, á cuya dísposicion fue puesto el citado D. Eugenio Mendez, 
segun se notificó á aquel Juzgado en la propia fecha de la ocurrencia por el Jefe de 
la Guardia Civil que le detuvo, el primero requirió de inhibicion á la ce cesada 
juri d:cc on espacial por auto de 29 de Noviembre, fundado en el art. 26 de la Com-
pilacion sobre el enjuiciamiento criminal, por tratarse de hechos conexos, en los que 
aparecian responsables personas sujetas al fuero comun, como lo era el paisano 
D. Eugenio Mendez Piedra, y otras al de Guerra, como lo eran los Oficiales que 
profirieron amenazas contra aquel, en cuyo caso era única competente para conocer 
la jurisdiccion ordinaria; y siendo el hecho principal el de las lesiones, que por su 
duracion sólo constituian faltas, de que debía conocer dicha jurisdiccion. era tain-
bien notoria su competencia para entender de los demás hechos que pudieran tener 
el carácter de justiciables: 
El Juzgado de Guerra de la Capitanía general de Casiilla la Nueva no accedió 
la inhibicio., y se declará A su vez competente para conocer respecto del hecho de 
las amenazas y coacciones atribuidas fi Oficiales del Ejército, e como tales aforados, 
puesto que no era delate de los excepto idos de su conocimiento, y q:ed iba ya 
solo y aislado del hecho de las le-iones, que por su carácter de falta debia perse-
guirse por e! Juez municipal en el correspondiente juicio, y por tanto no concur-
ría la razon legal de la conexion de los pelitos, el se dividía por elfo la continencia 
de la causa, que era el fundamento del art. 26 de la Compilation y el 322 de le ley 
orgánics del Peder judicial, entrando el fuego de Guerra en el liens de sus facul-
tades, conform el art. 347 de la misma lec, para conocer de un hecho cuya respon 
sabilida se at_ibuia tioicamante á personas aforadas, y no exceptuado taxativa-
mente en el art. 349: 
Ambos Juzgados mantuvieron sus resoluciones, yen su virtud han elevado los 
autos para la  decision que corresponda al Tribunal Supremo, donde sa ha oído al 
Fiscal de S. M., y 
Consi' lerando que, conforme al art. 32 d e,  la Compilation de disposiciones sobre 
el enjuiciamiento criminal, la jurisdiccion ordinaria será la competente, con exclu-
sion de toda otra, para juzgar á les reos de delitos conexos ; siempre que alguno 
esté sujeto á ella, Aun euaneo los demás sean aforados: y 
Que el hecho de lesiones leves de que se teste ocurrió entre un paisano y un 















amenazas de militares el paisano sería coo no con el primero como cometido simul-
taneamente; se resolvió que el conoeimiento de la Nauss sobre lesiones y amenazas 
contra D. Eugenio Mendez Piedra corresponde al Juzgado de primera instancia de 
Talavera de In Reina. 
SECCION LEGISLATIVA 
MINISTERIO DE ESTADO • 
CANCILLItRi.k 
Convent° de eitradlcion eelebrado entre Eptpaiía y lox Paises-Bajos Ormado en el 
Hoye el din 6 de Mara° de 11.9, y publicado en la Ga,ea de Madrid del de Abril 
de 1.0. 
Artículo 1.° El Gebierno esprit-to' 1" el Gobierno de los Países Bajos, se obligan 
á entregarse recíprocamente, begun las reglas determinedas en los artículos si-
guientes, con exc pion de see nacionales, los individuos sentenciados, cenes do  
presuntos reos por uno de los delitos más d menos graves que continuacion se 
, xpresan , cometidos fuera del territorio de la parte Ct quien se pide la extra- 
1.° Atentado contra le vida del Sol erano d de los irdivíduos de su familia. 
2.° Homicidio. asesinato, parricidio, infanticidio, envenenamiento. 
3.° Amenazas de un atentado con. e las personas que se castiguen con penas 
graves. 
4.° Aborto. 
5.° Heridas d golpes voluntarios que hay. ocasionado una enfermedad inca- 
pacid=id par e. el trabajo perEonal durante mas de veinte dias, d en que haya habido 
P  remedita cion. 
6.° Violacion d  cualquier otro atentado contra el pudor, cometido _con vio-
lencia. 
Atentado contra lea buenas costumbres, excitando, favoreciendo  d facili-
tando habitualmente la mala vida ó lo corrupecion de jóvenes de uno ú otro sexo 
menores de veintiun 
8.° Bigamia. 
• 9.° Rapto, ocultacion, supresion, sustitlicion  d suposicion de un nifío. 
10. Sustraccion de menores. 
11. Falbificacion, alteracion 6 recorte de la moneda, d partícipacion voluntaria 
en in emi-ion de meaedit falbificada, alterada ó recortada. 
12. Falsificaoion de sellos del Egad°, de billetes de Banco, de efectos públicos y 
de punzoaes, timbres, marcas de papel-moneda y sellos de correo. 
13. Falsificacion de. escritura pública d auténtica de eomercio d da banca, 6 de 
escritura privada; exceptuando las falsificaciones cometidas en los panportes, ho-
jas de ruta v certificados. 
14. Falso tebtimonio, soborno de testigos, perjurio. 
Corrupcion de funcionarios públicos, concusion, sustraccicnó malversacion 
cometidas p er cobradores  d depositarlos públicos. 
16. Incendio voluntario. 
• 11. Destruccion d  derribo voluntario, por cualquier modo que sea, en todo dro 
 parte, de edificios, puentes, diques <5 calzadas, it otras construcciones pertenecien- 
tes el un tercero. 
18. Saqueo, inutilizacion de vituallas mercaneías, efectos, propiedades, mor- 
bles, cometidos en reunion ó cuadrilla y 6. viva fuei•za. 
19. Pérdida, varamiento, destruccion  d inutillzacion ilegal y voluntaria de bu-
gees de alto bordo 6 de alas embarcaciones (baratería). 
20. Sublevacion y rebelion de los pasajeros bordo de un Imp. contra el capi- 
tan y de los tripulantes contra sus superiores. 
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24. Abuso de firma en blaneo. 
25. Malversacion ó disipacion en perjuicio del propietario, poseedor d detenta-
dos de bienes 6 valores que sólo hayan sido entregados á título de dep&ito 6 por 
nu trabajo asalariado (abuso de eonfianza). 
26. Bancarota fraudulenta. 
Se comprenden en las calificaciones anteriores la tentativa y la complicidad 
cuando son penables segun la legislacion del pa ís, al que se pide la extradiecion. 
Art. 2.° La extradicion no tendrá lugar: 
1.. En el caso de un delito más A meo.' grave cometido en un tercer país, cuan-
do el Gobierno de este pals entable la demada de extradicion. 
2.° Cuando la demanda se motive en el mismo delito, más d menos grave, por el 
cual ha sido juzgado el India- Moo relamado en el pals al que se pide su entrega, y 
por cuyo motivo ha sida sentenciado y ha obtenido it absolucion d sobreseimiento . 
3.. Si ha prescrito it accion 6Ia pena, segun las leyes del país al qua se pida le 
extradicion antes de it detencion del individuo reclamado, d Fi aún no se hubiere 
verificado la detencion antes de que, haya sido citado ante el tribunal que he. de 
oirle. 
Art. 3.° No se veeifieará la extradicion mientras el individuo reeleroado sea per-
seguido por el mismo delito, note d monos grave, en el país á que se pida la extra-
dicion. 
Art. 4.° Si el individuo reclamado se halla perseguido, d sufre una pena por 
infraccion distinta de la que motivó la demanda de extradicion, su extradicion no 
podrá concederse sino después de la terrainacion del proceso en el pais al que se 
pida la extradicion; y ea caso de sentencia coudenatoria, hastaque haya sufrido la 
pena ó que haya sido indultado. 
No obstante, si segun las leyes del país que pide la extradicion pudiezse resultar 
de esta demora la prescripcion de la causa, se concederá su extradicion, á menos 
que consideraciones especiales se opongan á ello, y obligándose á devolver al indi- 
viduo entregado tan pronto como termine el proceso en el referido pals. 
Art. 5.. Queda expresamente estipulado que el individuo que se entregue no 
podrá ser ni perseguido ni castigado en el pals al que se conceda la extradicion, por 
un delito cualquiera más A menos grave, no previsto por el presente convenio y an-
teHor bao exteadicion; y que tampoco podrá ser entregado por semejante delito 
más 6 menos grave sin el consentimiento de aquel que ha concedido la extradicion, 
menos que haya tenido la libertad de abandonar de nuevo el antedicho país du- 
rante un mes despees de had,er sido juzgado, v en caso de condena, después de ha-
ber sufrido la pena d despees de haber sido indultado. 
Art. 6.° Les disposiciones del presente tratado no son aplicables á its personas 
que se han hecho culpables de algun delito político más  d menos grave. La perso- 
na que ha sido entregada por lino de los delitos comunes más meros graves ras - 
merados en el art. I.°, no puede, por consigaiente, en ningun caso ser perseguida 
y castigada en el Estado al que se ha concedido la extradicion por un delito poli-
tico más o ménos grave que haya cometido antes de la extradicion, ni por un he-
cho conexo coa semejante delito pol í tico más ó menos grave. 
Art. "7.° Ltl, extradicion se pedirá por la vía diplomá,tica, so se cencederá, sino 
mediante presentacion, en original d en copia auténtica, sea de oses senteneia con-
denatoria, sea de os auto mandando formular la acusacion (miar en accusatien) 
remitiendo el conocimiento de la causa á la justicia represiva con mandamiento de 
prision expedido en las formas prescritas por la legislacion del país que representa 
is demanda , é indicando el delito más d menos grave de que se trata, asi como la 
dispoeicion penal que le es aplicable. 
Art. 8.° Los objetos aprehendidos en poder del individuo reclamado serán en-
tregados al Estado reclamante, si la autoridad competente del Estado á qaien se re-
clama he ordenado su entrega. 
Art. 9 • ° El extranjero cuya extradicion se pide por uno de los hechos menciona- 
dos eo el art. L., podráFer detenido preventivamente en cada uno de ambos paf- 
see, segun las formas y las reglas preseritas por la legislaciones respeetivas. 
Art. 10. Mientras se entabla la demanda de extradicion por is via diplomática, 
elextranjero cuya extradicion puede solicitares por ono de los hechos mencionados 
es el art. 1.°, podeá, ser detenido preventivamente, segun las formas y las reglas 
prescritas por la legislacion del país Si que se pide la extradicion. 
Podrá pedirse is detencion preventiva en España por todo Juez de primera ins- 
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tancia, y de los Países-Bajos por todo Juez de instruccion, Juez comisario 6 todo 
oficial de justicia. 
Art. 11. El extranjero detenido preventivamente con arregle á los términos del 
artículo anterior, será puesto en libertad, á no ser que la detenclon deba continuar 
por otro motivo, si en el término de veinte dias despues de la f , clia de la órden de 
detencion preventiva, no se ha entablado la demanda de extradision por la vía di-
plomática con los documentos exijidos. 
Art. 12. Cuando en la tramitacion de una causa criminal uno de loo Gobiernos 
juzgue necesario oir á testigos que se encuentren en el otro Estado, se dirigirá on 
 exhorto para dicho fin por la via diplomática, y se le dará curso, observando las le-
yes del país en que na testig,os hayan sido invitados á comparecer. 
En caso de urgencia podrá tanabien remitirse un exhorto directamente por la 
autoridad judicial en uno de los Estados á la autoridad judicial en el otro Estado. 
Todo exhorto que tenga por ob j eto solicitar una audicion dr testigos, deberá ir 
acompañado de una traduccion francesa. 
Art. 13. Si en una causa criminal ee necesita 6 se dates la comparecencia per-
sonal de un testigo en el otro país, su Gobierno invitará al efecto, y en caso de que 
consienta, se le señalarán los gastos de viaje y de estancia, segun las tarifae y los 
reglamentas vigentes en el paío en que la audicion deba veriticaree, salvo el caso 
de que el Gobierno reclamante crea deber señalar al testigo una indemnizacic,n más 
crecida. 
Ningun testigo, cualquiera que sea su nacionalidad, que citado en uno de los 
dos paises, comparezca voluntariamente ante los Jueces de otro país, podrá allí ser 
perseguido ó detenido por h .chas ó e ,ndenas erimin des anterioras, nia pretexto de 
complicidad en los hechos objeto de la causa en que fig ere tamo testigo. 
Art. 14. Cuando en una causa criminal se juzgue util d necesario el careo de 
criminales detenidos en el otro Enlato, 6 bien la comunieaaio a de pruebas convin- 
centra d de documentos que se encontraren at podar de las autoridades del otro 
país, se dirigirá la demanda por la vía diplomática , y se le dará curso, han ser que 
consideraciones especiales se opongan á ello, y con obligaaion de cla.volver los cri-
minales y las pruebas. 
Art. 15. El tránsito á través del territorio de una de las partes contratantes de 
as individuo entregado por oca tercera potencia á la otra parte y que no pertenez-
ca al país de tránsito, se concederá la simple presentacion en original d en copia 
auténtica datan de los autos de procedimiento enumerados ea el art. 7.°, con tal 
que el hecho que sirva de fundamento á la extradicion se halle comprenlido en el 
presente Convenio, y no se refier4 h lo previsto en loa artículos 2.° y 6.°, y que el 
trasporte se verifique, en cuanto á la escolta, con el concurso de f ancionarios del 
país que ha autorizado el tránsito por su terr , torio. 
Los gastos de tránsito correrán á cargo del país reclamante. 
.Art. 16. Los Gobiernos respectivos renunciarán cada uno por su parte á toda 
reclamaeion para el reintegro de los gastos de manutenciou, de t asporte y otros 
que pudieran resultar en los límites de sus respectivos territorios por la extradi-
cion de los presuntos reos, acosados 6 sentenciados, así come los cine resultaren 
por el cumplimiento de exhortos, por el trasporte y devolusion de los criminales 
que hubieren de ser careados, y por el envío y devolucion de pruebas convincentes 
docernentos. 
En caso de que se juzgue prefer , ble el trasporte por mar, el indivíduo que ha de 
ser entregado será coaducido al puerto que designe el agente diplomático consular 
del reclamante, que pagará los gastos de embarque. 
Art. 17. El presente Convenio no regirá hasta veintiun dita despues de su pro-
mulgacion, en las formas prescritas por las leyes de ambos países. 
Desde que se ponga en ejecocion cesará de estar en vigor el Convenio de 5 de 
Noviembre de 1860, y será sustituido por el presente Convenio, que continuará cis 
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VARIEDADES 
Disertacion del Ilmo. Sr. D. Gumersindo Azearate en el Fomento de 
las Artes. 
En la noche del dia 24 tuvo lagar en el Fomento de las Artes la notable disco-
tascion pronunciada por D. Gumersindo Azcárate, sobre el tema (Las clases so-
ciales y su trasformacion.» 
El orador recorrió é hizo un análisis histórico de las clases sociales, segun han 
existido en la India, en ;os otros países del Oriente, así como en Grecia y Roma; 
examinó despues la constitucion de las mismas ciases en Inglaterra, Francia y 
España durante la Edad Me -ia, y su régimen feudal; hizo despees notar, con gran 
Incide,  el cambio que se ha ido operando en las costumbres por medio de leyes 
más ju-tas y liberales, añadiendo que sino hemos ilegedo á la;perfeccion, es un 
principio yo admitido por todo el mundo la igualdad da la especie humana;, de-
mostró la gran iutiueucia que había ejercido para llegar á este resultado el Cnstia-
ni-mo, predicando la fraternidad, y concluyó su discurso con las notables frases 
ode que hay punto en que jsmds seeds iguales los hombres, pues la ma y or ó menor 
capacidad, la más ó ménos actividzd, y otras mochas cocees, originarán desigua.l-
dodos eccidentales, y que, por lo tanto, la verdadera igualdad no podrá existir más 
que en el derecho, que debe ser para todos uno, así como una es la especie hu-
man a .» 
El orador bud saludado al terminar su peroracion Por la inmensa concurrencia 
que ocupaba el salon de la Sociedad. 
VACANTES 
NOTARIAS 
En el distrito de la Audiencia de la Coruña se han de proveer por oposieion, 
y ecuforme a los artículos 7. 0  y sigJientes del reglamento general del Notariado, las 
Notarías vacantes en Becerreá, Lahn. Bueu y Oetigueira, partidos judicialesde Be- 
eerred, L elin, Pontevedra y Oi tigueira respectivamente. 
Los aspirantes presentarán sus solicitudes documentadas á la Junta directiva 
del Colegio notarial de dicho distrito dentro del plazo improrogsble de t-einta dias 
naturales, á contar desde la publieselou de este anuncio en la Gaceta, expresando 
taxativamente en las instancias la Notaiía ó Notarías quo soliciten, y el órden de 
preferencia en su caso. (Gaceta del 10 de Abril.) 
En el distrito de la Audiencia de Barcelona se ha de proveer por oposicion, y 
conforme á los artículos 7.° y siguientes del reglamento general del Notariado, la 
Notaría vacante en Lérida, partido judicial del mismo nombre, por haberse declara-
do renunciante á D. Ramon Codina. 
Los aspirantes presentarán sus solicitudes documentadas á la Junta directiva 
del Colegio notarial de dicho distrito dentro del improrogable plazo de tee.nte días 
natuvales, á contar desde la pnblicacion de este anuncio en la Gaceta, lo cual tuvo 
legar el 14 de Abril. 
ADVERTENCIA 
El proceso de Francisco Otero se halla de venta en 
esta Adnzinistracion al precio de 6 reales ejemplar. y 64 
reales piano. No se servirá pedido alguno si no se remite 
préviantente su importe. 
R. S'elaseo, inxnresory 	 10 
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I. Seccion doctrinal.—E1 articulo 25 del Código penal.—]I. Seccion de con-
sultas.--PBInnERA PARTE. Derechos del Abogado nombrado en turno A erigir ho-
norarios á su defendido aun en el caso de que esta haya sido absuelta y declaradas 
de oficio las costas.—SEGUNDA PeI.TE: Revista de la prensa profesional: exAmen de 
 
consultas.—III. Seccion de jurisprudencia.—Criminal, Administrativa y  
Competencia.—IV. Seceion parlamentaria.—Discusion en el Senado sobre  
proyecto de ley de Bases para reformar el Enjuiciamiento civil. (Coutinnacion)--
V. Vacantes.—VI. Noticias.  
SECCION DOCTRINAL 
EL ARTÍCULO 25 DEL CÓDIGO PENAL 
Dispone dicho artículo que no se reputarán penas: «1.° La prision pre-
ventiva de los procesados. 2.° La suspension de empleo ó cargo público acor-
dada durante el proceso ó para instruirlo. 3.° Las multas y demás correccio-
nes que en uso de las atribuciones gubernativas ó disciplinarias impongan 
 
los superiores á sus subordinados ó administrados. d.° La privacion de dere-
chos y las reparaciones que en forma penal establecen las leyes civiles.. 
 
Muchos son los jurisconsultos que vienen sosteniendo y reclamando que 
 
este artículo se modifique en sentido favorable para los procesados, dando 
 
mucha más latitud al Real decreto de 9 de Octubre de 1853, que solo permi-
te el abono de la mittad del tiempo de la prision preventiva, en ciertos y li-
mitados casos, y esto por lo regular en las causas leves; pero son tantas sus 
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El más imperito en derecho conoce la larga tramitacion á que están sujetas 
 
las causas criminales; todos conocen que las diligencias de un sumario para  
su perfeccionamiento son á veces de muy difícil realizacion, y que requieren  
un tiempo dilatado: pues bien, con nosotros muchísimos comentaristas del  
derecho penal, al tratar de este artículo, sientan un principio justísimo, á  
saber: Cuando la duracion de los procesos criminales se prolongue por la  
mala fi de los procesados y de los obstáculos que estos pongan para su con-
clusion, en ese caso debe aplicarse con todo rigor el caso primero del art. 25;  
es decir, no debe abonárseles como pena sufrida la prision durante el proce-
so: hay encausados que procuran desviar el ánimo judicial ya haciendo 
laciend chai le- 
 gal del procedimiento, ya tomando nombres supuestos, y  
estemporáneas é impertinentes, ya alegando razonamientos que no hacen 
 
sino prolongar la tramitacion de la causa; para estos no cabe la menor  
duda que dicho artículo está en su lugar, y como hemos dicho anteriormen-
te, la prision preventiva no debe abonársele ni bajársele de la pena que se le  
imponga en definitiva.  
Pero, por el contrario, cuando el procesado pone de su parte cuanto le  
es posible para que concluya la causa cuanto antes, cuando no depende de  
él ni es culpa suya la duracion del procedimiento, que en ocasiones excede  
de un año, y fun más, unas veces por la aglomeracion de causas, otras por  
la multiplicidad de las diligencias que ha sido necesario practicar para  
perfeccionar el sumario, siendo indispensable en muchos casos recurrir para  
ello al extranjero y á países remotos, entonces nada parece más justo ni  
equitativo que abonar al procesado el tiempo de prision sufrida, máxime si  
esta ha excedido de uno ó dos años, lo que realmente no sucede sino raras  
veces. 
Por la misma razon, á nuestro modo de ver, deberian tenerse en cuenta  
los otros tres casos del referido art. 25 al dictar la sentencia contra cualquie-
ra procesado que hubiera sufrido los perjuicios de que hablan dichos tres  
casos; el Juzgado debería tenerlos en cuenta para compensarlos en cuanto lo  
permitiera la ley y hacer su baja correspondiente en la pena que señalara  
la ley penal: de todos modos, nos permitimos llamar la atencion de la Co-
mision que en la actualidad entiende en la reforma del Código penal por si  
estas ligeras observaciones merecieran en su alto criterio ser tomadas en con-
sideracion, concluyendo por nuestra parte afirmando que si los procedimien-
tos criminales ordinarios fuesen como los que emplea la jurisdiccion de Guer-
ra donde los procesos duran un mes ó dos á lo sumo, el artículo de que se  
trata estaria tan en su lugar, que no habria medio de hacer la menor obser-
vacion contra el mismo; pero como por desgracia sucede lo contrario, aquí la  
















SECCION DE CONSULTAS 
Deseosos de corresponder en la medida de nuestras fuerzas al favor que 
nuestros compañeros y el público en general nos vienen dispensando, hemos 
resuelto inaugurar en esta seccioa una parte destinada á dar á conocer las 
consultas mas interesantes de la prensa profesional, examinando rápida-
mente los dictámenes de nuestros ilustrados colegas. Las consultas son casi 
siempre motivadas por casos prácticos, y puede decirse representan la vida 
activa del derecho; de aquí el gran provecho que se obtiene de tal estudio. 
Una cosa debemos advertir: en la imposibilidad de copiar á la letra las alu-
didas consultas, solo consignaremos el extracto, que procuraremos obtener 
fielmente. No obstante, estamos dispuestos á rectificar cualquier error invo-
luntario en que podamos incurrir, porque nuestro ánimo es solo perseguir 
el ideal científico, en cuyo concepto no nos dolerá confesar nuestras dudas, 
porque antes de enseñar nos proponemos aprender. 
CONSULTA 
¿Tiene derecho el Abogado nombrado en turno á exigir honorarios á su 
defendido, aun en el caso de que éste haya sido absuelto y declaradas de 
oficio las costas? El consultante opina afirmativamente, fundado en las si-
guientes consideraciones.—El art. 260 de la Compilacion vigente en mate-
ria criminal (20 de la Ley de Enjuiciamiento), dispone que todos los que 
fueren parte en una cuasa criminal, que no estuviesen declarados pobres, ten-
drán obligacion de satisfacer los derechos de los Procuradores que les represen-
ten, los honorarios de loa Abogados que les defiendan y de los Peritos que in-
formen á su instancia..., etc. Pero, ni durante la causa ni despues de termi-
nada, tendrán obligacion de satisfacer las demás costas procesales, á no ser 
que á ello hubiesen sido condenados. 
Basta leer el artículo citado para convencerse de que la cuestion está re-
suelta; mas si deseamos otro argumento, aún le tenemos en la misma Compi-
lacion. En su art. 365 dice: o Cuando se declarasen de oficio las costas, no ha-
brá lugar al pago de lao cantida les correspondientes á los núms. 1.° y 2.. del 
artículo anterior (es decir, el reintegro del papel sellado y al pago de derechos 
de Arancel). La cueotion aparece claramente resuelta; pero todavía el aparta-
do segundo del mismo art. 365 añade: Los Procuradores y Abogados que hu-
biesen representado y defendido á cualquiera de las partes, y los Peritos que 
hubiesen declarado á su instancia, podrán exigir de aquella, si no estuviere 
declarada pobre, el abono de los derechos, honorarios é indemnizaciones que 
les correspondieren. u Como á pesar de una disposicion tan termin ante hay 
quien niega el referido derecho, desearía conocer el parecer de esa Redac-
cion.—Francisco Gorda  37angi:ela.  
CONTESTACION 
Estamos en un todo conformes con la opinion de nuestro estimado com-
pañero. Los que niegan ese derecho, tan claramente concedido por la ley, 
no pueden menos de desconocer las razones jurídicas que lo abonan. El Abs- 
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gado está obligado á defender gratuitamente á los pobres, pero no á los ricos. 
Cuando uno que no es pobre deja de nombrar defensor en el momento en que 
se le requiere para que lo verifique, como la tramitacion de las causas por de-
litos que se persiguen de oficio no puede detenerse por la voluntad del reo, 
ni tampoco se la puede juzgar sin defensa, de aquí que se recurre á nom-
brarle defensor entre los de turno. Si resulta el reo condenado, nadie duda 
que el defensor tiene derecho á percibir sus honorarios, y el art. 365 de la 
Compilacion nos dice que tambien en el caso de declararse las costae de oficio, 
salvo el de hallarse justificada la pobreza. Tal es el derecho vigente. 
Además, debemos decir que nos parece justo; puesto que si el reo ha sido 
absuelto, no puede negarse que antes fué procesado, que algun indicio ha-
bria para ello, y que, áun suponiendo que el indicio fuese falso, al cabo se 
puso en duda su moralidad y se discutieron sus actos; yen tanto, el defensor, 
si fuese cierta la opinion contraria, vendria á sufrir perjuicios que solo deben 
recaer sobre los que, justa ó injustamente, padecen persecucion de la justicia. 
Existe, por último, una razon de alta moralidad para establecer el precepto 
que rige: de lo contrario, el letrado se hallaria interesado en que se conde-
nara á su defendido; y aunque nos enorgullecemos con la conviccion de que 
no habria letrado que dejara de pedir la absolucion cuando procediera, nos 
resistimos ante la idea de ese sacrificio, atentatorio á las leyes económicas 
del trabajo. 
En cuanto al medio práctico de obtener el pago de dichos honorarios, 
tambien nos hallamos conformes con el parecer de nuestro entendido com-
pañero, que sostiene debe reclamaras directamente contra el interesado, ejer-
citando la aceion oportuna en el juicio correspondiente, puesto que no de-
ben ser extensives á este caso las cuentas juradas de los Procuradores.—La 
EEDACCION. 
II 
Revista de la prensa profesional.---Esá.mea de consultas 
«N. N. falleció el °folio pasado bajo disposition testamentaria; dejó varios hijos 
menores de edad; la madre. por ley, es curadora ad bona; al entregarle los bienes, 
¡tiene obligacion de prestar fianza para los muebles?—(Celestino Martin Solano.—
Collado de Contreras.)—Contestacion.—Lo que tiene es la potestad sin fianza.> 
(Gaceta de Registradores y Notarios.) 
Sentimos no hallarnos conformes con el parecer de nuestro ilustrado co-
lega. Nuestros fundamentos son los siguientes: el art. 202 de la ley hipote-
caria, que concede al hijo derecho á que el padre asegure con hipoteca espe-
cial, si pudiere, los bienes que no sean inmuebles y correspondan al peculio, 
y el art. 143 del reglamento, segun el cual, dicho párrafo segundo del ar-
tículo 202 de la ley, se refiere al caso de que el padre ó la madre contraigan 
segundas ó ulteriores nupcias. Luego nos parece evidente que, áun teniendo 
la madre patria potestad, pueda llegar el caso de que tenga que prestar hi- 
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«M. es screeloe de B.; vencido el plazo, se despacha ejecucion contra los bienes  
de é,te, y en la diligencia de embargo, B. señala para realizar la traba, además de 
varias fincas, diversos bienes inmuebles propios de M., que accidentalmente se ha-
llaban en poder del deudor. Se le requiere para que loa deje á disposicion de an  
dueño, y se niega afirmando que son suyos. ¿Qué recursos legales y por qué me-
dios, 6 sea qué juicio debe promover M. para recuperar dichos bienes?—(13n sns-
critor.)—Conteslacion.—No puede ser otro que. ó un juicio ordinario ejercitando  la 
accion reivindicatoria, ó un incidente del juicio promovido, d sea una tercería de 
dominio sobre los bienes que indebidamente han sido comprendidos en el em-
bargo., (Boletín de la Revista de los Tribunales. )  
Nuestro estimado colega nos ha de permitir que emitamos nuestro pobre  
juicio ac rca de la consulta en cuestion. El Tribunal Supremo en varias sen-
tencias tiene declarado que la palabra tercería supone tres personas y enelcaso  
de que se trata no ocurre esto. Además, si la tercería ha de sustanciarle con  
el ejecutante y el ejecutado, ¿cómo podrá 11 i.   ser demandante y demandado á 
la vez? Nosotros creemos que, aparte do la accion criminal que corresponda, 
M. no tiene más recurso que entablar el juicio ordinario contra B., á no ser 
que procediera el interdicto de recobrar, y sin detener por ello el procedi-
miento ej ecutivo, si bien pidiendo mejora del embargo para en su caso. Dis-
pénsenos nuestro ilustrado colega esta manifestacion, que solo hacemos con 
el deseo de que nos sea provechoso el estudio que hacemos de las leyes. 
«Al mismo ilustrado periódico pregunta otro suscritor si es compatible el cargo  
de Procurador con el de Secretario de un Juzgado municipal. Nuestro colega ma-
nifiesta que existe incompatibilidad conforme á la Real órden de 25 de Julio de 1878,  
si bien le parece extraño que no opine lo mismo el Sr. Abello en su .}t ivaol ds 
JuBados municipales . 
Nos hallamos conformes con el dicttman de nuestro estimado colega, si 
bien debemos hacer constar que El Consultor de los Ayuntamientos explica 
que el Sr. Abella no desconocía la Real órden que se cita, como lo acredita 
una de sus obras. 
si,Fs inscribible una escritura en que no se hace la descripcion de las fincas ur-
banas en la forma que la instruccion previene, y sí por los cuatro puntos c,rdinales?  
El  consultante opina que es un defecto subsanable, y que como tal, procede la sus-
pension de la inscripcion hasta que se subsane.—(tia suscritor).—Co..testacion.-
Aunque el Notario ha debido ajustarse al art. 12 de la instruccion, señalando los  
linderos por la izgnierda, derecha y espada, el no haberlo hecho así no constituye  
defecto que pueda producir la suspension de la inscription, porque tal falta no pro-
duce la nulidad del título, y el art. 25 del reglamento para la ejecucion de la ley  
hipotecaria no determina la forma en que han de expresarse los linderos de las  
fincas urbanas; de manera que sea cualquiera la que se adopte, constando los lin-
deros no hay motivo para suspender la inscripcion.s  
(La Reforma Legislativa.)  
Nos hallamos conformes. 
¡^i 
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SECCION DE JURISPRUDENCIA 
CR=1VtINAZ_. 
Se declara que los autos de sobreseimiento libre deben redactarse en la misma forma que 
Las sentencias, porque tienen la misma fuerza legal yue éstas y ponen término al juicio, 
haciendes imposible su continuacion.—Sentencia de 8 de Enero 1880 (Gaceta de128 
de Abril). 
Le Guardia civil del puesto de Cuate, provincia de Segovia, detuvo á F. R. Y. , 
 que conduoia un carro cargado de romero y des puntas de pino, que dijo que estaba 
eaido en el monte de Propios del pueblo de Villaverde de Isoce: 
Formada causa y seguida por todos sus trámites, el Promotor fiscal del Juzga-
do, yen etencion á que el hecho no constituye delito con arreglo al art. 555, núme-
ro 2.° de la Ley de Enjuiciamiento criminal, solicitó el sobreseimiento libre, que 
fué acordado de conformidad por el Juzgado de primera instancia de Cuéllar por 
auto de 6 de Setiembre. 
La Sa'a de lo criminal de la Audiencia de esta córte aprobó el mencionado auto 
de sobreseimiento consultado, declarando de oficio las costas: 
Contra este auto interpuso el Ministerio fiscal recurso de casacion por quebran-
tamiento de forma. fundado en el art. 804, núm. 1.° de la ley de Enjuiciamiento 
criminal, en atencion á que en el referido auto no se expresaba clara y terminante-
mente cuáles eran los hechos que se consideraban probados: 
Y el Tribunal Supremo, considerando que segun lo dispuesto en el art. 197, pár-
rafo seguí: do de Is Compilatian gen eral soles el Enjuiciamiento criminal, la flemn-
la de los autos será fundandolos en resoltandos y considerandos, concretos y limita-
dos unos y otros á la cuesiion que se decide: 
Que conforme á lo establecido en el art. 852 de la citada Compilation, las sen-
tencias se redactarán consignando en párrafos separados y numerados, que debe-
rán empezar con la palabra resollando, los hechos que consten del proceso y sus cir-
cunstancias, y declarando los que resulten probados: 
Que lo autos de sobreseimiento libre ponen término al juicio criminal, haciendo 
imposible su continuacion, y tienen la misma fuerza legal que las sentencias, por 
cuya razor' es indudable que aquellos deben redactarse con la misma fórmula que 
Éstes, lo cual además facilita la claridad v la buena inteligencia de los fallos: 
Y que en la presente causa la Sala de lo criminal de la Audiencia de Madrid, en 
el auto de sobreseimiento libre que dictó en 26 de Setiembre del año precedente no 
declaró cuáles hechos resultasen probados de los que el Juez de primers instancia 
de Cuéllar consignó en los resultandos de su auto de 6 del mismo mes, ni éste ta m-
poco lo hizo: 
Declaró haber legar al recurso por quebrantamiento de forma interpuesto en di-
cha causa por el Ministerio fiscal. 
Se declara 
 que la circunstancia de estar un indielduo vestido de paisano no le despoja de 
sa caracter de ogente de órden p¢sblic o, porque los de su alas: prestan el servicio de 
cualquiera manera. y sólo puede des ionocerse scacarácter oficial cuando el acto que eje-
cuten no sea propio del cumplimiento de su deber.—Sentencia del Tribunal del 31 da 
Enero último (Gaceta del 28 de Abril). 
En 8 de Octubre de 1878, N. R. S. se hallaba bebiendo vino en una taberna, y 
acercándosele el súb:lita italiano L. F. con figuras de escayola, trató de comprar 
nna pareja el R.; pero al recibirlas de manos de L., estando ya pagadas, se rompió 
nna, por lo que se trabó disputa entre ambos sobre la devolution del dinero ó la 
entrega de otra figura, insultando de palabra el R. al L., en cuyo acto intervi-
no F. A., que tambien se encontraba en dicha taberna, y reconviniendo al R., le 
dijo que aunque iba vestido de paisano era guardia de seguridad; pero desobede-
ciéndole y apuntándole con una carabina, fad desarmado y conducido á la pre-
vencion 
La Salla de lo criminal de la Audiencia de esta córte declaró que los hechos pro-
bados constituyen un delito de atentado contra un agente de la autoridad, del que 
- 
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tion de ley. , fundado en el nam. 1.° del art. 862 de la Compilacion general sobre 
El Tribunal Supremo en la citada sentencia: 
en el caso de casacion previsto en el 862, núm. 1. ° de la Compilacion de Enjuicia-
miento criminal, 
Real decreto-sentencia del Consejo de Estado fecha 5 de Enero del 30 de Abril 
por e" que se declara yue lea Magistrado cesante de la Audiencia de Madrid de-
bió ser nombrado Tara la misnza en el turno correspondiente. 
Habiénd 	 exoedido por el Ministerio de Gracia y Justicia los Reales decretos 
de 14 de Julio y 20 de Agosto de 1877, sombreado por el primero Magistrado de la 
Audiencia de Madrid á D. F. F. G. Presidente de Sala de la de Oviedo, N. por el 
segurdo para la plaza de Magiatrado de la Audiencia de Madrid á D. A. e. y S., 
Presidente que fue de Audiencia: 
Se presentó por D. A. G., contra los expresados Realms decretos, demanda ante 
el Consejo de Estado, solicitando que se anulara revocara el nombramiento de 
Magistrado de la Audiencia de Madrid hecha en favor de D. F. F. y G., do en su de-
focto el de la propia Audiencia recaido en D. A. 'C. y S., y que en su lugar se nom-
brara al demandante como Magistrado cesante de la mencionada Audiencia, y á la 
sazon uno de los suplentes de la misma: 
Reclamados por el Consejo losexpedientes personales de los Magistrados D. F. F 
y D. A. V fueron remitidos por el Ministerio de Gracia y Justicia, manifestando que 
los nombtarnientos de dichosfuncionarios para las plazas de Magistrados de Madrid 
habian sido hechos en concepto de traslacion y sin consumir turno, por hallarse dis-
puesto en el art. 167 de la ley sobre organizacion del Poderjudicial que los Presidentes 
de Audiencia de Sala y Magistrados de la Audiencia de Madrid figuren en el mismo 
ssica'af3n, en virtud de tener todos la misma categoría y sueldo: 
Seguido el pleito por todos sus trámites, 
Vista la regla 4.. del art. 2.. del Real decreto de 23 ne Enera de 18'75, segun el 
cual de cada cuatro vacantes de Magistrados de la Audiencia de Madrid se provee-
rán: la prirnera en el cesante mis antiguo de la misma Audiencia; la segunda, en 
tin cesante de misma categoría, á eleccion del Gobierno. y las otras dos, segun 
el turno establecido en el art. 138 de la ley org,ánica, entendihadose que cuando el 
Gobierno usare de la facultad que concede el art. 139, el Magistrado de Audiencia 
de friera de Madrid en quien recaiga el nombramiento ha de llevar, lo ménos, dos 
stilos de servicio efectivo en esta categoría: 
Vista la regla 5.. del propio artículo, que dice: aLas vacantes de Magistrados del 
Tribunal Supremo se proveerán en cesantes del mismo Tribunal, que reunan las 
condiciones que exige el decreto de esta fecha para ser declarado inamovible en la 
misma categoría, (5 en los comprendidos en el art. 144 de la ley orgitnica. siempre 
que concurran las cireunQtancias necesarias para see declarados inamovibles, con-
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Visto el Real decreto de 22 de Octubre de 1877, segun el cual la mitad de las ea,- 
cantes de Magistrados de Audiencias se proveerá en cesantes de Is misma catego- 
ría, prefiriendo á los que disfruten haber pasivo: 
Considerazdo que en el caso presente no es dado examinar si D. A. G.. por razon 
de su ingreso y servicio en la Magistratura, pudo ser nombrado Magistrado de la 
Audiencia de Madrid, ni si reune las condiciones necesarias para serdeclarado in-
amovible, porque el Real decreto de 23 de Enero de 1875 sólo exige esta última cir-
cunstancia cuando trata en In regla 5.. de su art. 2.° de los nombramientos de Ma-
gistrados del Tribunal Supremo; pero no la requiere en las reglas anteriores, que 
fijan la manera de proveer los donate cargos de la carrera judicial: 
Que la cuestion queda reducida á determinar si en virtud el art. 2. 5 , regla 4. 5 , 
el derecho á ocupar in primera de cada cuatro vacantes de Magistrados de la. 
Audiencia de Madrid, pertenece exclusivamente á losMagistrados cesantes más  ea - 
tiguos de la propia Audiencia, si Wcanza á los demás funcionarios de igual cate- 
goría y sueldo que se hallan comprendidos en la misma escala: 
Que la vacante tiene lugar desde el momento en que el titular de un empleo deja 
de ocuparle por ascenso, jubilacion, muerte  d cualquiera causa que le haga cesar 
en él definitivamente; y que in vacante así realizada se consume al trasladar h ella 
otro funcionario, aun cuando de esta traslacion resulte una segunda vacante de ca- 
tegoría y sueldo iguales  á la primera: 
Que si por hacer uso el art. 2.°, regla 4.. del Real decreto de 23 de Enero de la 
expresada caloyo-do al denotar los cesantes en quienes se ha de proveer la segunda 
de cada cuatro vacant., cabe admitir que llama á, la par de los Magistrados de Ma- 
drid á los Presidentes de Audiencia ya los Presidentes de Sala de fuera de Madrid, 
colocados actualmente en la misma escala, es preciso reconocer que estos últimos 
funcionarios se hallan exc'uidos del primer t tono, pues siempre le reserva al cesan- 
te más antiguo de la Audiencia de Madrid en términos claros y taxativos, v sin afia- 
dir ningun concepto ni palabra que permita comprender á otros cesantes do la peo-
die categoría en el llamamiento: 
Que paj a dar eficacia al prop5sito enunciado en el preámbulo del Real decreto, 
de hacer comp itibie lo recomper,a á largos servicios ata la necesidad reconocida 
de extinguir la clase de cesantes, la citada regla denomina las vacantes primera, 
segunda, etc., y establece una sucesion ri.pdrosa con objeto de dar rabid:, en elins, 
por el &den que vayan ocurriendo,  y de los turnos sefiilados, á los era-cates y á los 
activos merecedores de asiceaso, en virtud de lo cual no es posible anticipar y spin- 
zar esos turn°, retardando por tiempo indefinido una colocacion que debe realizar- 
se en el momento mismo que préviamente ha fijado la ley: 
Que entendido así el art. 2.°, regla 4.. del Real decreto de 23 de Enero da 1875. 
si se computa el atoaron de vacantes de Magistrados de la Audiencia de M.drid 
ocurridas desde su publicacion hoot-c in del Real decreto de 22 de 0 itubre de 1877, 
y la manera como se han provisto, results que, aparte de babel alterado la sucesion 
delta turnos, ha dejado de nombrarse para una vacante, segun estaba manda to, 
al cesante más antiguo, y por consiguiente, á D A. G., que es el solo M igistrado 
cesante del propio cargo; 
De conformidad con lo consultado por la Sala de lo Contencioso del Consejo de 
Estado 
Sr declare que en el turno correspondiente debió nombrarse Magistrado de la 
Audiencia deMadrid, como Magistrado cesante más antiguo de la miman, á D. A. G. 
Competencia entre autoridades de in mismajurisdiccion.—Sentencia del T.ri- 
\\ 	
banal Supremo del 2 de &brit ultimo (Gaceta del 28 del mismo mes). 
Se declara que cuando se ejercita una aceion personal que no nace de contrato ni obit-
yacion que deba cumplirse determinado lapse., es Jae:. competente sao el del d,omicili4 
del demandado. 
D. T. M. A., vecino de Córdoba, delujo demanda ejecutiva ante el Juzgado de 
prinaera instancia de Almeria contra la razon social del comercio de este ultimo 
pants, N. G. é hijo. por el importe de dos letras giradas contra éstos, que habian 
sido protestadas por falta de pago en 24 y 27 de Diciembre de 1877, y despachada la 
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ejecucion y dictada sentencia de remate, satisfizo la parte ejecutada el importe del 
principal, intereses7 costas: 
N. G. é H. dedujeron demanda civil ordinaria contra A. ante el Juzgado de Al-
meria, con la pretension de clue se sometier. el convenio celebrado entre los domes. 
 Insto y sus acreedores en 21 de laceo de 1878 y les devolviera la cantidad abonada
en Yirtud de la ej.cucion Antes re(erida. fundándose en gee habian sido declarados 
im estado de quiebra en el mismo dia 27 de Diciembre de 1877 en que se prote-tó la 
,egunda letra que dió origen á la ejecucion entablada por A., y que si bien éste no 
figuraba entre los acreedores de la qaiebra, por 1 , , que no habia podido ser citado 
personalmente para le junta de acreedores por ignorarse cuándo se formó el pasivo 
de la quiebra que fuera teeelor de lee dos letras en cuestion, se hallaban combos 
créditos comprendidos en dicho pasivo del balance, y figuraban en el estado de 
acreedores que formó el Comisario como pertenecientes á varios acreedores desco-
nocidos por l anas en circulacion: 
A. acudió al Juzgado de primera instancia del distrito de la Izquierda de 
la ciudad de Có..doba proponiendo la inhibitor:a d- jurisdiccion, al..gendo que la 
demanda contra dl interpuesta no se reNria ni fundaba en contrato ni acto alguno 
en que hubiera intervenido, por lo que no podia decirse que se dirigia á exigir el 
cumplimientoo de una obliga-ion coutreida por él: 
Oi jo el Promotor fiscal, dictó auto el Juzgado de Córdoba requiriendo de inhibi-
cion al de Almerí a, quien por su parte sostuvo su competencia, funda la en pee no 
obstaba á la valid z o fuerza del convenio celebrado por acuerdo de la emporio de 
acreedores y de créditos el que A. no concurriera á delco junta: en que aFi como las 
letras fueron satisfechas en aquella ciudad, en la mi ma debia cumplirse la obliga-
cion dimanarte de dicho convenio: en que, por otra parte, A. se sometió al faero 
del demandante al deducir en aquel Juzgado la demanda ejecutiva; y en pie era 
lógico Tie conociera del juicio ordinario el mismo Juez que conoció del ejecutivo: 
Habiendo insistido ambos Juz ,zados en su respective competencia, se remitieron 
los autos al Tribunal Supremo; el que 
Considerando gee. segun la regla 1. 0 del art 308 de la ley provisional sobre or-
ganizacion del 1,..derj seed J , lez competente en los juicios en que se ejerci-
ten acciones personales el del lugar en que deba cumplirse la obligacion, y á falta 
de cote. á eleccion del demandante, el del domicilio del demandado d el del ltigar 
del contrato, si hallándose en él, aunque incidentalmente, pudiera hacerse el em-
plazamiento, 
Y que si bien en la presente demanda vecjeecita una accion personal, no sacs 
Peto de contrato ni ob'igacion que deba cumplirse ea determinado lugar, y per lo 
tanto, es Juez comp-tente en este  juicio el del domicilio d4, demandado; 
Declaró que el co aocirniento de coco.- autos corresponde al Juzgado de primera 
instancia del distrito de la Izquierda de Córdoba. 
Competencia entre la jurisdiccion de Guerra y la ordinaria.—Sentencia del 
Tribunal Supremo del 5 de Abril último (Gaceta del '28). 
Se declara que rinkamente los militoecepoedcs tenee el carácter de centinelas,para gut 
el insulto á los mismos atraiga el conocimiento del delito cometido ci la jurisdiccion de 
Guerra en los casos del mini. 4.° del art. 53 de la Compilacion 
En la tarde del 3 de Octubre de 1879, con motivo de cierto escándalo caused° 
por A. I., vecino de PalauTordera, qae maltrató á su motee y su tia, reclamó ésta 
el auxilio de los moz is de ascua lea, presentándose, en efecto, en su casa el mo-
zo R. S., coa su uniforme y armas, el col apostrofó al citado I. conies expeesiones 
de lasesinee y <dad -one> amenazándole ademis'con un hacha. por lo Ti:: tuyo que 
retirarse; y volviendo al poco rato con otro compañero y un Regidor, prorumpió de 
nuevo dicho sujeto ea insultos y amenazas, llamando .pillos» y <<asesinosi, a los ci-
tados mozos, y rasgando la chaqueta it uno de ellos, hasta que, sujetándole, it la 
fuerza le llevaron á la cárcel: 
Instruida causa por el Jazgedo de primera instancia en Arenys do Mar, y tam- 
bien sumaria por to jurisdiccion de guerra, dictó auto el primero en 12 de Diciem- 
bre de 1878. inhibiéndose á favor de ésta y mandando remitirle la causa para su cone 
tinuacion, fondado en que el hecho debia calificarse como insultos y agresion á tro-
pe armada de tierra, por serlo los mozos de escuadra, cuya fuerza es de carácter 
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permanent, organizada militarmente, en cnyo concepto depende del Ministerio de 
la Guerra, y está mandada por Jefes militares, y sujeta á las Ordenanzas del Ejerci- 
to en lo relative al cumplimiento de sus deberes, aunque tenga por objeto especial 
auxiliar á  lee Administracion y á la justicia: 
Consultado dicho auto con lee Sala de lo criminal de la Audiencia de Barcelona, 
lo aprobó en 21 de Enero siguiente, y en su virtud bud remitida la cans o al Juzgado 
de guerra del mismo distrito militar que la continuó per toaos sus trámites con acu-
sacion y defense, hasta celebrar Con-ejo de guerra en 31 de Marzo, pronunciando 
sentencia clue elevó á la aprobacion del Capitan general y mereeiódictáman favora- 
ble de so Auditor; pero dicha Autoridad, en decreto de 16 de Abril, no se conformó 
con su parecer; no creyó que debia aplicarse el art. 61 del tratado 8.°, título 10 de 
las Ordenanzas, puestoque el delito de que se trata fué cometido por un paisano 
contra un indivíduo del Cuerpo de Escuadras, cuyo instituto no tenia aprobado s e 
 reglamento por el Ministro de la Guerra, ni se hizo declaracion alguna en su favor, 
como se verificó para los C:ierpos de lee Guardia civil y Carabineros en reales órde- 
nes de 8 de Noviembre de 1846,19 de Setiembre de 1855 y 17 de Febrero de 1864, y 
que á pesar de que el servicio que prestan dichos mozos es análogo al de lee Guardia 
civil, ínterin es  estén declarados como tropa de Ejército ó de faccion permanente, 
su calificacien legal es sólo lee de agentesde lee Autoridad, y por tanto, correspondia 
conocer del hecho á lee jurisdiccion ordinaria: 
Elevado la can. eel Consejo Supremo de Guerra y Marine, este Cuerpo, en pro-
videncia de 5 de Diciembre de 1879, conforme con el dictimen de sus Fiscales, de-
claró á la jurisdiccion de Guerra incompet , nte para con( ter de la referida causa, y 
nul, per lo tanto, la sentencia dictada en ella por el Consejo de Guerra, mandando 
devolver el proceso ft la Capitanía general para que, inhibiéndose de su coLioeimien-
to, lo remitiera á la jurisdiccion ordinaria: 
Recibida la cause en el juzgado de Arenys de Mar, éste insistió en lee inhibicion 
acordada porlhaber sido aprobada por is Audiencia del distrito, y porque decretada 
por una jurisdiccion lee inhibicion voluntaria á favor de otra, y aceptado por ésta 
el conocimiento de una causa ya no es posible legalmente que se promueva con- 
tienda negativa de competencia, sins que el fuero que la aceptó debe continuar en 
su conocimiento, segun lo resuelto por el Tribunal Supremo en sentencia de 20 de 
Junio de 1877: 
Elevado el asunto dicho Tribunal, se ha resuelto que el conocimiento de la 
causa corresponde al Juzgado de primero instancia de Arenys de Mar, 
Considerando que únicamente los militares pueden tener el caracter de centinelas 
para que el insulto á los mismos atraiga el conocimiento del delito cometido á la 
juri-diccion de Guerra en los casos del núm. 4.° del art. 53 de la citada Compila- 
cien: y 
Que lee fuerza de los /11.04 de la escuadra dc Cataluña no pertenece  eel Ejército 
permanent, ni está organizada militarmente, ni depende en ese concepto del Mi- 
nisterio de lee Guerra, ni está mandada por Jefes militares con sujecion á lee Orde-
nanzs militar, por lo que el cono-cimiento del delito atribuido h A. I., sobre el cual 
no se habia pronunciado sentencia firme, corresponde á  lee jurisdiccion ordinaria. 
SECCION PARLAMENTARIA 
Dictamen de la comision relativo al proyecto de ley sobre bases para formar 
la de Enjuiciamiento civil (CoNniquAcros.) 
Yo creo que podrá prescindir la Comision de esto, porque la verdad es que so-
bre le casaciun civil no se ha dicho la última palabra. Refundirla en este proyecto 
y darle carácter de definitive, que no tenia en verdad en el ánimo de ningun Le- 
trado, me parece hacer una cosa que se puede consiierar por lo ménos sujeta á muy 
próxima variacion. 
I.a base 6.° dice: 
46.. Ordenar lo conveniente para que las partes presenten los documentos en 
vie fundeo su derecho, bien por copia simple, bien origina.les, antes de que el 





















    





    
;erio de- 
	
pleito se remita á prueba, sin perjuicio de que en el primer caso lo hagan en forma 
Ejerci- 
	
fehaciente durante el término probatorio, y que Is prueba se limite á los hechos im- 
,Pecial 
	 j 	 pugnados y se practique toda ella coo pulyierdad é intervercion de los litigantes, fijando un plazo ímprorogable para proponerla y otra para practicarla, 
relona, 
	
Yo creo que debe contraerse a. los documentos que fueran puestos en duda, 
'zgado 	 siendo la dudu  fundada á juicio del Tribunal. Si los doeumentos no se han puesto 
n ac t, 	 en dud, ¿por qué someterlos á prueba? Muchas veces 
 no dudas se no cites por 
aojo 	 mala fé de t contrario ó por procurar dilaciones en el juicio. Creo, pues, que debe yes, 	 redactarse In base en el sentido de que sólo ne sometiesen á prueba aquellos don, 
orau 6 	 mentos que ofreciesen duda á juicio del Tribunal. 
0 de 	 Dice así la base 7.ar 
sano 	 *Sustituir las alegaciones de bien probada por un restimen breve, metedico y o a u 	 compendioso que cada parte haga de su prueba, seguido de la apreciacion en pár- vor, 	 rafos separados y numerados de la contraria, y suprimir las vistas públicas en pri- de- 	 mera instancia, y las alegaciones escritas en la segunda, sin perjuicio de recibir los 
id- 	
autos á prueba cuando proceda, y de utilizar las alegaciones de derecho si el Tribu- 
nal lo estimare convemente, 
transigiria yo con in Comision, y l'amo sobre esto Is atencien del Senado. Es gua- 
,  vísimo suprimir in vista en primers instancia, es decir, suprimir In defensa oral en 
ella. ¿Poe qué esta novedad? Presumo le que me conteetará. la Comision. Eu pri- 
mer lugair, el propósito de aligerar el juicio; y en segur do, la circunstancia de que 
Y a-  en las provincias es muy coman que no tengan lugar estos actos. Es cierto; pero esto es dejar abandonada una arte de is defense, que es esencialísima, teniendo Tribunales uniperscnales. En mi experiencia de letrado, me he encontrado en casos 
en que no tenia más defensa que la oral, por lis condiciones intelectuales 
 ri físicas del Jones. Suprimida la vista en este caso. ¿qué defensa hubieran tenido mis clien-tes? Tengo is seguridad de que, consultado este sistema con los lit gen tes, la Co-
mision se encontraria en gran minoría Xing° la Comision que no peros-necees 
 
este camino, que edemas sería onútil, porque todos los dies se coton a pidiendo el 
restalYseimiento de roe juicio, y las leyes deben hacerse con el carácter de una obra duradera. 
Con el fin de abreviar el joicio, la 
 Comicios suprime tambien la alegacien es-
crita en la segunda instancia. Gran nos, dad tambien; pero sobre esto no haría opo-
sicion, siempre que en una y otra instancia se estableciera in defensa oral. Lo que 
sí pedirlo á la Comision, es que el aprintamiento, con is conformidad de las partes, 
se imprimiese. Tampoco es coto noveded. En el Consejo de Estedo, cuyo reglamento de pr. , dim ente es uno de los mi numettos que podemos contar 
 entre nuestros 
trabajos jurídicoa, hecho el Brunt; miento y netifies do á las partes, sin que el re-glatuento lo previniese, habia introducido la pritica, que se ha seguido baste el pase de In jurisdiccion al Tribunal Supremo, de imprimir por cuenta del Consejo 
el apentamiento, en tanto número de 
 ejemplares como fueran los Consejeros y las partes. Los Jueces y los litigantes con prenden lo esencial de coto para el juicio, pues allí se fijan con exactitud los puntos del debate y loa hi Acre, ilustrándose el Magi-trade, el .Abogado y las partes. De esto n odo no estaríamos sujetos, como 
shore, á un apuntamiento que por lo general se hace de una manera detestable y 
escrito con letra ininteligible. ¿No aerie más sencillo gee se in primiere, como se hace en el Consejo de Estado. ó se dejara por lo ménos al arbitrio de las partee? Ruego Sis 
 Cornier on- que admi te rota modificacion 
 ri adicion. Sobre esto, como sobre la vista en primer a inatancia, formo especialísimo erspeho. 
*Base 10. Estable cerro rm) principio gene-al, qr e todas las cuestiones que cur- jan en los juicios universales y aeon simples accesorios de los mismos, ne mutes- 
cien per los trámites de lo- inc dentes, adoptando las medidas convenientes en es-tos asuntos para que se reduzcan las costas cuanto sea posible, 
La lectura de esta base me cogiereis siguiente preguntar Las cuestiones que se diloiden por los trámites del juicio oi dinario, ¿hen de sujetarse á la tramitacion de los pleitos rounds surges con OCAEi , n de los juicios de tests mentaría ri abintes-tato? ¿Se cree soficiente para coo res' lucion en seo ceno el procedimiento dc oa 
tos, ó no debe admitirse ente abuse? Creo que esto será cuestion de explicaciones por parte de in ecmision. 
4, 13use il. No admitir en el juicio ejecutivo otros ineidertes que 
 les que na7 can de las cuestiones de competencia ó de acumulacion á un juicio Lniversal; deferrai- 
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nar que, salvo el caso de que la accion se haya deducido contra bienes especial-
mente hipotecados, la acumulacion procede miéntras no se haya hecho pago al. 
scree for, con la sola excepcion de no someter un crédito á reconocitniento si en el 
juicio ha recaido sentencia firme de remate, y suprimir la necesidad absolute de Li, 
pen, las costas al Joez en el caso que hoy determina la ley.» 
E , importantísimo lo que establece esta base, y hace muchos Rhos debia haberse 
aBase 19. Y, por último, introducir en la ley actual, dentro del espíritu que ha 
preaidido á la redaccion de las anteriores bases, las demás reformas y mudificacio - 
nes que la ciencia y la experiencia aconsejen como convenientes, 
Este base viene á ser un voto de canfianza al Gobierao y mi. me ocurre hacer 
sobre ella las observaciones siguiente-: primera, establecer la forma de tra miter los 
artículos de prévio pronunciamiento en juicio universal; y segunda, fijar alganas 
bases para la ejecucion de la sentencia; y esto es tan import inte, que es muy cornun 
que al cabo de cinco seis años no se haya llevado á cab() la ejecucion de la senten-
cia. Este depende de causes que no tengo ahora para qué exponer Senado, y pue-
den desaparecer establecieado el procedimiento que haga perentoria ejecueion 
de la sentencia. y lo recomiendo al ex.Omen de la Comisioo. Esto es tan esencial, 
cumo que de nada sirven las disposiciones de la jueecia si las sentencias no se 
Tambien desearia que la Comision hiciese todo lo posible en favor de otro punto 
aban ionado en nuestro procedimiento casi por completo, que es la imposicion de 
las costas. A.pénas se imponen laa costas. ¿Y qué resulta de Nei? La tPmeridail y 
la pertinacia del litigante de mala fé. La recompensa del clue pleitea de buena fé, 
se le ha abligado á litigar, no puede ser otra que la de la indemnizacion de los gas-
tos que ha hi cho. 
Mis observaciones se resúmen, en primer lugar, en establecer de una vez los tér-
minos perentorios en el pruce iitniento; eu segu lido lugar, en no suprimir la vista 
en primera instancia; tercero, en suprimir el apuntamiento deep ues de declarar la 
conformidad de ambas partes con él; cuarto, en que la ejecucion de lea sentencias 
se verifique con brevedad, y por último, en que la imposicion de las costas sea 
E Sr. GUTIERREZ (D. Benito): Voy á ciimplir un deber contestando en nom-
bre de la Uomisioa al di-curso de mi -ii-tinguido amigo e; Sr Gallostra, y no he de 
hacerle sin rocomendarme á la betievoleucia del Senado, siendo la primera vez que 
tenv el honor de dir girle la palabra. 
Me» bien que impugner el dietimen de la Comision, S. S. se ha limited° á expo-
ner consid,raciones y as ,vaeiones, hijas de su larga experiencia en el foro, pre-
sentadas con benevoleneia, y esto obliga la Comisi in, ¿en enact. lo tenga. el senti-
miento de no poder aceptar sus observaciones, drrle satisfaccion exponiendo las 
razones que tenga para ello. 
La prirnera de las observaciones de S. s. se refiere á la base primera, y propane 
que los plazos para la tramitacion del jcicio sean perentorics improrogables. La 
Comi-ion ha creido que no cabe hacer alteracion de ninguna especie en eete punts 
establecido por la ley, xuanteniendo los términos prorogables y los términos 
ables 
Tres son los graedes fines que se buscan en una buena ley de Enjuiciamipnto: la 
sencillez, la brevedad y la seguridad, y por el procedirniento indicado por S S. este 
dan que no se señalen como improrogables sino aquellos términos que puedan y 
deban serlo, como cuando se trata do fierechos clue no puelen quedar en suspenso, 
bien cuanio hay que tomar una resolucion repentina. Pero hay otros que pueden 
ser prorogables, y que so in dispensables para conocer bien una diecasion. Lo úni-
co que hay que ver respecto de e-tos t6rmiaaa es que no se abuse de las prórogas y 
que se sefiale un térinino racional para cumplir aquel requisito de la discusion.; Loa 
legisladures deben tener en cuenta que los que viven de la profesion no tienen sólo 
un negocio, y, por lo tanto, no se les puede eistrechar demasiado en los términos. 
En este punto la Comisioe los ha ampliado un poco, porque eran angustiosos lox 
señalados por la ley actual; poro despues de haber concedido una latitud prudente, 
no se permite más que una próroga, y que despuss de ella se recojan los autos para 
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cuestiones no son incidentales ni aecesorias y se deben tramitar como los juicios 
civiles ordinarios. Este es el espíritu de la base. 
S. S. se fijó en in base 11 para aceptarla; pero en cambio se fijó en in base 19, y 
declaró que se resiente de alguna latitud. Los Sres. Senadores comprenden que 
las bases tienen que ester escritas con cierta generalidad; de otro mudo no respon- 
derian á su objeto. No era posible suprimir esta base, porque in c encia es 1/ II mar 
sin fondo y hubiera sido pretension ridícula creer que el artículo era in domo pala- 
bra; y hay que confesar que el h mbre se equivoca en sus cálculos y tiene que 
aceptar las lecciones de 1a experiencia y las conquistas de la ciencia. 
En la base, además, se pone un límite á las teorías peligrosas, y se expresa quo 
se introducirán sólo las reformas y alteraciones que la ciencia y la experiencia aeon- 
sejan como convenientes; lo cual sign fica poner limites al prurito de bocee altera-
ciones á una leo que se hace respet , ole por ser tradicional. 
Hubiera podido complementarse esta base con esta otra donde habían de tratarse 
las cuestiones de competencia que surjan ea un juicio verbal. No digo que holgara 
esta base, pero esto pertene .e más al articula lo. Puedo asegurar á S. S. que este 
tículo está ea la ley; es tal vez uno de los vacíos que ofrecia la antigua, y uno de 
los vacíos clue se llenan con esa declaraciun. Por eso entiendo que no es necesario }lacer esa declaracion. 
El otro punto de que h a tratado era rentie ooílaejeeucion de la sentencia. Echa 
de ménos S. S. una base que se refiera al título de la lea, relativa á la ejecucion de 
in sentencia, y deseaba que se afiadiera una base naciendo sobre este cauto las de-
claraciones fuse indicaba. No se ha prescindidu en la reforma que se hace d e la ley 
del título de la ejecuciun de las sentencia': fintes al contrario, se aclaran algunos 
conceptos que determinan mejor el procedimiento; se suplen algunas omisiones que 
habia, pero esto no da materia para una base, y se suplen bien per un artículo. Pue- 
de, pues, estár tranquilo S. S.; se facilitará la ejecucion de las sentencias por el 
medio que ha indicado. 
Imposicion de costas. Sobre este punto debo repetir á S. S. que la ley de Enjui-
ciamiento civil habla de la imposicion de costas de una manera superficial en dos 
ó tres artículos del título preliminar. La Comision encargada de reformar la ley ha 
tenido presente la oscuridad de esta, y ha hecho algunas declaraciones; pero esas de- 
claraciones se refieren ís la parte extern a, al modo de regular las costa, cómo han 
de presentar Ins minutas los Letrados, cómo ha de hacerse la tasacion de costas, y 
que recursos se han de conceder á loo que se crean agraviad. por exceso de los ho- 
norarios, ele., etc. A eso se ha limitado le reforma; pera meterse en otras declara- 
ciones, decir cuánlo et Juez ha de condenar en costas, dar reglas á los Jueces 
para decir cuandu ha de haber le. imposicion de costas, eso nadie puede ni debe ha-
cerlo, eso pertenece á la ley sustantiva. Aurigae fuera posible hacerlo en una ley 
adjetiva, yo nunca hubiera propuesto que se hiciera esa declaracion, p 
 e una ra-
zon muy sencila; porve no olvidaré nunca las dificultades quo han producido dos 
leyes de Parad a , I s oca rel ¡tics h Los costas de primera instancia, que es el título 
22 de la p srtida 3.., la otea del titulo 29, que es in q le se refiere á la imposicion de 
castes en sea.and instancia. 
El Fuero'Real hico alg tnas declaraeiones sobre esto, y estas dedo-aciones pa-
saron á la Novísima R3capilacion, título 10 me parece, libro 11; y allí se busca un 
acomodamiento, y despues de decir que en segunda instancia debe condenarse en 
costa, al apelante, shade Is otra ley: sSalvo si en la segunda instancia se hubiese 
dictado la sentencia con aditamento d moderac:on.a 
La verdad es Tie no hay una regla segura sobre esto, y este es un punto que 
debe reservarse a la resolucion de los Tribunales. Las costas son el castigo de la te- 
mees lad, y nadie mejor que el Juez puede apre3iarlo; por eso la ley sed, indiscre- 
te si se anticipase á decir al Juez cuando debe imponer las costas. 
 esto no se ha. 
hecho declaracion sobre este par.ioular, y entiendo que tampoco se puede hacer la 
que S. S. propone. 
Creo babes satisfeeho, hasta donde me ha sido posible, los reparos que S. S. ha 
formulado contra el proyecto, y dando gracias al Senado por la benevolencia con 
que ha oido, me siento. 
El S,. G 	 OST ALLRA.: Ciertamente que el Senado se felicitará de esta discucion, 
no porque yo la haya iniciado, sino por haber dado ocasos al discurso del Sr. Gu- 
tierrez, persona que si bien era tan conocida fuera de aquí, no habia tenido oportu- 














































dial naturales, 6. contar desde la pnblicacion de la convocatoeia en It Gaceta, lo can 
taco lugar el dia 10 de Abril. 
D 
SECCION DE NOTICIAS 
Ha fallecido en esta Córte el dio 4 del corriente el Sr. D. José Montaut y Dutriz, 
padre de nuestro querido amigo y compañero de Redaccion Sr. Montaut y Trigue-
T., á quien acompañamos en su natural afliccion y damos el más sentido pésame 
Con el sensible fallecimiento del notario D. Santiago Urdiales, ha quedado 
vacante en esta córte una notaria y la escribania de actuaciones eye por sustitu- 
cion desempeña con acierto en el Juzgado de Palacio D. Ramon clemente y Lá- 
zaro. Creeme, que en la provision de dicha escriba pia se te ndrán en cuenta los mé-
ritos y señalados servicios de nueetro amigo Sr. Clemente y Lázaro. 
D. Miguel Sanchez ha publicarlo un notable y correcto folleto con el titulo El 
divorcio, cartas  d Mr. Dumas (hijo) acerca de su obra Question du divorce tonte-
niend en el mismo la série de las cartas que han visto la luz publica en la Revista 
Cantempor,inea. 
Como dicha publicacion es de tanta importancia, y ha mereci lo tanta acepta-
clan ofrecemos á nuestros suscritores ocuparnos detenidamente de dicho notable 
trabajo. 
Por Real órden expedida por el ministerio de G-acia y Justicia, feel, 29 de 
Abril ultimo, c, n arreglo á. lo prevenido en el art. 262 del reglamente para It eje-
cucion de la ley hipot, ctria, han sido nombrados o cale, del Tribunal que ha de 
entender en los ejercicios de oposicien las plazas de aspirantee los registros de 
It propiedad D. Benito Gutierrez v Fernand , z, catedrático de la facultad de De- 
recho de I. Universidad central; D. -Seven Canido y Pardo, abogado del colegio de 
esta córte; D. Federico Rodriruez Fajardo, registrador de la peo-ceded de Tortosa, 
y D. Enrique Santana, Act; 1 de le direccion, que deeempeñará, las funciones de 
secreerio, siendo presidente el director general de los registros civil y de la propie-
dad y del notariado. 
Se ha recibido en esta Redaccion el tomo 1.° de la version castellana hecha por 
el Sr. Ortega Garcia de It edition de 1880, de El Do-calo Penal estudiado en sus 
principios, en sus aplicaciones y Jegislaciones de los diversos 7,uebios de, mundo, por 
J. Tissot; dicho tomo se ballade tente en las princi pa les librerías de Madrid y pro-
vincias al precio de 28 reales en España y 3, en Ultramar y Extranjero, doto-ola 
dirigi se los pedidos al acreditado centro editorial de F. Gángora y compañía, Puer-
ta del Sol. 13. 
Luego que vean la luz pública los dos tomos restantes de esta interesante obra, 
daremos t nuestros lectores la correspondiente bibliografía. 
Tamb(en se halla de yente en las prir cipales I brerías el precio de 8) reales en 
Madrid y 90 en provincias el Re, ertorio Alfabético de Jurisprudencia en materia 
criminal formado por It Redaccion de nuestro apreciable colega La Revista de los 
á ruien felicito-os cordialmente per haber llevado á térmano obra tan 
útil y necesaria para. todos los que se dedican á las terms del foro. 
El Sr. D. Claudio Chimer, agente de negocios de esta Córte, ho establecido en 
la calle del Caballero de Gracie, nú ea. 26, 3.°, derecha, un nuevo centro que facilita 
extra, rdineriamente y del modo máa económico la celebracion de loa contratos de 
 compra-venta de lineas rust cas y urban at tanto en Madrid como en provincias. 
Sentimes que le índole de nuestro periódico y 01 1,000  espacio de qn e disponemos 
no nos  permitaa entrar en el detalle de las bates sobre que dicho eqablecimiento se 
halla montado y de los trabajos realizados con tan laudable propósito por el Sr. Chi- 
7Iten0.. 
R. lielasco, impresor, Rubio, 20 
I. Section doctrinal: El incidente de pobreza. —II. Section de consultas.—PRnult1 
PARTE: Desheredacion, Compra
-venta. — SEGL,DA PARTE: Revista de la prensa profesional.
—III. Section de jurisprudencia: Civil, Criminal y Competencias. —IV. Section de 
variedades: Estudios histórico- notariales: El Notariado español en 1iá 7.—V. Movimien-
to del personal,
—VI. Vacantes: Registros, Notarías.
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SUMARIO. 
EL INCIDENTE DE POBREZA, 
Si moralmente litigaran los ricos; si el pobre no pudiera invocar el auxi-
lio de la justicia humana, evidente es que el órden social se alteraría, y que 
en las convulsiones á que ese estado anormal llevara, se dejarian sentir los 
clamores de la opinion, ávida de hallar remedio en procedimientos más equi-
tativos. De aquí la necesidad de que el pobre sea atendido, cuando es, quizá, 
el blanco de tremendas maldades, y se halla inerme en la soledad de su 
mísero estado. 
La ley de Enjuiciamiento civil estableció allá por el año de 1855 las 
bases que rigen todavía en materia tan interesante, y si vale decir verdad, fue 
una mejora importante, por cuanto sustituyó reglas fijas á las antiguas in-
certidumbres. Dejaron, pues, los prácticos de leer en la Novísima el cánon 
de la pobreza legal, aclarado por la Real órden de 15 de Agosto de 1829 
y 30 de Setiembre de 1834, y por un momento se creyó en la realidad del 
adelanto y fue aplaudida la mejora. 




tarda en sustanciarle tanto tiempo como un juicio ordinario, en atencion á 
á no ser para la prueba, etc., y de aquí el 
que loa términos no son fatales, 
que muchas veces se pierda la oportunidad de reclamar cuando el deman- 
dado tiene bienes. 	 ue consiste en garantir la defensa 
Problema difícil es, no lo ne gamos, el q los 
del pobre con la perentoriedad que 
aal mismo tiempoeá los demandados 
 abandonar 
con- 
intereses de la  Hacienda  y proteg
r protege
 los peligros de temerarios litigios.  
No hace mucho tuvimos ocasion de leer en un periódico profesional 
cierta Memoria elevada por un ilustrado Juez de primera instancia 
de Ma- 
 drid (1), al Sr. Ministro de Gracia y Justicia, exponiendo reformas 
 que 
 
archa del procedi- 
su 
 juicio son necesarias para la mejor 
 ne un celo y una aecmtitud dignos de elo- 
miento. En dicho trabajo, qUe supone pobreza, y llegaba hasta pedir que 
gio, se ocupaba de loa incidentes de p con 
el pobre fuese temerario y resultase condenado en costas, n 
apag ra 
rai co 
la privacion de libertad, en virtud de prision subsidiaria, 
aquella 
 que era deudor por efecto de  su  malicia.  
Mucho habria que discutir este punto. No lo hacemos hoy, porque nos iento, q tanto 
proponemos tratar con detenimiento á hacer constar que el premrepto en cuya 
civil como criminal, y nos limitamos 
virtud el pobre debe ser gratuitamente defendido, 
nse d 
 e o está 
 d o o e encuentra, 
suficientemente 
desenvuelto en la ley, ni, por tanto, el  que 
 en sus legítimos y sagrados derechos. 
Comienza el que siente sus intereses lastimados á llorarn silenci 
 un lits- 
desgracia, aumentada quizás por la falta de recursos para promover  
gio; mas llega á sus oidor, al por acaso no lo sabia, que la d os icenab e su 
 alcázar para el pobre lo mismo que para el rico, y  rán 
 la ley. Parécele que en 
los bienessu propiedad ó se 
 burlen por amás 
que sus contrarios dilapidenos bienes  
tiempo de su debilidad é impotencia. 	 ide se le nombren  
El pobre presenta una especie de solicitud en que p á costa de quince 
Abs' 
' gado y procurador de turno; y despues de sacrificarse, y 
veinte dios, logra que se haga la designacion. Lleno de ilusiones va á visitar 
A  su defensor, creyendo que está próximo el dia del fallo. Nuestros lectores saben lo que ocurre despues. La demanda de pobreza sn 
presenta más ó mines pronto; pero ¿y la contestara no 
 se 
en su 
 so, laardel 
n meron de eses 




Muchos abandonan su p puede y quedan 
número de meses q  
maldiciendo de su llamada beneficio. 
	
pero el Promotor fiscal lo ve- 
Generalmente, el demandado no contesta; p 
(1) El Sr. Longué. 
rifica aies 










































rifica siempre, oponiéndose por ahora. La cuestion es, que en decir esto tarda 
 
á veces uno ó dos meses, á pesar de cuantas peticiones interesa el actor. Sigue 
despues la prueba, si á su tiempo se ofrece, y basta el menor descuido para 
que deje mucho que desear. ¡En cuántas ocasiones hemos visto pobres mise-
rables declarados ricos y condenados en las costas, porque sus defensores, 
que eran jóvenes principiantes, no practicaron bien la prueba! De esta suerte 
se hace imposible litigar al verdadero pobre, mientras los pobres falsos, los 
que ocultan pingües rentas en papel del Estado ó bajo artificiosas maquina-
ciones, buscan defensores experimentados, les ofrecen pagarles bajo secreto 
de confesion y logran burlar las previsiones del derecho. ¡Cuánto mejor se 
hallaban los desvalidos bajo el régimen de las Chancillerías en los llamados 
casos de eórte! 
Mas, pasemos adelante. El pleito comienza (porque en muy raros casos 
deja de ser artícúlo previo el incidente de pobreza promovido por el deman-
dante), y la tramitacion es 
 inacabable, sobre todo si el demandado quisiere 
defenderse tambien por pobre.—El pobre gasta en papel, necesita abando-
nar su oficio ó modo de vivir para dedicarse á ser una sombra del Procura-
dor, del Abogado, del Escribano, porque suelen hacerle poco caso; necesita 
pagar el jornal á los testigos con que cuenta, porque de otro modo no logra 
que asistan á prestar sus declaraciones; y muchas veces llega, al obtener 
favorable sentencia, á nuevo desengaño si apela la parte contraria; y se 
detiene de nuevo y por mucho tiempo la sustanciacion. 
Pero supongamos que el fallo favorable se hare ejecutorio. Buscad el 
medio más conveniente de llevar á efecto la sentencia: y como haya cantidad 
que liquidar, ó algun pequeño cabo suelto, ya teneis otro pleito, del misma 
modo, interminable. Lleguemos al fin; busquemos los bienes del demandado 
para hacer efectiva la cantidad; y muy venturosos seremos si se trata de bie-
nes inmuebles, para pedir la rescision de la venta en fráude de acreedores, 
porque es casi seguro que en ocho ó nueve años que 
 ha duradotodo lo rese-
ñado, el demandado habrá dispuesto de sus bienes, y el tercero se defenderá 
con la ley Hipotecaria en la mano, á no ser que hayamos oportunamente 
 
obtenido la correspondiente anotacion preventiva. 
 
Si se trata de bienes muebles, se ahorra el pleito; entónces todo es inútil.--
Finalmente, el pobre, que no puede comprender existan leyes tan insuficien-
tes, sospecha de los Jueces, de los Escribanos, del Procurador, del Abogado; 
 
desacredita á todos con sus quejas, y se presenta á los ojos del mundo coma 
 
aquel anciano del Forotromano, ostentando desgarradas sus carnes, y refi-
riendo en sentido calumnioso el apólogo de Menemio Agripa.—El mal nece-
sita un pronto remedio; pero de esto nos ocuparemos en otro número. 
 
J. M. T. 
— --^ ^-^:-- 
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e  ha d u ga r und ariente de grado lejano. Lambe enc a es cuan- 
josa,  	 enl m or lugar u pariente pedir l o  que corresponda á su derecho. 
tiosa, y  el 	 no debe dejar de p 	 que  no reconoce como Parece que la causa de tal desheredacion consiste en q  
.lijo al expresado menor. 
El consultante opina que esa calina no estáemás 
tomprendida 
 tal entr er 
las
aa que 
sirven para desheredas á los descendientes, y 	 q 
no debe valer, porque las Partidas exigen que el desheredado cuente por lo  
menos diez años y medio. No obstante, se desea saber por el ilustrado pare-
cer de esa Redaccion.—Un suscritor.  
CONTESTACION . 
os que 
 la ley 6.a, tít. V, Part. VI ha sido derogada por 
el Código pe 
Sigo penal. 1. Aquella ley, dice: P
ero híc menester que el mozo haya I nds 
 le diez arios y medio... Cu 
 si fuese menor, non lo podria desheredar,  
penal sa  considerado que el ron lo semeja que pede t ^ dimué??to ElLCódigo 
p liciosamente, mas por neo -- 
mayor 
o por mueve quince uede obrar con malicia; pero la 
mayor de nuese años y menor de  q 	
pu  verdad es que se supone áun en 
	
que siempre se creyera (cosa el 
contrario,  aso de dicha malicia no se pruebe. 
Mas 
 nc 
nosotros opinamos que, pa úe los hecho. 
autorizada) en la existencia del discernimi nao n 
necesario 
 ra que  aquel an- 
criminales puedan imputarse, el Código penal ria al al no  hac- 
tiguo precepto, que se halla en un Código de carácter ci o ,tp al  co 
cu 
l o  des 
referencia la  otra expresada disposicion. 
Creemos,pcdel derecho que tienen 
heredacion es completamente ineficaz, sin perjuicio 
ue la los herederos del padre a linion del senórim.consultante,Jen
o.  
p^ uantoen q  
 es  
tamos conformes  con la l e el derecho, por no hallarse comprendida 
causa tampoco es de la que exige  
en la ley 4.a, tít. EII, Part. VL—LA 
REDACCION.  
SEGUNDA.  
Doña D. M. 
 encargó á D. A. L. que le comprara en París un abrigo para 
des 
pues de recibida la factura en que constata el precio, se niega á 
su uso, y 	 P , 	
gastar me- 
pagar la cantidad á que asciende, manifestando ser su intencion g 
nor suma. Don A. L. ha desembolsado el ou le d 
 l encargo, 
 
o,  compra los gas, os 
pe ens er go d die/:  pcndienteper 
n a
re 




 dicha señora; pero  P 
dad qu la señora se niega á satisfacer o d elP^ ETear bu con 
la 
	 ^} 




 esa redacoiion , 
 e oportuno 
  U su scritor. d  
CONTESTACION. 
	
en  utilidad 
Esidentement uee trata ndatarioose obliga mandato satisfacer  lcs deseos de a , 
viandante, y en q  



























sin recibir por ello lucro alguno. En este contrato el mandatario no es res-ponsable de ningun perjuicio, en tanto no se exceda de los limites de su 
autarizacion; pero el mandante debe responder de todos los gastos que se 
ocasionaren. Si doña D. M. encargó á D. A. L. un abrigo para su uso sin haber tenido la advertencia de manifestar el miximunt de la cantidad que se proponia satisfacer, claro está que el mandatario, al cumplir fielmente su en.- cargo, no debe sufrir los perjuicios á que la irreflexion ó la informalidad de su mandante 
 dieren lugar, y tendrá derecho á repetir ejercitando la accion 
mandati y contraria, por la parte del precio que la expresada señora se niega á satisfacer, segun las leyes 24 y 25 tít. XII. Part. V., debiendo además 

































Revista de la prensa prefesional.—Exámen de consultas 
«Protocolizacion de expedientes de juidos arbitrales ó de amigables componedores.— proeedimiento y protocolacion.-1.. Terminado un juicio de árbitros ó amigables tomponedores, ¿deberá precisamente protocolarse el expedient° en una Notaría?-3•5 
 Caso afirmativo, ¿lo deberá ser en la del que intervino en la sustanciacion de los autos?-3.° ¿Qué fórmula 
 d acta de protocolizacion puede adoptarse como la más adecuada al efecto?-1.. Despose de protocolado el expediente, ¿podrá librarse para cads una de las partes interesadas testimonio de todo él 6 del laudo compromisario, una vez que, segun se ordena en el art. 832 de in ley de Enjuiciamente civil, ha debido hacerse constar á continuacion de la sentencia la entrega de copia autoriza- da de ella, lo cual parece indicar que dicha entrega sea anterior al acto de proton- lizacien, si es que procede?-5.a 0,6 forma deberá usarse en la copia autorizada de que habla el referido art. 8320—M. A. (A zpeitia).--Opinion de la Redaecion: 1.° Que terminado en juicio de árbitros O 
 amigables componedores, autorizado por el Notario que lo hizo también de la escritura de compromiso, y el cual debe 
entenderse terminado, notificada que sea y consentida la decision pronunciada por los árbitros 6 
 amigables componedores, debe precisamente protocolarse el expe-diente en una Notaria. 
2.° Que la protocolacion deberá hacerse en los Registros del Notario que ha entendido en el expediente, y si no existiere, en la de su sucesor d sustituto pro, visional. 
3.° Que la fórmula más adecuada para la protocolizacion es el levantamiento de una acta, en que los árbitros ó amigables componedores, dando por evacuado 
 sa encargo y terminada su mision, acuerden dicha protocolacion. 
4.° Que la entrega de la copia autorizada de que habla el art. 832 debe hacerse al notificar á las partes el laudo, por.onsiguiente antes de ser protecolado el ex-pediente, sin perjuicio de que si las partes pidieren después testimonio de todo lo 
actuado, pueda obtenerlo como tiene derecho. 
5_ 0 Que la forma que debe usarse en la copia autorizada de que habla dicho as. ticulo 832, es la misma que en cualquiera otra copia testimoniada, confiando lite- 
ralmente el laudo d 
 sentencia, y poniendo el pié correspondiente con remision al expediente original. Tal es nuestra opinion.. 
Muceta del Notariado.) 
Sentimos no hallarnos conformes con el parecer de tan ilustrado colega . En primer término creemos que confunde el acto de jurisdicciou contenciosa 
con los actos extrajudiciales, pues en el preámbulo de su contestacion á la 
consulta, dice: que los juicios de árbitros y de amigables componedores son 
extrajudiciales, siendo así que la Ley los reviste de una forma especial y so-lemne, y que las actuaciones de esos juicios constituyen verdaderos pleitos, 
sobre todo en el llamado de árbitros. Despues de otros razonamientos, añade 
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traiga en escritura pública, es porque lo considera como extrajudicial. No 
opinamos así, pues entonces, siguiendo ese criterio, serian extrajudiciales 
todos los actos en que se exigiese la presentacion de una escritura públi-
ca, v. gr.: el poder del Procurador. Además el art. 788 de dicha Ley, al es-
tablecer que toda sustanciacion de juicio arbitral se hará ante Escribano, y 
el art. 831 que obliga á los amigables componedores á dictar su sentencia 
por ante Escribano precisamente, no pueden entenderse en el sentido que la 
Gaceta del Notariado pretende; es decir, sustituyendo hoy la palabra Notario  
á la de Esbribano, pues la ley del Notariado para nada se ocupa de estos juicios, ag.nos á su esfera de accion y fuera de los límites de su competencia. 
De aquí se deduce que sólo con examinar la ley de Enjuiciamiento civil, se 
puede observar que los expedientes de dichos juicios no deben protocolarse,  
siendo así que en ellos recaen verdaderas sentencias, que en el juicio de árbi-
tros no son ejecutorias si no se deja pasar el término de la apelacion, ó el 
concedido para otros recursos, etc.; y que los expedientes deben quedar en el 
archivo del Actuario, despues de terminados y despues de haber facilitado 
los interesados copia íntegra de la sentencia en el acto de la notificacion. 
Esto, aparte de la imposibilidad material que en muchos casos existiria para 
realizar dicha protocolacion, como en el caso de recusaeion, apelacion, re-
curso de casacion, etc.; lo cual originaria un cúmulo de dificultades, que no 
hay para qué provocar, siguiendo el órden establecido para el archivo de los 
autos. Dispénsenos nuestro estimado colega estas aclaraciones, que sólo tie-
nen por objeto el manifestar de un modo franco nuestras ideas, y que no 
tendríamos inconveniente en rectificar si nos convenciera de que estábamos 
en U.D. error. 
Los señores suscritores que se sirvan hacernos consultas, tendrán la bon-
dad de firmar, si no las mismas consultas, al ménos la carta con que se nos 
remitan, pues de otro modo no es posible que esta Redaccion sepa si el con-
sultante es ó nó verdadero suscritor, por lo cual sólo se contestarán las que  
traigan dicho requisito, y de ninguna manera las que vinieren anónimas. 
SECCION DE JURISPRUDENCIA 
Debemos advertir á nuestros lectores, para que no se atribuya á omision  
por nuestra parte é á falta de método, que al extractar en esta seccion las  
Sentencias, tanto del Tribunal Supremo como del Consejo de Estado, sólo 1 , 
hacemos de aquéllas que establecen doctrina nueva, á fin de no llenar el es-
pacio con los numerosos fallos que diariamente se dictan, los cuales, en su  
mayor parte, no hacen más que repetir la misma jurisprudencia, sentada ya  
en otros anteriores, y que por tanto carecen de interés para nuestros abo-
nados. 
Tambien conviene hacer constar, que el retraso con que damos estos ex-
tractos, es debido al que traen las sentencias en la Gaceta oficial, á cuya pu-
blicacion, aunque pudiéramos anticiparnos, esperamos siempre con el objete  
de hacer la cita correspondiente para facilitar á nuestros lectores la busca de  






Se declara que no 
 procede el recurso de casacion par infraction de ley d de doctrina legal 
 
contra una sentencia dictada en un incidente de un juicio ejecutivo, que no se ha se-
guido con separation del concurso voluntario de acreedores del ejecutado.—Sentencia 
 de 9 de Febrero de 1880 (Gaceta del 10 de Mayo). 
 
Embargada la finca de Ventoso en los autos ejecutivos seguidos á instancia de 
 
Jimenez é Hijos, del comercio de Lóndres, contra D. Fernando Sanchez Montero, 
 
fue nombrado Administrador D. Manuel Garcia Calveros, y habiendo rendido cuen-
tas que impugnaron el representante del deudor y los Síndicos de su concurso, 
 
fueron éstos condenados por sentencia de la Sala de justicia de la Audiencia de 
 6 de Octubre del aíio último al pago de su alcance por cuenta de los fondos del 
 concurso. 
Contra esta sentencia han interpuesto los Síndicos recurso de casacion, por in-
fraccion de ley, y el Tribunal Supremo: 
 
Considerando que con arreglo al párrafo primero del art. 6.° de la ley de casa-
cion civil, no se da este recurso por infraccion de ley I de doctrina legal en los 
 juicios de menor cuantía, en los posesorios, en los ejecutivos, ni en ningun otro, 
 
despues del coal pueda promoverse otro juicio sobre el solomo objeto: 
 
Y que la sentencia recurrida ha recaido en un incidente de un juicio ejecutivo 
 fique no ha seguido con separacion del concurso voluntario de acreedores del ejecu-
tado; 
Declaró no haber lugar á la admision del recurso. 
 
ae declara que el recurso de casacion por infraccion de ley, debe interponerse cuando el 
 
recurrente se defienda corzo pobre dentro del término de 20 dial, d contar desde el si-
guiente al en que se notificó la providencia en que se mandaron entregar los autos con 
 dicho objeto.—Sentencia de 1.° de Febrero (Gaceta del 10 de Mayo). 
A instancia de D. Enrique Riera y doña Josefa Bassa, que se defienden como 
 
pobres, remitió la Audiencia de Barcelona las correspondientes certificaciones á fin 
 
de que pudieran interponer recurso de casacion por infraccion de ley contra la 
sentencia que en 2 de Julio último dictó la Sala primera de lo civil de dicha Au-
diencia, en autos con los albaceas de D. José Jaime Hertzberg y con D. Pedro Cisa, 
 
sobre cumplimiento de ejecutoria: 
 
Por no haber designado los recurrentes defensores, les fueron nombrados Abo-
gado y Procurador de oficio, y en providencia de 13 de Noviembre último
, que se 
notificó al Procurador el 14, se le mandaron entregar los autos por el término y 
 los efectos prevenidos en la ley; 
 
Habiendo tomado los autos en 26 de dicho mes, interpuso el recurso en escrito 
 
que presentó en 21 de Enero del corriente aíio: 
 
El Tribunal Supremo: 
Considerando que el recurso de casacion por infraccion de ley debe interponerse 
 
cuando el recurrente se defienda como pobre dentro del término de 20 dins, á con-
tar desde el siguiente al en que se haya notificado á su Procurador la providencia 
 
en que se le manden entregar los autos con dicho objeto; 
 
Y que notificada en el caso actual al Procurador del recurrente la providencia 
 
de 13 de Noviembre en el siguiente dia 14. interpuso el recurso en 26 de Enero 
 
siguiente, y por consiguiente, trascurrido con mucho exceso el término fijado 
 para ello; 
Declaró no haber lugar al recurso. 
 
OJ RIMINAL 
Pena del comiso en los delitos de defraeedacion.—Sentencia de 4 de Febrero de 
 1880 (Gaceta del 28 de Abril). 
Se declara que la pena del comiso en los delitos de defraudacion, ha sido sustituida con 
 
la multa administrativa, considerada parte integrante de la renta de Aduanas y debe 
imponerse por la Junta administrativa, y de ningun modo por los Jueces de primera 
 instancia. 
 
En 5 de Julio de 1877 una ronda volante de carabineros que prestaba servicio en 
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varios géneros de procedencia extranjera, sin los signos comprobantes de so legíti-
ma introduccion, importando su valor 100 pesetas, y otras 40 pesetas los derechos 
correspondientes á la Hacienda: 
Prévia la celebracion de la Junta adminístrativa, se pasaron los antecedentes al 
Juzgado de primera instancia, donde se instruyó la correspondiente causa, y por 
sentencia de 17 de Julio de 1878 fueron condenados Melchor y Josefa Perez, como 
autores del delito de defraudacion á la Hacienda, con una circunstancia atenuante 
en la multa del duplo importe del derecho defraudado, por una tercera parte á cada 
uno, que se estimó en 70 pesetas, sin perjuicio del reintegro á la Hacienda; é igual 
parte de costas, declarando además el comiso del género aprehendido; y absolvió á 
Juana Perez. 
Remitida la causa al Fiscal de la Audiencia de Valladolid, á los efectos del ar-
tículo 86 del Real decreto de 20 de Junio de 1852, dicho Ministerio en escrito de 16 
de Agosto de 1879 interpuso recurso de casacion en beneficio de la ley, fundado en 
el citado artículo y en los 98 y 99 y demás concordantes del referido decreto, por ha-
berse cometido error de derecho al imponer á los procesados la pena de comiso, que, 
á más de ser en su caso solo propia del delito de contrabando, fué abolida por los 
artículos 202 y siguientes de las Ordenanzas de A-duanas de 1870; doctrina sancio-
nada en varias sentencias del Tribunal Supremo, el cual, 
Considerando que la persecucion y castigo de los delitos de defraudacion, como 
el que ha sido objeto de esta causa, tiene establecido por las Ordenanzas generales., 
de Aduanas de 31 de Julio de 1876 un procedimiento especial llamado administra-
tivo-judicial, en el cual resuelve primero la Autoridad administrativa la legalidad 
de la aprehension y la procedencia de la multa igual al valor oficial del género, y el 
Tribunal ordinario conoce despues del hecho para juzgar á los reos l imponerles las 
demás penas que merezcan por dicho delito, así como por el contrabando y los 
conexos que hayan cometido: 
Que segun esta disposicion legal vigente, la pena del comiso de los géneros apre-
hendidos, en los delitos de defraudacion, ha sido sustituida con la multa adminis-
trativa, considerada parte integrante de la renta de Aduanas, y debe imponerse por 
la Junta administrativa, y de ningun modo, ni en caso alguno, por los Jueces de 
primera instancia; siendo evidente, por lo tanto, que en la sentencia recorrida el 
Juez de Zamora al declarar el comiso de los géneros ha infringido los artículos 208 
y siguientes de las citadas Ordenanzas: 
Y que en virtud de lo expuesto el referido Juez ha incurrido en los errores de 
derecho que motivan el presente recurso: 
Declaró haber lugar al recurso extraordinario de casacion interpuesto por el Mi-
nisterio fiscal contra la sentencia pronunciada por el Juez de primera instancia de 
Zamora en 17 de Julio de 1878: la cual, casó y anuló en la parte que fué objeto del 
indicado recurso, tan sólo en beneficio de la 
 ley y para fijar la jurisprudencia. 
Delito de injuria. 
—Sentencia de 5 de Febrero de 1880 (Gaceta de 28 de Abril). Se declara que la calificacios de ignorante testa de una persona que venia dedicándose 
 á 
la enseñanza, constituye injuria grave. 
 
En 	  de 	
 187.... acudió D 
	 al Juzgado de primera instancia de..... que- 
rellándose criminalmente contra D 
	 , como Director del periódico titulado « 	 » 
por las injurias que contenian varios sueltos insertos en los números correspondien- 
tes á los dises 	  y 	
 de 	
 anterior, especialmente en los publicados en el último, 
 
que decían á la letra: «El heraldo de D  se ocupó de las elecciones de Diputados 
 
»provinciales, y nos dice que los que hablan de conciliábulos electorales no tienen 
 
»derecho alguno á estar iniciados en ellos. tiY quién lo duda? Ya sabíamos que este 
 
»derecho pertenece exclusivamente á los empleados de la Diputacion, que así se ase-
guran un sueldo por enseñar á los expósitos lo que el profesor (?) ignora. El tutor 
 
»y curador dei colega sabe demasiado que hoy dia los puestos de la enseñanza no se 
 
ostesszan con el estudio, sino con las intrigas electorales. Y si no, hágase la prue- 
ba sacando á oposicion la plaza que desempeñan.» Y el segundo: «D 
	 tutor;y cu- 
rador del menor D 
	 , como si dijéramos del héroe por fuerza, nos retira la patente 
 
»de liberales, Vamos, que no le vendria mal esta patente al autor de aquelojeo 
 
»frustrado de liberales, con el que se intentó hacer ganar allá en 186  un entorchado 
»y un dia de luto para  41-labia usted creido que éramos tan flacos de me-
»moria.» 








asumió la responsabilidad de los sueltos insertos en él, ratificándose en su conte- 
nido, si bien con ciertas salvedades, reducidas á consignar que en el primer suelto 
os al 	 se niega la aptitud del querellante para desempeñar oficialmente cierta cátedra en 
• por 	 el Instituto, la cual consiguió sin oposicion y solamente por intrigas electorales; y 
orno 	
el segundo suelto se referia en su última parte á otra persona diferente del que- 
ante 	 rellante: 
cada 	 La Sala de lo criminal de la Audiencia de.... por sentencia de.... de.... de.... 
goal 	 estimó que el primer suelto trascrito implicaba en sus palabras injuria grave á 
ó á 	 D...., segun el núm. 4.° del art. 472 del Código penal, con arreglo al que y al 473 y demás pertinentes, condenó á su autor D..... en tres años, seis meses y veintiun 
i ar- 	 dial de destierro de 	 y á un radio de 25 kilómetros, multa de 250 pesetas y costas: 
e 16 	 Contra la sentencia expresada ha interpuesto D 	
 recurso de casacion por in- 
0 en 	 fraccion de ley, fundado en los casos 1.` y 3.° del art 	
862 de la Compilation sobre 
ha- 	 Enjuiciamiento criminal, por haberse infringido el art. 471 del Código penal, cali- 
que, 	 ficando como delito de injuria las apreciaciones y conceptos que por su naturaleza 
los 	 no podian serlo en un suelto de periódico, relativo á otro periodista, como lo era 
ocio - 	 D.... que desempeñaba en el Instituto de.... una cátedra sin títulos académicos que le dieran la aptitud legal requerida por la •le, de Instrucción pública, y sin haber 
orno 	
obtenido el puesto por oposicion ni concurso, y que tambien se infringió el artículo 
• ales, 	 472 en su párrafo cuarto, por haberse calificado de graves las injurias, cuando sólo 
;tea.' podian estimarse como leves, atendido el estado, dignidad y circunstancias  del 
idad 	 ofendido y del ofensor, entre los que mediaron antiguas relaciones de amistad v 
y el 	 que actualmente se dedican á la lucha diaria de la prensa, inspirando dos periódi- 
> las 	 cos distintos en la misma localidad; cuyo recurso fué admitido, y el Tribunal Su- 
los 	 premo; Considerando entre otras razones, que las frases y conceptos impresos y publi- 
pre- 	 casos en el o....» son por su naturaleza inductivos de descrédito para quien, como 
nis- 	 D...., venia dedicándose á la enseñanza, y á quien se califica de ignorante y como 
por 	 debiendo su puesto, más que al estudio, á las intrigas electorales, frases que el 
ep de 
	
concepto público no puede ménos de tener por afrentosas, y ser por consiguiente 
,a el 	 consideradas como graves, segun acertadamente califica la Sala sentenciadora, ha- 
208 	 ciéndose así improcedente el recurso por la pretendida infracción de los artículos 
471, 472, párrafo cuarto y 474 del Código penal; 
a de 	 Falló no haber lugar al recurso de casacion interpuesto. 
COAIPEPENCIAS 
Entre la jurisdicción de Marina y la ordinaria.—Sentencia de 24 de Abril últi-
mo. (Gaceta de 10 de Mayo). 
Se declara pee para que pueda tener luyan la decision,  de una competencia es preciso que 
 esté esa curso la  causa,  cayo conocimiento Baya de atribuirse d una de las dos jurisdic- 
sit). 	 ciones que la sostienen. 
,e 4 	 En 22 de Junio último y en el bote de tráfico de que era patron Joaquin Greña, 
iban varias personas desde Cangas á Vigo, entre -ellas el Ayudante militar de Ma-
que- 	 rina y Celestino Rodall, alguacil del Juzgado municipal, á quien por ir de pié sobre la borda del bote, con peligro de caer al agua, amonestó dicho Ayudante para 
ion- 	 que se sentara como los demás, lo cual resistió Celestino varias veces, dando lugar 
mó, :;` 	 á que aquél diese parte al Comandante general y se formasen diligencias para la 
osos 	 a;reriguacion del hecho: 
;nen 	 El Capitan del puerto de Vigo en 20 de Octubre declaró ser falta el hecho, é 
este _` 	
impuso á Celestino Rodall cinco dias de arresto, oficiando en 31 de dicho mes á fin 
ase- 	
de que el Juez municipal pusiera á disposición de la Autoridad de Marina al indi- 
otor 
	
cado Celestino, para que se cumpliese el fallo: 
o se 	
En 18 de Noviembre, y á instancia de Rodall, sin firma de Letrado, el Juzgado 
rue- 	
municipal de Cangas requirió de incompetencia al de Marina del Departamento del 
co -• 	 Ferrol, por tratarse de una falta de que aquél debió conocer: 
ente 
	
El Capitan general de dicho Departamento sostuvo no ser del caso contestar en 
co 	
el fondo al Juez municipal, por tratarse de un asunto ya fenecido, y ambas juris- 
oado 
	
dicciones remitieron lo actuado para la oportuna resolucion al Tribunal Supremo, 
me- 	 el cual Considerando que, segun lo repetidamente declarado por este Tribunal Supremo, 
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 rPs7 apuascaa cquilyeo Pcindoac 	 ad el eactirsii= 	 jtei seclitce 
nes que la sostienen: 
Y que por la de Marina se falló la en 20 de Octubre último, y que hasta el 18 de 
Noviembre siguiente no accrdó la ordinaria requerir de inhibicion á la primera; 
Declaro extemporánea, y por tanto, aa babel. lugar A decidir la competencia 
entre el Juzgado municipal de Cangas y el de Marina del Departamento del Ferrol: 
Entre la jurisdiecion de Guerra y la ordinaria.
—Sentencia de 1.° de Mayo 
de 1880 (Gaceta del 10 del mismo mes). 
Sc decide competencia  d favor de la jurisdiccion de Guerra por estar iniciado como 
autor de un delito ces militar en servicio activo. 
A consecuencia del robo verificado en la casa del Oficial de reemplazo D. Ramon 
Pardina, se sospechó del carabinero Joel Arias; y registrada su casa, se encontraron 
en ella varios de los efectos robados, por lo que se formó la correspondiente su- 
maria por el Juzgado de guerra de la Capitanía general de Aragon, el cual requirió 
de inhibicion al de primera instancia de Boltafia, fundándose en que el delito que 
se persigue es de los previstos y penados por las Ordenanzas, debiendo calificarse 
de robo en casa de Oficial, y su conocimiento de la exclusiva competencia de la jo 
risdiccion de Guerra: 
El Juzgado de primera instancia de Boltafia, al ser requerido, sostiene su com-
petencia, porque ínterin no se reciba inquisitiva al carabinero Arias se está en la 
prevencion del sumario, y por lo tanto, con arreglo á lo prevenido en el art. 27 de la 
Compilacion, la jurisdiccion ordinaria es la competente para su conocimiento: 
además de que por la naturaleza del delito y forma en que parece haberse cometido, 
debió valerse el Arias de cómplices, en cuyo caso tambien es competente, conforme 
al art. 26 de dicha ley; y sobre todo, que en caso de duda debe ser preferida la ju-
risdiccion ordinaria: 
Remitidas por ambos Juzgados las diligencias originales al Tribunal Supre-
mo, éste, 
Considerando que segun el art. 53, párrafo primero de la Compilacion general sa- 
bre el Enjuiciamiento criminal, conocerán de las causas criminales por delitos co- 
metidos por militares ó marinos de todas clases en servicio activo las jurisdiccio-
nes de Guerra ó de Marina, á excepcion de los expresados en el artículo anterior: 
Que el iniciado como autor del delito es un carabinero en servido activo, sin 
que por ahora resulten otras personas responsables; 
Declaró que el conocimiento de la causa corresponde al Juzgado de guerra de la 
Capitanía general de Aragon. 
SECCION DE VARIEDADES 
Estudios histórico-notariales.-El Notariado español en 1787. 
Apreciado como saben nuestros lectores por estudios anteriormente publicados, 
al servido de muchas instituciones civiles, eclesiásticas 
 y militares, sin la unidad 
que los progresos de la ciencia y los cambios de la opinion le dieron más tarde y 
siempre sin la conciencia de su propio valer, estaba el Notariado español á fines del 
próximo pasado siglo. Los Tribunales se servían• de los Escribanos, no de otro 
modo que el público, sin exigirles más de lo que podios dar; no se vislumbraba 
todavía el enaltecimiento de una profesion que puede seguramente contarse entre 
las que más han debido á la Edad presente,. Peco se acercaba el tiempo en que todo 
debia solde una gran alteracion, ya que no saludable reforma; el derecho iba á en- 
trae en nuevo período de edificacion, y Reguera y otras jurisconsultos iban alle-
gando los materiales para la Novísima; Marin Alfocea y algunos más, examinaban 
las bases del nuevo procedimiento; los Abogados, sin abandonar la parte más séria 
de su profesion, sabias ponerla de acuerdo con la literatura como Melendez Valdés 
 
y Jovellanos; y en el Consejo de Castilla, es decir, en la cumbre de nuestra Magis- 
tratura, tomaban asiento jurisconsultos que trabe á la memoria los tiempos de los 
Montalvos y de los Covarrubias. No necesitaba nuestro país otra cosa que lo que 
ha necesitado siempre: buen Gobierno, porque sobraban ingénios clarísimos y 
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buenas leyes, porque es una verdad lo que repetia Richelieu: oPueden existir bue-
nas Constituciones con malos Gobiernos, y Gobiernos excelentes con pésimas Cons-
tituciones;» pero de no ten, unas y otros en igual grado de perfeccion , debemos 
optar por los buenos Gobiernos que hacen llevaderas las más defectuosas legis- 
El país entero parecia sentir la necesidad de apreciar sus fuerzas agotadas bajo 
la dominacion de los últimos reyes de Hapsburg, y que renacian bajo los Borbones. 
Ya no se oia la voz de los arbitristas, pero en carubio Ensenada concebia proyectos 
como el de la inica contribucion, y Macanáz reformaba los tribunales y se renuncia-ba al antiguo cisterns de monopolio en el comercio de las colonias. Los extranje-
ros, per dilapidadores que fuesen, que algunos hubo desde Felipe V en adelante, no 
podian sin embargo, esquilmar el país corno los que acompañaran á Cárlos V; re-
bosaban las arcas del Tesoro en tiempo de Fernando VI, y en nuestros mismos dias 
el primer Tribuual de la Nacion no ha encontrado mejor alojamiento que una so-
berbia construccion de aquel pacífico Soberano. Tal era la suerte de la España de Carlos II bajo el cetro de Felipe V y de sus sucesores. 
Si fuera resistirse á creer la verdad histórica el negar tales adelantos, seria tam-bien demasiada ambicion querer que se observasen en un dia todos los progresos. 
Mucho habia que sacar de nuestro país y algo que tomar de los extraños para que 
se perfeccionase nuestro derecho. Francia tendria un Código civil antes que nos-
otros que aún no lo tenernos; pero puede asegurarse que no tenia por entónces tan 
sábias leyes; antes firraaria un Concordato; pero tambien debia más solemne repa-
racion á la Iglesia perseguida. Y si manifesto el valor de sus hijos atacando á toda 
Europa, pronto sonaria la hora en que España lo manifestase defendiéndose con 
tanta decision, con tan gran heroismo, que las hazañas para nosotros históricas de 
la guerra de la Independencia parecerán proezas épicas á las generaciones que nos 
La institucion de la fé pública, no siendo io que hoy es, era, si no con palabras, 
con obras al ménos, tenida en alguna estima. No puede significar otra cosa el afan de todas las Corporaciones en tener á su lado un escribano, que diese á todos sus 
actos el valor legal, de que sin este requisito carecieran. Era ciertamente corno un 
familiar de las Sociedades .5 cuerpos morales; pero un familiar, de quien no podia 
prescindirse. Mejor es sin duda no asalariar al Notario, convirtiéndole en familiar; 
pero no se haria otra cosa sin que antes se elevase el respeto á la profesion de la 
fé pública tanto como se encuentra en nuestros dias. Tambien ha de ser indepen-
diente el historiador; tampoco se concibe su existencia si no le VeITLOS indepen-
diente, y sin embargo, cada institucion, cada Sociedad religiosa ó civil tenia su 
cronista. Y aquellos Notarios y estos historiadores, no dejaron de ser independien-
tes por haberse limitado en su profesion á servir á determinado Instituto; cum-
plieron con su deber en la esfera en que podian hacerlo y no son censuras sino elo-
gios lo que de la posteridad merecen. No floguemos, para no ser juzgados, segun el 
precepto evangélico: poco más cerca estaremos de lo perfecto que aquellos tiempos 
lo estaban y en el incesante progreso de la historia no es mucho lo que se adelanta 
en cada siglo, coin° en la existencia individual no es mucho lo que cada allo se 
La estaiística. si desciende á pormenores de clases, como algunas veces lo ha 
hecho, es el mejor medio de conocer lo que vale cada una. En nuestros dias son 
rnayores sus aspiraciones y los resultados no siempre corresponden á sus deseos. 
Tal vez se preocupa más de otros hechos sociales que de este importantísimo de la 
vocacion del indivíduo. y le importa poco que haya desproporcion entre el número 
de los que profesan artes meci,nicas y el de los que siguen carreras literarias. Las 
familias y los pueblos sienten primero los males que se originan de tal despropor-
cion, y al cabo la nacion entera los siente al ver decaida la produccion, y por lo 
tanto, la riqueza pública. Mucho importaba. sin embargo, 6, los estadistas de otro 
tiempo saber cómo estaba distribuida la poblacion entre seglares y eclesiásticos, 
entre labradores y profesores de artes liberales, y para resolver lo conveniente por 
medio de leyes posteriores, querian que se consignase el hecho en los censos que 
se publicaran. Si una y otra vez se ha oido en las Cortes, y se ha repetido en los 
periódicos, que la propiedad de manos muertas era cuantiosa, y el número de ecle-
sid,sticos y religiosos excesivo, y se han aducido números en prueba de tal afirma-
cion, ¡,á quién se debe sino á los antiguos gobernantes que dirigieron los censos? 
Si nosotros podemos ofrecer hoy á nuestros lectores un estado numérico de los Es- 
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cribanos que en España ejercían su profesion al terminar el pasado siglo, al censo 
de 1787, dispuesto por Floridablanca, lo debemos. Verdad es, que por aquel 
tiempo y por aquellos hombres comienza la revolution española, y que no en el pue-
blo sino entre los que rodeaban á Cárlos III, como sucede entre los que rodean hoy 
al czar Alejandro II de Rusia, se propagaron y fermentaron reformas que, en oea-
sion oportuna, recogieron y consignaron las leyes. Quien recuerde que ya se esta-
ban cortando las plumas que escribieron el Discurso acerca de la education popular  
y el Informe sobre la ley agraria, no puede negarse que al declararse por el censo de 
1787 el excesivo número de hombres de carrera literaria, comparado con el de 
labradores ó industriales, se trataba de atraer á la industria, al comercio y al tra-
bajo en general, capitales y brazos que se esterilizaban en aras de la ambicion y 
 buscando en cano mejor suerte. 
El censo de 1787 dá para nuestra patria una poblacion de 10.409.879 habitantes) 
á distancia casi de un siglo tenemos otro, el de 1877, que acaba de publicarse, en 
el cual la poblacion. si bien muy aumentada, no alcanza doble cifra; no es extraño. 
Nuestra historia durante el presente siglo es un martirologio, un tejido de guerras, 
de pérdidas de toda clase: es lo que nuestros padres nos han contado y lo que nos-
otros vemos. En la Edad Media tocaba á las pestes el sangriento encargo de diez- 
mar la poblacion; ahora la diezman la guerra, la mala distribucion de la propie-
dad, la mala administracion, en una palabra. Contábanse 47.515 religiosos y eran 
24 549 las religiosas; los hidalgos eran 480.589. La cuantía de las rentas públicas 
no podia ménos de resentirse de estos números, porque ser religioso 6 ser hidalgo 
equivalia á no ser contribuyente, al ménos á la manera moderna. El autor del censo 
de que tratamos sospechaba, y con razon, que se habian disminuido algunas cifras 
y aumentado considerablemente y en la misma proportion la de los hidalgos. Em-
pleados á sueldo del Rey habia 36.465; no habia más, porque existian las comuni-
dades religiosas, que suprimidas éstas, habria de notarse el aumento á que todos 
sabemos ha llegado esta clase. Contábanse 77.884 personas que gozaban de fuero 
militar; pero es de observar que casi no habia ejército, como lo demostró aquella 
nunca bien ponderada campaña de las naranjas, que nadie atribuiria á los nietos de 
los que hicieron la reconquista, ni á súbditos de Reyes, que daban á Portugal en 
dote á sus hijas. 2.705 personas dependian de la Inquisition, y aquí se puede bien 
recordar el dicho de un insigne literato de nuestra Edad, D. J. N. Gallego, segun el 
cual, más Galia arrimar leña á la hoguera, que ser quemado, y al escoger por pre-
cision una de las dos cosas, era preferible ser verdugo á ser víctima, y nótese que 
lo decia porque siendo liberal habia figurado entre los familiares de la Santa y Su-
prema. Como síndicos de las diferentes órdenes religiosas figuraban en el censo 
que estudiamos, 4.117 personas; como dependientes de la Cruzada, esto es, come 
cruzados á pie quieto, 1.844, y como dependientes 3.030. 
Como estudiantes se numeraban 50.994; es verdad que va á terminar el siglo xsx' 
y aunque adelantada la instruction, todavía no sabe leer ni escribir una gran par-
te de la poblacion española. Entre aquellos estudiantes se reclutaban los profeso-
res de artes liberales, de las que solo nombra el censo á los Abogados y Escribanos; 
conociéndose bien que eran Jurisconsultos los que habian puesto sus manos en la 
obra estadística. Por lo que puedan importar estas cifras para el conocimiento ge-
neral del pals, diremos que se registran 907.197 labradores, 961.571 jornaleros y 
todo un volúmen de consideraciones jurídicas y económicas y todo un largo pro-
grama de revoluciones van encerrados en estos números: 31.339 comerciantes, y 
aquí va otro no ménos voluminoso é importante: 39.750 fabricantes, 280.979 arte-
sanos y 28.092 criados, que, como en la última escala de la sociedad, figuran en el 
último renglon de esta lista de categorías. 
Las dos cifras que ahora más nos importan, son las siguientes: Abogados, 5.917; 
Escribanos, 9.611. El censo no se contenta con estas generales, sino que nos da los 
números parciales de las provincias por  is division antigua de reinos, principados 
y provincias. Como su historia habia sido independiente y diversa, así eran distin-
tas las denominaciones de las comarcas de la Monarquía. Extrañarán los qua re-
corran el censo las diferencias entre la division territorial que adopta y la que hoy 
conocemos; pero más extrañaran que de los sitios Reales, San Lorenzo, el Pardo, 
Aranjuez, San Ildefonso y Balsain se presentan cuadros estadísticos especiales, 
como de los reinos y provincias y de las posesiones y presidios de la costa de Áfri-
ca. Gracias á tan anómala division, que entonces, sin embargo, se explicaba, por-






nes y bosques y no casas, no era un pueblo cualquiera: se puede saber por el censo 
de 1787 cuántos Abogados y Escribanos habia en Aranjuez, pero no cuántos ejer-
cien su profesion en Sevilla, en Málaga, en 
 Valladolid d en Barcelona. Solo Madrid, 
capital de la Monarquía de los Dos Mundos, villa y córte, formaria un estado especial 
en el número xvll por separado de su provincia, que como todas las que compren-
den la capital de un gran país era, considerada como tal, una de las más insignifi-
cantes del reino. 
Despues de algunas tablas, en que se comparan los resultados del censo formado 
en 1768 can los del llamado de Floridablanca, ó sea el de que tratamos, comienza 
la enumeration por provincias, y como de ésta vamos á recoger solamente los datos 
relativos á las dos profesiones de Abogados y Notarios, formaremos á nuestra vez 
otra lista de lo que se consigna en cada una de las provincias ó regiones acerca de 
aquéllas, comprendiendo lo que se deduce del censo en el estado siguiente: 
PROVINCIAS Y SITIOS REALES. Abogados. Escríbanías Poblacion rural. 
Andalucía 	  460 752 754.293 
Aragon 	  







Búrgos 	  
















Córboba 	  






266.182 	 - 
Extremadura. 
	  







Granada 	  
	







Jaen. 	  
















Múrcia 	  







Salamanca 	  







Soria 	  















Valladolid 	  







Menorca . 	  








Canarias. 	  







Actúrias 	  







Guipúzcoa con la villa de Obste . 	  







Nuevás poblaciones de Sierra-Morena y An-
dalucía 	  2 7 7.91$ 
Aranjuez 
	  














Orán y Mazarquivir 
	  







Melilla, Alhucemas y Peñon de la Gomera 	  3 2.332 
fi 
- 
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Atendido el estado general da la contrataeion en la época á que se refieren estas  
notas, ne podemos calificar de escaso el número de Notarios que ejercian su pro-
fesion al finar el próximo pasado siglo; este número, por excesivo que parezca, se  
explica perfectamente, por que los más servian á determinadas corporaciones, sin  
que el público en general pudiese utilizar sus servicios, circunstancia que ya hemos  
observado al principio de nuestro artículo. Cuando los Notarios actuales desean  
que se revise la demarcation de sus distritos, piden al Gobierno que adopte dispo-
siciones conformes al estado presente de la profesion, por que no están, como los  
antiguos Escribanos, reducidos á ejercer su cargo para una sociedad particular, no  
tienen sueldo en los presupuestos, y sí sólo en la contrataeion esperan la base de su  
position social. Otros tiempos, otras costumbres y otras leyes. Curiosísimas apre-
ciaciones surgen del exámen de las cifras que recordamos; hágalas quien quiera  
porque nosotros, en lo que á nuestros estudios histórico-notariales se refiere, cumpli- 
mos nuestro deber con extractarlas del censo de 1787. Tales como son y sin más des-
arrollo, bastan para formar concepto de lo que era el Notariado en un período cri-
tico de nuestra historia en que casi todo lo antiguo iba á desaparecer V  á plantearse  
casi todo lo nuevo que hoy tenemos. El adelanto es indudable, y ojalá en cada una  
de las instituciones sociales y jurídicas pudiésemos decir cada año lo que decia  
de cada jornada Tito: «Hemos hecho un bien, no se ha perdido;» ó lo que decia de  
sí mismo Apeles, el gran pintor de la antigiiedad: «Tulla dies sine lines,:> fundando 
ahora nosotros en el progreso natural de la civilizacion y de los tiempos las mejo-
ras de cada institucion, como el Emperador y el artiste fundaron en aquellos pro-
pósitos la esperanza de la inmortalidad, merecida por uno con acciones de virtud y  
por otro con obras de artes reputadas por verdaderos prodigios.  
ANTONIO BALesa DE tJNQUERA. 
MOVIMIENTO DEL PERSONAL DE JUECES Y ESCRIBANOS 
DURANTE EL NIES DE ABRIL tiLTIMO 
Jueces de primera instancia. 
 
Ea 5 de Abril de 1880. Se traslada, accediendo á sus deseos, al Juzgado de 
primera instancia de Briviesca, de ascenso, vacante por fallecimiento de D. Trifon  
Perez y Besares, á D. Casildo Zavala é Igueravide, que sirve el de La Bisbal.  
En id. id. Se traslada, accediendo á sus deseos, al Juzgado de primera instan-
cia, de entrada, á D. Agustin de Uribe y Vazquez, que sirve el 0e Outeniente.  
En id. id. Se traslada, accediendo á sus deseos, al Juzgado de primera ins-
tancia de Onteniente, de entrada, á D. Juan Martinez Marin, que sirve el de Huelma.  
En id. id. Trasladando al Juzgado de primera instancia de La Bisbal, de as-
censo, vacante por traslacion de D. Casildo Zavala, á D. Rodrigo Morillo y Cárde-
nas, que sirve el de Linares. 
 
En id. id. Se nombra, accediendo á sus deseos, al Juzgado de primera ins-
tancia de Linares, de ascenso, á D. Isidro del Castillo y Aguado, electo del de Jaca.  
En id. id. Nombrando para el Juzgad, de primera instancia de Santa Cruz de 
la Palma, de entrada, á D. Miguel Lopez de Si, electo del de Puerto del Arrecife.  
En id. id. Trasladando al Juzgado de primera instancia de Puerto del Arre-
cife, de entrada, á D. Domingo Garcés de los Fayos, que sirve el de Santa Cruz de  
la Palma. 
Escribanos de actuaciones.  
En 3 Abril de 1880. Conforme á lo establecido en el art. 4.° del Real decreto 
 
de 12 de Julio de 1875, y por reunir las condiciones prescritas en el art. 4.° del mis-
mo, se nombran Escribanos de actuaciones habilitados: 
A D. Benjamin Terreu y Villanueva, del Juzgado de primera instancia de Aliaga. 
A D. Joaquin Ferrer y Castañar del de Valderrobles. 
A D. Manuel Juarez Pozo del de Estepa. 
Y á D. Juan Comas y Gruart y D. Pedro Palau y Generes del de Solsona. 
En id. id. Se deja sin efecto el nombramiento dg D. Antonio Rodriguoz Ruis 
para el cargo de Escribano de actuaciones habilitada del Juzgado de primers ins-
tancia del distrito del Salvador, de Granada, por no haberse presentado á tomar po-
sesion dentro del Remiso legal. 
. ` 
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VACANTES 
Registros. 
Se halla vacante en el Registro de la propiedad de Vendrell, de tercera clase, 
con fianza de 1.750 pesetas, cuya provision debe hacerse por concurso 
 entre los Re-gistradores que lo soliciten, segun lo dispuesto en el art. 303 de la ley Hipotecaria y regla 2.a del 269 del reglamento para su ejecucion y Real decreto de 27 de Junio de 18'79. 
Los aspirantes elevarán sus instancias al Gobierno, con otra á la Direccion ge-neral, dentro del preciso término de 60 dias naturales, contados desde el siguiente 
al de la publicacion de esta convocatoria en la Gaceta.—(10 de Mayo.) 
Se halla vacante el Registro de la propiedad de Sort, de cuarta clase, con fianza de 1.250 pesetas, cuya provision debe hacerse por concurso entre los Registradores que lo soliciten, segun lo dispuesto en el art. 303 de la ley Hipotecaria y regla 3.. del 263 del reglamento para su ejecucion Y Real decreto de 27 de Jiinio de 1879. Los aspirantes elevarán sus instancias al Gobierno, con otra á la Direccion ge-neral, dentro del preciso término de 60 dias naturales, contados desde el siguiente 
al de la publicacion de esta convocatoria en la Gaceta.—(10 de Mayo.) 
Sc halla vacante el Registro de la propiedad de Hoyos, de cuarta clase, con fianza de 1 125 pesetas, ouya provision debe hacerse per concurso entre los Regia- tradores que lo soliciten, segun lo dispuesto en el art. 303 de la ley Hipotecaria y regla 2. a del 263 del reglamento para su ejecucion y Real decreto de 27 de Junio de 1879. 
Los aspirantes elevarán sus instancias al Gobierno, con otra á la Direccion ge-neral, dentro del preciso término de 60 dias naturales, contados desde el siguiente al de la publicacion de esta convocatoria en la Gaceta.—(10 de Mayo.) 
Debiendo proveerse con arreglo á la tercera de las disposiciones transitorias de la ley Hipotecaria para la isla de Cuba de 16 de Mayo de 1879 el Registro de la pro-piedad de Colon, de tercera clase, con fianza de 2.000 pesos, en el territorio de la Audiencia de la Habana; los Registradores aspirantes de la Peninsula de clase igual d inmediata inferior que lo pretendieren elevarán sus solicitudes á dicha Di-reccion dentro del plazo de treinta dias, contados desde la publicacion del presente 
anuncio en la Gaceta, lo que tuvo lugar el 12 del corriente. 
Notarias. 
En el distrito de la Audiencia de Pamplona se han de proveer por oposicion, y 
conforme 8 los artículos 44, 7.° y siguientes del Reglamento general del Notariado, las Notarías vacantes en Caparroso y Pamplona por jubilacion de D. Fulgencio Bengoechea, partidos judiciales de Tafalla y Pamplona respectivamente. 
Los aspirantes presentarán sus solicitudes documentadas á la Junta directiva 
 del Colegio notarial de dicho distrito, dentro del improrogable plazo de 30 dias natura- les, á contar desde la publicacion de este anuncio en la Gaceta; expresando taxati-
vamente en las instancias la Notaría d las Notarías que soliciten, y en el órden de preferencia en su caso, y 
 manifestando además los que pretendan la de Pamplona que se comprometen á satisfacer á dicho Notario jubilado la pension vitalicia de 1.000 pesetas al s ilo, pagada por mensualidades vencidas.—(Gaceta del 12 de Mayo), 
En el distrito de Is Audiencia de Pamplona se ha de proveer por concurso, y 
como comprendida en el segundo de los turnos señalados en el art. '7.° del regla- 
mento general del Notariado, la Notaría vacante en Elgoibar, partido judicial de Vergara. 
Los Notarios aspirantes elevarán sus solicitudes á la Direccion por conducto da Is Junta directiva del Co'egio notarial, dentro del plazo improrogable de 30 dias 
PRECIOS DE SUSCRICION. 
Madrid, trimestre. 	  
Provincias, trimestre 	  LI rea,les. 
7nmaT to r e 	
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Se harán bibliografías de obras juridicas, 
siempre que se remitan á esta Redaccion dos 
ejemplares: uno para el bibliógrafo y otro para 
la Redaccion. 
De las que remitan solo tin ejemplar, se in-
sertará el anuncio. 
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naturales. á contar desde la publicacion de esta convocatoria en la Gaceta, lo que 
tuvo -lugar el dia 10 de Mayo. 
En el distrito de la Audiencia de Pamplona se ha de proveer por traslacion, 
como comprendida en el tercero de los turnos señalados en el art. 7.° del regla-
mento general del Notariado, la Natalia vacante en Artavia, partido judicial de 
Estella . 
Los Notarios aspirantes elevarán sus solicitudes 
 Ola Direccion por conducto de 
la Junta directiva del Colegio notarial, dentro del plazo improrogable de 30 dias 
naturales, á contar desde la publicacion de esta convocatoria en la Gaceta.—(10 de 
Mayo.) 
SECCION DE NOTICIAS 
Ha extrañado en algunos círculos militares que, el Sr. Diputado Teniente Coro-
nel D. Enrique Orozco, calificase en la sesion de 6 del actual de expedientes al 
por menor, los importantes asuntos que en la Seccion de Guerra y Marina del Con-
sejo de Estado se informan. Y es más de extrañar que este concepto haya partido 
de una persona que sabe que odio pueden calificarse así, y no siempre, los que no 
hace mocha tiempo han estado á su cargo en dicha Seccion, y que, sin embargo, le 
han valido dos recompensas en dos veranos sucesivos. 
Por falta de espacio no damos o nuestros lectores en el presente número las rec-
tificaciones, publicadas por Real decreto de 6 del corriente, á la Compilacion ge ne-
caldo disposiciones vigentes en materia criminal. 
-Nos ocuparemos de ellas en los números siguientes. 
ADVERTENCIAS 
Suplicamos encarecidamente S nuestros suscritores que se hallen en des-
cullerls con esta Administracion, se shwas remitir à la misma el importe de 
su suscricion antes del 12 del proximo mes de Junio. 
A cargo de los que para ese dia no lo hubiesen verificado, se girarh con 
el 15 por WO de recargo por comision de cobranza y giro. 
Habiendo tenido que dar mayor amplitud A, nuestras oficinas por el favor 
que el público nos dispensa, se han trasladado aquéllas Ola calle Ancha de 
San Bernardo, mim. 66, piso 2.., de la izquierda, A, donde se serviran nues-
tros suscritores dirigir la correspondencia. 
Madrid, 1.0.—Imprenta de Ramon Angulo, Amaniel, 20, pral. 
_ 
- 
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En la primera línea del artículo titulado «El incidente de pobreaa, c in-
serto en nuestro número anterior, donde dice (Si moralmente litigaran los 
ricos;» debe leerse: .Si solamente litigaran los ricos.» 
EXAMEN DEL DERECHO DE GRACIA 
Distincion fundamental entre los indultos especiales y los indultos generales. 
La palabra indulto procede de indulgeo; está contenida en la palabra gra-
cia de los antiguos criminalistas; se halla escrita en la parte orgánica de las 
Conítituciones políticas; significa uno de los modos de extinguirse la respon -
sabilidad criminal. Defínese: «El acto por el cual el Jefe del Estado-conmuta 
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ó remite en todo ó en parte la pena en que el delincuente hubiese incurrido; r 
representa en cierto modo la más excelente de las instituciones jurídicas,  y 
es voz genérica al par que específica. 
En su acepcion lata comprende la remision, la conmutacion la  rehabilita-
don  y la amnistía; y en su concepto especial y restricto se limita al perdon ó 
institucion del castigo impuesto á consecuencia de un juicio definitivo. 
Distinguen cuidadosamente algunos autores todas las referidas, especies 
del llamado derecho de gracia; pero obteniéndose en nuestra patria la reha-
bilitacion con el indulto,- y refundida en él la eonmutacion, fuera prolijo 
ocupamos de tales distinciones teóricas, bastando para la práctica no con-
fundir el indulto con la amnistía. 
Verdad es que existen notas afines entre ambas gracias, pues que una y 
otra emanan de la soberanía, se proponen eximir del rigor de una pena pre-
establecida y cada cual, dentro de su propia esfera, han contribuido con la 
virtud de su clemencia á la equidad del Derecho; á la flexibilidad de la Ley, 
á la paz del Estado; al regocijo de las fami lias, y al amor que los reyes de-
ben tener á sus pueblos; pero á la vez, se deslindan y difieren entre sí por la 
autoridad que les otorga, personas á quien se conceden, carácter y efectos, 
situacion en que se dispensan y principio en que se apoyan. Así que miéntras 
el indulto `es, de ordinario, individual, la amnistía es de índole colectiva, 
ésta se otorga por la Representacion nacional á personas que, por lo general, 
aún no han sido aprehendidas, al paso que aquél par el Monarca á delincuen-
tes, ya condenados por sentencia firme; tiene la una un carácter legislativo 
politico,,y en cambio el del otro es judicial-gubernativo, aquélla se ampara 
en la gracia soberana é en la conveniencia política, y éste descansa en razo-
nes de equidad, de utilidad é justicia; y en suma, la amnistia reintegra en 
el pleno gore de los derechos, borrando toda responsabilidad mediante un 
generoso olvido, en tanto que el indulto no borra la culpabilidad del delito y 
los beneficios que ofrece al reo se los presta restringidos. 
Varias son tambien las divisiones de que es  susceptible el indulto, propia-
mente dicho,  segun el punto de vista bajo el cual se le considere. Mas, aun- 
que suele dividirse en total, parcial, conmutativo, condicional é incondicional, 
revocable é irrevocable, voluntario ó legal y demás, ni puede admitirse en to-
das sus clases, ni importa al objeto que hoy nos proponemos otra division 
que aquella por la que se distingue en general y particular. Pues si bien no 
cuenta esta distincion con el auxilio de la ciencia, porque ante ella todos los 
indultos deben ser particulares, es, no obstante, la capital para nosotros, 
ya porque se halla establecida pos las leyes, ora porque en sus dos miem-
bros se contienen dos instituciones aparte, que vemos e,r en confundidas en 
un mismo nombre y conviene separarlas, á fin  de  conocer bien los indultos 
generales en su relaeion con loa especiales, qua son por cierto eu negacion y 
na opuestos. 
GACETA FORENSE 
El derecho de indultar se funda en la naturaleza humana, y se nos 
muestra en la historia como un hecho universalmente reconocido. 
La necesidad le dió orígen, la nobleza de sentimientos abrigo; se desarro-
lló al compás del progreso, ganó la sancion de las leyes, brilló cual luz di-
vino en la triste noche del absolutismo, se considera hoy como la más au-
gusta prerogativa de la Corona, y en nuestro sentir, constituye y será siem-
pre uno de los atributos esenciales del poder público , cualquiera que sea la 
forma de su gobierno. 
Existió en Oriente, en Grecia y en Roma lo mismo en tiempo de los Re-
yes, que en el de los Cónsules yen el de los Césares; pasó á los pueblos que 
vinieron á elevarse sobre las ruinas del Imperio; atravesé la Edad Media en 
manos de la Iglesia y de los señores de horca y cuchillo; llegada la época 
moderna háse ejercido en todas las Monarquías y en la mayor parte de las 
Repúblicas, y por lo que respecta á España, lo hallamos consignado en casi 
todos nuestros Códigos, á contar desde el Fuero juzgo hasta la Constitucion 
vigente. 
Días, ¿es en realidad útil, necesario y justo este derecho? 
Si hubiéramos de juzgarlo  consultando tan sólo á su tradicion secular 6 
á motivos de conmiseracion, desde luego nos inclinaríamos en su favor, y no 
habria por qué tratar de resolver un problema tan grave como este, que, afec-
tando al orden jurídico, á los principios politicos, á la libertad y á la vida del 
ciudadano, tiene el privilegio de interesar desde luego lo mismo al conoci-
miento vulgar que al científico, y de dividir los criterios de eminentes pensa-
dores, publicistas y criminalistas. 
Pero como el prestigio de la Historia, por grande que 
 sea, no prejuzga 
por sí sólo la naturaleza propiamente jurídica de una institucion, pues que 
la mayor ó menor antigüedad de las cosas no es una prueba acabada de su 
bondad é malicia; y además, no se nos oculta que la generalidad de los que 
del indulto hablan é escriben, confunden indiscreta é temerariamente, lo que 
es efecto del favoritismo y de mera gracia, con lo que en rigor procede de 
puntual justicia, de aquí que nosotros, en la necesidad de buscar un princi-
pio cardinal que nos sirva de guía para delinear y separar los dos n}iembros 
principales de la division preestablecida, no podemos ménos de investigar 
préviamente y por nuestra propia cuenta que sea la facqltai de indultar, que 
reputamos por muy distinta de la de perdonar á la muchedumbre- graciosa-
mente. 
Para justificar aquella en cuya expresion comprendemos sólo los indultos 
particulares, no nos precisa subir á los tiempos del despotismo imperial pasa 
encarecerla, ni bajar á contemplarla á la sombra de uña Catedral, de un Pa-
lacio ó de algun Municipio, viendo como por ella la Iglesia y los poderes ins-
pirados en la moral evangélica rescataron millares de víctimas de la saña del 
verdugo. Léjos de encastillar tal derecho en lo pasado y rodearlo de argu- 
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mentos de autoridad, de sentimiento y de citas, argumentos que nada supo-
nen ante la fria rauen del filósofo, que fatalmente discurre en conformidad á  
las reglas de sana crítica, habremos de exponer, dentro de los estrechos lími-
tes que nos permite la índole de nuestra REVISTA, el por, qué y para qué del 
verdadero indulto, derivándolo exclusivamente de la naturaleza misma del  
hombre en su relacion con la ley, el delito y la pena.  
Y con efecto: siendo el hombre un ser necesariamente sociable, y su fin  
el bien realizado por el bien mismo, es evidente que, así como el individuo  
ha de observar la, ley que para el cumplimiento de su destino le impone el po-
der de la sociedad en que vive y de violarla ha de sufrir su condigno castigo,  
del` propio modo, el Estado que tiene por su parte la obligacion no ménos sa-
grada de dirigir las fuerzas sociales hácia aquel fin, como no pueda mantener  
el órden jurídico sino por medio de leyes sábias, previsoras y justas, tampoco  
le es licito repararlo á su arbitrio, sino por idénticos medios conque lo man-
tiene, y, en su consecuencia, si al castigar al infractor resultáre alguna pena  
dura, inadecuada, excesiva 6 injusta, lejos de permitir se ejecute en tal caso  
tal pena, aunque la -sentencia fuera extrictamente legal, debe á todo trance  
de remitir ó dispensar en ella; pues si el delito es el mal y delincuente es in-
justo, jamás pueden dejár de ser justiciero el Estado y justa tambien la pena  
en todas sus longitudes y latitudes. De lo contrario, ese Estado abandonaría  
la mision que le está encomendada, perderia en menoscabo de su prestigio 
 el más bello de sus atributos, atentára contra el mismo orden que custodia, y  
la conciencia universal se sublevara al ver maltratado al reo precisamente  
por quien tiene á su  cargo  el deber de corregirle.  
Enhorabuena que la ley se respete y sea igual ante todos, porque como  
condicion necesaria para el bien-, a es guarda del'Rey y de lbs pueblos, gobierna  
á la sociedad, y dada para poblados como para yermos, lo mismo á varones  
que á mujeres, á sábios que á ignorantes, á grandes que á pequeños, N á to-
dos interesa igualmente su cumplimiento. Perfectamente que el órden, siendo  
la manera normal -de las cosas conforme á su naturaleza; y conviniendo por  
tanto su existencia á la nuestra, se restablezca y afirme con energía en todos  
los puntos en que el delito lo ha negado, pues que-no podríamos de otra suerte  
acercarnos á la consecucion de nuestro destino. Muy bien que al ser racional  
y libre, que, con conciencia de su libertad y del derecho que infringe, nada  
le detiene y se lanza al crimen, se le contenga, prive de ciertos derechos, ' y 
recaiga sobre él toda la responsabilidad de sus actos sin un ápice de perdon.  
¡`urca brillará más la justicia!  
Mas, téngase presente que nada hay absoluto en lo humano; que esa  
misma Justicia es un punto ideal y matemático que no logra alcanzar siem-
pre el hombre sin traspasar sus delicados límites, que así se peca por exceso  
como por defecto; que la verdadera igualdad no consiste en contrastar con  
una sola medida, objetos que smn en sí desiguales; que la ley en la universa- 
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lidad con que defina los actos que 
 veda ó manda, no desciende á detalles que 
bien quisiera abarcar con su protectora mirada, y que el Legislador, en fin, 
es el teórico que describe los delitos y las penas en trazos genéricos, y siendo 
el delito tan múltiple, diverso y vário áun dentro de un mismo género, como 
distintos los individuos que lo cometen, distintas las aptitudes, la disposicion 
de ánimo y las circunstancias particularísimas con que lo perpetran, y diver-
sos tambien los móviles y la gravedad del resultado, como diversas han de 
ser las penas que, con naturaleza, cantidad S  calidades apropiadas hayan de 
perseguirlo en sus diferentes fases, se comprenderá fácilmente, dado 'el fin del 
Estado, y supuesto que cada hecho exige su peculiar posicion de derecho, la 
necesidad de que al lado de la funcion punitiva exista siempre la facultad 
de indultar total, parcialmente é conmutando prévio conocimiento de causa, 
al no ser factible la confeccion de un Código que, aunque modelo de perfec-
cien en abstracto, deje de ser en algo arbitrario, hipotético y absurdo en su 
aplicacion cotidiana á los casos singularísimos que acontecen con repetida 
frecuencia en la realidad de la vida práctica. - 
EMILIO GARCÍA PEÑUELA. (Se continuará.) 
COMUNICADO 
Con gusto damos cabida en nuestras columnas, como la daremos siempre 
A 
 todo trabajo que tienda al mejoramiento y progreso de las leyes y de la 
Administracion, al siguiente comunicado que; con motivo de los artículos 
publicados en anteriores números de esta GACETA, nos remite uno de nuestros 
suscritores: 
«Sr. Director de la GACETA FORENSE. 
May señor mio: Generoso propósito y titánico esfuerzo revisten los artículos que 
se insertan en la Seccion doctrinal de la acreditada GACETA FORENSE, dedicados, en 
primer término, á llamar la atencion de nuestros Legisladores hácia esos conflictos 
jurídicos que tan trascendental influjo ejercen en el modo de sér de nuestras cos-
tumbres, acelerando con ello el momento de una regeneracion legal que levante el 
nivel intelectual de la época que atravesamos á la altura que de consuno deman-
dan la justicia y la cultura, que tan ostensiblemente revelan bastante número de 
publicaciones jurídicas, no obstante verse privadas del poderoso concurso que á 
su desarrollo imprimirían algunas eminencias forenses que buscan plácemes y ho-
nores en las agitadas turbulencias de nuestros disensiones políticas. 
Digna de consideracion es la ímproba tarea de investigar el espíritu que preside 
á esas leyes antitéticas, cuya síntesis es el clos en la Administracion, y sing ular-
mente sensible en lo que á la Administracion de justicia concierne: las acciones y 
reacciones á que se ven sometidos los que cultivan el estudio del derecho, produce 
en sus facultades un enervamiento desconsolador, pues destruye sus convicciones 
é inocula la -incertidumbre hasta en lo que es objeto de sus diarias manifesta-
ciones. 




ley, no siempre dictada en armonía con la verdadera nocion del derecho, hacen de 
los Jueces y Magistrados unos séres dignos de más uonsideracion y estudio por 
parte del Poder ejecutivo, ya para que su laborioso sacerdocio no sea tan desaten-
dido, como para que sus decisiones produzcan una suave correction y no la irri-
tants desesperacion de quien cree, en su pora ilustraeion y orfandad, que las leyes 
penales son hijas de un vetusto sistema de castas, por cuya extirpacion puede un 
dia dejarse arrastrar impelido por los ideales que 
 is 
 ofrezca la imagination de quien 
se llame su regenerador. 
Si las múltiples atenciones que sobre mi todavía pesan, me permitiesen serlo 
extenso á que mi deseo aspira, expondria á esa Redaccion, en forma más pertinente, 
la trascendental influencia que en las costumbres"públicas ejercen esos repetidísi-
mos procedimientos incoados contra la desgraciada clase que se ve precisada á. 
recurrir á los montes comunes para proporcionarse unos hares de leña, y ser luego 
condenado por ello, despues de una série de vejámenes, á la multa de 3 pesetas, 
igual cantidad de indemnizacion y pago de costas, pie 
 importan 500 pesetas, por-
regla general, con lo que ve desaparecer tal vez el hogar que sirve de refugio á su 
miseria. Y esto, haciendo contraste con las escandalosas roturaciones y usurpa-
-
- ciones que constituyen una forma de aprovechamiento mucho más perniciosa; pero 
que ofrece una casi total impunidad, no sólo por la desproporcion de la pena, si es 
en su efectividad. 
Interminables consideraciones sugiere tambien el exámen del art. 617 del Có-
digo, materia un poco controvertida y todavía no definida; pero próxima la publi-
cacion de un nuevo Código, quizá con su redaccion más armónica se corrijan fla-
grantes contradicciones y se evite que el autor de un delito de hurto, con abusa 
de confianza, incurra en una pena mayor que si el delito se calificase de robo. Esto 
último tal vez llame la atencion del que no haya estudiado detenidamente el ar-
ticulado del Código; pero le remito á los arts. 525 y 526, que corrigen con la pena 
de arresto mayor en sus grados medio y máximo el delito de robo en cantidad de 
24 pesetas, por ejemplo, y con la inferior en grado, si las cosas robadas fueren de 
las que menciona el art. 524; y luego, estos mismos objetos no robados, sino hur-
tados con el mismo grave abuso de confianza, tienen asignada la pena de prision 
correccional; en el primer caso, el grave ahuso es constitutivo de una circunstancia 
agravante, por la que al culpable se impondria_ un mes y pico de arresto, y en el 
 se-
gundo, d sea en el hurto, seria penado con tres años de prision correcional. (Número= 
cuarto de los arts. 531 y  533.) 
Las proporciones que ha tomado esta carta me impiden extenderme en la de-
duccion de consecuencias políticas y sociales, y sin perjuicio de insistir sobre el 
particular cuando me sea posible, remito por ahora á ellas á sus ilustrados colabo-
radores para que tomen nota del hecho de que la represion de las sustracciones de 
leñas de los montes comunes está confiada á los Tribunales ordinarios, y reservado 
á la Administracion el conocimiento de les roturaciones y demás ilegítimos apro-
vechamientos no comprendidos en el Código, y por consiguiente, que las decisio-
nes de los primeros van acompañadas del fúnebre corteja de costas y gastos de 
 que 
 están exentas las manifestaciones de la segunda. 
Si pues la falta de equidad desarmoniza lo que los atributos de la justicia no 
consienten, dia llegará en que se dejarán sentir sus deletéreos efectos, y á preve-
nirlos con. Vd. en la medida de sus débiles fuerzas está 
-dispuesto su afectísimo 
seguro servidor Q. B. S. M., 
UN sxscueTOa. 




























SECCION DE CONSULTAS 
Un vecino de este pueblo salió el otro dia á cazar, y en una cantina pró-
xima á la entrada de la plaza, fue mordido por un perro, que despues se supo 
era del cantinero. La mordedura tardó en curarse más de veinte dial, en que 
el herido ha necesitado asistencia facultativa. Desearia saber el ilustrado 
dictámen de esa,Redaccion acerca de la calificacion que debe merecer el he-
cho de tener un perro sin bozal, y en disposicion, por tanto, de causar gra-
ves males; pero cumpliendo con lo que la GACETA Foa,ENSE tiene advertido, 
paso á formular mi opinion. 
Es evidente que el dueño del perro pudo haber tenido á éste con el bozal 
que previenen las disposiciones municipales, y que al no hacerlo infringió los 
bandos dictados para tal objeto, exponiendo además á los transeuntes á ser 
víctimas de una mordedura. Si la herida hubiese sido causada con intencion, 
desde luego se trataría de un delito; lo único que ha faltado es la intencion, 
y por lo tanto, parece que no estará mal aplicar el artículo de la imprudencia 
temeraria.—Un suscritor. 
CONTESTACION. 
Opinamos que el art. 581 no puede aplicarse en su apartado primero, 
puesto que se refiere á la accion, no á la omision (que es de lo que se trata en 
el caso consultado); el apartado segundo de dicho artículo, sí se refiere á la 
negligencia, pero exige que haya además infraccion de los reglamentos; y hay 
que tener en cuenta que los perros no deben llevar bozal en todas las épocas 
del año, sino en la estacion calurosa, que es cuando se dictan los bandos que 
obligan á tener ese especial cuidado. Además, el art. 599, pár. 3.° del Código 
penal, y en su caso el art. 596, pár. 4.°, castigan ese hecho, y son en nues-
tro sentir los aplicables, y los que se están constantemente aplicando. 
Hace algun tiempo tuvimos ocasion de leer en la Gaceta del Ministerio 
Fiscal un artículo encaminado á sostener la conveniencia de reprimir con 
mano fuerte esos descuidos por parte de algunos dueños, cuyos perros pue-
den causar mordeduras á consecuencia de las cuales sobrevengan horrorosas 
e incurables enfermedades; y para conseguir mayor pena, deseaba' el articu-
lista que se aplicara siempre el artículo de la imprudencia temeraria. Mas es 
indispensable no olvidar que la interpretacion del Código ha de ser restricti-
va, y de ninguna manera ha de ampliarse cual si se tratara de ley favorable 
ni menos puede estar la disposicion legislativa á la libre voluntad de los in- 
_ ,. térpretes. 
El Sr. Viada consigna algunas resoluciones del Tribunal Supremo de ca-
sacion francés, en que se considera como falta el hecho de que tratamos. 
Finalmente, se nos ocurre una consideracion: si se pudiese estimar como 
imprudencia del dueño el hecho de morder un perro, ¿cómo se averiguaria el 
limite de la pena? ¿Se aplicarían al caso las disposiciones que tratan de defi-
nir el carácter de las lesiones segun los dias de duracion? Nos parece que esto 
seria imposible; por cuanto esos artículos se refieren á las lesiones que cau-
san las personas, pero no á laq que producen los irracionales, las cuales sólo 
pueden ser verdaderas desgracias, que todo lo más pueden ser conside- 
radas como faltas; á no ser que el dueño hubiese instigado al animal, 
en cuyo caso se valdria de él como de un instrumento, y  so  hecho de-
bería ser constitutivo de delito ó de falta, segun la duracion de las lesiones; 
pero tampoco se podría calificar de imprudencia, una vez manifiesta la inten-
cionl Sentimos, pues,  no hallarnos conformes con el parecer de nuestro con-
sultante.—LA REDACCION. 
(Gaceta de Registradores y Notarios.) 
Cuestion interesante entraña la anterior consulta sobre un punto que ha 
sid> objeto alguna vez de tema en las oposiciones. En los Comentarios d le 
Legislacioaa Hipotecaria de los Sres. Galindo y Escesura, tomo I, pág. 300, 
se trata del expresado asunto de la manera siguiente: 
«gPodrán en un mismo título comprenderse dos é más contratos? 0 son 
las mismas las partes contratantes ó son distintas. En el primer caso no ve-
mos la menor dificultad; así es que estimamos perfectamente inscribible, y 
en este punto creemos que es uniforme la práctica, un título de venta y can-
celacion al mismo tiempo, ó de venta é hipoteca, ó de venta y arrendamiento. 
Pero, y cuando se trata de contratos en que las partes no son las mismas, 
verbi-gracia: un contrato en que el dueño de varias fincas vende una á 
cada uno de los diversos compradores, é viceversa, en que son varios los,ven-
dedores y uno solo el comprador,,4será inscribible cuando se comprenda en un 
solo título?» 
«Bajo el punto de vista de la legislacion hipotecaria, no vemos dificultad; 
únicamente podrá haberla por lo que respecta al uso del papel sellado e 
No obstante lo anteriormente expresado, y á pesar de reconocer dichos auto-
res que no existe en las disposiciones vigentes ninguna que prohiba de un modo 
explicito que puedan consignarse dos contratos en un instrumento, aria den que 
seria mejor que cada contrato se comprendiese en escritura distinta. 
Con motivo de una consulta evacuada por nuestro estimado colega la 
Gaceta del Notariado, acerca de si existe compatibilidad entre el cargo de 
Notario de una testamentaría y el de Abogado,- se ha suscitado una discusion, 
de la que sentimos no podernos ocupar en este número por la abundancia de 
original; pero de la que prometemos tratar en breve. 
II. 
Revistà de la prensa profesional.-Examen de consultas 
«En una sola escritura, ¿pueden admitirse dos ó más contratos de distinta índole 
y personas extrañas entre si?—En escritura de inventario, tasacion, cuenta y adju-
dicacion de bienes, ¿cabe en ella la de venta del todo ó parte de la herencia a favor 
de un extraño?—Se suplica á esa Redaccion emita su ilustrado parecer sobre esta 
consulta.»—(M. de C.) 
«Contestation.—Aún cuando no hay ninguna disposition que terminantemente lo 
prohiba, el Notario no debe admitir en un contrato otros de distinta indole entre 
otras personas, porque, además, de la confusion, se convertís el protocolo en públi-
co para esas personas, y al darlas copias á unos tenia que comprender lo pactado 
por otros. 
»Por la misma rassa, en segundo parti ul d e con, no p 	 en la es 
critura de inventario venderse
el 	 c 
á un ,extraño el todo









SECCION DE JURISPRUDENCIA 
CI VIL 
Desahucio.
—Se declara que los títulos inscritos con arreglo á le dispuesto en el núme- 
ro 5.° del art. 2.° de la ley Hipotecaria producen todos los efectos que hoy les concede 
 
al propósito de hacer constar el grávamen que afecta á una finca y que no puede igno- 
car el comprador.—Sentencia de 3 de Marzo (Gaceta de 16 de Mayo). 
, Segun se consigna en la sentencia recurrida ; 
 de lo expuesto por el demandante 
D. Francisco Becerra Moreno y de la prueba practicada aparece que la finca titula-
da Monte apeado de la Laguna le fué vendida por su legítimo dueño D. José Maria 
 
Moreno Salazar, por escritura pública de 26 de Abril de 1878, inscrita en el Registro 
 
de la propiedad en 17 de Agosto del mismo año, habiéndose efectúado la venta dan-
do por libre de todo gravámen el precio mencionado, quedando, como era consi-
guiente, obligado el vendedor á su eviccion y saneamiento. 
 
La parte demandada, para probar la razon legal que le asistia á no salir del 
 
monte en cuestion hasta que terminase el plazo de seis años por que le ful arrenda-do, presentó copia de una escritura otorgada en 14 de Octubre de 1876 por D. Mo-
desto Lamela Vazquez, apoderado suficientemente por D. José María Moreno, á fa-
vor del demandado, haciendo constar en la primera de sus condiciones que le hacia 
 
locacion del monte apeado de la Laguna por tiempo de seis abos consecutivos, que 
 
daban principio en San Miguel de 1876, y concluian en igual dio de 1882: que par la 
 
segunda cláusula aparece confesado el pago de las seis anualidades de la renta pac-
tada, cobradas por el antedicho D. Modesto Lameli, apoderado tambien competen-
temente para recaudar fondos que perteneciesen á su poderdante, por lo que otorgó 
 
la correspondiente carta de pago; cuya escritura fué inscrita en el Registro de la pro-
piedad de Grazalema en 27 de Abril de 1877. 
 
El Juez municipal de Benoacar, por sentencia en 4 de Octubre de 1877, declaró 
 
no haber lugar al desahucio solicitado por D. Francisco Becerra Moreno: interpues-
ta apelacion por éste y sustanciada, el Juez de primera instancia de Grazalema dic-
tó sentencia en 17 de Octubre de 1878, por la que, revocando la apelada, declaró 
 
haber lugar al desahucio solicitado por D. Francisco Becerra Moreno, y conde-
nó á D. Antonio Abad Caro á que desocupase el terreno en el acto de ser notificado. 
 
Por parte de D. Antonio Abad,Caro se interpuso recurso de casacion por haber-
se, en su concepto, infringido: -  
L° 
 El artículo 1:° de la ley de desahucio de 18 de Junio de 1877, segun el que, 
 
sólo procede el desahucio cuando se funda en el cumplimiento del término estipulado 
 
en el arrendamiento de una finca rústica d u£bana, en haber espirado el plazo del 
 
aviso que debiera darse con arreglo á la ley, a lo pactado 6 á la costumbre de cada 
 
pueblo, d en la falta de pago del precio estipulado; porque no encontrándose en nin-
guno de estos casos la demanda deducida por D. Francisco Becerra Moreno contra 
 
don Antonio Abad Caro Mateos, segun aparecia de todos los antecedentes, era evi-
dente que el Juez de primera instancia de Grazalema al decretar el desahucio. de la 
 
finca denominada Apeado de la Laguna, de que era arrendatario D. Antonio Abad 
 
Caed Mateos, se ha infringido el artículo citado, toda vez que no estaba cumplido 
el término estipulado ni se adeudase el precio del arriendo: 
 
2. ° 
 Que estando prevenida en el art. 2.° y caso 5.° de la vigente ley Hipotecaria 
 
la inscription de los contratos de arrendamientos por un período que exceda de seis 
 
años d los en que se hayan anticipado las rentas de tres ó más años, 6 cuando sin 
 
tener ninguna de estas condiciones hubiese convenio expreso de las partes para 
 que se inscriban, y concurriendo ,en el celebrado por 
 O. Antonio. Abad Caro todas 
estas ci^eunstancias, mediante á que la locacion se hizo por seis ajaos, y se verificó 
el pago del precio dé aquellas anualidades, por cuya raton fué inscrito, es indudable 
la infraccion,de dicho artículo: 
3,° El 105 de la antedicha ley Hipotecaria, en el que se ordena que las hipotecas 
sujetan directa é indirectamente los bienes sobre que se imponen al cumplimiento 
de las obligaciones, para cuya seguridad se imponen, cualquiera que sea su poseedor, 
en atencion á que el contrato de arrendamiento celebrado reviste el carácter de un derecho real, puesto que al consignarse en el caso 5.° de su art. 2. ° el derecho de la 
rr^ ^
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inscripcion, es indudable que por su propia naturaleza el documento inscrito modi-
fica parcialmente la propiedad á que está afecto, sin que paeda, una vez cumplido 
el requisito de la ley, eludirse bajo supuesto d sutilezas el texto literal y gramati-
cal de ésta: 
Y el Tribunal Supremo 
Considerando que los títulos inscritos con arreglo á lo dispuesto en el núm.5. ° del 
art. 2° de la ley Hipotecaria producen todos los efectos que hoy les concede, al pro- 
pósito de hacer constar el gravá.men temporal que afecta á la finca y que no puede 
ignorar el comprador, y por tanto, tiene que respetado ínterin dure el tiempo del 
arrendamiento, sin que esté en su mano lanzar al arrendatario, á cuyos derechos 
da estabilidad la inscripcion por el tiempo que dure el arriendo: y 
Que no habiéndolo entendido ,así el Juez de Grazalema al decretar el desahucio, 
infringe el dicho art. 2.°, caso 5. 0, citado en el motivo 2.° del recurso; 
Declaró haber lugar al recurso de casacion interpuesto por D. Antonio Abad 
Caro. 
CRIMINAL 
Reincidencia ea el delito de hurto.—Se declara reincidente en el delito de hurto a/ 
que lo tulio sido antes cuatro veces por esta fa, puesto que ambos se hallan penados 
 ea 
el mismo titulo, y que no obsta para considerar d un procesado más de dos veces rein . 
cidente el h,aber sido condenado ro so mismo proceso y por consiguiente en una mirona 
sentencia; pues la ley no exige que sean distintos procedimientos y en distinta senten-
cia, sim solo que hayan sido ejecutoriamente penados los delincuentes.—Sentencia de 
22 de Enero.—(Gaceta de 7 de Mayo.) - 
Sobre las seis de la tarde del 12 de Marzo del año anterior Fermina Aguirre se 
acerco á monton de hierro viejo que habia en la estados del ferro-carril de Bil- 
bao, y cogió un trozo, contrapeso de una aguja con el que se marchaba, siendo de-
tenida por varios trabajadores y llevada al Jefe de la estacion, ocupándosele el hier-
ro que se llevaba, valuado en 8 rs.: 
La sala de la criminal de la Audiencia de Burgos calificó el hecho de hurto, del 
que era autora Fermina Aguirre, apreciando la circunstancia agravante de reinci- 
dencia; pues aunque en una misma sentencia habia sido condenada por cuatro dis- 
tintos delitos de estafa á dos meses de arresto por cada 000, 00 debia considerársela 
más de dos veces reincidente, y la condenó en cuatro meses de arresto mayor, ac-
eesorias correspondientes, y las costas: 
El ministerio fiscal interpuso recurso de casacion por infraccion de ,ley, fundado 
en los arts. 873, 797, núm. b. , y '708, mírns. 1.° y 3.° de la ley de Enjuiciamiento 
criminal. y citando come infringidos la circunstancia 18 del art. 10, y núm. 3.° del 
art. 533 del Código penal, toda vez que la procesada Aguirre fué condenada antes 
por costeo estafas, delitos de is misma índole que el que ahora se persigue, y ha 
debido ser considerada más de dos veces reincidente, e impuesto la pena inmedia-
tamente superior en grado á la acholado si delito, comd tiene resuelto en varias 
resoluciones este Supremo Tribunal, y últimamente en la sentencia de 22 de Se- 
tiembre de 1878; y dicho Tribunal, 
Considerando que en el art. 533 del Código \penal se dispone que el hurto se 
castigará con las penas iumeaiatamente superiores en grado á las señaladas al de- 
lito cometido cuando el procesado fuere dos ó más veces reincidente, y hay reinci- 
dencia, segun el art. 10, circunstancia 18, cuando el culpable por un delito estuvie- 
re ejecutoriamente condenado por otro comprendido en el mismo título del Código: 
Que antes que el presente procedimiento ,por hurto Fermina Aguirre ha sido 
penada cuatro veces por estafa, delito comprendido en el mismo título que el de 
hurto, sin que obste á considerarla más de' dos veces reincidente el que en un mis- 
mo proceso haya sido condenada, y por lo tanto en una misma sentencia; pues la 
ley no exige que sean distintos procedimientos y en distinta sentencia, sino sólo el 
que ejecutoriamente sean penados: 
Declaró haber lugar al recurso de casacion que por infraccion de ley fué inter-
puesto por el Ministerio fiscal. 
• 
f . 
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SECCION DE VARIEDADES 
ExAmen de un libro antiguo de procedimientos.—RECURSO DE INJUSTICIA 
NOTORIA, por Marin Alt-0.a. 
Entre otros libros de fecha algo remota que registrábamos dias pasados, dete-
nAndonos particularmente en los que trataban de materias jurídicas, hallamos uno 
que merece honroso recuerdo por ser uno de los muy escasos que en nuestra patria 
y en la época de su publicaciyn tuvieron por objeto  in reforma del procedimiento. 
Las del criminal estaban entonces en todo su auge, siguiendo el adelanto de las le-
yes sustantivas penales, al paso que las del civil, en que ménos repara el pueblo, 
apenas se iniciaban. El autor, al que nos referimos, es el Dr. D. Juan Antonio Ma-
ria Alfocea, Abogado del ilustre Colegio de Madrid, individuo jubilado, segun se 
titula en la portada, de las Reales Academias del Derecho español y público y de 
sagrados cánones, historia, liturgia y disciplina eclesiástica de España. El libro 
va dedicado al insigne Floridablanca, y su objeto no es otro que aclarar las dudas 
que á cada momento se ofrecían en el conocido recurso de injusticia notoria. El ti-
tulo de la obra es el siguiente: ObseRraciones originales sobre los autos acordados que 
dieron reglas para la introduccion del recurso; pero el desempeño de la empresa es tal, 
que proporciona más conocimientos al lector de los que parece prometer aquella 
frase. Para el Dr. Marin, las cuestiones de procedimiento civil y ,de su reforma tie-
nen su base en los más altos principios de la filosofía, en cuya opinion se adelanta 
á muchos de los juriconsu ltos extranjeros que han cultivado la Ciencia del dere-
cho en este importantísimd ramo. A pesar de todo, la modestia no consiente al au-
tor exponer en estilo magistral sus ideas sobre la reforma: parecen como ligeros 
apuntainientos para que, apreciándolas los legisladores, variasen de la manera más 
conveniente al bien público y al  individual, las leyes adjetivas vigentes en España 
por la misma época en que se publicaba el censo de 1787, al que dedicamos nuestro 
anterior artículo en la (TACETA FORENSE. 
Comienza el Dr. Marin lamentindose, como todavía podríamos hacerlo, de que 
no se hubiese escrito nuestra  historia político-legislativa, por lo cual -carecemos de 
noticias históricas bien averiguadas acerca de las más importantes instituciOnes. 
No sabemos, por tanto, las causas que determinaron en cada época la distinta orga-
nizacion de los tribunales qúe vemos ya consignada en las leyes del modo que se 
hacia, cuando, despues del Dr. Montalvo, se olvidó la manera de escribir loo-Códi
gos en Espaiia. 
El hermoso trabajo de Pomponio, al comenzar el Digesto, historiaba el Derechb 
Romano y los dos últimos títulos del libro L lo resumian en principios filosóficos, 
para que no se dijera que á los autores de tan Woks leyes quedó algo por explicar 
de lo relátivo á la filosofía y ála historia. Pero en esto no les imitarnos, copiamos su 
derecho, pero no su manera de hacer Códigos. Por eso Marin, no pudiendo suplir 
la falta de nuestros escritores, hace base de su estudio la consulta de 17 de Febrero 
de 1700 y la de 24 de Abril de 1703, en que se declaró ao forma de admitir los re- 
 cursos de las determinaciones de las Chancillerías y Audiencias en todo género de 
negocios,» añadiéndose «que cuando se esperaba que cesara la frecuencia de los 
ménos justificados, se experimentaban más continuos y maliciosos recursos, sin 
que la pena de los 50.000 maravèdís y la arbitraria hubiese sido bastantes para con-
tener áioo litigantes que los introducian por fines particulares.» Segun Marin, la 
variacion del procedimiento debió datar de los últimos años del rey Carlos II y pa- 
^-T^ __^"^_- = e ^ 
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ralizarse por su enfermedad, por la Regencia del Cardenal Portocarrero y aquel  li-
tigio de 1á sucesion del reino, que acabó por asegurar á la familia de Borbon la suer-
te de las armas, dirigidas en favor suyo por los más expertos generales de la épo-
ca. El rey Felipe V exigió á sus Consejeros aque le consultasen con celo, cristiana  
libertad, sumo pureza y sin humano respeto lo que juzgasen ser su obligacion y  
más conveniente á sus Reinos.» Cita despues Marin la obra de D. Pedro Nuñez de  
Avendaño, Comentario cí la ley de Segovia, publicado en 1592 acerca de los casos en  
que podia interponerse la suplicacoín, declarando fuesen las de mayor interés d mo-
mento distinguiéndolas de aquellas otras en que fuese equitativo concederla, aunque  
no llegasen á la sumas señaladas l.aralosan te riores; recuerdaque D. Aloco de Ace-
vedo, en obra destinada á comentarla citada ley, exceptuaba del recurso las senten-
cias del Consejo y Chancillería apara que los litigantes no se trabajasen de deman-
dar é pedir merced que los oyesen, con lo cual nunca los pleitos se podrian encimar  
ni acabar.» 
Como á pesar de todo, menudeasen los recursos y no.con suficiente causa, se im-  
pusieron penas á los Abogados si la relacion que hacian no era verdadera, se exigió  
el prévio depósito de 530 ducados y la copia de los autos y se prohibió el recurso en  
las causas criminales, adoptando un principio que habia de vivir tan largos años  
en nuestra legisiacion.  
Mopcionadas tales disposiciones, examina Marin cuáles deben ser los asuntos en  
que se'admita el recurso, y dice que «el quebrantamiento de una ley, fuero d lo que  
merezca el concepto de tal, es el preciso mérito para el recurso en las causas de  
interesados particulares, y en las públicas lo que sea contra lo adoptado por el  
Consejo, por más coman decision, por más arreglada, útil al reino y vasallos. La  
injusticia notoria es un pronunciamiento del Juez, en que notoria y manifiesta-
mente procede contra derecho establecido y claro; de modo, que su injusticia no se  
puede ocultar ni  tergiversar.» Establecido este principio, añade el Dr. Marin,  
que no cualquiera duda, sino la racional y fundada de haberse faltado al derecho,  
basta para justificar la introduction del recurso, manifestándose tan excelente lógico  
como hábil jurisconsulto.  
Dentro de este limite defiende briosamente la necesidad del recurso contra el  
Cardenal de Luca, que lo reputaba anticuado y en desuso; cree que debe existir este  
remedió, pero que jamás debe hacerse tan ordinario como el de una primera ins-
tancia. E ucuentra la notoriedad en dos puntos: en que todo el pleito , es ya público  
y está in scriptis consignado, y además, en que se ha ventilado perfectamente por  
la sentencia; de modo, que es fácil juzgar si la duda es é nó fundada, es decir, la  
que autoriza y hace necesario y justificado el recurso; ele notoriedad se fija, dice,  
por la iniquidad de la sentencia: 'lo notorio es una idea á noticia clara de la cosa,  
que se nos sujeta á juicio,» y por eso hace una profunda y filosófica distincivn en-
tre las cosas que tienen autoridad pública, pruebas, testimonios, escrituras y las  
que á este requisito reunen el de la notoriedad que para el recurso es necesaria.  
Hay, pues, una notoriedad de hecho y otra de derecho: para el recurso se pres-
cinde de la de hecho en sus clases de permasenté, transeunte é Interpolado; la de de- 
recho es la única digna de tenerse en aprecio: decide que la interpretaeion extensiva 
y restrictiva, coros que en cierto concepto hacen nueva ley, se reservan al monarca; 
perteneciendo á los Tribunales la meramente declaratoria, siendo en ésta en la que 
cabe la duda acerca de la notoriedad. Llama bosque, y bosque impenetrable al con-
junto de nulidades que diariamente se reclamaban á los Tribunales, y las reduce á 
las siguientes: 
eLe de la sentencia dada contra ley d contra fuero manifiestamente; la de la 
,__- ^ `•; 	 ' 
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sentencia dada por el que no tiene poder de juzgar en lo que excediere la pena de 
la ley, y en el yerro por la cuantía de la condenacion; la de sentencia dada sin sae 
principiado el pleito por deihanda y "respuesta: la dada sobre cartas y testigos 
falsos.» , 
Constante en su propósito de distinguir lo que hasta entónees aparecia siempre 
confuso en el procedimiento, enseña el Dr. Marin que hay nulidad de autos y nulidad 
de procedimiento, aclarando así lo que enseña Acevedo, para el anal las habia de tres 
clases, á saber: una de todo el proceso si habia,vicio esencial en el libelo ó deman-
da d falta de personalidad; otra la que-dice relation á la sentencia y no al proceso, 
y la última que al pleito y á la sentencia se refiere, la que sin mucho esfuerzo pue-
de reducirse á la primera, dado que pleito mal planteado necesariamente ha de ser 
mal é ilegalmente resuelto. Procediendo Marin á manera de.aforismos dice: «En la 
primera se anula el proceso y no se puede pronunciar sobre los méritos de la causa 
y sentencia. En la tercera es necesario repetir los actos del tiemp6, en que no fue-
ron válidos; pero en la segunda no se necesita de nuevos actos y se procede desde 
uK t •, luego á la determination, y ésta es la verdadera inteligencia de la ley; citando al 
jurisconsulto Vancio, entiende Marin que no es caso de nulidad la sentencia dada 
aún contra la opinion comun, como no sea contra ley expresa, siempre que el caso 
sea dudoso,» en lo cual parece sigue el sistema del probabilismo teológico, tan re-
prendido á los Jesuitas que en la misma administration de los Sacramentos decian 
era lícito seguir entre dos opiniones probables la que ménos lo fuese, con tal que 
los doctores la hubiesen dado esta - carta de probabilidad, contra la opuesta doctrina 
que le disputase el triunfo. Encuentra Marin arreglado á las antiguas leyes el de-
pósito y su pérdida, cuando el recurso se interpuso temerariamente, lo mismo que 
algun castigo á los Juepes que admitiesen demandas que él llama ineptas y á los que 
indebidamente y sin bastante prueba legal libran las ejecuciones; examina qué dife-
rencias y semejanzas hay entre el recurso de injusticia noticia y la segunda supli-
cation. Pero al llegar á este punto, no puede negar el autor que se habian introdu-
cido grandes abusos á la sombra del recurso, y por eso despues de recomendar á los 
litigantes el mayor respeto á todos los Jueces y Tribunales, propone que los letra-
dos 
 sólo pudiesen cobrar honorarios cuando-la resolution fuese favorable: esto es, 
cuando se probase la injusticia reclamada. Veamos cómo defiende esta propuesta: 
«La pena de que los letrados no exigiesen honorario es muy conforme al estado 
en que se introduce el recurso y preparativos que deben formarle, pues no teniendo 
que producirlas partes prueba ni documento que altere el juicio que debe formarse, 
depende precisamente de ellos su introduction, yen el estado de los autos no puede 
haber el inconveniente que se figura en otro, para que procuren vencer por medios 
ilícitos.» Para que esta imposition al abogado fuese justa, no quiere que interponga 
el recurso, vista solamente la sentencia, sino que siguiéndose una , saludable 
práctica de los antiguos, recomienda -al letrado que examine el apuntamiento orde-
nods para la última instancia concluida, y quiere que se obligue á darlo á los Re-
latores de Audiencias. 
Despues de examinar qué reformas deberian introducirse en el recurso de injus-
ticia notoria para los asuhtos mercantiles y de Indias, nos da el siguiente curioso 
dato estadístico: «La 
 mayor idea que puedo dar en esta materia proviene de no ha-
berse declarado recurso alguno en pleito civil de los que he podido aderigupr noti-
cias, y se introdujeron por los aros de 1690, 1700 y 1701. Sólo hallé su declaration 
en el que va indicado en causa criminal y á que se puso el decreto de que no se in-
novase, pues habiéndose presentado los reos en el Consejo
-se declaró haber lugar 
al recurso y que la Sala remitiese los autos originales.» A continuation examina 
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varios de los recursos en materia ciVil, y trata de aquellos en que una disposicion 
dada sobre ocurrencias de una localidad, debe entenderse extensive á toda la Mo-
narquia, y en los que, por consiguiente, -puede fundarse recurso, si para alguna 
parte no comprendida expresamente en la ley, no se ha tenido en cuenta. Por todo 
ello ven nuestros lectores que apenas quedó á Marin asunto que tratar en la delica-
da materia del recurio, orígen del moderno de casacion, tanto en lo civil como en 
lo criminal, y que dicho recurso, lo mismo que ambos, suscitó desde su principio 
análogos problemas á los que hoy estudian los autores de procedimientos, ventilan 
los Abogados y en último resultado decide el Tribunal Supremo. 
Aun noi estando conformes con todas las respuestas del Dr. Marin, no podemos 
ménos de recomendar su tratado, breve recopilacion de cuanto las leyes dispusie-` 
ron y los juriconsultos enseñaron acerca de tal materia; la misma novedad de la 
cuestion exPlica la vacilacion de los autores citados por el expositor, todo ló cual 
produce en nosotros la conviccion de que en aquel tiempo no era fácil profundizar 
más en el asunto, ni lo es en el nuestro, á pesar de los innegables adelantos del 
enjuiciamiento. oSi se meditase, dice el autor al concluir su estimable tratado, con 
la profundidad que merece la obligacion que tiene todo ciudadano á su patria y la 
más estrecha que tendrán algunos por la clase que ocupen en ella, les ocurriria 
mediatamente los profesores de Jurisprudencia ser una porcion de hombres, de 
quien3 uida particularmente el Gobierno, para que su cultivo en las ciencias pueda 
'sembrar á los demás ciudadanos en los muchos ramos que se sujetan dsufacultad; 
deseando, pues, contribuir á este fin, emprendí el trabajo de facilitar á mis compa-
triotas Su mayor quietud y menores dispendios en un ramo de juicios de los más 
oscuro s en su ccnstitucion; persuadido á su logro, si los facultativos de miyores 
conocimientos y penetracion, corrigen sns yerros y adelantan un objeto tan digno 
des u atencion. Este es el premio que me propongo y deseo, que publico en testimo-
nio de estar muy distante de atribuir perfecciones á esta obra, esperando sólo una 
crítica juiciosa para corregir sus defectos, si fuese posible.» 
Si hubiese podido el Dr. Merin penetrar en lo futuro, como en lo pasado lo hizo, 
y ver como en éste los defectos de la legislacion, los adelantos de posteriores épo-
cas, desechando algunas de sus ideas, se hubies6 confirmado en otras. En efecto, el 
recurso de injusticia notoria que para ciertos juriconsultos, más que de la prescrip-
Mon de las leyes, nacia,,de la munificencia de los Reyes, se ha extendido hasta lle-
gar á ser nuestro moderno recurso de casacion, y su doctrina, reducida á los ester-
chos límites de una obra pequeña, segun lo requiere el adelanto de la ciencia jurí-
dice, ha sido el objeto de la importantísima publicada el año anterior en Viena de 
Austria por Harrasowsky, dada á conocer por nosotros en la prensa española 'in-
tro que por ningun otro escritor. Conservando siempre dicho recurso la razon de 
ser y algunas de las restricciones que tuvo desde que se introdujo en la legislacion, 
ha vuelto á extenderse á lo criminal con 'general aplauso, y por cierto que, no pros-
perando jamás en los casos civiles que cite Merin, y sí en las causas criminales, no 
se concibe que se hubiese excluido de éstas entre nosctros, á pesar de la moderna 
codificacion hasta dias que acaban de trascurrir. Cuando las instituciones se fun-
dan en la naturaleza de las cosas y no en los caprichos de los legisladores, ni es 
fácil que desaparezcan, ni es difícil su restablecimiento, y cuando son tan fecundas 
en resultados como el recurso al que dedicamos este artículo, podrán modificarse, 
pero no proscribirse, s dado que la razon es el último incontrovertible fundament° 
de^ ley. 
ANTONIO B.A.BIN DE UNQUERA. 
• 
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1NOVIIIIENTO DEL PERSONAL DE TRIBUNALES 
 
RESOLUCIONES ADOPTADAS EN EL PERSONAL DEL MINISTERIO PÚBLICO DURANTE EL 
 
MBS DE ABRIL ÚLTIMO. 
Jaeces de primera instancia.  
En 5 de Abril de 1880. Se jubila, accediendo á sus deseos, á D. Luis Tester 
 y 
Huerta, Juez de primera instancia de ascenso cesante.  
En 6 id. Real órden declarando cesante á D. Prudencio Martin Diaz, Juez de 
 
primera instancia del distrito Norte de Matanzas, Cuba. 
 
En 12 id. Real órden nombrando Juaz de primers instancia del distrito Norte 
 
de Matanzas, Cuba, á D. José,Ramon de la Grana, Abogado. 
 
En 14 id. Se traslada, accediendo á sus deseos, al Juzgado de primera instan-
cis de Valencia de Don Juan, de entrada, á D. Celestino Arias Gago, que sirve el 
 
dé Redondela. 
En id. id. Se nombra, para el Juzgado de primera instancia de Redondela, de 
 
entrada, á D. Ramon Vidal Olivares, electo de Valencia de Don Juan. 
 
En 16 id. Real órden nombrando Juez del distrito de Guadalupe, en la Habana,  
á D. Juan Francisco Ramos y Abella, Abogado fiscal cesante.  
En 23 id. Real órden jubilando por imposibilidad física á D. José Feced y 
 
Temprado, Magistrado que ha sido de la Audiencia de Manila, Filipinas. _ 
En 28 id. Nombrando para el Juzgado  de primera instancia de Estella, de as-
censo, á D. Casildo Zavala á lgueravide, electo del de Briviesca. 
 
En id. id. Se traslada al Juzgado de primera instancia de Briviesca, de as-
censo, á D. Eugenio Sanjuanbenito y Castrillo, que sirve el de Estella. 
 
En id. id. Nombrando, con arreglo á lo dispuesto en el artículo 1.° del Real 
 
deereto de 22 de Octubre de l877, para el Juzgado de primera instancia de Jaca, de 
 
ascenso, vacante por haber sido nombrado para otro partido D. Isidro del Castillo,  
á D. Juan Amorós y Mirambel, cesante de igual clase. 
 
En id. id Se jubila á D. Joaquin José de la Ballina y Pelaez, Juez de primers 
 
instancia de Monforte.  
En id. id. Promoviendo, con arreglo á lo dispuesto en el art. 1.° del Real de-
creto de 22 de Octubre, de 1877, al Juzgado de primera instancia de Monforte, de 
 
ascenso, á D. Celestino Arias Gago, electo del de Valencia de Don Jitan. 
 
En id. id. Se nombra, accediendo á sus deseos. para el Juzgado de primera 
 
instancia de Valencia de Don Juan, de entrada, á D. Manuel Baitron Lais, electo 
 
del de Grandas de Salime. 
En id. id. Se nombra, accediendo á sus deseos, para el Juzgado de primera 
 
instancia de Grandas de Salime, de entrada, á D. Juan Díez de la Cortina, electo 
 
del de San Cristóbal d e- la Laguna. 
En id. id. Se nombra, accediendo á sus deseos, para el Juzgado de primera 
 
instancia de San Cristóbal de la Laguna, de entrada, á D. Domingo Garcés de los 
 
Fayos, electo del de Puerto'del Arrecife.  
Escribanos de actuaciones. 
 
En 3 de Abril de 1880. Con arreglo á lo dispuesto en el art. 9.° del Real decreto 
 
de 1$ de Julio de 1875. se nombran Escribanos de actuaciones habilitados:  
A D. Juan Fernandez y García Campero, del Juzgado de primera• instancia de  
Santoña. 
Y á D. Angel - Sanchez y García de l-de Lérida. 
En id. id.. Se admiten las renuncias presentadas por D. Agustin Ordovas, Don 
Matías Ilauza, D. Pablo_ Teinidor y D. Leonardo Vallejo de las Escribanías de ac-
tuacioues que desempeñan en los Juzgados de primera instancia de Belchite, 
 Al-
mería, Granollers y Almodóvar del Campo respectivamente. 
 
En 5 id. Conforme á lo establecido en el art. 6.° del Real decreto de 15 de Ju-
lio de 1875, se nombra Escribano de actuaciones habilitado del Juzgado \de primera 
instancia de Albarracin á D. Fulgencio Hernandez Anton, como comprendido en el 
 tíltimo apartado del art. 4.° del mencionado Real decreto.  
En 10 id. Con arreglo á lo prescrito en el art. 6.° del Real decreto de 12 de du- 
.. ^^
---•a.a-w^--_ .^ -a ^.  ^:-Y7^ °=^y. 	 - - 	 _ 
^ ---- - 
PRECIOS DE SUSCRICION. 
Madrid, trimestre. 	  15 reales. 
Provincias, trimestre. 	  
Idem semestre.   	 16 
• 
• 
Idem un año 	  
Ultramar y ( Semestre. 	  
 	 60 	 • 
80 ce ore. 
extranjero., 	 Año. 	  160 
Se harán bibliografías de obras jurídicas, 
siempre que se remitan á esta Redaccion dos 
ejemplares: uno para el bibliógrafo y otro para 
la Redaceion. 
De las que remitan solo un ejemplar, se in-
sertará el anuncio. 
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lio de 1875, y por unir las condiciones prescritas en el art. 4.° del mismo, se nom-
bra Escribano de actuaciones habilitado del Juzgado de primers instancia de Al-
mansa á D. Francisco Moreno Delgado. 
En- 16 id. Conforme á las mismas disposiciones, se nombra Escribano de ac-
tuaciones habilitado del Juzgado de primera instancia de Pozoblanco á D. Mariano 
de Castro y Cruzado. 
Promotores fiscales. 
En 19 de Abril. Nombrando, á en instancia, para la Promotoría fiscal, de tér-
mino, del distrito de la Catedral de Múrcia,,vacante por traslacion de D. Pablo Pe-
droso y Corral, que la servia, á D. Antonio Ordoñez y Rodriguez, electo de la de 
Teruel. 
En id. id. Trasladando á la anterior je Teruel á D. Cayetano Pasalodos de la 
Vega, que sirve la de Búrgos. 
En id. id. Trasladando, á su instancia, á la de Búrgos, á D. Pablo Pedroso y 




Pozoblanco.—D. Rafael A. P., recibida_su carta, sellos y libranza; solvente hasta 
fin del corriente año. 
Valencia.—D. José Maestre, recibida libranza; solvente hasta el 15 del próximo 
mes de Julio. 
Caravaca.—D. Eugenio  R. y H., solvente hasta fin de Diciembre venidero. 
Albacete.—D. Antonio C. M. y M., solvente hasta Noviembre venidero. 
Lora del Rio.—D. Fernando M., recibida libranza; solvente hasta fin de Diciem-
bre, y remitido el tomo I suyo importe adeuda. 
Allariz.—D. Mariano G., solvente hasta fin de año, y satisfizo el importe del 
tomo I. 
ADVERTENCIAS 
Suplicamos encarecidamente a aquellos de nuestros suscritores que se ha-
llen en descubierto con esta Administration, se sirvan remitir a la misma el 
importe de su suscricion antes del 12 del próximo mes de Junio. 
A cargo de los que para ese dia no lo hubiesen verificado, se girará, con 
el 15 por 100 de recargo por comision de cobranza y giro. 
Habiendo tenido que dar mayor amplitud a nuestras oficinas por el favor 
que el público nos dispensa, se han trasladado aquéllas a la calle Ancha de 
San Bernardo, núm. 66, piso 2.°, de la izquierda, a donde se serviran nues-
tros suscritores dirigir la correspondencia. 
Madrid, 1880.- Imprenta de Ramon Angulo, Amaniel, 20, pral. 
`) 
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SECCION DOCTRINAL 
 
EXAMEN DEL DERECHO DE GRACIA 
Distincion fundamental entre los indultos espec'ales y los indultos generales. 
(Continuacion.) 
Nada importa que nombres como los de Barbeyrac, Filangieri, Brisot y 
 
otros no ménos ilustres lo combatan; que el Marqués 
 de Serrana y.un dis 
tinguido profesar, de nuestra Universidad (1) lo reputen como les reproba-
cj:on del Derecho; que Crawford y Russel, des apiadados, lo nieguen, «áun Para  
los criminales ya arrepentidos, » y que al géuio descontentadizo de Benthan 
 
tampoco le agrade el indulto, objetando «que las leyes son buenas y han de 
 
ejecutarse ó son malas y entónces deben ser corregidas.» Rousseau vacila y 
 
deja la cuestion indecisa; Emilio Cheldieu afirma «que no es recto llevar á  
los hechos de'la misma naturaleza, dada su variedad infinita, el mismo peso 
 
(1) I11mo. Sr. D. Luis Silvela. 
 
1 	 •, 
_- ^---^^ 
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y medida;» Livingston lo admite apara los condenados cuya reforma sea sin-
cera y completa; » Dalloz replica «que la pena puede ser necesaria y produ-
cir perjuicio en su imposition;» Montesquieu, Constant, Helie Lardizabal, 
Escriche y Pacheco lo defienden con teson y gran erudicion de doctrina. 
Para nosotros, neutralizándose el pr e.  y el contra por virtud de la oposicion 
entre unas y otras autoridades científicas, el indulto particular se justifica por 
sí mismo supuesto que es una instirnicion jurídica, en cuanto altera en sentido 
inverso que lo hace la pena forense las relaciones civiles del sentenciado; que 
tiene por objeto mantener la puntual proporeion entre el delito y la pena, porque 
ésta puede ser imperfecta ó inmerecida, es fin consiste en procurar què el Es-
tado no quebrante el Derecho, penando con injusticia, supuesto que al Poder no 
le es lícito subyugar al reo, cual el señor al esclavo, dejando caer sobre él el 
látigo de la pena, caiga donde cayere, y su fundamentó estriba en la necesidad 
de modificar, segun el hecho lo exija, la clase, duracion, forma y accidentes 
de la pena genérica en la imposibilidad de publicar leyes casuísticas. 
Que no es cierto, como"pretenderse suele, que la personalidad del culpa-
ble quede suficientemente resguardada con la consignacion de circunstancias 
atenuantes y eximentes, beneficio de los recursos de revision y casacion, ve-
redicto de un Jurado, discretos procedimientos judiciales, hábiles ;Magistrados 
y 
una perfecta organizacion de los Tribunales. Mucho se habrá conseguido 
eon todo ello para no agraviar tanto los fueros de la ciencia jurídico-penal; 
pero esto no quita á que esos recursos solo sirvan, ya para deshacer errores 
judiciales, ya para declarar infringidas las leyes ó doctrinas segun se encuen-
tren establecidas, desentendiéndese de hechos anteriores, posteriores ó con-
comitantes; que la prerogativa de que se trata sea un recurso extraordinario 
independiente de la infraccion y del error, y que no pueda sustituirse en sus 
altos y extensos fines con la honrada respuesta de un Jurado cuyas capaci-
dades á menudo pueden negar la Ley sin querer negarla, porque su llano en-
tender les priva de penetrar de improviso en la formularia leccion oral que 
por ministerio de la Ley ha de exponerles su presidente. Y por lo que respecta 
á las referidas circunstancias, cuanto más comprensivas sean, y mejor rela-
cionadas estén con las regles para la aplicacion de las penas, tant yo más ali-
viarán la gracia, pero no la extinguirán porque su mayor ó menor ejercicio 
no varía su naturaleza ni recusa su necesidad, y, por otra parte, es ilusorio 
creer que su enumeracion sea una obra perfecta y la misma en todas las le-
gislaciones, ni que en nuestro Código reformado, .é pesar de estar al alcance 
de la civilizacion moderna, se 1,11e la ductilidad conveniente para proveer 
cuantas causas negativas y rno,liAcativas de la responsabilidad criminal apa-
rezcan. 
2 í mismo, tampoco es exacto que la facultad de indultar no encuentre 
poder donde guarecerse, é impropia, así del legislative como del ejecutivo y 
judicial, engendre confusion  en loo mismos, cual en el calor de su inspira - 
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cion afirmaron distinguidos oradores de nuestras Cortes Constituyentes del 
año 1873; pues como otros señores diputados apreciaron y la razon lo dicta, 
tal facultad reside en la Soberanía 6 poder todo del Estado sobre toda funcioit 
particular del mismo, ejercitándose en las Repúblicas por su Presidente, me-
diante delegacion del poder legislativo, ó por el Rey, quien en las Monar-
quías es órgano esencial de la  Ley y en el resultado de su gobierno un Poder 
moderador, síntesis á donde convergen todos los demás poderes públicos en 
sus relaciones de mútua -armonía. 
Pero esta atribucion constitucional, no sólo es útil en cuando por ella se 
levanta la fuerza que contra un procesado pudiera hacer una sentencia legal 
antes de ser cumplida, sí que tambien es una, de las dotes más preciadas que 
demanda toda pena para ser buena, y pudiéramos aventurar que es el medio 
más eficaz, entre otros, de garantir los derechos individuales de la libertad y 
la vida. 
Pues si en los pasados tiempos la pena consistia en un mal que afectaba 
la forma de cualquier puro padecer físico y hasta los séres del reino animal 
tomaban participacion en la fiesta penal, pudiendo considerarse á los delin-
cuentes de entonces «cual un vil rebaño abandonado y maltratado por su 
caprichoso pastor,» segun feliz expresion del Sr. Silvela, hoy esos medios, 
como igualmente todos los que no tiendan á espiritualizar la pena y regene-
rar la pervertida moral del culpable, en cuanto fuere hacedero, están pros-
critos, pues que repugnan á la naturaleza humana y las ciencias morales y 
politicas, las jurídico-penales y Aun las mismas naturales, todas en alas del 
progreso conspiran á adjudicar á la escuela correccional los dominios del 
 Derecho penal con preferencia á todo sistema exclusivista y antiguo. 
En esta escuela no se esquiva ni la ejemplaridad, ni la advertencia, ni la 
intimidacion, ni la utilidad del castigo: Antes bien, el Estado tiene el deber 
de velar por la integridad del Derecho y repararlo con rectitud y firmeza; 
pero no se castiga por la mera expiacion, ni por una ejemplaridad grotesca, 
ni por la venganza privada, ni antigua vindicta pública, sino que al paso 
que se defienden y restañan los intereses sociales, el respeto al Estado y el 
daño sufrido á la víctima, el:ran no es mirado cual cosa susceptible de un 
brutal dominio, y considerándole como persona que racional y libremente 
ejecue`; el crimen se pretende que él mismo restablezca el Derecho tambien 
por actos nacidos de su libre y conscia voluntad, mediante un tratamiento 
conveniente, saludable y jurídico qué; educando so sentido moral, le lleve 
á la presencia del bien con todos sus atractivos, de suerte que logre volver á 
an hogar amando ese bien cómo á su propio destino y bendiciendo al Estado 
par la imposicion de la pena tutelar qúe le reintegró en el lleno de las virtu-
des que perdió con el delito. 
La pena, pues, para cumplir tan levantados fines, y coadyuvar por si 
ese orden moral, natural y divino sin el cual seria imposible la realizacion 
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de nuestro destino providencial, ha de ser una 
	
del Derecho mismo; 
participar de sus notas y caracteres, ser buena en sí misma y conforme al 
sér que la impone como para el que la recibe; entre otras cualidades habrá de 
ser correccional y remisible; terminará tan luego como haya llenado su objeta 
y á ser lógico con cuanto llevamos expuesto, es óbvio que la prerogativa que 
nos ocupa resistirá á despecho de sus adversarios todas las impugnaciones y 
censuras que se le dirigen, porque ella será á la pena lo que la pena al delito. 
Y no se nos repare, que si de esta suerte se entiende la institucion contro-
vertida, dejará de llamarse indulto y  con el nombre desaparecerá tambien su 
fisonomía; pues siendo su esencia lo que determina su valor jurídico, poco in-
teresa subsista ó no el título que acm puede representarla sin hacer traicion 
á su etimología; lo que sí importa, y  eso se ha salvado de la injuria de los 
siglos, es su naturaleza y miras, no de misericordia, divo de justicia. 
Las por cuanto se refiere el derecho de gracia á los indultos generales, si 
exceptuamos los concedidos por delitos po liticos v colectivos que revisten 
cierto carácter de especiales, otro es nuestro criterio. Hijos de la mera volun-
tad soberana, asisten al nacimiento de un príncipe, se aprovechan del ajuste 
de una paz, agradecen el obsequio de algun consorcio regio, y exhaustos de 
todo merecimiento, se cobijan bajo el manto del sentimentalismo y son 
modo de un caso fortuito que destruye la relacion que debe existir siempre 
entre el delito, el delincuente y la pena, sin que nadie pueda asegurar sus 
consecuencias. 
EMILIO GARCÍA PEÑUELek. 
(Se concluirá.) 
SECCION DE CONSULTAS 
PRIMERA 
Don N. N., reconocido por fama pública como usurero manifiesto, forma-
lizó su testamento en el ago de 1850 nombrando é instituyendo á su depen-
diente S. S. su heredero universal; habiendo fallecido en el año pasado de 
1868 bajo aquella disposition, los parientes del difunto piden se les declare 
herederos abintestato del N. N., toda vez que el dicho N. N. estaba en 1850 
privado de testar, segun las Leyes 9. 8 , tít. XIII, Part. I, Ley 4.', tít. VI, 
Part. VII, y per lo tanto, su testamento era nulo. Se pregunta : ¿Se estima 
hoy arreglada á derecho la peticion de los parientes del N. N.? El consultan-
te opina que es precedente, porque es una regla de Derecho «que lo nulo en 
sí no puede convalidarse por el tramaras del tiempo. o—Ú n suscritor. 
CONTESTACION. 
Era tanta la severidad con que las leyes civiles y canónicas castigaban la 
usura, que por la Ley II , tít. XXII, lib. 12 de la Nov. Rec., cualquier cristiano 
cristiana de cualquier estado ó condicion que fuere, que diere á usura, pier 
de todo lo que diere ó prestare y que sea de aquel que recibiere el empréstito, 
y pierde otro tanto come fuere la cuantía que diere á logro, la tercera parte 
para el acusador y las otras dos para la Cámara del Rey, cuyas penas se au-
mentaban en casos de reincidencia; y por la Ley 4.. de dicho título declaraban 
inhábiles é infames perpétuamente, y estaban privados de sepultura eclesiás-
tica. (Cap. Quaniqua:n usurarri, II, de usuris in VI.) 
Habiendo sido degogadas dichas Leyes (que puede decirse venian en des-
uso) por la hecha en Córtes en 1856, no cabe la menor duda que en la ac-
tualidad no hay tasa de intereses, ni puede decirse que existe usura en el 
sentido que marcaban aquellas Leyes, aunque el prestamista exija y cobre un 
5 ó 10 por 100 al mes, que es lo corriente en la mayor parte de los présta-
mos sin hipotecas; y como quiera que en las Leyes no puede ni debe existir lo 
que se llama efecto retroactivo, sino en lo que favorezca á la contratacion, 
habiendo fallecido D. N. N. despues de publicada dicha Ley de 1856, creemos 
válido el testamento y que los parientes no tienen derecho para pedir los 
bienes como si el D. N. N. hubiera fallecido abintestato.—Ls REnaccloN. 
SEGUNDA. 
Don N. N. otorgó y formalizó su testamento instituyendo por su heredero 
universal á su hijo legítimo S. N., que estaba fátuo y demente, y por lo tan-
to incapaz de test r, y además instituyó á una tercera persona si dicho su 
hijo fallecia en estado de incapacidad; el S. N. recobró su juicio por espacio 
de algunos años; pero desgraciadamente volvió á recaer en la anterior locura, 
y se pregunta: ¿vale la sustitucion hecha por el padre? El consultante en-
tiende que quedó anulada la sustitucion.—Un suscritor. 
CONTESTACION. 
Desde luego se comprende que la sustitucion de que habla la consulta 
 es 
 la  ejemplar, llamada así, porque se hace á imitacion y ejemplo de la pupilar, 
y se diferencia esencialmente de las otras cuatro clases de sustituciones que 
distingue el Derecho, con los nombres de vulgar, compendiosa, breviloqua, 
fideicomisaria, etc. 
Desde luego suponemos que dicha tercera persona designada por el tes-
tador seria un extraño, y que por el Notario se tendrian en cuenta las dispo-
siciones contenidas en la Ley 11, tít. V, Part. VI; es decir, quo el heredero 
fátuo no tendria hijos, nietos, ni hermanos enteros ó medios, pies que en la 
sustitucion debe observarse precisamente este orden, y sólo en defecto de to-
dos estos descendientes ó colaterales es cuando pueda nombrarse al extraño, 
por lo que la consulta deberia haberse hecho con más claridad para evitar 
toda clase de suposiciones.. 
Concretándonos al caso de la consulta, opinamos con Febrero y otros oo- 
mentaristas de nuestro Derecho, que la sustitucion ejemplar no se anula ni 
se desata aunque_el loco, fátuo ó desmemoriado recobre su juicio temporal-
mente y  vuelve luego á su locura, así como queda nula de hacho y de derecho 
si-le nace un hijo ó el mismo testador ^evoca la sustitucion. 
Por esta razon, pues, entendemos que, atendiendo al espíritu de la Ley 
antes citada, la sustitucion hecha en favor de la tercera persona queda firma 
y subsistente, y ésta puede reclamar la herencia en virtud del título que i. 
presta el referido testamento.--LA REDACCION. 
t. 
II. 
Revista de la prensa profesional.—Eaâ.men de consultas 
«Aranceles notariales reformados.—Conflictos producidos por la regla l.. de las yene-
rales.—Anulacion del aúna. 16 de los mismos Aranceles.—Se me han presentado para 
protocolizar, y luego extraer copia bajo un sólo documento, unas particiones que 
ocupan 218 fólios. Exceptuando las cuatro 6 seis primeras hojas de la copia, que ex- 
pida, todas las demás tendrán que llevar encasillado o columna á la derecha, para 
consignar en guarismo, deapues de hacerlo en letra, porque así está en el original, 
los valores de las fincas y demás 'objetos. Bajo ningun concepto me será posible 
hacer que en cada renglon de la copia quepan las veinte sílabras de que trata la 
de las disposiciones generales de nuestro Arancel actual, puesto que el encasillado 
de los guarismos ocupará, por lo ménos, 30 milímetros de la derecha de cada pla-
na.»—(El consultante sigue manifestando que no le será l,osible cobrar por ho-
jas, etc.) 
Opinion de la Redaccion.—Puede resumirse en lo siguiente: eiQué es lo más le-
gal? i,Qué es lo más prudente? Lo más legal es cumplir la ley - de 1810 armonizán-
dola en le posible con el decreto de 11 de Marzo, porque dicha ley está vipente.'o Y 
termina: «Tranquilícese, pues, el consultante; escríbase la copia como corresponde, 
con claridad y prudentemente, y cobre so cuenta sin meterse á contar sílabras, que 
harto tenemos que hacer para cumplir rectamente con nuestros deberes.l 
(Gaceta del Notariado.) 
Nuestros lectores, conocen ya los Aranceles notariales á que la anterior 
consulta se refiere, por haberse publicado en esta Revista (pág. 198, t. II); 
y saben, por consiguiente, que segun el artículo 1.° del Real decreto de 11 de 
Marzo de este año, la reforma estaba autorizada por especial disposicicn de 
la Ley de 11 de Junio de 1870. No comprendemos, pues, cómo nuestro esti-
mado colega se atreve á sostener que los Aranceles antiguos aún están en vi-
gor, agregando que no hay que contar las sílabas porque bastante tienen 
que hacer los que cumplen con sus deberes. Nosotros entendemos que el pri-
mer deber es el de obedecer las disposiciones superiores en tanto que no se 
:deroguen; y á la verdad, el Real decreto en cuestion no puede ménos de te-
ner fuerza obligatoria. Los Aranceles nota riales podrán tener defectos; "pero 
acaso ¿eran perfec tos los anteriores? Finalmente, si las dificultades que se 
ofrecen (sobre todo cuando son fácilmente vencibles) fueran causa de que se 
hiciera caso omiso de las disposiciones superiores, confesamos ingénuamente 
que no comprendemos cómo hubris de sostenerse el órden social. 
oiDeben los Jueces municipales celebrarjuicios verbales civiles en las cárceles. 
cuando se hallan detenidas ó presas las partes, ó deberán éstas nombrar o pedir se 
les nombre de oficio apoderado que las represente en el juicio que se haya de cele-
brar en el local donde el Juzgado tenga su Audiencia?» 
oCouteslacion.—\o vemos nosotros en el caso de la consulta necesidad de que el 
Juez municipal se constituya en la cárcel para celebrar un juicio, ni seria legal, por-
que no es aquélla sitio á propósito para Sala de Juzgado, ni creemos debe llovarse 
el rigor de la detention ó prision hasta el ponte de que nombre la parte que se ha-
lls en dicha circunstancia un apoderado que le represente en juicio por no poder 
asistir el interesado pues es fácil y ningun inconveniente se opone á ells, el que 
por los momentos precisos y con las precauciones necesarias salga el preso de la 
cárcel, asista al juicio y vuelva despees á la prision, como sucede si asiste á lea 
vistas en su propia causa.» 
(Revista de Procuradores.) 
No vemos inconveniente en que el detenido ó preso nombre un apoderado; 
pero sí le hallamos, y grave, en que se le permitiera salir de la cárcel para 
comparecer ante el Juzgado municipal. En primer término, nuestro aprecia-
Me colega no ha distinguido al contestar á la anterior consulta ; las diversas 
,.,. . .Vat.. . 
j 
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causas por las cuales puede sufrirse prision provisional.  Si el procesado lo 
fuese por delito á que estuviere señalada pena superior á la de presidio ma-
yor, caso en que corresponde la prision sin admitirse fianza, no ea factible 
que el reo pueda concurrir personalmente á la presencia judicial, á no trasla-
darse el Juzgado á la cárcel. Si el delito que se persiguiere tuviere pena in-
terior á la indicada, y sin embargo el Juez 'pare del derecho que le concede 
el art. 655, pár. Z.' de la Compilacion vigente en materia criminal, el Juez 
municipal necesitaria remitir suplicatorio para conseguir que el reo fuese 
trasladado al local del juicio. 
Nada decimos si la causa se hubiese remitido en consulta á la Superiori-
dad; porque siendo una regla de Enjuiciamiento criminal que el reo se halla 
á disposicion del Tribunal que entendiere de la causa, es evidente que el Juez 
de primera instancia no podria decretar la excarcelacion, áuu cnando hubie-
se de durar muy poco tiempo. El alcaide de la cárcel tampoco debería obe-
decer la órden que le diese el Juez municipal con este objeto, sin ponerlo en 
conocimiento y esperar la resolucion de aquel á cuya disposicion se hallase 
el detenido ó preso. Y no hay que decir existe paridad de casos entre el juicio 
verbal y la vista en causas criminales, pues el derecho de asistir éstas está 
concedido especialmente por el art. 850 de la expresada Compilacion, en tan-
to que no se dice cosa alguna de la asistencia del preso á los juicios verbales. 
Examinemos ahora si el Juez municipal podrá trasladarse á la cárcel, 
acompañado del secretario, para la celebracion riel juicio. Nuestro estimado 
colega opina que esto no es legal, y estamos conformes con su ilustrado pa-
recer. Léase el titulo, XXIV de la Ley de Enjuiciamiento civil, y se obser-
vará que siempre se habla en el sentido de que el juicio se celebre en el local 
propio del Juzgado. La citacion debe hacerse en la forma que marca dicha 
Ley, y si el citado no quiere ser declarado rebelde, medio tiene de hacer que 
se aplace el dia de la comparecencia, segun el art. 1.171, á de nombrar un 
apoderado que le represente. 
SECCION LEGISLATIVA 
,; 
Correcciones á, la compilacion general de las disposiciones vigentes sobre el 
Enjuiciamiento criminal. 
MINISTERIO DE GRAÇiu Y JUSTICIA.—Eeposicioe. —Señor: Por Real decreto de 16 
de Octubre de 1879 se publicó y puso en vigor la Compilacion general de las dispo-
siciones vigentes sobre el Enjuiciamiento criminal. formada en virtud de la auto-
- rizacion concedida por la ley de 30 de Diciembre de 1878. 
Obra fué aquella llevada á cabo, segun lo prevenido en dicha ley, précis con-
sulta á la Comision de Codificacion, y reducida por los t`rm:nos expresos de la 
autorizacion á refundir articulada y metódicamente las disposiciones que rigen en 
la actualidad y se relacionan con el procedimiento criminal. No es de extrañar. por 
tanto, que á pesar del - exquisito csidado y detenido estudio con que la Comision Co-
dificadora procedió, limitada como lo estaba su tarea á coleccionar ordenadamente 
disposiciones, tan varias como prolijas, derogadas algunas, aunque no expresa-
mente por otras, se hayan notado en la Compilacion, defectos, bien excusables por 
cierto, pero que la práctica, en el corto tiempo que aquella lleva de observancia, 
ha puesto de relieve. 
V áun cuando el recto criterio y la ilustracion de los Tribunales han sabido en 
su aplicacion salvarlos, indudable es, qùe no podian pasar sin la correccion nece-
saris, mayormente desde que no solo los mismos Tribunales llamaron sobre ellos 
la atencion del Gobierno de V. M., sine que hasta han sido objeto de la considera- 
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cion de las Córtes. fijada en este punto por las reiteradas excitaciones de celoso  
Representantes del país. 
 
Desde este moment°, pues, era indispensable ponerlos pronto y eficaz remedio,  
y así solemnemente lo ofreció en uno de los Cuerpos Colegisladores el Ministro que  
suscribe, que si bien no ha- eludido ni eluda las responsabilidades, que lleva con-
sigo la iniciativa en las reformas legislativas, que juzga necesarias para el mejor  
cumplimiento de sus deberes, siempre animado del firme propósito de correspon-
der, en cuanto sus escasos medios personales le permiten, á la confianza que le  
dispensa V. M., creyó no obstante, que en este importante asunta no debia por si  
sólo ejercitarla. puesto que se trataba de una Compilacion, obra de la Comision de  
Códigos y del Ministro que le precedió, yen cuya publicácion, efectuada por su digno  
antecesor, no ha podido por tanto caberle participacion alguna. 
 
Entendió, pues, que lo procedente, en vista de los defectos notados en la Com-
pilación, era buscar ee remedio con el concurso de la misma docta Corporacion que  
la formó, y de la cual es miembro el antecesor suyo, que refrendó el Real decreto  
de 16 de Octubre de 18 9.  
Con la venia, pues, de V. M., y usando de la facultad que en esto atribuye al  
Ministro de Gracia y  Justicia el Real decreto de 2 de Febrero del che actual, .con-
vocó, bajo su Presidencia, á ta Comision general con el fin de discutir, sf conven-
dría corregir inmediatamente dicha Compilation, d prévios los debidos trámites  
constitucionales decretar su suspension, hasta tanto que se publicase la ley de En-
juiciamiento criminal, cuyas bases están sometidas actualmente al conocimiento y  
aprohacion de las Córtes. 
 
Eran estos_ los dos únicos medios qué á la consideracion del ieeleeecrito se ofre-
ciee para obviar todo inconveniente; y la Comision de Codificacion, despues de  
maduro eximen, optó únanime por el primero, modo ó sistema que ya tiene entre  
nosotros precedentes no lejanos é importantes, puesto que con arreglo á él se sub-
sanaron los errares padecidos en la publicacion de una ley sustantiva y trascen-
dental. 
El que suscribe se conformó desde luego con el parecer unánime de la Comision,  
cuyos dignos individuos, con el celo `fié ileelceoien que tan acreditados tienen, han  
dado en un breve plazo concluida una tarea, por lo detallada y minuciosa, en es-
treno dificil. 
El Ministro que suscribe ha examinado detenidamente el trabajo de la Comi-
sion, y juzga con él subsanados cuantos defectos se ha il notado haste el día, y otros 
 
que, sin haber sido objeto de crítica ni de controversia, se repararon al procederse 
por ella á la detenida revision de la Cómpilacien. 
Este trabaja de la Comision, convenientemente articulado por la misma y sin 
 
variation algunp, es el que, en el adjunto proyecto de decreto, tiene el que suscribe 
 
el honor de cometer á la aprobacion de V. M. _  
Madrid 6 de Mayo de 1880.—SEboc: A L. R. P. de V. M.—Setum•nin° Alvarez 
Bugallal. 
REAL DECRETO. 
En vista de las razones expuestas por el Ministro de Gracia y Justicia, y de  
acuerdo con mi Consejo de Ministros,  
Vengo en decretar lo siguiente: 
 
Artículo 1.° Por el Ministerio de Gracia y Justicia se procederá á hacer una  
edicinn de la Compilation general de las disposiciones vigentes sobré el Enjuicia-
miento criminal, formada en virtud de la autorizacion concedida á mi Gobierno por 
la ley de 30 de Diciembre de 1878, y aprobada pee mi Real decreta de 16 de Octubre 
último, con las siguientes correcciones. 
En el art. 1.°, donde dice: «La justicia criminal:» dirá: «La justicia en lo cri-
minal.» 
Al final del art. 8.° se añadirá: «en todo lo que no sea de mere trartaiteeion.» 
En el núm. 8.° del art. 13, que principia: «Conocer en única,» dirá: «Dirimir 
en única.» 
El núm. .° del art. 16, que dice: «De los recursos de revision,» pasa á former 
parte del art." 15, ocupando en el mismo el núm. 4:°, y quedando suprimido en el 16. 
 Se suprime la nota del art. 42. 
En el párrafo tercero del art. 45, donde dice: «al Juez ó Tribunal español,» dirá: 
et «Tribunal español.» 
^..,..^ ^ 
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En el art. 128, se añadirá á continuacion de la causa 7.° la siguiente: e8.a Tener 
pleito pendiente con el recusante,» pasando las demás causas á ser 9.. 10 y 11. 
En el párrafo cuarto del art. 196, donde dice: «á un litigante ó reo,» dirá: «á 
an reo.» 
En el párrafo segundo del art. 201, donde dice: «tres votos conformes,» dirá: 
«tees Magistrados.» 
En el art. 216, donde dice: «que expidieres los Tribunales, dirá: «que expidie-
ren las Audiencias,» suprimiendo las palabras «á la Audiencia s.» 
En el art. 218, qde comienza: «En cada Juzgado d Tribunal donde hubiere sólo 
una Sala, 7 en cada Sala de Audiencia ó del Tribunal Suprema» comenzará: «En 
cada Sala de lo criminal de las Audiencias ó del Tribunal Suprea:o.» 
Se entenderán suprimidos los arts. 223, 224, 225, 226, 227 y 2 28 . 
En el art. 280, donde dice: «por el Secretario, alguacil ó,» dirá: «por un algua-
cil ó.» 
En el art.. 282, donde dice: ey el actuario Secretario,» dirá: «y el Oficial de 
Sala q.» 
Se suprime el art. 306. 
Se suprime el párrafo segundo del art. 339, que principia: «Se exceptúa el re-
curso.» 
El párrafo tercero del art. 340, que principia «Se exceptúa el de apelacion,» 
queda suprimido. 
Enxl párrafo cuarto del mismo se suprimen las palabras «Juez 6,» y donde dice: 
«el mismo ante quien,» dirá: «la misma Audiencia ante quien.» 
En el art. 357 se suprimen las palabras «de los Jueces de primera iestaoeia.» 
•
En el art. 358 se suprimen las palabras «de los Jueces de primera instancia y.» 
El párrafo primero del art. 388, que comienza: «Las salas segunda y tercera del 
Tribunal Supremo,» comenzar ^ : «La Sala tercera.» 
En el párrafo segundo del mismo, donde dice: «comprendidas en el núm. 3.° del 
artículo 13. y el 17 y 18 de esta Oempilacion , » dirá: «comprendidas en los números 
tercero, 4., 5.° y 6.. del art. 13, el 17 y 19 de esta Compilacion.» 
En el art. 391, donde dice: sal Juez del lugar en que se hubiese formado el su-
mario,» dirá: «al Juez de primera instancia que hubiese conocido del sumario.» 
En el art. 394, que cómienza: «Los Jures y Tribunales,» comenzará: «Los Tri-
bunales;» y al final se suprimirán las palabras «Juzgado ó.» 
En el art 395 se suprimirán les palabras «Juzgados y,» «Juez 6.» 
En el art. 416. párrafo primero ;  se hard la sustitucion de las citadas como en el, 
párrafo segundo del art. 388. - 
La misma sustitucion de citas se hará en los párrafos primeros de los artículos  
431y460. 
,El art. 508 se sustituirá con el siguiente: «Lqs operaciones de análisis quí-
mico que exija la sustanciacion de los procesos criminales se practicarán par Doc-
teres en Medicina. en Farmacia, en ciencias físico-químicas d per Ingenieros indus-
triales que lo sean en especialidad química. Los Jueces de primera instancia desig-
narán, entre los comprendidos eu el  piccolo  anterior, los peritos que han de hacer 
el análisis de las sustancias que en cada caso exija la r •cte adecinistracion de jus-
ticia. Cuando en el partido judicial donde se sustancie el procesó no haya Doctores 
•
de ninguna de las Faculiades notnoradas en el párrafo primero, ni Ingenieros in-- 
dustriales que lo sean en le especialidad química, ó estuvieran imposibilitados legal 
ó físicamente de practicar el análisis los que en él residieren el Juez lo pondrá en 
conocimiento del Presidente de la Audiencia, y éste nom"iará el perico d peritos que 
hayan de practicar este servicio entre los Doctores d Ingenieros que designa el par-
rafn primero domiciliados en el distrito. El Presidente de la Au lienciao comunicará 
el nombramiento de peritos al Juzgado para que se pongan á disposicion de los 
mismos. con las debidas precauciones y formalidades, las sustancias que hayan de 
ser analizadas.» 
A continuacion del párrafo único del art. 572 se añadirá lo siguiente: 
«Serán invitados á prestar su declaration por escrito las personas comprendidas 
en el núm. 7.°. remitiéndose al elect ()  al Ministerio de Gracia y Justicia, con atenta 
comunicacion para el de Estado, un interrogatorio que comprenda todos los extre-
mos á que deb»c contestar, á fin de que puedan hacerlo por la vía diplomática.» 
Al final del art 577 se añadirán los párrafos siguientes: 
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parecencia de los empleados de vigilancia pública que tengan su residencia en pun-
to diferente del en que radique el Juzgado.» 
«Esto mismo se observará respecto de cualquiera agente de las Compañías de 
ferro-carriles, encargados de la vigilancia de las vías, respecto de los cuales, cuando 
se les cite directamente, deberán los Jueces ponerlo al mismo tiempo en conocimien-
to de sus Jefes.» 
«Tambien están comprendidos en las disposiciones de los dos párrafos anterio-
res los Jefes de estacion, maquinistas, fogoneros, conductores, telegrafistas, facto-
res, r1ecáudadores y demás dependientes que desempeñen funciones análogas, á los 
cuales se les citará siempre por conducto de los Directores de las respectivas Com-
pañíás.» 
Al final del art. 604 se añadirá: sen la forma que expresa el art. 840.» 
En el párrafo primero del art. 633 se suprimirán las palabras: sea su Secretario 
ó Escribano ó.» 
Se entenderá suprimido el art. 664. 
Al comienzo del art. 665 se añadirá: wMientras que la causa se hallare en estado 
de sumarios solamente podrá decretar la prision provisional el Juez de primera ins-
tancia ó el qne formase las primeras diligencias.» 
uTermivado el sumario, la prision como la libertad provisional, serán decre-
tadas solamente por el Juez ó Tribunal competente.» (Lo demás como esti.) 
En el art. 684, donde dice: «será reducido á prision,» dirá: sae será reducido á 
. prision.» 
Se entenderá suprimido él art. '720. 
Se entenderá suprimido el art. 814. 
En el art. 830, donde dice: «y en todo caso se consultará con la misma,» dirá: 
*con la que se consultará siempre que declare haber lugar al artículo.» 
En el párrafo segundo del núm. 2.° del art. 834 se añadirá al final: «de la ma-
nera prevenida en el art. 801.» 
El art. 838 se sustituirá con el siguiente: 
«Así los términos de 80 y 120 dial como el ultramarino, señalados por las leyes 
para las probanzas, no son sino el máximun de los que pueden conceder los Jueces. 
Pueden éstos y deben, con arreglo á las mismas lepes, reducirlos tanto como pru-
dentemente les parezca, segun la calidad de las causas y de las pruebas que se pro-
pongan, y segun las personas que hayan de ser examinadas y la distancia de los 
lugares, negando las prórogas que maliciosamente ó sin verdadera negacion pidan 
las partes.» 
En el párrafo primero del art. 843 se añadirán, despues de la palabra «perito»,» 
las siguientes: «expresadas en las listas.» 
Se entenderá suprimido el art. 815. 
Se entenderá igualmente suprimido el art. 849. 
El art. 852 se entenderá redactado en la forma siguiente: «Las sentencias se dic-
tarán con sujecion á las reglas siguientes: 
Primera. Se principiará expresando el lugar y la fecha en que se dictare el fallo, 
tos hechos que hubieren dado lugar á la formacion de la caos», los nombres y ape-
llidos de le» actores particulares, si los hubiere, y de los procesados, consignando 
sus sobrenombres ó apodos con que sean conocidos, estado, naturaleza, domicilio, 
oficio ó profesion de los mismos, y en su defecto todas las demás circunstancias con 
que hubiesen figurado en la causa, y el nombre y apellido del Juez o Magistrado 
ponente. 
 
Segunda. Se consignarán en Resultandos numerados todos los hechos qne se es-
timaren probados y estuviesen enlazados con_ todas las cuestiones que hayan de re-
solverse en el fallo. 
Tercera. Se expresarán las conclusiones definitivas de la acusacion y de la de-
fensa. 
Cuarta. Se consignarán en párrafos, tambien numerados, que empezarán con la 
palabra Considerando: 
I.° Los fundamentos de la calificacion legal de los hechos que se hubieren esti-
mado probados. 
2. ° Los fundamentos de la calificacion legal de la participacion que én los ref, 
ridos hechos hubiese tenido cada uno de los procesados. 
3.° Los fundamentos de la calificacion legal de las circustancias atenuantes, 
agravantes ó eximentes de responsabilidad criminal en caso de haber cohcurrido. 
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4.° Los fundamentos de la calificacion legal de los hechos que se hubiesen esti-
mado probados con relacion á la responsabilidad civil en que hubiesen incurrido 
los procesados a las personas sujetas á ella, á quienes se hubiere nido en la causa, 
y los correspondientes á las resoluciones que se hubieren de dictarse sobre costas y 
á la declaracion de qúerella calumniosa. 
5.° En seguida se citarán las disposiciones legales que se consideren aplicables, 
y se pronunciará, por último, el fallo, condenando ó absolviendo, no sólo por el 
delito principal y sus conexos, sino tambien por las faltas incidentales de que se 
hubiese conocido en la causa, reputándose faltas incidentales las que los procesados 
hubieren cometido antes, al tiempo o despues del delito, como medio de perpe-
trarlo ó encubrirlo, d las cometidas por ellos durante la ejecucion del delito si tu-
viesen relacion con éste por cualquier concepto. 
Tambieu se resolverán en la sentencia todas las cuestiones referentes á la res-
ponsabilidad civil que hubieren sido objeto del juicio. 
Se resolverá igualmente sobre las costas procesales con arreglo á lo dispuesto 
en el art. 363, y se declarará calumniosa la querella cuando procediere. 
Cuando los reos fuesen condenados á penas correccionales, se les abonará al 
final de la sentencia, para el cumplimiento de sus condenas. la  mitad del tiempo 
que hubieren permanecido presos, quedando á su favor cualquiera fraccion de dial 
que resulten en la rehaja. 
Este beneficio será extensivo á los sentenciados por vía de sustitucion y apremio 
para el pago dé la multa. 
No podrán 'gozar de esta gracia: 
1.° Los reincidentes en la misma especie de delito. 
2.° Los que por cualquiera otro delito hayan sido condenados á pena igual d su-
perior á la que nuevamente se les imponga. 
3.° Los reos ausentes llamados en legal forma que no se hubieren presentado 
voluntariamente. 
4.° Los reos de robo, hurto y estafa que no exceda de 5 duros, en quienes con-
curran circunstancias notables de agravacic,n.» 
En el art. 856. donde dice: «853,» dirá: «852.» 
Al final del art. 860 se afíadirá: oménos en los de que conociere el Tribunal Su-
premo d su Sal a, oegande.» 
Al final d- l art. 861, donde dice: «en las resoluciones siguientes de los Tribuna-
les,» dirá: «en las resoluciones siguientes de las Salas de lo criminal de las Audien-
cias y en las de los Jueces de primera instancia en los juicios «obre faltas.» 
En el art. 863_ donde dice: «el Tribunal hubiere,» dirá: «la Sala de lo criminal 
de la Audiencia ó el Juez de primera instancia hubiera.» 
El art. 867 se entenderá redactado en la forma siguiente: «El recurso de casa-
cion podrá interponerse pot quebrantamiento de forma, mando el que interpusiere 
el recurso haca dejado de ser citado y emplazado en cualquiera de las instancias 
debiendo haberlo sido: 
Cuando las partes no hayan sido citadas para alguna diligencia de prueba; 
Cuando no se hava recibido la causa á pruéba para la ratificacion de los testi-
gos del sumario sin haber renunciado á ella los interesados.» 
En el núm. 5.° del art. 868 se suprimirán las palabras «Juez ó.» 
Al final del art. 873 se añadirá: «y tambien de la primera instancia, si en aque- 
lla se hubiesen aceptado y no reproducido los Resultaados y Considerandos de la de 
primera instancia.» 
En el núm. 2.° del art. 892, donde dice: «al Tribunal.» dirá «al Jura ó Tribu-
nal;» donde dice: oleo artículos 862 y 870,» dirá. «el art. 861;» donde dice: «hasta 
e1886,» dirá: «hasta el 866;» donde dice: los artículos 862 y siguientes hasta e1866,» 
dirá: «dicho artículo y siguientes hasta el 866.» 
En el art. 931, donde dice: « v mandará entregar la causa,» dirá: «y mandará 
pasar la causa á la Sala segunda, la cual, luego que la reciba, mandará entregárse-
la,» suprimiendo las palabras «ante la Sala segunda.» 
En el art. 937 se suprimirán las palabras «Promotor fiscal del Juzgado de pri-
mera instancia ó.» 
En el art. 944 se suprimirá en el párrafo segundo el período que comienza di-
siendo: «Cuando la sala segunda, ete.» 
En el art. 1.011, donde dice: ssel segundo párrafo,» dirá: «el párrafo cuarto.» 
( 
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En el párrafo segundo del art. 1.018, donde dice: eel pá.rrafo segundo,e dirá.: eel 
párrafo cuarto, 
Art. 2.° Los Juzgados Tribunales aplicarán desde luego la Compilacion gene-
ral de disposiciones vigentes sobre el Enjuiciamiento criminal, eon sujecion á las 
correeciones mencionadas en el artículo anterior. 
Dado en Palacio a seis de Mayo de rail ochocientos ochenta.—XLFONS0.—E1 Mi.- 
nistro de Gracia y Justicia, Saturnino Alvarez Buyallal. 
Real dazreto sobre inteligencia y aplicacion de varios artículos de ° ley Hi-
potecaria 
 
En atencion las rezones que, de acuerdo con mi Consejo de Ministros, me ha 
expuesto el de Gracia y . Jasticia, 
Veago en decretar lo siguiente: 
Artículo 1.° Las inscripciones verificadas en virtud de eseritiara pública, po-
drán cancelarse sin que preste su consentiiniento la persona á cuyo favor se hayan 
hecho. ó sus causahabientes é representantes legítimos. y sin necesidad de que re-
caiga providencia ejecutoria á que se refieren los artículos 82, párrafo primer°, 
y 83, parrafo tercero, de la ley Hipotecaria, cuando quede extinguido el derecho 
inscrito nor declaracion de la ley,. ó resulte así de la misma escritura inscrito.. 
Art. 2.° En consecriencia de lo dispuesto en el articulo anterior, la. cancelacion 
de las inscripciones cuya existencia no dependa de la voluntad de los interesados 
en las mismas, se verificará, con sujecion á las siguientes reglas: 
R-rimera. La inscripcion de hipotecaeobre el derecho de percibir los frutos en el 
usufruct°, se cancelará. á 'instancia del dueño del inmueble, con eólo presentar el 
documento fehaciente que acredite la conclusion de dicho usufructo por un hecho 
ageno 4 la voluntad del usufructuario. 
Segunda. Cuando por consecuencia de la prelacion consignada en el née. 4.° 
art. 107 de la ley, en favor del primer acreedor hipotecario, se enagene judicial-
mente la finca derecho gravado, las inscripciones de crédito hipotecario extendi-
das á favor de se,gundos posteriores atreedores ee cancelarán á instancia del que 
resulte dueño del inmueble derecho gravado, con solo preeentar mandamiento en. 
que la cancelacion se ordene, en el coal deberá expresarse, que el importe de la 
venta no bastó á cebrir el erédito del primer°, que el sobrante, si lo hubo, se 
consignó á disposicion de los acreedores posteriores. 
Tercera. Las inscripciones de hipotecas constitaidas sobre las obras criya ex-
plotaeion concede el Gobierno, y que se refiere el mirn. 6.° del citado art: lo7, se 
cancelarán si se declara extinguido el derecho del concesionario. en virtud del mis-
mo título en que se haga. constar esa extincion. y del document() que acredite ha-
berse consignado en debida forma, para atender al pago de los crédito:, hipotecarios 
inscritos el importe de la indemnizacion que, en su caso, deba recibir el concesio- 
Cuarta. La inscripcion de subhipotecas á que se refiere el núm. 8.° del net. 107. 
constituidas sinias formalidades que para las cesiones de créditos hipotecarios es: 
tablece el art. 15!,, y las de esta clase comprendidas en el art. 154. pod, cance-
larse en virtu 1 de la escritura en que ccnste la resolucion del derecho del subhipo- 
Quinta. Las inscripcionos de hipotecas constituidas sobre bienes litie.,iosos 
menciouadas en el rule, 10 del art. 107, podran cancelarse, en cuanto al todo 
parte de la finca derecho, en el caso de que el deudor haya side vencido en el 
juicio con soló la presen_tacion de la ejecutoria recaida. 
Sexta. L. inscripciones de venta de bienes sujetos á condiciones reScisorias 6 
resolutorias y las de conetitucion. de derechos reales impuestos sobre los mismos, 
podrán cancelarse si resulta inscrita la causa de la recession nulidad, presenter, 
do el doeumento que acredite haberse aquella reseindido ó anulado, y que se ha 
consignado en la Caja.de Depósitos el valor de los bienes ó el importe de los plazos 
que, cen las dedUcciones que en su caso procedan, haya de ser devuelto. 
Art._3.° Lo dispuesto en los artículos anteriores, se entiende sin perjuicio del 
derecho de los interesados para hacer valer, ante los Tribunales, el quo crean les 
Dado en Madrid á veinte de Mayo de Mil ochocientos -ochenta.—ALFONS0.-111. 
Ministro de Gracia y Justicia, Saturnino Alvarez Bunall.a. 
-~^ ^ 
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SECCION PARLAMENTARIA 
Dictamen de la coïnision relativo al proyecto de ley sobre bases para formar 
 
la de Enjuiciamiento civil (CO?^TINL'ACION). 
 
Insisto en la cuestion del apuntamiento. Yo lo que pido es qne los apuntamien-
tos se impriman, sin alterar naturalmente los términos de él, siempre que las par-
tEa lo deseen, y á costa de las mismas: no puede ser más modesta mi pretension.  
No pido que eso se haga en todos los casos, sino cuando sea necesario, y cuando 
una de las partes lo deseen.  
Yo ruego á S. S. y á la Comision que no desista de examinar el capítulo de la 
 
ejecucion de sentencias y de la imposicion de costas, trayendo en este punto al pro-
yecto todas las reformas que aconseje la experiencia. Tj na-ase presente que lo más 
 
ciefectuoso de nuestra legie1eeion es la ieeposicion de costas que no se hace nunca  
con regularidad.  y que la ejecucion de sentencias es lo peor que tenemos en la Ad  
rinistracion de justicia. No creo que hava dificultad en consignar algo de esto en  
las bases. porque de la imposition de costas se habla en las leyes adjetivas más que  
en las leyes sustantivas. i,Qué inconveniente habría en decir: «el que promueva uu  
incidente improcedente, debe pagar las costas?» Pues qué. ice sabemos todos cuán-
tos pleitos tenemos que están yendo de primera á segunda instancia, entretenién-
dolos así la mala f.= de los litigantes. produciendo con esto gastos, enormes á la  
parte contraria? Nada, pues, habrie más justo que decir en las bases esto que pro- 
pongo. (El Se. Gutierrez: Eso se dice ya.) No lo he visto, y por eso creo que si en 
este proyecto no se habla de la ejecucion de : entencias y de le imposition de costas,  
no hacemos nada en este asunto. La ocasion presente es la más á propósito para  
introducir esta reforma. • 
El Sr. Gutierrez (D. Benito): No voy á rectificar, porque S. S., siempre atente,  
me ha tratado con una benevolencia mu, grande. Soy á hacer una declarac on.  
Doy rendidas gracias á S. S. per las lisongeras frases que ha pronunciado, y que 
 
sólo puedo aceptar come una muestra de su afecto hicia mí; pero á vuelta de esto, 
 
y aludiendo á mis convicciones, ha querido explicar cierto espíritu de intransigen-
cia que ha visto en mi. Eso no me ofende. Si la intransigencia proviniese de tener 
 
arraigadas convicciones, y éstas tuviesen algas fundamento, como sucede en este 
 
caso, no me arrepentiré de mi intransigencia, porque eso merece más bien el nom-
bre de firmeza de opiniones. S. S. me juzga mal, puesto que no sabe que uno de los 
 
defectos de que yo adolezco es el de hallarme siempre animado de un espíritu con-
temporizador. De esto ha visto S. S. una prueba. En nombre de le Comision, y áen 
hablando per mi propia cuenta, no he aceptado una indication que mi conciencia 
 
ha creido que no podia aceptarla, pero me he prestado á aceptar otras que habia 
 
encontrado aceptables. Una de ellas es la que se refiere á la supresion de la vista de 
 
primera instancia. Yo creo haberme explicado mal, y coy ahora á aclarar mis ex-
plicaciones. Ile dicho que estaba aceptada enrincipio la reforma que propone su 
seiioría: lo que hay es - que   no está formulada la base, y este trabajo se podrá hacer 
cuando la base se discuta, con el concurso de los que quieran ilustrar esta cuestion. 
 
En cuanto á la impresion de los apuntamientos, he querido decir que como prin-
cipio, la impresion no puede recomendarse, porque daria ocasion á grandes dis- 
pendios y á dilaciones; porque ¡cuántos entorpecimientos no podrian entontrar los 
 
litigantes en la imprenta! Le impresion no se admite cor sistema, pees no se 
 
priça á los partiselares que quieran impr:rir los apuntamientos. (El Sr. Gellost, a: 
Ye deseo que se bonsigne ceso facultad que pueden ejercitar los litigantes.) No es 
 
necesario que se consigne una facultad que ya existe.  
Recomienda S. S. que no prescindamos del titulo de la ejecucion de las s ,ntes 
cise, y que se hagan en ese tits!e todas las declaraciones necesarias, para que la 
 
sentencia firmé sc-a cumplida y se haga eficaz el fallo, evitándose .os inconvenien-
tes que se encuentran hoy. de haber ganado un pleito sin obtener sus resultados, y 
 
tener una ejecutoria que no se puede cumplir. Esto lo hace ya la  ley; pero si sobre 
esto hay que hacer alguna aclaracion, se hará. 
 
Dec,a S. S. que no debian permitirse les incidentes tlue no procedieran. Pues  
bien; esto ya lo dice la ley, puesto que consigna que no se tramiten más incidentes  
qué los que nazces del pleito d tengan conexion con él. La ley respeta los inciden- 
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tes; pero si se viera que habia habido en ellos temeridad, el autor de los incidentes 
será condenado en costas. 
El Sr. Rodriguez (D. Braulio): No tema el Senado moleste mucho su ateneion: 
Conozco el causanci': de la Cámara, y no tenia propósito de hablar noy; pero en la 
discusion de ayer oí que se consideraban las autorizaciones de cierta manera bené-
vola con que yo no estoy conforme. Las autorizaciones que se piden.ordinariamente 
para dictar leves han de causar un daño de consideration al sistema representativo, 
v ya en otra ocasion manifesté en el Congreso que por este procedimiento se iban á 
cerrar las puertas del Parlamento. 
Es verdad que aquí se pide autorizacion para hacer una ley bajo ciertas bases, 
pero estas bases, si se van á considerar una á una, no pueden servir para ninguno 
de los artículos de la ley de Enjuiciamiento. Las autorizaciones yo creo que debian 
darse para promulgar el Código despues de hecho, y de este modo yo no tendria 
inconveniente en concedérsela al Gobierno actual; pero de que yo se la conceda á 
este Gobierno no se deduce que se la dé á todos los Ministerios posteriores , tal vez 
contrarios á mis ideas, y en los que quizás no tenga la confianza que en el presente. 
Mas sea de ello lo que quiera, la autorizacion en la forma que se solícita es contra-
ria á la Constitucion, es inútil y hasta perjudicial. Es contraria á la Constitucion, 
porque basta recordarlo que dice su art. 18, «la pctestad de hacer las leyes reside 
en las Córtes con el Rey,» para comprender que tenemos esta facultad, pero que 
no podemos delegarla; y aunque diga la Comision que sólo se trata de dar un poder 
que está en nuestras atribuciones otorgar, yo le contesto que nosotros tenemos 
feeolthd,para hacer las leyes y publicarlas, pero no para autorizar que se hagan. 
Yo creo que hubiera sido más fácil reformar la ley de Enjuiciamiento y traerla 
despues á la aprobacion de las Córtes, que no formar unas bases de la manera que 
se han hecho para en virtud de ellas redactar la ley; y yo no hubiera tenido incon-
veniente en que se concediese autorizacion al Gobierno para publicarla ley, porque, 
repito, tengo confianza en él. En este proyecto no se 
 dice  en cuánto tiempo ha de 
formarse el Código; el Gobierno puede d no hacer uso de esta autorizacion, puede 
tambien hacerlo de una manera distinta á la idea que ha predominado en la forma 
sion de est s bases, y en este caso seria un semillero de  pleitos par i lo sucesivo ; 
 porque teniendo que ir unida al Código esta autorizacion, es seguro que entre los 
Jurisconsultos se estableceria una gran perturbacion. Yo creo que para, el objeto 
que nos proponemos bastaria conceder al Gobierno la autorizacion á que se refiere 
la base 110 del proyecto. Que reforme el Código de procedimientos aegun la expe-
riencia aconseje, y así el Gobierno podrá hacerlo mejor, sin que resulte la contra 
diceion que habrá entre estas bases y muchos de los artículos de la ley. 
Téngase presente que despues de ésta, acaso vendrán otras autorizaciones más 
perniciosas, á las que tendremos que oponernos, porque se tratará de intereses de 
mús cuantía; y llamo sobre esto la ateneion del Gobierno, del Sanado y de la Co-
mision, para que teniendo en cuenta mis observaciones se retire. si lo estima con-
veniente, este proyecto, presentándose otro con la ley ya redactada, en la seguri-
dad de que se concederia la autorizacion que se pide. 
El Sr. Concha Castadeda: El Sr. Rodriguez no ha combatido las bases que se 
están discutiendo', sino que se ha combatido el sistema de legislar por medio de ba-
ses. Yo disto tanto de la opinion de S. S.. que creo no seria' posible hacer Códigos 
si éstos se hubiesen de discutir aquí artículo por artículo y período por período; 
porque hay cosas en que no se debe acudir á la teoría, sino á. los hechos, y cuan-
do éstos nos dan una cosa demostrada, hay que adoptarla como el mejor sistema 
posible. 
Voy á indicarle á S. S. las leyes que se han hecho por autorizacion desde que 
existe el Gobi ,  roo representativo, y luego le ruego á S. S. me cite una que se haya 
discutido en estos Cuerpos artículo por artículo. 
151e parece que el primer Código que durante el Gobierno representativo se ha 
publicado, es el Código penal: ese Código se ha hecho y reformado por autoriza-
ciones. P.1 decreto de 1838 sobre los recursos de nulidad tambien se hizo por auto-
rizacion; y en las Córtes de 1854 á 55, en lis qua estaba representado con mayo-
ría el elemento más liberal del país, se concedió autorizacion al Gobierno par, pu-
blicar la ley de Enjuiciamiento civil que nos rige. La ley Hipotecaria, hecha en 
período anterior á la revolucion y reformada despues, ;o fué tambien por auteriza-
eiónès; y de la prisma manera se hizo la le, orgánica del Poder judicial, y S. 5. en- 
eontrará,en las disposiciones transitorias de ella finas cuantas autorizaciones par. 
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hacer una ley completa de Enjuiciamiento civil; es decir, para reformar la ley de 
Enjuiciamiento civil y para reformat. tambien la ley de Enjuicianaiento vrinroinal, 
que ya se publicó. Por consecuencia, creo que todos los Có,lig,os que se han publi-
cado desde que existe el Gobierno representativo se ban hecho por este medio. 
Por de pronto, yo le dire á S. S. que si hoy, cuando vamos á discutir loJ ó 20 ba-
ses, hay tan pocos Sres. Senadores en el salon, no sé los que habria si tuviéramos 
que discutir 500 ó 1.000 artículos que podrá tener la Ley. Sólo estaríamos aquí dos ó 
Yo no soy amigo, en principio, de las autorizaciones, y, cuando se trata de au-
torizaciones políticas, comprendo perfectamente que no se dén más que á aquellos 
Gobiernos que merecen nuestra confianza; pero colando se va á reformar la ley de 
Enjuiciamiento civil, yo autorizaria á cualquier Gobierno; porque, ¡,de que se trata 
aquí? De una cosa muy sencilla: de demostrar al país que el procedImiento se abre-
via y que la justicia sera más cómoda y más barata. ¡,Qué Gobierno, sea cualquiera 
el partido que represente, no tiene ese mismo interés? Tratándose, pues, de una 
autorization en este sentido, yo repito que se la concedo á cualquier Gobierno, por 
más que en otros asuntos le hiciera una oposicion más ó menos enérgica. Vea, 
pues, S. S. cómo estamos muy discordes en esta cuestion; y yo creo que si hemos 
de tener una ley de procedimientos, no hay mejor medio que aprobar las bases á 
que se refiere este proy-ecto. para que el Gobierno, en ueion de la Comision de Có-
digos, redacte el proyecto correspondiente. 
El Sr. Rodriguez (D. Braulio): Yo no he dicho que niegue al Gobierno la auto-
rizacion para publicar el Código de Enjuiciamiento; al contrario, he dicho que 
daria esa autorizacion si trajera el Código comoleto. A lo que me opongo es á que 
se traigan unas bases que no han de servir para la formacion del Código, porque 
podrá suceder que estén en contradiccion con éste, creando así para lo sucesivo 
graves perturbaciones. 
Ya sé yo que se han pedido autorizaciones para leyes y para Códigos; pero tam-
bien sé que han venido otros Códic,os de la manera que yo propongo, como sucedió 
con el Código penal hecho por el Si.. Arrazola, que se trajo ínteg,ro aqui. Lo mismo 
sucedió con el Código civil francés. Conste, pues, que yo no niego la autorizacion 
á este Gobierno, sino que quiero darsela más late min. 
El Sr. Coronado: Mis ohservaciones, sehores, han de ser forzosamente unas en 
contra y otras en apoyo del proyecto, y tratándose de la totalidad, serán en contra. 
. Se discute la totalidad de las bases propuestas por la Comision para la reforma 
de la ley de Enjniciamiento civil. La importancia que para mí tiene siempre una ley 
de esta clase es inmensa, y las bases que encierra el proyecto de la Comision me 
han movido á pedir qte se discutiesen primero en su totalidad, y se discutiese des-
pues y votase, no por artículos, sino por bases. La Presidencia creyó que sobre 
este punto no debia tomarse acuerdo, y esta resolucion de la Presidencia me obliga 
6. ser más lato de lo que yo queria en las palabras que voy á pronunciar sobre la 
totalidad y en lo que despues he de decir sobre las bases que abraza el proyecto, 
porque para mí son tantas y tan diferentes, que no habia ni hay dificultad en dis-
cutir las unas por separado de his otras; es posible que sobre unas no haya discu-
sion y que sobre las otra, la haya muy empehada y se presenten enmiendas ' 
El Sr. Vieepresidente (Marques de Bedmar): Las enmiendas estan presentadas 
y dada primera lectura de ellas. 
El Sr. Coronado: Yo quisiera que la Presidencia llegase á entender lo que yo 
,quiero decir, y es, que cuando despues de discutida la totalidad vengarrios la chs-
cusion ya parcial, on lugar de discutirse tres artículos de que consta el proyecto, 
encerrando el 1.° varias bases y distintos párrafos, cotes bases se discutan, no como 
un articulo. SIDO separadameote his IMES de las otras. 
El Sr. Vicepresidente (Mamas de Beeline* La Presidençia ha previsto ese 
caso; se discutirán separadaménte las bases, y con ellas las enmiendas adiciones 
que se presenten. 
El Sr. Coronado: Fee era mi deseo. y esto podrá servirme de guia en mi discur-
so. De esta manera yo podré contar con mis débiles fuerzas para entrar en la dis-
eusion de la tetalidad y de las bases. nor eso deseaba que fuese la d , scusion por 
partes, y creia qt. esto no ofrecia inconveniente; tanto más cuanto que aquí todos 
tenemos interés en que este proyecto y estas bases salgan lo más acabadas y per-
fectas que pueda ser. 
Yo recuerdo con placer que me encontré, euando tuve el honor de ser Ministro, 
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ton unas bases autorizando reformas en el procedimiento civil , y, entre otras, is 
saCion, y entonces me permití nombrar para la Comision de Códigos á varios Ma-
gistrados, porque crel que no tenian sill toda la representacion que debian tener. 
Aquellos dignes Magistrados primero vinieron á excusarse, y por último conclu-
yeron por decirme. despues de aceptar: «Pero nosotros ¡,podemos contar para l s 
lo oso con nuestros compaileros?» Yo les contesté que sí, y que lo que deseaba- 
mos en esto era el mayer acierto. Pues bien; esto me anima á tomar parte en esta 
discusion. 
¿Cull, es el principio que preside á este - proyecto? 	 es su espíritu, su con- 
veniencia y op,rtunidad? Esto es lo que-forma el objeto de la discusion sobre la 
totalidad. No vamos O examinar las bases en su detalle, sino que vamos O ocupar- 
nos ftnicamente del principio, del espíritu y de la oportunidad de las bases, (5 sea 
de la reforma de la ley de Enjuiciamiento civil. Procuraré, ceñirme á  is to- 
talidad, r,servándome para cuando discutamos las bases hacer sobre ellas las con-
sideraciones flue crea oportunas. 
Sr concluird.) 
SECCION DE NOTICIAS 
Han terminado las oposiciones â las plazas de Aspirantes al Ministerio fiscal. 
Segun nuestros inf,rmes, el Tribunal ha declarado aptos para corresponder al ex-
presado cuerpo á 40 oposito es; y come el número de la convocatoria solo asciende 
a 25, crecmos se ainpliara por equidad hasta completar la primera carp.. El número 
!Amer° ha sido alcanzado por nuestro distinguido amigo y compañero D. Manuel 
Lopez Diaz, 4 quien enviamos nuestra más cordial enhorabuena por sus brillantes 
ejercicios. 
Damos las más expresivas gracias poi to visita á nuestro apreciable colega La 
Vos de la ilanelia, Revista de intereses materiales, de literatura y demás conoci- 
mientos útiles, dirigida por nuestro distinguido compañero D. Leopoldo Acosta y 
Moreno, Abogado residente en Ciudad-Real. 
ADVERTENCIAS 
Snplicamos encarecidamente á aquellos de nuestros suscritores que se ha-
llen en descubierto con esta Administracion, se sirvan remitir b la misma el 
importe de su suscricion antes del 12 del corriente. 
A cargo de los que para ose dia  oso to hubiesen verificado. se girara con 
el 15 por 100 de recargo por jomision de cobranza y giro. 
Habiendo tenido que dar mayor amplitud li nuestras oficinas por el favOr 
que el público nos dispensa, se han trasladado aquellas a la calle Ancha de 
San Bernardo, núm. 66, piso 2. , de la izqulerda, li donde servirán ues- 
tros suscritores dirigir la correspondencia. 
	 - 
PRECIOS DE SUSCRICION. 	 Se hafrán biblipgrafías de obras jurídicas, 
—.--,.. 
Madri I, trim.stre.  ' 	 i, reedes. siempre que se remItan á esta Redaecion dos 
Provincias, trimestre 	  II 	 . 	 ejemplares: uno para el bibliógrafo y otro para 
Idem semestre 	  32 	
' 	 la Redaceion. 60 	 > 
1=1.11,17:11:1 : _Smestre 	  sp en oro. 	 De las,que remit.' solo -un ejemplar, se in- 
	  130 	 . 	 sertará el anunMo. 
Madrid, 1,80:—.prenta de Ramon Align!, Amaniel, 	 pral. 
Ario II Madrid 8 de Junio de 1880 Núm. 62 
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SECCION DOCTRINAL 
EXAMEN DEL DERECHO DE GRACIA 
Distincion fundamental entre los indultos especiales y los indultos generales. 
(Conclusion., 
Fueron conocidos de los hebreos, griegos y romanos, y su origen se re-
monta á más de cuatrocientos años dates de la era cristiana. En la metró-
poli del mundo antiguo se otorgaban para aplacar á los dioses en días acia-
gos ó para reconocerlos como causa de los hechos gloriosos. La Ley de Parti-
da (1) los define, los atribuye al Rey ó tieüor de la tierra y los apoya .en la 
gran alegría, en la nascencia del fijo, en la victoria ganada á los enemigos ó 
por otra razon semejante de éstas.» 
Durante las últimas centurias, y aun en el presente siglo, se han decretado 
no pocos, como los concedidos por Carlos V despues de aniquilar las liberta- 
(I" Ley I_a. tit. 'XXXII d e la Poet. VII. 
ó:, 
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des patrias en los campos de Villalar; por Felipe II para celebrar la victoria 
de Lepanto; por Felipe III en su matrimonio con doña Margarita de Austria; 
por Felipe IV en el natalicio de sus hijos, y así sucesivamente, de tiempo en 
tiempo, han llegado á nuestros dias, en que se han dado por el Gobierno 
provisional de 1868, para conmemorar su exaltacion al Poder, y por el Mo-
narca reinante con ocasion de su advenimiento al Trono y de sus nupcias. 
La Historia, pues, ampara estos indultos. Pero, ¿dónde está su filosofía, 
dónde tiene au fundamento? 
Ninguna de las razones que atrás dejamos apuntadas redundan en su be-
neficio, sino en su daño, y ya no son tantos los autores que militan en su 
auxilia 
Ya no se trata aquí de acceder á la bondad relativa que deben tener las 
penas; no se examina si el que cometió el hecho punible en vindicacion no 
tan próxima como la Jurisprudencia exige, pero más grave que el Código 
pide, ha de ser tratado con mayor blandura que lo permite su circunstancia 
atenuante escrita; no se discute si el jóven y el anciano deberán estar sujetos 
en todo al mismo sufrimiento, ó si considerando que el nacer de la vida y su 
ocaso juntan como en una linea al impúber y al decrépito, al uno por falta 
de desarrollo y al otro por decaimiento de sus potencias, ha de gozar la se-
nectud de algun privilegio y de un castigo más tierno; tampoco se cuestiona 
sobre si el sonámbulo que cometió un acto reprobado por la Ley ha de ser 
castigado cual el despierto por no hallarse esta causa de inimputabilidad de-
clarada en el Código, ó si ha de ser indultado atendiendo á que el alma en el 
sueño, por más que nunca duerma, no ha podido pecar por estar privada de 
su relacion con el mundo exterior y no tener la conciencia de los movimien-
tos que ejecuta el brazo; ni siquiera se ha'erá de tener en cuenta si será equi-
tativo remitir al condenado que prestó grandes servicios á la prosperidad del 
país ó si convendrá perdonar al general de quien se esperara el sostén del 
honor y la paz de la patria. 
Nada; para concederlos basta un simple decreto del indultante, por más 
que su benevolencia ignore y no aquilate los méritos de los indultados, y 
éstos tampoco sepan cómo ni cuándo, ni por qué actos extraños á su libre 
voluntad, que  quizás persiste en el mal, se les otorga tan extemporánea 
gracia. 
¿Podrán fundarse en lá falta de criminalidad, en la falibilidad ó parcia-
lidad de los Jueces, en la desgracia de no haber podido probar su inocencia, 
en el estado de enfermedad ó en la conducta irreprochable posterior á la co-
mision del delito? ¿Acaso pensaban en reclamar, ó solicitar siquiera, esta ocio-
sa liberalidad del Estado? 
¿La alegría tiene trato con el desórden? 
Pues qué, ¿no hay en las naciones méritos é infortunios más dignos que 
el vicio, para dar soltura á an enjambre de malhechores impenitentes y 
; 
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lanzar el fango de los presidios en medio de la sociedad, precisamente cuando 
ésta viste las galas del regocijo público? 
Y si en ninguna razon pertinente se apoyan estos indultos, ¿dónde ha de 
estar su fundamento? La Ley nos lo dice; á la proverbial clemencia de los 
príncipes es á donde hemos de ir buscarlo. Mas, deberán éstos tener pre-
sente, o que nada daña tanto como un príncipe demasiadamente misericordio-
»»so, porque no es ménos cruel el que perdona á todos, que el que á ninguno; 
rni ménos dañosa al pueblo la clemencia desordenada que la crueldad; y á 
»veces se peca más con la absolucion que con el delito. :-Así se explica 
Saavedra Fajardo y hoce suya la doctrina el ilustre catedrático Colmeiro, aña-
diendo, por su parte, (que el mundo se gobierna con la prudencia y la justi-
cia, u y nosotros, admirando la verdad que entrañan frases tan elocuentes, 
nos atreveríamos á hacer votos dentro del recinto violable de la ciencia, porque 
la severidad, que se redore de Papiniano en su negativa á defender el atentado 
de Caracalla, fuese un ejemplo edificante siempre que se tratare de la con-
cssion contraproducente de los indultos ciegos y voluntarios. 
Por ellos se enerva la meditada sentencia de los Tribunales, baluarte de 
nuestra libertad, de nuestra honra, de nuestra propiedad y de la vida; los 
Jueces se hacen indolentes ante la inseguridad de la eficacia de sus fallos; el 
culpable toma aliento, hace alarde del delito y desafía el celo de las autori-
dades con nuevas maquinaciones é intentos, convidado por la esperanza de 
un éxito deseado y una impunidad probable; se propaga el ánimo criminoso, 
cunde la alarma, la víctima clama, los justos temen, el Estado educa tor-
pemente á los ciudadanos y no faltara quien tradujera por debilidad en el 
 mando lo que sólo es hijo de la munificencia del Soberano. 
Así se explica que en la mayor parte de las naciones donde más ó ménos 
encubiertamente subsisten, se exceptúen ciertos delitos y se oiga previamente 
el dictamente de corporaciones eminentes. 
Y al llegar á este punto, dejando ya aparte la cuestion de principios, 
cabe hacernos una solicitacion delicada de resolver en el terreno práctico: si 
estos indultos, que en otras potencias son completamente arbitrarios, no obs-
tante el anatema de los principios, están ó no vigentes en España. 
De una parte, entre otras Leyes, las de Partidas los consignan; Tienen una 
práctica constante en el trascurso del tiempo; la Le; orgánica dei Consejo de 
Estado los sujeta á su conocimiento; la Constitucion ^de 136d los admite, Sien 
que para decretarlos habia de estar autorizado el Rey por una Ley especial 
que todavía no se ha confeccionado, y finalmente, la Ley de Agosto de 1873, 
que los suprimió todos sin distincion alguna, excepto para las causas de 
muerte. 
Por otro lado, encontramos el Real decreto de 7 de Diciembre de 1866, 
prohibiendo que en lo sucesivo se concedieran indultos generales ó inmotiva-
dos; la Ley de 1870, derogada por la citada de 1873, y restablecida en 13 de 
"4 - 
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Enero de 1874, hoy vigente, que no los incluye, y por ultimo, la Constitu-
cion de 1876 que atribuye al Rey la facultad de «indultará los delincuentes 
con arreglo á_las leyes.« 
Ahora bien; para sostenerlos, ¿no pudiera decirse que, establecidos por 
nuestra legislacion anterior y no abolidos expresamente, sino por el Decreto 
de.1866, deberán ser tenidos por existentes, atendido el principio «Ejes est 
tollere cujas est cóndere, s máxime cuando están revestidos de una costumbre 
tan larga, de una prescripcion extraordinaria y una jurisprudencia tan 
 con-
tinua? 
Y para negarlos, ¿no valdrá alegar que están condenados, no sólo por el 
citado Decreto, sí que tambien por la Ley del 73 de la cual solo resucitaron 
los indultos especiales al ser restablecida en el 74 su Ley de 1870, la que Binó 
habla de aquellos es porque su espíritu les es contrario y derogatorio? 
¿No bastará á sacarnos de dudas la declaracion de la Constitucion actual, 
puesto que al linitar la regia prerogativa «con arreglo á las leyes, r siendo 
¿mica en su especie la de 1870, es evidente que á ella se refiera el precepto 
fundamental? 
Mas, áun cuando esto así no fuese, ¿qué fuerza tendrá una costumbre 
contra lo recto cuyo dictado es imprescriptible; qué títulos podrán presentar 
para mantener les indultos generales una Constitucion del 69, que ya no 
existe ni fué completada, ni unas disposiciones anteriores á la fecha del 66 
ante el derecho natural y justicia universal que los reprueba, ni ante una 
equidad ni utilidad que tampoco los reconoce? 
Si ley es la razon humana en tanto que gobierna á los pueblos de la tier-
ra; si Sócrates afirma que las leyes descienden del cielo y Ciceron que son 
obra propia y exclusiva del Eterno, ¿hasta qué punto merecerán reputarse 
por leyes las que, relajando los vínculos morales, pueden fomentar el crimen 
y r ehundir la construccion del Estado rompiendo sus bases angulares? 
Sin embargo, á pesar de todo, y de que nuestro pareceres manifiesto, nos 
obliga al silencio la realidad de los hechos consumados, y respetaríamos en 
rancho el sentir de los que los creyeran en 
 vigor, en atencion á la falta dé 
armonía que se observa en algunas materias de nuestro Derecho. 
No abrigamos la pretension de haber ofrecido á nuestros lectores una mo-
nografía completa acerca del asunto sobre que versan estas ligeras observa-
ciones, supuesto que no ha sido tal nuestro propósito; pero al creemos haber 
intentada demostrar la diferencia que existe entre los indultos generales y los 
indultos especiales. Los primeros constituyen lo que ha dado en llamarse 
derecho de gracia, y esta gracia por ser graciosa e inconveniente, debe á todo 
trance abol irse y jamás ejercitarse: los segundos, por el contrario, entrañan 
una verdad era institucion de derecho; se le deben al hombre como se le de-
be la pena, forman parte de un buen sistema penitenciario, arrancan de la 
misma esencia de la naturaleza humana, no pueden ser suprimidos en na- 
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cion alguna que ostente ser civilizada; y si algun dia el capricho é incons-
tancia de la opinion pública llegára á abolirlos en España, bien pronto los sa-
grados fueros de la justicia volverian por ellos, enjugando las lágrimas del  
infortunio como así aconteéió alguna vez en la vecina Francia.  
EMILIO GARCÍA PENUELA.  
SECCION DE CONSULTAS 
^. 
PRIMERA. 
Don A. B. y doña C. D. otorgaron testamento mútuo en Navarra, y des-
pues de varias cláusulas referentes á la herencia, se consignó lo siguiente:  
eConforme á lo que queda dicho, yo, el testador, recomiendo, pero no ordeno 
íc mi esposa, que entregue tales bienes, etc.» Claro está que al pronto aparece  
no se puede exigir el cumplimiento de esta disposicion; pero si se examina  
que aquí no se trata de un heredero cualquiera, Binó de la esposa del testa-
dor, se viene en conocimiento de que éste no quiso redactar la cláusula de  
otro modo que, si bien no hubiera dado lugar á dudas, le haría presentarse  
con desconfianza respecto de una persona tan íntima y para él tan querida.  
Los opiniones se encuentran discordes, porque hay quien dice que las pala-
bras de ruego jamás sirven para exigir obligaciones nacidas del cuasi-con-
trato de adicion de la herencia, mientras otros sostienen que la voluntad del  
testador es suprema Ley, y que basta que conste un encargo para que haya  
precision de cumplirlo por parte del heredero, siendo indiferente que el testa-
dor use de unas ú otras palabras. Mi opinion está á favor de los primeros, no  
solamente por la razon expuesta, sí que tambien porque el caso me parece  
resuelto en las Leyes. No obstante, y para mayor seguridad, desearia ver en  
las columnas de esa acreditada Revista el correspondiente dictámen.—J.  Lo-
pee, suscritor. 
CONTESTACION. 
Desde luego se nota en las palabras trascritas la falta de ese imperativo  
categórico que tan bien cuadra á toda Ley privada, como se viene llamando  
al testamento. Islas no seria esto bastante á inclinar nuestra opinion en sen-
tilo contrario á la exigibilidad del cumplimiento de esa disposicion testa-
mentaria, si razones muy atendibles no nos lo exigieran. •  
Sabido es que las disposiciones hechas por ruego é súplica reciben el  
nombre de fideicomisos, y que éstos fueron igualados en sus efectos á las  
mandas por la Ley 2.a, tít. XLIII, lib. VI del Código de Just.; y por tanto,  
pudiera sostenerse la validez y eficacia jurídica de la mencionada disposicion,  
si las Partidas, separándose en este punto de sus precedentes romanos, no ha-
ideran venido á establecer doctrina opuesta.  
En efecto; la Ley 29, tít. IX, Part. VI, dice:  
a Usando el testador estas palabras: dejo á F. tal rasa, si entendiere mi he-
redero que es derecho que la haya: ó déjelé en albedrío de mi heredero, que si él  
entendiere que seré bien que haya F. tal cosa, mando que gela dé.... vale la  





que non la quisiere dar. Mas si dijese: Mando d F. tal cosa, si mi heredero 
quisiere que la haya, en voluntad es el heredero de cumplir tomando e, de revo-
carla, si quisiere. Porque usando el testador tales palabras, semejaba que en 
todas guisas la ponia en el albedrío del heredero  etc. a 
La Lev anterior se halla vigente, y en este punto subordinada á ella la 
legislacion foral de Navaria. ¿Puede caber duda de que resuelve la consulta 
de una manera terminante? El testador, no satisfecho con decir recom;endo, 
agrega la frase pero no ordeno; lo cual significa que su voluntad no es  imponer 
obligacion perfecta, es decir, exigible ante los Tribunales. Podrá haber obli-
gacion meramente natural de atender un ruego, pero no existe medio legal 
para hacerla efectiva. • 
Añade el párrafo trascrito que esa disposicion es conforme t lo anterior-
mente dicho en el testamento, y  por tanto, seria posible el corroborar nues-
tra opinion, negativa respecto á la exigibilidad del cumplimiento, examinan-
do detenidamente el contexto de todo el instrumento público. 
Por lo mismo que la voluntad del hombre próximo 4 la muerte debe ser 
tan respetada, no es posible considerar cenao Ley lo que el testa quiso 
sólo que sirviera de simple ruego.--La EEDACCION. 
SEGUNDA. 
Don I. S. ha poeeido durante más de tres años una heredad que le dejó - 
en su testamento D. M. H., no habiendo elevado á escritura pública dicho 
testamento, hecho á presencia de siete testigos, por creer que nadie habia de 
disputarle la expresada finca. Mas ahora aparece que el dueño de una dehesa 
inmediata desea el deslinde y amojonamiento de su propiedad, y se dice que 
despues entablará demanda contra el poseedor de la finca aludida, porque el 
testador no pudo disponer de dicha propiedad en la extension que hoy tiene, 
pues esto perjudica al dueño de la dehesa. Opino que no se puede usar el in- 
terdicto, por cuanto el que posee por año y dia con título y buena fe, sólo 
debe responder en juicio ordinario, y se halla amparado en la posesion se-
gun la Ley ta, tít. XI, lib. II del Fuero Real, aclarada por la 242 del Es-
tilo, y ta, tít. XI del Ord. de Alcalá .—Un suscritor. 
CaNTESTACION. 
Bien examinada la consulta, aparecen deficientes los datos, pues no se ve 
con claridad (aunque se ha de suponer) que el demandante, t que piensa ser- 
lo, trata do interponer el interdicto de recobrar contra el poseedor de la fir ca 
que fué an.a. en:testamento. La Ley de Enjuiciamiento civil establece en sus 
artículos 724 y siguientes los trámites que debe sujetarse ese pr - cedimien- 
to, y A. la verdad que puede entablarse tun sin audiencia contraria, propo- 
niendo la oportuna fianza t satisfaccion del Juez. No puede, pues, impedirse 
lo que se halla en este caso permitido; pero si se  llega á dar audiencia al de-
mandado, éste podrá exponer, en el juicio verbal en que el interdicto se re-
suelve, los fundamentos de derecho. 
En nuestro concepto, éstos no pueden ser otros que los siguientes: la 
Ley 3. 0, tít. VIII, lib. XI de la Nov. Rec. por la cual se vinieron á cortar 
las dudas relativas al año y dia que con título y buena fé excusa de respon- 
der en -la demanda posesoria; la senteLcia del T. S. de 22 de Diciembre 
de 1866 (entre otras) :que no permite confundir la posesion con la propiedad, 
i 
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y ofrecer prueba testifical de cómo adquirió la posesion de la finca, para 
probar el justo título, presumiéndose siempre la buena fé en tanto lo contra-
rio no se pruebe.—La Rnnacciou. 
II. 
Revista de la prensa profesional.—Exámen de consultas 
Leemos en Los Juzgados llonicipa'es: 
oSegun el art. 3'7 del Reglamento para ejecucion de la Ley Hipotecaria, los de-
rechos que se devenguen en los expedientes posesorias. cuando sean instruidos en 
los juzgados municipales, se distribuirán por mitad entre los Jueces y Secretarios 
de los mismos. Los Fiscales municipales intervienen en estos expedientes. El art. 70 
del Arancel dispone que dichos funcionarios, en les negocios en que concurran cou 
los Jueces, perciban los mismos derechos que éstos. Se desea saber cuáles sean los 
que debes cobrar los Fiscales en los supradichos expedientes.» 
—«Los derechos consignados en el art. 3'29 del Reglamento para la ejecucion de 
la Ley hipotecaria. creemos que deben distribuirse entre el Jars, el Fiscal y el Se-
cretario, porque estableciendo el art. 7U del Arancel que los Fiscales tendrán en los 
asuntos civiles en que intervengan los mismos derechos que el Juez, y no siendo 
justo se grave á los interesados con una tercera parte más de las que están consig-
nadas en el referido art. 329, y debiendo percibir los Fiscales alguna remuneraeiun 
por su trabajo, tan digno de ser retribuido m ina el del señor Juez y Secretario, in-
terpretamos el referido artículo de la manera que dejamos consignada, pues parece 
desprenderse de su texto que la 'ente del legislador es señalar la cantidad que 
han de obtener todos los participantes, y en manera alguna privar de reçcmpensa 
al que se ha hecho acreedor á ella por su trabajo.o 
No estancos conformes con el parecer de nuestro estimado colega. Muéve-
nos  á pensar de diferente modo la.opinion vertida en su obra Delitos y faltas 
por nuestro compañero de Redaccion Sr. Hantant y Trigueros, quien despues 
de ocuparse de las dudas á que dá lugar el silencio del art. 329 del Regla-
mento para la ejecucion de la Ley Hipotecaria, y de reseñar la controversia 
habida entre la Gaceta del Ministerio Fiscal y La Reforma Legislativa, dice 
en la pig. 214 de dicho Ebro: 
aEl art. 329 del Reglamento para la ejecucion de la Ley Hipotecaria, 
señala, corno hemos visto anteriormente, una escala gradual de los derechos 
que deben originar los expedientes posesorios; si el Fiscal ha de cobrar lo 
mismo que el Juez, cuya autoridad cobra en este caso lo mismo que el Se-
cretario, vendremos á parar á la consecuencia de que se recarga dicha escala 
en un cincuenta por ciento de su valor. 
»Esto no debe, en nuestro humilde entender, ser hacedero, por cuanto no 
se puede ampliar lo que el legislador ó el Poder ejecutivo ha tasado, ni tun 
con el pretexto de interpretacion. La cuestion no reviste importancia, porque 
la escala es sumamente reducida, y no muy comunes dichos expedientes, por 
haberse extendido sobremanera el campo de la contratacion y por tener ya, 
hasta los que al principio carecian de ella, titulacion escrita; pero no puede 
dudarse de que el particular tiene derecho á que, segun el citado art. 329 del 
Reglamento, nose le cobre más de lo que en el mismo se fija. Tampoco se 
puede decir que el Fiscal municipal éntre á partir con el Juez y Secretario, 
pues entonces seria necesario un precepto que lo autorizas_, en atencion á 
que los derechos de los últitnos no deben mermarse mientras de una manera 
clara no se determine. 
»La derogacion virtual se halla desacreditada en el Foro, pies permite 
buscar con rodeos sutiles opiniones que no se rteococdan bien con la legalidad. 
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Creemos, pues, mientras otra cosa no se determine, que los Fiscales mnics-
pales no pueden exigir derechos por su intervencion en las expedientes pose-
sorios. Si se nos pregunta el fundamento de nuestra opinion, diremos que 
está en el art 329 del Reglamento ya citado, cuyo párrafo último no se ha 
podido derogar por el Arancel, que sólo tiene una disposicion general que 
debe coexistir con lo que dispone el art. 37 del mismo, cuyo artículo confir-
ma el ya tantas veces citado 329 del Reglamento. 
»En cuanto á lo más justo, seria que los Fiscales municipales tuvieran 
derechos establecidos en la Legislation Hipotecaria, en cuyo caso no habria 
contradiccion entre los artículos 37 y 70 del Arancel vigente.» 
Así, pues, creemos con nuestro compañero que no es posible , dentro del 
Reglamento hipotecario, que los Fiscales municipales devenguen derechos en 
la formacion de los expedientes poseso °los. 
  
 
SECCION DE JURISPRUDENCIA 
   
cIvII, 
Evieet»n sobre servidumbre y abono de daños y perjuicios.-Sentencia del 3 
de Marzo de 1880.—;Gaceta del 16 de Mayo.) 
Para proceder á la venta en pequeños lotes ó porciones del prédio llamado Son 
Cili. de la propiedad del Marqués de Ariañy, se procedió por el Agrimensor don 
Antonio Bisquerra al levantamiento de un plano topcgráfico, que se dejó en poder 
del Notario D. Miguel Ignacio Font, consignándose á su pié que el prédio se ven-
dia por partes, del modo que iba señalado solare el mismo con lineas fuertes: 
Para lleves á efecto las ventas se formalizó un pliego de condiciones que se in-
sertaron en todas las escrituras, estableciéndose, entre otras, que el comprador en 
todo tiempo debería pasar por la cabida de la misma tierra, segun estaba marcado 
en el expresado plano, y que todos los caminos señalados en el mismo serian eo- 
munes á los dueños de porciones del prédio, debiendo todos conservarlos con la 
misma anchura que tenian, y no alterar en manera alguna su direccion y trazado: 
El Marqués de Ariañv vendis varias porciones del mencionado prédio, y en 2/ 
de Abril de 1874 D. Nieclás Selom, uno de los compradores, dedujo interdicto de 
recobrar la posesion en que se hallaba de utilizar cierto camino de que habla sido 
despojado por los hermanos D. Miguel y D. Francisco Serra, exponiendo para ello 
que desde que adquirió las dos porciones del prédio Son Cili, entre las cuales me-
diaba otra portion que adquirieron los hermanos Serra y la de otro particular, ha-
bia utilizado, para ir de una á otra d e.  dichas porciones, un campe de establece-
dores que, arrancando desde la carretera de Essorer, pasaba cutre la finca de so 
mayor extension del exponente y la de los hermanos Serra en direccion al Este 
hasta Negar al límite de Son Cili v Son Mir, v siguiendo despues por el límite de 
estos dos prédios en direccion al Norló y por el lado extremo de la primera finca de 
los Serra, daba la vuelta por el extremo Norte de esta última finca en direccion al 
Oeste hasta el de la casa de los Serra, en cuyo punto, formando ángulo, volvia á 
tomar la direction háeie el Norte en la forma que aparecía del cróquis que presen-
taba: que desde que adquirió las indicadas dos porciones de tierra habi-L utilizado 
el camino hasta que hacia cosa de un mes y medio ó dos que los hermanop Serra 
serraron por medio de una pared su propiedad por el lado del Este, lindante con 
Son Mir. sin dejar el portillo necesario para atravesar por el mencionado camino 
gire condueia á la propiciad superior del exponente; y hasta en el punto en que el 
camino formaba un ángulo habian abierto un hoyo en medio de él con objeto de 
construir un molino y sembrado nopales en todo el trayecto del eomiuo que babian 
obstruido; y ofreciendo informacion sobre estos hechos, pidió que sin audiencia de 
los despojantes se le restituyera en la posesion del indicado camino: 
Suministrada, en efecto, la informacion y prestada la oportuna fianza, se mandó 
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Salom en la posesion, goce y disfrute del camino, que se repondría al ser y estado 
que tenia antes  de las obras practicadas, con imposición de las costas á los herma-
nos Serra: 
Nombrado perito por el Juez por consentimiento de las partes, á fin de llesse á 
efecto la sentencia, por haber surgido dificultades para ello, determinó el .camino 
por medio de mojones en los puntos de mayor importancia, y coros dentro de le faja 
de terreno que csmpcendia se hallase un molino en construcción, acordó el Juez 
que, prévio aumento de la fianza, se procediese á su demolición, como tuvo efecto: 
Los hermanos D. Miguel y D. Francisco Serra dedujeron en 12 de Diciembre 
del mismo año 18'74 la demanda objeto de este pleito, exponiendo: que era inexacto 
que Salom hubiera utilizado jamás como camino de establecedores el trayecto ob-
jeto del interdicto, como tambien que en él existiera sembrado nopal alguno: que 
siempre habian dispuesto del terreno comprendido en dicho trayecto y demás que 
adquirieron, no obstante que Salom ó sus dependiente, hubiesen podido atravesar 
por mera tolerancia por aquel campo abierto Antes  de cercarle de pared: que en el 
trayecto de que se trataba nunca habia habido camino; y por el contrario, la per-
sona de quien adquirieron la porción de terreno la tuvo sembrada dos anos sin 
dejar camino, estándolo de avena cuando lo cedió á los exponentes, siendo. por lo 
tanto, falso que Salom hubiera estado jamás en posesion de transitar por ella: que 
en uso de su derecho cerraron su propiedad por la parte de Son Mir; sin dejar por-
tillo alguno, porque nadie ténia derecho it  penetrar en ells, constituyendo un ver-
dadero atentado, de que era responsable Salom, la abertura del portillo y camino, 
fundada en una justificación equivoca suministrada sin audie_:c:a de los deman-
dantes: que tenian construido un grande estanque destinado á recibir el agua que 
el molino en tonctruccion habia de sacar del pozo, hallándose destinada al riego de 
hortalizas y demás producciones de verano, aprovechamiento que Salom habia im-
pedido con el interdicto, causando perjuicios que eran mayores de dia en dia; y 
alegando como fundamentos de derecho que la prueba testifical del interdicto sin 
audiencia del despojarte debe ratificarse con su citación cuando éste la impugne: 
que el que en un interdicto sin audiencia obtiene á título de restitución la posesion 
de un camino que jamás existió, alterando la verdad de los hechos, debe ser conde-
nado á su reparación y al resarcimiento de todas las costas y perjuicios, por ser 
doctrina inconcusa que donde nb hubo tenencia no puede concebirse acto de des-
pojo, ni ménos de restitution: haciendo uso de la acción real y personal pidieron se 
declarase sin efecto la restitución acordada en el interdicto, condenando en su con-
secuencia á Salom á reponer las cosas en el término de diez dias al ser y estado 
que tenian Sates de la eiecucion de lo obrado en cumplimiento de los llamados au-
tos restitutorios, al resarcimiento de todas las costas del interdicto, al de todos los 
perjuicios causados y que se causasen, á regulación de peritos de nombramiento de 
las partes y tercero de oficio, y al pago de todas las cestas del pleito: 
El demandado D. Nadal Salom impugnó la demanda, alegando que la inspección 
del cróquis y el contexto de las dos escrituras de aequisic:ou á favor de, los de-
mandantes demostraban la existencia del caminó en cuestión, toda vez que en la 
primera de ellas se señaló como uno de los linderos de la porción adquirida, y si 
bien en la última se consignó por equivocación que la finca objeto dél traspaso 
confinaba por Sur con otra de los adquirentes, en lugar de decirse que lindaba con 
camino de establecedores, esta equivocación no podia perjudicar ni al exponente ni 
á los demás adquirentes del prédio, dada la condi.•ion estipulada en todas las es-
crituras de que todos los caminos señalados en el plano debian ser comunes para 
todos: que desde que entró en posesion de las dos porciones de terreno habia utili-
zado para ir y° volver de una á otra el camino, aunque no pasára precisamente por 
la recta marcada en el cróquis con las letras B. C, porque no existierde pared en 
la finca de los Serra hasta que dieron lugar al interdicto, atravesaban por dentro 
de ella por el punto más cercano y cómodo y ménos perjudicial á aquéllos: que los 
demandantes reconocian en su escrito que cerraron su propiedad por la parte de 
Son Mir sin dejar portillo alguno, y esto era lo que constituía su responsabilidad, 
por no poder ignorar la obligación que habian contraido de resp,tar todos los ca-
minos marcados en el plans, ni tampoco is existencia del de que se trataba, su-
puesto que lo tenian marcado por lindero en su primera adquisición y debieron 
verlo en el plano origi-:a1 depositado en poder del Notario Font; y quo esto era lo 
esencial, porque constituia el verdadero hecho de atentado, pues la circustancia de 
haber pasado por un punto ó por otro de la finca, y la de existir nopales y un hoyo 
en el' trayecto, no podian alterar ni modificar la cuestión litig.osa: 
,^^--->----•-;-..- 
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Los demandantes solicitaron al replicar que se citase de eviccion al Marqués de 
Ariañy, c ,mo vendedor de los terrenos: y que citado en efecto, impugnó la deman-
da sosteniendo que los demandantes estaban obligados á respetar y conservar con 
la misma anchura que tenia el camino en cuestion, por haber adquirido las porcio-
nes de Son Cili con esta expresa condiciona 
Una y otra pacte suministraron pruebas de documentos, testigos y peritos; y que 
sustanciado el juicio en dos instancias, la Sala de justicia de la Audiencia de Pal-
ma dió en 30 de Diciembre de 1878 sentencia revocatoria absolviendo á D. Nadas 
Salom de la demanda interpuesta por D. Miguel y D. Francisco Serra, y declarando 
improcedente la citation de eviccion hecha a su instancia al Marqués de Ariañy y 
de cargo de los mismos Serra las costas de la anterior instancia y todas las ocasio-
nadas por parte del expresado Marqués: 
D Miguel y D. Francisco Serra interpusieron recurso de casacion, por haberse 
infringido á su juicio: 
• 1.° La Ley del contrato, consignada es la escritora de 31 de Diciembre de 1873, 
por la que adquirieron D Manuel y D. Francisco Serra les tierras nútns. 147 a 118 
del plano expresándose confinaba por el Sur coo ateas fincas de los mismos Serra, 
sin hacer mencion directa ni indirecta de que hubiese camino alguno que las divi-
diese ó separase. 
2. °  La Ley 2.x. tít. XXXIV, libro 11 dele Novísima Recopilaciou, que consigno 
el principio admitido per la jurisprudencia de los Tribunales de que nadie puede ser 
privado de una cosa que esté poseyendo sin que Antes sea emplazado, oído y ven-
cido en juicio ;  toda vez que los recurrentes liabian sido priva los por la sentencia 
dictada sin sis audiencia en el interdicto de la posesion en gire estaban de todo el 
terreno, y habiéndose probado en este juicio y reconocido la Sala sentenciadora que 
D. Nadal Salem se hallaba en posesion de pasar por dentro de una fi oca de los 
Serra, pero no así por un supuesto camino comun é intermedio entre la finca 147 y 
148 y la inferior, que fue lo alegado ea el interdicto, era de rigor declarar y man-
tener en este juicio á los hermanos Serra en la posesion legítima de toda la finca  
números 147 y 148. y dejar s_ in efecto la restitucion decretada sin su audiencia en 
el interdicto de recobrar.  
3.° La Ley 1:1. tít. XIV, Partida 5.', segun la cual el que voluntariamente causa 
un daño á ate, sin título que le faculte para c -usarlo, ti sin motivo que con arreglo á 
derecho le aat.orice para ello, tiene la obligacion de repasar el daño causado, indem-
nizando cumplidamente al que lo hubiese recibido, cuando éste se lo reclame ante 
Juez competente, toda vez que no se había con•t.nalo al demandado al pago de las 
costas •dz-1 interdicto, indemnizacion de perjuicios y costas de este pleito, siendo así 
que estaba fuera de controversia que el daño fue tan voluntario como indebida-
mente cansado, alegando la posesion de pasar por un cairino que nunca hubo, y 
cuya posesion por dicho trayecto ni siquiera so habia intentado probar en estos 
autos. 
Y 4.° La Ley  114, tít. XVIII, Partida 3.a, segun la cual las escrituras públicas 
otorgadas con las solemnidades establecidas por el derecho h+cen f de las obligacio-
nes y contrates. consignados en las mismas, y la sentencia atribula á mera egnivoca-
cion el lindero de la finca núms. 147 v 118, sin embargo de lo q us clara y explícita-
mente constaba expresado en la escritura de 31 de Diciembre de 1873: 
Y el Tr banal Supremo, 
Considerando que son inoportunas las atas de las leyes contenidas en los moti-
vos 1.° y 4 ° relacionadas entre sí. porque Salon nd intervino para nada en la es-
critora de 31 de Diciembre de 1873, que se dice Ley de contrato, y por consiguien-
te, ninguna obligation pudo contraer para eon los Serra, y además por.lue la Sala 
sentenciadora, sin negar la fuerza de esa escritura, apreciando en conjunto la prue-
ba testifical y la documental consignada en otros instrunsentos blicos, ha e-ti-
mado, sin que contra esa apreciacion se cite Ley doctrina legal infringida, que se 
justificó debidamente el derecho de Saloin á pasar por la fines de los Serra, que ha 
side el objeto del interdicto y de este pleito: 
Y que son tarubien inoportunas las citas contenidas en los motivos 2.° y 3. 0 , 
igualmente relacionados, porque la primera de dichas leves no tiene aplicacion res-
pecto A les interdictos, puesto que el art. 724 de la Ley di Erejuiriamiento civil es-
tablece que prestada la fianza designada por el Juez puede admitirse la inforinacion 
sobre el despojo y acordarse la restitucion sin audiencia al despujante, y no puede, 
por tanto, invocarse como infringida; ni tampoco la segunda en cuanto S los per-
juicios, porque si existieran no serian causados voluntariamente, sino en virtud de 
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una sentencia. que es la pronunciada en el pleito actual, en el que se ha  oído al 
causante del despojo; 
Declaró no haber lugar al recurso. 
CRIMINAL. 
Infidelidad en la custodia de los presos. —Se declara que el Alcaide de 'una ccircel, 
como encargadO de la custodia de presos, obró con temeraria imprudencia, no sólo 
po•yue so toil, las precaucio.es debidas para  cilu lu  fuga, sino porque concedió 
fraliyuic:as y libertades conocid tatemte i.onerecidas, prescindiendo de la vigilemcia 
deber le imponia. —Sentencia de Febrero de 1880,--(Gace. de '7 de Mayo.) 
Hal landose en la s cárceles de Guadalajara, á disposicion del Juzgado de Brihue-
go, y del Fiscal militar de la Guardia civil, los presos Angel Guillermo Rodriguez, 
Trifon Pedrero é Isidro Martinez, procesados coo otros por robo en cuadrilla y re-
sistencia á la referida fuerza. se fugaron de dicho establecimiento á las noose de la 
noche del 15 de Mayo de 1t79: 
La evasion toso Lugar por las habitaciones del Alcaide, en donde hay algunos 
cuartos pas, alojar presos que sufeen condenas de arresto ó están por causas leyes; 
y los citados presos. bien fuera porque se introdujeron en una sala cuya puerta que-
dara abierta, hien purple se metiesen desde el pasillo á la alcoba por una ventani-
lla, se descolgaron i.(or un bilcon á la bollo, valiéndose de unas cuerdas que al elec-
t° ataron y oncontro despues el Juzgado: 
Diclios ores00 intontaron escaparse tres ó cuatro meses.ántes, por lo que el Al-
caide, D. Cecilio Santos, les hizo poner grill.; p0008 los tres I cuatro doss ordenó 
al llavero fine se los quitara: y 151 20 disc despues, sacándolos del patio, donde 
eats boo. o pesar (1-, las indicaciones que en contrario de aquella medida le hicieron 
el llavero otros dependientes del establecimiento, los subió á las habitaciones 
donde silo se acostumbraba á colocar loo arrestados, y se reservó el cuidado de to 
 dos los que arriba estaban, exeluyendo al mencionado llavero y demás depen-
dientes: 
En la noche del suceso el Alcaide, acompailado de su nuera, se fué al teatro, don-
de r.cAió ei aviso de la fugo de los presos: 
El Jivgado dict6 sentencia declarando que el hecho respecto á D. Cecilio San-
tos constituye una improdencia teineraria, que produjo la fuga de tres presos; y 
visto entre otros, el art. 581 del Código penal. le coulenó en la pena de tres meses 
de arrest° mayor y suspension de to-lo cargo durante ese tiempo, y en las costas; 
sentencia que co•dirmó con las de segunda instancia la Sala de lo criminal de la 
Audiencia de esta Corte: 
Costa esta sentencia interpuso el procesado recurso de casacion por infraction 
de loo-, que fund,5 en el coso 1.° del art '798 de la Ley de Enjuiciamiento criminal, 
y sufisid.ariameote en r13.° citando como infringidos los articulos 581, en relacion 
con el 333 y 315 dal Código penal, puesto quo el hecho no puede comprenderse en 
el primemi do dieltos articulos, y sí, en todo caso. en el segundo: • 
Y el Tribunal Supremo, considerando quo el art. S'ì3 tel Código pen d castiga al 
funcionario pablico culpable de connivencia en la evasion de un preso cuya con-
duccion o cu.todia le estuviere confiada; y el 581 del mismo Código casti,ga tam-
bien al que por imprudencia temeraria ejecuta un hecho que, si mediare malicia, 
constituiria un delito grave, con la pena de arresto mayor en su grado máximo 
presidio correccional en el mínimo; e con la de arresto mayor en sus grados mini-
mo y tnedio si con-tituyere un debits ménos gray, 
Q:oc 1 s heelios consignados como probados en la sentencia (lemuestran con to-
da evidencia que fiteron ejecutados por el recurrente encargadó, como Alcaide de la 
cárcol. d lo custodia de los pre,os con temeraria imprudencia, no sólo porque no 
tomó las precauciones debidos, sino porque die( franquicias y libertades conocida- 
mente iniro-recidas. con desprecio de las advertencias que se lo hicieron, y prescin-
diendo de Is vigilancia que su deber le imponia: 
Y que al a preciar la Sala quo el recurrente obró con imprudencia temeraria 
imponerle la pena en tal concepto con aplicacion del art. 581 del Código penal, no 
ha incurrido en el error que se expresa en el caso 1.° del art. 862 de la Conapilacion 
de Enjuiciamiento criminal, ni cometido las infracciones alegadas: 
Declaró no lia.ber lugar al recurs° de casacion interpuesto por D. Coolie Santos. 
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Parricidio. —Se declara improcedente la alegacion como fundamento de un recurso cuan-
do se contradice y discute la prueba y adecuas se citan como f asdaménto para inier-
poserle los artículos de la Ley de Enjuiciamiento criminal y no la Compilacion.-
Sentencia de 10 de Febrero de 1380.—(Gaceta del 7 de Mayo.) 
En la tarde del 12 de Febrero del año próximo pasado, al volver Anteco Lopez 
Cano en compañía de•otros dos con una carga de leña, se encontró cerca de Viana 
á su mujer, Fausta Martinez, de la que estaba separado hacia tres meses; y parán-
dose á hablar con ella, á alguna distancia de los otros, tratando de convencerla pa-
ra que se la reuniese, le disparó un tiro con una pistola de dos cañones que poros 
dias ántes había comprado, sin otro resultado que inscrustarle en la cara algunos 
granos de pólvora; y saliendo ella corriendo demandando socorro en direccion á 
una quinta inmediata, la siguió de 'cerca el marido hasta alcanzarla, echando á 
correr inmediatamente despues por el camino de las Huertas, dejándose en el suelo 
el capote y pañuelo de la cabeza; y acudiendo los que le acompañaban se hallaron 
espirante á la Fausta, que tenia tres pañaladas en la espalda. de las que falleció 
instantáneamente, encontrándose tendido cerca del rio al Lopez Cano, desangrán-
dose por una herida de bala que tenia debajo de la barba que se infirió con el se-
gundo tiro de la pistola de dos caiiones que tenia Am  lado, hallándose á poca dis-
tancia un puñal sin vaina, el que, segun los facultativos, debió inferir las heridas 
á la Fausta: 
La Sala de lo criminal de la Audiencia de esta Corte, aceptando los resultandos, 
considerandos y citas legales de la sentencia consultada, con exclusion de la cir-
cunstancia agravante de abuso de superioridad, declaró que el hecho constituye el 
delito de parricidio, del que es autor responsable su marido Antero Lopez Cano, 
con la circunstancia atenuante de arrebato y obcecacion, le condenó á la pena de 
cadena perpétua, accesorias, indeinnizacion de 1.500 pesetas á su hijo y en las 
costas. 
Contra esta sentencia ha interpuesto el procesado recurso de casacion, por in-
fraecion de ley, fundado en el caso 1.° del art. 797, 4.` y h." del 198 de la de Enjui-
ciamiento criminal, citando como infringido el 12 de la 18 de Junio de 1870, por 
creer que los indicios no son graves ni concluyentes para hacer prueba, y además 
el núm. 1.° del art. 8.°, por desprenderse de los hechos probados que el procesado 
obró con enagenacion mental. 
Y el Tribunal Supremo considerando que con repeticion tiene declarado que no 
puede ser objeto de casacion criminal por infraceion de ley la apreciacion de la 
prueba que haga la Sala sentenciadora por ser de su exclusiva competencia, y ade-
más porque no es de los motivos que taxativamente señala la Ley de Enjuiciamien-
to criminal en su art. 798, y hoy el 862 de la Compilation: 
Que en el presente recurso se contradice y discute la apreciacion de la prueba, 
v en tal concepto improcedente la alegacion que se hace, y además se citan como 
fundamento para interponerle los artículos de la ley de Enjuiciamento criminal, y 
no la Compilacion, punlicada ya ésta á la fecha de presentar el escrito: 
Falló no haber lugar á la admision del  interpuesto á nombre de Antero Lopez. 
' En otras tres sentencias de 10 y 12 de Febrero de 1880 publicadas en la misn,ta 
Gaceta, se sienta igual doctrina que en la anterior. 
Homicidio.—Se deniega un recurso de casacion interpuesto por el Ministerio • fiscal con-
tra uns sentencia de muerte por no see dicho recurso beneficioso al reo en ningun con-
cepto.—Sentencia de 12 de Febrero de 1880.—(Gaceta de 7 de Mayo.) 
A consecuencia de parte que recibió el referido Juzgado, se constituyó en la ma-
ñana del 23 de Febrero del año próximo anterior en el manso titulado de Cassany, 
donde se encontró fuera de la casa, y á poca distancia de la puerta, el cadáver de 
Vicenta Serra de Cassany, esposa del dueño de la finca; próxima á ella una piedra 
grande con manchas de sangre; en el piso primero revueltos los muebles y ropas de• 
la cama; al lado de ésta el cadáver de 'Teresa Cassany, de 16 años, hija de Vacenta 
Serra, y un charco de sangre á los pi e's; y al extremo de dicha cama á Ramon Cas-
sany, de 10 años de edad, tambien cadáver, é inmediatos á éste un charco de san-
gre y un pico manchado de ella y salpicado de sesos; todos tres cadáveres con se-
,  ñales exteriores de haber sido muertos violentamente, y varias manchas de sangre 
además en las paredes del aposento y en la escalera: 
En la misma habitacion hacia un arca con triple cajon interior, los cuales se cer- 
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raban con un pestillo que se encontró roto, notándose que de los citados cajones 
se habian sustraido 50 duros, y además debajo de la expresada arca levantados dos 
ladrillos que tapaban un escondrijo donde Francisco Cassany tenia guardados 150 
duros que se habian sustraido, afirmándolo el perjudicado y declarando testigos la 
posibilidad de tenerlos: 
Reconocidos los cadáveres y practicada su auptosia. declararon los acultativos 
que los tres habian sucumbido á consecuencia de heridas mortales de necesidad, 
producidas en la cabeza con instrumento contundente y cortante que había desgar-
rado el cerebro y producido abundante hemorragia, afirmando que las heridas de 
los dos niños debieron ser ocasionadas por un mismo indivíduo y con el pico que se 
había encontrado dentro de la casa: 
Practicadas en la causa varias diligencias en averiguacion del autor de los he-
chos expuestos, fué aprehendido en Barcelona Luciano Saborit, á quien se ocupó 
parte del dinero sustraido, y el cual, despues de haber servido corno criado en el 
referirlo manso, se presentó en 20 del referido mes en dicho lugar al dueto de la 
fines,  Francisco Cassany, el cual le dió albergue en un establo separado de la casa, 
encerrándolo en él y preparándose en su habitation con una escopeta, por el temor 
que le tenia, atendidos sus malos antecedentes: 
Por estos datos; por haber sido visto Saborit por varios testigos el dia en que 
tuvo lugar el hecho referido y en los anteriores por aquellas inmediaciones y ha-
blando con la dueña de la finca, todo lo cual ha negado en sus declaraciones; y por 
otros indicios que la Sala enumera en su sentencia, declaró á éste autor único del 
referido hecho, que calificó de robo, con motivo ú ocasion del cual resultaron tres 
homicidios, comprendido en el art. 516 del Código penal, con la circunstancia agra-
vante de reincidencia por haber sido penado ántes en cuatro meses de arresto ma-
yor por el delito de hurto, y le condenó á la pena de muerte: 
Admitido de derecho el recurso de casacion, que tambien fué preparado por el 
defensor del reo en la segunda instancia, se remitió la causa al Tribunal Supremo, 
donde se nombró defensor de oficio al procesado, el cual devolvió la causa manifes 
tando que no encontraba méritos en ella para formalizar recurso alguno: 
Pasada la causa al ministerio fiscal, ha Interpuesto el de isteseeion de ley, fun-
dado en el núm. 5.° del art. 862 de la Compilacion general sobre el Enjuiciamiento 
criminal, citando como infringido el art. 10 del Código penal en su núm. 2.°; por-
que además de la circunstancia agravante apreciada en la sentencia, no se estimó 
otra que t:,mbien concurrió en el homicidio del jóven Ramon Cassany, ó sea la de 
alevosía: 
Y dicho Tribunal.  
Considerando que el recurso de casacion por infraccion de ley, interuuesto por 
el Ministerio fiscal contra la sentencia de que se teats, no procede legalmente, pues-
to que no habiéndose preparado y fundándose silo en no haberse apreciado en 
aquella la circunstancia agravante de alevosía, no es beneficioso en ningun con-
cepto al reo Luciano Saborit Yacía. y que por lo tanto le falta esta condition nece-
saria en este caso en los recursos contra dicha sentencia y las de su clase, confor- 
me á la disposicion consignada en el art. /89 de la Ley de Enjuiciamiento criminal 
y en el 940 de la Compilacion de las disposiciones generales sobre el mismo En-
juiciamiento: 
Y que examinada la causa con detenimiento, no se encuentra en ella motivo 
alguno que dé lugar al recurso de casacion por islssee:on de ley ni por quebran-
tamiento de forma: 
Declaró no haber lugar al expresarlo recurso. 
SLCCION BIBLIGGRABICA 
EsTuDIoS SOBRE REFOR ., PENITENCIARIA.-Por Eduardo Vineenti.-Imprenta de la 
Recicla de Leyislacion.—Madrid 1880. 
Difícilmente podrá encontrarse reforma, cuya necesidad sea tan generalmente 
sentida como la penitenciaria. Desde que la ciencia penal, abandonando los falsos 
derroteros que los Códigos antiguos la señalaban, logró hacerse más filosófica, más 
• 
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bienhechora y humana, era preciso que, como digno coronamiento 
de semejante 
progreso, surgieran nuevos sistemas penitenciarios que permitieran llevar á SUS 
últimas consecuencias prácticas los principios sentados por la nueva ciencia penal. 
Doloroso es v,r á nuestra pat , is indiferente por espacio de tanto tiempo 
en asun-
to tan capital, alejada de esos Congresos internacionales, honra de nuestro siglo, en 
los que todos los pueblos cultos buscaban la solucion de los más importantes 
pro-
blemas de is ciencia penitenciaria. 
Por fortuna, parece que España, aunque lentamente, va saliendo de su apatía; 
notables escritores trabajan con ardor en pró de tan humanitaria y  trascendental 
idea, y is opinion pública empieza ya á preocuparse de las reformas 
penitenciarias. 
Preciso es, pues, aprovechar tan favorables circunstancias  y  contribuir cada cual 
cuanto le sea posible, para que nuestras cárceles y presidios sean lo 
que deben ser 
y dejen por completo de ser Is que son. 
Por esto no podemos mises de aplaudir y ver gustosísimos todo trabajo que, 
rotas el del Sr. Vincenti, se halla inspirado en tan nobles y 
levantados propósitos. 
Si Sr. Vincenti, en sus Estudios sobre la reforma penitenciaria, se ocupa de los 
más importantes problemas que en esta cuestion preocupan  S  estadistas 
y filósofos; 
y poniendo de manifiesto los sities de que nuestras prisiones actuales adolecen, 
in-
dica cuál es, en su opinion, el medio de conseguir todos los fines 
á que aspira is 
teoría correccionalista, cuya victoria sobre las demás escuelas, en el campo de la 
ciencia, es evidente: una breve reseña del trabajo ique nos ocupa, dará f  nuestros 
lectores clara idea  de su importancia; trabajo que, bajo modestas apariencias, re-
vela en su autor extensos conocimientos en la ciencia penal, al paso que 
un profundo 
y elevado criterio. 
El autor desarrolla en cinco capítulos la tisis que se ha 
propuesto, siendo una 
de las buenas condiciones que en is obra resaltan, su 
irreprochable método, tan 
indispensable en toda investigacion científica. 
Haciéndose cargo de los diversos extremos que debe abarcar is 
reforma peniten-
ciaria, se ocupa el Sr. Vincenti de los principios que 
deben presidir en is construe-
dse de los edificios carcelarios,  is distribueion de sus 
diferentes dependencias y 
conveniente separacion entre los detenidos y sentenciados; atinadas ob,ervaciones 
hace tambien sobre las cualidades de que el personal penitenciario debe estar ador-
nado, y no recite. por últhaio, is cuestion importantísima de 
la instruccion que ha 
de darse flies penados, pues sólo con ella puede confiarse en su 
correccion. No de-
bemos, sin embargo, pasar por alto, que el Sr. Vincenti incurre 
en una inconse-
cuencia, seep general por cierto, puesto que, partidario decidido 
de is libertad 
religiosa, pide, sin embargo, intervencion de is Iglesia y 
gran influencia del Clero 
en las prisiones. 
La reforma penitenciaria erige, coros cuestion pr ,via, is 
resolueion d, uno de 
los más importantes problemas de is ciencia penal: el determinar is 
naturaleza y 
fin de is pena, pues segun sea aquélla y éste, así is 
reforma penitenciaria ha de 
marchar en uno ú en otro sentido. Por eso el Sr. 
Vincenti, fletes de decidirse per 
sr  determinado sistema penitenciario, se ocupa de 
 fijar aquellos conceptos, hacien-
do is crítica de las diferentes escuelas que descuellan 
en el campo  de la ciencia 
penal, decidiéndose francamente por la escuela correccionalista 
y asignando á la 
pena el triple fin de restablecer el derecho perturbado, con 
respecto á la sociedad 
en general, á is víctima y al delincuente. 
Expuesto el fin á que is reforma penitenciaria debe aspirar, analiza 
el autor los 
distintos sistemas que se han ideado, partiendo de is base del celular, tar
a conse-
guir el verdadero objeto de is pena. 
^ 
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Despues de un detenido examen del sistema pensilvánico ó celular absoluto, del 
aubernés é inglés ;  se decide por el de Crofton, que evita los inconvenientes gene-
ralmente reconocidos del celular absoluto, por medio de una prudente gradation, 
partiendo del aislamiento absoluto del penado, hasta llegar, pasando por grados di-
versos, á se completa libertad'con el total cumplimiento de le condena. 
Estudiada le reforma penitenciaria bajo su aspecto más principal, el Sr. Vincenti 
concreta su estudio á nuestra patria, cups situacion es tan deseonsoladora, y se-
ñala como reformas más urgentes la difusion de la instruction popular, la anexton 
de la Direction de penales al Ministerio de Gracia y Justicia, la reforma de las Leyes 
penales y procesales, el establecimiento de un personal penitenciario apto é ilus-
trado, la buena disciplina carcelaria y la fundacion de penitenciarias para jóvenes 
delincuentes, en todo lo cual estamos por completo de acuerdo con el autor. 
Las reformas realizadas, de poca importancia si se atiende á lo que queda por 
hacer, pero no carecen de ella si se tiene en cuenta nuestro apatía y abandono, ocu-
pan la última parte del trabajo del Sr. Vincenti, digno del mayor aplauso por los 
nobles propósitos que le han inspirado y por la profundidad y erudi.ci.on con que 
plantea y resuelve las más importantes cuestiones de la ciencia penal. 
J. G. B. 
_IIOVIIIIEiTO 	 K1iSO\' iL D E TiIIBG'\UES  
RESOLUCIONES ADOPTADAS EN EL PERSONAL DEL MINISTERIO PÚBLICO DURANTE EL  
MES DE ABRIL ÚLTIMO.  
Jueces de primera instancia.  
En 28 de Abril de 1880. Nombrando con arreglo á lo dispuesto en el art. 2. ° del 
Real decreto de 22 de Octubre de 187i, para F'1 Juzgado de primera instancia de 
Puerto delArrecife, de entrada, á D. Antimo Atienza y Gonzalez, cesante de igual 
clase. En id. id. Trasladando al Juzgado de primera instancia de Rivadeo, de entra-
da, vacante por fallecimiento de D. Juan de la Fuente, á D. Ladislao Martinez 
Troncoso, que sirve el de Corcubion. 
En id. id. Se nombra, accediendo á sus desees, para el Juzgado de primera 
instancia de Corcubion, de entrada, á D. Vicente Dieguez y Garcia, electo del de 
Fonsagrada. 
En Id. id. Se nombra, accedn 	 á sus deses, 	 lJuz "gado 	 ime 
instancia de Fonsagrade, ele entrada,
iedo 









Cruz de la Palma. 
En id. id. Nombrando con arreglo á lo dispuesto en el art. 2.° del Real de-
creto de 22 de Octubre de 1877, para el Juzgado de primera instancia de Santa 
Cruz de la Paloma, de entrada, á D. José Romeo y Ramos, Promotor fiscal de as-
censo, cesante.  
Escribanos de actuaciones. 
En 30 de Abril de 1880. Reel órden admitiendo la renuncia á la indemnizacion 
por el oficio de Eecrihano de Santa Clara, propiedad de doña Juana Beseteeia Berms 
mudez doña Isabel Asralia Sumí. y is presentation por las mismas en favor de dos 
Antonio de la Torre Aday, nombrándole en su consecuencia Notarlo de dicha villa. 
En id. id. B. el Orden admitiendo la renuncia á la indemnizacion por el oficio 
de Escribano público de is Habana, propiedad de doña Maria Elena Justina de Cas-
tro y la presentation para servirlo á favor de D. Andrés Rodriguez y Rodriguez. 
Promotores fiscales. 
En 19 de Abril de 1 681 . Admitiendo á D. José Marta Cremados y Lopez, Pro-
motor fizc<xl de Medina del Campo, la renuncia que ha hecho por enfermo del ex- 
- 
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SECCION DOCTRINAL 
NUESTRO DEBER ANTE LOS PROYECTOS DE REFORMAS. 
Tiempo hacía que deseábamos manifestar nuestro sentimiento por la in-
diferencia con que se miran los esfuerzos de la prensa profesional en Orden al 
mejoramiento de las Leyes, en aquella parte de las mismas que necesita de 
urgente reforma. Empero, causas no imputables á nuestra voluntad, nos lo 
han hasta ahora impedido. 
Cerradas hoy las Cámaras, y hasta cierto punto paralizado el genecso 
impulso que agitó la pluma de nuestros estimados colegas, parece ocasion 
propicia la que se presenta para meditar sobre los adelantos operados du-
rante la parte ya trascurrida del presente año, así como el caminante que, 
tras larga jornada, se detiene á reflexionar friamente con el juicio ilustrado 
por la experiencia. 
Bases para reformar el procedimiento -civil; bases para reformar el pro-
cedimiento criminal; bases para reformar la organizacion de Tribunales; 
proyecto de ley sobre los efectos civiles del matrimonio; proyecto de Código 
i3 
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penal; proyecto de otras varias reformas, y realizacion provisional de una 
innovacion en la enseñanza pública. Esto es lo que hallamos examinando la 
Gaceta oficial; como si se tratara de un país carente de toda Ley, y nece-
sitado de establecer en un principio las bases de su desarrollo moral y los 
cimientos de su cultura jurídica. 
Verdades comprobadas nos demuestran que, cuando las ideas no se con-
trastan con la práctica, las alteraciones que producen los cambios científicos 
no siempre merecen el nombre de novedad; porque, é copian bajo diferente 
forma lo antiguo, y entonces son verdaderos plagios del Legislador, ó si en 
efecto improvisan, pueden muy bien tales reformas quedar en el terreno de 
le no hacedero como meras teorías, originadas de un principio utópico. Grande 
es la necesidad que se experimenta de ciertas alteraciones; pero se teme, con 
sobrada razon, que las hoy proyectadas conserven todo lo malo antiguo é 
introduzcan nuevos males para lo porvenir. 
No es esto pesimismo. ¿Qué ha pasado con la Compilacion de disposi-
ciones sobre el Enjuiciamiento criminal? Ya está corregida por un Real de-
creto. Como trabajo científico, completamente desacreditado. Y aquí nos 
ocurre una duda: ¿cómo se explica que siendo todos los dignísimos señores 
que componen la Comision de Códigos, jurisconsultos eminentes, cuyos mé-
ritos nadie puede dudar, y cada uno de cuyos señores hubiera podido hacer 
una Compilacion aceptable, por lo ménos, cuanto más que creemos hubiera 
sido digna de aplauso, den, sin embargo, en conjunto, una obra tan imper-
fecta, hasta el punto de que no ha podido sobrevivir sin grandes altera-
ciones, bajo la censura de las Cámaras, de los Tribunales, de la prensa, en 
una palabra? ¿Qué manera de funcionar tiene esa respetable Comision, que 
así se dificulta el sereno cumplimiento de su deseo? Quizá el prccedimiento 
porque se rigen, adolezca de tantos defectos come los que tratan de evitar 
en las Leyes que estudian. 
Nuestro ilustrado colega la Gaceta del Ministerio Fiscal presentó, hace 
meses, una exposicion, acompañada de una Memoria y proyectos, dignos del 
mayor elogio, para la reforma de la administracion de justicia. ¿Qué suerte 
le ha cabido? La misma que á nuestro querido colega la Gaceta de Escriba-
nos y Procuradores por su exposicion elevada á las Córtes acerca de la rear-
ganizacion de la respetable clase de Escribanos de España. Sin embargo, 
tenemos la conviccion de que sus ideas serán tenidas en cuenta al reanudares 
los trabajos legislativos. Decimos esto en prueba de imparcialidad, porque 
no toda la culpa está de parte de los que gobiernan. En la reforma de las 
Leyes, todos deben tomar parte y, tarde ó temprano, las verdaderas refor-
mas se conseguirán. 
Hace falta para ello que los que se dedican á la práctica de la profesion, 
no pierdan momento y se tomen el trabajo de anunciar los males que noten; 
que de esa suerte serd más fácil su remedio. Es indispensable imitar la noble 
conducta de los jurisconsultos de las provincias forales que, alarmados ante 
los proyectos de codificacion, estudian sin reposo para sacar á salvo los 
principios de su antiguo derecho, sin que olvidemos los esfuerzos de nuestro 
estimado colega la Gaceta de Procuradores y Escribanos de Zaragoza, que 
se afana por elevar tan dignas clases de su estado de postracion y abati-
miento. 
Quizá una de las causas que en este último caso concurren para el des-
prestigio de las profesiones, es la falta de compañerismo; que el egoismo ha, 
hecho camino, por más que sea perjudicial. Las divisiones dificultan el ade-
lanto: en el órden de la re ligion, produjeron las sectas; en el de la filosofía, 
las escuelas; en el del arte, la confusion de los géneros; en el de la historia, 
las luchas; y en el campo de la vida profesional originan el aislamiento y la, 
muerte. 
SECCION DE CONSULTAS 
PRIMERA. 
Contra quién puede repetirse por honorarios devengados en un asunto civil. 
A instancia de D. X., Procurador de D. B., y á virtud de poder del mis-
mo, se ha instruido un expediente civil-contencioso, en el que el Letrado y 
un Profesor de medicina han devengado sus honorarios. El poder al Procu-
rador no le está suspenso ni revocado, pues le sigue representando en otros 
asuntos. ¿Pueden aquellos profesores paner la relacion de sus honorarios 
contra el poderdante, á no quererlo hacer contra el Procurador? Caso afirma-
tivo, y siendo el poderdante vecino de otra poblacion, ¿queda sometido al 
Juzgado donde se tramitó aquel expediente para el cumplimiento de la obli-
gacion de pagar á los curiales que en el mismo intervinieron en su defen-
sa?-Usa suscritor. 
CONTESTACION. 
La Redaccion opina por la afirmativa en las dos cuestiones que entraña 
la consulta. El obligado directo es el que ha mandado trabajar; y tanto el 
Letrado, como el Profesor de medicina, tienen su derecho expedito para re-
clamar sus honorarios, ya del Procurador, ya del litigante que los ocupó en 
su servicio; y como esta reclamacion es un incidente de la cuestion princi-
pal, se infiere desde luego que dicho litigante está sometido para todas las 
incidencias al Juzgado donde radica el pleito en que se han prestado los tra-
bajos y servicios.—LA REDACCION. 
SEGUNDA. 
Cancelacion de cierta hipoteca por los herederos de un curador. 
Habiendo fallecido D. P., curador de D. R., y conviniendo los herederos 
del curador dar á D. R. en pago de cierto crédito que administró D. P., cier-
ta finca, gravada con una hipoteca, contrajeron el compromiso de cancelar-
la sin señalar plazo para dicha caucelacion. Los herederos se han resistido, 
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durante nueve meses, y aún se resisten á cancelarla, por lo que, y otras ra- 
zones que se dirán, D. R. trata de entablar la correspondiente demanda de 
rendicion de cuentas contra los herederos del curador, los que, fuera de todo 
juicio, alegan la noracion de la obligacion de rendir cuentas y hacer entre-
ga de su patrimonio á D. R., á lo que estaba obligado D. P., segun resulta 
del auto de discernimiento del cargo de curador. 
El consultante cree debe prosperar la demanda de D. R. contra los he-
rederos, porque mal podia novarse una obligacion euyos limites no se cono-
cian hasta el rendimiento de cuentas, lo que se dejó de hacer al convenir la 
primero por creer que la administracion fuese frutos por pension; porque 
no 
 habiéndose señalado término para cancelar la hipoteca que afectaba so-
bre la finca prometida en pago, de la que D. R. tomó posesion, dicha obli-
gacion de cancelar la finca era pura y exigible, por tanto, á los diez dios de 
constituida, habiendo nueve meses que se contrajo y resistirse aún á cum-
plirla: y por último, en que su compromiso de adjudicar y recibir en pago 
se hizo por doña Z. (viuda), madre de los herederos menores, sin que el do-
minio de la finca prometida estuviese definido á nombre de la madre ni de 
los hijos menores, y sí á nombre del curador se hallaba y aún se halla ins-
crita en el Registro. 
Desearía saber la razonada opinion de la Redaccion de la GACETA FOREN-
SE sobre este punto,—Un suscritor. 
CONTESTACION. 
La Redaccion siente sobremanera los términos en que viene la exposicion 
ele la presente consulta, pues que no comprendiéndolos bien, tiene que en- 
trar en hipótesis que pueden muy bien no estar conformes con los hechos 
que han motivado el problema jurídico. 
Parece que á D. P., curador de D. R., resultó un alcance é descubierto 
favor del D. R. (no puede entenderse de otro modo la frase de un crédito que 
administró), y que los herederos del curador P. le dieron en pago cierta finca 
gravada con una hipoteca, obligándose á cancelarla sin señalar plazo para 
dicha cancelacion, y que, á pesar de ser pasados nueve meses, no sólo no 
han cancelado dicha hipoteca, sino que se resisten á hacerlo. 
Desde luego se concibe que los herederos del curador P. tienen obliga-
cion de cancelar dicha hipoteca Antes de su vencimiento: de lo contrario, la 
data de la finca en pago, seria ilusoria; pero falta saber si esto se hizo por 
transaccion: si habiendo menores se hizo el expediente de utilidad y necesi-
dad: si con la entrega de la finca se dió carta de pago y finiquito á los here-
deros del curador: si se le aprobaron las cuentas, etc., etc. 
La Redaccion se permite suplicar al consultante se sirva concretar las 
cuestiones, pues que su consulta abraza dos extremos sencillos, cuya reso- 
lucion es may fácil. 
El primero se reduce á demandar á los herederos del curador P. para 
liberar la finca dada en pago ó cancelar la hipoteca Antes de que llegue el 
plazo .de ésta. 
El segundo, que nada tiene que ver con lo anterior, se dirige á exigir las 
cuentas de la curatela á los herederos del dicho curador, pues que nada 
puedan heredar sin que su causante pague los descubiertos que le resulten.— 
LA REDACCION. 
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SECCION DE JURISPRUDENCIA  
CRIMINAL 
Aplicacion del beneficio del Real decreto de 9 de Agosto de 1853.-74e es mo- 
tivo de casacion el no hal erse hecho en la sentencia la aplicacion de dicho beneficio.— 
(Sentencia del Tribunal Supremo de 23 de Febrero. Goode del 28 de Mayo.) 
En la noche del 3 de Setiembre de 1875 Toribio Fernandez. vecino de Naval-
carnero, despues de cruzar algunas palabras de cuestion con Patricio Marquez, le  
disparó con un cachorrillo o arma de fuego corta, causándole varies heridas, una  
de ellas, estimada como grave, en la cabeza, y otras leves, sin que conste la fecha  
de su curacion ni sus consecuencias.  
La Sala de lo criminal de la Audiencia de Madrid, por sentencia de 27 de No-
viembre de 1879, calificó los hechos referidos como constitutivos de los delitos de  
disparo de arma de fuego contra persona determinada y lesiones graves, cometidas  
en un mismo acto, de los que era responsable como autor Toribio Fernandez Lopez,  
sin circunstancias apreciables; y en su vista le condenó en tres años y siete meses  
de prision correccional, accesorias, indemnizacion de 64 pesetas al ofendido y  
costas. 
A nombre del procesado se ha interpuesto contra la sentencia anterior recurso  
de casacion por infraccion de ley, fundado en el caso 5.° del art. 862 de la Compila-
cion sobre el Enjuiciamiento criminal, porque la pena impuesta aparecia excesiva  
desde el momento en que no se hacia aplicacion en dicha sentencia del Real decreto  
de 9 de Octubre de 1853 sobre computacion de la mitad del tiempo de prision pre-
ventiva sufrida, respecto del que debe hacerse mérito en todo fallo con arreglo  
al art. 852 de la mencionada Compilation.  
Y el Tribunal Supremo, 	 • 
Considerando que el no haberse aplicado en la sentencia recurrida el beneficio  
del Real decreto de 3 de Octubre de 1853, único fundamento del presente recurso,  
no es motivo que se halla comprendido en ninguno de los casos que textualmente  
determina el art. 862 de la Compilation de Enjuiciamiento criminal para que pueda  
admitirse, ni lo que dispone en su caso 5.°, que se cita por el recurrente, tiene apli-
cacion para el objeto que pretende, porque éste se refiere al error que se cometa  
en la designacion de la pena, segun las circunstancias que concurran, y dicho be-
neficio sólo tiene efecto para despues de impuesta aquélla:  
Declara no haber lugar á la admision del recurso de casacion,  
Delito de injurias.—Se declara que la accion penal de calumnias es diferente de la de  
injuria, y que la declaration expresa que pública ó privadamente hiciere el que ha  
proferido palabras injuriosas contra otro de no haler tenido solsocion d propósito de  
injuriarle, no extingue la responsabilidad criminal que produce la injuria.—(Sen-
tencia de 24 de Febrero. Gaceta de 28 de Mayo.)  
En 27 de Junio de 1877 el procesado 	 , en el local del Juzgado municipal  
de 	 , á presencia de varios testigos, llamó á D 	 , presente tambien, «falsificador  
de recibos, 
En 2 de Julio siguiente 	  intentó acto de conciliacion por esas palabras, que  
conceptuó calumniosas é injuriosas, y 	  contestó que no recordaba haberlas pro- 
ferido; pero que si en el calor de la discusion soltó alguna expresion ofensiva,  
queria tenerla por no dicha y la retiraba solemnemente, pues no fué su ánimo  
ofender al  actor, de quien hacia todas las declaraciones favorables que pudiera pre-
tender, no lográndose, sin embargo, la avenencia.  
En 6 del propio mes de Julio 	  presentó querella de calumnia por dichas pala- 
bras, v seguido el procedimiento 	  calificó y acusó del delito de calumnia.  
El Juzgado de primera instancia, por sentencia de 17 de Diciembre ; fundándose 
en que dichas palabras no constituian calumnia y que la action de esta clase fué la 
única que se habia ejercido, absolvió á , con imposicion de costas al querellante, 
sentencia que fué confirmada por la de la Audiencia de 6 de Junio de 1878, con la  
sola modification de declarar de oficio las costas.  
-s.:- — 	 --^-.> -_,.^ ^
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En 24 de Diciembre de 18/7 	  intentó otro acto de conciliacion con 	 , bajo el 
concepto de ser éste reo de injurias por las referidas palabras, en cuyo acto 	  dió 
por reproducidas las explicaciones dadas en el anterior y tampoco se logró ave- 
nencia; y presentada en 26 de dicho mes por parte de 	  querellas de injurias, di- 
rigido el procedimiento contra 	  por auto de 25 de Abril de 1878, sustanciada la 
querella, el Juzgado absolvió de la misma al acusado, y la Sala de lo criminal de le 
Audiencia de....., declarando que el hecho constituye un delito de injurias graves, 
previsto en el párrafo final del art. 473 del Código penal, de que era autor , con-
denó á éste en la pena de dos'años de destierro, multa de 125 pesetas y pago de 
costas. 
Contra esta sentencia interpuso el procesado recurso de ceeoc,en por infraccion 
de ley, fundado en los núms. 1.° y 3.° del art. 798 de la provisional de Enjuicia-
miento criminal, 862 de la Compilacion, citando como infringido, entre otros: 
El principio de derecho natural que prohibe que nadie sea perseguido dos veces 
por la misma taus, y la regla general de derecho constante en las Leyes 28, De 
Excep. reí fed., 5, 12, 13, 15, 16, 19 y 21, tít. 22 de la Partida 3.a, y admitida en la 
Compilacion criminal vigente, art. 817, sobre exception de la cosa juzgada; puesto 
que en el caso actual recayó la sentencia de 6 de Junio de 1878, que tut consentida 
por las partes, y en ella se declaró absuelto al acusado, sin limitacion de ninguna 
especie, ni reserva de derechos ó acciones á favor de la parte actora; 
En el art. 1.° del Código penal, en cuanto constituyendo injuria el ánimo de 
ofender con determinada expresion la honra, crédito ó apreciacion de una persona , . 
eras jurídicamente semejante culpa desde el punto en que el que pronunció las pa-
labras ofensivas declara que no tuvo propósito de injuriar, por lo cual, despues de 
las satisfacciones dadas públicamente por , no procedía coudenarle como reo del 
mencionado delito: 
Y el Tribunal Supremo, 
Considerando que no existe ni puede legalmente estimarse la exception de cosa 
,juzgada que se invoca en favor de dicho procesado, toda vez que la accion penal de 
calumnia, ejercitada errónea t inútilmente por el referido D..... en el juicio seguido 
en virtud de su primera querella, y á la cual se refiere exclusivamente la sentencia 
dictada en el mismo, es una accion evidentemente diferente de la de injurias, de-
decide despues por el injuriado  en el otro juicio á que diera lugar su segunda 
querella; y que no habiendo, segun se vé, identidad de acciones en esos dos juicios, 
es claro que falta de este requisito esencial t indispensable no existe, ni puede, por 
tanto, estimarse esa pretendida; 
Y que la declaracion expresa que pública ó privadamente hiciere el que ha pro-
ferido palabras injuriosas contra otro, de no haber tenido intencion ó propósito de 
injuriarle, no puede legalmente extinguir la responsabilidad criminal que produce 
la injuria, como se expone por el recurrente, á no ser que el injuriado se dé por 
satisfecho con tal declaracion v perdone le ofensa recibida ó renuncie la accion penal 
dimanada de ella, lo cual no ha tenido lugar en el presente caso, segun consta de 
la referida, sentencia: 
Declara no haber lugar al recurso. 
Delito de disparo de arma de f
Ale
ego.—D esapece cuando ce produce otro coc2go 
cola pena superior.—(Sentencia  25 de Febrer
ar
o de 1880. Gaceta de 28 de Mayo.) 
En le madrugada del 12 de Julio de 1878 salió Florentin Ester con dos amigos 
del pueblo de Albalatillo, y separándose un momento de éstos, cantó unas coplas 
ofensivas á su convecino 'Manuel  Lis, con quien estaba enemistado, y habiéndolas 
oido éste, se trabaron de palabras, disparando el Lis al Ester un arma de fuego, 
produciéndole varias lesiones en el brazo izquierdo y otras con arma blanca, que-
dando curado á los treinta y ocho dies, pero con imposibilidad permanente para 
dedicarse á su oficio de herrero. 
La Sala de lo criminal de la Audiencia de Zaragoza, aceptando la relecion de 
los hechos de la sentencia consultada, declaró que constituyen el delito de disparo 
de arma de fuego contra persona determinada, penado en el art. 423 del Código, 
y el de lesiones graves previsto en el núm. 2.° del 431, y que habiendo sido pro-
ducto de un solo acto debe procederse con arreglo al art. 99 imponiendo en su grado - 
máximo la pena correspondiente el de lesiones, como más grave, siendo respon- 
sable  como autor Manuel Lis Buisan, con la circunstancia atenuante de arrebato y 
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obcecacion, 7.a del art. 9.°, y ninguna agravante, le condenó á la pena de cuatro 
años, nueve meses y once dias de prision correccional, accesorias, indemnizacion 
de 750 pesetas al lesionado y costas. 
Contra esta sentencia ha interpuesto el ministerio Fiscal recurso de casacion 
por infraccion de ley, fundado en los arts. 860, 861 núm. 1.°, 862 núm. 3.° y 5.n, y 
934 de la' Compilacion general, citando como infringidos el 423 del Código penal 
en relacion con el 90 y 431 núm. 2.° y la regla 2.a del 82, pues estando castigadas 
las lesiones ocasionadas por el disparo con pena superior á la señalada en el ar-
tículo 423, debió imponerse la pena de aquel delito en el grado correspondiente, 
que es el mínimo, puesto que se aporten una atenuante y ninguna agravante: 
Y el Tribunal Supremo, 
Considerando que el delito especial de disparo de arma de fuego desaparece 
cuando se produce otro castigado con pena superior, que es lo que sucede en el 
proceso que ha dado lugar al presente recurso, porque segun los hechos declarados 
probados por la Sala sentenciadora, el lesionado Florentin Ester, despues de ne-
cesitar treinta y ocho dias para su curacion, quedó imposibilitado permanentemente 
para su oficio de herrero, hecho penado en el art. 431, núm. 2.° con la pena de 
prision correccional en sus grados medio y máximo; 
Y que siendo superior esta pena á la anterior es evidente que la expresada Sala 
sentenciadora ha incurrido en error de derecho, infringiendo los citados arts. 423, 
90, 431 núm. 2.° y demás citados en el recurso, por lo cual se está en el caso de ca_ 
sacien previsto en el aú na . 3.° del art. 862 de la Compilacion general sobre el En e 
 juiciamiento criminal: 
Declara haber lugar al recurso de casacion interpuesto por el ministerio Fiscal 
Detencion arbitraria.—El hecho de detener á cuatro indizíduos sin ?aeon de delito y 
sin estar en suspenso las garantías constitucionales, constituye un delito definido y 
penado en el art. 210 del Código.—(Sentencia de 25 de Febrero. Gaceta de 28 de 
Mayo.) 
El pueblo de Corees se hallaba dividido en dos partidos para la drenen de 
Concejales que habia de verificarse en los dias del 6 al 9 de Febrero de 1877, figu-
rando en uno el alcalde D. Nicomedes Herce, el Jura municipal D. Saturnino 
Fernandez v otros vecinos. entre ellos Guillermo Ruiz; y en el otro partido figura-
ban Victoriano Pinillos, Rafael Sancho, Fernando y Pedro Cenzano y Agapito 
Saenz. 
El referido alcalde recibió carta, fechada en Logroño el 4 de aquel mes, suscrita 
por Fernando Ruiz, en la cual se le manifestaba que Rafael Sancho se le habia pre-
sentado, pretendiendo que fuese á votar, y ofreciéndole dinero. y que le habian 
dicho que bajarian á Joaquin Ruiz d le ocultarian en Alcanadre hasta el dia de las 
elecciones. 
En 4 del referido mes Joaquin Ruiz, que segun ha declarado no quería votar por 
ninguna parcialidad, indicó que quería marchar y se fué á Alcanadre, pero animado 
y auxiliado por Victoriano Pinillos; yen 5 su hijo Guillermo dirigió carta al al-
calde, manifestándole que habia desaparecido su padre, y que lo ponis en su cono-
cimiento por si habia sucedido alguna desgracia ó lo hubiesen ocultado con motivo 
de las elecciones. 
Con estos antecedentes, y por haber visto hablar al citado Joaquin Ruiz con 
Rafael Sancho y sus parciales, acordó el alcalde D. Nicomedes Herce la detencion 
de los Antes mencionados Pinillos, Sancho y Cenzano hermanos. 
Instruyó causa, en que recibió declaracion bajo juramento á los detenidos, y sin 
hacerles saber el motivo de su detencion remitió las diligencias al Juez de primera 
instancia, segun se consigna en ellas, con fecha del 8. aunque no constan recibidas 
hasta el 12. 
El dia 9 dirigieron los detenidos solicited al Juez municipal pidiendo su liber-
tad bajo fianza para emitir su voto en las elecciones, lo cual se decretó y realizó, no 
habiendo sido despues presos. 
El Juez de primera instancia dictó auto en el que sobreseyó libremente en lo 
respectivo al hecho de la desaparicion ú ocultacion de Joaquin Ruiz, por no cons-
tituir delito, que fué aprobado por la Sala. 
Los referidos Rafael Sancho y consortes dedujeron querella ante la Audiencia, 
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virtud la correspondiente causa y tramitada en forma, dictó la referida Sala senten-
cia por la cual absolvió libremente ii los procesados Herce y Fernandez. 
 
Contra esta sentencia se ha interpuesto por el ministerio Fiscal recurso de ca-
saeion por infraccion de ley, designando como infringido el art. 210 del Código 
 
penal en su primera parte: 
Y el Tribunal Supremo, 
Considerando que en el párrafo cuarto del art. 384 de la ley de Enjuiciamiento 
 
criminal, y hoy 644 de la Compilacion, se prescribe que para proceder á la deten-
cion de una persona, cuando no se hallare procesada, han de concurrir dos circuns-
tancias: la primera que la autoridad que verifique la detencion tenga motivos ra-
cionalmente bastantes para creer en la existencia de un hecho que presente los ca-
ractéres de delito, y la segunda que los tenga tambien bastantes para creer que la 
 
persona que intente detener tuvo participacion en él; 
 
Que ninguna de estas dos circunstancias precisas é indispensables han concur-
rido, cual exige la Ley, para que el alcalde de Correa. D. Nicomedes Herce, detuvie-
ra á Victoriano Pinillos, Rafael Sancho y Fernando y Pedro Cenzano; 
 
Y que habiendo procedido el alcalde Herce á la detencion de los cuatro indicados 
 
sujetos sin raton de delito, sin estar suspensas las garantías constitucionales, y no 
 
excediendo dicha detencion de tres dias, el hecho constituye un delito definido y 
 
penado en la primera parte del art. 210 del Código penal; y al no calificarlo así la 
 
Sala sentenciadora lo ha infringido é incurrido en el error de derecho comprendido 
 
en el núm. 1.° del art. 762 de la Compilacion: 
 




Competencias.—Real érden de 19 de Julio de 1880 desestimando la alzada en que se 
reclamaba contra la desistencia del Gobernador de Leon en cierto competencia. 
MINISTERIO DE LA GOBERNACION.—La Seccion de Gobernacion del Consejo de 
 
Estado ha emitido el siguiente dictámen: 
 
«Excmo. Sr.: La Seccion ha examinado el recurso de alzada interpuesto por el 
 
Regidor Síndico del Ayuntamiento de Villaquejida contra la decision del Goberna-
dor de la provincia de Leon, desistiendo de la competencia que había suscitado al 
 
Juzgado de primera instancia de Valencia de D. Juan con motivo de un interdicto 
 
de recobrar promovido por D. Fernando Zotes por corta y extraccion de chopos. 
 
Habiendo desistido el Gobernador del requerimiento, prévios los trámites regla-
mentarios, causó estado su resolution, y quedó libre y expedito el ejercicio de la 
 jurisdiccion ordinaria para conocer del negocio, segun lo terminantemente prescri-
to en el art. 65 del Reglamento de 25 de Setiembre de 1863. 
 
Resulta además que el Gobernador oyó para desistir á la Comision provincial, 
 
siendo justas las razones que al efecto alegó de que la information del Ayuntamiento, 
 á fin de demostrar que el terreno donde los árboles se habian cortado era de su exclu-
sivo aprovechamiento, no podia tomarse en cuenta por ser posterior á la sustancia-
cion del interdicto: que no se acreditó en forma la preexistencia de providencia 
 
administrativa alguna, dictada por el Ayuntamiento dentro del círculo de sus atribu-
nienes; y que no tiene éste facultades para penetrar y cortar árboles en terrenos en 
 
cuya posesion se halla un particular por más de año y dia. 
 
Entiende, por tanto, la Seccion que procede desestimar el recurso interpuesto.» 
 
Y conformándose S. 51. el Rey (q. D. g.) con el preinserto dictámen, se ha servi-
do resolver como en el mismo se propone, devolviéndose á V. S. el expediente origi-
nal, á los efectos que correspondan. 
 
De Real órden lo digo á V. S. para su conocimiento y efectos correspondientes. 
 
Dios guarde á V. S. muchos años. Madrid 19 de Julio de 1880.—Romero y Robledo 
 
—Sr. Gobernador de la provincia de Leon. (Gee. 15 Julio.) 
Quintas.—Real órden de 25 de Junio de 1880 desestimando la alzada de un hijo de 
viuda re que no se expresó el articulo de la Ley que se considerase infringido. 
MINISTERIO DE La GoBERoACION.—Enterado S. M. el Rey (q. D. g.) del expedien-
te promovido por Mamela. Calviño, reclamando la nulidad del fallo en virtud del 
• 
i 
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que la Comision provincial declaró soldado del Ejército activo en el reemplazo de 
1878 por el cupo del Ferrol á Juan Fernandez Calviño, hijo de la recurrente: 
Resultando que al revisarse en 1879 las excepciones del indicado reemplazo con 
arreglo á lo dispuesto en los artículos 114 y transitorio de la Ley de 28 de Agosto de 
1878, el referido mozo alegó mantener á su madre viuda y pobre, cuya excepcion le 
fué denegada por el Ayuntamiento dei Ferrol y por la Comision provincial á cau-
se de tener dos hermanos sirviendo voluntariamente en la marina de guerra, el uno 
como cabo de cañon y el otro en clase de ínarinero: 
Resultando que contra esta resolution interpuso Manuels Colvide recurso de 
nulidad, fundado en haberse infringido abiertamente la ley de 30 de Enero de 1856: 
Visto el art. 174 de la Ley de 28 de Agosto de 1878, cuya segunda parte dispone 
que respecto de los acuerdos dictados por las Comisiones provinciales confirmando 
los fallos de los Ayuntamientos, sólo se admitirá el recurso de nulidad fundado en 
la infracecion de alguna de las prescripciones de dicha Ley, que deberá expresarse en 
el escrito del recurrente, pero sin que en este caso puedan ventilarse cuestiones de 
hecho ni aducirse nuevas pruebas por parte de los interesados: 
Considerando que el recurso de Manuels Calviño no se funda en la infraccion de 
ninguna de las prescripciones de la citada Ley de 28 de Agosto, como terminante-
mente elige el art. 174 de la misma para que pueda admitirse dicho recurso: 
Considerando que tampoco expresa cuál de las prescripciones de la Ley de 30 de 
Enero de 1856 supone infringida, limitándose á citar genéricamente dicha Ley, á 
pesar de que consta de 166 artículos: 
Considerando que no es posible se hayan infringido todos ellos por el fallo en 
que la referida Comision provincial denegó su excepcion al mencionado Juan 
Fernandez Calviño, toda vez que son muy pocos los que se refieren á la indicada 
excepcion, y que no habiéndose citado ninguno determinadamente, ni se ha cumpli-
do el precepto legal, ni existe la base indispensable para resolver con acierto si hay 
ó nó fundamento para declarar la nulidad qne se pretende; 
S. M., nido el Consejo de Estado en Section de ' obernacion. ha tenido á bien 
declame que no há lugar al recurso interpuesto por Mamela Calviño. y disponer se 
publique esta reseisceen para que sirva de regla general en casos análogos. 
 
De Real órden lo digo á V. S. para su conocimiento y efectos correspondientes. 
Dios guarde á V. S. muchos años. Madrid 25 de Julio de 1880.—Romero y Robledo 
—Sr. Gobernador de la provincia de la Coruña. (Goc. 19 Julio.) 




—Don Alfonsb XII, por la gracia de Dios Rey constitu-
cional de España. 
A todos los que la presente vieren y entendieren, sabed: que las Córtes han 
decretado y Nos sancionado lo siguiente: 
Artículo 1.° Las concesiones de ferro-carriles de cualquier género que en lo 
sucesivo se otorguen, y las prórogas de obras de las ya otorgadas. contendrán la obli-
gacion de conducir gratuitamente los presos y penados, á cuyo dolos empresas que 
exploten las líneas dispondrán del material móvil adecuado que el Ministerio de 
Fomento determine, oyendo á los Ministerios de Guerra y Gobernacion. 
Art. 2.° En el caso de que las Compañías que exploten líneas de ferro-carriles 
anteriormente otorgadas no presten su asentimiento á desempeñar el mencionado 
servicio desde 1.° de Enero de 1881 sin gravámen para el Tesoro, el Gobierno acor-
dará con ellas las condiciones en que habrán de hacerlo. procurando que sean lo más 
favorables posible para el Estado, y dará cuenta á las Córtes. 
Por tanto: 
Mandamos á todos los Tribunales. Justicias, Jefes. Gobernadores y demás auto-
ridades, así civiles como militares y eclesiásticas, de cualquier clase y dignidad, 
que guarden y hagan guardar, cumplir y ejecutar la presente Ley en todas sus 
partes. 
Dado en Palacio á 3 de Julio de 1881.—Ye el Rey.—El Ministro de Fomento, 
Fermin de Lasala y Collado. (Gac. 4 Julio.) 




—Señor: La decadencia que en los estu-
dios introdujo una libertad desnaturalizada tan pronto como planteada, fué conte- 
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vida por los decretos de 29 de Julio y 29 de Setiembre de 1874, completados con 
medidas que merecieron la aprobacion de V. M. 
 Si es llegado el momento de elabo-
rar una Ley general que funda y aune las diversas disposiciones vigentes, producto 
de diferentes sistemas y tendencias, no es ménos indudable que por todos los Go-
biernos desde hace bastantes años se ha evidenciado la dificultad de resolver rápi-
damente en una sola y vasta fórmula los graves y tan complicados problemas que 
comprende la enseñanza pública; pudiendo afirmarse que en ningun otro caso ha 
de hallar tantos obstáculos que veneer el espíritu por lo general saludable de codi-
ficar, como en una materia que afecta á los más íntimos sentimientos de la familia 
y á los derechos más importantes del Estado, al carácter individual y á los orga-
nismos más elevados en toda sociedad humana, á las costumbres y á la cultura ge-
neral. El deseo de obtener un resultado completo y definitivo no ha de impedir que 
se continúe aplicando en los puntos que requieren urgente rolucion el procedi-
miento de las disposiciones parciales que tan favorables frutos va produciendo, so-
bre todo cuando, léjos de separarse de una tendencia predominante, se han de 
atemperar á ella y con ella guardar unidad perfecta las nuevas medidas, y cuando 
cada año escolar que trascurre sin dictarlas agrava la necesidad de . que, salvados 
de la decadencia, no queden los estudios en España inmóviles en medio del univer-
sal perfeccionamiento. 
Discutidas por los más expertos representantes de la ciencia y del profesorado, 
no ha parecido que, reducidas á fórmulas sencillas y modestas, debieran diferirse 
por más tiempo las innovaciones que son posibles dentro de la facultad reservada 
por las leyes al Gobierno para modificar, disminuir, aumentar las materias que 
están designadas á cada enseñanza sin renunciarse por esto en modo alguno á que 
las Córtes y V. M. decreten soluciones definitivas y generales. 
Respetada anteriormente como debia serlo la libertad de enseñanza, tambien 
ahora lo será con toda sinceridad, y la primera medida que el Ministro que suscri-
be tiene el honor de proponer á V. M. es el reconocimiento de la validez académica 
de los estudios libres en los ramos en que por extraña excepcion prácticamente no 
ha existido, á fin de que la libertad informe toda la enseñanza y un mismo criterio 
la dirija. Cesarán la anomalía y la contradiction; no habrá esfera alguna de que 
sea alejado el principio dominante; la libertad, al hermanarse todavía más con la 
disciplina y el aprovechamiento escolar, será tambien más extensa. 
Por óbvio que parezca, y si bien por fortuna va disipándose cierta socios falsa 
que de la libertad hacia surgir la desorganizacion de la enseñanza oficial no con-
sintiendo apénas reglamentarla, necesario es todavía proclamar que la libertad de 
enseñanza consiste esencialmente en la facultad de enseñar y de aprender fuera del 
organismo que á la instruccion pública fije el Estado. Pero al ser permitido á todos 
adquirir los estudios en el establecimiento, en la forma, en el tiempo que más sea 
de su agrado y conveniencia, el Estado cumple el más elemental de sus deberes 
estableciendo las condiciones ineludibles de la instruccion, que á costa del país 
quiere prodigar. Por otra parte, la disciplina y aprovechamiento escolar dependen 
de la distribution de la enseñanza, segun la capacidad y las fuerzas de los que han 
de recibirla, de modo que si bien sujeta á determinada direction, léjos de imponer 
ésta una tarea dura, tiende á aliviarla. Fuerza es confesar que por lo comun se su-
bordina la ciencia á fines de utilidad inmediata: no se busca en las aulas una cul-
tura superior, sino medios de habilitarse rápidamente para el ejercicio de las profe-
siones, una preparacion en cierto modo mecánica para ganar un título académico. 
Y sin embargo, hay un órden lógico, una gradation metódica de asignaturas, un 
minimum de conocimientos, del todo indispensables, si ha de entrarse en el ejerci-
cio de las profesiones con suficiente posesion de ideas claras, de saber bien cimen-
tado, de inteligencia dotada de la serenidad que los conocimientos adquiridos exi-
gen en su aplicacion á las dificultades de la vida real, y que jamás se logra con una 
instruccion incoherente y somera. 
Si no es justo imponer al estudiante una marcha inalterable, conveniente le es 
á todas luces hallar delante de sí, formulados por los Maestros del saber, modelos 
de distribution de asignaturas que le sirvan de norma y de guía en su natural in-
experiencia. Agrupados con arte en 1874 los conocimientos; prolongadas las carre-
ras, las observaciones á que el tiempo ha dado lugar respecto de los decretos de 
aquella época; la variedad que en las ciencias crece al enriquecerse todas con nue-
vos descubrimientos; el solo hecho de que hay Facultad importantísima en que sin 
haberse aumentado las asignaturas segun lo va exigiendo un progreso constante, 
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los alumnos, por los pocos años que emplean en recorrerla, han de asistir á seis 
lecciones diarias, cada una de las cuales, por su índole especial, requiere esmerada 
aplicacion, han demostrado que las agrupaciones de los estudios y la duration de 
las carreras necesitan una reforma en el sentido mismo en que se hizo la precedente. 
Sin jactancia alguna puede España enorgullecerse con el estado actual de varias de 
nuestras escuelas; pero la instruccion pública es objeto de tan privilegiados desve-
los de la sociedad contemporánea, que apénas se advierte en cualquier ramo algun 
espacio entre el cuadro de las enseñanzas en nuestros establecimientos y el presen-
tado allá donde se cultiva todo el campo intelectual recorrido hoy por el hombre, 
si no consienten las fuerzas, todavía incompletamente repuestas del país, se borre 
una diferencia penosa, disminuirla con presteza es preciso deber de los que tienen 
la noble mision de dirigir la enseñanza. 
Así el Consejo superior opina unánime que han de adicionarse los programas de 
todos los grados y períodos de la instruccion pública con nuevas asignaturas y 
crearse nuevas cátedras. Al no ser posible seguir de pronto su autorizado parecer en 
toda su amplitud, sino de una manera sucesiva; al no comenzarse la reforma en los 
propios estudio sde aplicacion precisamente porque deman dan profundas alteraciones 
que han de ser objeto de una disposicion especial, la enseñanza obligatoria, no ele-
vándose el pago de matrícula. de una lengua viva en los Institutos ahora que las 
múltiples comunicaciones aunan á todos los pueblos; la separacion de la Literatura 
general y Literatura española, los dos cursos en que habrá de dividirse la Historia 
universal y la Metafísica en la Facultad de Filosofía y Letras; la division igualmente 
en dos cursos con leccion diaria del Derecho civil español; la inclusion de la meta-
física como preparation para la Filosofia del Derecho; la extension de los ejercicios 
prácticos segun lo reclaman los conocimientos experimentales en la Facultad de 
Ciencias, designando sus secciones con denomination que concrete el concepto de 
cada una y determine el órden de los estudios agrupando los que son comunes á las 
tres, para señalar luego los propios y característicos porque ellas se distinguen; la 
agregacion, sin aumento inmediato de cátedras y asignaturas, de algunos estudios, 
la mayor atencion que se dé á los trabajos de laboratorio y operaciones practicadas 
con cierta prolongacion de años de carrera en las Facultades de Medicina y Far-
macia, dan lugar á otra de las alteraciones que contiene el proyecto de decreto. 
Mas no seria suficiente dotar de mayores elementos las enseñanzas secundaria y 
superior si el ingreso en aquélla y el aprovechamiento en ésta quedaran en sus 
condiciones actuales. El mal de que más se resiente la segunda enseñanza es que 
comienzan á recibirla los que por breve tiempo han visitado la escuela primaria sin 
haber adquirido casi los rudimentos del saber; sin que su inteligencia se haya ha-
bituado al estudio. poco dispuestos al trabajo individual, y no acreditando los co-
nocimientos en el grado debido, y á que conste de una manera indudable que fueron 
sólidamente adquiridos es  6.10  que tiende una de las medidas propuestas con el fin 
de qua se cumplan religiosamente las medidas ya establecidas. Y es otro obstáculo 
al mejor aprovechamiento de la enseñanza la aglomeracion de los alumnos en una 
sola cátedra. El fruto de una leccion no puede recogerse con sólo que la oigan, ge-
neralmente en malas condiciones, numerosfsimos escolares; preciso es que el pro-
fesor conozca, aconseje y aliente á sus discípulos durante el curso y les pida cuenta 
de los adelantos. Por esto se dividen las clases numerosas en secciones y se llama 
á desempeñarlas á los profesores supernumerarios y auxiliares, á quienes así se 
ofrece una ocasion más de comprobar sus cualidades é idoneidad, dato interesante 
cuando hayan de apreciarse los merecimientos de cada uno para los premios y as-
censos á que tienen opcion en su carrera. 
Tales son, Señor, las reformas que por de pronto, y sin perjuicio de estudiar 
otras, mientras llega el caso de que las Córtes con la Corona legislen fundamental-
mente sobre la enseñanza, han creido urgentes una Comision especial, el Real Con-
sejo de lnstruccion pública, y que, de acuerdo con el Consejo de Ministros, tiene 
la honra el Ministro que suscribe de proponer á la aprobacion de V. M. con el si-
guiente proyecto de decreto. 
Madrid 13 de Agosto de 1880.—Ss3oo: A L. R. P. de V. M.—Fcs ooiu de Lasnla y 
Collado. 
REAL DECRETO. 
Tomando en consideration las razones que de conformidad con el dictámen del 
Consejo de Instruccion pública, me ha expuesto el Ministro de Fomento y de acuer-
do con el Consejo de Ministros, 
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Vengo en decretar lo siguiente: 
Artículo l.® Desde la primera época de exámenes de 1881 podrán adquirir validez 
académica los estudios libres de todas clases y grados, segun lo dispuesto en los 
Reales decretos de 4 de Junio y 27 de Octubre de 1875, cuidando el Ministro de 
Fomento de publicar oportunamente las necesarias intrucciones. 
Art. 2.° En los establecimientos oficiales los alumnos se someterán al órden 
metódico de los estudios y á is disciplina establecida, sin que por motivo alguno se 
autoricen dispensas. Las matrículas se ajustarán al órden de prelacion de asignatu- 
ras que se establece, y la distribucion normal de éstas, formulada en el presente 
decreto, se entenderá sin perjuicio del derecho de los alumnos á elegir entre las que 
sean compatibles. 
Sin embargo, los alumnos que se propongan estudiar una Co más asignaturas 
sin efectos académicos, podrán formalizar 
 in matrícula en el órden que tengan por 
conveniente. 
SEGUNDA ENSEÑANZA. 
Art. 3.° En cada provincia habrá., por lo ménos, un Instituto oficial para los es-
tudios de segunda enseñanza. 
Estos estudios serás generales y de aplicacion. 
Art. 4.° Constituyen los estudios generales y las materias siguientes: 
Latin y Castellano con ejercicios prácticos. 
Retórica y Poética, 
Francés, Inglés é Airman. 
Psicología, Lógica y Filosofía moral. 
Geografía general y particular de España. 
Historia de España. 
Historia universal. 
Aritmética y Algebra. 
Geometría 
 y Trigonometría. 
Física y Química. 
Historia natural con principios de Fisiología é Higiene. 
Agricultura. 
Son estudios de aplicacion: 
Dibujo lineal, topográfico, de adorno y de figura. 
Nociones de Mecánica industrial y de Química aplicada á las artes. 
Topografía elemental teórico-practica, con medicion de superficies, aforos y 
levantamiento de planos. 
Aritmética mercantil y Teneduría de libros, práctica de contabilidad, correspon-
dencia y operaciones mercantiles. 
Economía política y Legislacion mercantil é industrial. 
Geografía y Estadística comercial. 
Francés, Inglés, Aleman 
 é Italiano. 
Art. 5.° Las asignaturas de Latin y Castellano con ejercicios prácticas se dividi-
rán en dos cursos de leccion diaria. 
Las de Psicología, Lógica y Filosofía moral, de Aritmética y Algebra, de 
Geometría y Trigonometría, de Física y Química, de Historia natural con princi-
pios de Fisiología é Higiene y la de Agricultura constituirán cada una un curso de 
leccion diaria. 
Las de Lenguas vivas se estudiarán en dos cursos de leccion alterna. 
La Geografía general y particular de España, la Historia de España y in Histo-
ria universal se explicarán cada una en un curso de tres lecciones semanales. 
Art. 6.° El primer° y segundo año de Latin precederán á is Retórica y Poética, 
á los dos cursos de Lenguas vivas y á los dos de Matemáticas. 
La Geografía precederá á la Historia de España, y ésta á la universal. 
La Retórica precederá á la Psicología, Lógica y Filosofía moral. 
La Aritmética y Algebra á is Geometría y Trigonometría. 
Los dos cursos de Matemáticas á los de Física y Química, Historia natural y 
Agricultura. 
Art. 7 •° Para ingresar en la segunda enseñanza se requiere in aprobacion en un. 
examen teórica-práctico de todas las materias que constituyen la primera enseilan- 
' za elemental completa ante el Tribunal competente. 
La parte teórica de este exámen será individual, y la práctica podrá ser colecti-
va de dos if, 
 más aspirantes, escribiendo éstos al dictado y con in debida vigilancia 
\ 
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un período gramatical, y resolviendo por escrito sencillas operaciones relativas á 
las cuatro reglas fundamentales de la Aritmética, que señalará el Tribunal cada 
dia al correspondiente grupo ó seccion de alumnos. 
Los Jueces, tan pronto como termine el exámen práctico, calificarán los ejerci-
cios y suscribirán el acta correspondiente á cada alumno. El Director del Instituto 
autorizará estas actas con su visto loose y remitirá anualmente á la Direccion gene-
ral un cuadro demostrativo del resultado total de los exámenes, con las observa-
ciones que juzgue oportunas. 
Art. 8.° Los alumnos que se hubieren examinado de ingreso ante los Tribuna-
les no compuestos de Catedráticos de Instituto y trasladasen su matrícula á otro 
establecimiento público ó privado, se sujetarán en el mismo á nuevo examen de 
primera enseñanza. 
Art. 9.° La matrícula en los estudios de aplicacion se hará con arreglo á las 
prescripciones siguientes: 
El estudio de Dibujo lineal precederá al de las demás clases de dibujo y al de la 
Mecánica industrial. El de los dos años de Matemáticas elementales al de la Topo-
grafía y Química aplicada á las Artes. El de elementos de Geografía al de Geografía 
y estadística comercial. El de Aritmética v Algebra al de la Aritmética mercantil, 
y el de esta última asignatura al de Ejercicios prácticos de comercio. 
El estudio de las Lenguas vivas será compatible con el de cualquiera de las 
asignaturas que forman los estudios de aplicacion. 
En los Institutos donde no existan todas las enseñanzas de aplícacion necesarias 
para obtener el título correspondiente á un grupo determinado de estudios, no po-
drán verificarse ejercicios de reválida; pero las asignaturas cursadas y aprobadas 
en ellos serán de abono para los que tengan completas las enseñanzas á que se 
contraiga dicho título. 
Art. 10. Los estudios de Dibujo lineal, de adorno y de figura no estarán sujetos 
á determinado número de cursos. 
Cada una de las asignaturas de Mecánica, Química, Topografía y su Dibujo, Arit-
.mética mercantil, Economía política y Legislacion mercantil é industrial, se expli-
cará en un curso de leccion diaria 
Los ejercicios prácticos de Contabilidad constituirán un curso de tres lecciones 
semanales. 
La Geografía y Estadística comercial se estudïará en un curso de dos lecciones 
semanales. 
Los idiomas Francés. Inglés y Aleman se estudiarán en dos cursos de tres lec-
ciones semanales, y el Italiano en uno de igual número de lecciones. 
Art. 11. La distribucion normal de los estudios generales de segunda enseñanza 
es la siguiente: 
Primer grupo.—Latín y Castellano, primer curso; Geografía. 
Segundo grupo.—Latin y Castellano, segundo curso: Historia de España. 
Tercer grupo.—Retórica y Poética, Aritmética y Algebra, Historia universal; 
Francés, primer curso. 
Cuarto grupo.—Psicología, Lógica y Filosofía moral; Geometría y Trigonometría; 
Francés, segundo curso. 
Quinto grupo.—Física y Química, Historia natural con principios de Fisiología é 
Higiene; Agricultura elemental. 
FACULTADES. 
Art. 12. Para matricularse en el primer año de Facultad se requiere haber proba-
do los estudios generales de segunda enseñanza; y para la admision á la prueba de 
curso haber obtenido el título de Bachiller. 
Los que hubiesen probado los estudios del período de la 'Licenciatura serán 
admitidos á la matrícula para los del Doctorado; no obstante, para la admision 
los ejercicios del grado de Doctor será requisito indispensable haber obtenido el 
,título de Licenciado. 
Los estudios del Doctorado sólo se cursarán en la Universidad Central, 
FACULTAD DE FILOSOFÍA Y LETRAS. 
Art. 13. Los estudios de la Facultad de Filosofía y Letras se cursarán en las 
Universidades de Madrid, Barcelona. Granada, Salamanca, Sevilla y Zaragoza. 
Art. 14. Comprende esta Facultad los estudios siguientes: 
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Periodo de la Liccnciatwra. 
Metafísica. 
Historia universal. 
Historia crítica de España. 
Lengua griega. 
Literatura general. 
Literatura griega y latina. 
Literatura española. 
Hebreo d Arabe. 
Periodo del Doctorado. 
Historia de la Filosofía. 
Estética. 
Historia crítica de la Literatura española. 
Sanscrito. 
Art. 15. La asignatura de Historia universal se dividirá en dos cursos, yen 
otros dos la de Metafísica. 
Serán de leccion diaria los cursos de Historia universal, Historia crítica de Es-
pubs, Lengua griega, Literatura griega y latina, Hebreo y Arabe. 
Serán de tres lecciones semanales los cursos de Metafísica, de Literatura gene-
ral, de Literatura española y de las asignaturas del período del Doctorado. 
Los dos cursos de Historia universal estarán á cargo del actual Catedrático y 
del de Geografía histórica, los cuales turnarán en las explicaciones. 
tin mismo profesor explicará los dos cursos de Literatura española, y otro los dos cursos de Metafísica. 
Art. 16. Los cursos de Metafísica y de Historia universal precederán al de His-toria crítica de España; el de Literatura general al de la griega y latina, y éste al de la española. 
Art. 17. La distribution normal de estos estudios es la siguiente: 
Periodo de la Licenciatura. 
Primer grupo.—Metafísica, primer curso. 
Historia universal, primer curso. 
Lengua griega, primer curso.. 
Literatura general. 
Segundo grupo.—Metafísica, segundo curso. 
Historia universal, segundo curso. 
Lengua griega, seg ndo curso. 
Literatura griega y latina. 
Tercer grupo.—Historia crítica de España. 
Literatura española. 
Hebreo d Arabe. 
(Se concluirá.) 
SECCION DE VARIEDADES 
Aranceles notariales. 
Proyecto de un meso Arancel formulado por el Notario de Madrid D. José Garcia Lastra. 
(Continuacion.) 
Si tienen tres hojas devengarán 3 pesetas, y si tienen más devengarán una pe-
seta por cada hoja de aumento, lo que probablemente no habrá de afectar sino á 
los que debiendo hacer testamento se acogen á la fórmula de la declaration de po-bre para cercenar los derechos con perjuicio del Notario y de la Hacienda pública, 
ésta por.el papel sellado. 
Núm. 14. Nfngun cambio introduce este número, que nos parece equitativo. 
Núm. 15. Viene á ser este número el primer párrafo del núm. 12 del Aran-
cel vigente, el cual, á pesar de su claridad, ha dado lugar á dudas que nunca he-
mos acertado á explicarnos, las que consideramos salvadas y resueltas con la nue-
va redaction que contiene el proyecto. 
T  
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Núm. 16. El núm. 9 del Arancel de 1870 sólo comprende los servicios públi-
cos para el Estado en beneficio del que, como acontece en casos análogos, se esta-
blecieron módicos derechos. 
Enteramente iguales los servicios provinciales y municipales, iguales deben 
ser tambien los derechos que devenguen, y por razon se les equipara en el proyecto, 
el que además comp ^ende en el núm. 16 los contratos de obras y suministros áun 
entre particulares, porque siendo de la misma naturaleza que los que corren á car-
go de la Administracion, y acostumbrando los particulares á seguir análogo siste-
ma que ésta, parece propio igualarlos, redundando esto en provecho del público. 
Num 17. No pudiendo equipararse las escrituras de bienes nacionales á las de 
venta y á las de redencion de censos entre particulares, señala el proyecto, salvo 
en cuanto á las que no excedan de 250 pesetas, muy cortos derechos, aunque no tan 
exíguos como los establecidos para el caso de usar modelos impresos. 
Núm. 18. No deja de ser frecuente que en algunos poderes se reunan 10, 20 
y hasta 50 ó más otorgantes, devengando come derechos por todos 5 pesetas, cuan-
do hay poderes de los aludidos que ocupan tres, cuatro y más pliegos. Este exige 
remedio, y á evitar que deje de compensarse el trabajo, áun cuando saliendo más 
beneficiados los otorgantes que si cada uno formalizase por separado un poder, es 
á lo que tiende el número 18. 
Núm. 19. Cuando las matrices devengan derechos por hojas, no deben co-
brarse 3 pesetas 75 céntimos por cada fólio de insertos que justifiquen la persona-
lidad de los otorgantes, puss como al Notario lo mismo le es copiarlo en la matriz 
que unirlo testimoniado, debe percibir por ello igual cantidad, sea una ú otra la 
forma de justification de aquel extremo. 
Y no habiendo razon para que en ninguna escritura deje de seguirse la misma 
regla, por esto no se hace excepcion en el núm. 19. 
Núm. 20. Parece fuera de dada que si al Notario se le presenta en papel se-
llado correspondiente (hoy de 50 céntimos de peseta) un pliego de condiciones de 
un arrendamiento, unos estatutos de Sociedad ú otro contrato y se le requiere para 
que por medio de una escritura, que puede quedar extendida en un pliego de papel, 
se eleven á instrumento público aquellos documentos, á lo cnat no puede negarse 
como que el dárselos redactados es por conveniencia de las partes, no por obligacion 
de las mismas, y como que además no sólo debe pagarse el trabajo material, sino 
más principalmente la autorizacion del instrumento público, que por gozar de este 
carácter asegura para lo futuro las convenciones y los derechos que no lo están por 
actos privados, consecuencia es que el Notario perciba los mismos derechos que en 
los demás casos. 
Por otra parte, si así no fuese, se podria dar lugar á que personas extrañas á la 
profesion constituyeran por ese medio indirecto un modo de vivir que lastimase 
hondamente los intereses de los Notarios, interesándose, pero sin responsabilidad, 
que toda quedaria para éstos, en el ejercicio de las funciones de la clase, convir-
tiéndonos en editores responsables sin utilidad -positiva, que sería para aquéllos. 
Esto, que hasta encubriria un principio nada conforme con la moral, hay que evi-
tarlo á todo trance, lo cual se consigue con el núm. 20 del proyecto. 
Núm. 21. Prevése en este número el case de que en un solo instrumento pú-
blico se comprenden dos ó más actos d contratos sujetos á derechos proporcionales 
y por hojas, á fin de que se cobren sólo los de una de las dos clases. 
Así, pues, cuando, como sucede á menudo, en una escritura se comprende, en-
tre otros casos, una venta y una hipoteca ó un préstamo y una carta de pago de 
otro, como no hay razon que permita aplicar la escala á la venta ó al préstamo, y 
que además se exijan los derechos por hojas de la hipoteca ó la carta de pago, por 
eso el número 2110 dispone explícitamente. 
Núm. 22. Acontece tambien que despues de redactada una escritura no se 
otorga por conveniencia de las partes ó por otras causas agenas al Notario. Con el 
Arancel vigente no puede exigirse nada por ello, y á lo más se podrán cobrar las 
consultas y hasta los derechos de reconocimiento, pero no el trabajo de redaccion. 
Así es que cuando esto ocurre, si las partes expontáneamenteno retribuyen de al-
gun modo al Notario, no puede cobrar, o si cobra, nunca es lo debido; al paso que 
si aquéllas intentan, gas alguna, aunque rara vez sucede, pagar la escritura como 
si se hubiese formalizado, en rigor no puede ni debe cobrarse como si se hubiera 
llegado a otorgar, porque, segun queda expuesto, para fijar los derechos debe aten-
derse tambien á la autenticidad que reciben las convenciones y actos por el hecho 
PRECIOS DE SUSCRICION. 
Madrid, trimestre. 	  1.56 reales. 
Provincias, trimestre. 	  
	  80 en Oro. 
	  160 	 > 
Se harán bibliografías de obras jurídieas. 
siempre que se remitan á esta Redaccion dos 
ejemplares: uno para el bibliógrafo y otro para 
la Redaccion. 
De las que remitan solo un ejemplar, se in-
serta. el anuncio. 111.11,..annye;2-, Sescesles 
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de ser solemnizados, además de in responsabilidad que puede adquirir el Notario 
por in autorizacion, y que desde luego se impone por in custodia del protocolo. 
Tomando en cuenta estas consideraciones, parece equitativo que en tales casos 
se cobre in tercera parte de los derechos señalados para la respectiva matriz en el 
Arancel, como se propone en el núm. 22 del proyecto. (Sr continuará.) 
----,- 
SECCION DE NOTICIAS 
La Junta de Gobierno de In Academia Matritense de Jurisprudencia y Legislo-
non ha acordado abrir un concurso para la adjudicacion de los premios extraordi-
narios concedidos por S. M. el Rey y S. A. R. in Serma. Sra. Princesa de Astfirias, 6, 
los autores de los dos mejores trabajos escritos, de carácter teórico el uno, y de indo-
le práctica el otro, fijando para ello las condiciones que á continuacion se enumeran: 
1.. Los premios consisten en dos bibliotecas de obras de Derecho, lujosamente 
encuadernadas, y 200 ejemplares de la Memoria, 100 para cada premio. 
2.. Podrán aspirar á ellos todos los Sres. Académicos, excepto los que perte-
nezcan, desde esta fecha hasta la terminacion del concurso, á la Junta de Gobierno. 
3.. Las Memorias que se presenten con opcion al premio de S. M., habrán de 
tratar el siguiente tema: Influencia de los principios económicos en el Derecho civil ose 
deceso; y los que aspiren al de S. A. R., éste: Examen crítico de lo contencioso-admi-
nistrativo en la materia sobre que versa, en sus Tribunales y en sus procedintientos. 
4 •0  Las Memorias, escritas en castellano, deberán ir sin firma, en un pliego. 
cerrado, y en su cubierta un lema (5 sentencia, que estará repetido en otro pliego 
tambien cerrado, que contenga el nombre del autor. 
5.. Las Memorias han de ser entregadas en la Secretaría de la Academia (Mon-
tera, 22,) ántes del 1.° de Mayo de 1881. 
Y 6.. Calificadas las Memorias, se procederá á la apertura de los pliegos que 
contengan los nombres de los autores de las premiadas, quemándose en el acto los 
demás. 
Hemos tenido el gusto de que visite nuestra Redacccion El Ancora de Castilla, 
diario de Valladolid, y al aceptar el cambio, le enviamos cordial saludo, deseándo-
le el éxito que por su ilustracion tiene merecido. 
ADVERTENCIA 
Rogamos a aquellos de nuestros suscritores que se hallaren en descubierto 
con esta Administracion, se sirvan remitir en todo el presente mes el importe 
de su abono, Is fin de evitarles el recargo del tanto por ciento de comision 
y giro. 
Madrid, 1880.—Imprenta de Ramon Angulo, Amaniel, li , pral. 
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PRECIOS DE SIISCRICION 
MADRID. 	  Un mes 	 I reales. 
( Un trimestre 	  16 » 
PROVINCIAS 	 j Qa semestre 	  32 » 
Un año 	  60 » 
ULTRAMAR Y EXTRAN- l Un semestre 
JERO. 	 i Un aDo 	  
  
80 rs. en oro. 
160 » 	 o 
  
  
El pago de la suscricion es siempre adelantado, remitiéndose el importe 
en libranzas del Giro  Mútuo ó tetras de fácil cobro, á la Secretaria de la Re-
daacion, y no se sirve suscricion que no esté abonada préviamente. 
A los suscritores que lo deseen, prévio el pago de 40 rs., se les remitirá 
el primer tomo de esta revista, correspondiente al año 1879. 
ANiJ/STOIOS 
I)  ELITOS Y FALTAS Ó SEA ESTUDIO SISTEMÁTICO DEL LIBRO TER- cero del Código penal vigente, por D. José Montaut y Trigueros.--Un 
tomo, 42 rs.—A los suscritores á esta Revista se les rebajan 2 rs. en cada 
ejemplar, asi como tambien á los que se suscriban por un semestre. 
COLECCION DE CUADROS SINÓPTICOS DEL DERECHO ROMANO, POR v D. Isidro Garcia S. de la Lastra.—Precio: 4 pesetas en rústica y 5 en ho-
landesa. 
Madrid, 1880.—Imp. de Ramon Angelo, Amaniel, 20. 
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SUMARIO. 
I. Section doctrinal: La vagancia. —II. Section de consultas.—Primera: ,Es 
aplicable la Real órden de 28 de Agosto de n' , á las enagenaciones verificadas en juicio? —Segi<n-
da: Trámites para pedirla extradition de un reo de estafa, residente en Bélgica.—III. Section 
de jurisprudencia: C riminal. —IV. Section legislativa: Real decreto sobre ins-
truccion pública /conclusion/.— V. Section de noticias.—VI. Advertencias. 
SECCION DOCTRINAL 
LA VAGANCIA 
Hé aquí un problema tan trascendental como debatido, y  tan espinoso 
como lleno de nebulosidades. La ciencia jurídica, á pesar de los trabajos he-
chos por notables publicistas, no ha logrado aún reunir los datos necesarios 
para su resolucion, y de ahí que no se haya pronunciado la última palabra. 
Su misma complejidad, las graves cuestiones que entraña y el mútuo enlace 
con que se presenta encadenado á otros muchos problemas sociales, han sido 
la causa de que el legislador no acertára á determinar la fórmula legal más 
adecuada para reprimir y extirpar la vagancia. 
Que ella ha sido y es un vicio orgánico de las sociedades de todos los 
tiempos, nos lo dicen las múltiples disposiciones que en diferentes épocas se 
adoptaron para atajar el mal, por los encargados de regir los destinos de los 
pueblos. De ello testifica la Historia, esa muestra de la sida, segun la frase 
de Ciceron; esa amiga cariñosa que, al hacernos la pintura del hombre, nos 
advierte los peligros de la existencia y nos pone de manifiesto los escollos del 
mundo. En confirmador de esto mismo, hé aquí los datos históricos que 
acerca de la vagancia nos suministra un ilustrado fisiólogo: cXenofonte dice 
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que entre los persas pasaba como cosa fea el escupir ó sonarse mucho, cre-
yendo—como así lo enseña la Fisiología—que la abundancia de mucosida-
des ó humores excrementicios suponían falta de sobriedad ó falta de ejerci-
cio. Ciro no dejaba comer á los soldados si ántes no sudaban, y dicho mo-
narca les daba el ejemplo. En Egipto promulgó el rey Amand una ley que  
obligaba á los habitantes á dar cuenta del trato y oficio de que vivian; y el  
que no lo hacia y no procuraba ocuparse honradamente, era condenado á la  
pena capital. Dracon mandó en sus leyes que el convicto de ocioso le mata-
sen por justicia. Plutarco dice que Solon revocó esta ley draconiana; pero  
dispuso que los hijos no estuviesen obligados á mantener á sus padres, si es-
tos no les habian hecho aprender oficio.—El que no dd oficio d su hijo, le en-
seiza d ser ladren, dice un proverbio tureo.—En Atenas, como en Egipto, cada  
ciudadano debia dar anualmente razon de cómo y de qué vivia. Cuéntase  
que los galos teman un cinturon de cierta forma y medida, y castigaban al  
que no sabia dentro del cinturon, por parecerles que quien engordaba mu-
cho, necesariamente debia ser dado á la ociosidad. En Roma, los vagabun-
dos eran objeto de una vigilancia especial por parte de los censores, y no  
pocas veces se impusieron castigos al que tenia mal barbechadas ó por labrar  
las heredades, viñas ó huertas.»  
Esto en cuanto hace referencia á los siglos remotos. Si avanzando en el  
trascurso de las edades, nos circunscribimos á épocas más recientes y fijamos  
la consideracion en nuestras costumbres y en nuestras leyes patrias, obser-
varemos lo que en otros pueblos: esto es, la vagancia arrastrándose por el  
campo del ócio, como la serpiente del desierto por los vastos arenales, y el  
legislador, personificacion del Estado, esforzándose en idear medios para  
aplastarle la cabeza.  
Hagamgs abstraccion de aquellas épocas en que nuestra nacionalidad  
aparecia como en su primer período de incubacion; y arrancando el punto  
de nuestras investigaciones desde el Código de las Siete Partidas, veremos  
que éstas, para el vago, presc ^ibian el destierro, fundándose en que de él  
«non viene ningun pró el la tierra.» En la Nov. Rec. aparecen multitud de  
disposiciones inspiradas en el mismo espíritu y encaminadas á igual propó-
sito: en el lib. XII, tít. 31, se trasluce de una manera clara el tenaz empeño  
y vivísimo interés del legislador en combatir la vagancia. Don Juan I, don  
Cárlos y doña Juana le dirigen sus tiros, imponiendo severas penas, tales  
como el servicio doméstico por un mes y sin soldada, los azotes, el destierro,  
la prision, la vergüenza pública, el servicio á galeras temporal ó perpétuo y  
otras muchas. Felipe II, como no satisfecho con el rigor de la ley, amplia  
el concepto de la vagancia, declarando comprendidos en ella á los egipciacos,  
caldereros, gitanos y dueños de tendezuelas establecidas para ase escusar  y 
tomar color de poder vivir en los lugares.» Felipe V, en 1733, reitera las  
anteriores disposiciones, y manda que se destinen los vagos al ejército, siem- 
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pre que, hallándose en edad competente, fuesen hábiles para ello ; y por úl-
timo, Carlos III, al establecer las levas anuales, hace más dura la condicion 
de esos ilusos que, cual plantas parásitas, procuran vivir á expensas de los 
demás, desoyendo la voz del deber. La Ley de 9 de Mayo de 1845 considera 
la vagancia como delito, y con este carácter se presenta en el Código penal 
de 1848. Hoy la vagancia es sólo una circunstancia agravante de ineludible 
aplicacion. 
De los datos consignados, se deducen las conclusiones siguientes: la va-
gancia es un mal universal; en todos los pueblos se ha procurado combatirla; 
los medios al efecto empleados fueron el rigor y la violencia. Y preguntamos: 
¿se ha logrado extinguirla? ¿Ha desaparecido de la sociedad esa cizaña per-
niciosa que crece entre las flores del trabajo, arrebatándoles su sávia y su 
perfume? No, ciertamente. Por desgracia los vagos pululan por todas partes, 
y nos cercan como el aire que respiramos: así lo confirma en cierto modo la 
estadística criminal de algunos países, donde vemos un gran número de in-
dividuos enredados en las mallas de la ley, á consecuencia de haber estado 
previamente envueltos en la infecta atmósfera de la ociosidad. En Francia, 
en el espacio de diez años, desde 1832 á 1841, entre 76.613 procesados, 
11.367 eran vagos: es decir, 116 de delincuentes; y en Espafia, sólo en el 
año 1860 fueron procesados 654 individuos por los delitos de vagancia y 
mendicidad. 
El mal, pues, existe; luego es preciso buscar el más eficaz remedio para 
hacer que desaparezca. Pero, ¿no es árdua empresa querer determinar la 
medicina, cuando la enfermedad no está definida de un modo preciso y en el 
mundo de la ciencia se nos presenta como en un estado caótico? En armonía 
con la consideracion que de la vagancia se ha tenido, pusiéronse en práctica 
los medios de combatirla; mas siendo aquella consideracion tan vária, dió 
por resultado una serie de disposiciones tan ineficaces como á veces ab-
surdas. 
Propio seria de este lugar exponer el concepto legal de la vagancia, en la 
sucesion de los tiempos, y el que en la actualidad merece, segun los princi-
pios de la sana filosofía; pero careciendo de fuerzas para terciar en el debate 
sostenido por ilustres jurisconsultos acerca de la materia, nos concretamos á 
decir, como de pasada, que la corriente general se inclina á considerar la 
vagancia como un mal moral funesto y lamentable, pero no como delito; da 
lo contrario, resultaria lo que fundadamente dice á este propósito el Sr. La-
serna: «Se abriria una pesquisa judicial sobre la manera de vivir que tiene 
el que nada ha hecho para que se le tenga por infractor de las Leyes ó por 
poco respetuoso á los derechos de sus conciudadanos, y se llevarian las 
 in-
vestigaciones á la vida interior de la familia,, cosa que, sobre ser depresiva 
de la dignidad humana, arguye injusticia en la ley; pues, como añade el 
citado publicista, erigida en delito la vagancia ::se presenta el dilema si- 
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guíente: abrir centenares de procesos, encarcelar multitud de personas sin 
acto positivo ú omision determinada, ó de cien individuos castigará uno, 
quizá el más inofensivo. » Pero hay más todavía: si la vagancia, por su pro-
pia índole, por su misma naturaleza es delito, bórrese del Código penal vi-
gente la definicion que en el art. 10 se dá del vago; de otro modo, ni la defi-
nicion se ajustaria á los preceptos lógicos, por no ser tan comprensiva como 
debiera, ni seria conforme á la raton y la justicia; pues, en verdad, fuera 
irracional é injusto calificar sólo de vago al que, desheredado por la suerte, 
se echa en brazos del ócio, y no á esos hijos privilegiados de la fortuna, cuya 
ocupacion constante es no hacer nada, é mejor dicho, disipar capitales, que 
tal vez costaron inmensos sacrificios al que los acumuló. 
(Co,:eluirá. 
SECCION DE CONSULTAS 
PRI]IERA . 
6Es aplicable la Real Orden de 28 de Agosto de 1876, A las enagenaciones 
verificadas en juicio? 
En el Juzgado de primera instancia de esta ciudad, se siguió demanda 
ejecutiva contra los hermanos A. B. C. D. E., los dos últimos constituidos 
en la menor edad, para el pago de una cantidad porque sus difuntos abuelos 
y padres se reconocieron deudores en escritura pública á F. 
Puesto embargo en la finca dada en garantía del préstamo, y seguido el 
juicio por sus trámites hasta el remate de los bienes embargados, se señaló 
dia para la firma de la escritura, haciéndose saber á los deudores y al cu-
rador de los menores de edad para que se presentasen el dia y hora seña-
lados á firmar la oportuna escritura traslativa de dominio é favor del rema-
tante, bajo apercibimiento de que en caso contrario se otorgaria de oficio, 
como así se practicó, firmándola en rebeldía de los hermanos deudores el sefior 
Juez de primera instancia. 
Presentada la escritura al Registro, niega el Sr. Registrador la inscrip-
cion, pretextando que debia acreditarse la necesidad de la venta y obtenerse 
la autorizacion judicial por lo que respecta á los menores de edad. 
A mi juicio, no es atendible la pretension del Re gistrador y juzgo in- 
aplicable, para el caso presente, el Real decreto de 28 de Agosto de 1876; 
pues en el mero hecho de otorgar la escritura el Sr. Juez, se entiende que 
quedan autorizados los menores para la venta, y habiéndose efectuado para 
el pago de obligaciones hipotecarias contraidas por sus causantes, queda 
virtualmente demostrada la necesidad de la misma; esto, aparte del absurdo 
que resultaría de tener que autorizarse el Sr. Juez á sí propio, para efectuar 
aquel contrato. 
Antes de entablar, pues, el oportuno recurso, deseo conocer el ilustrado 
parecer de esa Redaccion.—Usa s:cscriíor. 
coNTEsrACION. 
Estamos plenamente conformes con la opinion del señor consultante. La 
Real órden que cita y que fué dada para recordar el exacto cumplimiento de 
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la ley de Enjuiciamiento civil, advirtiendo á los Notarios y á los Registrado-
res que la ley Hipotecaria no se divorciaba de las prescripciones de aquélla, 
tenía además por objeto el uniformar el criterio que debia seguirse respecto 
á las enagenaciones hechas por los padres, de los bienes correspondientes al 
peculio adventicio de los hijos. ¿Pudo esa Real órden derogar lo dispuesto 
en la ley de Enjuiciamiento civil en su art. 989, robustecido con el terminan-
te precepto del art. 990? En manera alguna. 
El otorgamiento de la escritura por el Juez de primera instancia, reviste 
el mismo carácter de necesidad que el cumplimiento de la ejecutoria; el do-
cumento no se refiere ya á un contrato, sino que es producto de la sentencia 
de remate, consentida por el ejecutado, ó confirmada por la Audiencia, ó ha-
bilitada en virtud de fianza, para que la apelacion no detenga el proce-
dimiento. 
En todos estos casos la inscripcion se impone, y el Notario no puede de-
cir al Juzgado que autorizará el contrato cuando se presente el auto de apro-
bacion de la venta, en virtud de un expediente que no se ha formado, por-
que no lo exige la Ley en este caso, y porque seria verdaderamente anómalo 
demostrar que era útil á los menores hacer pago á los que contra ellos osten-
tan créditos. 
No conocemos Resoluciones de la Direccion general de los Registros en 
este punto concreto: mas la utilisima obra del Sr. Blanco Trigueros (1), con-
signa la siguiente doctrina, que en cierto modo es aplicable al caso, por 
cuanto se refiere á la venta hecha en juicio: oNo necesita la autorizacion ju-
dicial la viuda, cuando la venta se convino en acto conciliatorio y se mandó 
llevar cabo por virtud de providencia judicial dictada para su cumplimien-
to (Resolucion de la Direccion de 11 de Noviembre de 1876. Gaceta del 22).,, 
Teniendo, pues, formada opinion en este sentido, no titubearnos en aconse-
jar al señor consultante promueva el oportuno recurso gubernativo, en la 
conviccion de que ese instrumento es perfectamente inscribible y prevalecerá 
este dictámen, ó mucho nos equivocamos.—LA REDACCioN. 
SEGUNDA. 
Trámites para pedir la extradicion de un reo de estafa, residente en Bélgica 
En este Juzgado de primera instancia se formó causa criminal de oficio 
contra A. V., zapatero, que realizó un hecho que presentaba todos los carac-
téres de una estafa. Terminado el sumario, se ha hecho preciso archivar las 
diligencias por ausencia del reo, y hoy comparece el acusador privado mani-
festando que tiene noticias de que el procesado se halla en Bélgica. Ahora 
bien: en virtud del Convenio firmado en Bruselas en 27 de Junio de 1870, 
puede pedirse la extradicion de los reos de estafa (núm. 15 del art. 2.°); mas 
como en el art. 10 de dicho Convenio se marca el procedimiento que debe se-
guirse, se desea saber la opinion de esa acreditada Revista en la siguiente 
dada: ¿debe seguirse la tramitacion que marca la Compilacion de disposicio-
nes en materia criminal, ó sólo la que establece el Convenio? El consultante 
opina que, siendo ámbas acomodables, ámbas deben seguirse; y así, no sólo 
se cumple con el tratado internacional, sí que tambien con la Compilacion, 
que en tal caso se halla vigente, no oponiéndose á aquél.— Us suscritor. 
(1) Dicha obra se intitula Ultimas reformas en Legislacion Hipotecaria, y nos pro.. . 
ponemos hacer de ella una extensa bibliografía. 
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CONTESTACION. 
Efectivamente. El Convenio que se cita, cuyas ratificaciones fueron can-
jeadas en Bruselas el 28 de Julio de 1870 y adicionado por una declaracion 
en 28 de Enero de 1876, publicada por Real decreto en la Gaceta el 7 de Marzo 
siguiente, contiene una tramitacion de via diplomática para cursar demandas 
de extradicion entre España y Bélgica. El art. 1.° de la aludida adicion, es 
ménos exigente que el art. 10 del Convenio; mas pudiendo cumplirse con los 
requisitos de la Compilacion, vigente en el procedimiento criminal, no debe 
omitirse lo que dispone en su art. 1.025.—La REVACCION. 
SECCION DE JURISPRUDENCIA 
CRIMINAL 
belito de lesiones.—El hecho de . dar d um nido de tres años un bofeton con la mano  
 llena de cal que le produjo la pérdida de un ojo, constituye el delito de lesiones gra-
ves, comprendido en el art. 431 del Código. — (Sentencia de 26 de Febrero. Gacela 
del 28 de Mayo último.) 
El dan 8 de 'Noviembre de 1878, hallándose en su casa del pueblo de Torrija Ma-
nuel Palacios, untando de cal una piel de res lanar para arreglarla, el niño Juan 
Asensio, de tres años de edad, que se hallaba en la casa. empujó la puerta, y el Pa-
lacios, sin hablar palabra, le did una bofetada con la mano llena de cal, tirándole 
al suelo á distancia de tres pasos; y cogiéndole su madre para callarle, visto que no 
cesaba de llorar y que se quejaba del ojo izquierdo, le llood á casa del médico, el 
cual le extrajo una porcion de granos de cal viva, continuando en su curacion y 
diciendo á la madre que regularmente perdería el ojo. 
El mismo facultatiggo.manifestó que el niño quedó curado de su lesion, con pér-
dida del ojo, y que haflia necesitado para su curacion veintinueve dias de asisten-
cia facultativa; y que otros facultativos informaron que el niño Juan Asensio habia 
perdido completamente el ojo, siendo la causa la cal, que puesta en contacto con el 
órgano de la s ision, produjo la cauterizacion del mismo. 
La Sala dictó sentencia declarando que el hecho constituye un delito ménos 
grave, ejecutado por imprudencia temeraria, del que es responsable Manuel Pala-
cios, al que condenó en la pena de un mes y un dia de arresto, con sus accesorias, 
indemnizacion de 500 pesetas y pago de costas. 
Contra esta sentencia interpuso el Ministerio fiscal recurso de casacion por in-
fraccien de ley, fundado en el caso 3.° del art. 862 de la Compilacion criminal, ci-
tando como infringidos los artículos 431, núm. 2.°; 9.°, circunstancia 3.a, y 581 del 
Código penal, aquéllos por no haberse aplicado y éste por haberse hecho de él in- 
debida aplicacion. 
Y el Tribunal Supremo, 
Considerando que segun los hechos declarados como probados en la sentencia, 
el procesado Palacios did un bofeton con la mano llena de cal al niño Juan Asen-
sio, de tres años, que le produjo la pérdida del ojo izquierdo, cuyo hecho contituye 
el delito de lesiones graves, comprendido en el citado art. 431 del Código: 
Y que la Sala sentenciadora al calificarlo y penarlo con arreglo al art. 581 del 
Código por una imprudencia temeraria ha infringido los dos citador artículos, por 
no haber tenido en cuenta la intention y voluntad del culpable de  causar un mal 
constitutivo delito, aunque su propósito no fuera causar aquél con la gravedad que 
la produjo; 
Declara haber lugar al recurso interpuesto por el Ministerio fiscal. 
Asesinato.—En el hecho de disparar un arma de fuego per la espalda sin mediar cues-
lion. concurre la circunstancia agravante de alevosía.—(Sentencia de 26 de Febre-
ro. Gaceta de 28 de Mayo.) 
En la tarde del 10 de Agosto de 1878, encontrándose Francisco Escudero Cana 
Cavando en la huerta de José Carrion Jimenez, fué herido por disparo de arma 
s• 
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de fuego en la parte posterior de la region glútea derecha, á consecuencia de 
lo cual falleció al dia siguiente; habiendo manifestado los facultativos que practi-
caron la autopsia del cadáver, que habian encontrado el proyectil implantado en el 
epiplon, y que al ser herido Escudero, se encontraba con la espalda vuelta al agre-
sor y á una distancia de tres á cuatro metros del mismo. 
La Sala calificó este hecho de delito de homicidio por no haber incurrido en su 
ejecucion circunstancia alguna de las comprendidas en el art. 418 del Código penal, 
en razon á que no hay más datos que el dicho del ofendido para venir en conoci-
miento de la forma en que se cometió el delito; y por consiguiente, no hay prueba 
bastante de que éste se llevase á efecto con alevosía, razon por la cual condenó á 
catorce años, ocho meses y un dia de reclusion, accesorias, indemnizacion y costas 
al autor José Garcia Rodriguez. 
Contra esta sentencia se ha interpuesto por el Ministerio fiscal recurso de casa-
cion por infraccion de ley, designando como infringidos los arts. 418 y 419 del Código 
penal, en relacion con el 10, circunstancia 2.a , porque segun los hechos que se de-
claran probados en la sentencia, fué hecha la muerte con alevosía y debió ser cali-
ficada y castigada.como asesinato y no come homicidio; cuyo recurso fué admitido. 
Y el Tribunal Supremo, 
Considerando que al tener como probado la Sala sentenciadora que José García 
Rodriguez disparó el arma de fuego que causó la muerte de Francisco Escudero, e 
distancia de tras d cuatro metros, sin mediar cuestion y hallándose el ofendido ca-
vando en la huerta, vuelto de espaldas á su agresor y a su izquierda, penetrando 
por consecuencia el proyectil por la parte posterior de la region glútea derecha, es 
forzoso conocer el empleo de un medio y forma de herir que tendían directa y ex-
clusivamente a asegurar la ejecucion sin riesgo para el culpable que procediera de 
parte del ofendido, imposible de todo punto, desarmado como estaba y desaperci-
bido del riesgo que corria, y que de cualquier modo no hubiera podido evitar con-
tra un arma de fuego disparada á distancia de tres á cuatro metros, y de seguro 
efecto por lo tanto dentro del propósito del autor del delito; 
Declara haber lugar al recurso. 
SECCION LEGISLATIVA 
Real decreto sobre instruction pública 
(Conclusion.) 
Periodo del Doctorado. 
Historia de la Filosofía. 
Estética. 
Historia crítica de la Literatura española. 
Sanscrito. 
FACULTAD DE DERECHO. 
Art 18. La Facultad de Derecho se divide en dos secciones: 
Seccion de Derecho civil y canónico. 
Seccion de Derecho administrativo. 
Los estudios de Derecho civil y canónico cursarán en todas las Universidades 
del Reino. 
Los de Derecho administrativo en las de Madrid y Barcelona. 
Art. 19. La Seccion de Derecho civil y canónico comprende: 
Periodo de le Licenciatura. 
Prolegómenos del Derecho, Historia y elementos de Derecho romano. 
Historia y elementos de Derecho civil español, comun y foral. 
Elementos de Derecho mercantil y de Derecho penal. 
Elementos de Derecho político y administrativo español. 
Teoría de los procedimientos judiciales de España y práctica forense. 
Instituciones de Derecho canónico. 
Disciplina general de la Iglesia y particular de la de España. 
532 	 GACETA FORENSE 
Elementos de Economía política v de Estadística. 
Se requiere además para la admision A los ejercicios del grado el estudio de las 
siguientes asignaturas de la Facultad de Filosofía y Letras: 
Literatura general. 
Literatura griega y latina. 
Literatura española. 
Historia universal. 
Periodo del Doctorado. 
Filosofía del Derecho y Derecho internacional público. 
Historia general del Derecho. 
Historia eclesiástica, Concilios y Colecciones canónicas. 
Para matricularse en las asignaturas del Doctorado en Derecho, seccion del civil 
y canónico, es indispensable haber probado en la Facultad de Filosofía y Letras la 
asignatura de Metafísica. 
La seccion de Derecho administrativo comprende: 
Período de la Licenciatura. 
Nociones de Derecho civil, mercantil y penal de España. 
Elementos de Economía política y de Estadística. 
Instituciones de Hacienda pública de España. 
Elementos de Derecho político y administrativo español. 
Derecho político comparado. 
Período del Doctorado. 
Filosofía del Derecho y Derecho internacional público. 
Historia y eximen crítico de los principales Tratados de España con otras po-
tencias. 
Para la matrícula en el período del Doctorado y para los grados académicos en 
la seccion de Derecho admisnistrativo se requieren los mismos estudios de la Fa-
cultad de Filosofía y Letras que en la seccion del civil y canónico. 
Art. 20. Los alumnos de las Universidades de Oviedo, Santiago, Valencia y Va-
lladolid podrán estudiar privadamente la Metafísica, matriculándose y presentán-
dose á probar el curso en una de las Universidades en que se halle establecida la 
Facultad de Filosofía y Letras. 
Art. 21. El estudio de la Literatura general, de la griega y latina, de la española 
y de la Historia universal, se hará en la Facultad de Filosofía y Letras durante los 
tres primeros años de los estudios de la Licenciatura en la seccion de Derecho civil 
y canónico, y Antes de los ejercicios para el título de Licenciado en la de Derecho 
administrativo. 
Pueden hacerse tambien estos estudios antes de principiar los de Derecho. 
Art. 22. Los Prolegómenos del Derecho, y la Historia y elementos del romano ; 
 se explicarán en dos cursos. 
El primero comprenderá, con los Prolegómenos del Derecho, la Historia y ele-
mentos del romano, hasta el Tratado de testamentos, segun el órden de las Institu-
ciones de Justiniano. 
El segundo curso, los Elementos de Derecho romano desde el Tratado de testa-
mentos en adelante, segun las mismas Instituciones. 
Art. 23. La asignatura de Elementos de Derecho civil español se dividirá igual-
mente en dos cursos. 
Conprenderá el primero la Historia de la legislacion española é Instituciones de 
Derecho civil hasta el Tratado de testamentos, y 
El segundo curso el Tratado de testamentos, obligaciones y contratos. 
Art. 24. Serán de leccion diaria los cursos del período de la Licenciatura, y de 
leccion alterna los del Doctorado. 
Art. 25. Los dos cursos de Derecho romano y los dos de Derecho civil español se 
estudiarán segun el órden numérico. 
Los de Derecho romano precederán á los de Derecho civil español y al de Insti-
tuciones de Derecho canónico, y los de Derecho civil español, al del mercantil y 
penal. 
La Disciplina eclesiástica se cursará despues de las Instituciones de Derecho 
canónico, y la Teoría de los procedimientos y práctica forense despues del Derecho 
civil español. 
r'r 
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Art. 26. Las asignaturas de Economía politica y Derecho político y administra-
tivo se estudiarán en el período de la Licenciatura de la seccion de Derecho civil y 
canónico en el Orden que prefieran los alumnos. 
En la seccion de Derecho administrativo e iestudio de la Economía política pre-
cederá al de Instituciones de Hacienda pública de Espana, y el del Derecho político 
español al del comparado. 
Art. 27. Los alumnos que hayan estudiado en in seccion de Derecho civil y ca-
nónico los Elementos de Derecho civil español y los Elementos del mercantil y del 
penal, estarán dispensados de cursar la de Nociones de las mismas materias en la 
seccion de Derecho administrativo. 
Art. 28. Las Nociones de Derecho civil, mercantil y penal se estudiarán en la 
Escuela superior del Notariado. 
Art. 29. La distribucion normal de los estudios en in Facultad de Derecho será 
la siguiente: 
Período de la Licenciatura. 
Derecho civil y canónico. 
Primer grupo.—Prolegómenos del Derecho, Historia y elementos de Derecho ro-
mano. Primer curso. 
Historia universal. Primer curso. 
Literatura general. 
Segundo grupo.—Elementos de Derecho romano. Segundo curso. 
Economía política y Estadística 
Historia universal. Segundo curso. 
Literatura griega y latina. 
Tercer grupo.—Derecho civil español. Primer curso. 
Derecho político y administrativo. 
Derecho canónico. 
Literatura espahola. 
Cuarto grupo.—Derecho civil español. Segundo curso. 
Disciplina eclesiástica. 
Quinto grupo.—Derecho mercantil y penal. 
Teoría de los procedimientos judiciales de España y práctica forense. 
Derecho administrativo. 
Primer grupo.—Historia universal. Primer curso. 
Literatura general. 
Nociones de Derecho civil mercantil y penal de España. 
Segundo grupo.—Historia universal. Segundo curso. 
Literatura griega y latina. 
Derecho político  y administrativo español. 
Economía política y Estadística. 
Tercer grupo.—Literatura española. 
Instituciones de Hacienda pública de España. 
Derecho político comparado. 
Período del Doetorado. 
Derecho civil y canónico. 
Filosofía del Derecho y Derecho internacional público. 
Historia general del Derecho. 	 , 
Historia eclesiástica, Concilios y colecciones canónicas. 
Derecho administrativo. 
Filosofía del Derecho y Derecho internacional público. 
Historia y exámen crítico de los principales Tratados de España con otras po-
tencias. 
FACULTAD DE CIENCIAS. 




Art. 31. En la Universidad Central se cursan los estudios completos de las Des 
 secciones en que se divide la Facultad de Ciencias. 
En la de Barcelona, las correspondientes al período de la Licenciatura en las de 
Ciencias Físico-matemáticas y Físico-químicas. 
L t 
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En las de Granada, Santiago, Sevilla, Valencia, Valladolid y Zaragoza se cur-
sarán, por lo ménos, las indispensables para las carreras de Medicina y Farmacia 
hasta que puedan establecerse las asignaturas comunes A las tres secciones. 
Período de la Licenciatura. 






Ampliacion de la Física. 
Historia natural. 
Cosmografía y Física del globo. 
Dibujo lineal y topográfico. 
Lós especiales de la seccion de Ciencias Físico-matemáticas, son: 





Ejercicios prácticos de Física. 
Los de la seccion de Ciencias Físico-químicas son: 
Química inorgánica. 
Prácticas de Química inorgánica. 
Química orgánica. 
Prácticas de Química orgánica. 
Ejercicios prácticos de Física. 
Dibujo aplicado á las Ciencias Físico-químicas. 
Los de la seccion de Ciencias naturales, son: 
Organografía y Fisiología vegetal. 
Mineralogía. 
Zoografía de vertebrados vivientes y fósiles. 
Zoografía de moluscos y zoofitos vivientes y fósiles. 
Zoografía de articulados vivientes y fósiles. 
Fitografía y Geografía botánica. 
Geología con ejercicios prácticos y excursiones científicas. 
Dibujo de aplicacion á las Ciencias naturales. 
Los cursos de Mineralogía, Zoografía y Fitografía se darán con ejercicios prac-
ticas. 
Período del Doctorado. 




En la seccion de Ciencias Físico-químicas: 
Análisis química. 
 Práctica de análisis química. 
En la seccion de Ciencias naturales: 
Paleontología estratigráfica. 
Anatomía comparada. 
Histología (Facultad de Medicina). 
Art. 33. Se dividirá en dos cursos cada una de las asignaturas de Análisis ma-
temático é Historia natural de los estudios comunes á las tres secciones, y la de 
Física superior de la de Ciencias Físico-matemáticas. 
lino de los cursos de Historia natural comprenderá la Mineralogía y la Botáni-
ca, y el otro la Zoología. 
El primer curso de Física superior comprenderá la acústica, el calor y la luz, y 
el segundo la electricidad y el magnetismo. 
Art. 34. Serán de leccion diaria los cursos de Ampliacion de Física y Cálculos 
diferencial é integral, y los demás de leccion alterna. 
Los ejercicios prácticos de Ampliacion de la Física, de Física superior y de Quí- 
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mica alternarán con las lecciones teóricas, dándoles la mayor extension y desarro-
llo posibles. 
La Geometría la explicará uno de los profesores de Análisis matemático. 
Los dos cursos de Historia natural estarán á cargo de dos profesores en la Uni-
versidad Central y de uno solo en las de distrito. 
Los dos cursos de Física superior los explicará un mismo profesor. 
Las prácticas de Física y Química estarán á cargo de los auxiliares-ayudantes 
bajo la inmediata direccion de los Catedráticos, los cuales certificarán acerca de la 
puntual asistencia á los ejercicios y de la aplicacion y aprovechamiento de los 
alumnos. 
Art. 35. Los cursos primero y segundo de una misma asignatura se estudiarán 
en el órden númerico de los mismos. 
El estudio de las asignaturas comunes á las tres secciones, exceptuando la Cos-
mografía y Física del Globo, precederá al de las especiales de cada seccion. 
La asignatura de Cálculos precederá á las de Mecánica, Geodesia y Física su-
perior. 
La de Química inorgánica á la asignatura de la órgánica. 
Las de Organografía y Fisiología animal y vegetal á las respectivas de Zoogra-
fía y Fitografía. 
Las de Mineralogía y Cosmografía á la de Geología. 
Art. 36. La agrupacion normal de los estudios de esta Facultad es la siguiente: 
Periodo de la Licenciatura. 
Estudios comunes á las tres secciones. 
Primer grupo.—Análisis matemático, primer curso. 
Geometría. 
Química general. 
Mineralogía y Botánica. 
Segundo grupo.—Análisis matemático, segundo curso. 
Geometría analítica. 




Primer grupo.—Química inorgánica. 
Prácticas de Química inorgánica. 
Prácticas de Ampliacion de la Física. 
Segundo grupo.—Química orgánica. 
Prácticas de Química orgánica. 
Cosmografía y Física del Globo. 
Ciencias naturales. 
Primer grupo.—Anatomía y Fisiología animal. 
Anatomía y Fisiología vegetal. 
Mineralogía. 
Cosmografía y Física del Globo. 
Segundo grupo.—Zoografía de vertebrados vivientes y fósiles. 
Zoografía de articulados. 
Zoografía de moluscos y zoofitos. 
Estudios especiales del período de la Licenciatura. 
Ciencias Físico -matemáticas. 
Primer grupo.—Cálculo diferencial é integral. 
Geometría descriptiva. 
Práctica del curso de Ampliacion de la Física. 
Segundo grupo.—Mecánica racional. 
Cosmografía y Física del Globo. 
Física superior, primer curso. 
Prácticas de Física. 
Tercer grupo.—Geodesia. 
Física superior, segundo curso. 
Prácticas de la Física. 
°-- ^ ----- 
536 	 GACETA FORENSE 
Fitografía y Geografía botanica. 
Geología. 
Estas asignaturas se darán con sus correspondientes prácticas. 
Período del Doctorado. 





Anál i química. 
Práct ica
sis 
 de analfsis química. 
Ciencias naturales. 
Paleontología estratigráfica.  




Art. 37. Los actuales Licenciados en Ciencias exactas podrán cambiar su título 
 
por el de Ciencias Físico-matemáticas, probando la asignatura de Física superior 
 y las prácticas de Física.  
Los Licenciados en Ciencias Físicas podrán obtener el título de Licenciado en 
 
Ciencias Físico-matemáticas, probando las asignaturas de Cálculos, Geometría des-
criptiva, Geodesia y Mecánica. 
 
FACULTAD DE MEDICINA. 
Art. 38. Las enseñanzas de la Facultad de Medicina se dan en las Universidades 
de Madrid, Barcelona, Granada, Santiago, Sevilla, Cádiz, Valencia, Valladolid y 
Zaragoza, yen las Escuelas de Salamanca y Sevilla. 
Art. 39. Los estudios de esta Facultad son los siguientes: 
Período de la Licenciatura. 
Anatomía general y descriptiva y Elementos de Histología normal. 
Ejercicios prácticos de Osteología y Diseccion. 
Fisiología humana. 
Higiene privada. 
Patología general con su clínica y Anatomía é Histología patológico-generales. 
Terapéutica, Materia médica y Arte de recetar. 
Patología especial médica. 
Patología especial quirúrgica. 
Obstetricia y enfermedad de la mujer y de los niiios. 
Clínica médica y Deberes del médico en el ejercicio de su profesion. 
Clínica quirúrgica. 
Clínica de Obstetricia. 
Anatomía quirúrgica, operaciones con su clínica, apósitos y vendajes. 
Medicina legal y Toxicología. 
Higiene pública. 
Se requiere además el estudio de las siguientes asignaturas de la Facultad de 
Ciencias: 
Ampliacion de la Física. 
Química general. 
Historia natural. 
Período del Doctorado.  
Historia de las Ciencias médicas. 
Ampliaciones de la Histología normal y patológica. 
Análisis química aplicada á las Ciencias médicas. 
Art. 40. La Anatomía se estudiará en dos cursos. 
El primero comprenderá toda la Anatomía descriptiva, y el segundo la amplia-
cion de la Angiología y de la Neurología, la Anatomía general y Elementos de His-
tología normal. 
Los ejercicios de Osteología y Diseccion se estudiarán tambien en dos cursos. 
La matrícula del primer curso de Anatomía sólo será compatible con la de las 
signaturas de Física, de Química y del primer curso de Osteología y Diseccion. 1 
GACETA FORENSE 	 537 
La matrícula del segundo curso de Anatomía sólo se concederá á los alumnos  
que tengan aprobadas todas las asignaturas comprendidas en el párrafo anterior,  
y esta matrícula únicamente será compatible con las de Fisiología humana, Historia  
natural y segundo curso de Osteología y Diseccion.  
Art. 41. La Higiene privada, la Patología general con su Clínica y con la Ana-
tomía é Histología patológico-generales y la Terapéutica podrán estudiarse simul-
táneamente; pero no se permitirá la matrícula en estas asignaturas á los que no  
tengan aprobadas las del segundo curso de Anatomía y las de Fisiología é Historia  
natural. 
Para matricularse en Patología especial médica, en Patología especial quirúrgica  
y en Obstetricia, es indispensable haber sido aprobado en Patología general y en  
Terapéutica. 
Art. 42. La Clínica médica se estudiará en dos cursos y en otros dos la Clínica  
quirúrgica.. Los primeros cursos de las Clínicas médica y quirúrgica podrán estu-
diarse simultáneamente y son compatibles tambien con el estudio de la Clínica de  
Obstetricia y con el de la Anatomía quirúrgica, operaciones, apósitos y vendajes;  
pero no se permitirá la matrícula en estas asignaturas á los que no tengan aproba-
das la Patología especial médica ;  la Patología especial quirúrgica y la Obstetricia.  
El segundo curso de Clínica médica, que comprenderá tambien el estudio de los  
deberes del médico en el ejercicio de su profesion, es compatible con el segundo 
curso de Clínica quirúrgica, con la Medicina legal y Toxicología y con la Higiene  
pública: pero no se permitirá le matrícula en estas asignaturas á los que no tengan  
aprobado el primer curso de las Clínica médica y quirúrgica y de la Clínica de  
Obstetricia. 
Art. 43. Las asignaturas de Higiene privadá y de Higiene pública serán alter-
nas. y estarán desempeñadas por un mismo profesor.  
Los dos Catedráticos de Anatomía alternarán en la explication de sus respec-
tivas asignaturas, y lo mismo harán los de Patología médica, los de Patología qui-
rúrgica y Obstetricia con las de las Clínicas respectivas.  
Art. 44. El Catedrático de Terapéutica y Materia médica comprenderá en su asig-
natura un estudio general de las aguas minerales, y en particular de las de España.  
Los profesores de las Patologías interna y externa harán un estudio de las enfer-
medades sifilíticas en la parte que corresponda á sus respectivas asignaturas.  
Art. 45. Atendida la índole esencialmente práctica de todas las asignaturas de  
la Facultad, se destinarán los Jueves á trabajos de laboratorio ó á ejercicios prácti-
cos, á juicio de los respectivos profesores.  
En las asignaturas dei Doctorado que elijan esta clase de trabajos, se efectua-
rán en los dial en que no corresponde leccion.  
Art. 46. Los años de Clínica son solares.  
Art. 47. Los ejercicios del grado de Doctor consistirán en la redaction de una  
Memoria original acerca de un punto concreto de la ciencia, de carácter preferente-
mente práctico, y apoyada en lo posible en observaciones recogidas en el país.  
Art. 48. La agrupacion normal de las asignaturas es la siguiente:  
Primer grupo.—Anatomía, primer curso.  
Física. 
Química. 
Ejercicios de Diseccion, primer curso.  
Segundo grupo.—Anatomía, segundo curso.  
Fisiología humana.  
Historia natural. 
Ejercicios de Diseccion, segando curso.  
Tercer grupo.—Higiene privada.  
Patólogía general con su. Clínica y Anatomía é Histología patológico-generales.  
Terapéutica. _Materia médica y Arte de de. recetar. 
Cuarto grupo.—Patología especial médica.  
Patología especial quirúrgica.  
Obstetricia y Enfermedades de la mujer y de los niños.  
Quinto grupo.—Clínica médica, primer curso.  
Clínica quirúrgica, primer curso.  
Clínica de Obstetricia. 
 
Anatomía quirúrgica., operaciones, apósitos y vendajes.  
Sexto grupo.—Clínica médica, segundo curso.  
,.^ 
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Clínica quirúrgica, segundo curso. 
Medicina legal y Toxicología. 
Higiene pública. 
Período del Doctorado. 
Historia de las Ciencias médicas. 
Ampliacion de la Histología normal y patológica. 
Análisis química aplicada á las ciencias médicas. 
FACULTAD DE FARMACIA.' 
Art. 49. Los estudios de la Facultad de Farmacia se cursan en las Universidades 
de Madrid, Barcelona, Granada y Santiago. 
Art. 50. Comprende esta Facultad los estudios siguientes: 
Período de la licenciatura. 
Materia farmacéutica mineral y animal. 
Materia farmacéutica vegetal. 
Faenaseis químico-inorgánica. 
Farmacia químico-orgánica. 
Ejercicios prácticos de determinacion de plantas medicinales y reconocimiento 
de drogas. 
Práctica de operaciones farnaacéuticas. 
Se requiere además para la admision á los ejercicios del grado, el estudio de las 
siguientes asignaturas de la Facultad de Ciencias: 
Ampliacion de la Física. 
Química general. 
Historia natural. 
Los ejercicios para el título de Licenciado comprenderán tambien la práctica 
propia de las oficinas de Farmacia. 
Doctorado. 
Análisis química aplicada á las Ciencias médicas. 
Historia de las Ciencias médicas. 
Art. 51. Las asignaturas de ampliacion de la Física, Química general é Historia, 
natural se cursarán en la Facultad de Ciencias, y precederán á todas las demás de 
la Licenciatura. 
Art. 52. Las enseñanzas del período de la Licenciatura se explicarán en cursos 
de leccion diaria, y las del Doctorado en cursos de leccion alterna. 
Art. 53. Las dos asignaturas de Materia farmacéutica seguirán á las demás que 
se estudian en la Facultad de Ciencias, y precederán á las demás de la Licencia-
tura. 
La de ejercicios prácticos podrá simultanearse únicamente con in de práctica de 
operaciones farmacéuticas. 
La de Farmacia químico-inorgánica precederá á la de Farmacia químico-orgáni-
ca, y ésta á la de práctica de operaciones. 
„Art. 54. La distribucion de las asignaturas será, normalmente  is que sigue: 
[Periodo de la Licenciatura. 
Primer grupo.—Ampliacion de la Física. 
Historia natural. 
Química general. 
Segundo grupo.-311ateria farmacéutica mineral y animal. 
Materia farmac6utica vegetal. 
Tercer grupo.—Farmacia químico-inorgánica. 
Cuarto grupo.—Farmacia químico-orgánica. 
Quinto grupo.—Ejereicios prácticos de determinacion de plantas medicinales y 
reconocimiento de drogas. 
Práctica de operaciones farmacénticas. 
Período del Doctorado. 
Análisis química 	 dise Ciencias médicas. 
médicas. 
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DISPOSICIONES GENERALES. 
Art. 55. A propuesta de los profesores titulares, de los decanos ó de los jefes 
de los Establecimientos, y en todos los casos que lo acordare la Direction general 
de Instruccion pública, se dividirán las clases en secciones á cargo de los mismos 
profesores titulares y de los supernumerarios y auxiliares. 
Cuando el Gobierno lo estime conveniente podrá encargar á un profesor dos 
secciones de una misma asignatura. considerándose en tal caso las secciones como 
asignaturas distintas para los efectos del  art. 173 de la Ley de 9 de Setiembre de 1857. 
El profesor que se encargare gratuitamente de una sec cion, además de la que le 
corresponde, contraerá un mérito especial para los ascensos en la carrera. 
Art. 56. Las faltas colectivas de asistencia á las clases serán penadas por el jefe 
de la Escuela con el aplazamiento de la prueba de curso hasta los exámenes extra-
ordinarios, sin perjuicio de las demás medidas á que dieren motivo los alumnos 
con su comportamiento. 
Art. 57. Serán admitidos á los exámenes ordinarios y extraordinarios ;de prueba 
de curso los alumnos con matrícula extraordinaria que, además de haber asistido 
con puntualidad y aprovechamiento á las clases, á juicio del profesor, hubieren 
obtenido la nota de Sobresaliente en la mayor parte de las asignaturas cursadas 
ántes, y siempre superior á la de Bueno en las demás. Los alumnos de primer año 
de segunda enseñanza deberán acreditar haberse distinguido en el eximen de in-
greso. 
Serán unas mismas las censuras en los exámenes ordinarios y extraordinarios. 
Art 58. Los alumnos que estén cursando la segunda enseñanza podrán conti-
nuarla con arreglo á los planes anteriores, en cuanto al número, órden y distribu-
cion de asignaturas. Igual derecho tendrán los alumnos que estuviesen cursando 
los estudios de Facultad, sujetándose unos y otros á todas las demás reglas de los 
artículos anteriores. 
Art. 59. Quedan derogadas todas las disposiciones que se opongan al presente 
decreto. 
Dado en Palacio á trece de Agosto de mil ochocientos ochenta.—ALFONSO.—El 
Ministro de Fomento, Fermin de Lasala y Collado. 
SECCION DE NOTICIAS 
Con un atento oficio de la sociedad el Fomento de las Artes, hemos recibido el 
siguiente programa relativo al Certámen que se propone celebrar, y que ciertamente 
honra sobremanera á tan culta como ilustrada Corporation. Accediendo á sus de-
seos, nos apresuramos á insertar en nuestras columnas el expresado programa: 
«Consagrada esta Sociedad desde su fundacion á procurar con muy vivo empeño 
la cultura de las clases populares; deseando contribuir en cuanto le sea posible al 
progreso de las Ciencias y de la Literatura. y ansiosa de corresponder á los favores 
que sus hijos predilectos le dispensan constantemente, ha tomado el acuerdo de 
celebrar un Certámen científico y literario, aceptando y secundando así el laudable 
pensamiento concebido por su Junta directiva. 
A realizar este acuerdo han cooperado eficazmente el Ministerio de Fomento, la 
Diputacion provincial de Madrid, distinguidos escritores y algunas otras personas 
cuyo valioso apoyo solicitó dicha Junta. A todos envia ésta, en nombre de la So-
ciedad, la expresion sincera de su más profunda gratitud. 
Los premios ; asuntos, bases y Jurados del Certámen, son los que á continuation 
se expresan: 
1.° tina escribanía de plata, regalo de la Sociedad, y 2.000 rs., concedidos por el 
Ministerio de Fomento, al autor del mejor estudio en prosa sobre las Relaciones 
par deben existir entre la Industria y el Arte. 
2.° Mil reales, concedidos por el Ministerio de Fomento, y una pluma de oro, 
regalo de la Sociedad, al autor de la mejor poesía inédita, en el metro que cada 
cual tenga por conveniente, consagrada á ensalzar las Ventajas del trabajo. 
3.° Mil reales, otorgados por la Excma. Diputacion provincial de Madrid, y tí-
tulo de Sócio de mérito de El Fomento de las Artes, al autor de la mejor monografía 
en que se estudien las Industrias artísticas propias de Madrid, en so pasado, presente 
y porvenir. 
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4. ° Arpa de plata, ofrecida por la setiorita Esmeralda Cervantes, y título de S6- 
cio de mérito, al autor de la mejor oda in édita A la 1111Esica. 
5.° Psi ejemplar. debidamente encuadernado (edicion de lujo), de la Historia de 
corte 
 la villa y te de gadrid, por Amador de los Rios, Rada y Delgado y Rosell, do- 
nacion del Sr. Rada, y título de Socio de mérito, al autor de uno ó más romances 
relatives á notables acontecimientos de la historia de Madrid, 6 concernientes á 
alguno de sus hijos célebres. 
6.° Mil reales, concedidos por el Ministerio de Fomento, y título de Sócio de 
mérito, al autor de la mejor poesía que se presente. El asunto, metro y extension 
de tales poesías queda al libre arbitrio de los autores. 
Cada premio tendrá su correspondienta accésit, que consistirá en un diploma 
especial y en el título de Sócio de mérito. 
8.° Los Jurados se reservan la facultad de no adjudicar premios, si las obras 
que opten á ellos carecen del mérito indispensable para conseguirlo. 
9.° Hasta las doce de la noche del die 31 de Diciembre del presente año se reci-
birán en Is Secretaría de la Sociedad. Luna, 11, las obras destinadas al Certámen. 
Las que lleguen después de esa hora quedan excluidas del concurso. Las obras se 
presentarán en pliegos cerrados y lacrados con sello especial, y con un lema que se 
repetirá al frente de la composicion 6 estudio que contenga, y en la parte exterior 
de otro sobre, lacrado con el mismo sello, que contendrá el nombre del autor, y que 
no se abrirá hasta el acto solemne de la distribucion de premios. 
10. Los pliegos que contengan el nombre de los autores de composiciones no 
premiadas @as cuales quedarán archivadas en la Sociedad) se quemarán en el dicho 
acto solemne. 
Para calificar el mérito de las obras habrá dos Jurados: uno científico y otro lite-
rario, cuyos dignos individuos son: 
Jurado cientzyco.—Sres. D. Eduardo de Medina, D. Félix Márquez, D. Gumer- 
sindo de Azcfirate, D. Joaquin María Sanromá, D. José Echegaray, D. Meliton Mar- 
tin y D. Modesto Fernandez y Gonzalez. 
tarado literario.—Sres. D. Eusebio Blasco, D. Gaspar Raleo de Arce, D. José 
de Castro y Serrano, D. Juan de Dios de la Rada y Delgado, D. Manuel Cafiete, 
D. Manuel Fernandez y Gonzalez y D. 'Manuel del Palacio. 
Madrid 15 de Agosto de 1880.—E1 Secretario primero, Ursino Verdes y Rodriguez,» 
ADVERTENCIAS 
Siendo relativamente pequeño el número de nuestros abonados que se ha
llan en descubierto con nuestra publicacion, hen. s determinado no girarles 
en este mes, como teniamos pensado, y si hacerlo en el próximo Octubre 
contra aquellos que no se hubiesen servido remitir Antes libranza A esta Ad-
ministracion; debiendo advertir agradeceríamos hiciesen todos esto último. 
A fin de evitarles y evitarnos las molestias del giro. 
Los  señores suscritores que dejasen de recibir algun número de is GACETA 
FORENSE. por extravio en el correo á otra cualquier causa, sólo tendrán de-
recho para hacer sus reclamaciones dentro del mes subsiguiente al en que 
notasen la falta. 




Se harán bibliografías de obras jurídicas, 
siempre que se remitan esta Redaccion dos 
ejemplares: uno para el bibliógrafo y otro para 
la Redaccion. 
De las que remitan solo un ejemplar, se in-
sertará anurecio. 
 
   
   
PREOIOS DE SUSCRICION. 
	
Madrid, trimestre. 	 1 .1 reales. 
Provincias, trimestre 
	
7.matm. 	 60 > 
Madrid, 1880.—Imprenta de Ramon Angulo, Amaniel, 20, pral. 
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Conste, pues, que la vagancia no debe considerarse como delito, segun 
el criterio de la ciencia; la ciencia, cuya alta mision es arrojar cada dia nue-
va luz sobre los horizontes de la humanidad, para que, viendo claro, mejor 
comprenda su destino: bajo este supuesto, no es el articulado de un Código 
el fuerte dique que ha de contener el desbordamiento de aquel mal social. 
Así como el Océano se irrita, ruge y se encrespa cuando es azotado por el 
huracan, de igual modo la vagancia toma incremento y se desarrolla, hosti-
gada por las iras de la Ley. . 
¿Qué resultados positivos obtuvo el legislador de todos los tiempos, em-
pleando contra ella la fuerza de la represion y el rigor del castigo? Ya ante-
riormente queda dicho: la inutilidad de sus esfuerzos y la ineficacia de sus 
disposiciones, son hechos que la experiencia confirma. 
Loca tenacidad fuera insistir hoy en lo que ayer no dió buenos resulta-
dos; y sin embargo, el nuevo proyecto de Código penal en sus arts. 362 y 
75 
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363 pena y considera delito á la vagancia. Reforma desconsoladora, que 
trata de divorciar la legislacion de la filosofía y de embellecer aquélla con 
hojas marchitas, desprendidas ya del árbol de la ciencia. Avanzando, retro-
cedemos: paradoja que confirma en esta ocasion aquella máxima de nihil 
noeum sub sole. Pero reanudando el hilo de nuestras reflexiones, opinamos 
que los males hallan su antídoto en otras esferas distintas de la jurídico-
penal. 
Ocupándose de este asunto un reputado escritor de nuestros lias, se ex-
presa así: «A los vagos que no saben trabajar les enseñania; á los que no tie-
nen, les daria trabajo; á los imposibilitados, física ó moralmente, les socorre-
ria, y á los que no quieren, les obligaría. s Y hé aquí sintetizado todo un sis-
tema que, reducido á la práctica, seria fecundo en saludables consecuencias. 
En efecto: la ignorancia es una de las más anchurosas puertas por donde 
puede penetrarse en el mundo do la holgazaneria; los que por incuria, por 
abandono de sus padres ó por otras circunstancias ven marchitarse las galas 
de su inocencia, agenos. á toda cultura, y sin los rudimentos, siquiera sean 
empíricos de un arte ú oficio, claro es que por su ignorancia se hallan inca-
pacitados para adquirir el hábito de trabajar; y, ¿qué resulta? Que como 
todo lo desconocen, á nada pueden consagrar su actividad; y sin darse cuen-
ta de ello, se encuentran constituidos en un estado de apatía, sucediéndoles 
—segun la frase de un gran hombre—lo que á las aguas estancadas, que por 
falta de movimiento se corrompen. 
Estas breves consideraciones nos demuestran la necesidad y utilidad de 
la enseñanza, para trasformar al vago en ciudadano laborioso y digno de la 
pública estimacion. 
Sucede tambien con frecuencia, que hombres de felices disposiciones y 
con voluntad resuelta para el trabajo, por una de esas tempestades que des-
cargan á veces sobre las familias, se ven condenados á la inaccion; con el 
rostro enrojecido de vergüenza y traspasada el` alma de dolor, divagan por 
plazas y calles sin rumbo ni concierto; ponen en contribucien la amistad 
para allegar recursos á sus hijos, y una vez dado el primer paso por la senda 
del ócio, se amoldará aquel género de vida, contrariados en un principio, 
pero sin intentar despues salir de tan miserable estado. 
Dad trabajo á estos hombres, y quizás les arranqueís del precipicio por 
donde van despeñados; quizá los limpiéis de la carcoma que corroe sus al-
mas. Así se comprende lo importante que seria emplear este medio para ex-
tinguir la vagancia en cuanto sea posible. 
Una triste experiencia nos dice además que, como condicion ineludible de 
la naturaleza, está el hombre sujeto á enfermedades, ya físicas, ya morales. 
Cuando un ser, agobiado por ellas, queda incapacitado para ejercitar sus 
potencias dinámicas, ¿qué hacer sino tocar el resorte del sentimiento ageno, 
implorar el auxilio de sus semejantes? El ocurrir á esta necesidad compete al 
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indivíduo en nombre de la caridad, y al Estado en cumplimiento del deber 
de asistencia. 
Si tratáramos de mejorar la suerte de esos infelices proporcionándoles 
trabajo, habríamos hecho lo mismo que si presentásemos á un ciego un her-
moso cuadro para que se gozara en su contemplacion. 
El único medio de poner coto á esa especie de vagancia forzosa con que 
la suerte nos abruma en circunstancias dadas, es derramando los tesoros de 
la caridad y la beneficencia. Al inválido, pues, es preciso socorrerle. 
Observamos, por último, que la obcecacion de algunos hombres llega al 
extremo de hacerles olvidar sus fines, los altos fines que como aéres espiri-
tuales y materiales están obligados á cumplir. Las muchas necesidades que 
por razon de nuestra doble naturaleza nos asaltan, nos dicen con elocuentí-
sima voz que tenemos precision de satisfacerlas: para ello la tierra nos brinda 
con abundantes riquezas; pero no de una manera tan gratuita que nos baste 
alargar la mano para adquirir su dominio y utilizarlas; el derecho de ali-
mentarnos é instruirnos es correlativo al deber de trabajar. Por tanto, los 
que, haciendo caso omiso de este deber, quieren hacer valederos sus derechos; 
los que constantemente se empefian en parodiar al zángano, que se alimenta 
á expensas de sus laboriosas compafieras, esos son los verdaderos vagos, para 
quienes el trabajo debe ser obligatorio. De modo que, en el sentir del autor 
cuyas palabras comentamos, para combatir y extirpar la vagancia, debe eI 
Estado ejercer las funciones siguientes: Ilustrar, proveer y cohibir; ilustrar 
al que por ignorancia permanece en la ociosidad; proveer de trabajo al vá-
lido y de socorros al inválido; y cohibir, obligando á trabajar al que es re-
fractario del trabajo. 
No se nos ocultan las dificultades que este sistema lleva consigo en órden 
A  su realizacion, ni desconocemos los graves inconvenientes que hubri s. que 
vencer para procurar como es debido so más completo desarrollo; pero no 
lo creemos desacertado; y si al hacernos eco de semejantes teorías, hemos 
incurrido en algun error, culpa será de lo exíguo de nuestras facultades y no 
hijo de la voluntad, cuyos buenos deseos nos han impulsado hoy á tratar de 
un asunto tan árduo y espinoso como la vagancia. 
CARMELO GOMEZ GARCÍA. 
SECCION DE CONSULTAS 
PRIMERA 
Sobre reclamation de nulidad de una certification. 
¿Puede sostenerse con éxito la nulidad de la certificacion dada á un as-
pirante á Procurador, segun el caso 6.° del art. 5.° del Reglamento vigent; 
ele Procuradores, fecha 16 de Noviembre de 1871, cuando-esta certification, 
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expedida en los términos que quiera y que desconozco, no llena completa-
mente los requisitos que el citado caso 6.° del art. 5.° del Reglamento exige, 
 
y si los llena puede redargiiirse de falsa? 
 
Aun cuando por consecuencia de tal certificacion se haya expedido por 
 
la Excma. Audiencia de Madrid, que es á la que corresponde este Juzgado, 
 
un título de Procurador y ejercido el interesado un año próximamente tal 
 
profesion, ¿puede anularse este título y consiguientemente privar de su ejer-
cicio al que le posee? 
El consultante, que se promete en su .caso probar cumplidamente que 
 
aquel Procurador no ha practicado durante dos años sin intermision al lado 
 
de Procurador con ejercicio, como exige la mencionada disposicion legal, 
 
opina que puede privarse á aquél de ejercer tal profesion, con la nulidad del 
 
citado documento, y que ésta se consigue, previo expediente gubernativo, no 
 
importando nada que tal reclamacion, como ella sea justa, se ejercite tras-
currido un año de la expedicion del título de Procurador, porque para ha-




La Redaccion no puede ménos que deplorar que la consulta no venga 
 
completa en todas sus partes, pues que si el consultante no conoce los ter-
minos en que está extendida la certificacion á que alude, no es posible afir-
mar si para obtenerla se han llenado ó nó los requisitos que exige el caso 6.° 
 
del art. 5.° del Reglamento vigente de 17 de Noviembre de 1871. 
 
La segunda pregunta de la consulta es una repeticion de la primera, y 
 
nuestro modo de ver, no cabe otro recurso que acusar criminalmente, tanto 
 
al Procurador que expidió el certificado de práctica como al aspirante que la 
 
obtuvo, por la falsedad que contiene respecto del ejercicio de la profesion 
 
durante el período de tiempo que se exige. El caso presente equivaldría al del 
 
que hubiera obtenido un título profesional con certificaciones de curso que 
 
no fueran una verdad, y que, por el contrario, contuvieran el vicio de 
 
subrepticias, como suele decirse.  
Hay un principio é regla de Derecho que dice:: Quod nullum est ab initio, 
non potest tract:s temnporis conealescere,, por Io que, si la certificacion y título 
 
del Procurador de que se trata, lleva en sí un vicio tan esencial, ni por un 
 
año ni por dos de ejercicio puede prevalecer, tan luego como se reclame con-
tra la misma. 
La Redaccion, no obstante, se permite aconsejar al consultante tenga 
 
mucho cuidado al entablar la denuncia, pues que el denunciado hará esfuer-
zos inauditos, y, siendo tan frecuente la expedicion de estos certificados, en-
contrará grandísimas dificultades en la práctica para justificar lo que se p ro
-pone.—LA REDACCION. 
SEGUNDA. 
Reclamacion de pensiones de un 'censo. 
 
El hospital de P. tiene á su favor an censo contra el Ayuntamiento y ve-
cinos de V., los que por las malas circunstancias de los vecinos, han dejado 
 
de pagar los réditos doce años consecutivos, y en el presente, la Junta de Be-
neficencia de P. y en su nombre el Presidente, reclamó del Ayuntamiento 
 
de V. en atenta comunicacion los réditos vencidos de los doce años, á la que 
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contestó el alcalde de V. que el Ayuntamiento y Junta municipal de V. habia 
acordado se hiciera presente á la Junta de Beneficencia de P. se proponian 
consignar en el presupuesto municipal del corriente año económico, la can-
tidad correspondiente al referido año, y además la en que se convenga pagar 
de la referida, ya vencidos en plazos determinados, para lo cual proponian 
hacer una obligacion ó satisfacer todos los réditos en el término de ocho años. 
El Presidente de la Junta de Beneficencia contestó accediendo á las propo-
siciones y señalando un término de ocho dias para el otorgamiento de la 
correspondiente escritura, y pasado sin haberla otorgado, procederia la Junta 
á lo que hubiere lugar contra el Ayuntamiento de V.; y como no se haya 
otorgado la escritura propuesta, la Junta de Beneficencia de P. ha sometido 
á mi dictamen las siguientes preguntas: 1.' ¿Por el trascurso de doce años 
sin haberse cobrado los réditos, tendrán derecho á éstos prévio el reconoci-
miento del censo, que ha de exigir al Ayuntamiento de V. la Junta de Bene-
ficencia de P., é estará reconocido, por lo que se deduce de las comunicaciones 
dirigidas por aquél? 2.. ¿Ante quién y en qué forma han de ser reclamados 
los réditos por la Junta de Beneficencia de  P.'? 3.a ¿Quién ha de ejercitar la 
accion competente: los individuos de la Junta do Beneficencia, é el presidente 
facultado para ello? 
A la contestacion de estas preguntas existen diferentes pareceres, y el del 
consultante, es como sigue: 
A la 1,' pregunta: Que tiene derecho la Junta de Beneficencia de P. al 
cobro de los réditos vencidos y no satisfechos por el Ayuntamiento de V., 
prévio el reconocimiento que han de exigir del censo que contra sí tiene el 
Ayuntamiento, á ménos que en las actas de las sesiones hayan hecho constar 
el reconocimiento que, de ser cierto, seria bastante. 2.a 'Es competente el 
Juez de primera instancia del partido á que pertenezcan el hospital é esta-
blecimiento de Beneficencia. 3. 8 Cualquiera persona facultada por la Junta 
de Beneficencia. 
Sin embargo de esto, espero la muy acertada resolucion de la Redaccion. 
—Un suscritor. • 
CONTESTACION. 
Es indudable que los Jefes ó Administradores del hospital de P. han te-
nido demasiada consideracion con el Ayuntamiento de V., dejando pasar 
nada ménos que doce años para pedir las demoras de los réditos ó censos 
vencidos; consideraciones que no son muy disculpables cuando se trata de 
establecimientos de Beneficencia de la índole del que se menciona; y supues-
tas las comunicaciones del Ayuntamiento de V. acerca de la obligacion que 
le incumbe, no creemos necesario el reconocimiento del censo en favor del 
hospital. Segun se deduce de la consulta, dicho Ayuntamiento ha venido 
pagando el censo al hospital hasta hace doce años, y por lo tanto, no es tam-
poco preciso obligarle al reconocimiento. La Redaccion opina, que antes de 
proceder por la vía judicial, deberia acudirse al Gobernador de la provincia 
exponiéndole los hechos, y reclamar por la vía gubernativa que dichas obli-
gaciones se consignen en el presupuesto. 
Segun el art. 134 en su caso 2.° de la ley Municipal de 2 de Octubre de 
1877, los presupuestos anuales ordinarios deben contener precisamente, 
entre otras, las partidas de ((pensiones, censos y cargas de justicia que pesen 
sobre los fondos municipales, así como de las deudas reconocidas y liqui 
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dadas, y réditos y consecuencias de contratos,» y si el alcalde y comisión 
permanente de que habla el art. 133 en consonancia con el 60, cometieron 
intencionalmente ó por descuido esta falta de no incluir la partida del censo 
y sus réditos, habrán cometido una grave infraccion de ley de que son res-
ponsables civil y tal vez criminalmente, en su dia, pues que las leyes se es-
criben para obedecerlas y cumplirlas. La Redaccion, pues, opina que debe 
apurarse la vía gubernativa ántes de acudir á la judicial, no cabiendo la 
menor duda de que la única persona que puede exigirlo, es el Administrador 
del hospital si tiene facultad para comparecer ante las autoridades y Tribu-
nales; de lo contrario, debe tener un acta que lo autorice, siendo despues 
Juez competente el del domicilio del Ayuntamiento de V., que es el deman-
dado.—LA REDACCION. 
SECCION DE JURISPRUDENCIA 
ci vui. 
Servidumbre.—Declarados en estado de venta por las leyes de desamortizacion  
los bienes pertenecientes á Corporaciones civiles, se procedió á la fórmacion del  
oportuno expediente de subasta con objeto de verificar la de dos molinos, uno hari-
nero, y otro y dos hornos de pan cocer, pertenecientes á los Propios de la villa de 
Cintruénigo, y habiéndose adjudicado el remate como mejor postor á D. Joaquin  
Urbasos, cumplidas que fueron las formalidades establecidas en la materia, se le 
 
puso en posesion de las fincas subastadas, y se le otorgó en 30 de Agosto de  
1864 por el Juez de primera instancia interino del distrito del Hospicio de esta 
 
córte escritura de venta, en la cual, despues de hacer mérito de las cargas que pe-
saban contra dichas fincas y liquidarlas, se consignaron, entre otras, 1st observa-
ciones referentes al molino harinero.  
Don Joaquin Urbasos, dueño de las fincas mencionadas en virtud de la escritura  
relacionada, las traspasó por otra en 7 de Agosto de 1873 á los demandantes D.  Ma-
nuel Alfaro, D. Luis y D. Francisco Javier Zapata, habiéndose inscrito en el Re-
gistro de la propiedad de aquel partido ámbos instrumentos públicos, en el segun-
do de los cuales se insertaron las cargas que gravitaban sobre dichas fincas, y tam-  
bien las observaciones de la escritura de 30 de Agosto de 1864, haciendo además  
Urbasos la declarados de que trasmitia á los compradores cuantos derechos le cor  
respondian por todos conceptos en los molinos y hornos que les'rendis: este docu-
mento se inscribió en el Registro de la propiedad en 11 de Agosto de 1873.  
A consecuencia de introducir los alamines de Cintruénigo las aguas del rió,  
Llano en el cáuce Molinar para riego de las fincas situadas en su parte izquierda,  
haciendo al efecto paradas y abriendo puestos despues de estar Urbasos en posesion  
de los referidos molinos, acudió en 26 de Julio de 1865 al Gobernador de Pamplona  
denunciando esos hechos, y solicitando mandára que el Ayuntamiento y Junta de• 
Agricultura de Cintruénigo se abstuvieran de gravar al exponente con la servi-
dumbre de condone por el rie Molinar de su pertenencia, las aguas para el riego,  
que podian ejecutar con canales colocados sobre aquel cáuce, prohibiendo á los ter-
ratenientes tales abusos con abono de los perjuicios que se le habian causado; y,  
dada audiencia á la corporacion municipal denunciada, que expuso lo que tuvo por  
conveniente, se mandó pasar el expediente á la Administracion económica y al Pro-
motor fiscal de Hacienda, por quienes se informó que, segun las condiciones de la . 
venta hecha á Urbasos, no tenia Cintruénigo derecho á imponerle servidumbre al-
guna sin que conste la resolution que adoptára el Gobernador, si bien la Direction  
general de Propiedades y Derechos del Estado, ya fuera en el mismo expediente  ó- 
en virtud de otra reclamaci_on que elevára Urbasos, resolvió en 27 de Febrero 
de 1875 no haber lugar como éste pretendia á la indemnizacion de perjuicios, y que  
respecto á la accion acroterio de servidumbre ejercitára su derecho donde corres-
pondiese; apareciendo en otros expedientes promovidos por Urbasos quejándose de 
 das providencias del Alcalde de Cintruénigo, por las cuales ordenaba que las 
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pies del rio Molinar se ejecutáran en la forma y tiempo que 'prescribia contra lo 
pactado en la escritura de venta de los molinos referidos: que el Gobernador des-
aprobó lo hecho por el Alcalde de conformidad con lo informado por la Session de 
Fomento en decreto de 11 de Octubre de 1867 y 16 de Julio de 1868; y que denegó 
otra solicitud de Urbasos, acordando en 26 de Marzo de ese segundo año repusiera 
los magilares que había quitado del rio Moliese, segun lo pretendia el referido Al-
calde, cuyos magilares servian para dar entrada á las aguas en el riachuelo, ace-
quia destinada para regar las fincas situadas en aquel terreno. 
Don Manuel Alfaro, D. Luis y D. Francisco Javier Zapata en 29 de Julio de 1854 
interpusieron demanda civil ordinaria exponiendo como hechos: que en el Boletín 
oficial de Ventas de Bienes nacionales de la provincia de Tudela de 15 de Noviembre 
de 1863, núm. 80, se anunció la venta de los hornos de cocer pan, de un molino de 
aceite y otro harinero, con su presa y rio exclusivos, situados en la villa de Cin-
truénigo, procedentes de sus Propios, consignando explícitamente las cargas á que 
eran afectos y las observaciones que habian de regir en la subasta: que D. Joaquin 
Urbasos fué el mejor postor en la subasta; y aprobado el remate, se otorgó á su fa-
vor escritura de venta judicial de los dos hornos y dos molinos con su rio titulado 
Molinar y presa exclusivos y demás derechos que les eran anejos, cuya escritura se 
inscribió en el Registro de la propiedad de Tudela en 26 de Noviembre de 1870: que 
aunque para la subasta precedieron los anuncios que se insertaron en Boletín de 
Ventas de Bienes con las observaciones sobre el molino harinero, ni el Ayuntamiento 
ni la Junta de Agricultura de Cintruénigo promovieron reclamacion alguna alusiva 
á la venta del molino con su presa y rio exclusivos; cuando por el contrario, una de 
esas dos Corporaciones gestionó lo que hubo por conveniente con referencia á las 
capitalizaciones de los bienes: que D. Joaquin Urbasos vendió los dos hornos y dos 
molinos con su presa y rio exclusivos en favor de los tres demandantes por docu-
mento público de 7 de Agosto de 1873, que fué inscrito en el Registro de la propie-
dad: que el Ayuntamiento y Junta de Agricultura de Cintruénigo se habian empe-
ñade en imponer sobre el rio Molinar, exclusivamente propio de los demandantes, 
la servidumbre de conducir por él las aguas de riego para el beneficio de sus cam-
pos, como lo habian realizado en diferentes ocasiones al favor de esa obstinacion 
contra la terminante voluntad de los propietarios, deprimiéndoles el libre ejercicio 
de su legítimo derecho de propiedad del rie Molinar; que la presa y el rie Molinar 
no deben la servidumbre que el Ayuntamiento y Junta de Agricultura quieren im-
poner, de que por el cáuce del expresado rio conduzcan las aguas para el riego de 
los campos de Cintruénigo ni para otros usos; que lo mismo los demandantes que 
D. Joaquin Urbasos, de quien les deriva la propiedad de la presa y rie Molinar, la 
adquirieron exclusivamente sin servidumbres que lo depriman en lo más mínimo: 
que el Ayuntamiento y Junta de Agricultura de Cintruénigo con los hechos que se 
han permitido contra el absoluto dominio en la presa y rie Molinar, con sus caje-
ros que á los demandantes pertenece, les han inferido considerables perjuicios: que 
celebrado el acto de conciliacion con la Junta de Agricultura sobre la accion nega-
toria de servidumbre y abono de perjuicios, no resultó avenencia, sin que ese pro-
cedimiento se hiciese extensivo á la Corporacion municipal por la excepcion legal 
que la cabe; y despues de alegar varios fundamentos de derecho, pidieron se decla-
rase que el citado rie Molinar, exclusivamente propio de los demandantes, no debe 
servidumbre de que por su eáuce se dirijan aguas para beneficiar los campos del 
rádio jurisdiccional de aquella villa ni para otro usos: que el Ayuntamiento y Junta 
referidos no pueden coartar á la parte actora el derecho de que en ejercicio del ple-
no dominio de que se hallen investidos ejecuten en el cáuce, márgenes y cajero de 
dicho rio Molinar, tanto las obras como las limpias que estimasen convenientes, re-
moviendo cualquiera clase de obstáculos que puedan deprimir el curso de las aguas 
por el mismo cáuce; y que se condenase a las expresadas Corporaciones al abono de 
perjuicios originales y que se originasen, y que en razon de ser líquidos no podian 
fijarse por entónces, y al pago de las costas. 
Al evacuar el Ayuntamiento y Junta de Agricultura de Cintruénigo el traslado 
que se les confirió de la demanda, expusieron que en la misma escritura de venta 
otorgada en 30 de Agosto de 1864 á favor de D. Joaquin Urbasos se consignó que los 
Propios de aquella villa, á los que pertenecian los molinos y hornos enagenados,. 
habian estado y estaban en pacífica posesion de ellos desde una época ignorada, sin 
haberse encontrado título inscrito de su propiedad. cuya circunstancia ponis en 
claro la base de que el molino tiene rio y presa exclusivos, como tambien que eI 
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comprador fuera su dueilo: que observancia se .gunda de la repetida escritura, 
examinada con imparcialidad, rechaza la pretension de los demandantes y presu-
pone la existencia de una acequia para riego, que no puede ser °Ara sino aquella 
donde están las filas do poqueras, como sucede en el rio Molina, siendo esta la razon 
de haber conducido por 61 legítimamente los vecinos de Cintruénigo, segun desde 
tiempo inmemorial lo hacian, las aguas de riego para beneficiar sus campos á pesar 
de la oposicion de Urbasos, á quien se ordenó por el Gobierno civil repusiera los 
maoilares que habia quitado: que además de estos fundamentos, asiste á los veci-
no;de Cintruénigo otro que se halla consignado en las Ordenanzas sobre riegos for-
madas en 1634 y aprobadas por el Consejo de Navarra, donde se determina que las 
aguas del rio Molinar sirvan para riego y para moler, señalándose el modo en que 
hava de hacerse aquella operacion cada mes en las diferentes heredades per medio 
de -las cuales corre dicho rio; por todo lo cual, y mediante á que no se habian cau-
sado perjuicios Alfaro y sócios, concluyeron suplicando se les absolviera de la 
demanda deducida por aquéllos, imponiéndoles perpétuo silencio y las costas; de-
clarándose edemas préviamente, caso necesario, la nulidad de las escrituras de 
venta ya mencionadas en cuanto por ellas se determina sea exclusivamente propio 
de los demandantes el rio Molinar, que pertenecia á los demandados en la repre-
sentacion que ejercitan. 
Resultando que reproducidos sustancialmente en los escritos de réplica y diipli-
ca los fundamentos y alegaciones expuestas en los de demanda y contestacion, se 
recibieron los autos á prueba; y practicada por cada una de las partes la que á su 
juicio estimó conducente, y despues de haber alegado, el Juez de primera instancia 
por sentencia de 30 de Enero de 1878 declaró que el no Molinar y su presa eran de 
la exclusiva propiedad de los demandantes con las bbligaciones inherentes á su de-
recho de propietarios, sin que el Ayuntamiento y Junta de Agricultura de la villa 
de Cintruénigo puedan imponerle servidumbre ni oposicion de ningun ge-nero, 
condenando 6. los demandados al abono de perjuicios originados y que se origina-
sen en lo sucesivo, prévia regulacion pericial, y en las costas. 
Resultando que admitida la apelacion interpuesta por el Ayuntamiento y Junta. 
de Agriculture de la villa de Cintruenigo, y sustanciada la alzada la Sala de jus-
ticia de la Audiencia de Pamplona por sentencia de 4 de Enero de '1879 declaró que 
el rio Molina, correspondiente á los molinos de la cantera que dá vista á la Huer-
ta baja, jurisdiccion de Cintruénigo, deslindados en la escritura de 30 de Agosto 
de 1861, por la cual los adquirió del Estado el comprador D. Joaquin Urbasos, y 
éste trasmitió D. Manuel Alfaro, D. Luis y D. F rancisco Javier Zapata por otra 
escritura de 7 de Agosto de 1873. no debe servidumbre de que por su educe se diri-
jan aguas para beneficiar los campos del radio jurisdiccional de dicho Cintruénigo, 
ni para otro uso de esa villa: que su Ayuntamiento, en la representacion de que 
está dotado, ni su junta de Agricultura, pueden coartar á los demandantes el dere-
cho que les asiste para ejecutar en dicho rio, sus márgenes y cajero, las limpias 
que estina,n convenientes, y para remover cualesquiera obstáculos que impidan el 
curso expedito de las aguas por el repetido rio Molina, sin perjuicio del derecho 
que asiste á los demandados de utilizar despues del dia 5 siguientes de cada mes 
las aguas sobrantes del rio Alhama que penetran en el titulado Llano; condenando 
al Ayuntamiento y Junta de Agricultura sobredichos al abono de los perjuicios 
causados á los demandantes con la distraccion de aguas en el referido sauce Moli-
nar, á justa regulacion por peritos de recíproco nombramiento. y tercero caso de 
discordia; y que no há lugar á resolver la pretension de nulidad de las escrituras 
de 30 de Agosto de 1864 y 7 del mismo mes de 1873 segun solicitan los demanda-
dados, á quienes se alza la condena de costas de primera instancia; y en lo que esta 
sentencia fuese conforme con la apelada la confirmó, y en lo que no la revocó, sin 
hacer especial condenacion de costas. 
Por la parte del Ayuntamiento y Junta de Agricultura de la villa de Cintruéni-
go se interpuso recurs° de casacion alegando como motivos: 
1.° Que al ejecutar el Ayuntamiento y Junta de Agricultura de Cintruénigo los 
actos los que la sentencia les declaraba sin derecho alguno para coartar con ellos 
el de propiedad de los duerios del molino, obraron con el exclusivo carácter de au-
toridades administrativas, y en debido y exacto cumplimiento de las disposiciones 
contenidas en los capítulos y ordenanzas para el gobierno de campos y riegos de la 
expresada villa, vigentes en el término de ella desde el ail° 1683 en que fueron es-
tablecidos, y aprobados por el Real Consejo de Navarra, y que entre otras cosas pre- 
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vienen que en los casos de aguas sobradas yen los de las aguadas propias ee 
Cintruénigo en que se conducen las aguas por el rio de Llano y riachuelo del Mo-
linor no se podrán regar con las del primero las heredades que están debajo del 
segundo, sino con las de éste únicamente; que al imponer, por tanto, la sentencia 
recurrida á la Corporation municipal la prohibicion de ejecutar actos que las refe-
ridas ordenanzas le imponen, que estaban además dentro del circulo de sus atri-
buciones por recaer en asuntos de su exclusiva competencia, y á que le obligan los 
deberes que la Ley orgánica municipal de 20 de Agosto de 1869, vigente al reali-
zarse dichos actos. en sus arts. 37 y 99 que consagran aquella independencia; el 84 
de 1876, que rige en la actualidad en cuanto ha consagrado igual principio, y los 
artículos 67, 68 y 69 de la Ley orgánica municipal antes citada, que autorizan como 
de la exclusiva competencia del Municipio la ejecucion de tales actos en cumpli-
miento de las correspondientes ordenanzas. 
2.° Que segun declara la ley 1.a. tít. 1.°, libro 8.° del Digesto, ni las servidum-
bres de que se trata pueden constituirse sin prédios, ni puede adquirir ninguno 
servidumbre de prédio rústico ni urbano, sino el que tiene prédio; que la ley l.a del 
siguiente tít. 5.° del mismo libro declara que corresponden las acciones de las ser-
vidumbre rústicas 6 urbanas á los señores de los prédios; y la 2.a establece que 
corresponde la confesoria á aquel que dice que le competen las servidumbres, y al 
señor que lo niega la negatoria; v como segun los términos de la demanda D. Ma-
nuel Alfaro y consortes pretendían que se reconoeiese y declarase que el prédio 
rústico que poseen no debe la servidumbre de aguas para riego que de hecho le 
vienen imponiendo los terratenientes de la Huerta baja; como contra éstos en todo 
caso han debido dirigir su aecion, á tenor de las leves citadas que constituyen el 
derecho comun vidente en la materia en la provincia de navarra, en vez de diri-
girla contra Corporaciones meramente administrativas, que no poseyendo ni te-
niendo capacidad civil para poseer inmueble alguno, á tenor de las Leyes desamor-
tizadoras, no han podido adquirir ni imponer por tanto la servidumbre que aqué-
llas niegan; y como no basta para que una aecion pueda prosperar en derecho que 
la aecion exista á favor de quien la ejercite, sino que es menester tambien que se 
haya ejercitado en forma, la sentencia recurrida, al estimar una demanda deducida 
por aecion real negetoiia de servidumbre contra quien no la invocaba siquiera, ni 
habia podido adquirirla legalmente, porque no posee los prédios que en todo caso 
serian dominantes, infringe las referidas Leyes l.a, tít. 4.°, y 1.a y 2.a, tít. 5.°, libro 
octavo del Digesto, y la doctrina legal establecida por este Tribunal Supremo en 
sentencia de 27 de Marzo de 1858. 
3.° Que al condenar la sentencia recurrida á las Corporaciones recurrentes á in-
demnizar á los demandantes los correspondientes perjuicios á justa regulation par-
cial; perjuicios que la misma sentencia estima justificados, y atribuye únicamente 
á los actos ejecutados por el vecindario de Cintruénigo, distrayendo para sus riegos 
las aguas del cauce Moliese, infringe la ley 3.a, tít. 15. Partida 7.a; el principio de 
derecho non facit injuriara qui utitur jure  no, y la doctrina que establece la sen-
tencia de 31 de Enero de 1868 consagrando aquel principio y declarando infringido 
cuando indebidamente se condena á una de las partes al abono de dañes y per-
juicios. 
4.° Que dun cuando la aecion ejercitada en la demanda, en vez de establecerse 
como se ha establecido contra Corporaciones civiles, contra quienes es ineficaz 6 
improcedente, se hubiera dirigido contra los propietarios de tierras regables por el 
rio Moliese, como dueño de los prédios dominantes, no podria tampoco prosperar, 
porque la servidumbre de que se trata existe y se constituya por incontrastables 
títulos; por lo cual es notorio que al declarar la sentencia recurrida que el rio Mo-
linar no debe la servidumbre de conduccion de aguas para riego de los campos de 
Cintruénigo, no obstante haber adquirido y ejercitado los propietarios de la Huerta 
baja el derecho de regarlas con dichas aguas por prescription inmemorial y otor-
gamiento expreso del dueto del prédio sirviente, segun todo consta en los autos, 
se infringe la ley 10, tít. 37, libro 10 de la Novísima Recopilacion de Navarra, re-
lativa á la prescripeion, y la doctrina que en su consonancia ha establecido el 
Tribunal Supremo en sentencias de 30 de Junio de 1859 y 27 de Marzo de 1865, y 
las leyes 14 y 15. tít. 31 de la Partida 3.a, que reproduciendo sustancialmente las 
declaraciones dei Derecho romano, tratan de los modos de constitucion de las servi-
dumbres y tiempo por que se ganan. 
5.° Que al tiempo de la primera venta del molino, 6 sea en 1864. 'ss ''i-r^dades 
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de la márgen izquierda del rio Molinar tenian sobre éste de tiempo inmemorial la 
servidumbre de conduccion de aguas para su riego, porque las servidumbres rea-
les; por más que aprovechen ó perjudiquen á los respectivos dueños de los prédios, 
se adquieren ó sufren por éstos, no por aquéllos, segun declaracion contenida en el 
proemio del tít. 31 de la Partida 3.a, y por tanto, al declarar la sentencia recurrida 
que el molino adquirido por los compradores no debe á nadie la servidumbre de 
que se trata, ni ninguna otra infringe la ley 8.a, tít. 31 de la Partida 3.a, y la doc-
trina legal establecida en la sentencia de 14 de Setiembre de 1867, que declara que 
cuando uno vende parte de un terreno que le pertenece sin establecer en el con-
trato de venta un modo distinto de disfrute por el comprador del que usaba el 
vendedor, se entiende vendido el terreno con las servidumbres necesarias. 
6.° Que en la escritura de venta judicialmente otorgada en 30 de Agosto de 
1864, se consignó la observacion siguiente: que los cinco primeros dial de cada mes 
aprovechan el agua los vecinos de Cintruénigo para riego de sus campos, v son 
preferidos al molino; los restantes dies del mes son aguada de las ciudades de Co-
rella y Alfaro y en todos ellos tienen derecho á moler y los vecinos de Cintruénigo 
á regar con sus aguas sobrantes por filas que de inmemorial tenian construidas á 
este fin; si, pues, tratándose de la venta del molino y del rio y presa Molinar y 
fintes de hacer meacion de ningun otro rio ni de otras aguas se reconoce de modo 
tan terminante en aquella escritura que los dueños de heredades regables pueden 
regarlas en los casos y épocas que la expresada cláusula determina, tomando las 
aguas por las filas que de inmemorial tienen al efecto establecidas en el cajero del 
rio, es innegable que no siendo esto posible sin que exista, como existe, la servi-
dumbre de conduccion de aguas para el riego, el fallo de la Sala sentenciadora que 
la deniega infringe la Ley del contrato en la referida observacion d cláusula 2.a. 
7.° Que la interpretation que di la sentencia á la observacion 3. 5 de la misma 
escritura, que declara que el molino tiene rio y presa exclusivos, construida aqué-
lla en el rio Alhama, debajo de la gran presa del rio llano; que dicha presa es la 
que se enagena, y que el comprador será dueño de ella. y del rio, costeará los re-
paros y hará las limpias que crea necesarias, anula en absoluto la observacion 2.a, 
cuando era evidente que una y otra 'podian y debian conciliarse, porque evidente-
mente habia que entender combinadas estas dos observaciones, que no dicen otra. 
cosa más que los compradores tendrán el dominio de prédio sirviente con la limi-
tacion d gravámen que no lo anula de la servidumbre de las heredades dominan-
tes; de modo que interpretando la sentencia recurrida la observacion 3. a de la es-
critura de venta del molino en el sentido de la nulidad de la observacion 2.a, y coa 
perjuicio del derecho que ésta reconoce á los propietarios de tierras regables, in-
fringe la. lev 2.a, tít. 33 de la Partida 7.a, que trata de la interpretacion de los con-
tratos, y la doctrina consignada en la sentencia de 31 de Enero de 1868, que declara 
que cuando un contrato puede tener cumplimiento segun la diversa inteligencia 
que le dan las partes contratantes, esconce el .Tues debe tomar el entendimiento que es 
ende acercado d la rasos é á la verdad, segun dispone la ley de Partida citada. 
8.° Que con arreglo á los arts. 34, 36, 37 y 39 de la ley de Aguas vigente de 3 de 
Agosto de 1866, es incuestionable el derecho de los recurrentes al aprovechamiento 
ó servidumbre de aguas para riego de sus fincas, que la sentencia recurrida les de-
. niega; pero aunque la citada Ley no hubiera de aplicarse al caso de autos por 
haberse causado y adquirido los derechos que en ellos se habian controvertido coa 
anterioridad á su promulgacion, todavía seria aquella servidumbre perfectamente 
legal, porque declarando á salvo el art. 299 de la citada Ley de 3 de Agosto de 1866 
los derechos anterior y legítimamente adquiridos, y el dominio privado que tienen 
los propietarios de aguas de acequias y de fuentes ó manantiales, en virtud -del 
cual los aprovechan, venden d permutan como propiedad particular, habria que 
juzgar las cuestiones que se relacionan con el dominio de la presa y del rio Molinar 
tenor de la legislation de las Partidas, cuyas Leyes 13 y 18, tít. 32 de la 3.a, lejos 
de consentir, segun la terminante declaration consignada en la sentencia de 9 de 
Junio de 1865, derechos absolutos para el aprovechamiento de aguas, contienen la 
limitation expresa de no poderlos aprovechar con daño de tercero; y al otorgar, 
por tanto, la sentencia á D. Manuel Alfaro y consortes como de su exclusivo domi-
nio el aprovechamiento absoluto de la presa y rio Molinar con daño de los terrate-
nientes de la Huerta baja que de tiempo inmemorial han estado en quieta y pacífica 
posesion del riego de sus fincas con aquellas aguas por medio de las filas que al 
efecto tenian y tienen construidas, infringe los artículos de la Ley de aguas, las le- 
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yes y la doctrina mencionadas, así como lo declarado en la sentencia dictada por 
el Tribunal Supremo en 30 de Junio de 1860. 
9.° Que la Sala sentenciadora, al dictar el fallo recurrido, desautoriza por no 
haber podido cotejar con su original el testimonio de los capítulos y ordenanzas de 
riego que rigen sin interrupcion soi contradiction en. Cintruénigo desde el año 1863, 
y que autorizan y reglamentan el aprovechannento de lac aguas del sio Molinar que 
el referido fallo deniega: que habiéndose perdido en el trascurso de los tiempos el ori- 
ginal de las referidas ordenanzas, la falta de cotejo no puede hacer ineficaz el for- 
mal testimonio de las mismas, segun la declaracion contenida en la sentencia de 
26 de Febrero de 1867: que no habiéndose por otra parte negado en el pleito por los 
demandantes la observancia secular de las referidas ordenanzas, observancia que 
reconoce tambien la Sala sentenciadora, es indudable que, aun no constando endo- 
cumento alguno, tendrian sus disposiciones, como inmemoriales costurubrers inva- 
riablemente observadas, la fuerza de ley que á la costumbre mucho ménos antigua 
otorga la 5. 5 , tít. 2.° de la Partida 1.a, en este concepto infringida tambien, 61e vez 
que la doctrina que establece la citada sentencia de 26 de Febrero de 1867. 
Y el Tribunal Supremo, 
Considerando que el Ayuntamiento y la Junta de Agricultura de Cintruénigo 
han sostenido este pleito en primera y segunda instancia sin hacer reclamation ni 
protesta de nin,,o.un género respecto áso personalidad y sin invocar en su defensa 
la Ley de 3 de Agosto de 1866, y las 13 y 18, tít. 32, pár. 3.° y por consecuencia 
que no son atendibles los motivos 1.°, 2.° y 8.°, porque segun repetidamente ha de-
clarado dicho Tribunal, no se puede admitir como fundamento de casacion la pre-
tendida infraction de ley ô doctrinas relativas á punt,os y cuestiones que por no 
haberse planteado .7.  discutido oportunamente no han podido ni debido tomarse en 
consideracion en la sentencia; 
Que si bien para apoyar el recurso de casacion puede combatirse la apreciacion 
de prueba hecha por la Sala sentenciadora si se seilala la Ley: d doctrina que haya 
infringido al hacerla, no es lícito suponer hechos contrarios a los que establece la 
sentencia como resultado de dicha apreciacion, sin determinar el propio tiempo la 
regla legal (5 doctrina quebrantada, y que por este principio de jurisprudencia ca-
recen de valor los motivos 3.°, 4. 0 , 5.° y 9.°, en los cuales, haciendo supuesto de la 
cuestion, sostienen loo recurrentes la existencia de una servidumbre que la Sala 
sentenciadora declara improbada: 
Que la observacion o cláusula 2.a del contrato de 3 de Agosto de 1864, que sólo es 
Ley para los contratantes 
 é los que de ellos traen causa, por más que las enumera-
ciones que contenga puedan servir á un tercero como elemento de prueba de su de-
recho, no determinan el modo y forma de aprovechamiento de las aguas , que es la 
cuestion del pleito, sino su derecho á utilizarlas, y por consiguiente, que la senten-
cia no infringe dicho contrato como se supone en el motivo 6..; 
Finalmente, respecto al 7. 5 motivo, que el presente pleito no ha versado sobre 
inteligencia y cumplimiento de un contrato entre las partes litigantes, y no le son 
aplicables la Ley y doctrina que los recurrentes exponen como reglas de interpre- 
tacion, y que Sun en otro case no habrian sido infringidas, porque la Sala juzgado- 
ra, tratándose de la existencia é inexistencia de una servidumbre, ha tornado el en-
tendimiento que recede acertada d la rawse P d la verdad, declarando libre un prédis 
que no se prueba que esté gravado con la carga que se pretende imponerle; 
Ha fallado no haber lugar al recurso de casacion interpuesto por el Ayunta-
miento y Junta de Agricultura de la villa de Cintruénigo, á quienes condena en 
las costas.—(Sentencia de 9 de Abril de 1880. Gaceta del 6 de Julio.) 
CRIMINA 
En la tarde del 27 de Octubre de 1878. estando sentado Domingo Espinosa en 
compañía de otros sujetos en el sitio nombrado Hoya Maranza, término de Ponto- 
nes, se acercó á ellos José María Cuadros Morcillo, y dirigiéndose al Espinosa le 
preguntó «con qué automacion laboreaba el terreno que á 41 pertenecia;» y contes- 
tindole que «porque le daba la gana, e prorumpió despues en expresiones groseras 
y con actitud amenazadora, en vista de lo cual, el Cuadros dió al Espinosa con ano 
virtola que llevaba en la mano dos golpes en la cabeza, que le produjeron dos heri- 
das, cuya agravacion sucesiva le causaron la muerte en 9 de Noviembre siguiente. 
La Sala de lo criminal de la Audiencia de Granada, aceptando la relacion de los 
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hechos, declaró que los mismos constituyen el delito de homicidio previsto y pena-
do en el art. 419 del Código, del cual era responsable por propia confesion el proce-
sado José Cuadros Morcillo, con las circunstancias agravantes 17 y 18 del art. 10, 
por aparecer que ha sido penado des crees por el delito de lesiones y que no era de 
apreciar la atenuante 4.° del 9.° que estima la sentencia consultada., le condenó á 
la pena de diez y siete años, cuatro meses y un dia de reclusion temporal, acceso-
rias, indemnizacion de 2:000 pesetas y en las costas. 
Contra esta sentencia preparó el procesado recurso de casacion por infraction de 
ley, y dada la tramitacion correspondiente los Letrados D. Félix Rubio Pardo, don 
Buenaventura Muñoz y Rodriguez y D. Telesforo José García Jimenez del Cerro, 
nombrados de oficio en sus turnos respectivos, le desecharon por improcedente, 
interponiéndole el Ministerio fiscal fundado en el núm. 5.° del art. 862 de la Compi-
lacion general y con arreglo al 883 de la misma, citando como infringidos los ar-
tículos 9.°, circunstancias 4.° y 82, reglas 4.° y 7.° por haberse debido apreciar la 
provocacion inmediata que aparece evidente de los hechos pechados. 
Y el Tribunal Supremo, 
Considerando que conforme al caso 5.° del art. 862 de la Compilacion general de 
las disposiciones vigentes sobre el Enjuiciamiento criminal, se entiende infringida 
la Ley cuando se cometa error de derecho en la calificacion de los hechos que se 
declaren probados en la sentencia en concepto de circunstancias agravantes, ate-
nuantes ó eximentes de responsabilidad criminal, d en la designation del grado de 
la pena corréspondiente al culpable, segun la calificacion que se haga de las mis-
mas circunstancias: 
Que al consignarla Sala sentenciadora como hecho probado que inmediatamen-
te al acto de herir mortalmente José Cuadros precedieron palabras groseras y acti-
tud amenazadora de parte del interfecto Domingo Espinosa, era consiguiente que 
hubiera reconocido la existencia de la circunstancia atenuante mencionada en el 
número 4.° del art. 9.° del Código, porque lo grosero de las expresiones y la acti-
tud amenazadora era natural obrasen en el ánimo del que fué objeto de ellas, so-
brexcitándole y en parte disminuyendo su libertad, influyendo así de un modo fa-
vorable en la apreciacion de su delincuencia: 
Que par no haberlo estimado así dicha Sala ha incurrido en el error de derecho 
que en el recurso se alega, motivándose la casacion conforme al ya mencionado ar-
tículo 862, núm. 5 °; 
Ha fallado haber lugar al recurso de casacion por infraction de ley interpuesto 
por el Ministerio fiscal en beneficio del procesado José Cuadros Morelllo contra la 
sentencia de la Sala de lo criminal de la Audiencia de Granada.—(Sentencia de 27 
de Febrero de 1880. Gaceta de 28 de Junio.) 
'1 
Encontrándose en Avila en Junio de 1877 Epifanio Moreno y su mujer Cecilia 
Fernandez, se comprometieron á abonar 2.000 rs. si  conseguian que el quinto é hijo 
suyo Pantaleon, fuese declarado corto de talla, como lo habia sido ya en el pueblo 
de Maelle, de donde era vecino; para lo cual entregaron en casa de Nicolás Adanero 
40 duros, otorgando una obligation de pagar los 60 restantes, y como no la cum-
plieran les fué dirigida una carta, que escribió Bernardino Martin, reclamándole 
la entrega del resto, á consecuencia de lo cual volvió el matrimonio á Avila y en-
tregó eu la propia casa de Adanero, presente Bernardino Martin, 20 duros, y otor-
gando una obligation con fecha anterior al sorteo simulando un préstamo por 920 
reales, extendiendo el documento Bernardino Martin y firmándole Epifanio Moreno. 
El expresado quinto fué marcado en el pueblo con un metro 528 milímetros, ante 
la diputacion provincial con 1`536, y ante el Juzgado por diligencia decretada á 
virtud de esta causa con 1,540, tipo fijado por la ley de Reemplazo. 
La Sala, en su sentencia, calificó los hechos expuestos de delito de cohecho, com-
prendido en el primer párrafo del art. 97 del Código, de que eran autores los es-
posos padres del quinto sobornantes, y come sobornados Manuel Palazuelo y Ber-
nardino Martin, este último por prueba suficiente de indicios que enumera, y lo 
condenó, por no ser de apreciar respecto á él circunstancias agravantes ni atenuan-
tes, á dos años de prision correccional, multa de 300 pesetas y parte de costas. 
Contra rota sentencia se ha interpuesto por Bernardino Martin recurso de casa-
ciao por infraccion de ley, que fundó en los casos 1.° y 4.° del art. 862 de la Compi-
lacion sobre Enjuiciamiento criminal, designando come infringidos los del Código 
penal 1.°, 11 y 13, porque los hechos ejecutados por el recurrente, y que se refie- 
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ren, no constituyen el delito que se le imputa; y porque en el caso de que revela-
ran alguna participacion en el hecho, no seria la de autor, sino la de encubridor. 
El Ministerio fiscal se opuso á la admision del recurso, porque se fundaba en 
hechos diversos de los que la Sala acepta y estima en su sentencia. 
Y el Tribunal Supremo, 
Considerando que en los recursos de casacion por infraccion de ley las infraccio- 
nes que se aleguen han de fundarse en los hechos que como probados se consignan 
en la sentencia; 
Que en el interpuesto por Bernardino Martin se presentan incompletos los he-
chos que como probados se admiten en la sentencia, para discutir y combatir la 
apreciacion de la prueba y deducir infracciones de ley que no existen, atendidos 
los hechos completos y cual se consignan: 
Ha fallado no haber lugar á la admision del recurso que contra la sentencia de 
la Sala de lo criminal de la Audiencia de esta córte ha interpuesto Bernardino Mar-
tin.—(Sentencia de 27 de Febrero de 1880. Gaceta de 28 de Junio.) 
SECCION DE VARIEDADES 
Aranceles notariales. 
Proyecto de un nuevo Arancel formulada por el Notario de Madrid D. José García Lastra. 
(Continuacion., 
COPIAS, TESTIMONIOS Y NOTAS. 
Reunidos en una misma seccion los testimonios y copias con las notas de todas 
clases, viene á componerse un segundo grupo, con lo que se resuelven algunas du-
das que en la práctica han podido surgir por separar principalmente las copias de 
los testimonios. 
Num. 23. Este número contiene la regla general para unas y otros. 
Sus párrafos primero y segundo ninguna novedad Introducen. 
El párrafo tercero, que se refiere á las copias d testimonios anteriores al siglo 
xvsII, altera el Arancel vigente. 
Este, en primer lugar, hace de igual condicion los documentos de los siglos xvs y 
ases, cuando los del siglo xvs son muchos más difíciles de leer que los del siglo ases, 
y áun tambien que los del  ay.  por cuya razon procede colocar los de aquella época 
con los de fecha más remota que comprende el núm. 20 del Arancel de 1870. Esta 
alteracion no necesita más apoyo que el hecho material de examinar y comparar 
documentos de los tres referidos siglos. 
Tambien se hace otra novedad, aumentando 50 céntimos de peseta por cada 
hoja de inserto, y una peseta si es en relacion, respecto de los documentos del siglo 
xvir. Exiguo para ellos el Arancel de 1870, que sólo establece " la diferencia de 50 
céntimos y una peseta respectivamente entre los mismos y los documentos de los 
siglos xvsss y xrx, que ninguna dificultad ofrecen para su lectura, al ,paso que la 
hay á veces no pequeña para los del siglo xvn, no puede desconocerse que, si ade-
máo de esta circunstancia, es de ordinario muy engorroso leerlos, el aumento que 
se hace en el proyecto para que devenguen derechos dobles que cuando se trata de 
documentos de letra corriente, no necesita de observaciones para conocer que no 
es exagerado. 
El párrafo cuarto de este número satisface una necesidad, porque hoy no se sabe 
cómo cobrar los testimonios que se autoricen fuera del Estudio del Notario á ins-
tancia de parte, si por horas é cómo, si se ha de aplicar ó nó el núm. 11 ó el 21 del 
Arancel, y caso de no aplicarlos, resulta que al Notario no se le compensa la salida 
de su Despacho, que es donde debe estar generalmente en bien del mejor servicio 
público. 
Los particulares que tienen grandes archivos, y áun algunos que no quieren 
desprenderse de sus documentos. revelando una desconfianza infundada, a pesar 
de que sean copias, fáciles de reemplazar en caso de extravío; otros que entienden 
que saliendo de sus manos una escritura que comprende particulares de familia 
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de otros asuntos, que no son misteriosos ni ménos extraños á los Notarios, para 
quienes nada de lo privado es desconocido, y que por costumbre, por interés propio 
y por deber están obligados á guardar secreto; y algunos, en fin, que por vanidad 
no economizan molestias á los Notarios, distrayéndoles innecesariamente y sacán-
doles de su casa, todos ellos, cada uno bajo su punto de vista, deben pagar cuando 
es á su instancia la autorizacion de los testimonios hecha fuera del Estudio. 
El párrafo quinto exceptúa las primeras copias de las escrituras y actas com-
prendidas en el mím. 2.°, procediendo para estas excepciones en armonía con lo 
establecido en el Arancel de 1870. 
Y el párrafo sexto viene á fijar una retribucion proporcionada por las copias sin 
autorizar, porque cobrarlas como copias autorizadas parece mucho, atendiendo á 
que carecen de autenticidad, y no cobrarlas, porque no la produzcan, tampoco tiene 
eficaz apoyo. Como de todos modos prestan á los interesados una utilidad conocida 
y les economizan los gastos de papel sellado, no es mucho que satisfagan por ellas 
dos terceras partes de los derechos asignados á las autorizadas, toda vez que en su 
mano está que se expidan en una ú otra forma. 
Núm. 24. Este número duplica los reducidos derechos de busca y custodia del 
Arancel de 1870. 
Hoy que los archivos de las Notarías sólo comprenden por lo comun treinta años 
de antiguedad, y que á lo más pueden ampliarse á todos los años de ejercicio del 
Notario, que áun suponiendo que esté en una misma Notaría durante el desem-
peño de su cargo, bien puede contarse que generalmente no le ejercerá más de los 
treinta años, que será escaso el número de individuos que alcancen cuarenta años 
y poquísimos los que pasen de este período, nunca puede ser de importancia la cus- 
todia. En cuanto á la busca, sólo el sacar el protocolo de su estante y abrir y cerrar 
ambos, bien vale los 25 céntimos que se fijan en el proyecto. 
Núm. 25. El servicio de legalizaciones exige particular atencion, por la repug-
nancia que algunos Notarios revelan para cumplirle, ya por ser para ellos á veces 
pesada carga con relacion á lo que de su parte ocupan para lo mismo á otros com-
pañeros, pues que los hay que sólo necesitan que se les legalicen documentos en 
proporcion de un 50, un 40 y acaso un IO ó ménos por 100 de lo que legalicen para 
otros, ya tambien por circunstancias de carácter, y éstos son muy pocos, que no 
aprecian ni conocen bastante la índole de su obligacion en este punto. 
Ni el servicio por turno, ni imponerle como correccion disciplinaria de algunas 
leves faltas, producirian el apetecido resultado de conservarle sin inconvenientes 
en su verdadero cáuce. Y en defecto de medios directos, que no se nos ocurren, he-
mos pensado el indirecto de señalar una cantidad que, aparte del coste del sello de 
legalización, pueda distribuirse entre los dos Notarios legalizantes. 
Considerando que el sello sólo representa los derechos del testimonio de la lega-
lizacion, y que á pesar de que los interesados son los que tienen la obligacion de 
procurarla y recoger los signos de los legalizantes, corre á cargo de los Notarios, 
sin retribucion alguna, lo cual es molesto, hasta el extremo de invertirse horas 
enteras para ello, de aquí la razon del aumento de una peseta que se fija en el pro-
yecto para distribuirla entre los Notarios que legalicen. 
Al mismo tiempo se concilia que subsistiendo las 3 pesetas del sello para apli-
carlas á los fines de la institucion, se cumpla el art. 87 del Reglamento orgánico de 
9 de Noviembre de 1874, que en otro caso tendria que modificarse. 
Núms. 26 y 27. Nada innovan el Arancel actual en cuanto á testimonios de 
comprobacion de firmas y fés de existencia, que son objeto de ellos y que tampoco 
son asuntos que requieran detenido exámen. 
Núm. 28. De los dos párrafos que este número comprende, el primero, relativo 
á las notas de expedition de copias, deja subsistente lo que respecto del particular 
establece ej. núm. 17 del Arancel de 1870, y el segundo, excepto las que se ponen 
en el papel de reintegro, abraza las demás notas, inclusas las que se extiendan en 
los títulos ú otros documentos, éstas á instancia de parte, que no tienen derechos 
en el dia, á pesar de que se acostumbran y los interesados las desean, por lo que, y 
siendo á su instancia ó con su consentimiento, deben producir alguna cantidad. 
Como no hay razon de diferencia entre ninguna de las notas comprendidas en 
este número, por eso se las iguala todas, inclusas las del núm. 32 del actual Aran-
cel, que segun él devengan 25 céntimos más que lo que se las asigna en el proyecto. 
Núm. 29. Refiérese este número á las notas puestas en el papel de reintegro, 
concordando con el núm. 3.° del Arancel de 1870, si bien estableciendo con toda 
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claridad que áun cuando son dos las notas que hay que poner en cada pliego , se 
cobren solo los 50 céntimos que en el dia pueden percibirse por cada una. 
ACTOS VARIOS. 
En esta tercera seccion se comprenden los demás actos notariales, de los que 
áun cuando alguno ó tal vez más pudieran tener cabida en las otras dos secciones 
anteriores. parece, sin embargo, más metódico reservarlas el lugar en que se las 
coloque. 
Núm. 30. El texto del Arancel de 1870 no facilita el medio de que se perciban 
derechos por los testamentos de palabra. 
Es siempre el testamento,  -v por tanto el verbal, un acto demasiado importante 
que debe estar bien retribuido, y por esta razon no son excesivos los derechos que 
se le designa en el proyecto, los cuales son los mismos que el de cada hoja del testa- 
mento nuncupativo. 
Considerando por otra parte que no debe quedar sin retribucion la estancia del 
Notario en el sitio donde se halle el interesado cuando éste no llegue á testar, se 
asignan iguales derechos para este otro caso. 
Núm. 31. Es la reproduccion del párrafo segundo del núm. 12 del Arancel vi- 
gente, acerca del cual nada nuevo hay que decir. 
Núm. 32. Los reconocimientos á que se contrae el núm. 2.° del mismo Arancel. 
quedan sujetos á lo que dispone el párrafo primero del número 32 del proyecto. 
El párrafo segundo es una adicion á la Ley de 1870, que supliendo una omision 
padecida en ella, estriba en un principio de rigurosa justicia. 
En efecto: los reconocimientos de documentos para poner de ello testimonio en 
relacion,deben cobrarse. 
A veces es preciso reconocer una escritura de 100 ó 200 fólios ó más para poner 
un testimonio de un pliego que devenga, segun el núm. 23 del proyecto. dobles 
derechos que el testimonio literal. En éste se devengan los derechos por el trabajo 
material y lo que puede llamarse la autorizacion. En el testimonio en relacion no es 
mucho que por el aumento de trabajo material y el intelectual, aunque sencillo de 
ordinario, pero que no se presta para el testimonio literal, se devenguen dobles de-
rechos, y de ningun modo hay razon para que por separado no se pague el recono- 
cimiento. 
A cubrir, pues, la omision que se observa en el Arancel es á lo que se dirige di- 
cho segundo párrafo, sin que deba llamar la atencion que se tripliquen los derechos 
para los documentos anteriores al siglo xVIII, porque sobre ser de intrincada lectu- 
ra, son de letra muy metida, tanto que bien pensado aún es poco el triplo. 
Hácese en el párrafo tercero una excepcion en favor de las escrituras compren- 
didas en el número 9.° en consideracion á la corta cuantía de que tratan, y otra con 
respecto á las escrituras sujetas á derechos proporcionales, si bien limitándola á los 
documentos que, excepto el último título, sean anteriores al más moderno que 
cuente al ménos veinte años de fecha. 
Se concibe que por las escrituras incluidas en la escala gradual no se devenguen 
derechos de reconocimiento, mediante á que se consideran compensados con el tanto 
por ciento respectivo, lo cual debe tener límite allí donde no sea esencialmente 
necesario el reconocimiento; y como segun el art. 34 de la Ley Hipotecaria, cuando 
se trate de escrituras inscribibles, que son en las que tiene esto aplicacion más 
constante, es suficiente una titulacion de veinte años bien requisitada y comple- 
mentada en su caso. del modo que el mismo artículo previene, consecuencia es tam- 
bien que cuando los interesados quieran que se aumente el trabajo en esta parte, 
le paguen tan equitativamente como el proyecto establece. 
El resto del núm. 32 es tan fundado, que no necesita exposicion alguna para apo- 
yarle. (Continuará.) 
SECCION DE NOTICIAS 
Manual de elecciones. —La Redaccion de El Consultor de los Ayuntamientos y de 
los Juzgados Municipales acaba de publicar este importante libro, que contiene cuan-
to se refiere á las elecciones de Diputaciones provinciales, Ayuntamientos, Dipu- 
PRECIOS DE SUSCRICION. 
	 Se harán bibliografías de obras jurídicas, 
15 reales. siempre que se remitan á esta Redaccion dos 
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`_adrid, trimestre. 
	  
Provincias, trimestre. 	  
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tados á Córtes y Senadores, como es la Ley de 20 de Agosto de 1870 reformada, la de 
Sancion penal de 20 de Julio de 1877 para las elecciones provinciales, la de Sena-
dores de 8 de Febrero de 1877 y la Novísima para Diputados á Córtes de 28 de Di-
ciembre de 1878, concordadas entre sí y anotadas con las disposiciones y jurispru-
dencia que las aclaran ó modifican, y ampliadas con la legislacion complementaria 
y con formularios para todas las operaciones electorales. 
Contiene además el libro, y esto le presta un interés especialísimo, la division 
de distritos y secciones, y pueblos que comprende cada una de éstas, de toda la Pe-
nínsula, por provincias, para las elecciones de Diputados provinciales y para las 
de Diputados á Córtes, arreglada esta última, que es distinta de la primera, como 
es sabido, á las rectificaciones publicadas en la Gaceta y anotada con las variantes 
introducidas en bastantes distritos por la Ley de 1878. 
Estas condiciones hacen del libro que anunciamos el primero y más completo 
que sobre elecciones se ha publicado en España. 
Forma un volúmen de 400 páginas en 8.° francés, esmeradamente impreso. 
Su precio: 10 regles, dirigiendo los pedidos al Administrador de El Consultor, 
Plaza de la Villa, 4, Madrid. 
Manual del impuesto de Consumos, por la Redaccion de El Consultor de los 
Ayuntamientos.—Se ha puesto á la venta la yiinte edicion de este libro, ampliada y 
arreglada á toda la legislacion dictada sobre tan interesante materia desde 26 de 
Julio de 1874 hasta 1.° de Agosto de 1880; y contiene la Instruccion vigente de 24 de 
Julio de 1876, con sus Tarifas de derechos, anotada y comentada, y la importante 
circular de 6 de Marzo del corriente año; extensas explicaciones prácticas para la 
administracion del impuesto, adopcion de medios para cubrir los encabezamientos 
de los pueblos, etc., y los formularios convenientes para la mejor administracion, 
gestion y cobranza del mismo. 
Su forma, esencialmente práctica, metódica y sencilla, hace indispensable este 
Manual para los Ayuntamientos, Juntas de consumos, arrendatarios y en general 
para todos los contribuyentes, siendo su mejor recomendacion la circunstancia de 
haberse agotado en poco tiempo cuatro numerosas ediciones. 
Su precio, 8 reales en Madrid y 9 en provincias, Los pedidos al Administrador 
de El Consultor, Plaza de la Villa, 4, Madrid. 
ADVERTENCIAS 
Siendo relativamente pequeño el número de nuestros abonados que se ha-
llan en descubierto con nuestra publicacion, hemos determinado no girarles 
en este mes, como teníamos pensado, y si hacerlo en el proximo Octubre 
contra aquéllos que no se hubiesen servido remitir antes libranza a esta Ad-
ministracion; debiendo advertir agradeceríamos hiciesen todos esto último, 
a fin de evitarles y evitarnos las molestias del giro. 
Los señores suscritores que dejasen de recibir algun número de la GACETA 
FORENSE, por extravío en el correo ú otra cualquier causa, sólo tendrán de-
recho para hacer sus reclamaciones dentro del mes subsiguiente al en que 
notasen la falta. 
Madrid, 1880.— Imprenta de Ramon Angule, Amaniel, 20, pral. 
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SECCION DOCTRINAL 
REFORMAS 
Cuenta la historia de China que, habiendo preguntado el Emperador d 
un mandarin si el pueblo se hallaba contento, le respondió: Señor, estoy en-
teramente consagrado al estudio y a los libros, y no me cuido de lo que pasa en 
el mundo.—¿Cómo? contestó el Emperador; sois mandarin é ignorais las ne- 
cesidades del pueblo?... Mientras un letrado se halla estudiando, debe propo - 
nerse por objeto único la instruccion, á fi n de poder luego instruir á los demás; 
 pero una vez que ha obtenido los grados y que ha sido admitido entre los man-
darines, debe leer en el gran libro de la sociedad civil... Estas palabras no e -' 
ben olvidarse cuando de reformas legales se trata, porque alteraciones que 
no se hallen justificadas por la necesidad, no deben hacerse; y en cambio no 
debe conservarse por aficion de partido ó tendencia á propios sistemas, lo 
que la experiencia aconseja que se modifique ó corrija. 
En la constante marcha de los tiempos, es fenómeno siempre observado 
que los grandes cambios en los sistemas de Derecho van acompafiados de una 
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dolorosa sensacion de malestar continuo; las necesidades aumentan, los me-
dios de satisfacerlas se multiplican; el publicador griego, que anunciaba en 
la plaza los gravámenes de la propiedad, se sustituye con un organismo re- 	 1 
presentado por oficinas numerosas; el papiro deja campo al papel, y los bra- 	 e 
zos del esclavo se reemplazan con la máquina que el génio arranca á la na- 	 I 
turaleza. ¿Quién habia de pensar en la necesidad de leyes de Imprenta cuan- 	 t 
do ésta no se conocia? Los centros administrativos se han multiplicado; el 	 c 
derecho positivo se ha convertido en una especie de red moral, cuyas apreta- 	 t 
das mallas todo lo reglamentan, pero los grandes problemas sociales conti- 	 1 
núan sin solucion, y los remedios jurídicos no llegan. 	 t 
En el órden económico se consume más que se produce, y la crisis origi- 	 t 
nada por la ausencia del crédito y el aumento del déficit, nos presenta el pau- 	 f 
perismo, la emigracion y un aumento desproporcionado de criminalidad. En 	 1 
el órden administrativo se encaminan todas las disposiciones á favorecer el 
interés fiscal, y el problema de la centralizacion aparece con mayor impor- 
tancia. El Estado parece suponer que los que aspiran á un cargo público tra- 	 1 
tan de lucrarse injustamente; y bajo esta base de desconfianza, se inventan 	 ( 
numerosos medios para descubrir el fraude: la inspeccion, las comprobacio- 	 £ 
nes infinitas, la denuncia, etc. 	 3 
Mas como no se han cuidado de precaverlo por medio de la exaltacion de 	 1 
las ideas morales, y han dejado al positivismo apoderarse de la conciencia, 	 { 
los procesos se repiten y cunde el recelo y la intranquilidad. En el Derecho 	 E 
civil, legado de aquellas filosóficas máximas del pueblo-rey, conservamos el 	 3 
órden de la familia bajo las inspiraciones de otra legislacion en que bebieron 	 l 
las Partidas; y como la propiedad, que protege, revela el poder del hombre 
y lo garantiza. ¡Quién se atreve á reformar nuestras leyes civiles! 
Mas las penales, cuya eficacia parece dudosa, en vez de dulcificar, tien-
den á la agravacion del castigo, como resultado de la decadencia moral, sin 
que por eso dejen de revelar el positivismo de la época. Al hombre que tiene 
propiedad, se le castiga con más severidad que á los desvalidos: ¿por qué esa 
diferencia? La propiedad se embarga; de ella se hacen efectivas las costas que 
el insolvente no paga, sin que per ello tenga apremio personal alguno. La 
propiedad indemniza, satisface la multa, etc., y el insolvente, que no puede 
verificarlo, sufre un apremio personal, que tiene por cortapisa el art. 51 del 
Código. La inhabilitacion y la suspension sólo perjudican á algunos, mas 
para la generalidad de los criminales son penas decorativas. Finalmente; 
nuestras leyes de procedimiento hace tiempo que claman por una capital 
reforma. En lo civil, la multitud de trámites baldíos hace la marcha compli-
cada y difícil; el no cumplimiento de los términos judiciales, por parte de 
todos, hace que se eternicen los negocios; el litigante de mala fé halla pode-
rosos recursos para extremar su defensa, sobre todo si esgrime el arma de su 
pobreza; y el cúmulo de incidentes posibles hace á veces aparecer el fin del 
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litigio, segun la frase de un escritor aragonés, como esas ciudades fantásti-
cas, que parece se tocan con la mano, pero á las cuales no se llega nunca, 
porque se disipan cuando las creemos cercanas. En lo criminal, los procesos 
tienen algo de inquisitorial, por cuyos tenebrosos secretos se esterilizan á ve-
ces todos los esfuerzos del inocente, ó se salvan y coronan las suspicaces as-
tucias del malvado; la prueba del plenario no tiene garantía para la defensa 
porque ya está, se puede decir, concluida la causa para el Ministerio públi-
co, y queda muy reducido el campo para el acusado; las ratificaciones de los 
testigos del sumario, rara vez producirán resultado favorable; los careos son 
aparatos que la práctica ha hecho ilusorios; y los reconocimientos en rueda 
pocas veces servirán á la recta justicia para ilustrar sus juicios. Muchos son 
los problemas que se presentan á la consideracion en este punto. 
Mas, una de las causas por las que debemos deplorar el estado de nuestros 
procedimientos, consiste en lo costoso de los litigios, que aumenta en propor-
cion de los recursos con que cuentan los litigantes. El bello ideal de la ciencia 
seria la administracion de justicia gratuita, como una funcion del Estado, 
mediante la cual se conservára el órden social: no siendo esto posible, dados 
los antecedentes de nuestro régimen económico, es evidente que cuanto más 
se encarezca ese servicio, más se favorece la usurpacion de los derechos, más 
se dificulta la reintegracion de los mismos, más obstáculos se crean á la 
marcha de la verdad y más fecundas en males serán las divisiones que esta-
llen entre los ciudadanos. 
J. M. T. 
SECCION DE CONSULTAS 
Alimentos al hijo natural: ¿cuando cesa en el padre la obligacion de pres- 
tarlos? Accion de deshaucio: cuando puede entablarse con éxito. 
Don M., hijo natural de D. G., fué reconocido por éste en 1860, desde 
cuya fecha han vivido juntos padre é hijo, hasta hace ocho meses; en esta 
fecha D. M. cumplió la mayor edad, y ciertos disgustos entre D. M. y D. G. 
atirantaron sus relaciones de tal manera, que el padre, por excesiva pruden-
cia, tuvo á bien retirar su morada á otra casa de su pertenencia, lo mismo 
que en la que dejó al hijo. Este se halla licenciado en la facultad de Derecho, 
con estudio abierto y en buen estado su salud física y moral, pero en reali-
dad tiene muy pocos negocios á que pueda dedicarse; mas D. G. tiene buena 
posicion. Dados estos antecedentes, se consultan á esa Redaccion los extre-
mos siguientes: ¿Podrá el hijo reclamar y obtener legalmente alimentos de 
su padre natural? ¿Qué procedimiento es el más sencillo para que D. M. des-
aloje la casa en que habita, propia de D. G. y contra la voluntad de éste, 
quien desea se traslade á una fonda ú hospedaje á costa de los rendimientos 
de su profesion? 
El consultante opina que el hijo natural mayor de edad, no debe recla- 
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mar ni puede obtener alimentos del padre, conforme lo declarado en senten-
cia del Tribunal Supremo de 25 de Febrero de 1860, la cual establece la sa-
ludable doctrina, que cuando el hijo mayor de edad tiene robustez bastante 
para dedicarse al trabajo, ó sabe un oficio, como aquí acontece, el padre no 
está obligado á alimentarle, á no ser en caso de imposibilidad física. Sobre 
el último extremo consultado, me inclino á creer que procede el desahucio, 
segun la Ley de 18 de Junio de 1877, por considerar que el título con que 
el hijo habita la casa es el de precario, y por tanto, que puede entablarse el 
desahucio con sujecion á las reglas que para este caso determina la citada 
Ley. No obstante las razones expuestas, espero ver y conocer las muy auto- 
rizadas de esa Redaction.—FRANCISCO FERNANDEZ (suscritor.) 
CONTESTACION. 
Como ha dicho un eminente publicista contemporáneo, nada es claro 
cuando se trata de  hijos ilegítimos, y la irregularidad de su estado se refleja 
en todo, sin exceptuar la materia de alimentos. Así la legislacion y la juris-
prudencia siempre han sido deficientes en este punto, sin que podamos en-
contrar en ellas reglas fijas á qué atenernos. 
Pero en el dia, despues de la ley del Matrimonio civil, puede afirmarse 
que han desaparecido la mayor parte de las dificultades, y conforme a sus 
prescripciones, cesa la obligacion de dar alimentos en los casos que enumera 
el art. 75, entre los cuales no figura taxativamente expresado el que en la 
consulta se menciona, si bien podria sostenerse que se halla virtualmente 
comprendido, aunque nosotros opinamos lo contrario. 
En efecto, dice el párrafo 2.° del indicado artículo, que cesa la obliga-
cion de dar alimentos, «cuando el que hubiere de recibirlos haya mejorado 
de fortuna hasta el punto de no serle necesarios para su subsistencia. »¿Quie-
re esto decir que el alimentista deja de tener derecho á alimentos cuando 
concluye una carrera, aprende un oficio ó emprende una profesion ó indus-
tria? No; porque esto no es mejorar de fortuna, en el verdadero sentido de la 
frase, requisito exigido por la Ley para que cese la obligacion de dar los ali-
mentos. Por consiguiente, á nuestro modo de ver, sea cual fuere la jurispru-
dencia anterior, hoy, con arreglo á la ley del Matrimonio vigente en la ma-
teria, el padre no está exento de prestar los alimentos al hijo por que éste 
ejerza la carrera de Abogado ó cualquier otra, si esa profesion no le produ-
ce lo necesario para su subsistencia. 
Ahora bien, cabe preguntar: ¿pero las disposiciones de la ley del Matri-
monio, son aplicables tanto á los hijos legítimos como á los ilegítimos, ó sólo 
á los primeros? Siendo generales sus preceptos, no cabe duda que cuanto sobre 
alimentos expresa es aplicable á todos aquellos que con arreglo á los leyes . 
tienen la obligacion de prestarlos é el derecho de percibirlos, sin excepcion 
alguna. 
Pasando al segundo punto de la consulta, ha de observarse que no existe 
contrato de arrendamiento entre D. M. y D. G., lo cual es indispensable 
para que pueda promoverse con éxito la accion de desahucio, segun la doc-
trina sentada por el Tribunal Supremo en repetidas sentencias, entre otras, 
las de 13 de Marzo de 1874, 27 de Setiembre y 30 de Noviembre de 1875 y 
4 de Diciembre de 1877, por cuya razon disentimos de la opinion del con-
sultante. D. M. habita la casa de D. G. por mera condescendencia de éste, 
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y no es preciso recurrir 




la  casa, de si á ello se resistiera, en suma pod
a recurrirse con 
marcharse e 	 sa, y  
`más éxito, en nuestro sentir, al interdicto correspondiente.
—LA REDACCION. 
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SECCION DE JURISPRUDENCIA 
,0IVYL 
Peticion de herencia.—En escritura pública de 5 de Mayo de 1195, Domingo 
Garcia ofreció en dote diferentes bienes á su hija legítima María García Perez para 
el matrimonio que iba á contraer con Alejandro Fernandez, con expresion de que 
se los daba en pago y satisfaecion de las legítimas materna y paternan 
lu gar de Pedronzos como, en cualquiera otra parte la pidieran tocar pertenecer, 
 
Del matrimonio celebrado entre la citada doña María Garcia 
 Perez -y D. Ale-
jandro Fernandez, nació D. Ramon Fernandez, quien en escritura de 16 de Octubre 
de 1876, vendió á D. José Ramos Blanco cuanto pudiera corresponderle por los de-rechos hereditarios pertenecientes á su madre doña María, facultándole para que 
pudiera reclamarlos en juicio 6 fuera de él hasta conseguir su adjudicacion y po-
sesion. Promovidas por D. Francisco García Ulloa, nieto de D. Ramon García Perez, é as 
hijo éste de los susodichos consortes Domingo García y Rosa Perez, las diligenci as de particion de los bienes quedados al fallecimiento de los dos últimos, y puesta 
 á las partes interesadas por término de ocho dias la particion practicada, 
interpuso demanda D. José Ramos Blanco con la pretension de que se reformara la 
liquidacion y division efectuadas por no haberse tenido en cuenta que D. Domingo 
Garcia y doña Rosa Perez tuvieron una hija llamada doña María, que cagó con don 
 Alejandro Fernandez, de cuyo matrimonio nació D. Ramon Fernandez, por cuyo  
error sin duda no se habia dado á dicha doma María participation alguna en la he-
rencia; y que una vez practicada la reforma, se adjudicase al demandante lo que 
correspondiera á dicha señora por habérseló vendido su hijo D. Ramon por la es-
critura ántes referida de 16 de Octubre de 1876. Don Francisco García Ulloa se opuso á dicha pretension, fundado, entre otras ra-
zones, en que doña María habia percibido todo lo que podia corresponderla por sus 
padres con la dote que éstos la dieron al contraer matrimonio con Alejandro Fer-
nandez, como lo acreditaba la escritura de constitucion de dicha dote de 5 de Mayo 
de 1195. En 18 de Febrero de 1819 dictó sentencia en estos autos la Sala de lo civil de la 
Audiencia de la Coruna confirmando • on las costas la dictada en primera intancia por el Juzgado de Chantada, por la que se absolvió á D. Francisco García Ulloa de 
la demanda interpuesta por D. José Ramos Blanco sobre peticion de la herencia de  • 
doña María García Perez. A nombre de D. José Ramos Blanco, con la debida certificacion, se interpuso 
recurso de casacion por haberse infringido: 
	
dispone que las 
1. 0  La ley 1.a, tít. 20, libro 10 de la Novísima Recopilacion, que 
	 P 	 q 
test oi ánsus d éce d e P es 
suy les sean legítimos herederos o mó lo 
testamento 
 
onlos d c esen- 
dientes á ellos. 
2.° La ley 3.a, tít. 13, Partida 6.a, segun la que «muriendo el padre del abuelo 
sin testamento o alguno de los otros que suban por línea derecha, el hijo ú el nieto 
que nasciere de otro su fijo ganan é heredan todos los bienos del finado, quier sean 
varones, quier sean mujeres, Magüer aquel que murió sin testamento oviese her-
mano ú otros parientes propincuos de la línea de travieso.» 
Y 3.° La ley 28 de Toro, que declara que no puede mandar el padre ni la madre á ninguno de sus hijos ni descendientes más de un quinto de sns bienes en vida y 
muerte. 
Y el Tribunal Supremo, Considerando que carecen de toda eficacia los tres motivos del recurso, porque 
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'en vez de citarse Leyes relativas á la medida y solucion de las dotes, se invocan 
otras que son completamente inoportunas, puesto que en la sentencia reclamada no 
se desconoce que los descendientes son herederos de los ascendientes, ni en ella se 
hace declaracion alguna relativa á la manda de dos quintos; 
Ha fallado no haber lugar al recurso de casacion por infraccion de Ley, inter-
puesto por D. José Ramos Blanco, á quien condena al pago de las costas; y para el 
caso en que mejore de fortuna, al de 1.000 pesetas por razon de depósito, que se 
distribuirán con arreglo á la Ley.—(Sentencia de 12 de Abril de 1880. Gaceta de 6 de Julio.) 
CRIMINAL 
Delito de robo y homicidio.—El delito de robo con violencia 6 intimidation en las personas de que trata el art. 515 del Código penal, es un delito complejo que contiene dos gérmenes distintos de criminalidad.—(Sentencia del Tribunal Supremo 1.° de Marzo último. Gaceta del 28 de Junio.) 
Lorenzo Calleja y Ruiz, de ochenta y cuatro años, vecino del pueblo de Vezde-
marban, vivia solo en su casa, acompañándole únicamente á las horas de comer y 
dormir su nieto Andrés Fernandez, de nueve años; y como en la tarde del 26 de 
Febrero de 1879 estuviera este último por tres veces y nadie le contestara á pesar 
de que llamó repetidamente, notando en la última que habia luz dentro, avisó á un 
tio suyo, el cual, auxiliado por un hijo del Lorenzo y otro vecino, penetraron en la 
referida casa al anochecer, encontrando la puerta entreabierta; y despues de regis-
trarla toda sin resultado, hallaron por fin el cadáver del anciano Calleja en el pozo, de donde fué extraido. 
Reconocido dicho cadáver, se le observó una herida en el lado izquierdo del 
cuello de nueve centímetros .y medio de longhtud. con los bordes muy separados, 
descubriendo un hueco que permitia ver con toda claridad las partes interiores, y 
además se notaba encima de ella una ligerísima incision crucial, producidas una y 
otra con instrumento cortante, penetrando la primera hasta cortar la vena yugular 
externa, y la artéria articular anterior, y perforar la yugular interna, lo que deter 
minó una gran hemorragia, calificándose dicha lesion de mortal utplurimun, y co-
mo el estado del cadáver no presentaba signo alguno de asfixia y sí tan sólo un li-
gero equimosis en la cabeza y una rozadura con desprendimiento del epidermis en 
la cresta iliaca derecha, dedujeron los Facultativos que debió ser arrojado al pozo 
despues de ejecutada la muerte del sujeto. 
En la casa de éste se hallaron los muebles y ropas en desórden, y esparcidos y 
violentados los cajones de un escritorio, habiéndose sustraido seis pesetas en 
 cal-derilla, un boton de plata, dos perniles y porcion de chorizos, jabon, pan, chocola-
te y dos sacos, cuyo valor en junto excedia de 25 pesetas, sin llegar á 100; y ade-
más se observaron levantadas algunas baldosas del piso, y removida la tierra como 
si se hubiera buscado algun objeto escondido. 
En la mañana del dia siguiente 27 de Febrero, trabajando en el campo Domingo 
Perez Alvarez con sus convecinos Antolin Fernandez y Santiago Hernaez, les 
confesó en confianza que, cediendo á las instancias de Francisco Gonzalez, concurrió 
al robo y muerte de Lorenzo Calleja, en vista de lo que dieron parte aquéllos al 
Juzgado; y dirigido el procedimiento contra ámbos sujetos, confesó Domingo Perez, 
despues de mostrarse negativo en un principio, que en virtud de las sugestiones 
de su convecino Francisco Gonzalez Martinez, se concertaron algunos dies ántes 
del suceso en robar á Lorenzo Calleja, espiando al efecto el momento en que estu-
viera solo en su casa y tuviese abierta la puerta en su parte superior, lo qué así 
aconteció en la tarde mencionada, en la que consiguieron su propósito: que quien 
realizó el homicidio fué su citado compañero Gonzalez, llevándolo á cabo en la co-
cina de la casa, donde se observó gran derrame de sangre, y empapada en ella la 
ceniza del hogar y gran porcion de paja quemada; y que despues de muerto Calleja, 
su referido compañero, á fin de hacer desaparecer las señales del delito, lo arrojó 
al pozo, llevándose luego en dos talegos porcion de comestibles y efectos, segun se ha referido. 
Gonzalez negó su participacion en el delito, aunque se acreditaron en la causa 
varios hechos que la hacian presumir. 
La Sala de lo criminal de la Audiencia de Valladolid por sentencia de 30 de 
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Octubre de 1879 calificó los hechos probados como constitutivos del delito de robo 
con homicidio, previsto en el art. 515 del Código penal, del que aparecian respon-
sables en concepto de autores Domingo Perez Alvarez y Francisco Gonzalez Mar-
ti'nez, con la circunstancia agravante de premeditacion conocida, la cual, si bien 
por regla general es inherente á los delitos de robo, no es de hacerse lo mismo en 
el complejo de que se trata, en que la muerte fue concertada con mucha anteriori- 
dad y ejecutada antes del robo, comenzando por ella el acto criminal; que igual-
mente concurrió la agravante de haberse cometido el delito en la morada del ofen-
dido, por no ser condicion indispensable del robo con violencia en las personas el 
que se ejecute en la propia casa del robado; condenando á ambos procesados á la 
pena de muerte en garrote. 
Remitida la causa al Tribunal Supremo en virtud de recurso de casacion admi- 
tido de derecho en beneficio de los dos procesados, é interpuesto además por los 
defensores, dicho Tribunal, Considerando que el robo con violencia ó intimidacion en las personas, de que 
trata el art. 515 del Código penal, y que el 516, núm. l.°, castiga con la pena de ca-
dena perpétua ó muerte cuando con motivo ó con ocasion del mismo resultare ho-
micidio, es un delito complejo que contiene dos gérmenes de criminalidad distintos, 
cada uno de los cuales conserva, sin embargo, su naturaleza especial y su relacion 
propia respecto de las circunstancias agravantes ó atenuantes que puedan modi- 
ficarlos: Que siendo este delito del que aparecen responsables los recurrentes, segun los 
hechos declarados probados por la Sala sentenciadora y el  examen que ésta ha he- 
cho del proceso entero, no puede ménos de estimarse la concurrencia de la circuns- 
tancia 20 del art. 10, y que está demostrada en el hecho de contar la víctima ochen- 
ta y cuatro años, porque esta edad aumenta la ofensa, agranda el desprecio y re- 
vela mayor perversidad de parte de los agresores: Que así como dicha circunstancia seria indiferente tratándose solamente del ro- 
bo, es siempre procedente en los delitos contra las personas, y que, por lo tanto, 
hay necesidad de aplicarla en el presente caso en que aquél ha dado ocasion á un 
homicidio: Que, por regla general y segun la jurisprudencia en los delitos de robo no pue-
de apreciarse como agravante la circunstancia de la premeditacion, porque segun 
preceptúa el art. 79, parrafo segundo, no producen el efecto de aumentar la pena 
aquellas circunstancias agravantes de tal manera inherentes al delito, que sin su 
concurrencia no hubiera podido cometerse; y es evidente que para llevar cabo el 
robo á persona determinada y en su casa, son necesarios el prévio concierto de los 
malhechores y la preparacion proporcionada: Que para estimar dicha circunstancia en el delito de robo con muerte seria in- 
dispensable calificar ésta de asesinato, lo cual no ha hecho la Sala sentenciadora, 
ni aparece de los referidos hechos probados, por lo que no puede aplicarse aquella, 
en cuya parte ha incurrido en error de derecho infringiendo el citado art. 10, cir- 
cunstancia 7s: Que si bien esta infraccion no afecta á la pena impuesta á los recurrentes, para 
la cual basta la existencia del delito con una sola circunstancia agravante y nin- 
guna atenuante, es de todo rigor hacerla constar en beneficio de la jurisprudencia, 
que es uno de los elementos vitales de la casacion: Que hecho estudio detenido del proceso, no aparece la concurrencia de ninguna 
eircustancia atenuante, ni tampoco de ningun motivo de casacion en el fondo ni en 
la forma que, áun no alegado, hubiera sido admitido por ministerio de la Ley: 
Y que áun cuando la aplicacion indebida de una circunstancia agravante es un 
motivo de casacion sefialado en el núm. 5.° del art. 862 de la Compilacion general 
sobre el Enjuiciamiento criminal, en el presente caso no tendrá objeto para el pro- 
cesado, sujeto siempre á la pena de muerte por la agravante 20 del art. 10; 
Declaró no haber lugar al recurso de casacion admitido de derecho y sostenido 
por Domingo Perez Alvarez y Francisco Gonzalez Martinez, contra la sentencia 
dictada por la Sala de lo criminal de la Audiencia de Valladolid. 
ADMINISPEt!. TIVA 
Via contenciosa. Poi.icÍA URBANA.—La facultad concedida d los Ayuntamientos 
por el art. 72 de la vigente ley Municipal en lo referente d la apertura y alineacion de 
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calles, plazas y toda clase de vías de comunicacion, lleva consigo la de poder reformar 
los proyectos anteriormente acordados por la Corporation, contra cuyas resoluciones en 
esta materia no procede la alzada gubernativa, á menos de alegarse infraccion de ley al 
adoptarlas, sino el recurso contencioso-administrativo ante la Comision provincial res-
pectiva con arreylo á lo prescrito en el art. 83 de la Ley de 25 de Setiembre de 1863. 
Teniendo en cuenta lo expuesto, se negó la admision de la demanda presentada 
por el Presidente de la Junta de gobierno del colegio de niños huérfanos de San 
Vicente de Valencia, para impugnar la Real órden que desestimó el recurso guber-
nativo de alzada entablado por el demandante contra la providencia del Goberna-
dor de la provincia , . que aprobó un acuerdo del Ayuntamiento de la citada ciudad, 
relativo á la variacion del proyecto de reforma del barrio de Pescadores.—(R O. de 
1.° Junio 1880. Gac. 20 id. id.) 
Contratos administrativos DEFECTOS EN LAS PROPOSICIONES. — Aun cuando 
apartándose de lo consignado en el anuncio para la contratacion de un servicio público se 
exprese en guarismos, y no en letra, el precio que se ofrece entregar, este defecto no pue-
vie reputarse basta,ete para producir la nulidad de la subasta, cuando la proposicion:que 
la contiene ha sido admitida por la Junta que entendió en la licitacion, y los términos de 
la propuesta no inducen duda ninguna, nï acerca de la cantidad ofrecida, ni respecto al 
tiempo porque se ha de computar. 
Por virtud de lo expuesto se dejó sin efecto, á instancia de D. José y D. Ramon 
Chuet y Guillen, la Real órden que anuló el remate del arrendamiento por cuatro 
anos de las yerbas, cañas y brozas de las ocho fronteras del lago de la Albufera de 
Valencia. --(R. D. 30 Marzo 1880. Gaceta. 24 Junio id.) 
Via contenciosa. ALUMBRAMIENTO DE AGUAS.—Aro es revisable en vía contenciosa 
la Real órden que interinamente"declara subsistentes las concesiones mineras otorgadas 
por el alumbramiento de aguas subterráneas, y previene que se haga constar si con el 
nuevo alumbramiento se disminuye el caudal aprovechado por terceras personas con ante-
rioridad, puesto qua esa resotucizn no tiene carácter .de definitiva ni lastima el derecho de 
los que la consideren gravosa, porque no terminando la vía gubernativa dentro de esta 
misma, pueden los intez^esados defender su derecho, y cuando hayan sido apreciados y re-
sueltos por la Administracion activa, podrán utilizar lee via contenciosa si viesen que les 
conviene. 
En este fundamento se 
 apoya la inadmision de la demanda presentada por don 
José Cañete Ochando y otros contra la Real órden que declaró subsistentes las con-
cesiones de aguas subterráneas otorgadas á D. Antonio Hernandez con la denom
.i-
nacion de La Constancia y Amplijlcacion de la Constancia, sin perjuicio del disfrute 
del caudal aforado en los hilos de Puente Escribano y Estanque.—(R. 0. 11 Junio de 1880. Gaceta 27 id. id.) 
RESOLUCIONES DE LA DIRECCION GENERAL DE LOS REGISTROS CIVIL Y DE LA 
PROPIEDAD Y DEL NOTARIADO EN MATERIA HIPOTECARIA. 
 
Bs improcedente la inseripciou de una escritura de venta cuando no aparece inscrita la finca á favor del vendedor, ó no se acredita por documento fehaciente haberla adqui- 
rido ántes de l.° de Enero de 1863.
—Los Registradores sólo deben calificar la capaci-
dad de los otorgantes por lo que resulte las mismas escrituras.—(19 de Diciembre de 18'79. Gaceta de 15 de Mayo de 1880.) 
Antecedentes. Los herederos de A confesaron en documento privado haber re-
cibido de B cna cantidad como precio anticipado de una finca perteneciente al 
caudal hereditario, y le prometieron otorgarle la correspondiente escritura pública 
tan pronto como estuviera inscrita la finca á su favor. En el dorso del documento 
aparece una nota firmada por B, expresiva de que hacia cesion á C del derecho que 
tenia á dicha finca, así como para exigir el otorgamiento de la escritura por per-
tenecer á ésta el capital con que la Labia adquirido. Practicada la division y hecha 
adjudicacion de la finca á, uno de los coherederos, no fué inscrita, pero la adjudi-
catoria en cumplimiento de lo pactado, otorgô á favor de C la venta de la expresada 
finca por medio de escritura pública. En el Registro aparece una inscripcion de 
 po- 
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sesion á favor de B en virtud de informacion promovida por su curador ejemplar 
aprobada por el Juzgado. 
Presentada al Registro para su inscripcion la referida escritura de venta, fué 
denegada por aparecer inscrita á nombre de B y no al de la vendedora; porque no 
se acredita el estado de viudedad de la compradora, y porque sospecha el Regis-
trador que es simulada la nota puesta al respaldo del citado documento. 
luterpuesto recurso gubernativo en él cual la Presidencia confirmó la califica-
' cion del Registro, fué elevado el expediente á la Direccion, y vistos los arts. 18, 20 
y 403 de la ley Hipotecaria y 20 y 58 del Reglamento, revocó la nota del Registro 
y providencia apelada, resolviendo que no es inscribible la escritura de venta an-
tedicha por el defecto de no resultar inscrito el dominio de la finca vendida, á favor 
de la otorgante, ni acreditar tampoco haberlo adquirido ántes de 1. 0 de Enero 
de 1863. 
Doctrina: Que con arreglo al art. 20 de la Ley, es improcedente la inscripcion 
de una escritura de venta otorgada por quien no resulta inscrito á su favor el do-
minio del inmueble vendido, ó no acreditando por documento fehaciente haberlo 
adquirido ántes de 1.° de Enero de 1863. Que las inscripciones de posesion no constituyen un obstáculo para que el que 
tenga mejor derecho á la propiedad del inmueble, pueda inscribir su título, con-
forme á lo dispuesto en el art. 403 de la Ley. Que segun el terminante precepto del art. 18 de la ley Hipotecaria, los Regis-
tradores solo deben calificar la capacidad de los otorgantes por lo que resulte de las 
mismas escrituras; ni pueden apreciar las simulaciones que no resulten del título 
presentado. 
Es defecto subsanable que impide la inscripcion de la trasmision de un derecho real cons-
tituido sobre una finca, no constar inscrita la propiedad de la misma en los antiguos 
lib) os ni en los modernos, ni que su adquisicion tuvo lugar ántes de 1.° de Enero de 
1863.—(26 de Diciembre de 1879. Gaceta de 19 de Mayo de 1880.) 
Antecedente 	 Presentada para su inscripcion una escritura de venta de un 
censo que poseia el Estado, segun certificacion del Registro, fué suspendida por no 
expresarse en dicho documento el dueño actual de la finca gravada, ni poderse, 
por tanto, venir en conocimiento de si se halla o no inscrito su dominio. 
El Juez de primera instancia declaró improcedente esta calificacion, que fué 
confirmada en alzada por el Presidente de la Audiencia. 
Elevado el expediente á la  Direccion general y vistos los arts. 228, 412 y 414 de 
la ley Hipotecaria, 21, 318 y  325 del Reglamento y 7.°, 9.° y 16 de la Ley de 11 de 
Julio de 1878, fué confirmada la providencia recurrida y la nota del Registro, es-
tableciéndose la siguiente 
Doctrina: Que el art. 228 de la ley Hipotecaria ordena que cuando no sea ins-
cripcion de dominio la primera que se pida relativa á una finca, deberá trasladarse 
al Registro la última de dominio que se haya hecho en los libros antiguos á favor del 
propietario; y que el art. 21 del Reglamento autoriza para trasladar el asiento he-
cho en  los antiguos libros en que conste inscrito un derecho real, siempre que en 
el título presentado ó en otros documentos fehacientes se acredite la adquisicion 
del dominio de la finca y del derecho real ántes de 1.° de Enero de 1863, haciéndose 
en este caso dos inscripciones. Que el texto del art. 9.° de la Ley de 11 de Julio de 1878 no puede entenderse en 
el sentido de que por él se deroguen las reglas generales sobre inscripcion conte-
nidas en la ley Hipotecaria, ni mucho ménos en el sentido, de que pueda extenderse 
una inscripcion, aunque sea en forma. de nota, en los libros de la antigua Conta-
duría, porque la misma ley Hipotecaria prohibe hacer en ellos asiento alguno, á 
excepcion de los taxativamente señalados en los arts. 414 y 415. 
Las inscripciones de posesion, no son obstáculo para inscribir el dominio de una finca 
aunque sea de fecha anterior.—(27 de Enero de 1880. Gaceta de 29 de Mayo.) 
Antecedentes. Al presentarse al Registro para su inscripcion una escritura de 
fecha anterior al 1. °  de Enero de 1863, en la que se transigian varias cuestiones y se 
trasmitía el dominio de aigu nos inmuebles, no fué admitida por aparecer las tincas 
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en cuestion, inscritas á nombre de persona distinta que figura como comprador de las mismas al Estado. 
Interpuesto recurso gubernativo contra esta calificacion, fué confirmada por el Juzgado y revocada por el Presidente de la Audiencia, y vistos los arts. 17, 228 y 
404 de la ley Hipotecaria y 35 y 318 del Reglamento, la Direccion general declaró 
inscribible la escritura presentada, fundándolo en la siguiente 
Doctrina: Que la prohibicion consignada en el art. 17 de la ley Hipotecaria es 
inaplicable cuando se trata de títulos inscritos en el Registro que, si bien de fecha posterior, no son traslativos del dominio del inmueble, sino de la simple posesion. Que segun la doctrina del art. 404 de la ley Hipotecaria, las inscripciones de 
posesion no perjudican en ningun caso al que tenga mejor derecho á la propiedad 
del inmueble, por lo cual no deben ser obstáculo para que se inscriba el título de dominio, aunque sea de fecha anterior. 
Tasa de las arras.—Es defecto subsanable que impide la inscripciou de una donacion del 
marido á la mujer por vía de arras, si no se justifica que el valor de lo donado no 
 en-
cede 
 de lo que las Leyes señalan como tasa de estas liberalidades.-30 Enero de 1880. Gaceta de 20 de Mayo.) 
Antecedentes. B. entregó á su esposa, como dote estimada y por vía de arras, 
una casa valorada en 42.500 pesetas, consignándose en la escritura que esta canti-
dad no excedia ni con mucho al valor de la décima parte de los bienes libres que á 
la sazon poseia el donante; y que si en lo sucesivo resultare exceder de dicha déci-
ma parte, se debia entender, para cuando ocurriese el fallecimiento del otorgante, 
como legado del quinto, del cual puede disponer libremente con arreglo á la Ley, 
en perjuicio de la hija que tenia de un matrimonio anterior. 
Presentada la escritura en el Registro, fué suspendida su inscripcion por el de-
fecto subsanable de no haberse justificado si el valor de lo donado cabia en la can-
tidad que las Leyes permiten donar por cualquier concepto. 
Interpuesto recurso gubernativo contra esta calificacion, fué revocada por el 
Juzgado y por el Presidente de la Audiencia, y elevado el expediente á la Direc 
cion general; y vistas las Leyes 1.a, 7." y 8.a, tít. 3.°, y 8." tít. 20, lib. 10 de la Noví-
sima Recopilacion y la Ley 1.a, tít. 2.°, lib. 3.° del Fuero Real, se confirmó la nota 
puesta en el Registro, estableciéndose la siguiente 
Doctrina. Que las citadas Leyes de la Novísima prohiben que la donacion que 
el esposo hace á la esposa por vía de arras, pueda exceder en ningun caso de la dé-
cima parte de los bienes del donante, estableciendo ciertas formalidades para la 
celebracion de estas donaciones, imponiendo á los Notarios que intervienen en tales 
actos, varios deberes para impedir que se traspase aquel límite, y castigando ade-
más la infraccion de alguno de ellos con la privacion del oficio. Que una de las solemnidades que exigen las leyes 7. a y 8.' antes citadas, con-
siste en que los Jueces practiquen las informaciones necesarias para averiguar si 
la cantidad entregada por vía de arras excede de la tasa legal. 
Que la necesidad de cumplir con el requisito de la informacion judicial, exigi-
do por las citadas leyes, es inexcusable en el presente caso por tratarse de una do-
nacion hecha por el marido teniendo hijos de otro matrimonio, y consistir en un 
inmueble que sin gravámen ni condicion alguna se pretende trasmitir á la futura 
esposa del donante, adquiriéndolo ésta con todos los efectos que produce la inscripcion. 
.Informaciones y)sesorias.—Constituye una infraccion legal la inscripcion de los expe-
dientes posesorios á favor de persona distinta de la que, segun los amillaramientos, sa-
tisface la contribucion territorial; y otra, el omitir el examen cuidadoso del Registro 
antes de hacer la inscripcion, como previene el art. 402 de la ley Hipotecaria.—(30 de Enero de 1880. Gaceta de 26 de Mayo.) 
Antecedentes. En un expediente de queja formulado por un Notario contra un 
Registrador por haber inscrito informaciones posesorias defectuosas, quedaron 
probadas, segun declara la Direccion general, las faltas ó infracciones legales co-
metidas, y en su consecuencia se acordó prevenir á dicho funcionario que en lo su-
cesivo cumpla, sin excusa alguna, lo dispuestd en los arts. 403 de la ley Hipoteca- 
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ria, 6.' de la Ley de 1'7 de Julio de 1877 y 4.° del Real decreto de 20 de Mayo de 1878; 
y lo acordado. 
Doctrina. Que se infringe lo dispuesto en el art. 6.° de la Ley de 17 Julio de 
1877 y 4.° del Real decreto de 20 de Mayo de 1878 al inscribirse expedientes pose-
sorios de los cuales resulta que las personas á favor de las que se verifica la ins-
cripcion no son las que pagan la contribucion territorial á título de dueñas, sino 
otras distintas, supuesto que existe una verdadera contradiccion entre lo que re-
sulta de los Registros municipales y las declaraciones de los testigos, la cual cons-
tituye un obstáculo con arreglo al espíritu y letra de la Ley para inscribir los'expe-
dientes de posesion en que semejante contradiccion se advierte. Que se infringe lo dispuesto en el párrafo 1.° del art. 402 de la ley Hipotecaria. 
inscribiendo expedientes posesorios, sin examinar cuidadosamente el Registro, toda 
vez que por la inscripcion del mismo puede quedar cancelado total 6 parcialmente 
algun asiento relativo al mismo inmueble, como en el presente casa aconteció. 
Es falta subsanable en una escritura de entrega de legado otorgada por los albaceas fa 
cultados para ello, el no haber intervenido y no constar el consentimiento del heredero 
en el acto de la entrega.—(4 de Febrero de 1880. Gaceta de 27 de Mayo.) 
Antecedentes. En un testamento se hizo legado de un inmueble encargando á 
los albaceas y al heredero usufructuario que verificasen de comun acuerdo su en-
trega al legatario. Antes de que ésta tuviese lugar falleció el heredero usufructua-
rio nombrado, entrando en posesion de la herencia en su lugar los sustitutos que 
en dicha disposicion testamentaria se nombraron. Los albaceas otorgaron escritura 
de entrega , del legado sin intervencion de los herederos y presentada al Registro, 
fug denegada su inscripcion por este mismo motivo, calificándose la falta de in-
subsanable. 
Interpuesto recurso gubernativo, en el que recayó providencia contraria á l a. 
 calificacion del Registro tanto en el Juzgado como en. la  Presidencia, se elevó el 
expediente á la Direccion general, y vistas las leyes 7.", tít. 6.°; 37, tít. 9.°; Ÿ  2.a, 
título 10 de la partida 6.a, y 12 y 14 tít. 5. ° , lib. 3.° del Fuero Real; los arts. 23, 34 
y 46 de la ley Hipotecaria; y la resolucion de dicho Centro de '7 de Enero de 1875, 
fué revocada la providencia apelada, y declarado falta subsanable la de dicha es- 
critura , sentándose la siguiente 
Doctrina: Que segun la de la ley Hipotecaria, claramente consignada en la ex-
posicion de motivos que precede á la de 8 de Febrero de , 1861, la adquisicion de un 
inmueble por título de legado, no puede inscribirse definitivamente en el Registro 
mientras no conste la entrega ó tradicion que debe hacer el heredero con arreglo al 
derecho comun, concediendo, sin embargo,  el art. 46 de dicha Ley al legatario, que 
no ha obtenido esta entrega, el derecho de anotar preventivamente el título ó do-
cumento en que consta el legado. Que los herederos deben formalizar la tradicion 6 entrega del inmueble legado 
para que pueda inscribirse definitivamente en el Registro, con arreglo á lo dis-
puesto en la ley 37, tít. 9.° partida 6.a que textualmente dice: «Entregar dese el here-
dero á aquél á quien fué fecha la manda de la cosa que el testador le mandó, con 
todo local que le perteneciese aquella cosa mandada.» Que si bien la ley 2.a, tít. 10 de la citada Partida autoriza á los albaceas para 
entregar las mandas hechas en los testamentos en k manera que en los mismos se or-
denase, el ejercicio y uso de dicha autorizacion exige el consentimiento del herede-
ro, segun se deduce del texto de la citada Ley. Que el consentimiento de los herederos para el acto de la entrega 6 tradicion de 
las cosas legadas es de todo punto inexcusable y esencial, no obstante que Conste 
el de los albaceas, tratándose sobre todo de bienes inmuebles, no sólo conforme á 
la Doctrina de la ley Hipotecaria, sino en justa observancia de lo dispuesto en la 
Ley 7.a, tít. 6.° de la nombrada Partida 6. a, la cual concede á los herederos exclusi-
vamente, y no á los albaceas, el importante derecho de negarse y oponerse, en 
los casos que la misma indica, al pago y entrega total ó parcial de los legados, de 
cuyo derecho quedarian privados los herederos respecto de los inmuebles, si se en-
tregasen y se inscribiesen sin su noticia y consentimiento, atendidos los efectos que 
produce la inscripcion. Que contra esta doctrina fundamental no pueden prevalecer las reglas estable- 
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cidas en las leyes del Fuero Real sobre las facultades de los Czbezaleros para entre-gar las mandas, porque todas estas reglas parten de las solemnidades con que de-bian promulgarse, segun dicho Código, los testamentos en que se hacen mandas 6 legados, cuyas solemnidades han caido completamente en desuso, y por consiguien-te las disposiciones del mismo Código que las presuponian. 
Es defecto subsanable el no darse fé en la escritura del conocimiento de los otorgantes y 
no suplirse esta diligencia por el dicho de los testigos instrumentales, ó el de los de 
conocimiento, 6 no haber demostrado cumplidamente el Notario la imposibilidad de 
hacerlo, por ser el caso grave y extraordinario.—(17 de Febrero de 1880. Gaceta de 18 de Junio.) 
Antecedentes. En una escritura de compra-venta el Notario autorizante con-
signó al fi nal de ella una cléusula en la que declaró que no conociendo á uno de 
los otorgantes, ni asistiendo testigos que pudiesen asegurar s u conocimiento, iden-
tificó su persona y circunstancias por el pasaporte expedido á su favor por el Se-
cretario del Gobierno general de la Isla de Cuba, que le exhibió. 
Presentada la escritura al Registro, fué denegada su inscripcion por no ser eI 
vendedor conocido del Notario autorizante, ni haberse asesorado en su defecto, de 
los dos testigos de conoci miento que ordena la ley del Notariado. 
Fué confirmada esta calificacion, en el expediente gubernativo incoado, tanto 
por el Juzgado, como por el Presidente de la Audiencia, y elevado el re+urso en 
apelaeion b. la Direccion general, y vistos los arts. 23 y 27 de la ley del Notariado y 69 de su Reglamento, tambien lo fué por ésta en virtud de la siguiente 
Doctrina: Que uno de los requisitos esenciales para la validez de los instriY-
mentos públicos de actos inter vivos, segun el precepto terminante del art. 27 de 
dicha Ley, consiste en que el Notario autorizante dé fé del conocimiento de los 
otorgantes, ó que supla esta diligencia en la forma establecida en el art. 23 de 
.aquélla, esto es, asegurándose de este conocimiento por et dicho de los testigos 
instrumentales ó de otros dos que conozcan á las partes, llamados por lo mismo 
testigos de conocimiento. 
Que el art. 69 del Reglamento del Notariado, refiriéndose á los casos expresados 
en el párrafo 3.° del art. 23 de la Ley, ordena lo que el Notario ha de practicar 
cuando le sea imposible dar fé del conocimiento de los otorgantes por no conocer-
los ni poder éstos presentar testigos de conocimiento, siendo, al parecer, los citados 
casos únicamente los graves y extraordinarios en que no sea posible consignar por 
completo la fé de la vecindad y profesion de los otorgantes, en cuyos casos deberán 
los Notarios expresar cuanto de ellos les conste de propia ciencia, y manifiesten los 
testigos instrumentales y de conocimiento 
Que examinadas las dispósicicnes contenidas en el párrafo 3.° del art. 23 de la 
Ley y en el art 68 del Reglamento, se advierte cierta contradiccion, pues mientras 
el primero se refiere á la manera de suplir la falta de f6 que tenga el Notario sobre 
la vecindad y profesion de los otorgantes, el segundo se dirige á suplir la falta de 
Id del conocimiento do los mismos en el Notario y en los testigos instrumentales 6 de conocimiento; y al paso que el precepto de la Ley quiere que se supla aquella 
falta por lo que conste al Notario de ciencia propia, y lo que manifiesten los testi-
gos instrumentales y de conocimiento, el precepto reglamentario se satisface con 
que se exprese en la escritura la imposibilidad de dar fi y de presentar testigos, y 
con que se reseñen los documentos acompañados por los otorgantes para identificar 
su persona. 
Que áun cuando se entienda ampliada la interpretacion del párrafo 3.° del ar-
tícuto 23 de la Ley por el 69 del Reglamento en el sentido de que, en los casos 
graves y extraordinarios pueda tambien prescindirse de la fi del conocimiento de 
los otorgantes, la verdad es que no puede reputarse la escritura en cuestion, segun 
de lo que de ella se desprende, comprendida en dichos casos, ni se ha demostrado 
la necesidad imprescindible en que se hallaba el Notario de autorizar la escritura 
otorgada por una persona á quien no conocia, ni la imposibilidad en que ésta se en-
contraba de presentar testigos de conocimiento, ni, por último, haberse hecho la 
reseña prevenida en el referido art. 69 con la expresion suficiente. 
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SECCION DE VARIEDADES 
Aranceles notariales. 
Proyecto de un nueroo Arancel formulado por el Notario de Madrid D. José Garcia Lastra. 
(Continuacion.) 
Núm. 33. En la necesidad de someter á tasa las consultas y dictámenes, no pue- de negarse que los tipos marcados en el núm. 22 del Arancel actual son reducidos 
para compensar esos trabajos que exigen como base principal poner en juego la in-
teligencia, á la cual se deprime cuando se la asigna una retribucion demasiado es- 
A fin de que desapareciese esta irregularidad deberian ampliarse al triplo los , casa. 
derechos, fijando segun la categoría de las poblaciones un máximum que pudiera 
cobrarse por hora de ocupacion en las consultas y dictámenes verbales, haciendo 
además mencion clara de las conferencias, porque éstas, áun cuando de ordinario 
envuelyen consulta, no siempre la hay en ellas propiamente dicha, por lo que es 
mejor determinarlas para que no hada dudas. Como los dictámenes escritos no pueden ser debidamente apreciados por horas, 
corresponde en su virtud que devenguen derechos por hojas, Pero al pensar en esta-
blecerlos con arreglo á las problaciones, segun el precedente que para el efecto viene 
consignado, en el Arancel de 18'70, tropiézase con la oposicion de algunos Notarios 
de pueblos subalternos, que piden perfecta igualdad, evocando como razon única, en 
su 
sentir suprema, la circunstancia de merecer todos la misma consideracion, tener 
el mismo título, ser las mismas las facultades y revestir á los actos y documentos que autorizamos la misma autenticidad; en una palabra, que todos somos iguales 
en atribuciones, y en su consecuencia iguales deben ser los derechos que deven- 
• guemos. Por más que condescendamos á esta exigencia y aunque parezca y en realidad 
sea algun tanto difícil para un Notario de capital de Audiencia tocar este delicado 
punto, en el inalterable propósito de exponer la verdad entera en  esta ocasion, dire-
mos lo que nos parece en principio acerca del particular, á pesar de que nuestra 
solucion, cediendo .á un sentimiento de generosidad, sea contraria á nuestras convic-
ciones; é insistiendo en no admitir odiosas diferencias profesionales, como se ha 
indicado tratando de la escala, preciso es convenir que no ménos resbaladizo parecia 
el terreno recorrido por los compañeros que se conceptúan lastimados á causa de la 
diferente retribucion que  Tiara  les mismos casos establece el actual Arancel segun las localidades; y sin embargo no les ha detenido nada pera pedir lo que entienden 
de su derecho, de manera que por contrario sentido unos y otros nos hallamos colo-
cados en análogas circunstancias para d:seutir en buena ley acerca del particular, 
si bien los que pertenecemos á capitales de Audiencia gozamos la ventaja de no 
haber tomado la iniciativa, que ha nacido de otra parte, á la vez que si al ocuparnos 
de la reforma del Arancel, asintiéramos á suprimer la distincion establecida sin 
refutar las insinuaciones y protestas hechas por aquellos otros, pudiera entenderse 
que son incontestables, lo cual nos obliga á romper el silencio que calculadamente 
hemos guardado, no obstante que á menudo se ha venido dando lugar para quebran-
tarle. Esto advertido, cúmplenos manifestar que nunca habria motivo para quejarse de 
que al remunerar varios actos se atendiese con preferencia al órden de las locali-
dades cuando en toda clase de cargos y funciones así es corriente, sin que â nadie  ' 
se le haya ocurrido impugnarlo, ni asirse al peligroso sistema de las comparacio-
nes profesionales, que, ocasionadas á personalidades sensibles, deben evitarse á to-
da costa. Tratado, pues, el asunto, en principio, lo primero que se ocurre es que aceptado 
para los Notarios el sistema de perfecta igualdad, segun algunos de nuestros compa-
ñeros pretenden, tambien debiera prevalecer entre los funcionarios de las carreras judicial y fiscal, entre los eclesiásticos, entre los empleados de la Administracion, 
y entre otras clases que pudieran citarse, pero no sucede así, porque jamás se ha pensado en que los Jueces, Promotores y Párrocos de entrada tengan el mismo 
sueldo y categoría que los de ascenso ó término, ni que éstos, los de ascenso, ni los 
RESOLUCIONES ADOPTADAS EN EL BERSONAL DEL MINISTERIO PÚBLICO 
DURANTE EL MES DE AGOSTO DE 1880. 
Tenientes fiscales. 
En 9 de Agosto. Declarando cesante, á su instancia, fundada en motivos de salud, 
y con el haber que por clasificacion le corresponda, á D. Emilio Mendez y Muñoz, 
Teniente fiscal de la Audiencia de Las Palmas; sin perjuicio de poder volver á la car-
rera si lo solicitare despues de restablecido. 
Promotores fiscales. 
En 14 de Julio. Jubilando, á su instancia, por imposibilidad fisica, debidamente justificada, y con el haber que por clasificacion le corresponda, á D. Tomás Diaz 
Varela, Promotor fiscal en comision de Redondela. 
En id. id. Trasladando, á su instancia, á la Promotorea fiscal de Frechilla, de 
entrada, vacante por salida á otro destino de D. Cecilio del Barco é Hidalgo, que la 
servia, á D, Faustino Alonso y Sanchez Arcilla, que sirve la de Salas de los Infantes. 
En 9 de Agosto. Trasladando, á su instancia, á la de Alcalá la Real, de ascenso, 
A 
 D. Rodrigo Maria Ramirez y García, que sirve la de Plasencia, y á la de Plasencia, 
de igual categoría, y tambien á su instancia, á D. José García Romero, que desempeña 
la de Alcalá la Real 
En id. id. Trasladando, accediendo á sus deseos, á la de Andújar, de ascenso, 
a 
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diversos funcionarios de la Administracion pública destinados á provincias de 
segunda 6 inferior categoría, se quejen ni duelan de que otros disfruten mayor 
sueldo, á pesar de que tan Jueces, tan Promotores, tan Párrocog, y tan Jefes de de provincia son unos como otros, iguales son sus respectivas facultades y las mis-
mas funciones ejercen. 
Y lo más sensible es el espectáculo que producen los que penetrando en ese
. 
terreno, expuesto á contingencias, dan á luz un dia y otro dia escritos, que mejor 
estarian en el secreto, pues aunque no sean responsables de su pu blicacign los que 
pudiendo impedirla no lo hacen, dejando correr sin inmediata rectificacion esas 
manifestaciones, algo se hubiera ganado con que hubiesen quedado inéditas, ya que 
en el acto no han sido rebatidas para impedir que sus autores traduzcan el silencio 
por debilidad, y más cuando ni áun se les hace fijarse en que por tales medios, si n . querer, así lo creemos, se siembra perjudicial semilla de pertubacion por el afan 
de una absoluta igualdad que es un sueño irrealizable. 
Antes, el mayor coste y mayor capital que representaba la propiedad de los ofi-
cios enajenados de la fé pública, á cuya sombra se adquiria el título de Notario, 
tenia natural y adecuada compensacion conforme á las poblaciones, porque como 
más valían é importaban los oficios de las capitales 
 que los de los pueblos, pues, 
mientras un oficio de Madrid y otras capitales, valia 5, 10, 15 6 20.000 duros, otro 
de un pueblo pequeño escasamente representaba algunos miles de reales, consi-
guiente era que en esta misma proporcion estuviesen los emolumentos. 
Hoy, revertidos todos los oficios al Estado, resulta que los propietarios de los de 
grandes poblaciones nos vemos privados de una cuantiosa suma, cuando los de los 
pueblos solo carecen de una relativamente ínfima, en cuya virtud nada extraño 
debiera ser que así como hay diferencia de perjuicios con arreglo á las localidades, 
la hubiese tambien en algunos casos respecto de la retribucion. 
Por otra parte, como las necesidades, siempre crecientes de las poblaciones ma-
yores, exceden en mucho á las de las pequeñas, procederia que se guardase tam-
bien relacion en los productos; y por lo mismo las difencias en algunos de los 
números del Arancel, no lo seria en realidad, porque satisfarian obligaciones 
correlativas que las consumiese. 
A estas circunstancias se debe que si los dependientes de las Notarías en los pue-
blos se satisfacen con pequeños sueldos, los de las grandes poblaciones los exigen 
mucho mayores en una escala proporcional á los crecidos gastos que las naturales 
exigencias de las grandes capitales ocasionan. 
(Continuar4.) 
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vacante por salida á otro destino de D. Francisco Martinez Cantero, que la servía, á D. Antonio Benitez Romero, que desempeña la de Osuna 
En id. id. Promoviendo á la de Osuna, de ascenso, á D. Juan Martinez Bordenave, que sirve la de Montoro. 
En id. id. Admitiendo á D Cristóbal Fernandez Criado, Promotor fiscal de Mo-
nóvar, la renuncia que por enfermo ha hecho de este cargo; declarándole cesante, sin 
perjuicio de poder ser colocado de nuevo si lo solicitase despues de restablecido. 
En id. id. Trasladando, á su instancia, á la Promotoría, fiscal de Monóvar, de 
entrada, á D. Antonio de Pádua Orts y Orts, que sirve la de Novelda. 
En id. id. Trasladando, tambien á su instancia, á la de Novelda, de igual categoría, 
á D. Elías Valero y Garcia, que desempeña la de Logrosan. 
En id. id. Trasladando, accediendo igualmente á sus deseos, á la de Redondela, 
de entrada, vacante porjubilacion de D. Tomás Diaz Varela, que la servía á D. Pedro 
María Usera y Rodriguez, que sirve la de Allariz. 
En id. id. Trasladando, á su instancia, á la de Salas de los Infantes, tambien de 
entrada, vacante por traslacion de D. Faustino Alonso Sanchez Arcilla, que la servia, 
6. D, Lope Lorenzo y Lorenzo, que desempeña la de Villacarriedo 
En id. id. Nombrando, á su instancia, para la de Villacarriedo, de igual categoría, 
á D. Romualdo de los Rios Portilla, cesante de la de Potes. 
En 18 de Agosto. Nombrando, á su instancia, para la de Montero, de entrada, 
vacante por promocion de D, Juan Martinez Bordenave, que la servía, á D. Manuel 
Perez Vellido, electo de la de Gaucin. 
En id. id. Admitiendo á D. Francisco Gomez Criado, Promotor fiscal pe Rute, la 
renuncia que por enfermo ha hecho del expresado cargo, declarándole cesante con 
el haber que por clasificacion le corresponda, y sin perjuicio de volver á la carrera 
silo solicitare despues de restablecido. 
VACANTES 
Notarias. 
En el distrito de la Audiencia de Oviedo se ha de proveer por concurso, y comti 
comprendida en el segundo de los turnos señalados en el art. 7.° del Reglamento 
general del Notariado, la Notaria vacante en Grandas de Salime, partido judicial del 
mismo nombre. 
Los Notarios aspirantes elevarán sus solicitudes á la Direccion por conducto de 
la Junta directiva del Colegio notarial dentro del plazo improrogable de treinta 
dias naturales, á contar desde la publicacion de esta convocatoria en la Gaceta; lo que 
tuvo lugar el 28 de Agosto. 
En el distrito de la Audiencia de Sevilla se ha de proveer por oposicion, y con-
forme á los artículos 7.° y siguientes del Reglamento general del Notariado, la Notaría 
de Ceuta, partido judicial de Algeciras. 
Los Aspirantes presentarán las solicitudes documentadas á la Junta directiva del Colegio notarial de dicho distrito dentro del plazo improrogable de treinta Bias natu-
rales, á contar desde la publicacion de este anuncio en la Gaceta; lo que tuvo lugar el 5 de Setiembre. 
Escribanías. 
Granada. 
Debiendo proveerse con arreglo al Real decreto de 12 de Julio de 1875 una Escri-
banía de actuaciones vacante
- en el Juzgado de primera instancia de Gaucin, los 
aspirantes que deseen obtenerla presentarán sus solicitudes acompañadas de los 
documentos que acrediten su aptitud, en la Secretaría del referido Juzgado dentro 
del término de veinte dias, á contar desde la publicacion de este anuncio. (Gaceta de 3 de Setiembre.) 
PRECIOS DE SUSCRICION.  
Madrid, trimestre. 	  15 reales.  
Provincias, trimestre. 	  
Idem semestre . 	  
Idem un ano  
Ultramar y J Semestre 
extranjero., i Año.   
Se harán bibliografías de obras jurídicas,  
siempre que se remitan á esta Redaccion dos  
ejemplares: uno para el bibliógrafo y otro para  
la Redaccion.  
De las que remitan solo un ejemplar, se in-
sertará el anuncio.  
16  
32 	 > 
60 	 > 
80 en oro.  
160 	 > 
Madrid. 1880.—Imprenta do Ramon Angulo, Amaniel, 20, pral. 
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Debiendo proveerse con arreglo al Real decreto de 12 de Julio de 1875 una Escri°  
bania de actuaciones vacante en el Juzgado de primera instancia de Antequera, los  
aspirantes que deseen obtenerla presentarán sus solicitudes acompañadas de los  
documentos que acrediten su aptitud en la Secretaría del referido Juzgado, dentro  
del término de veinte dias, á contar desde la publicacion de este anuncio; lo que tuvo  
lugar el 3 de Setiembre.  
Barcelona. 
Ha de proveerse, con arrego al Real decreto de 12 de Julio de 1875 y Real Orden  
de 12 de Abril de 1877, una Escribanía de actuaciones en el Juzgado de primera  
instancia de Vendrell.  Lo que, en cumplimiento de lo prevenido, de Real Orden se anuncia por disposi-  
clon del I1mo. Sr. Presidente, á fin de que los aspirantes que reunan las circunstan-
cias al efecto exigidas en el art. 4.° del precitado Real decreto, presenten dentro del  
término de veinte dias sus solicitudes documentadas ante dicho Juzgado.—(Gaceta  
de 5 de Setiembre.)  
Madrid. 
En el Juzgado de primera instancia de Arenas de San Pedro, provincia 
de Avila, 
se hallan vacantes dos Escribanías de actuaciones, las que 
deben proveerse con  
arreglo á los arts. 3. 0 y siguientes del Real decreto de 12 de Julio de '1875.  
Los aspirantes presentarán sus solicitudes documentadas al Juez de primera 
 
instancia del partido, en el término de veinte dias, á contar desde el siguiente 
al de  
la publication de este anuncio en la Gaceta de Madrid, pudiendo solicitar las expre-
sadas vacances áun los que carezcan de los requisitos prevenidos en el mim. 5.
° del . 
artículo 4.° del Real decreto arriba citado.—(Gaceta de 9 de Setiembre.)  
SECCION DE NOTICIAS 
Ha vuelto á encargarse de la Direccion de esta GACETA, nuestro querido compa-
ñero el Sr. Martinez Fresneda, 
ADVERTENCIAS 
Siendo relativamente pequeño el número de nuestros abonados que se ha-
llan en descubierto con nuestra publicacion, hemos determinado no girarles  
en este mes, corno teníamos pensado, y si hacerlo en el próximo Octubre,  
contra aquéllos que no se hubiesen servido remitir antes libranza a esta Ad-
ministracion; debiendo advertir agradeceríamos hiciesen todos esto último, 
A, fin de evitarles y evitarnos las molestias del giro.  
Los señores suscritores que dejasen de recibir algun número de la GACETA.  
FORENSE, por extravío en el correo ú otra cualquier causa, sólo tendran de-
recho para hacer sus reclamaciones dentro del mes subsiguiente al en que 
notasen la falta. 
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SECCION DOCTRINAL 
APERTURA DE LOS TRIBUNALES 
Un año de experiencia, largas vacaciones, vigorosa campaña de la pren 
so 
profesional; proyectos de reforma, y algo de científica curiosidad por co-
nocer la autorizada opinion del primer funcionario de la Magistratura espa-
ñola, son elementos que contribuyen á hacer que el discurso inaugural se es-
pere con ánsia, se escuche con atencion y se estudie con detenimiento. 
Al asistir á aquella solemnidad, nadie espera oir lo que sabe, sino ente-
rarse de algo nuevo, como los conflictos originados en la aplicacion de las 
Leyes, el planteamiento de especiales problemas cuya resolucion correspon-
da á los legisladores, ó la exposicion, en fin, de la norma 6 regla bajo cuyo 
principio de unidad se haya determinado el criterio de los Tribunales en la 
administracion de justicia. Y esto es natural que suceda. Én el discurso de 





moral, para revelarle la clave de su conducta; para decirle que en ciertos 
casos no ha podido traducir en hechos los ideales de su conciencia, porque 
eran estrechos los moldes del derecho positivo; para marcar el rumbo cierto 
que deben seguir los trabajos de los innovadores. 
El discurso de apertura, pues, es un trabajo científico de la más capital 
importancia; se encomienda por la Ley al primer Magist ^'ado de la Justicia 
delegada; su estilo debe ser académico, grave, profundo en sus conceptos, 
sin que jamás ofrezca el aspecto de una revista crítica ni de una árida mo-
nografía. Se ha dicho que la Ley debiera dar el tema de estos discursos; pero 
¿no seria esto ofender el exacto conocimiento que deben tener sus autores de 
la alteza de su mision en lo que hasta es de buen gusto literario? ¿Podrá ser 
de oportunidad presentar en la apertura de los Tribunales un trabajo sobre 
el derecho de castigar, sobre la nocion del Estado, sobre la libertad de im-
prenta, etc.? Tales empeños pudieran compararse á los que consistieran en 
disertar acerca de las persecuciones ó de las cruzadas. El tema constante de 
esos discursos se halla determinado por su mismo objeto, y su significacion 
se deduce de su misma importancia. 
Esto sentado, digamos ingénuamente que el discurso del Sr. Calderon 
Collantes raya en la extrema sencillez. Su lenguaje es corriente; su estilo, 
llano; su tema lo constituye la reseña de las reformas , que se proyectan, sin 
olvidarse de manifestar que hay diversas opiniones en  todos y cada uno de 
los puntos á que se refiere: cosas todas que, por estar sabidas de antemano, 
defraudan la esperanza del que espera aprender algunas ideas. La compara-
cion de nuestro estado legislativo con el de otras naciones, parécenos uno de 
tantos argumentos desprovistos de solidez. Podrá halagar nuestro amor pro-
pio el saber que no nos hallamos en relacion de inferioridad respecto de otros 
países; podrá, quizá, decírsenos que figurarnos en primer término entre los 
demás; pero esto no significa que la Compilacion de disposiciones sobre el 
Enjuiciamiento criminal deje de ser un trabajo desacreditado, ni quiere decir 
ni puede significar que no sea justo nuestro afan de progreso, ni legítimo el 
clamor de los que demandan reformas. 
La parte del discurso que se refiere al procedimiento en lo relativo a  
juicio oral, por el cual se decide el Sr. Calderon Collantes, la hallamos per-
fectamente ajustada á la índole de esta clase de trabajos, cuyos caractéres, en 
nuestro concepto, deben ser los que  Antes expusimos. Mas no es nueva esa 
idea: si no nos es infiel la memoria, en ocasion semejante hizo igual mani-
festacion el Sr. D. Cirilo Alvarez, cuya solemne adhesion, robustecida con 
esta franca adhesion de ahora, hará que se fijen los Legisladores en punto 
tan claramente conocido como novedad ventajosa, reclamada desde hace 
mucho tiempo por la ciencia. 
En lo relativo al Código penal, el Sr. Calderon Colgantes se muestra par-
tidario de las escalas graduales, y en general, de tolo el sistema vigente, 
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salvo lo concerniente á las cuestiones religiosas que habrá de corregirse para 
poner en relacion el Código penal con la Ley fundamental del Estado. 
No negamos que el órden de las escalas graduales sea un adelanto; pero, 
á la verdad, merece mirarse con fijeza si debe conservarse esa dificultad 
práctica, que nace de la aplicacion de las penas en muchos casos. Nuestros 
lectores.. saben que, á teces, para determinarla pena correspondiente á un de-
lito, es necesario practicar una verdadera operación matemática, y conocen 
Cambien que 
 en algunos casos el error de un dia . puede lesionar el derecho 
de la libertad humana. Sentencias hemos visto casadas por el Tribunal 
 Su-premo, 
 en atencion á haber un dia de diferencia. Ahora bien: el recurso de 
casacion no siempre se interpone, sino en el menor niámero de casos; ¿cuán-
to tiempo ha tardado en formarse jurisprudencia en muchos puntos conore-, 
toe de aplicacion de penas? ¿Cuántas dudas no quedan aún por resolver? - 
No se crea por esto que nosotros defendemos que se confunda en el casti-
go 
 á quienes no pueden llevar ante la Ley infringida la misma calificacion; 
nada menos que eso. Nuestro pensamiento consiste en que el Código dé he-
chas las operaciones; de suerte que, inspirándose en las reglas generales, el 
mismo Código determine la pena en cada caso correspondiente, siempre que 
esto sea posible. 
Es indudable que si con ánimo sereno se reflexiona sobre el estado  de 
nuestra legislacion, se la vé caminar hácia la unidad; pero al mismo tiempo 
se nota la falta de armonía entre el sistersa de organizacion judicial y las 
necesidades que se experimentan; entre el órden económico y las reformas que 
se preparan; y todo hace observar ese 'estado de elaboracion científica que 
marca siempre el tránsito de una época que se vá á una época que llega. DI-
jose en tiempo lejano que, á partir del año 1834, habia experimentado la 
 his-
toria del Derecho español un notable adelanto, superior en cierto modo al que 
ostentaba desde la invasion de los germanos; mas hoy puede asegurarse que 
desde el año 1869 ha experimentado cambios tan importantes y progresos 
tan rápidos, como en ninguna otra época de la historia. 
A pesar de tan grandes esfuerzos, los resultados no han correspondido á 
la obra, ni han sido la necesaria consecuencia de la habilidad y saber de los 
individuos de la Comision de Códigos, en algunos puntos determinados, ya 
sea por la mucha extension de los proyectos, ya por el corto tiempo que han invertido en algunos de ellos. La palabra reforma significa hoy la necesidad
. de acomodar las leyes dictadas en otro tiempo, á éste en que no se pueden 
aplicar tales como existian; la necesidad es general, y sin duda por esto ha tratado el discurso á que nos referimos de los proyectos que se han presenta-do 
 á las Córtes. Bien puede decirse que el año judicial inaugurado no reali-
zará las numerosas esperanzas detalladas en su comienzo. 
J. M. T. 
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SECCION DE CONSULTAS 
PRIMERA. 
Tutela y curatela.—¿Puede ser curadora de un menor habido en otro matri- 
monio anter'or, la viuda del segundo matrimonio, nombrada en testamento 
por su esposo, padre de dicho , menor? 
Don J. M. falleció hallándose casado en segundas nupcias con doña 
L. R., y en el testamento nombra á ésta curadora de un hijo menor que 
aquél hubo de su primer matrimonio. ¿Puede la doña L. R. ser curadora de 
dicho menor? El consultante opina afirmativamente en atencion á que el curador nom- 
brado en testamento por el padre del menor, debe ser preferido á todo otro. 
--Un suscritor. 
CONTESTACION. 
No estamos conformes con la opinion del consultante, porque, segun la 
ley 4.a, tít. 16 de la Partida 6.a, no pueden las mujeres ser tutoras ni cura-
doras, exceptuando la madre y la abuela del mismo menor en determinados 
casos; es decir, con tal de que éstas no se casen y renuncien al beneficio del 
Senado-consulto Yeleyano. Si bien dicha Ley se halla modificada por la del 
Matrimonio civil, en cuanto á la madre se refiere, puesto que ésta hoy tiene 
la patria-potestad de los hijos en defecto del padre, sella v gente, 
en 
 cuanto á la prohibicion relativa á las demás mujeres; y por c  
aplicable, en nuestro concepto, al caso de la consulta.—LA REDACCION. 
SEGUNDA. 
Inscripcion de bienes.—Una relacion jurada, en la cual se consignen todos los 
par s,dejaa su inScr por testamentoviu pago deloimpu i puesto ¿,es necesidad de inter- 
parscripcion, p 	 vencion de Notario? 
El testador á que se hace referencia en esta consulta, muere bajo dispo-
sicio^l testamentaria, en la que nombra por único y universal heredero á un solo individuo, en virtud de no tener herederos forzosos; disponiendo de  al-
guna parte de sus bienes en dos legados, ambos específicos: el uno en pro-
piedad, y el otro en usufructo, recayendo, al cumplirse cualquiera de las 
condiciones impuestas por el testador, en su único heredero. Las fincas de l . 
causante, si bien es verdad no están todas inscritas á su nombre, es por 
que, á pesar de hallarse su titulacion hecha en debida forma y con los dere-. 
ches satisfechos á la Hacienda, el Sr. Registrador indicó algunos defectos ó 
faltas subsanables, y que no se subsanaron por la salud delicada del finado 
que motiva esta consulta. dirigiendo una instancia al Teniendo presente todo lo expuesto creo que, diri g 
Sr. Registrador de la Propiedad, firmada por el heredero y la legataria en 
usufructo, toda vez que los bienes objeto del legado en algun tiempo vendrán 
á unirse al caudal hereditario, en la cual se diga y pruebe el fallecimiento del 
causante, la institucion de heredero y del legado á favor de los solicitantes, y 
acompañando 6 dicho escrito solicitando la inscription la relacion jurada de 
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re stodos lre 
repetida 	 os con testamentaria, las  comos
deelos peritos que , hayan 
rea de repetida p  
justipreciado los bienes, no hay necesidad de escritura 
pública.
gustoso someto Este es el humilde parecer del suscritor consultante, q g  
al acertado y siempre ilustrado de esa Redaccion.—Un suscritor.  
CONTESTAOION.  
Segun el art. 3.° de la ley Hipotecaria, para que los títulos expresados  
en el art. 2.° de la misma puedan ser inscritos,  deberán estar consignados 
 
d judici  a públor el ejecutoria 
 Gobierno 6 sus agentes en la  forma 
 expedido
u prescriben los 
dad judiciao, 6 p 
Reglamentos. Teniendo presente esta  disposicion, conviene observar que 
 
para realizar la inscripcion en el caso que  se consulta, el legatario 6 here- 
ddjudic cion,o ha 
e es elr  acto por virtud   del cual  e el 	
cual  implica la 
acpasa 
addu hoa egat  qu  
 3.° del art. 
legatario t heredero.
.de. la 
Este itada Ley, y por tanto, comprendido en  su 
párrafo  
Como quiera que la relacion jurada á que se refiere el consultante no artículo 3.° 
puede e al art. 8.°
c del Reglamento dictado para los efectos 
 on,e  entendemos 
al a 	 que  tendrá que hacerse que aquélla no será suficiente para la inscripcion, y q  
por medio de escritura pública.—LA REDACCION.  
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be, lejos de haber quebrantado con esta negativa la forma del procedimiento, ha obser- 
vado fielmente el número 1.° del art. 869 de la ley de Enjuiciamiento civil, y no tienen aplicacion al caso los n22meros 3.° y 5.° del art. 5.° de le de Casacion que se citan
. como infringidos. 
En este fundamento se apoya el Tribunal Supremo para declarar no haber lu-
gar al recurso de casacion por quebrantamiento de forma, interpuesto por D. José 
Fábregas y Fabregó contra la sentencia dictada por la Audiencia de Barcelona en 
pleito seguido en el Juzgado de primera instancia de Manresa sobre pago de un le- 
gado y suplemento de legítima.=(Sentencia de dicho Supremo Tribunal, fecha 14 de Abril último. Gaceta del 6 de Julio.) 
Desahucio.
—No procede esta accion por falta de pago del precio de arrendamiento 6 
inquilinato cuando consta que dicho payo se hizo al que aparece ser dueño de le casa.— (Sentencia del Tribunal Supremo de 19 de Abril último. Gaceta del 9 de Julio). 
Deducida demanda por D. Fabian Maestre ante el Juez municipal de Sanchi-
drian, en juicio verbal á que fueron convocadas las partes, solicitó que los deman-
dados desalojaran á su disposition una heredad de tierras que labraban y cultiva-ban 
 en arrendamiento, de la pertenencia de dona Felisa Perez, esposa de D. Fabian 
Maestre, por no haber pagado la última renta vencida, y los demandados contes-
taron que no habiendo celebrado contrato alguno con dicho D. Fabian, habian en-
tregado las mencionadas rentas á doña Felisa Perez cuando ésta se las reclamó;; á 
más que, Como bienes parafernales, creian que la administracion correspondía á la 
doña Felisa, sin que el D. Fabian tuviera derecho á percibirla; y que en el juicio de 
conciliacicn celebrado con dicho D. Fabian se avinieron '& pagarle nuevamente esas 
rentas á pesar de haberla pagado á doña Felisa siempre que resultase aquél con 
mejor derecho;
. y despues de exponer ambas partes las razones en que fundaban 
sus respectivas pretensiones, se acordó por el Juez testimonio de certificaciones del 
matrimonio del actor D. Fabian Maestre con doña Felisa Perez, 
 el cual tuvo lugar 
en 23 de Setiembre de 1876, presentándose por los demandados los recibos que 
acreditan el pago de las rentas reclamadas por esta demanda
, , hecho â doña Felisa Perez, firmados unos por la misma y otros por su apoderado D. Apolinar Perez, con 
fecha 24 y 25 de Agosto y 5 y 9 de Setiembre de 18'79. 
Seguido el juicio por sus trámites, el Juez de primera instancia de Arévalo, por 
sentencia de 22 de Octubre de 1879, confirmatoria de la municipal, absolvió á, don 
Pablo Vinuesa, D. Casimiro Hernandez, D. Antonio Ardelche, D. Cayetano Mar-
tin, D. Andrés Llorente y D. Lorenzo Hernandez de la demanda contra los mismos 
deducida, sin hacer expresa condenacion de costas. 
Por parte de D. Fabian Maestre se interpuso recurso de casacion, por concep-tuar infringidas: 
1.° Las leyes 11, tit. 1. 0, y 3. 0, tít. 4.°, libro 10 de la Novísima Recopila
.cion; la primera porque bajo la fórmula absolutoria supone capacidad juridica en doña Fe-
lisa Perez para cobrar las rentas de las tierras en cuestion, y la segunda en cuanto 
por la misma fórmula viene á establecerse que los frutos de tales tierras no tienen 
el destino comun que les señala la existencia de la sociedad legal entre los cényu-
ges: que áun cuando el pago se haya hecho por los arrendatarios, y aunque se ha-yan presentado recibos de doña Felisa, la obligacion del deudor no está extingui-da, «porque el 
 pagamento de las deudas debe ser fecho á aquellos que las han de percibir;» segun la ley 3.a, tit. 14, Partida. 5.a, que bajo este concepto se habia 
tambien infringido, pues la persona llamada en este caso á recibir las rentas, la  única que tiene personalidad para ello era y es D. Fabian Maestre, como represen-
tante' legal de su esposa doña Felisa Perez. 
2.° La Ley 5.&, tit. 8.°, Partida 3.a, en 
 la que se consigna la 
 procedencia del de-
sahucio de una heredad por faltar el pago de la renta, y el art. 638 reformado de la 
ley de Enjuiciamiento civil en el párrafo segundo de su regla 7.a, en el que se es-
tablece que cuando la demands de desahucio se 
 funde en la falta de pago del precio 
concretado, no será admisible otra prueba que la confesion judicial 
 el documento d recibo en que conste haberse verificado dicho pago: porque demostrado, como lo está, que ninguno de estos dos elementos probatorios ha intervenido con validez 
legal en el juicio, es evidente que el pago de las últimas rentas vencidas estaba y está. en descubierto por parte de los demandados, y por lo tanto que sin infringir 
1as disposiciones legales citadas no ha podido la sentencia recurrida declarar no 
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haber lugar al desahucio intentado por D. Fabian Maestre contra unos colonos que 
por su morosidad en el cumplimiento de las obligaciones que lleva consigo el con-
trato ó por su falta de investigacion respecto de la persona autorizada para darles 
por quito de la deuda, cosa que incumbe averiguar, no al que cobra, sino al que 
paga, vienen obligados á dejar libres las fincas que hasta aquí han llevado en ar-
rendamiento y á disposicion de D. Fabian Maestre, como marido y representante 
legal de la señora con quien aquéllos contrataron cuando podia hacerlo, pero con 
quien hoy no cabe en punto á contratacion otro recurso que acomodarla á las li-
mitaciones que en su capacidad jurídica han puesto las leyes citadas. 
Y el Tribunal Supremo, 
Considerando que, fundada la demanda origen de estos autos en la falta de pago de 
las rentas convenidas, y habiéndose demostrado, segun apreciacion del Juez sentenciador, 
que los demandados la han satisfecho á la dueña de las tierras arrendadas, doña Felisa 
Perez, por virtud del contrato que válidamente celebraron con la misma antes que con-
trajera su matrimonio, hallándose además dispuestos, segun manifestaron en el acto de 
conciliaeion, á abonar de nuevo el precio del arrendamiento á D. Fabiaa Maestre si así fuera procedente, es indudable la ineficacia de la accion deducida en el presente juicio, 
cuya índole especial no permite que en él se decida la cuestion suscitada por el demandan-
te sobre el derecho que pueda corresponderle al percilo de dichas rentas como administra-
dor legitimo de los bienes pertenecientcs á la sociedad conyugal, sin que por lo tanto sean 
aplicables al caso de que se trata, ni hayan podido infringirse las leyes que se invocan 
en los motivos del recurso, declara no haber lugar al recurso de casacion interpuesto por 
Don Fabian  Maestre. 
CR'Alf INAL 
Delito de falsedad en documento público.—Constituye este delito el hecho de com-
parecer ante un Notario para otorgar un documento bajo nombre supuesto.—(Sentencia 
de 3 de Marzo último. Gaceta de 28 de Junio.) 
En 23 de Julio de 1874 Tomás Fontecha Bastida, vecino de Buenavista, compa-
reció ante el Notario de Saldaña D. Romualdo Salmillo, y asegurando llamarse 
Vicente Fontecha Marcos,  otorgó una escritura ante dos testigos, declarándose deudor á Ciriaco Villegas de la cantidad de 65 pesetas por yeso que le compró, y 
obligándose á satisfacerla en 15 de Setiembre siguiente, en cuyo instrumento dió 
fé el Notario de conocer al otorgante y testigos, y de que el primero manifestó tener 
cédula de vecindad; pero no la presentó. 
En 7 de Octubre de 1875 D. Emilio Barba presentó denuncia al promotor Fiscal, y por éste lo fué al Juzgado de primera instancia de Saldaña, acusando de falsa la 
1> indicada escritura, puesto que el que aparecía otorgante, Vicente Fontecha, habia fallecido en 18'72; é instruida la correspondiente causa, confesó en ella Tomás Fon-
techa que por induccion y encargo especial de D. Agustin Puerta, habia compare- 
cido, en efecto, al otorgamiento de aquélla, usando. el nombre de Vicente, y simu- 
lando la existencia de la deuda que en el instrumento aparecia, cuyo Notario Puerta 
se apresuró á obtener copia fehaciente del mismo y certificacion de la partida de de-
funcion de dicho Vicente Fontecha; acreditándose además por declaracion del su-
puesto acreedor, Ciriaco Villegas, que era falso el crédito consignado en la escritura 
y la causa que en ella se le atribula. 
Puerta, en su indagatoria, negó los cargos que le dirigió Tomás Fontecha, y trató 
de justificar, aunque sin conseguirlo, que el dia del otorgamiento de la escritura 
se hallaba ausente de la poblacion; y por su parte, el Notario Salmillo afirmó que 
conocia al otorgante por su apellido de Fontecha, aunque no recordaba el nombre, el 
cual le preguntó, diciéndole entónces que se llamaba Vicente y que tenia cédula, 
mas no la llevaba consigo á la sazon; en vista de lo que, creyéndole de buena fé, no 
tuvo inconveniente en autorizar la escrituró indicada, cuyo fin no podia presumir 
'que fuese otro que el de perjudicarle. 
La Sala de lo criminal de la Audiencia de Valladolid, calificó los hechos ex-
puestos como constitutivos del delito de falsedad en documento público, del que 
aparecían autores Tomás Fontecha Bastida, por su intervencion personal en el 
mismo, y D. Agustin Puerta Fernandez, por haberle inducido directamente á co-
meterlo; y además, respecto al Notario autorizante D. Romualdo Salmillo, el de 
simple imprudencia y negligencia con infraccion de Reglamentos; y condenó á los 
dos primeros en ocho años y un dia de presidio mayor á cada uno, multa de 500 y 
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de 1.000 pesetas respectivamente, accesorias y parte de costas, y á Salmillo en dos 
meses y un dia de arresto mayor y accesorias correspondientes. 
Contra la anterior sentencia se ha formalizado, en nombre de D. Agustin Puerta, 
recurso de casacion por infraccion de ley, fundado en los casos 1.° y 3.° del art. 798 
de la ley de Enjuiciamiento criminal, por considerar infringidos los arts. 314, nú-
meros 2.° y 4.°, y 315 del Código penal, en el concepto de que los actos del recur-
rente, segun los declaraba y estimaba probados la Sala sentenciadora, nunca podian 
ser considerados como delito de falsedad cometido por particulares en documento 
público, y los 500 á 554 del propio Código, en el concepto de que, si aquellos actos 
hubieran llegado á la categoría de punibles, sólo con arreglo al uno ó al otro de-
berian ser castigados; cuyo recurso fué admitido. 
Y el Tribunal Supremo, 
Considerando que al calificar y penar la Sala sentenciadora el hecho que motiva 
esta causa como un delito de falsedad, comprendido en el art. 315 del Código penal, 
en relacion con lo dispuesto en los casos 2.° y 4.° del 314, no ha incurrido en erro-
res de derecho, porque, siendo evidente que en el documento público origen de la 
misma se ha faltado á la verdad en la narracion de los hechos, suponiendo la in-
tervencion de una persona deuda y causa de deber que no existian, es indudable 
que esas circunstancias determinan el referido delito, y que no hay razon alguna 
para que racional y legalmente pueda calificarse en otro concepto, toda vez que la 
falsedad de aquél fué el único propósito de sus autores, lo que verdaderamente rea-
lizaron , y con lo cual trataban de perjudicar al Notario que lo autorizó; y 
Por lo tanto, que sin violentar el sentido verdadero y legal del mismo Código, 
no es posible calificar el hecho mencionado como una estafa ó una simple oculta-
cion de nombre, comprendidas en los arts. 554 y 590, segun pretende el recurrente, 
y que, en su virtud, en la sentencia recurrida no existe ninguno de los errores de 
derecho é infracciones legales que se citan por el mismo: 
Declara no haber lugar al recurso. 
Asesinato. — Cuando de un solo hecho resultan dos ómds delitos, debe castigarse el más 
grave en el grado máximo sin tomarse en cuenta las atenuantes ó agravantes que 
concurran.—(Sentencia de 31 de Marzo último. Gaceta de 17 de Julio.) 
En la tarde del 22 de Abril de 1878, en ocasion de hallarse en el portal de su 
casa del pueblo de Santa Cruz D. Cayetano García Guil sentado en una silla y re-
clinado contra la pared, y María Herrada sentada en el escalon de la puerta con su 
hija, de seis años de edad, María del Carmen Berenguer, el procesado Juan Marti-
nez Lopez llegó á la puerta de dicha casa, y disparando al interior de ella una es-
copeta que llevaba, hirió á D. Cayetano, que se habia arrojado instantáneamente 
al suelo, causándole lesiones que tardaron en curarse doce dias, é hirió tambien á 
M la niña ar ia del Carmen, que falleció á los pocos momentos. 
Juan Martinez Lopez obró al ejecutar el hecho en estado de embriaguez, que no 
le es habitual. 
La Sala dictó sentencia declarando que el hecho constituye un delito de homi-
cidio consumado y  otro frustrado, de que es autor Juan Martinez Lopez, con la cir-
cunstancia atenuante de embriaguez; y haciendo aplicaeion del art. 90 del Código 
penal, le condenó en la pena de diez y ocho años de reclusion con sus accesorias, 
indemnizacion y costas. 
Contra esta sentencia interpuso el Ministerio fiscal recurso de casacion por 
quebrantamiento de forma, anunciando el de infra.ccion de ley, y habiendo desistido 
de aquél, interpuso éste, fundado en los casos 3.° y 5.° del art. 862 de la Compi-
lacion criminal, citando como infringidos los artículos 418, 10, circunstancia 2. 
81, párrafo primero, y 419 del Código penal, los tres primeros por no haberse apli-
cado, y el último por haberse hecho de él indebida aplicacion, puesto que se califi-
ca de delitos de homicidio los hechos que realmente constituyen los de asesinatos. 
Y el Tribunal Supremo, 
Considerando que el art. 418 del Código penal declara que es reo de asesinato el 
que mata á una persona con alevosía; Que el hecho de que se declara autor al acusado, en el modo y forma en que se 
ejecutó y se consigna como probado por la Sala de la Audiencia, reviste los carac- 
téres de alevosía más remarcable, que dió por resultado la muerte de una niña y la 
lesion de un hombre que descansaban tranquilos en su morada, sin temor de que 
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pudieran ser agredidos ni apercibirse para la defensa, y por consiguiente del he-
cho han resultado dos delitos de asesinato, consumado el uno y frustrado el otro; Que cuando de un solo hecho resultan dos ó más delitos, debe castigarse el más 
grave en el grado máximo, sin que puedan tomarse en consideracion las circuns-
tancias atenuantes 6 agravantes que concurran en el hecho, segun previenen los 
citados artículos 90 y 81 del Código; 
Y por tanto, que la Sala, al calificar los delitos, apreciar como atenuante la em-
briaquez y penar al acusado, ha cometido las infracciones alegadas por el Ministe-
rio fiscal: Declara haber lugar al recurso de casacion interpuesto por dicho Ministerio. 
Falsificacion y estafa.—Es coautor y no cómplice el que obró de acuerdo con otro para 
cometer un fráude y se aprovechó por mitad de su importe.—(Sentencia de 31 de Mar-
zo. Gaceta de 17 de Julio último.) 
Por D. José Solé, D. Vicente Gamero y D. Juan Fon se formó en 11 de Febrero 
de 18'73 una Sociedad mercantil para la venta de géneros de punto y otros, que se 
estableció en la calle de los Estudios, núm. 2, estableciéndose que Gamero y Fon 
llevarían la firma, y este último quedaria al frente del establecimiento y encargado 
de él, estipulándose en la escritura de Sociedad que ningun sócio podria hacer ne- 
gocio alguno extraño á ella, la cual quedó disuelta en cuanto á Fon por escritura 
de 9 de Noviembre del mismo año. 
Formado á consecuencia de ello balance y relacion de los créditos que resulta- 
ban de los libros que llevaba Fon, salieron fallidos la mayor parte, por no ser exac- 
tos los asientos donde constaban sus créditos, en virtud á que no habia llevado, 
como se suponia, géneros del establecimiento. 
A las inmediatas órdenes de Fon, como dependiente del establecimiento, se en- 
contraba Martin de la Rosa, de diez y seis años á la sazon, hoy recurrente, de quien 
se sospechó que pudiera tener parte en el hecho, por lo cual se dirigió tambien con- 
tra él la causa que se formó, y en la que se hizo constar que de acuerdo con Fon 
sacaba géneros del establecimiento, que éste sentaba en los libros como vendidos y 
los llevaba á una mujer, que los remitía á la madre de Martin, la cual los vendia 
en el pueblo y remitía su importe, que partian entre los dos. 
Continuada la causa fué indagado Fon, el cual negó completamente los hechos, 
y puesto en libertad ha desaparecido, por lo que fué declarado legalmente rebelde 
en la sentencia que dictó la Sala, confirmando la del Juez inferior, por la que, juz-
gando sólo al reo presente, Martin de la Rosa, calificó el hecho del doble delito de 
falsificacion de documentos mercantiles y estafa en cantidad superior á 100 pese- 
tas é inferior á 2.500, de que era autor Martin de la Rosa, lo mismo que Fon, con quien estaba de acuerdo, concurriendo en favor de aquél la circunstancia atenuan- 
te específica de ser menor de diez y ocho años cuando cometió el delito, y lo condenó 
á cinco arios de presidio correccional, accesorias, indemnizacion y mitad de costas. 
Contra esta sentencia se ha interpuesto, á nombre de Martin de la Rosa, re- 
curso de casacion por infraccion de ley, que se fundó en los núms. 3.° y 4.° del 
artículo 862 de la Compilacion sobre Enjuiciamiento criminal, designando como 
infringidos: 1.° Los 315 y 316 del Código penal, porque no estando acreditado que los libros 
fuesen mercantiles, no debió aplicarse el primero, sino el segundo de dichos artí- 
culos en la calificacion de la falsedad. 
2.° El 15 y el 68, porque habiéndolo ejecutado todo por mandato de Fon, no de- 
bió ser calificado de autor, sino de cómplice. 
Y 3.° El 90, porque siendo un mero dependiente que no llevaba los libros, no 
intervino en la falsificacion; cuyo recurso fué admitido. 
Y el Tribunal Supremo, 
Considerando que segun el art. 315 del Código penal, el particular que cometie- 
re en documentos mercantiles alguna de las falsedades designadas en el art. 134, 
será castigado con las penas de presidio mayor y multa de 500 á 5.000 pesetas; Que los hechos declarados como probados en la sentencia recurrida constituyen 
el delito de falsificacion de documentos mercantiles y el de estafa por cantidad 
mayor de 100 pesetas y menor de 2.500, el primero medio necesario para realizar 
el segundo, previstos y castigados respectivamente en los arts. 315, 548 y núm. 2.' 
del 547; 
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Que , la infraccion alegada del art. 316 del Código penal como primer motivo de 
casacion es improcedente, porque dicho artículo es aplicable al que á sabiendas 
presentare en juicio ó usare con intencion de lucro un documento falso, pero no á 
los autores de la falsedad del mismo, que como en el presente caso se hallan com-
prendidos en la sancion del 315; 
Que tampoco se han infringido los arts. 15 y 68 del Código penal que se citan ;y 
alegan como segundo motivo de casacion, porque el recurrente obró en todo de 
acuerdo con Fon para realizar el fráude Ÿ  se aprovechó por mitad de su importe, 
siendo justamente calificado de autor de los delitos cometidos, y no de cómplice de 
los mismos, como se pretende; 
Y que tambien es infundada la infraccion del art. 90 del Código, porque con-
certados los procesados para cometer el delito de estafa, falsificando los libros Dia-
rio y Mayor del establecimiento, la falsificacion fue el medio necesario para come-
ter el fráude, y por lo tanto ha sido bien aplicado el citado artículo: 
Declara no haber lugar al recurso interpuesto á nombre de Martin de la Rosa. 
Rescision de un contrató de venta por lesion.—No pueden servir de fundamento 
para la casacion cuestiones no propuestas oportunamente ni discutidas en el pleito.-(Sen;tencia del 21 de Abril último. Gaceta del 9 de Julio.) 
Por escritura pública del 18 de Febrero de 1868 los hermanos D. Pedro y doña 
Angela de la Cruz y Hurtado, dueño el primero de dos terceras partes de la casa 
número 2 antiguo "y 12 moderno de la 
 plazuela de Santa Eulalia, de la ciudad de 
" Toledo, y propietaria la segunda de la otra tercera parte, vendieron dicha casa á 
D. Aquilino Otaola y García, con pacto de retro por término de cuatro años, en 
precio de 1.765 escudos 900 milésimas, que recibieron en el acto del otorgamiento 
de la escritura ambos compradores en la parte correspondiente á cada uno de el los. 
El susodicho D. Pedro Cruz y Hurtado, como propietario que 'labia sido de las dos terceras partes de dicha ; 
 casa, ó invocando la cualidad de heredero de su her-
mana doña Angela, 
 á quien había correspondido la otra tercera parte, interpuso 
demanda civil ordinaria en el Juzgado de primera instancia de Toledo en 29 de Se-
tiembre de 1877 contra D. Aquilino Otaola y García, eon la pretension de 
 que se 
 condenase á éste á entregar al 
 demandante 
 la cantidad de 18.500 rs., que faltaban 
para completar el justo valor de la casa vendida en la anterior escritura, ó á devol-
vérsela con los frutos y rentas que produjera desde la contestacion á la demanda, 
alegando' en su apoyo en lo pertinente al recurso interpuesto la Ley 1.°, tít. 17 del 
Ordenamiento de Alcalá, por cuanto en la venta referida habia sido perjudicado el 
 demandante en mucho más de su justo precio. 
Don Aquilino Otaola opuso á ,la demanda que en 
 uso de los derechos dominica-
les que le correspondian en la mencionada casa, la vendió en 27 de Diciembre de 
1876 á D. Fernando de la Cierva en precio de 3.000 pesetas, quien á su vez la ena-
genó á D. Emiliano José Fernandez en 22 del siguiente mes de Enero por la canti-
Tdad de 3.800 pesetas, y tanto por estas enagenaciones como por los rendimientos de 
la finca se demostraba evidentemente que 
 no existió lesion para el demandante en 
el precio que éste se las vendió: que prescindiendo de esto se hallaba prescrita la 
accion de lesion ejercitada en la demanda con arreglo á la misma ley 2.a, tít. 1. 0, libro 10 de la Novísima Recopilacion en ella invocada; y por último, que tampoco 
se hallaba justificado ni podia ya justificarse documentalmente en este juicio, aten-
dida la disposicion del art. 125 de la ley de Enjuiciamiento civil, que el deman-
dante'fuese el heredero de su hermana doña Angela, 
 y por consiguiente al ejercitar 
aquél los derechos de ésta lo hacia indebidamente y'carecia de accion respecto de 
' una tercera parte de la casa á que se referia la demanda. 
Sustanciado el pleito por todos sus trámites, incluso el de prueba que utilizaron 
ambas partes, dictó sentencia la Sala primera de lo civil de la Audiencia de esta 
• córte'en 7 de Febrero de 1875 confirmando con las costas la dictada en primera ins-
tancia por el Juzgado de Toledo por la que se declaró' no haber lugar á la demanda 
interpuesta por D. Pedro Cruz y Hurtado, sin especial eondenacion de costas. 
A nombre de D. Pedro Cruz y Hurtado se interpuso recurso de casacion por in-
fraccion de ley, citando' al efecto como infringidos: 
1.°` La Ley 9.', tít. 5.° de la Partida 5.a, que declara que para que exista precio 
en un contrato d'e compra-venta es preciso que re ti na las circunstancias de ser ver-
dadero, cierto y justo, toda vez que careciendo de esta última coudicion , el que 
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medió en el contrato de venta con pacto de retro de que se trata en estos autos, 
puede afirmarse que no concurrió la condicion del precio en dicho contrato, y que 
por lo tanto es nulo. 
Y 2.° La Ley 2.a, tít. 1.°, libro 10 de la Novísima Recopilacion, que •autoriza - la 
rescision del contrato de corhpra-venta cuando en él existe lesion, por cuanto en el 
presente caso es indudable que existió respecto del recurrente. 
Y el Tribunal Supremo, 
Considerando que, segun tiene ya decidido repetidamente. este Supremo Tribunal, no 
pueden servir de ,fundamento para la vasar on cuestiones no propuestas oportunamente ni 
discutidas en el pleito; y no habiéndolo sido en el presente la de nulidad del contrato de 
venta, y si sólo la de su rescision por lesion enorme, no es aplicable ni ha podido infrin-
girse la Ley 9.', tit. 5.° de la Partida 5.a, que se cita en el primer motivo del recurso; 
Y que para decir infringida la 2.a, tít. 1.'', libro 10 de la Novísima Recopilacion 
que se cita en el 2.°, se establecen hechos contrarios al resultado de los autos segun la 
apreciacion de la Sala sentenciadora, puesto que aquélla estim que "ni D. Pedro Cruz 
probó como debia que mediara lesion en más de la mitad del justo precio de la cosa que 
vendió á Otaola, ni habían entablado la accion personal correspondiente dentro del tér-
mino que aquella ley marca, y por consiguiente no ha existido la infraccion que en dicho 
motivo se alega: 
Declara no haber lugar al recurso. 
c o1 ihE'I'ENCY.A.S 
Se decide á favor de la autoridad judicial la competencia negativa suscitada entre el 
Juzgado de primera instancia de Marchena y la Capitanía general de Sevilla sobre 
conocimiento de, la causa seguida contra José Perez Amado y otros por contra-
bando. 
En la noche del 2 al 3 de Octubre de 1878, hallándose los carabineros José Garcia 
y Antonio Silva prestando el servicio de su instituto en el camino de Prune , á la 
Puebla, vieron venir un grupo de hombres y  caballos que conducien tabaco, segun 
luego resultó ; yhabiéndoles dado la voz de ¡Alto! se echó al suelo uno de los conduc-
tores, llamado José Perez, y 
 uyeron los demás, quedando uno de los carabineros al 
cuidado del hombre, caballerías y bultos aprehendidos, siguiendo el cabo en perse-
cucion de los otros, quienes en su fuga hicieron dos disparos, logrando así sustraerse 
á su perseguidor. 
Puesto el hecho en conocimiento del Administrador económico y en el del Juzga-
do de Marchena, por éste se empezó á instruir la correspondiente causa; pero cre-
yendo despues que el conocimiento de ésta correspondia á la jurisdiccion de guerra 
por haber habido resistencia á la fuerza de carabineros, dictó auto de inhibicion á 
favor de la Capitanía general de Andalucia, que no aceptó la competencia, suscitán-
dose el conflicto; para cuya decision se han remitido las actuaciones al Tribunal Su-
premo; el cual, 
Considerando que, segun lo dispuesto en el núm. 12 del art. 349 de la Ley sobre 
organizacion del Poder judicial, serán juzgados por la jurisdiccion ordinaria los reos 
por defraudacion ó contrabando y delitos conexos, cometidos entierra, á no haberse 
hecho resistencia armada á la fuerza pública; 
Y que en el caso presente los conductores del contrabando aprehendido en el ca-
mino de Pruna á la Puebla no hicieron resistencia alguna á los carabineros, se en-
tregó uno de aquéllos ,con las caballerías y los efectos, y • otros huyeron, aunque hi-
cieron luego, dos disparos de armas de fuego, que no causaron daño alguno; cuyo 
acto es independiente del primero que constituye la resistencia armada 'á la fuerza 
pública, como acertadamente sostiene el. Juzgado de guerra de la Capitanía general 
de Sevilla: 
Declara que el conocimiento de esta caus a  corresponde al Juzgado de primera 
instancia de Marchena.-(Sentencia • de 19 de, Agosto último Gaceta de 13 de. Se-
tiembre ) 
Se decide á . favor del Juzgado de primera instancia de Toledo la competencia negativa 
suscitada entre dichoJuzgado y el de Vuelva sobre conocimiento de causa por de-
sacato, falsedad y quebrantamiento de sentencia: 
El Promotor fiscal del Juzgado de Toledo recibió una carta firmada por «Manuel 
Perez,» que no ha podido averiguarse quién sea, por lo cual se supone escrita en el 
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presidio de la misma ciudad, si bien aparece impreso en el sobre el sello de la Admi-
nistracion de Correos de Huelva,  en cuya carta se dice que Juan Aguirreaidalgo in-
gresó en dicho establecimiento penal para extinguir la condena de ocho años de pri-
sion que se le impuso en causa por homicidio, pero fué puesto en libertad á los dos 
años próximamente. mediante el regalo de 8.000 rs. al  Escribano de Huelva, quien 
falsificó un indulto; de cuyo hecho tenian conocimiento, tanto el Juez como el Fiscal 
de aquel Juzgado, y con este motivo se dirigen varias frases injuriosas á los funcio-
narios del Orden judicial. 
Comenzada causa por el Juzgado de Toledo, se acreditó que en el estableci-
miento penal de la misma ciudad no habia ningun confinado con el nombre de 
Juan Aguirre Hidalgo, ni con el de Manuel Perez, pero si con el de Manuel Aguirre 
Hidalgo, condenado á la pena y por el delito ántes indicados, cuyo sujeto negó ser 
el autor del anónimo; apareciendo d e  su hoja histórico-penal que fué puesto en 
libertad á virtud de certificacion librada por el Escribano de Cámara de la Audiencia 
de Sevilla, D. Francisco Ordofiez, en la que se manifiesta haber sido revisada su 
ejecutoria y aplicádole los beneficios que dispensa el Código penal reformado de 
1870, en consecuencia de lo que se reb aj aba totalmente la pena que se le impuso. 
El Juez de primera instancia de Toledo se inhibio del conocimiento de la causa 
en favor del de Huelva, fundado en que los sellos de la carta demostraban que la 
comision del delito tuvo lugar en esta última ciudad, circunstancia que en primer 
término decide la competencia, cuya resalucion fué aprobada por la Sala de lo 
criminal de la Audiencia de esta corte por auto de 28 de Junio de 1879. 
Recibidas las diligencias en el Juzgado de Huelva y puesto testimonio de la 
ejecutoria de Manuel Aguirre, no consta que se comunicara al Juzgado la  revision 
 de que se ha hecho mérito, por lo que habia motivos para suponer falsificada la 
certificacion en virtud de la que fué puesto en libertad aquel penado; y de acuerdo 
con el dictámen del Promotor fiscal, no aceptó el conocimiento del asunto, apoyado 
en que los hechos referidos podrian constituir dos delitos ': uno de falsedad y otro de 
quebrantamiento de condena, siendo el primero medio necesario para cometer el se-
gundo; y como éste tuvo lugar en Toledo, á este Juzgado competia conocer de ambos 
por ser conexos, sin que obstara á ello el que la certificacion se supusiera falsificada 
por un Escribano de Huelva, pues no existiendo prueba'admisible, debia tan sólo te-
nerse en cuenta el lugar en donde se presentó y se hizo uso de ella; que las frases del 
anónimo constitutivas del delito de desacato debian ser juzgadas por el mismo que 
conociera de los delitos principales por se.r una incidencia de ellos, y con arreglo á los 
artículos 325, 327 y 331, regla 3.' de la Ley orgánica del poder judicial, se declaró á 
su vez incompetente' y devolvió la causa al Juzgado de Toledo. 
Este insistió en su anterior acuerdo, que habia sido aprobado por el Tribunal su-
perior, y remitidas de nuevo las actuaciones al de Huelva, fueron elevadas al Tribu-
nal Supremo, el cual, por sentencia de 17 de Enero del corriente año, declare mal 
formada la competencia, en razon:á que no habia sido aprobado por la Audiencia el 
auto en que el Juez de primera instancia de Huelva se declaró incompetente;. cuyo 
defecto subsanado, ambos Jueces han rep ^odueido sus acuerdos, y se ha remitido 
testimonio de lo conducente al referido Tribunal, el que, 
Considerando que, con arreglo a lo prevenido en el art. 30 de la Compilacion sobre 
el Enjuiciamiento criminal, cuando no conste eI lugar en que se cometió el lelito será 
Juez 6 Tribunal competente para instruir y conocer de la causa el del partido, demar-
cacion 6 distrito en que se hayan descubierto las pruebas materiales del mismo delito; 
Que en virtud de lo dispuesto' en el niim. 3.° del art. 34 de la citada Compilación, 
son delitos conexos los cometidos como medio para perpetrar otros 6 facilitar su eje-
cucion; y conforme el art. 31, un Juez 6 Tribunal de , los que sean competentes cono-
' cera de los delitos que tengan conexion entre sí; 
 ` 
Que, segun la jurisprudencia establecida de acuerdo con lo ppreceptuado en el 
artículo 327 de la ley sobre orgánizacion del Poder judicial, el Juez 6 Tribunal 
competente Para la instruccion 6 conocimiento de una causa, lo Será tambien para 
conocer de las incidencias de la misma; .. _ Que las pruebas materiales del delito de falsificacion de la certificacion del indulto 
de Manuel Aguirre Hidalgo, y lasdel'escrito injurioso á los funcionarios del Orden no 
constando el lugar en que se cometió la' falsificacion, aunque es 'de presumir fuera 
tambien en dicha ciudad, ni tampoco el lugar en que se escribió el documento inj u-
rioso• 
Que el delito de quebrantamiento de condena: de dicho Manuel Aguirre se ha ra- 
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ligado en Toledo, y que la falsificacion de la certificacion antes  referida fue el medio 
necesario para facilitar la ejecucion de aquél, por cuya razon debe considerarse ese 
delito conexo del otro; Y, por último, que las ofensas inferidas á los funcionarios del orden judicial y del 
Ministerio fiscal en  el  escrito que aparece firmado por un Manuel Perez, sin que hasta hoy se haya acreditado la existencia de este firmante, ni se haya podido por 
lo mismo identificar su personalidad, es una incidencia del hecho principal y debe 
conocerse de ella en la misma causa: 
Declara que alde primera instancia derToledo.9 
	
sus 
 del 19 de Agosto 





 Gaceta del 13 de Setiembre.) 
SECCION DE VARIEDADES 
Aranceles notariales. 
Proyecto de un nuevo Arancel formulado por el Notario de Madrid D. José Garcia Lastra 
(Continnacion.) 
Y si de lo antiguo, aunque todavía es algo de actualidad, se desciende á lo más 
moderno, y sobre todo si se mira á lo futuro, que es para cuando principalmente hay 
que considerar el Arancel, no se pierda de vista que la oposicion es el medio único 
de comenzar el ejercicio de la Notaría, y que por lo mismo al que no le satisfaga 
ser Notario de fuera de capital, abierto tiene el camino de ganar en buena lid una 
plaza que sea de su gusto y  llene por completo sus aspiraciones, ó bien si prin-
cipiando por una Notaría de pueblo subalterno se siente con fuerzas y condiciones 
para ascender, siempre le queda franco el mismo medio de la oposicion con que 
honrosamente puede conseguir el término de  su deseo como recompensa de verda- 
deros méritos.  
Bajo cualquier aspecto, pues, que el punto se examiné; se comprenderá que el Arancel descansaria en atendibles fundamentos si fijase en algunos casos dife- 
rencia de derechos por razon de las poblaciones, y sin embargo, dejando incólumes 
y á salvo nuestras ideas, nos acomodamos á que prevalezcan las contrarias, satisfa- 
ciéndolas así con nuestra flexibilidad_ Para armonizar unas y otras; y en la inteligencia de que son muy cortos los 
derechos marcados en el núm. 22 del vigente Arancel, se hace un aumento pruden-
cial en el proyecto, que concilie al mismo tiempo las encontradas opiniones. 
Núm. 34. Las subastas extrajudiciales producen un acta que devenga derechos 
por el número 1. ° ; pero como cuando no tienen efecto, los interesados no siempre 
quieren que se extienda acta,  procede que entonces se pague la ocupacion al No-tario, que es lo que determina el número 34 del proyecto, en el que tambien se pre 
vé el caso de que la subasta se celebre fuera del Estudio de la botaría, que deven-
gara 7 pesetas 50 céntimos por hora, tipo máximo de los tres marcados en el actual Arancel, por el órden de poblaciones, pero que equiparadas todas y siendo exiguo, 
hemos creído que debe quedar para todas tambien, ya que no se aumente. 
Núm. 35. Diez y seis céntimos y un cuartillo de derechos señala el Arancel de 1870 porcada hoja en la protocolizacion de los expedientes judiciales, cifra tan 
reducida que eu las poblaciones donde por ser suficiente el número de Notarios 
para constituir gremio á los efectos de la contribucion de subsidio, se toma en cuen-
ta el número de folios del protocolo, suele repartirse la contribucion de modo que 
á cada folio le corresponde, por término   medio,á de es  el gasto cantidad aproximada y  dun 	 n  mayor que los 16 céntimos y  'h. Agréguese  del protocolo, que cada tomo cuesta por lo regular de 15 á 20 pesetas, y resultará 
e
n definitiva que las protocolizaciones de que ahora se trata; nada líquido producen. 
Por tanto, en la necesidad de aumentar los derechos, se señalan 50 céntimos' 
por hoja, que los interesados pagarán, á no dudar, sin reparo y sin parecerles 
excesivo, porque ciertamente no lo es. 
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Además del medio de protocolizacion por nota ó diligencia, como la llama el. 
Arancel de 1870 en su núm. 26, se tiene presente en el proyecto el caso de que, 
como es práctica en algunos distritos, se haga por acta ó escritura. 
Núm. 38. Este número del proyecto se ocupa de las cédulas y demás actos que 
comprende el núm. 30 del Arancel vigente, sin hacer novedad, y nada se ocurre 
decir sobre ello. 
Núm. 37. Los otorgamientos fuera del estudio del Notario en los casos que 
devengan derechos por el actual Arancel, están tan poco "remunerados, que el 
decoro de la clase exige se eleven ó al ménos haya una mayor' latitud, con el fin 
de que, segun los casos, se puedan cobrar unos derechos dignos. 
Ya en 1864, con motivo de haberse asignado una pequeña cantidad por este 
concepto en el proyecto del Arancel formado por el Gobierno y que fué discutido en 
la prensa, consideramos en un artículo en ella publicado, que la apreciacion del 
otorgamiento fuera del despacho de la Notaría, era el punto más importante en la 
materia, porque envolvia en sí nada ménos que  la dignidad profesional. 
Entendíamos ya entonces que el prestigio de la clase no se consolidaria mientras 
el Notario no fuera en ese caso el regulador de la prestacion de su ministerio; y 
reproduciendo aquí sustancialmente nuestras observaciones allí emitidas, amplián-
dolas con algunas más, nos lamentamos ahora con sincero pesar de que, siquiera 
para esta parte del Arancel no hayan tenido cabida los derechos discrecionales , no 
para abusar de ellos, que nada está más lejos de nuestro propósito, sino para que, 
utilizándolos con juiciosa medida, hubiera tenido la clase en su mano uno de lo s . 
más principales elementos con que adquirir por completo la estimacion de que 
necesita rodearse para llenar enteramente sus elevados fines de la manera que 
la i nstitucion,reclama, de acuerdo con el interés social . , 
Una dé las causas morales  que, á no dudar, llevaron á la profesion al grado de 
decadencia que aún ha alcanzado la presente generacion, fue, tal es nuestra creen 
cia, la facilidad cou qu e  se ingresaba en ella, ya en virtud del derecho de propie-
dad de los oficios enagenados, ya á falta de este medio, que no era el ménos 
aceptable, por la influencia de quienes, dispensando proteccion a personas sin  car-
rera y áun á veces sin antecedentes probados y que carecían.; de porvenir, les era 
sencillo obtener un título que diese ingreso, bien directamente en la clase o en "otra 
asimilada, que sirviera como de 
 primer escalo,n para . concluir por pertenecer á la 
misma, siendo corriente entre los hombres de Estado y entre otros de posicion, , 
convertir un ayuda de cámara ú , otro .dependiente doméstipo de órden muy subalter-
no, en depositario de la fe pública, lo cual, unido á que no se reparaba en aumentar 
plazas, en unas ocasiones por acercar recursos al Erario y en otras por favoritismo, 
llegó al  grado de ser pocos los que conseguían de  su honrado trabajo en la Notaria 
medios para estar con desahogo. 
La exuberancia del personal y el origen, hasta incierto, de algunos de sus 
individuos, que sin garantías y puede decirse que sin la suficiencia debida entraban 
a desempe,ar funciones en que jamás podian ni soñar, crearon una competencia 
desfavorable é imposible de impedir, que colocaba una gran parte de la clase en 
penosa situacion, sin que de ello, bien meditado, pudiera ser responsable, porque 
la responsabilidad toda recala sobre los que pudiendo, lejos de corregir el mal, le ' 
agravaban, fuese porque no compendian bastante el objeto de la institucion ni la 
mision de la clase, fuese que por satisfacer indebidas exigencias ó por otras causas, 
no reparaban en el aumento cada dia progresivo del número de Notarios. 
De todo ello fué precisa derivacion la decadencia de la clase, siendo admirabl e 
que no llegase al mayor grado de envilecimiento, aunque no puede desconocerse 
que tratada y mirada como tipo desprestigiado y como elemento y motivo d°e burla 
y ludibrio en ridículos papeles, constituyese durante algun tiempo copioso arsenal 
y abundante pasto en que despiadadamente se cebaba, con especialidad la sátira de 
la literatura dramática, no siendo de extrañar tampoco que al pensar en valerse
. 
de las funciones del Notario, como que no se le tenia en lo que debia representar y 
de hecho representaba, en lugar de buscarle en su propia casa se le trajera y lleva-
ra como un maniquí haciéndole iry venir á todas partes, ya para encomendarle 
asuntos, ya para los otorgamientos y otros objetos que no necesitaban tenerle en 
movimiento, lo cual, comparado con la mofa de que era víctima en aquella otra 
forma, carecia de positiva importancia, sin que por esto Zejase de dar idea de lo 
poco en que se tenia á los Notarios, al ménos en la mayor parte de las poblaciones. 
Hoy, por fortuna, despues de haber pasado la institucion por ese verdadero 
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calvario, merced principalmente á las reformas operadas desde antes de la mitad 
 
del presente siglo, con la mayor instruccion exigida y la reduction del número, se 
 
ha ido modificando el espíritu público, ganando terreno el Notariado poco a poco,  
pero con seguro pulso, hasta llegar á la altura que nadie desconoce, si bien falta  
el complemento que ha de desarraigar antiguas reminiscencias y corregir malos 
 
hábitos que aún se conservan en una parte de la sociedad. 
 
Y no es que el Notario no haya de salir nunca de su despacho, no, que esto 
 
seria pueril pretension; sino que cuando lo haga sea por legítimas causas, á falta 
 
de las cuales, y haciéndolo únicamente para satisfacer el  capricho, el lujo 'ó la  
vanidad de quien de las funciones notariales necesite, se le retribuya segun corres-
ponda. 
Por eso cuando los interesados se hallen materialmente imposibilitados de 
 
concurrir á la Notaría, como por enfermedad ó fuerza mayor que se lo impida; el 
 
Notario tiene la obligation de presentarse ante ellos cuantas veces sea preciso, 
 
y sin exigir derechos dentro del punto de su residencia, devengándolos sólo como 
 
dietas cuando tenga que abandonarla, y 
 esto por equitativa compensacion de  
gastos.  
Es que además, el servicio público se resiente en algunos casos por la facilidad  
con que del Notario se dispone en muchas localidades hasta para cosas de poco  
momento, obligándole á salir de su casa en horas en 
 que  la costumbre exige, no  
tanto que se consagre al trabajo sosegado, cuanto á recibir á la clientela, que bien 
 
habituada concurre á su Estudio con el objeto de consultarle para otorgamientos 
 ó para otros fines'. 
 
Así es que en las Notarías donde los negocios abundan, aquella viciosa costumbre 
produce retrasos que hasta perjudican á los mismos ,que todavía la fomentan y  que por un bello contraste suelen ser los que más se quejan de la tardanza en el despa-
cho, sin pararse en que son los verdaderos causantes de que así suceda.  
Pues bien, uno de los medios que han de contribuir á desterrar tan abusiva  
costumbre, consiste en que cuando no haya racional motivo para que el Notario  
salga, de su estudio, el capricho, el lujo , ó la vanidad se paguen eon largueza, que  
así como no se abusa de los Abogados, y cuanto más distinguidos son tanto menos,  
porque se sabe que de consultarles ó reclamar su direccion en su bufete á consul-
tarles é que dirijan un asunto saliendo, hay diferencia, por los más crecidos hono-
rarios que con motivo sobradísimo exigen, así del propio modo tampoco se pueda 
 
sacar á los Notarios de su despacho con la facilidad que ahora, descansando en que, 
 ó nada devengan, ó si esto sucede es una cantidad insignificante. Y aun cuando  
Opinamos en el dia lo mismo que en 1804 defendiendo los derechos discrecionales, 
 
en defecto de que lo sean enteramente para los casos indicados en que se deven-
guen derechós, porque no siendo este elemento ninguno délos tres que constituyen 
 
la Ley de 1870, la reforma, si se aceptase dicho elemento, siquiera fuese para los 
 
otorgamientos referidos, traspasaria la órbita en que debe girar, cabe conciliar  
la dificultad adoptando el término medio de autorizar que puedan cobrarse derechos  
más crecidos que actualmente, pero sin exceder de cierto límite, á fin de que así 
 
el Notario, moviéndose dentro del círculo que se le trace, pueda regularlos segun 
 
los casos, las personas y las circunstancias. 
 
Esta es una transaccion que puede satisfacer las exigencias de los que desean 
 
los derechos fijos y de los que sostenemos los discrecionales, pues para los primeros  
está dada la solucion con marcar un tipo máximo del que no se pueda salir, y para 
 
los segundos con tener la latitud de obrar, si bien con prudencia y haciendo siem-
pre 
 buen uso de esa facultad, utilizándola é nó en toda su extension, segun el 
 
decoro y la dignidad profesional requieran. 
Bajo este propósito y con este objeto se halla redactado el núm. 37 del proyecto, 
aunque sin establecer diferencias por la categoría de las poblaciones como el Aran-
cel de 1870. 
Núm. 38. Este número es el mismo que el 28 del Arancel, vigente, y nada se 
ofrece acerca de su contenido. 
Núm. 38. Viene á ser este número lo mismo que el 34 del actual Arancel, que 
tampoco necesita explicacion. 
Núm. 40. A pesar de que se sobreentienden que toda hora y hoja comenzadas 
se consideran como completas, es útil consignarlo expresamente, como se hace en 
el núm. 40 del proyecto para mayor claridad. 
(Continuará.)  
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VACANTES 
Notarias. 
En el distrito de la Audiencia de Granada se ha de proveer por traslacion, y como 
comprendida en el tercero de los turnos señalados en el partido Jud 
del  Reglamento 
 
general del Notariado, la Notaría vacante en Nacimiento, p 
Los Notarios aspirantes elevarán sus solicitudes á la Direccion, por conducto de 
la Junta directiva del Colegio notarial, dentro del plazo improrogable de treinta dias 
naturales, á contar desde la publicacion de esta convocatoria en la Gaceta, 
lo que tuvo 
lugar el 21 de Setiembre. 
SECCION DE NOTICIAS 
Tratado completo del Derecho romano en 
cuadros sinópticos, segun el órden gene-
ral de la lnstituta —Bajo este título ha publicado nuestro querido compañero 
el señor 
D. Manuel de Bofarull y de Palau, Abüe recomendamos á nue a sro$aleeto^ ^s por  g I
Srcelona, una 
teresante obra de Derecho romano, que 
 utilidad. 
Se vende en Barcelona en la librería de Verdaguer, 
Rambla del Centro,  niim. 5, 
y en Madrid, en la librería de Bailly-Bailliere, 
plaza de Topete, núm. 8, y 
ADVERTENCIAS 
Siendo relativamente pequeño el número de nuestros abonados que se ha- 
Ilan en descubierto con nuestra publicacion, hacerlo 
cerlo en e mi 	 omo 	g Octubre,
girarles 
en este mes, como teníamos pensado, y  si 	
próxi 
contra aquéllos que no se hubiesen servido remitir Antes libranza A esta Ad-
ministracion; debiendo advertir agradeceríamos hiciesen todos esto último, 
A fin de evitarles y evitarnos las molestias del giro. 
Los señores suscritores que dejasen de  recibir algun número de la 
GACETA 
FORENSE, por extravío en el correo ú otra cualquier causa, sólo tendrán de-
recho para hacer sus reclamaciones dentro del mes subsiguiente al en que 
notasen la falta. 
PRECIOS DE SUSORICION. 
Madrid, trimestre 	  15 reales. 
	





Idem un año 	 Semestre 	  80 en oro . Uetaner..j 	 160 	 > 
extranjero., 1 Año 	  
Se harán bibliografías de obras jurídicas, 
siempre que se remitan á esta Redaccion dos 
ejemplares: uno para el bibliógrafo Ÿ otro para 
la Redaccion. 
De las que remitan solo un ejemplar, se in- 
sertará el anuncio. 
Madrid. 1880.— Imprenta de Ramon Angulo, Amaniel, 20, 
pral. 
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SECCION DOCTRINAL 
El Real decreto de indulto de 14 de Setiembre próximo pasado.  
Por falta de espacio hemos dej ado de ocuparnos de este decreto en nues-  
tro número anterior; mas no queremos pasarlo sin decir á nuestros suscrito-
res algo sobre él, ya que en diferentes ocasiones hemos tratado la gracia de  
indulto y hemos manifestado nuestra franca aversion á los 
indultos gene- 
rales. 
La inmemorial costumbre de solemnizar los fáustos acontecimientos con  
indultos generales, no desaparece á pesar de los adelantos de la ciencia jurí-
dico-penal. Esta  los rechaza, y si en el órden de las teorías se discute sobre 
 
la gracia de indulto, impugnándola unos, defendiéndola otros, en cuanto 
 
se refiere á los indultos generales la opinion es unánime, y sin discusion todo 
 
el mundo reconoce que pugnan con la justicia, que no tienen defensa en nin-  
gun órden de ideas, que no caben en teoría penal alguna y que no pueden  
resistir el más débil argumento de cuantos la crítica presenta contra el dere- 
Cho de gracia.  
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En efecto; si el derecho de indultar ha de existir para la igualdad y jus-
ticia de las penas, supliendo la generalidad é imperfeccion de la Ley, los 
indultos generales no tienen razon de ser, porque no reconocen causa perso-
nal por parte del agraciado; si ha de concederse el indulto mediante un atento 
exámen de las circunstancias del delito del penado y de la pena, conforme á 
la Ley de 18 de Junio de 1870, viniendo á ser como un medio supletorio del 
Juicio de revision para conocer cuándo la pena ha llenado su fin, los indultos 
generales, que se conceden siempre por motivos agenos á las condiciones indi-
viduales de los delincuentes, y no teniéndose en cuenta para concederlos hecho 
alguno que revele que el reo, por sus propios merecimientos, es acreedor á la 
gracia, son contrarios á la eficacia de las leyes penales, Así, con razon, de-
cia el Ministro Arrazola en la exposicion de motivos del decreto de 7 de Di-
ciembre de 1866: «No es ménos opuesta á la conveniencia y á la justicia la 
»práctica de los indultos generales  los de multitud no motivados, no fun-
» dados en hechos personales, plausibles y meritorios de los mismos penados; » 
y esta razon por sí sola bastaba á justificar su abolicion. 
Sin embargo, los indultos generales los vemos frecuentemente llenar las 
columnas del periódico oficial. En rigor de derecho se duda si pueden ó nó 
darse por qué fueron abolidos por el decreto de 1866 y si se restablecieron 
en 1869 fué haciendo necesaria una Ley especial que autorizára préviamente 
al Monarca para su concesion, y si en la Constitucion de 1876 se dice que 
corresponde al Rey, entre otras cosas, indultar á los delincuentes, esto ha de 
ser con arreglo á las Leyes, y no habiendo más Leyes que regulen esta pre-
rogativa que la citada de 1870, segun ella creemos que no existe , esta • clase 
de indultos. 
A pesar de todo, y aunque ninguno de los argumentos que suelen em-
plearse en defensa del indulto individual ni ninguna de las consideraciones 
que lo justifican pueden tener lógica aplicacion á los generales, en la práctica 
subsisten y aparecen siempre que la alegría popular en los dias de regocijo 
público trata de solemnizar algun fáusto suceso. Los principios de la ciencia 
en lucha con las costumbres, llevan aquí la peor parte, sin duda por la na-
tural propension del hombre á la Clemencia, cuyo sentimiento para con los 
desgraciados, siempre laudable, hace notar, en nuestro país más que en 
otros, su influencia contra toda teoría, contra todo progreso. 
No es posible desterrar los indultos generales; las columnas de la Gaceta 
aparecen frecuentemente otorgándolos; en corto espacio de tiempo hemos 
visto cinco é seis: sea enhorabuena. Pero ya que se dan, convendria que se 
meditaran más y se repartieran los beneficios con la posible equidad. 
Empieza el decreto de que nos ocupamos por excluir de la gracia en ra-
zon de la pena á los condenados á cadena, reclusion, relegacion y extraña-
miento pérpetuos, cuando precisamente aquellos desgraciados que las sufren 
son más dignos, si se quiere, do compasion, y los que con arreglo á los prin- 
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cipios de la ciencia merecen especialmente el indulto, porque en la actuali-
dad las penas pérpetuas se desechan como opuestas al fin más esencial de 
todo castigo, que es el restablecimiento del órden jurídico por medio de la 
correccion ó enmienda del culpable, y este fin esencial de toda pena jurídica 
rechaza la idea de perpetuidad; por eso en nuestro Código puede decirse no 
existen más que en el nombre puesto que, segun su art. 29, los condenados á 
ellas han de ser indultados á los treinta años del cumplimiento de la conde- 
na, y por eso entendemos que el indulto general en nadie estaria más bien 
aplicado que en esta clase de condenados. 
Se indulta de la quinta parte de la condena á los sentenciados á reclusion, 
relegacion y extrañamiento temporales, y quedan excluidos de la gracia los 
condenados .á cadena temporal. El fundamento de esta exclusion no lo vemos, 
pues en realidad, y dado nuestro actual sistema penitenciario, no existen dife-
rencias notables entre una y otras penas, especialmente entre la cadena y la 
reclusion que se asemej an tanto como los delitos á que se aplican, aunque en 
teoría no sean completamente iguales. 
Por razon del delito no alcanzan los beneficios del mencionado decreto á 
ciertos y determinados feos. Tampoco en esto se observa el mejor sistema, 
porque dejan de excluirse delitos que revelan seguramente mayor perversi-
dad y más relajacion de sentimientos que otros que se excluyen, lo cual debe- 
ria tenerse en cuenta al establecer las distinciones. 
Respecto á las dificultades que ofrece generalmente la aplicacion de estos 
indultos, no hay que hablar. Las consultas á que dan lugar suelen ser muchas, 
los criterios diversos, y como resultado la desigualdad, lo cual sube de punto 
tratándose de aplicarlos al ramo de Guerra, porque á tales dificultades se 
agrega otra mayor aún, y es la de compaginar con el verdadero tecnicismo 
jurídico que necesariamente se usa en los decretos de indulto expedidos por 
el Ministerio de Gracia y Justicia, la nomenclatura que suelen emplear en 
sus fallos los Tribunales militares para designar los delitos y las penas. 
SECCION DE CONSULTAS 
PRIMERA . 
Modo de alegar las excepciones del servicio militar, contraídas despues de 
ingresar el mozo en el Ejército. 
N., hijo único de P., entró en el ejército como quinto por su suerte, en 
el reemplazo de 1877. P. es pobre y en 24 de Diciembre de 1878 cumplió 
los sesenta años. Para que á N. le pueda ser otorgada la exencion ¿no ha de 
tramitarse el expediente por las autoridades de Guerra? El consultante en- 
1/kCETS P!(IEEN#!E 
tiende que sí; pero, se ha presentado una instancia ante el Capitan ;,general 
del distrito donde. N. se encuentra prestando su servicio, y ha sido devuelta 
dicha instancia por no querer darle cursó; Se ha presentado en el Ministerio 
de la Guerra y tampoco la admiten por no ir dirigida por el conducto de or- 
denanza. Así vá trascurrido año y medio sin que N. haya podido hacer valer 
su derecho, y se desea saber qué recurso tiene el interesado para ejercitarlo. 
—Un suscritor. 
CONTESTACION. 
Con arreglo á la legislacion anterior, efectivamente la tramitacion se 
daba por Guerra á los expedientes de exenciones del servicio militar, cuando 
éstas sobrevenian despues de hallarse el mozo en el Ejército; pero despues 
de la ley de Reemplazos de 28 de Agosto de 1878; ha variado la forma de 
tramitacion. Así es, que el Capitan general ha hecho perfectamente devol-
viendo sin curso la instancia de que se trata, porque esta clase de exencio-
nes no se otorgan ya por Guerra, aunque sobrevengan despues de ingresar 
el mozo en el Ejército. 
Lo procedente en el caso de la consulta será que N., ó cualquier per-
sona 
 en su nombre, alegue su excepcion ante el Ayuntamiento del pue-
blo de donde proceda, en el acto del llamamiento y declaracion de 'sol-
dados de cualquiera de los tres reemplazos sucesivos al dia en que cumplió 
P. los sesenta años; porque para el otorgamiento de dicha excepcion han de 
ser citados los demás mozos interesados en el mismo sorteo á que N. perte- 
tenece, y la baja que éste produzca en el Ejército ha de cubrirse por uno de 
aquéllos, con arreglo al art. 94 de la citada Ley. Por eso ha cesado la com-
petencia de Guerra para entender en esta clase de  asuntos en ningun tiempo. 
—LA REDACCION. 
SEGUNDA. 
Validez de las obligaciones contraídas por mujer casada . —Capacidad 
del sordo-mudo. 
Cierta mujer, casada con un sujeto que es sordo-mudo, aunque no de 
nacimiento, obtuvo á préstamo dinero y algunos artículos para atender á las 
necesidades ordinarias de ella misma y demás familia. 
El acreedor trata de reclamar el pago, pero se le ofrecen las dudas si-
guientes: 1.a, si la obligacion de la mujer casada, en las circunstancias ex-
puestas, es válida, eficaz y : exigible 2.a, si, caso afirmativo, la demanda 
deberá dirigirse contra 
 la propia mujer, si sólo contra, el marido ó contra 
ambos á la vez; 3.a, si, de cualquier modo, se reputará persona hábil á di-
cho marido, no obstante su estado de sordo-mudo, ó habrá necesidad de dar-
le curador ejemplar. 
La primera duda parece se halla resuelta, en sentido favorable al acree-
dor, por el art. 5 .1 de la ley de MVlatrimonio civil. En cuanto á la segunda el 
consultante cree que,, visto que las cosas prestadas pertenecen á la clase de 
las que el marido viene obligado á suministrar á la esposa é hijos, el propio 
marido es el único responsable del importe, y á él corresponde dirigir la de-
manda. La tercera duda ofrece mayores dificultades. El sordo-mudo, siquie. 
ra no lo sea de nacimiento, que no lee, ni escribe, ni áun por medio de señas 
es capaz de manifestar lo que desea ó pretende, no reune condiciones para 
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contratar, ni para comparecer en juicio: sin gran violencia, pues, acaso po-
dria asimilársele á las personas de que se ocupa la Ley 13, título XVI, Par- 
omite, 
e,III.e 
 tre otras,  lasinhábi 
que 
s al sordo-mudo, 
 íal par que dicha Ley ysólo se 
r ántre 
refiere á los locos ó desmemoriados, y á 
éstos taxativamente es aplicable, con- 




ntencias del Tribunal Supremo, como la de 
 tal opinion el que en el proyecto de 1  Códi l go c em, 
art.
cidad  
 279, de acuerdo con las instituciones romanas,  declareahora, semejante del sordo-mudo, que no sabe leer ni escribir; porque, por  
proyectotidas de 
se inclinaeá que elesuj sujeto en cuestiounrpuede ser demandado ciones em 	 , 
sin el prévio nombramiento de curador ejemplar.— Un suscr2 or.  
CONTESTACION.  
Estamos en un todo de acuerdo con el parecer del consultante. —LA 
BEDACCION •  
SECCION DE JURISPRUDENCIA 
CIVIL., 
Nulidadetiputada o roxn curador den 
 de 
 menores 	
aun acto de conciliation, es nula por 
estipulad  
carecer aquel de,  la azatorïzacion judicial necesaria.--(Sentencia 
de 17 de Abril úl-
timo. Gaceta de 9 de Julio.)  En 22 de Enero de 1815 D. Alejandro Hevia demandó de conciliation ante el  
Juez de paz de la villa de Arecibo a la sucesionadee D le entregaseomce 
Garcia 
 Cazuela, representada por D. Ramon Marrero, para que 
 sitio e  Villanueva, 16e a, y 
cuerdas 
media de terreno sitas en el barrio de Hato-Abajo, sitio 
 icompra queanuev á Paula  
Gamaba parte, i ala  hacienda adem salas reses  y ganado lanar  itad de casa que Gracia; s  legitima dueña, y 
ta i , y alep p o tiempo le abonase las rentas producidas tdesde 
en 
 i6 Rita 




arc a Cazuela,o  bien 
enterado d la anterior ereclamacion, a contestó que 
s 
estaba 
emandante; perooenelugar de entregar
e 
nt eegarelas reseess, ganado lanar y ^
l reclamaba 
mitad de casa, y 
pagarle las rentas producidas que exigid desde el fallecimiento de Rita García, 
estaba dispuesto á darle 6 cuerdas más de terreno conlindantes con las anteriores, 
en 
la inteligencia que D. Alejandro Hevia habia de renunciar los^
^ las eeses, y  anado 
neo que pudieran corresponderle por las rentas producidas y por  
lanar y mitad de 
 casa: que el demandante replico desde luego renunciaba 
 a  aGa 
favor 
de la sucesion García Cazuela los derechos y acciones que ` adquirió 
 reclamar las rentas producidas desde la muerte de Ri lanar ,así comde ta m- 





uestion: D. Ramon 
 media 
 Marreró"di`jó que estaba conforme 
 con lo expuesto por el demandante, y el Juez de paz dio por terminado el acto con 
En 6 de Diciembre de 1815 entabló D. Ramon Marrero, como curador 
ad-bona de la avenencia expresada.  
los menores referidos, la demanda 
objeto de este pleito para que se declarase nula 
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y de ningun valor ni efecto la transaccion celebrada en el acto de conciliacion de 
que se ha hecho mérito, con imposicion de costas á D. Alejandro Hevia, alegando 
para ello que dicha transaccion era nula, porque perteneciendo los bienes á los 
menores García Cazuela, carecia de capacidad legal el curador ad- bona para darlos ó enagenarlos, sin que procedieran las solemnidades y requisitos que exigian las 
leyes: que los bienes de que trataban los adquirió D. Nicomedes Marrero, causante 
de la sueesion García Cazuela, por escritura de permuta de 6 de Agosto de 1853, 
desde cuya fecha estuvo el D. Nicomedes en posesion de ellas, y en la cual habia 
continuado la sucesion García Cazuela, que era tenida y reputada por dueña 
legítima de aquellos bienes: que en el acto de conciliacion, sorprendiendo D. Ale-jandro Hevia la buena fé del curador de los menores, le obligó á convenir la resti-
tucion de los terrenos disputados, figurando que pertenccian á Paula Garcia, de 
quien los habia habido por compra, pero sin presentar los títulos, siendo evidente 
la sorpresa ó engaño, toda vez que si el curador restituia las 22 y media cuerdas 
de tierra, debía devolver doña María Matea García las que recibió de D. Nicomedes 
Marrero, y en vez de efectuarlo las habia enagenado el dia 24 de Noviembre á doña 
Josefa Blasa, todo lo cual convencia de la existencia del dolo que dió causa al con-
trato de trasaccion y que producia su nulidad. 
Don Alejandro Hevia impugnó la demanda sosteniendo que los convenios cele-
brados en dos actos de conciliacion tenian la misma fuerza ejecutiva que cualquiera 
otro convenio consignado en escritura publica: que los bienes permutados por Ma-
ría Matea á D. Nicomedes Marrero, eran de la exclusiva propriedad de Paula Gar-
cia, y por tanto pudo ésta trasmitir al demandado los derechos y acciones que sobre 
ellos tenia, y á su vez reclamarlos á la sucesion García Cazuela que los estaba poseyendo sin buena fé ni 
 justo título, como constaba á su tio y curador ad- bona D. Ramon Marrero, que por lo mismo se obligó en el citado convenio á entregar 
dichos terrenos sin necesidad de que mediara la licencia judicial y los demás 
requisitos que exige la ley para transigir en asuntos de menores, puesto que al 
obligarse dicho curador á la entrega no vendió ninguna cosa raíz de la propiedad 
de aquéllos, y por lo contrario, reparó un acto de verdadera injusticia, comprome-
tiéndose á devolver á su legítimo dueño su indisputable propiedad; y que la de-
manda de nulidad contra lo convenido en un acto de conciliacion debia interponerse 
precisamente dentro de los ocho dias siguientes al de la celebracion de aquél, sien-
do por lo tanto inadmisible despues de trascurrido dicho término, segun lo preve-
nía expresamente el art. 217 de la ley de Enjuiciamiento civil. 
El demandante replicó insistiendo en su demanda y alegando además que al 
prescribir la ley de Enjuiciamiento civil que contra lo convenido en los actos de 
conciliacion sólo se admite la demanda de nulidad dentro del término que prefija, 
no ha prohibido que puedan ejercitarse las acciones que por otro concepto proce-dan legalmente. 
Suministrada prueba por las partes, dictó sentencia el Juez de primera instan-
cia, que confirmó con las costas la Sala de justicia de la Audiencia de Puerto-Rico, 
declarando nulo y sin vlaor el convenio celebrado entre D. Ramon Marrero y don Alejandro Hevia, sobre que versaba la demanda. 
Don Alejandro Hevia interpuso contra esta sentencia recurso de casacion: Y el Tribunal Supremo, 
Considerando que al declarar el fallo recurrido la nulidad de la transaccion estipu-
lada en el acto conciliatorio que celebre D. Ramon Marrero, como curador de los meno-
res hijos de D. Juan 
 Nepomuceno Garcia Cazuela, con D. Alejandro Revia, por carecer 
aquél de la autorizacion judicial necesaria, segun las leyes, para transigir sobre bienes de menores, no ha infringido el art. 217 de la ley de Enjuiciamiento civil, único que se 
invoca en apoyo del recurso, y que no puede suponerse en contradiccion con las disposi-
ciones que contienen el 1.401 y siguientes de la misma ley de Enjuiciamiento: Declara no haber lugar al recurso. 
Defensa por pobre. 
—No basta citar el art. 317 de la ley de Enjuiciamiento civil como fundamento de un recurso, sino que hay que expresar la doctrina infringida.—(Sen-tencia de 17 de Abril. Gaceta de 9 de Julio.) 
En 10 de Noviembre de 1867, doña Cándida Perez presentó demanda contra don 
Rodrigo Sanchez Arjona para que cumpliese cierto convenio relativo á un préstamo 
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primeros meses del 
ario 1875; y por medio de otrosí solicitó se le admitiera a hipotecario de 3.000 duros hecho por doña Cándúdsao^
Due el çap tal lde 3.000 dumros 
en los prim obre or no contar con otros rec q . t , ue 
 
 vivir de 
litigar como dicho por litigio, teniendo 
 ná 
que 
 i r d e 
que i  debla dicho (,asigno y que en el dia estaban en la alimentation que le daba gratuitamente su abuelo, en cuy 
cuyos extremos ofreció la correspondiente informacion• préstamo de los 3.000 du- Conferido traslado á D. Rodrigo Sancahez Arjonaoa  el 
 Ministerio fiscal, lo eva- 
cuó el primero oponiéndose á ella, y 	 g. 	 Campos  otros quo d- 
ros hecho por 	 que  los réditos 
e- 
 or la doña Cándida á D. Joaquin Casiano de a  
nia hechos, era la mayor demostracion de su riqueza. toda vez q 	
que á la 
aquél, al a la más de tres jornales de un bracero o0en aquella localidad; 
 aque á l 
 qae
expuesta 
esta co 	 que dicha doña Cándida habitaba casas 
de muy buenos 	
se  agregaba la de q 	
orlas. partes  por  uy buenol eio apueba sepracticaron  olasnpropuestaslPnr las 
medio 	
p  ei pleito dp 	 testigos, el Juez de primera instancia dictó 
la  positones, documo aapelacion g _ y , sentencia, de la que interpuso apeai dona Gandida Perez, la cual le fue admi- 
tida, remitiéndose los autos á la Audiencia; y  que 
 sustanciada la alzada, 	 de la Sala 
lo civil  por sentencia de 21 	
Febrero la P , confirmando la del Juez, declaró 
 no haber lugar
gar á la 
la 	
so 
 pobreza solicitada porr la  Perez, 	
r teniendo en consideraron para 
rez en vista de  las pruebas 	
de acreditarse se hallase la Pe- 
vía, que 
practicadas, que léjo cuyos rem
e 
 vi censo uueien 1816ttenia unecapital  de 10.000 pesetas pora
lo ménos, 
c ÿ con que 
  mientes ó producto debían estimarse como superiores al doble jornal de un bracero 
en la localidad de Fregenal, que portérmino medio es de 2 pesetas 50 céntimos. 
Doña Cándida Perez Bravo interpuso recurso de casacion, por conceptuar fin- 
1 fri 	 : 	 que  terminantemente pres- 
,^ Fe sosa ue es y 
 a Tribunales 
Enjuiciamiento civil, 
 regla de la sana crítica, la 
cribe que  los Jueces y de las declaraciones o testigos,porque de las pruebas que 




 por 	 recurrente, resulta justificacion cumplida de la 
 demanda;  
y por' consiguiente, aunque la apreciacion de prueba queda al arbitrio del Tribunal  
sentenciador, no puede admitirse este principio cuando por ella se quebranta Ley 6 
doctrinal legal. 2.° La ley 4.a, tít. 16, Partida 3.a, cuya prescripcion es la regla de sana crítica á 
resto que que  los Tribunales 
 or l be ontrariolcaso estrictamente miso se 
 infringe dicho texto legal,lp 
prueba tesq 
cal, y hac 	 P 	 ostenos doña Cándida Perez presentó para justificar lcnmorlaapártepcontraria noopestigos 
que unánimes absolvieron sus posiciones; y 
más que





a lar ecur ente: era evidente que la 
apreciac   
Y n derbn
o que  n puede 
	
que o, porque 
 citar Considerand  S no  puede estimarse el primer motivo de casacion ale
gad , orque ra 
tándose de apreciacion de prueba tiene declarado este Tribunal Supremo q 
como fundamento del recurso el art. 317 
de la ley de Enjuiciamiento civil, sino que es 
ezacion
, hque así se demuestre por mediot del oportuno razonamiento, lo que no ha verifica- 
  
Y que tampoco es de estimar el segundo motivo, porque 
, y  que 
 la recurrente en el caso de que se trata; 	 or ue la ley que se cita como infrin q 
gida se halla esencialmente modificada por el referido articulo 317 de la de Enjuicia-
miento civil:  Declara no haber lugar al recurso. 
Desahucio e l .—El del aviso, corresponde sponde al Juez municipal.--(Sentencia
Z 	 d del 22 de Abril 
pirado el plazo del às , 
último. Gaceta del 2 de Agosto.) 	 esto de 1819 al Juez n1uni 
Don Bernardino Ricca y Manini acudió en 19 de Ag 
fruta
del distrito del Salvadora accesoriaacorre pon 
exponiendo ente áa casa núm. 93 de la ca- 
l arrendamiento puesto que le había sido cedida Ile de 
de las 
e  Sierpes, sin sujéciona contrato alguno, p q 
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por el compareciente para que la ocupase hasta que le diera aviso para desalojarla: 
pie llegado este caso, y siendo necesario que D. Joaquin Aragones dejara la referi-
da accesoria libre y expedita para la obra que en ella habia de realizarse, hacia más 
de dos meses que le habia dado aviso por medio de D. Antonio de la Vega y de don 
Nicolás Fernandez para que saliese de dicha accesoria, dejándola desocupada, en lo 
Cual estuvo conforme; pero sin embargo del tiempo trascurrido, y por más gestio-
nes que habia practicado no lo verificaba, con grave perjuicio del compareciente, 
que se veía por ello en la necesidad de ejercitar la accion personal de desahucio an-
te aquel Juzgado como competente, con arreglo al art. 637 de la ley de 25 de Junio 
de 1877; y en su virtud suplicó que, citadas las partes para la celebration del jui- 
cio verbal de que hablaba dicha ley, se declarase á su tiempo haber lugar al desa- 
hucio, ordenando á D. Joaquin Aragones que dentro del término de quince dios que 
la ley le concedia, dejase libre y desocupada la referida accesoria, apercibido de lan-
zamiento, con todas sus consecuencias, y costas. 
Citadas las partes á juicio verbal, que tuvo lugar el dia señalado, reproducida 
por el autor su demanda, contestó el demandado que sin que se entendiera que con- 
sentia en nada la demanda, el Juzgado se habia de servir declarar que no estaba 
obligado á contestarla por ser incompetente para entender sobre derechos que en 
realidad se disputaban en ella, y que no podian ser objeto de un desahucio, y mu- 
cho ménos tener por fundamento el art. 637 de la Novísima ley de desahucio, for- 
mando al efecto artículo de prévio y especial pronunciamiento, alegando para 
ello, entre otras excepciones que no son (del caso, que diciéndose en la demanda 
que D. Joaquin Aragonés habia de dejar libre la accesoria para la obra que en ella 
habia de realizarse, se alegaba como causa la establecida en la ley 6.", tit. 8.°, Par- 
tida 5.a, ó fuera la necesidad de hacer obras en la finca, pero en este caso estaba 
obligado el señor de la casa á dar otra en que morase el inquilino por el tiempo 
que durase la obra, y el art. 669 de la ley de Enjuiciamiento civil respecto al desa-
hucio decia que cuando éste se fundase en esa causa de la Partida, el juicio no ha-
bia de ser verbal, sino escrito y seguido ante el Juez de primera instancia corres-
pondiente; por todo lo cual habia hecho la pretension del principio que reproducia. 
El demandante replicó que la necesidad de hacer la obra que el demandante es-
taba ejecutando en la fonda de. Europa no era el fundamento de la demanda de de-
sahucio, sino el motivo que tuvo para dar al demandado el aviso ordenado por la 
ley, tratándose de un arrendamiento de una finca urbana sin tiempo determinado; 
que por esta razon no tenia aplicacion al caso de la ley de Partida, que se referia 
además al arrendamiento de fincas en tiempo determinado; y que por ello era indu-
dable que la demanda se encontraba fundada en una de las causas comprendidas en 
el párrafo primero del artículo 63'7 de la ley de desahucio, no siendo necesario que 
préviamente se resolviera la cuestion de competencia, por estar perfectamente li-gada con el fondo de la demanda. 
Denegada la sustanciacion prévia del artículo deducido, las partes suministra- 
ron prueba y el Juez municipal dictó sentencia declarándose competente para co-
nocer y estimando el desahucio. 
El demandado apeló, y gue remitidos los autos al Juzgado de primera instancia 
en la comparecencia ante el celebrada, insistió en la incompetencia, protestando hacer uso del recurso de casacion. 
Confirmada con las costas por el Juez en 8 de Enero último la 
 sentencia apela-da, interpuso D. Joaquin Aragones recurso de casacion por quebrantamiento de 
forma, que fundó en la incompetencia del Juez municipal, que no habia debido en-
tender en este caso, por no ser ninguno de los comprendidos en el art. 638 de la ley 
vigente de desahucio, puesto que una de las causas que se alegaban en la demanda 
era la necesidad de hacer obras en la accesoria objeto del desahucio, y esa causa no 
daba lugar al procedimiento que señala al art. 638 referido, sino á otro más dete- 
nido bajo la competencia del Juez de primera instancia, como se determinaba en el 
artículo 664 y siguientes de la repetida Ley; 
Y el Tribunal Supremo, 
Considerando que, segun prescribe terminantemente el art. 637 de la ley de Enjuicia-
miento civil, en su pfirrafo primero, el conocimiento de las demandas de desahucio que se 
funden en haber espirado el plazo del aviso que debe darse al arrendatario con arreglo á 
la Ley ó cí la costumbre estableeida en cada pueblo, corresponde al Juez Amunicipal del 
distrito en que se halle sita la finca arrendada; y siendo este el caso de quee trata en los 
presentes autos, atendidos los términos claros y precisos de la demanda formulada por 
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parte de D. Bernardino Ricca, es indudable la competencia del Juez que ha conocido de 
 
la misma, sin que por lo tanto proceda este recurso, basado inicamente en la causa 
6.° , 
articulo 	 le d casacion, civil: Declara no haber lugar al recurso.  
S dir por d o de ho propio el  suplemento denla legít maede Cataluga cuando 
séstos sobre- 
por 	 padres de 
hijos 
^
í é hijos, paquéllos, pero no cuando los abuelos mueren antes que sus q 
hijos y éstos recibieron la tegitima.—(Sentencia del 24 de Abril. Gaceta 
del 2 de  
Agosto.) 	 '_ - 
Don Félix Vergés y Cardoner tuvo de su primer matrimonio 
con 
Bonal cuatro hijos llamados Pedro, Joaquin, Francisco y Tomás, y de doña Rosa  
Cutí, 
Carmeñ que el tD oP edro
casado 
 VergéscyrBonalcasó con doña María lRosa  Almez, de 
cuyo
enlace nació D. Pedro Vergés y Almar, demandado en el presente pleito, y 
que por último D. Joaquin Vergés y Bonal, segundo hijo de D. Félix, contrajo ma-
trimonio con doña Antonia Baro, y tuvo cinco hijos llamados Joaquin, Pedro, José, 
Con motivo del matrimonio de D. Pedro Vergés y Bonal con doña 
Marla Rosa Narciso y María. 
 
Féx, Félix,
se otorgaron capitulaciones en 15 de Junio de 1818, en las que  dias 
padre de  D. Pedro, hizo donacion á éste de todos
sus bienes para 
 cada upoes 
de los 
 hijos 
del donante, reservándose, entre otras cosas, para entregar  
Joaquin, Francisco y Tomás la cantidad de 1.200 libras como legitima paterna, y 
además 1.500 libras para testar, que se entenderían comprendidas en esta donacion 
en el caso de que no llegara á disponer de ellas. En otros capítulos matrimoniales celebrados en 16 de Diciembre de 1832 2 el lsus 
dicho D. Félix Vergés entregó á su segundo hijo Joaquin Vergés y , por 
 razon del matrimonio que iba á contraer con doña Antonia Baró, diferentes 
ms 
s s 





derechos de legítima paterna y suplemento y por 
su
D. Joaquin la excepcionld renunciando  no contado y not 	
esta 
 
rec b doy cualquier otero dere-
cho 
 
e bo gformaldá favor de  su pad er y d
repetir 
 us suceso es con  pacto de no pedir ni pre 
cendea tid cosa
ad de todo loue




impugnar estaeescr tura p
de donacion por lmotivoalguno,o,asalcomo el 
nto, no impu  beneficio que le acistia por ser á la sazon menor de edad. D. Joaquin Vergés y Bar6, hijo mayor de D. Joaquin Vergés y Bonal, contrajo 
atrimonio 
lee hizo donacion de t dost
sus bienes,lreservándose  ta administ acion yfusufr 
padre 
 t y 
la facultad de enagenarlos y gravarlos, é imponiendo además al donatario la obli-
gacion de pagar á sus hermanos sus derechos s e  itimarmieen cantidad   D Joagpo
r 
la l ey de Cataluña les correspondiese; y 
 que en 
 
á sus hermanos D. Pedro, D. José, D. Narciso y doña María diferentes cantidades 
 
or 
en 24 dANoviembre de 1861 y 11 de Mayo de 1873, con 
 orna s qde
ue 
  
seodasiera  demás por 
satisfechos de sus derechos de legitima materna y p 	 y 
pudieran corresponderles, renunciándolos á favor de aquél.  
D. Félix Vergés falleció en 23 de Marzo de 1803, su hijo mayor D. Pedro en 30  
de Octubre de 1861, ypor último, su segundo 
  
D.  hijo D. o  aggc n o V1 g 
de  Julio
y  Baróe i18 ). 
En 21 de 	 Marzo de 1815 D. Pedro , omo heredero 
y poseedor eque  era de todos los bienes que pertenecieron s á su  	
D Pedro Ver- 
géslix y Banay padddeoer, endl fique ejercitando 
abuelo 
a acc on mixta ambas de real y  personal, 
pidieron 
Vergés y Car 
pidieron se condenase al demandado a entregarles la 
 parte que les correspondiera 
por razon del suplemento de legítima que debió percibir su padre D. J  Ilq torio r- 
gés y Bonal, de quien eran representantes por derecho propio y por
de 
la ley, cuva parte debía ser la quinta por ser cinco los hijos que dejó al morir dicho  
D. Joaquin, y Maria, con los intereses legales á contar del fallecimiento 
de su abue- 
,r 
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lo D. Félix Vergés; para todo lo cual prometian llevar á colocacion lo ya recibido; 
alegando en su apoyo que atendida la considerable cuantía de los bienes que dejó 
á su muerte D. Félix Vergés y Cardoner, abuelo de los demandantes, no percibió 
el padre de éstos ó hijo de aquél D. Joaquin Vergés y Bonal con las 1.200 libras que 
se le entregaron al contraer matrimonio con doña Antonia Bard, todo lo que por 
derecho de legítima le correspondia, en consecuencia de lo pe tenian derecho los 
actores en su propia representacion, por su calidad de hijos, a exigir el suplemento 
de legítima que debió corresponder á su padre, pues con arreglo á la legislaciun 
vigente en Cataluña, cuando los hijos toman estado, y por tal circunstancia reciben 
algo de sus padres por concepto de legítima, aunque renuncien á percibirlo á toda 
reclamacion ulterior, los nietos pueden pedir el suplemento de lo que dejó de sa-
tisfacerse á sus padres, Aun cuando éstos hubiesen hecho la renuncia mediante ju-
ramento, y que la porcion legitimaria la compone la cuarta parte de los bienes que 
al morir deja el padre llevando á colacion ó deduciéndose la cantidad que por tal 
concepto se haya recibido. 
El demandado D. Pedro Vergés y Almar, opuso á la demandada excepcion de 
sine actione agis, fundado en que D. Joaquin Vergés y Bonal, padre de los deman- 
dantes, recibió 1.200 libras, y por ellas renunció á su legítima paterna y su suple-
mento; renuncia que hizo bajo juramento y que respetó durante toda su vida sin 
pedir nada á su padre D. Félix y á su hermano D. Pedro, á quienes sobrevivió; en 
que la doctrina que invocaban los demandantes no era aplicable al caso de sobre-
vivir el hijo al padre, como habia sucedido en el presente, respecto de D. Félix y 
de su hijo D. Joaquin, pues aquél falleció en el año 1863 y éste en 1871, además de 
que dicha doctrina se hallaba rechazada por la jurisprudencia del Supremo Tribu-
nal; en qué por otra parte no iutervenia en la demanda el hermano mayor de los 
demandantes D. Joaquin, á quien únicamente y en todo caso podria corresponder 
el derecho ejercitado en la demanda, como único heredero y donatario universal de 
su padre D. Joaquin Vergés y Bonal, y en que por último, no se pedia por los de-
mandantes la rescision de las renuncias juradas de su padre, y se ejercitaba ade-
más una accion que no era la procedente, pues la accion para pedir el suplemento 
de legítima es simplemente personal, derivada de la conditio ex leve. 
En 21 de Noviembre de 1878 dictó sentencia en estos autos la Sala primera de lo 
civil de la Audiencia de Barcelona, confirmando con las costas la dictada en pri- 
mera instancia por el Juzgado de Figueras, por la que se absolvió â D. Pedro Ver-
gés y Almar de la demanda interpuesta en estos autos, con imposición de perpé-
tuo silencio á los demandantes. 
A nombre de D. Narciso, D. Pedro y D. José Vergés y Bard se interpuso recurso 
de casacion por infraccion de Ley, citando al efecto como infringidos: 
La doctrina legal de que los hijos se consideren herederos de sus padres con jus in re, de tal suerte, que como tiene declarado el Supremo Tribunal, tienen derecho 
á. pedir el juicio de testamentaría áun cuando lo haya prohibido el padre testador, 
en el concepto de que se declara en la sentencia recurrida que la accion mixta ejer-
citada por los recurrentes en su demanda no es la que les corresponde, sino la per-
sonal. Las Leyes del tít. 5.°, libro 6.° de las Constituciones de Cataluña, que esta-
blecen la legítima de los hijos, y la doctrina segun la que los nietos tienen derecho 
á reclamar la legítima que debió corresponder á sus padres premuertos, no como herederos de éstos, sino en persona propia; toda vez que se niega á los recurrentes 
de la sentencia recurrida el derecho á pedir el suplemento de legítima que corres-pondia á su padre. Las leyes 10 y 23 del Digesto y la sentencia del Supremo Tri-bunal de 1.° de Diciembre de 1863, puesto que los recurrentes dijeron desde un 
principio en su demanda que habian quedado grandemente perjudicados, lo cual 
envuelve la lesion enormísima que quedó probada por la valoracion hecha de los bienes. Y la constitucion Sacramenta puberum, indebidamente aplicada al caso de 
autos, por cuanto no se refiere más que á la persona que presta, y sabido es que 
quien lo prestó fué el padre de las recurrentes D. Joaquin Vergés. 
Y el Tribunal Supremo, 
Considerando que la Sala sentenciadora no negó que los hijos fuesen herederos de sus 
padres, y por consiguiente, carece de oportunidad la doctrina que bajo el supuesto con-
trario se alega como infringida; que al absolver de la demanda, se funda en el principio 
de derecho vigente en Cataluña, segun el cual los nietos pueden pedir por derecho propio 
el suplemento de le legítima de sus abuelos cuando éstos sobreviven a sus hijos, padres 
de aquéllos, pero no cuando los abuelos mueren antes que sus hijos y éstos recibieron la 
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legítima que es el caso de este pleito; y por consiguiente no tienen aplicacion las Consti-
tuciones de Cataluña que determinan la legítima de los hijos; y 





a deest scuestiones f é planteada y discutida en el pleito; 
pu- 
berum, p q 	 9 Declara no haber lugar al recurso. 
ci aIMINAL  
Daftos.—No es imutable al 
 do dirige el procedimiento en rts mpodhabil. (Sent ncia 
 celebracion de un 
	
del 12 de Abril ^último.aG - 
ceta del 17 de Julio.)  Don José Folguera, cómo administrador del Duque de Alba, denunció en 1.° de  





el monte  de que ncina si-
tuado en término de San Cebrian de Mazote, de la pertenencia de su principal, por  
ganados lanares y cabríos de Bartolomé Rodriguez y demás sujetos indicados, de-
tallando el número de cabezas de cada uno de  aquéllos, que 
 sumaban en junto r1 5f6 
de lanar y '71 cabras, delito que denunciaba 
para  el castigo de sus autores; yesetas. 
cado gua das ldel morte ye un cab o y cuatro guardias 
civiles  quienes se examinó,  
atestiguaron la entrada de los ganados en el expresado monte y la resistencia que  
opusieron á salir de él á pesar de sus intimaciones ; 
 en vista de lo cual los arrojaron 
dichos ie n guardias 
resguardo, 
civiles 





 declaró como uno de ellos Lúcas Alvarez en 7 de Enero de 1878 que si los gana-
dos 
 entraron en el monte habia sido para disfrutar de un derecho propio y por vir-de 29 
tud de 
de Diciembre zanterior,een 
 presentó 
 la que seexpresaba   que el pueblo lera adueño del asuelo y 
el Duque de Alba del vuelo; y constituyendo un caso especial no admitia para el 
disfrute del pasto otras condiciones que las publicadas por el distrito forestal, de 
el aprovechamiento de los indicados pastos, exceptuando de él los
an  
sa  cuare 1 sr ecien 
explotados, así como los tajones sembrados de piñon y los terrenos inmediatos en 




 adore dela  provincia,   contra el que r currió en quejae 
 elhAdministrador
de Febrero de 
del 
879 ló revocó, declarando que  el tconocimiento de por 
os daños cau ados en la parte del 
monte 
mandó devolver los autos al Juzgado para que procediera 
  consarreglo á derecho. 
y Este, por auto de 21, sin constar el mes, del mismo año, fundado en que los da- 
Co digo pe a la denubi^a dedebian estimarse  su conocimiento 
como
n favor  , del Juezemunicip l de ° San 
Cebrian 
ódigo penal, se inhibió 
 Mazote, á quien remitió las actuaciones; pero en virtud de las excusas 
é incompatibilidades alegadas, el Presidente de la Audiencia acordó que se remi-
tieran al Juez municipal de la Mota del Marqués para que como competente enten-
diera en ellas en el debido juicio.  prorogado al 3 de Noviembre 
Señalado el 17 de Octubre para 
 pidió el denunciadorque se practicase por peritos 
nuevo o reconocimiento 
que tuvo de loso lugar, p 
v re nt 	
terrenos últimamente explotados en el monte y decla- 
rasen el valor de los daños causados en el tiempo que los ganados continuaron en 
 
el mismo, y estimado así manifestaron los peritos que desde 1875 al 78 se 
hicieron
cortas en el monte, pero no se observó la prohibicion de entrar ganados, por 
 
cuencia de lo cual no existia acaso un tallo que no estuviera despuntado, ni ramo  
de primera brotacion que no estuviera mutilado, estimando los daños causados 
 
hasta entonces por los ganados en 4.050 pesetas, de las que 2.625 correspondian al 
 
período de invernía de 1877 al '78, y las 1.425 restantes al invierno siguiente. 
 
Dictada sentencia por el Juez municipal de la Mota del Marqués, penando á loa 
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denunciados como responsables de la falta prevista en los núms. 3.° y 4.° del ar-
ticulo 611 del Código penal, interpusieron los mismos apelacion, y remitido el juicio al de primera instancia del propio partido, éste pronunció nuevo fallo en 13 de Diciembre de 1879, por el que declaró que reconocida la propiedad del vuelo del 
monte á favor del Duque de Alba, así como la del suelo y pastos al de los vecinos 
de San Cebrian, segun los documentos presentados, tenia cada cual, dentro del lí-
mite de sus atribuciones, recíprocos derechos para su disfrute y aprovechamiento; 
que en el caso presente no era aplicable el art. 611 del Código, porque exige la en-
trada de los ganados en heredad agena, y aquí resultaba que los dueños ó ganaderos 
tenian derecho á entrar en el monte; que era cierto el daño causado en la propiedad 
del Duque por haber entrado intencionalmente dichos ganados, faltando á las Or-
denanzas generales del ramo y á las condiciones formadas por el Ingeniero Jefe de 
la provincia, y por tanto incurrieron los denunciados en la responsabilidad del ar-
tículo 619, por analogía con lo dispuesto en otros artículos del mismo Código; y 
despues de desestimar la excepcion de prescription de la falta alegada por los de-
nunciados, condenó á Bartolomé Rodriguez Esteban y sus` ocho compañeros referi-
dos, como dueños ganaderos, en la multa de 2.025 pesetas, mitad del daño causa-
sado, y que abonarían en proporcion del número de cabezas que cada uno tenía, á 
la indemnizacion de 4.050 pesetas al Duque de Alba en igual forma, y en las costas. 
A nombre de Bartolomé Rodriguez y demás penados se ha interpuesto contra 
la sentencia que precede recurso de casacion por infraccion de ley, fundado en los 
números 1.° y 3.° del art. 862 de la Compilacion sobre el Enjuiciamiento criminal, 
citando como infringido, entre otras disposiciones, el art. 133, porque atendida la 
fecha en que tuvo lugar el hecho denunciado y las paralizaciones y dilaciones que 
sufrieron los procedimientos,"primero por haber sido hecha la denuncia á un Juzgado 
que no era competente por error del denunciante, y despues por otros motivos no 
imputables á los recurrentes, quedó prescrita la falta por haber pasado más de dos 
meses,, y mucho más respecto de los daños últimamente apreciados por los peritos, 
respecto de los cuales no existia denuncia ni reclamacion alguna, pues la que 
se presentó por el administrador del Duque en 1878 sólo podia comprender los 
daños causados hasta entónces, pero no los posteriores; cuyo recurso fué admitido. Y el Tribunal Supremo, 
Considerando que el motivo de casacion por infraccion del art. 133 del Código penal 
no es atendible en cuanto á los efectos consiguientes á los daños que en 1.° de Diciembre de 1877 denunció D. José Folguera al Juez de primera instancia de la Mota del Marqués 
como causados en 29 de Noviembre anterior por valor de 
 '750 pesetas, puesto que dirigido 
en tiempo hábil el procedimiento contra los culpables no consta por otra parte en la sen-
tencia recurrida que á la incuria 6 abandono de la parte perjudicada se debiese la con-
siderable dilacion en la celebracion del juicio de faltas; 
Yque no están en el mismo caso los daños que al tener lugar dicho juicio, ya en 3 de Noviembre de 
 1879 estimaron los peritos se Rabian causado con posterioridad durante las invernías de 1877 al 78 y la siguiente, porque no existe el menor antecedente de las 
personas, tiempo y ocasion en que se causaren, y menos que se denunciasen dentro de los dos 
meses siguientes á la ejecucion de las mismas, por cuya razor, 
 la falta 6 faltas que dichos danos, importantes 3.300 pesetas, pudieran constituir, han de considerarse prescritas al 
tenor del párrafo quinto del art. 133, en esta parte infringido por el Juez sentenciador: Declara no haber lugar al recurso. 
SECCION DE VARIEDADES 
Aranceles notariales. 
Proyecto de un nuevo Arancel formulado por el Notario de Madrid D. Jose' 
 Garcia Lastra 
(Conclusion.) 
Núm. 41. A fin de evitar repeticiones y de formar una seccion aparte para los 
Notarios-archiveros, se determinan en el núm. 41 del proyecto, como medio más 
simplificado, los números á que han de ajustarse para cobrar las copias, testimonios, 
notas y exhibiciones para cotejos. 
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Núm. 42. Ea 
 la probabilidad de que se haya podido omitir en el proyecto algun 
 
acto en  que 	 que haga  no  puede 
designado no e e -ue intervenga el Notario, y con el deseo de  que nada 
 a deje de serle retri- 
cualquiera trabajo buido, se dispone en el número 42 que cualquiéra trabaj o q 
expresamente en el Arancel, le sea pagado por analogía, lo u  
impug- 
narse  ni resistirse sériamente.  
DISPOSICIONES GENERALES.  
En ellas se proponen algunas variaciones. La primera 
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tacto o convenga 
tiempo 
haya P 
	 persona que á nombre del Notario suscriba las análogo conv que  alguna p 	 q 
cuentas, se consiente esto, aunque bajo la responsabilidad del mieno 
mo°n oimiento de 
Ee la i n gan^ a, y á la Direction gener l del ramo en segu dig 
c noci i t  en 
primera  
en vez de que 
lareclamaciones 	
e 	 p 
las Audiencias (regla 4. del Arancel y 5 . del ro las reclamaciones que se hagan contra las cuentas 	
los Notarios, 
conozcan de ellas los Juzgados y 	
expediente gubernativo, no yerto) . 
Como esa clase de reclamaciones  alt 







que  las Juntas y s, 
 hay dificultad para la eracioun ular env eñoe 
 q proyecto. Además,lo
 nadie ha de procurar extirpar los abusos con más emp  
mismo la Direccion, que sabrán corregirlos con severidad cuando ésta deba desple- 
garse. 
	
ampliar al duplo, Es la tercera yecto),la pen 	
o, en vez de otro tanto (regla 5. a  del Aran- por vía de multa puede imponerse al Nota- 
céi y 6. a  del proyecto), la penalidad que p  
terbio cuando prospere la impugnacion de la cuenta. r 
En los casos en quee 
	
verdadera 	 ónieta atribuirse el exceso â un no hay verdadera duda, p  
error involuntario, justo, o al ménos equitativo es, tratar al Notario con benignidad,  
así como cuando haya obrado con malicia puede ser poca multa otro tanto de la 
 
cantidad que deba devolver. 	 Juntas 
gastos que la  impugnacion Es la cuarta .  variac impongan
on aaó nó alaNotarioilosegas Ju
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que, segun los casos, 
produzca. or la naturaleza de la euestion suscitada sea 
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 desia duda de haber en  que p 
objeto de la cuent l  en tales  rcircunstan . cias, dando la reso ucion 
Arancel fizme del ex pe- 
diente de la 	 y para cualquiera diente pueda producir verdadera base de jurisprudencia para 	
análogos, 
révision acertada dejar facultad discrecional para que poco deben imponerse las costas al Notario. Para este caso, p 	 Y 
otro que se le asemeje, es p 	
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lo s v de  an 	 bien almariamente variosbextremos ^deal os^ toca dosoen las 
ante ore evidencian bien 
 consideraciones, debo decir con plena lisura que, por más que no
tenga 
anteriores esperanza de que mi trabajo sea aceptado en absoluto, pues ni tal vez merezca 
ti 
ser acogido en general, cuanto ménos hasta en detalle, me quedará siempre la 
satisfaccion de haber hecho lo que á mi limitada inteligencia se ha alcanzado, 
dejando para otros de privilegiado talento é ilustracion reconocida, de que no 
puedo envanecerme, impulsar la reforma y cooperar á ella con mejor éxito, sin 
disputarles el lauro que consigan, aunque sí aspiraré á que se me reconozcan 
tan buenos deseos como al que mejores los tenga. 
De todas maneras, conste que el proyecto obedece á un pensamiento combinado 
de compensacion; por lo que, si llegase á ser atendido, declino en absoluto toda 
responsabilidad si se aceptara solo en parte, desechándole en otra importante, lo que seria desconcertale. 
No será extraño que deje de satisfacer, sobre todo en algunos de sus pormenores 
y en su aplicacion para localidades determinadas, en especialidad para las Notarías 
de reducido protocolo, cuyos productos á pesar de los aumentos que se proponen en 
varios números, serán insuficientes para reunir los medios bastantes de sub-
sistencia, lo cual no depende del Arancel, sino de la escasa contratacion de ciertos 
distritos, para los que, si en el Arancel hubiese de buscarse la curacion del mal, 
habria necesidad de recargarle en tanto cuanto fuese menester, sin consideracion 
á la pequeña riqueza que en ellos circula, lo que seria otro grave inconveniente que hay que eludir. 
Por esta razon tiene que procurarse el remedio en otras soluciones, como son: 
la reduccion . del número de Notarios por una nueva demarcacion; la compati-
bilidad del cargo con el de Secretario de Juzgado municipal, el de Ayuntamiento y 
algun otro cargo parecido; la dotacion suplementaria por el Estado 6 los Mu-
nicipios allí donde los rendimientos de la Notaría no lleguen á facilitar product os 
para cubrir con decencia las necesidades privadas, la concesion del Registro civil y 
la ampliacion de facultades para conocer en algunos ab-intestatos, testamentarías, 
subastas de bienes de menores, tutelas, curadurías y otros actos reservados hoy 
á la jurisdiccion voluntaria de los Tribunales, de los que pueden separarse en 
casos dados con ventaja de los particulares y gran beneficio de la clase, sin lasti- 
mar por ello los intereses sociales, ántes bien mejorándolos por medio de una 
acertada reforma en este punto. 
No puede tampoco ocultarse que algunas Notarías, si el proyecto prosperara, 
rendiran no sólo para una desahogada subsistencia, sino para economizar y formar 
algun capital que sea el porvenir de la familia; pero esto ha sucedido y sucederá 
siempre con todos los Aranceles; lo mismo con los primitivos judiciales, que con 
el de 1870 y que con cualesquiera otros que se hagan, lo cual no debe atribuirse á 
que existan ó nó derechos proporcionales en mayor ó menor extension, que es aquí 
el punto fundamental que tanto da que discurrir á los extraños, porque no depende 
de lo humano la nivelacion absoluta en una clase que, áun cuando de escala ó nú- 
mero cerrado, deja perfecta libertad al público para elegir el funcionario que haya 
de autorizar ó intervenir en cada caso, salvo en cuanto á la expedicion de copias 6 
testimonios del protocolo ó de documentos que estén dentro de la demarcacion 
donde sólo haya un Notario, excepcion especialísima que no desvirtúa la fuerza del raciocinio. 
Tampoco es convincente la observacion de que los Notarios de algunas pobla-
ciones se enriquecen en la profesion, porque en primer lugar, los que esto consigan 
por medios legítimos representan una suma relativa de asiduo trabajo y de respon-
sabilidad, y otras circunstancias que no es fácil comprendan los agenos á la clase; 
y en segundo lugar, en esas mismas localidades hay, como en todas las profesiones 
en que no está limitada la competencia á una persona ó funcionario por razon del 
territorio ó del domicilio, individuos que apuradamente ganarán para mantenerse 
y áun algunos que por motivos de edad, de posicion particular 6 de otra índole, puede decirse que nada utilizan la carrera. 
Pretender la nivelacion en los Notarios seria tan quimérico como en los Aboga- 
dos: que á nadie se le ha ocurrido la insensatez de intentarla y con los que en este 
sentido pueden equipararse aquéllos por analogía, siendo indudable que las mismas 
6 muy parecidas causas influyen para las desigualdades que en una y otra clase 
hay en cuanto á rendimientos profesionales, á diferencia de los empleados que, 
sujetos á un sueldo fijo, tienen tambien circunscrita su esfera de trabajo y de 
responsabilidad, sin que sea lícito imponerles otros mayores á no aumentarles la 
dotacion. Así se explica que Letrados que en la vida activa del foro han brillado 
como verdaderas lumbreras con provecho propio y honra del país, tomen lo que 
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gráficamente puede llamarse  de 	 trabajolt e bien, sin 
car go 
 por n ni d ejen 





respetables y aun más destinguidas figuras que antes, á pesar esar de 
 que 
 por el cambio se reduzcan á una asignacion, hasta insignificante, comparada con 
los enormes capitales que en otros tiempos lograsen, aunque esto á costa de mayo-
res desvelos y de trabajos más esforzados. De todas maneras al Gobierno, juez único sin más recurso que el de acudir á la 
 los opinion pública," toca decidir en este caso. 
El  Notariado, 
 laudable celo que  para  organizarle y para su mejor e
porvenir n han odes- 
efectos del 	 patria en que  han traído plegado los hombres de las diversas situaciones porque. ha atravesado 
la  
ese período, no escaso, por desgracia, de conmociones y vicisitudes, q 
mudanzas distintas, más ó menos súbitamente, recorriendo todas las escalas y gra- 
dos y presentando diferentes y las más opuestas fases, sino que espera en  estas 
no sólo no tiene que recelar 
de que se seguirá ahora el mismo sistema protector,  
circunstancias
pi  caprichosas malignas sugestiones  stiones de émulos
e  encubiertos y de injustificado 
ceder 
oría- 
gen, Y penetrada del escrupuloso gen, comprendiendo sus sagrados é ineludibles debáte la conveniencia pública, los 
antepondrá a toda otra consideracion, procurando para España, 
respeto que merecen los fueros de la razon y 	 en 
conveniencialo i , 
 ,loe q 
cel permite, y sin perjuicio de otras mejoras que le secunden, un Notariado que 
por vivir con la posible holgura, sea firme garantía de los altos intereses que 
co
eli ro 	 te 
- 
ren á su cargo, en vez de un Notariado empobrecido, que fuera un peligro 
constant  
 para  
á de abusos, y sin perder de vista que ayudándole como 
cos
rrr sponde  cym er  comen 
corresponde 
 cu mpla su delicada mision, le obligará más 
	
persisti  
 de progreso, hasta llegar al apogeo de su perfectibilidad. 
LIC. Josf GARCÍA LASTRA. 
Madrid, Setiembre de 1817, 
VACANTES 
Registros. 
Se halla vacante el Registro de la propiedad de Castellon de la Plana, de segun-
da clase, con fianza de 2.500 pesetas, cuya provision debe hacerse por concurso entre 
los Registradores que lo soliciten, segun lo dispuestoel art. 
 Real cela 
ley 
o Hipot - 
caria y regla 3.' del 263 del Reglamento para su ejeenc  
Junio de 1879. 
rol, dentro 	 preciso 
 aspirantes 
 reciso término de sesenta dias naturales contados   desde el
lsiguiente 
al de 
 la publicacion de esta convocatoria en el periódico oficial.—(Gaceta de 29 de Se- 
tiembre.) 
Se halla vacante el Registro de la propiedad de Hinojosa del Duque, con fianza de 
1.125 pesetas, cuya provision debe hacerse por concurso entre los Regist 
 la doresl que 
lo soliciten, segun lo dispuesto en 




términoide sesenta dias 
Gobierno,
turales, contados desde el siguiente 
al dentro 	 preciso  al de la publicacion de esta convocatoria en el periódico oficial.—(Gaceta de 29 de Se-
tiembre.) 
P3ACSTA FOSENBE 
PRECIOS DE SUSCRICION. 
Madrid, trimestre. 
	
 15 reales. 
- P^ovincias, trimestre. 
	  Idem semestre 
	
 32 Idem un ano 
	  60 • Ultramar y i Semestre. 
	
 80 en oro. extranjero., i Año. 	  160 
	 > 
Se harán bibliografías de obras jurídicas, 
siempre que se remitan á esta Redaccion dos 
ejemplares: uno para el bibliógrafo y otro paica 
la Redaccion. 
De las que remitan solo un ejemplar, se 
 in-
sertará. el anuncio. 
Madrid. 1880.—Imprenta de Ramon Angulo, Amaniel, 20, pral. 
Escribanias. 
Granada. 
Debiendo proveerse con arreglo al Real decreto de 12 de Julio de 1875 una Es-
cribanía de actuaciones vacante en el Juzgado de primera instancia de Purchena, los 
aspirantes que deseen obtenerla presentarán sus solicitudes, acompañadas de los do-
cumentos que acrediten su aptitud, en la Secretaria del referido Juzgado, dentro del 
término de veinte dias, a contar desde la publicacion de este anuncio.—(Gaceta de 29 de Setiembre.) 
ADMINISTRACION 
Correspondencia. 
Finestrat.-D. T. L. R.; suscrito en .1.° de Julio, y solvente hasta fin de Setiembre. 
Gijon.—D. C, A. G.; remitidos los números reclamados. 
Valladolid:-D. J. N.; solvente hasta fin de Mayo de 1881. 
Elda.—D. C. A. de G.; suscrito en 1.° de Agosto, y solvente hasta fin de Octubre. 
Torroella de 1Vlontgrí.—D, F. C.; suscrito en i de Abril; solvente hasta fin de Junio. 
Caspe.—D. C. V.; se sirvieron los números reclamados. 
Melgar de Fernamental.—Servidos los números reclamados. 
Tomelloso.-D. V. R. C.; 
 solvente hasta fin de Noviembre de 1880. 
Montblanch.—D. M. M.—Solvente hasta fin de Diciembrë de 1880. Granada.—D. B. E.; remitidos por tercera vez los números reclamados. 
Nules,—D. M. U.; solvente hasta fin de año. 
Padron.—D. D. P. y O.; remitidoslos números reclamados. 
Dénia.—D. M. D.; considerado suscritor desde 1.° de Agosto; sirvase remitir libranza. 
Castropol.—D. M. A. F.; remitidos los números reclamados. 
Elizondo.—D. M. I.; suscrito en 1.° de Agosto; solvente hasta fin de Julio de 1881. Arévalo.—D. A.
. S.; solvente hasta fin de Setiembre. 
Puigcerdá.r-D. F. B. V.; solvente hasta fin de Diciembre. 
Mar.
—D. N. L. M.; se sirvieron en paquete números desde 1.° de Enero hasta 
la fecha; sirvase devolver los que tenga duplicados. 
Málaga.—D. A. R. de C.; solvente hasta fin de Octubre. 
Los Santos.—D. J. D. L.; suscrito en 1.° de Agosto de 1880, y solvente hasta fin de Enero próximo. 
Tortosa.-D. F. D.; solvente hasta fin de Febrero de 1881; recibidas consultas, 
que pasaron á la Redaccion. 
Guernica.—D. A. O.; solvente hasta fin de Febrero próximo. 
Tarazona.—D. I. C.; solvente hasta fin 
 de año. 
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Seccion doctrinal: 
Competencias entre las autoridades judiciales y administrativas, y  
conflictos que se susciten entre los Ministerios, autoridades y 
 agentes de la Administration.—  
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La legitimacion por rescripto no habilita para en-
trar en una sucesion vincular.—Segunda: Mejora convalidada.—III. Seeeion de jurispru -
dencia: Civil.—IV. Seeeion legislativa: 
Convenio internacional sobre el derecho de  




SECCION DOCTRINAL  
Competencias entre las autoridades judiciales y administrativas 
y conflictos que se susciten entre los Ministerios, autoridades y agentes  
de la Administracion. 
La distinta naturaleza de las funciones que al Estado corresponden, exige 
diversidad de personas que las desempeñen, porque la Ley, fórmula impera-
tiva de un pueblo que se rige y gobierna, y síntesis en la que se condensan 
como en un formal prototipo sus ideales y aspiraciones, carece de objeto y 
constituye letra muerta cuando se relega al olvido y  no se ejecuta con rec- 
titud y energía. 
No debe, sin embargo, ser ejecutada por la misma persona que la dicta, 
pues se correria el inminente peligro de ver sacrificados los derechos del ciu-
dadano en aras del capricho y del despotismo, y conviene sentar como prin-
cipio inconcuso que el mérito y valor de los Códigos politicos está en razon 
directa y se deriva, en gran parte, de que en. ellos se fijen reglas sábias y  
oportunas para evitar la confusion de los poderes públicos, y de que éstos na 
se ejerzan por un mismo cuerpo de nobles, de magnates 6 populares. 
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Esta doctrina, profesada por Montesquieu (1), debe presidir al Gobierno 
representativo ó régimen parlamentario; pero no ha comenzado á ser en la 
práctica una verdad hasta los tiempos presentes, puesto que no ya en los al-
bores, sino áun en la plenitud de nuestro siglo, hemos visto atribuirse y 
ejercer á las autoridades administrativas el conocimiento de ciertos asuntos 
que por su índole eran más propios de las judiciales. 
No significa esto que los adelantos modernos hayan descubierto la ma-
nera de impedir tales confusiones poniendo de relieve los medios susceptibles 
de evitar que se reproduzcan en lo sucesivo. La imperfeccion humana es 
siempre la misma, y los grandes esfuerzos que se hacen por avanzar en la 
senda del progreso, sirven tan sólo para vencer pequeños obstáculos y nunca 
para destruirlos. 
En la infancia de los pueblos no puede haber ciertas instituciones, por-
que el escaso desarrollo de su inteligencia y la práctica de las ceremonias 
religiosas que informan par completo los actos de su vida, no les permiten 
dedicarse más quo al cultivo de los campos, á la cria de sus ganados y al 
ejercicio de la guerra, únicas fuentes productoras de los elementos precisos 
para cubrir sus necesidades. Así es que, el patriarca de la familia ó el  jefe 
de la tribu, representan el principio de autoridad y ejercen un poder absoluto 
siu preocuparse de hacer distinciones incompatibles  con la sencillez de sus 
tril dicionales costumbres. Y más tarde, cuando aumenta el progreso, cuando 
se estudia la naturaleza y se descubren los fenómenos, cuando se tocan, en 
fin, de una manera palpable las ventajas de la civilizacion, adquiere el espí-
ritu humano la capacidad suficiente para comprender, distinguir y relacio  
nar las ideas abstractas, y formular con más ó ménos acierto un régimen 
político en donde se advierte desde luego como derivados de un mismo tron-
co, la existencia del orden judicial y administrativo, cuyos contornos se van 
dibujando de un modo más perfecto á medida que crece el poderoso influjo de 
los adelantos científicos. 
Roma, la ciudad de las siete colinas, que supo dominar el mundo por la 
fuerza de sus  armas y por la sabiduría de sus Leyes, nos  ofrece un ejemplo 
de esta verdad. Aquella Monarquía limitada en apariencia por los derechos 
ficticios de un pueblo ignorante y por el prestigio real de un Senado noble y 
orgulloso, reune y ejerce todos los poderes. La República, levantada sobre 
los restos deshechos de antiguas instituciones, nos muestra en su apogeo los 
procónsules y propretores, autoridades anuales enviadas por la Metrópoli 
para el gobierno de las Colonias, y orígen, sin duda, de los jefes políticos ó 
gobernadores de provincias que existen entre nosotros; si bien  con un carác-
ter más ámplio y extenso, puesto que en ellos estaban condensadas todas las 
funciones civiles y militares. Y al terminar el Imperio, conmovido por los ru- 
(1) Espíritu de las Leyes, lib. 11, cap. 6.° 
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dos impulsos de las tribus germánicas y por la fuerza moral del Cristianismo; 
al morir el coloso romano, deja en la historia un eterno recuerdo y trasmite 
al porvenir un sistema completo de Derecho, á cuyo amparo renacen en la 
Edad Media los famosos Concejos, centinelas avanzados de la reconquista y 
mantenedores de las públicas libertades contra los ambiciosos proyectos de 
los nobles, y surge entre nosotros con el nombre de Ayuntamientos para re-
gir la vida de los términos municipales, que tiene tantos puntos de contacto 
con la vida del hogar doméstico y del individuo. 
Tanto los Alcaldes y Gobernadores de provincia como los Jueces y Tri -
bunales en el territorio en que ejercen su jurisdiccion, son los encargados 
de resolver las cuestiones que se susciten entre los particulares y de corregir-
los y castigarlos; debiendo unas veces ser considerados como autoridades que 
obran con entera independencia y teniendo otras el carácter de subordinados 
respecto de los superiores gerárquicos con quienes se hallan unidos por los 
vínculos de la obediencia y disciplina. Bajo el primero de estos aspectos, 
miéntras cada cual obra dentro del círculo que le corresponde, cumple las 
leyes y no se originan dificultades; pero desde el momento en que uno se ex-
cede, ya en las cuestiones principales que le están encomendadas ó en los in-
cidentes ó detalles que le son accesorios, puede surgir una lucha para cuya 
regularidad y resolucion ha sido preciso establecer disposiciones explícitas, 
concretas y  determinadas. 
(Continuará.)  
SECCION DE CONSULTAS 
PRIMERA. 
La legitimacion por rescripto no habilita para entrar en una sucesion 
vincular.  
Desde el año de 1837, doña D. M. y V. viene en posesion del carácter  de 
inmediata sucesora en varios vínculos de carácter regular que disfrutaba don  
J. M. M. que, como poseedor, prestaba alimentos á la primera, y verificó en  
union de ella la division de los vínculos en el año de 1852.  
Don J. M. M., en el año de 1853, tuvo una hija que fué bautizada con  
el nombre de M. J. como hija de padres desconocidos, y fué legitimada en  
1865 por Real rescripto, sin que reclamáre desde la fecha de esa legitimacion  
contra los derechos de inmediacion adquiridos por doña D. M. y V., hasta que  
hoy, muerto su padre, la legitimada reclama la posesion y propiedad de la  
mitad reservable de los dichos vínculos.  
Debe tener presente la Redaccion, que la Real gracia de legitimacion se  
concedió con la cláusula ««con sujecion á las Leyes y sin perjuicio de tercero, »  
y sin audiencia de doña D. M. y V., como inmediata que era de D. J. M. M., 
que solicitaba la Real gracia.  
Dados estos antecedentes, y concretando los extremos de la consulta,  se 
pregunta:  
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1.° Doña M. J. M., legitimada por Real rescripto en 1865, ¿tiene aptitud 
legal para suceder en los vínculos de carácter regular? 
2.° Concedida la Real gracia con la cláusula de «con sujecion á las Leyes» 
y «sin perjuicio de tercero,» ¿puede ser éste otro que doña D. M. y V.? 
3.° Concedida la Real gracia sin audiencia de doña D. M. y V., ¿puede 
pedirse la nulidad del Real rescripto, á lo ménos en lo que á ella se refiera? 
4.° Siendo falso que doña R. M. y doña J. M., abuela y madre respec-
tivamente de la que se trataba de legitimar, prestasen su consentimiento ni 
fuesen oidas, ¿puede pedirse . la  nulidad del Real rescripto en un todo? 
La opinion del consultante es la siguiente: 
A la primera, que doña M. J. M., legitimada por Real rescripto, no tiene 
aptitud legal para suceder en las vinculaciones de carácter regular de que se 
trata, atendiendo á las prescripciones de la Ley 2. 0 , tít. XV, part. II. 
A la segunda, que no puede referirse la cláusula de «sin perjuicio de ter-
cero,» más que á la inmediata doña D. M. y V., puesto que los hijos de legí• 
timo matrimonio ó por él legitimados que hubiera tenido el poseedor, exclu-
yen á los legitimados por Real gracia por ministerio de la Ley, y bastaba, 
por lo tanto, con la primera cláusula de «con sujecion á las Leyes.» 
A la tercera, que concediéndose la gracia de legitimacion con arreglo á 
la Ley de 14 de Abril de 1838 y Real decreto de 19 del mismo mes y año, 
en cuyas disposiciones se previene que sean oidas Antes de otorgarse la gra-
cia las personas cuyos intereses puedan ser perjudicados, claro es que 
doña D. M. y V., inmediata de D. J. M. M., debió ser oida ántes de conce-
derse la legitimacion de doña M. J. M., puesto que la concesion de esa gra-
cia podia sufrir perjuicio en sus intereses, por lo que creo que dicha gracia, 
concedida sin audiencia de doña D. M. y V., es nula con relacion á ella. 
Y, finalmente, á la cuarta, que probado por los medios que determina el 
derecho la falsedad de que doña R. M. y doña J. M. prestasen su consenti-
miento y fuesen oidas para la concesion de la gracia de legitimacion, puede 
pedirse la nulidad en un todo de dicha gracia, y entiende que es competente, 
para entender en este asunto, la jurisdiccion ordinaria. 
Se desea saber la opinion de esa Revista.--Un suscritor. 
CONTESTACION. 
Vistos los fundamentos en que se apoya la precedente consulta, ociosa 
parece toda explanacion, inútil todo comentario por nuestra parte; mas como 
la doctrina que expone el ilustrado consultante recae sobre una materia de 
suyo grave, complicada y difícil, preciso es hacer sobre ella algunas ligeras 
observaciones. 
Dados los efectos que la legitimacion por rescripto produce, la cuestion 
estaria manifiestamente decidida, sin contestacion, si habiéndose cumplido 
lo prevenido por la Ley de 14 de Abril de 1838, Real órden de 19 de igual 
fecha, decreto de 5 de Agosto de 1818 y arts. 1.335 al 1.349 de la ley de En- 
juiciamiento civil, fuese la herencia de D. J. M. M. lo que doña M. J. re-
clamase. Legitimada ésta por rescripto del Rey, á no existir hijos legíti-
mos ni legitimados por subsiguiente matrimonio, ella sucederia incuestiona-
blemente. 
Pero como de lo que se trata es del derecho de suceder en la parte reser-
vable de unos bienes procedentes de vinculacion, la' cuestion varía, pues que 
siendo á todas luces distintos ambos títulos de sucesion, el hereditario y el 
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vincular, y teniendo declarado el Tribunal Supremo en repetidas sentencias 
que las espectativas de los inmediatos sucesores se rijan en todo por las Le-
yes de su institucion, del propio modo que si los mayorazgos existieran, es 
evidente que sólo estas Leyes son aplicables al caso presente , sin que, á nues-
tro juicio, quepa usar lícitamente de las hereditarias, para tergiversar y dis-
traer su espíritu propio y claro texto, so pretesto de analogía entre ellas ó 
de aclarar ó complementar las unas con las otras. 
Si en los mayorazgos irregulares siempre se vá en 
 ellasusc a de lasuntad de d édes y condiciones impuestas por el fundador, por que  
es la ley suprema, esto no obstante, respecto de los regulares, la Ley es su 
regla; lo estatuido por ella, su norma; lo dispuesto por el fundador, la ex- 







la Ley Z. del tít. XV de la Part. II, q políticas, lo mismo llegó á servir para la sucesion á la Corona que para per-
petuar el lustre de las familias, en virtud á que las costumbres de los tiempos, 
las Leyes posteriores y las resoluciones del alto Cuerpo de justicia, vinieron 
á aplicarla al derecho privado. Prefiere el Código alfonsino, siguiendo el órden de primogenitura y re-
presentacion, la línea anterior á la posterior; en la misma línea, el grado 
más próximo al más remoto; en igual grado, el varon á la hembra, y, en el 
mismo sexo, la mayor edad á la menor, mas sin que tenga lugar este derecho 
de primogenitura y representacion sino en cuanto á la legitimidad del naci-
miento, cual lo prueba la forma preceptiva en que el legislador expresa su 
pensamiento al determinar que si el fijo mayor muriese ante  que
i 
a hel 6 asuelsa 
dejase fijo ó fija QUE OVIESE DE MUJER LEGITIMA, que  
lo oviese E NON OTRO NINGUNO. Concuerdan con esta disposicion sus precedentes históricos y la corrobo-
ran las Leyes recopiladas cuando al ocuparse de esta materia ordenan: de 
manera que siempre el hijo y sus descendientes LEGITIMOS represente l a persona de sus padres, no solamente. en la sucesion á los ascendientes, pero  
en la de los mayorazgos á las transversales, salvo si otra cosa estuviere dispues-
to por el que constituyó el mayorazgo. 
	
¿podrá surgir  duda alguna Ahora bien; en vista  de  estas declaraciones, ¿p 	 r  
en cuanto á que la legitimidad 
fuese una condicion legal sin la que no sea 
posible ostentar el derecho sucesorio que hoy se ventila? ¿Habrá lugar al 
más leve escrúpulo para admitir que esa mujer legítima no es otra que la re-
cibida en matrimonio, y que ese hijo legítimo no es otro que el habido en 
mujer de bendicion? El sentido comun, lógico y jurídico, ¿permiten tomar 
como sinónimas las palabras legítimo y legitimado? ¿Por ventura lá obra de 
la licencia, de la relajacion y del vicio, podráegsip equiparse toleran 
del 
 puro consorcio, formando á su lado líneas y grados que   
citadas, y sí reprueba la moral? ¿Toda legitimacion produce idénticos efectos? 
Solicitaciones son éstas que no requieren 
s ic ial de 
desenvolvimiento 
  rescripto no pque 
ob lig an á opinar con el consultante, que el de alcanzar la posesion de ese vínculo porque le excluye la Ley. Todo ma- 
yorazgo lleva en sí honor y preeminencia, y á excepcion de los hijos á q e 
nes la Ley 1.A del tít. XIII de la Part. IV eleva á la categoría de legítimos, 
ninguna otra clase de personas deben gozar de tal derecho y de tal honor, 
porque como define la autoridad de Molina en su glosa: Est quod in ista, 
bastardi;prcesertim enter illustres pro  in  hilo reputantur. 
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Pues, aunque en fuerza de sutilizar quisiera aplicarse al caso presente 
lo dispuesto por la Ley 7.a, del tít. XX, del lib. X de la Nov. Rec., cuya de-
claracion de su último párrafo es: que en todas las demás cosas, esto es, las 
que no se refieran á la sucesion hereditaria, en nada difieran los legitimados 
por rescripto de los fijos nascidos de legitimo matrimonio, y por otra parte, el 
Tribunal Supremo haya establecido la doctrina de que los legitimados tienen 
la misma condicion que los legítimos para el efecto de entrar en una suce-
sion vincular, esto, no obstante, entiéndase bien que esta doctrina se con-
creta á confirmar lo prescrito por la Ley 1.a del tít. XIII de la Part. IV, y 
que la dicha Ley recopilada sólo se ocupa de los derechos que en punto á la 
sucesion ordinaria adquieren los que obtuvieren la Real concesion, siendo de 
notar que si en todas las demás cosas no les impone restriccion alguna, esto 
no supone ni puede significar que tales personas no queden sujetas á las li-
mitaciones que otras leyes les impongan en contemplacion á la calidad de 
su estado. Si en otro sentido convenible á la reclamante se hubiere de en-
tender esta Ley, fdrzosamente tendríamos que convenir en que su precepto 
seria contrario á los demás del mismo cuerpo legal, en el cual vemos siem- 
pre repetida la condicion de la legitimidad respecto á la institucion que nos 
ocupa. 
De otra suerte, estas mismas leyes de Toro, que por sus circunstancias 
históricas tuvieran por objeto aclarar dudas y ordenar el Derecho, engen-
drarian la confusion entre sí mismas y destruyeran su propia obra, puesto 
que su Ley 12 no se compadecería con la 40, ni con el espíritu y letra de la 
ley de Partidas, cuyas disposiciones sanciona la ley que establece el ór-
den de prelacion de Códigos. 
Así, que la mencionada doña M. J. no tendrá derecho para disputar en 
cuanto á los referidos bienes, á no ser que el fundador hubiese llamado aún 
á los legitimados por dispensa ó tenido él mismo ese estado, porque entónces 
la jurisprudencia se muestra deferente para con la voluntad del fundador, 
en el primer caso, y en el segundo supuesto no se concebiria que el que ins-
tituyó el mayorazgo tratase de menospreciar á los de su clase. 
Expuestas estas sumarias consideraciones que recaen sobre el punto prin-
cipal de la consulta, no habria para qué pasar á los otros extremos de la 
misma, á no ser porque disentimos de la apreciacion que les dá el digno 
consultante. 
Si se tuviera que recurrir á impugnar el rescripto, mal se hallaria la si-
tuacion jurídica de la cliente, en razon á que como interesada que 
 es en el 
expediente que hubo de instruirse, ella es quien debió pedir la audiencia, 
cuya falta se alega como vicio de nulidad para la gracia. 
Cierto que las disposiciones del tit. 6.°, Parte II de la ley de Enjuicia-
miento civil, procuran la audiencia de cuantos pudieran estar interesados 
en el nuevo estado que se ha de otorgar al solicitante. Verdad es, tambien 
que las Leyes recopiladas dan el recurso de detencion contra las dispensas ó 
gracias al sacar no otorgados á derecho ó que perjudiquen á quien no debió, 
no obstante de haber sido oido ó haber pretendido que se le oyese. Pero todo 
esto se entiende, con relacion al momento actual, cuando á tenor del artículo 
1.345 de la ley de Enjuiciamiento se hubiere mandado hacer la informacion con 
citacion de alguien, ó en el caso de que, conforme con el art. 1.347, se pre
- 
sentase alguna persona oponiéndose á la dispensa. De otra manera, no es pre-ciso oir á nadie, porque la Ley no quiere tomarse mayor celo que el que de- 
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bieran tener los interesados en el asunto, y sólo la falta de audiencia del Mi-
nisterio fiscal, causaria la nulidad, por ser siempre de necesidad legal el 
observar su dictámen. 
Todo lo cual no quita á que si no es nula la dispensa, tampoco pueda 
perjudicar á tercero, como se prescribe en la fórmula á que se refiere el con-
sultante, y que sin menoscabo de doña D. M. y V., como inmediata sucesora 
del vínculo, doña M. J. esté por lo demás perfectamente legitimada. 
En resúmen: que la Real gracia sea susceptible de anulacion, eso es lo 
que dudamos; mas que el legitimado por ella entré en la posesion de unos 
bienes de vinculacion miéntras haya algun.pariente del fundador ó del linaje 
en cuyo favor se instituyera el mayorazgo en quien concurra la legitimidad, 




En '3 de Enero de 1843, José Cajaraville otorgó testamento, y bajo él 
fallece al dia siguiente. Empieza declarando que tiene por hijos á Rosa y 
Juan, y les instituye únicos y universales herederos. Nombra cumplidores, 
albaceas y testamentarios á Josefa Sinde y  Rosa  Conde, esposa y tia respec-
tivamente del testador... «con ámplias facultades para que á costa de mis 
bienes cumplan y hagan cumplir esta mi disposicion así como para que pue-
blan hacer mejora en mi herencia á favor de cualquiera de mis hijos, que mejor 
y más obediente les fuere.» 
En 19 de Octubre de 1852, Josefa Sinde, viuda del José Cajaraville, 
otorga escritura y hace gracia y mejora irrevocable á favor de su hija Rosa 
Cajaraville, de varios bienes que determina; y de los adquirimientos que se 
hagan desde ;ql dia de la fecha, exceptuando de aquéllos los que asimismo 
señala, para entregar á Juan, hermano de la Rosa, en compensacion de lo 
que pierde en la legítima, con motivo de dicha mejora. La otorgante impuso 
á ambos hijos la condicion de que no se reclamarian entre sí cosa alguna, «y 
el que lo intentáre perderá, por sélo esto hecho, el tercio y quinto de sus le-
gítimas, que se adjudicará al°que respete y cumpla lo ordenado. Hasta aquí 
en todo se contrae Josefa Sinde á sus propios bienes; pero luego declara «que 
el valor de los bienes de que deja dispuesto, por sí y en uso de las facultades 
que le confirió su marido en el testamento de 3 de Enero de 1843, no excede 
de 8.000 rs.» Los expuestos hijos de la mejorante concurrieron á la escritura, 
y la aceptaron. 
Rosa Conde ha muerto en 23 de Octubre de 1863 y Josefa Sinde en 5 de 
Agosto de 1874; de modo, que la primera vivia cuando la segunda otorgó la 
relacionada escritura, de mejora. 
El consultante cree que ésta es nula en cuanto á los bienes de José Ca- 
jaraville, y se funda: 1. 0  En que la facultad de mejorar, que ofrece el tes-
tamento de 3 de Enero de 1843, debe estimarse comprendida en la Ley apli-
cable á los comisarios, y, por tanto, sólo podia utilizarse dentro de los ter- 
minos que marca la 33 de Toro, mediante no hubo próroga de tiempo; 
2.°, en que de esa facultad no era permitido hacer uso sólo á Josefa Sinde, 
en razon á que vivia Rosa Conde, y á las dos conjuntamente fuera conferida; 
3.°, y en quo de cualquier suerte, la designacion de las cosa y mejora es in-
eficaz, como contraria al derecho. 
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Juzga que no enerva tal opinion la circustancia de haber concurrido los 
hijos de Josefa Sinde á aceptar la escritura, porque esto descansa en la idea 
de que la facultad aún subsistia y ya caducára mucho Antes; y tampoco 
encuentra jurisprudencia que se le oponga, salvo que se considere de apli-
cacion la sentencia del Tribunal Supremo, fecha 6 de Marzo de 1861. 
Se suplica á la Redaccion emita su ilustrado parecer.—Un suscritor. 
CONTESTACION. 
En efecto; creemos que la facultad concedida á J. S. y R. C., no es 
propia del albacea y sí del comisario, supuesto que al otorgar J. C. su últi-
ma voluntad y encargarles á su esposa y tia la concluyesen de ordenar en 
cuanto al referido extremo, evidentemente se observa aquí un hecho, que 
debe considerarse comprendido de lleno en el caso previsto por la Ley 6. & 
del tít. XIX, lib. X, de la Nov. Recop. Asimismo, juzgamos ilegal y abu-
siva la mejora instituida por J. S., si al cumplir con lo dispuesto por su pre-
mórtuo esposo, hizo uso de tal facultad por sí sola, sin la correncia de R. C. 
en contra de lo prescrito por la Ley 38 de Toro, á no ser que á tenor de la 
propia ley, pudiendo, no hubiese querido usar tambien del mismo poder 
R. C., pues que entónces toda facultad viniera á refundirse en la esposa. 
Mas no estimamos, como el digno consultante afirma, que el haber acep-
tado los interesados la disposicion de J. S. bajo el supuesto de que la hiciese 
en tiempo hábil, no enerve la demanda del reclamante, porque como el error 
de derecho á nadie ampara, se entiende que el hijo que salió perjudicado 
por la escritura de J. S., renunció al derecho que tuviera de otra suerte; y 
para convalidar lo ordenado por su madre, concurrió á prestar el necesario 
consentimiento, alma y esencia de todo contrato, y que, á nuestro juicio, le 
obliga, si á la sazon tenia la capacidad legal necesaria para los contratos.
- 
LA REDACCION. 
SECCION DE JURISPRUDENCIA 
C I V I L 
Pago de reales.—Hecha por le Sala sentenciadora le declaracion de no estar probado 
un hecho he de estarse cí esta apreciacion.—(Sentencia del 26 de Abril último. Gace-ta del 2 de Agosto.) 
En 12 de Julio de 1877 interpusieron demanda civil ordinaria D. Manuel de Leza- 
ma y D. Feliciano Goiri en Juzgado de primera instancia de Bilbao contra D. Juan 
José de Jáuregui sobre pago de 99.070 rs. que éste les debia por saldo que resulta-
ba á favor de los demandantes por razon del mineral de hierro procedente de una 
mina de su propiedad, sita en jurisdiccion de Galdácano, con que venían soste-
niendo á la fábrica que Jáuregui tenia en Astepe, jurisdiccion de Zornoza, expo-
niendo al efecto, como hechos de esta demanda, que escaseando los jornales en Oc-
tubre de 1873 por efecto de la guerra civil subieron los jornales y se encareció por 
tanto el mineral, por lo que el demandante Lezama decidió subirá 500 rs. el precio 
de cada barcada, que hasta entonces habia venido pagando Jáuregui á 400 reales; 
dando Antes el correspondiente aviso á la fábrica de aquél por conducto de su apo-
derado D. Pedro de Sagarmínaga y de au consocio Goiri: que hallándose Jáuregui 
y el demandante Lezama emigrados en Bayona, hizo presente personalmente á 
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queno tenia notti iaoalggunassobre  8el particular á pesar de 'loc cual lendirigióá repeti- das instancias en aquel verano para que activara en lo posible el envío de minera- 
les 74 arregló a al nuevo precio, y fu é presentada á D ^Pantaleonr  de Basterna, 
al  apoderado de Jáuregui en dicha fábrica, sin que hiciera obser acial ,alguna acerca  del particular, como se demostraba por sus mismas cartas, que 
 ñaba; cuya cuenta habia sido ya examinada por el 
 mismo Jáuregui, quien encargó 
al demandante la remitiera á Basterra, porque ausente hacia tiempo de la fábrica, 
no sabia lo dante Lezama diferentesacantidadesenapagolde las8cuen 
abonó es, sin hacer 
observacon 
presente lpor primera 
 hasta 
ez al demandante su extrañé a porro  arsubidade precio,  hma- 
nifestándole además que desde el mes de Agosto tenia pedidos antecedentes á Zor- 
queallegado el año 1816 formulólel demandante 
del




rechazó Jáuregui por razon del precio, y en esta misma época, terminada ya la 
guerra civil, se le ocurrió á Basterra ordenar la suspension del envío de minerales 
por no hallarse conforme con la subida del precio, y que además en las cuentas eso de 
100 quintales 
por los de 
 2008 libras  cada uno, con aregr lodá ae  ostumbre de muy 
a est ecid 	 toda 
208 	 sin tener además 
antiguo 
giguo estaablecida en toda aquella comarca, á pesar de lo cual, y  
tes ajustadas,  á ese precio a sin indcareen sus 
 cartas ni de ninguna otra manera que  
no estuviera conforme con él, se empeñaba Jáuregui en reducir el peso dulas bar- 
 
en 
150 quintales tma hos de 55libras a da  uno, lo cual ds minu
ia notablmentealanú 
mero de barcadas suministradas, y como fundamentos de derecho: que tratándose  
de un 
al comprador, tiene éste la obl gacion 
conocido e entregárselo al vendedora en 1 s térm os  
estipulados en el contrato ;  y que en las ventas de cosas que se aprecian por 
su pre•  
cio medida, cuando 
para esta materia tiene establecida t establecida la costumbre en el país 
 en que tse s r al za la 
venta.  
Don Juan José de Jáuregui opuso á la demanda las excepcioneesde ineo 	 peteC 
cia de jurisdiction y de falta de personalidad en los actores; y  paraen que 
adeudaba 6, los dem ndantesi la  cantidadlde 1 1.141 rs. 66 céntimos,
declarando 




 150 quintales grandes 
convenido 
zainos, alegando al efecto,    eoncontestacion a l 
 su 
os 
 se le hicieron indicacio- 
hechos invocados en la 
nes de la subida del precio por Lezama, a ma,f e 
	
que
 en  Bayona, á donde ambos habian emi- 
grado; á cuyas indicaciones, en que además no se precisó ni la cantidad ni la épo-
ca de la subida, se opuso desde luego; que en igual forma y en la misma época 
se 
hicieron idénticas manifestaciones á Basterra, quien sabedor de  que am e as partes 
 contratantes se hallaban en Bayona y se  veían diariamente, p 
	 q 
poner que habrian acordado lo que tuvieran p lr conveniente, boc tuv 
 el para 
 qué 
realizar abiertamente la subida de precio, por que  
sin que mediara consentimiento ni convenio respecto de tal alteracion; que hasta  
la  presentacion de la cuenta de 1874 en el año de 1815, 
no
ne el do que 
 la 
 a prere nsion 
 de los demandantes fuera el subir 100 rs. en barcada; q
zó
dicho aumento; mas como ignoraba lo que su administrador Basterra habia conve-
nido, manifestó á Lezama que reconocerla la subida del precio es 
 
b 
 a iaosidnoupa Ldemandantes,da por aquél, lo cual no habian probado los  
 quien
 
viando mineral con tales antecedentes, debia suponerse que lo hacian al precio de 
 en 
siemre; de lo cual se 
que  se fijó el precio de  barcada  en 400 rs. no primitivo ab
ia sufridoonovaciononi alteración  
que  estando conformes ambas partes en que no se fijó en el alguna; y por úl timo,  	 que no era 
contrato el peso de la barcada, debia de estarse á la costumbre del 
 país,  
la que se fijaba 
en la demanda, sino que se componia de 450 quintales grandes ó 
machos, de 155 libras cada uno. 
En justiflcacion de lo alegado y pretendido 
en 1a demanda acompasaron á ella  
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los demandantes diferentes cartas, reconocidas todas como legítimas durante el 
término de prueba, de las que resulta que en 27 de Abril de 1875 D. Pantaleon de 
Basterra, como apoderado de Jáuregui en dicha fábrica, manifestó á D. Manuel 
Lezama, residente en Bayona, que hacia unos dias le habia presentado su hermano 
D. Eugenio, en union de Goiri, una cuenta suscrita en 9 de Marzo de aquel año, 
y que por lo que hacia al pago del resto que alcanzaba á aquella fábrica por ventas 
entregadas, debia entenderse con Jáuregui que se hallaba tambien en Bayona, por 
poder hacerlo con más facilidad y ménos riesgo; que en 13 de Noviembre de 1875 
manifestaba Jáuregui á Lezama su sorpresa por la subida del precio en las barca- 
das correspondientes al año 1874, que no recordaba le hubiera hecho saber con an-
ticipacion, y que se habia dirigido a la fábrica preguntando si habian convenido en 
dicha subida, pues en tal caso nada habia que objetar; manifestation que resulta 
repetida en cartas de 24 del mismo mes de Noviembre y de 14 de Enero del siguien-
te año, leyéndose además en esta última que sabia por carta reciente de Basterra 
que tambien le habia sorprendido á éste la subida de precio; que en 25 de Enero de 
1876 manifestó el mismo Jáuregui á D. Manuel Lezama en oposicion á la subida de 
precio proponiéndole someter la cuestion á dos amigos de ambos; que en Enero y 
Febrero del mismo año le fueron pedidos minerales á Goiri, ya por Basterra, ya por 
D. Juan José de Ibarra, empleado tambien en la fábrica, y que en carta de 13 de 
Marzo, en la que no se expresa el año, manifestó Basterra á Goiri que suspendiera 
el envío de mineral hasta que quedara definitivamente orillada la cuestion que te-
nian pendiente por la subida de 100 rs. en el precio de cada barcada, con que no 
estaba conforme. 
A instancia tambien de los demandantes absolvió posiciones D. Juan José de 
Jáuregui, insistiendo en lo manifestado en su contestacion á la demanda, y reco-
nociendo como cierto que en 9 de Marzo de 1875 le entregó Lezama la cuenta cor-
respondiente al año anterior, ajustada con arreglo á la subida de precio; en vista 
de lo que contestó á aquél que no sabiendo nada de lo que en su fábrica ocurria se 
dirigiera para todo á Basterra, su apoderado en Zornoza; y declaró este que en los 
últimos meses del año 1873 se le dió aviso de la subida de precio á 500 rs., á lo que 
contestó que se entendieran con su principal que estaba en Bayona. 
Practicadas otras pruebas por parte de Jáuregui para demostrar el peso que de-
bia darse á cada barcada de mineral, y sustanciado el pleito en dos instancias, dic-
tó sentencia la Sala de lo civil de la Audiencia de Búrgos en 15 de Enero de 1879, 
revocatoria de la dictada por el Juez de primera instancia de Bilbao, absolviendo á 
D. Juan José de Jáuregui de la demanda interpuesta por D. Manuel Lezama Le-
guizamon y D. Feliciano Goiri, declarando además no haber lugar á las excepcio-
nes de incompetencia y falta de personalidad propuestas por el demandado, y no 
resultar probada la novacion del contrato: y mandando, por último, que para la li-
quidacion de las cuentas que tengan que practicar las partes se tome como base del 
peso de cada barcada de mineral la de 150 quintales de 155 libras cada uno. 
Don Manuel Lezama Leguizamon y D. Feliciano Goiri, interpusieron recurso 
de casacion, citando como infringidos: 
1.° La ley 1. a, tít. 1. 0 , lib. 10, de la Novísima Recopilacion, y las sentencias de 
este Supremo Tribunal de 20 de Febrero de 1860 y 29 de Abril de 1864 que expla-
nan su espíritu y aclaran su recta aplicacion, en el concepto de que no se respeta 
en la sentencia recurrida el acuerdo tomado entre Jáuregui y los recurrentes, por 
el que se comprometieron éstos á suministrar mineral para la fábrica de Astepe y 
aquél á pagar la barcada a 500 rs., ni se estiman la aceptacion de la cuenta por 
Jáuregui y los hechos indubitables de haber seguido pidiendo y tomando mineral 
durante dos años despues de la intimacion del nuevo precio, como datos generado-
res de obligacion exigible. 
2.° En el supuesto de que la subida de 100 rs. en barcada de mineral sea la no-
vacion de un convenio anterior y no un contrato independiente por sí propio, la 
ley 15 tít. 14 de la Partida 5.a, y la sentencia del Tribunal Supremo de 23 de 
Octubre de 3865, segun la que la novacion de un contrato aceptado por ambas par-
tes contratantes produce una verdadera obligacion, modificando lo anteriormente 
convenido; toda vez que consta el explícito asentimiento de ambas partes contra
.. 
 tantes en dicha subida del precio por la aceptacion hecha por Jáuregui de la cuen- 
ta del año de 1874 y por el hecho de los pedidos de mineral durante los años de 74, 
 y parte del '76; pues si uno y otro medio son eficaces para crear obligaciones pri- 
vativas, lo son tambien para novar las ya estatuidas, máxime si en éstas, como su- 
GACETA FtatRNSIS 615 
cede en el presente caso, no mediaron fórmulas ni solemnidades de ningun género. 
3.° El art. 317 de la ley de Enjuiciamiento civil y la sentencia del Supremo 
Tribunal de 23 de Febrero de 1874, que declara que la apreciacion de la Sala sen-
tenciadora respecto de la prueba ha de respetarse miéntras no se demuestre que al 
hacerlo ha faltado á las reglas de la crítica racional; por cuanto ésta no enseña que 
deba prescindirse de testigos no tachados impugnados en sus dichos y contra los 
que no se dió prueba alguna de ningun género, a pesar de lo cual se prescinde en 
la sentencia recurrida de la prueba testifical que practicaron los recurrentes para 
demostrar la subida de precio consistente en testigos directos, uno de ellos el mis-
mo apoderado de la fábrica de Jáuregui, y en otros de referencia; y por cuanto, ade-
más, probado por los recurrentes el peso de la barcada en la comarca donde están 
la fábrica y la mina y donde se celebró y ejecutó el contrato, y justificado por parte 
de Jáuregui dicho peso respecto de Somorrostro, no es lícito ni autoriza la sana 
crítica, como se hace en la sentencia recurrida, aplicar la prueba que se refiere al 
peso de barcada en la comarca de Somorrostro a la de Galdácano, maxime habiendo 
en favor de ésta la demostracion de una costumbre distinta no contradicha ni des- 
autorizada por ningun concepto. 4.° La doctrina sancionada en sentencia de 25 de Junio de 1861 de que la confe- 
sion hecha en juicio constituye prueba plena contra el confesante, por cuanto con-
fesó Basterra bajo juramento que se le intimó la subida de precio, pero que no es-
taba autorizado para aceptarla, y en la misma forma confesó Jáuregui que no sabia 
nada de lo que pasaba en la fábrica y que Basterra estaba autorizado para todo; y 
en la sentencia recurrida se prescinde de estas confesiones judiciales al no darlas 
toda la fuerza probatoria que encierran. Y 5.° La ley 119, tít. 18 de la Partida 3,", y la sentencia del Supremo Tribu-- 
nal de.  20 de Junio de 1865, que determinan la fuerza y eficacia que tienen en jui-
cio las cartas contra el que las firma ó reconoce; por cuanto se prescinde tambien 
en la sentencia recurrida de todas las cartas de Basterra y de Jáuregui reconocidas 
por ellos, y de la cuenta de 1874, tenida oficialmente por auténtica. 
Y el Tribunal Supremo, Considerando que hecha por la Sala sentenciadora la deelaracion de no resultar 
probado que Jáuregui asistiese á la subida de precio por barcada de mineral, ni por 
consecuencia á la novacion de contrato en que la demanda se funda, y que las bar-
cadas deben graduarse de 150 quintales de 150 libras uno, por haberse justificado 
que dicho peso es el que debe reputarse como legal, ha de estarse á esta apreciacion 
si no se demuestra que vulnera leyes ó doctrinas destinadas explícitamente á fijar 
las especies de prueba, marcan su valor y determinan su eficacia, y que el fallo está 
en desacuerdo con el verdadero resultado de autos; Que por el principio expuesto y consagrado por una constante jurisprudencia son 
inatendibles los dos primeros motivos, porque se fundan en hechos contrarios á los 
establecidos por la sentencia, y hacen supuesto de la conformidad de las partes en 
el aumento de precio que segun aquélla no ha existido, dándoles una significacion 
arbitraria, puesto que no se apoyan en precepto alguno legal, ó en doctrina que 
concretamente se cite; Que es asimismo inatendible el tercer motivo, porque al impugnar la apreciacion 
que hizo la Sala de la prueba testifical como contraria á las reglas de sana crítica 
por las cuales debieron guiarse conforme al art. 317 de la ley de Enjuiciamiento 
civil, no se precisa cuál es la regla á que la Sala ha faltado, ó la verdad evidente é 
innegable que ha desconocido, por no bastar alegar tal infraccion de un modo in- 
determinado; Que no existe la infraccion que se supone en el cuarto motivo, porque la conos- 
cencia que han prestado Jáuregui y Basterra no es la explícita y absoluta á que se 
refiere la Ley 2.`, tít. 13, Partida 3.a, y la resolucion del Tribunal Supremo que se 
cita en el motivo, sino que se limita á un solo extremo de la demanda, negando al 
mismo tiempo la certeza de los demás que de una manera indebida constituyen la 
base esencial de la accion deducida; Y por último, que no puede set tomado en cuenta el quinto motivo, porque ni 
las cartas presentadas son el único elemento de prueba traído á los autos, ni se se-
ñala cuál es el hecho que de ellas se desprende, el valor jurídico que tengan y el 
concepto en que la apreciacion de la Sala infringe la ley 119, tít. 18, .1 artida 3.. , y 
las doctrinas que se citan en dicho motivo: 
Declara no haber lugar al recurso. 
SECCION LEGISLATIVA 
Convenio internacional sobre el derecho de proteccion en Marruecos. 
S. M. el Rey de España; S. M. el Emperador de Alemania, Rey de Prusia; su ma- jestad el Emperador de Austria, Rey de Hungria; S. M. e1Rey de los Belgas; S. M. el 
 
Rey de Dinamarca; el Excmo. Sr. Presidente de los Estados-Unidos de América; el 
 
Excmo. Sr. Presidente de la República francesa; S. M. la Reina del Reino-Unido 
 
de la Gran Bretaña y de Irlanda; S. M. el Rey de Italia; S. M. el Sultan en Marruecos; 
 
S. M. el Rey de los Países-Bajos; S. M. el Rey de Portugal y de los Algarbes, y su 
 
majestad el Rey de Suecia y de Noruega; 
 
Habiendo reconocido la necesidad de establecer sobre bases fijas y uniformes el 
 
ejercicio del derecho de proteccion en Marruecos, y de arreglar ciertas cuestiones 
 
que tienen relacion con él, han nombrado por sus Plenipotenciarios en la Confe-
rencia que al efecto se ha reunido en Madrid, á saber: 
 
S. M. el Rey de España á D. Antonio Cánovas del Castillo, Caballero de la Insig-
ne Orden del Toison de Oro, etc. etc., Presidente de su Consejo de Ministros; 
 
S. M. el Emperador de Alemania, Rey de Prusia, al Sr. Conde Eberhardt de 
 
Solms-Sonnewalde, Comendador de primera clase de su Orden del Aguila Roja con 
 
hojas de encina, Caballero de la Cruz de Hierro etc. etc., su Enviado Extraordinario 
 
y Ministro Plenipotenciario cerca de S. M. Católica; 
 
S. M. el Emperador de Austria, Rey de Hungría, al Sr. Conde Manuel Ludoff,  
su Consejero intimo y actual, Gran Cruz de la Orden Imperial de Leopoldo, Caballero 
de primera clase de la Orden de la Corona de Hierro etc. etc., su Enviado Extraor-
dinario y Ministro Plenipotenciario cerca de S. M Católica; 
 
S. M. el Rey de los Belgas á D. Eduardo Anspach, Oficial de su Orden de Leo- 




El Excelentísimo Sr. Presidente de los Estados Unidos de América al Sr. Gene-
ral Lúcio Fairchild, Enviado Extraordinario y Ministro Plenipotenciario de los 
 Estados-Unidos cerca de S. M. Católica; 
 
El Excelentísimo Sr. Presidente de la República francesa al Sr. Vicealmirante 
 
Jaurés, Senador, Comendador de la Legion de Honor etc. etc., Embajador de la Re-pública francesa cerca de S. M. Católica; 
 
S. M. la Reina del Reino-Unido de la Gran Betaña y de Irlanda al honorable Lio-
nel Sackville Sackville West, su Enviado Extraordinario y Ministro Plenipotenciario 
 
cerca de S. M. Católica, el cual se halla tambien autorizado para representar al Rey 
 de Dinamarca;  
S. M. el Rey de Italia al Sr. Conde José Greppi, Gran Oficial de la Orden de los 
 
Santos Mauricio y Lázaro, de la de la Corona de Italia etc. etc., su Enviado Ex- 
 
traordinario y Ministro Plenipotenciario cerca de S. M. Católica; 
 
S. M. el Sultan de Marruecos al Taleb Sid Mohammed Vargas, su Ministro de 
 Negocios Extranjeros y Embajador Extraordinario; 
 
S. M. el Rey de lus Países-Bajos al Sr. Jonkheer Mauricio de Heldewier, Comen-
dador de la Real Orden del Leon Neerlandés, Caballero de la Orden de la Corona de 
 
Encina de Luxemburgo etc. etc., su Ministro Residente cerca de S. M. Católica; 
 
S. M. el Rey de Portugal y de los Algarbes al Sr. Conde de Casa Ribeiro, Par 
 
del Reino, Gran Cruz de la Orden de Cristo etc. etc., su Enviado Extraordinario y 
 Ministro Plenipotenciario cerca de S. M. Católica; 
 
Y S. M. el Rey de Suecia y Noruega á D. Enrique Akerman, Comendador de pri- 
mera clase de la Orden de Wasa etc., etc., su Ministro Residente cerca de S. M. 
 Ca-tólica: 
Los cuales, en virtud de sus plenos poderes, reconocidos en buena y debida for-
ma, han ajustado las disposiciones siguientes: 
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ARTÍCULO 1. ° 
Las condiciones en que la proteccion puede concederse son las que se hallan 
estipuladas en los Tratados inglés y español con el Gobierno marroquí, y en el Con-
venio celebrado entre este Gobierno, la Francia y otras Potencias, salvo las modi-















Los Representantes extranjeros Jefes de mision podrán elegir sus Intérpretes y 
empleados entre los súbditos marroquíes ú otros. Estos protegidos no estarán sujetos á ningun derecho, impuesto 6 contribucion, 
hiera de lo que se estipula en los artículos 12 y 13. 
ARTÍCULO 3.° 
Los Cónsules, Vicecónsules 6 Agentes consulares, Jefes de puesto que residan te, 
en 
los Estados del Sultan de Marruecos, no podrán elegir más que 
	
enn 
un soldado y dos criados entre los súbditos del Sultan, á ménos que  
Secretario indígena. 
No 
tribucionáfuera de lo que se estipulapentlóa artículos 
ningun 
	








Si un Representante nombra á un súbdito del Sultan para un puesto de Agente 
consular en una poblacion de la costa, este Agente será respetado y considerado, 
así como su familia que habite bajo el mismo techo, á la cual, lo mismo que á él, no 
se impondrá ningun derecho, impuesto ó contribucion, fuera de lo que se estipula 
en los artículos 12 y 13; pero no tendrá derecho de proteger 6. otros súbditos del 
Sultan, á excepcion de su familia. Podra, sin embargo, para el ejercicio de su cargo tener un soldado protegido. 
Los gerentes de los Viceconsulados, súbditos del Sultan, gozarán, durante el 
ejercicio de su cargo, de los mismos derechos que los Agentes consulares súbditos 
del Sultan. ARTÍCULO 5. ° 
El Gobierno marroquí reconoce á los Ministros, Encargados de Negocios y demás 
Representantes el derecho que les conceden los Tratados de elegir las personas que 
empleen para su servicio personal ó para el de sus Gobiernos, á ménos sin embargo 
que sean Cuerks ú otros empleados del Gobierno marroquí, tales como los soldados 
de línea ó de caballería, fuera de los Maghaznias nombrados para su guardia. Tam-
poco podrán emplear á ningun súbdito marroquí que se halle procesado. Queda entendido que las causas civiles entabladas antes de la proteccion se 
terminarán ante los Tribunales que hubieren incoado el procedimiento. No se pon-
drá obstáculo alguno al cumplimiento de la sentencia; pero la Autoridad local mar-
roquí cuidará de comunicar inmediatamente la sentencia que dicte á la Legacion, 
Consulado 6 Agencia consular de que dependa el protegido. 
En cuanto á los ex protegidos que tuvieren una causa entablada antes de que 
hubiese cesado para ellos la proteccion, dicha causa se juzgará por el Tribunal 
que entendiere en ella. El derecho de proteccion no podrá ejercerse, respecto de las personas perseguidas 
por un delito 6 un crimen, antes de haber sido éstas juzgadas por las autoridades 
del país, y de haber, si há lugar, cumplido su pena. 
ARTÍCULO 6.° 
La proteccion se extiende á la familia del protegido, y se respetará su domicilio. 
Se entiende que la familia no se compone más que de la mujer, de los hijos y de 
los parientes menores de edad que habiten bajo el mismo techo. 
La proteccion no es hereditaria. Una sola excepcion, fijada ya en el Convenio de 
1863, y que no puede sentar precedente alguno, se conserva en favor de la familia 
Benchimol. Sin embargo, si el Sultan de Marruecos concediese alguna otra excepcion, cada 
una de las Potencias contratantes tendria el derecho de reclamar una concesion se- 
	
mejante. 	 ARTÍCULO 7.° 
Los Representantes extranjeros darán cuenta por escrito al Ministro de Negocios 
Extranjeros del Sultan de la eleccion que hubieren hecho de cualquier empleado. 
M 
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Todos los años pasarán á dicho Ministro una lista nominal de las personas á 
quienes protegen 6 que se hallan protegidas por sus Agentes en los Estados del 
Sultan de Marruecos. 
Esta lista se trasmitirá á las autoridades locales, que no considerarán como 
protegidos más que á aquellos que estén comprendidos en ella. 
ARTÍCULO 8.° 
Los agentes consulares remitirán todos los años 6,1a  autoridad del país en que 
habiten una lista, autorizada con su sello, de las personas á quienes protegen; y 
dicha autoridad la trasmitirá al Ministro de Negocios Extranjeros á fin de que, si 
aquélla no está conforme con los reglamentos, se dé conocimiento de ello á los 
Representantes en Tánger. 
El empleado consular tendrá obligacion de anunciar inmediatamente las varia-
ciones ocurridas en el personal protegido de su Consulado. 
ARTÍCULO 9.° 
Los criados, colonos y demás dependientes indígenas de los Secretarios é Intér-
pretes indígenas no gozan de la proteccion, que tampoco se extenderá á los depen-
dientes ó criados marroquíes de los súbditos extranjeros. 
Sin embargo, las Autoridades locales no podrán prender un dependiente 6 
criado de un empleado indígena al servicio de una Legacion ó de un Consulado, ó 
de un súbdito ó protegido extranjero, sin haberlo prevenido á la autoridad de que 
depende. 
Si un súbdito marroquí al servicio de un súbdito extranjero matase á alguno, 
le hiriese ó violase su domicilio, será inmediatamente preso; pero se avisará sin de-
mora á la autoridad diplomática ó consular á que esté acogido. 
ARTÍCULO 10. 
No se altera nada respecto á la situacion de los corredores (censaux), tal como se halla fijada en los Tratados y en el Convenio de 1863, salvo lo que se estipula en 
cuanto á los impuestos en los artículos siguientes. 
ARTÍCULO 11. 
Se reconoce para todos los extranjeros el derecho de propiedad en Marruecos. 
La compra de propiedades deberá efectuarse con el consentimiento prévio del 
Gobierno, y los títulos de estas propiedades se someterán á las formas prescritas por las leyes del país. 
Cualquiera cuestion que pudiera surgir respecto de este derecho se decidirá con 
arreglo a estas mismas leyes, con la apelacion al Ministro de Negocios Extranjeros 
estipulada en los Tratados. 
ARTÍCULO 12, 
Los extranjeros y los protegidos, dueños ó arrendatarios de terrenos cultivados, 
así como los corredores dedicados á la agricultura, satisfarán el impuesto agrícola, 
y entregarán todos les años á su Cónsul la nota exacta de lo que posean, pagando 
en sus manos el importe del impuesto. 
El que hiciere una declaracion falsa pagará, en concepto de multa, el doble del 
impuesto que hubiere debido satisfacer regularmente por los bienes no declarados, 
doblándose esta multa en caso de reincidencia. 
La naturaleza, el modo, la fecha y la cuota de este impuesto serán objeto de un 
reglamento especial entre los Representantes de las Potencias y el Ministro de Nego-
cios Extranjeros de S. M. Sheriffiana. 
ARTÍCULO 13. 
Los extranjeros, los protegidos y los corredores dueños de bestias de carga paga-
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reglamento especial entre los Representantes de las potencias y el Ministro de Nego- 
cios Extranjeros de S. M. Sheriffiana. Dicha contribucion no podrá aumentarse sin un nuevo acuerdo con los Represen- 
tantes de las Potencias. 
ARTÍCULO 14. 
La mediacion de los Intérpretes, Secretarios, indígenas ó soldados de las dife-
rentes Legaciones ó Consulados, tratándose de personas no colocadas bajo la protec-
cion de la Legacion ó del Consulado, no se admitirá sino cuando sean portadores de 
un documento firmado por el Jefe de mision ó por la autoridad consular. 
ARTÍCULO 15. 
Todo súbdito marroquí naturalizado en el extranjero que regrese á Marruecos 
deberá, despues de un tiempo de residencia igual al que hubiere necesitado regular-
mente para obtener la naturalizacion, optar entre su mision completa á las leyes 
del Imperio y la obligation de salir de Marruecos, á ménos que se pruebe que la 
naturalizacion extranjera se ha obtenido con el asentimiento del Gobierno mar- 
roquí. Se conserva para todos sus efectos, sin restriction alguna, la naturalizacion 
extranjera adquirida hasta el dia por súbditos marroquíes, segun las reglas estable-
cidas por las leyes de cada país. 
ARTÍCULO 1.6. 
No podrá concederse en lo sucesivo ningun proteccion irregular ni oficiosa. Las 
autoridades marroquíes no reconocerán nunca otras protecciones, cualquiera que  
sea su naturaleza, que las que se fijan expresamente en este Convenio. 
Sin embargo, se reserva el ejercicio del derecho consuetudinario de proteccion 
para los solos casos en que se-trate de recompensar señalados servicios prestados 
por un marroquí á una Potencia extranjera, ó por otros motivos completamente 
excepcionales. La naturaleza de los servicios y la intencion de recompensarlos con la 
proteccion se notificarán préviamente al Ministro de Negocios Extranjeros en Tán-
ger, á fin de que éste pueda, en caso necesario, presentar sus observaciones; quedan-
do, no obstante, la resolucion definitiva reservada al Gobierno al cual se hubiere 
prestado el servicio. El número de estos protegidos no podrá exceder de 12 por 
Potencia, que se fija como máximum, á ménos de obtener el asentimiento del Sultan. 
La situacion de los protegidos que han obtenido la proteccion en virtud de la 
costumbre regulada para lo sucesivo por la presente disposicion será, sin limitacion 
de número para los protegidos actuales de esta clase, idéntica respecto á ellos y á 
sus familias, á la establecida para los demás protegidos. 
ARTÍCULO Pl. 
Marruecos reconoce á todas'las Potencias representadas en la Conferencia de 
Madrid el derecho al trato de la nacion más favorecida. 
ARTÍCULO 18. 
El presente Convenio será ratificado, y las ratificaciones se canjearán en Tánger 
en el plazo más breve posible. Por consentimiento excepcional de la Altas Partes contratantes , las disposiciones 
del presente Convenio empezarán á regir desde el dia en que se firme en Madrid. 
En fé de lo cual los respectivos Plenipotenciarios han firmado el presente Conve- 
nio y han puesto en él el sello de sus armas. 
Madrid 3 de Julio de 1880. 
SECCION DE NOTICIAS  
Ha fallecido en esta córte, despues de una penosa enfermedad, la señora doña Jo-
sefa Montant y Dutriz, esposa de D. José Laá y Rute, director de nuestro estimado 
(Gaceta del 30 de Setiembre último.) 
PRSCIOS DF SUSCRICIOld. 
Madrid, trimestre. 
	  15 reales. 
Provincias, trimestre. 	  16 	 • 
Idem semestre. 	  32 	 • 
Idem un ano 	  60 	 • 
Ultramar y j Semestre. 	  80 en oro. 
extranjero., j Año. 	  160 	 • 
Se harán bibliografías de obras jurídicas, 
siempre que se remitan á esta Redaccion dos 
ejemplares: uno para el bibliógrafo y otro para 
la Redaccion. 
De las que remitan solo un ejemplar, se in-
sertarfi el anuncio. 
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colega El Noticiero Universal, y tia de nuestro querido amigo y compañero de Redac-
cion Sr. Montaut y Trigueros. 
Nos asociamos sinceramente al dolor que experimenta toda su familia por tan 
sensible pérdida, deseando al Sr. Laá resignacion en este duro trance. 
Nuestro respetable amigo el Sr. Torres Aguilar, Catedrático del segundo año de 
Notariado en la Universidad de Madrid, ha tenido la desgracia de perder á su seño-
ra madre. 
Al dar esta triste nueva á nuestros lectores, debemos hacer constar la participa-
cion que nos cabe en el pesar que aflige á tan reputado jurisconsulto, á quien en-
viamos nuestro sentido pésame. 
Manual Enciclopédico de los Juzgados municipales por D. Fermin Abe11a, 
Abogado y Director-propietario de «El Consultor de los Ayuntamientos y de 
los Juzgados municipales.»—Acaba de aparecer la gaOnta edicion de esta importante 
obra, cuyo interés y utilidad están sobradamente demostrados con sólo decir que 
desde 1870 van agotadas cuatro numerosas ediciones y que apénas habrá un Juzga-
do municipal en España donde no sea conocida por los buenos servicios que ha 
prestado y sigue prestando á los Jueces y Secretarios municipales, de quienes ha ob-
tenido la más lisongera acogida, que aumenta pasmosamente a cada nueva edicion. 
Reconocido á este favor el autor, al imprimir la que hoy anunciamos ha mejo-
rado mucho todavía la obra en todas sus partes, corrigiéndola y ampliándola en, 
muchos puntos, añadiendo nuevos capítulos en que trata materias de que no se ha-
bia ocupado en las anteriores ediciones; reformando otros con motivo de las varian-
tes que ha sufrido la Legislacion, especialmente en la parte criminal, que ha ajusta-
do á la Novísima Compilacion general del Enjuiciamiento; en lo tocante al juicio 
de desahucio y al Registro civil; procedimiento de apremio en lo que continúa sien-
do de la competencia de los Jueces municipales; exaccion de multas impuestas gu-
bernativamente; expedientes posesorios, etc., etc. 
Esta obra constituye, pues, una extensa, metódica y razonada exposicion de los 
deberes y atribuciones de los Juzgados municipales en todos los actos y diligencias 
civiles, criminales, administrativos y del Registro civil que son de su competencia; 
y además, para facilitarles el ejercicio de sus difíciles cargos, lleva por separado 
de la parte doctrinal más de 400 formularios, los Aranceles vigentes de 1871 y 1873 
y dos extensos y completos índices alfabéticos que hacen más sencilla y breve la 
consulta de cuanto contiene el libro, que forma un tomo de 900 páginas en 4 ° 
Su precio, 32 rs. en Madrid y 34 en provincias, dirigiendo los pedidos al Admi-
nistrador de El Consultor, Plaza de la Villa, 4, Madrid. 
ADVERTENCIAS 
El dia 20 del corriente mes, como con antelacion y repetidamente hemos 
anunciado, tenemos pensado girar contra aquellos de nuestros abonados que 
se hallaren aún en descubierto con esta Administracion, por cuyo motivo ro-
gamos de nuevo a Ios que se encuentren en este caso se sirvan remitir libran-
za antes del dia precitado, si no quieren sufrir, sobre sus adeudos, el aumento 
del 15 por 100 de comision y giro. 
Madrid.1880.— Impronta de Ramon Angulo, Amaniel, 30, pral. 
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SECCION DOCTRINAL 
Competencias entre las autoridades judiciales y administrativas, 
y conflictos que se susciten entre los Ministerios, autoridades y agentes 
de la Administracion. 
(Continuacion.) 
Los Jefes politicos ó Gobernadores son las únicas autoridades á quienes se 
ha conferido y permite suscitar las contiendas de jurisdiction ó atribuciones 
á los Jueces y Tribunales cuando se entrometen   á%o conocere los  que asunto ime- 
propio de su competencia (1) ;  porque siendo 	 provincias  
sentan á la Administracion, hay que presumir que por la naturaleza del car- 
go que desempeñan ofrecen garantías  átíaUdse acierto 
 tu rbada la lunion y concordia 
ver con rapidez y para oponerse que  que existe entre los poderes del Estado; y porque si llegara á concederse la 
misma facultad á los Alcaldes y demás autoridades de inferior categoría, no 
sólo seria mayor la confusion, sino que éra debilitar la accion administrati-
va, puesto que todas procurarían no promover la contienda, temerosas de que 
(1) Artículo 10, par. 3.°, de la Ley de 25 de Setiembre de 1863 y 53 
del Reglamento de la misma fe-
eta,  dictado para  su  ejecucion. 	 80 
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sus esfuerzos fueran inútiles: ora porque otro se hubiera anticipado á susci-
tarla, ora porque despues habria de producirse entre ellas nuevas contesta-
ciones acerca de cuál era la competente para entender en el asunto. 
El temperamento adoptado por la Ley es, sin duda alguna, el que mejor 
satisface las necesidades del servicio, pues el privilegio que concede á los Go-
bernadores para formular competencias, no releva á sus inferiores en el órden 
administrativo de proporcionarles las noticias que sean indispensables ó de 
remitirles los datos que adquieran cuando consideren que el Juez ó Tribunal 
de su partido se ha extralimitado de su esfera, por si juzgan oportuno el evi-
tarlo poniendo á cubierto los intereses que deben amparar y defender. 
Los jefes políticos; sin embargo, no pueden suscitar contiendas de esta 
índole con el carácter de Presidentes de Diputaciones y Consejos provinciales. 
La circunstancia de no tener voto en tales casos demuestra que intervienen 
como delegados del Gobierno, y que sólo por, este concepto tes es permitido 
hacer uso de aquel derecho; porque de lo contrario habria que conferirlo 
Cambien á los Vicepresidentes de dichos Cuerpos, toda vez que en ausencias, 
vacantes y enfermedades sustituyen á los Gobernadores. Tan cierta y verda-
dera es esta doctrina, que el 30 de Enero de 1847 (1) se declaro no haber 
lugar á decidir una competencia en la que el Jefe político de Granada, como 
Presidente del Consejo provincial, se dirigió al Juez de Guadix, desconociendo 
así la garantía que se confiere á la libertad de accione de la autoridad judicial 
en el hecho de concederse á los Jefes políticos la facultad de promover compe-
tencias á la misma, sin que puedan intentarlas tampoco los Ministros que 
en union del Rey ejercen el Poder ejecutivo, por el cúmulo de asuntos que 
están á su cuidado y ser los que han de resolverlas, ni ménos aún el Consejo 
de Estado que, como Institucion puramente consultiva en 
 esta materia, debe 
limitarse á ilustrar al Gobierno con su dictámen para que la resolucion que 
se dicte sea más acertada, sábia y oportuna. 
La omision ó el silencio de las Leyes han sido la causa de que los Tri-
bunales de Justicia se creyesen en un tiempo autorizados para promover á 
las autoridades administrativas contiendas de jurisdiccion ó atribuciones que 
fueron siempre desautorizadas (2). Esta aparente desigualdad se explica, 
teniendo en cuenta que la naturaleza de los actos que ejecuta la Administra-
cion, requieren velocidad y rapidez en su marcha, porque van encaminados 
A 
 remediar necesidades urgentes y perentorias, en tanto que los en que inter-
viene la justicia, exigen mayor parsimonia y se prestan á un estudio lento y 
profundo, que debe ser la base más sólida y la más eficaz garantía que se 
ofrezca á la sociedad de que no serán perturbados sus miembros en la pose-
sion de su fortuna, su honra y su vida. 









A^b 2A naturist  
No es, sin embargo, tan absoluta la facultad de Gobeuaide los Tría 
s u
scitar competencias que pueda convertirse en remo ro  






 defensa de las atribuciones q s 
corresponden, porque el 
 
fácilmente y abandonenafaneexcesávoay el instinto inmoderado por aumen- 
Larlas, vendría á producir un resultado contrario noria de los po- 
se busca, haciendo 
más difícil de fijar con acierto el límite probable  ó línea  
deres públicos (1). 
Por regla general, no es permitido á la autoridad  é d i tLey le té 
mover contiendas en los juicios criminales, á no ser que por  
reservado el conocimiento de los delitos y faltas á que 
éstos se refieren (2). 
l  deseo de que el órden judicial no sufra fra obs- Fundándose tal disposicion en e o 
táculos en el desempeño de su cometido, ni  se de  ea 
el  castigo ode los
l pec os 
punibles, viniendo á quedar ineficaces las pe 
sado; y en la necesidad de conceder á los Gobernadores y demás 
 tet r dades 
 la 
de inferior categoría los medios precisos 
ra 	 áá 
	
ejercicio 
1 cumplido 	o las disposic 'oxiea 
público que les está confiado, y  pa lleva   p 
que dicten sobre aguas comunes, pastos, caminos vecinales y 
 policía rural, 
nte 
sin que por esto se entienda que ejercen C0 da 
ccorrec ian tdisc ^ linariaeque 
penal: de cuya índole no  participa tampoco por los abusos que cometan en 
impongan á sus dependientes y subalternos, p 
el desempeño de sus respectivos deberes. esolucion 
	
Cuando el fallo que pueda recaer en 
 a^ n 
	
de la 
 la ralltOrldfid 
que imprima á ciertas cuestiones p 	 q 
administrativa, no es lícito á los Tribunales instruir el proceso mientras lío 
se conozca el resultado de aquéllos (3). 
Parece, á primera vista, que este proyecto constituye un obstáculo que di-
ficulta la iniciativa peculiar de la administracion de justicia, para perseguir 
y castigar los delitos donde quiera que logre descubrirlos; pero léjos de ser 
así, viene á confirmar esta doctrina, porque si no se examinan poi los que 
deben hacerlo, los actos de un funcionario 
ometidasbpor ala Ley á perpétua tutela, para litigar á las personas mora 




ni que haya términos hábiles p 
ella con probabilidades de obtener un resultado satisfactorio. 
El respeto que inspira la santidadd ade la 
autox^dad adm
sa 
 rativa en los ne
a hace que no 
 entablarse ninguna competencia p gocios terminados (4). Tal vez se alegue que hay un error por haber conocido 
(1) Art. 208 del Código penal.  
(2) Art. 54, pár.1. °  del 
Reglamento de 25 de Setiembre de 1863.  
(3) Art. 54 de dicho Reglamento de 1863. 
 
(4) Art. 54, pár. 3.° del Reglamento citado, 
 
los Tribunales de un asunto impropio; quizás se pretenda invocar el princi-
pio jurídico de quod ab imtium multum est tracto tempore convalecere non po-
test, para demostrar que se ha cometido una usurpacion. Pero ¿qué seria de 
la sociedad si fuera posible discutir y revocar á cada momento los acuerdos 
judiciales, ni qué de los derechos del hombre, si los Gobernadores de provin- 
cias tuvieran á su alcance un medio poderoso para removerlos y destruirlos? 
Los trámites lentos y, el ancho campo abierto . á la discusion no tienen por 
objeto prolongar los pleitos, sino hacer que las partes suministren datos y 
antecedentes para que el fallo que se pronuncie reuna los carácteres de acier-
to y oportunidad. 
La sumision de los particulares á un Tribunal de carácter civil no es 
suficiente para que éste pueda conocer de , un negocio que por su índole es 
privativo de la autoridad administrativa. Si sucede . en los casos en  que se 
ventilan cuestiones de intereses privados si tiene lugar el ar - aigo de juris-
diccion en ciertos asuntos solo porque las partes reclamen 6 consientan de 
un modo tácito ó expreso, es porque en último término á la igualdad de 'ca-
tegoría y no el que se hallen en este ó en el otro territorio, es á lo que se 
atiende para fijar la competencia cuando no existen dudas acerca de la na-
turaleza del hecho controvertido. 
Esto, sin embargo, no ocurre si cualquiera pretende que la administra-
cion de justicia rebate los límites en que se mueve; porque el Estado tie-
ne un interés directo é inmediato en que no se confundan las distintas esfe- 
ras en que ejerce su accion. Por esto se comprende que las cuestiones de com-
petencia sean consideradas como. de órden público y que se haya impuesto 
al Ministerio fiscal el deber de suscitar la declinatoria y de advertirlo al Go- 
bernador pasándole nota sucinta de los autos y copia literal de su pedimen-
to. Si el éxito corona sus esfuerzos y el Juez se reconoce incompetente, ter-
mina el asunto sin que se promueva ; contienda con la remision de las dili-
gencias originales que debe hacerse constar por el escribano actuario en un 
libro destinado á este objeto (1). ., 
JUAN G. OCAMPO Y BECERRA. 
(Continuará.) 
SECCION DE CONSULTAS 
PRIMERA. 
Capacidad de la mujer casada para comparecer enjuicio, hallandose 
incapacitado su marido. 
Seguido interdicto de recobrar contra una mujer casada, sin prestarle 
audiencia, se dictó auto restitutorio. Mas es el caso que, al notificar este 
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uede intervenir, se 
auto, ocurre que el marido 
se halla demente y como no p 
pregunta: ¿De que manera se 
resuelve este conflicto?  
Si el marido se encontrase en 
alguno de los casos que determina 
el ar- 
n  tículo 1.351 de la Ley 
de Enjuiciamiento civil, la solucion seria harto fáci . 
El consultante; sin embargo, co presencia 
del artículo y del espíritu  de 
opina que sólo existe el remedio 
en la habilita 
i
de 
la legislacion de Toro, 




en verdad que es 
Conflicto le llama el consultante al caso presente, 
y 
	
y fa es 
grave, si 
 se atiende de una parte á la indeterminacion , 
expresion explícita y categórica 
de  nuestras Leyes, en punto á la capacidad 
de la mujer casada, y se  observa 
por otro lado, el laconismo de los términos 
en que se encuentra formulada la precedente consulta.  
le  diera origen, si la mujer es mayor 6 
menor 
En ella no se nos manifiesta la procedencia ó carácter de los bienes o - 




 á primera vista aparezcan supérfluos, son en verdad 
todos que, por más q p más la cuestion y saber con toda 
convenientes, á fin de puntualizar más y  
precision ,  el punto dudoso de que se trata. 
 
Sin embargo, del sucinto relato que ofrece el consultante, se infiere éste ig- 
éste ^ ocupa do de encamar 
de la  persona  actora del interdicto; 
q 	
ue el 
no^aba el estado 
ado .de ese marido; que dicha mujer es mayor de edad y q  
hecho que motivó` el interdicto es personalísimo,  
ó de otra suerte, los bit- 
aquéllos que la mujer puede administrar con arreglo á las Leyes, 
y  por los que 
bes son de e que  ella es qapaz para comparecer en juicio, 
 
Spudiera, l  cle e q 
en 
 vez de comparecer el marido en  su  caso, ora 
con los requisitos legales,  por sí 6 ya en'representacion de su consorte. 
Esto supuesto, procedamos á hacer un ligero examenue se  de vas Leyes  y 	
opi_ 
que 
 ueden ser más pertinentes á la cuestion q 
n o 	  P 	 imprimiendo capitales diferencias por razon del sexo, en- La naturaleza, 	 condición que, conforme al destino hu 
mano, los legisladores él 
 ocupar 
en y 
mano, hubièxan de ócùpar en  el 
	
té representamla experiencia dealos 
aquélla ostenta la dulzura,. la solicitud fa- 
mujer 
negocios, l
arle  rel y  la al_hom 
"1 
m ia,e  la reflexión y la fuerza;pero 	 estas cides se  o ciar, que la virtud; pero` al lado de estas cualidades 
se observa  en 
ella ar, el decoro y 	 que le son 	 gobernar, la cons-  
hacen 
m  edad é ipata dejarse e 	
n propias, y 
que para  disponer y 
 g irnar, 
la 
 do s- 
 la hacen más' apta pata dejarse regir q p 	 autoridad y p " 




positivo  de los diversos tiempos 
y lugares, do la 
De aquí, los  el  `derecho  pirándole en los preceptos de la natura! eza, haya estatuido y 
que 	
mareta], y  que en  nuestra patria, 
 lo mismo en  la legislacion foral 
é en la de  Castilla, en nuestros 
 îni Códigos




q 	 c u  obtengan la sancion 	 su 
Leyes, celebrados
e a sido s por la mujer, j 	 mientras` nó 'obteng ue sea absoluto, 
 
de 
 r u 
marido. 
s 	 cm  por la ay,  ni' puede, ni debe haber q 
arido. Mutis como nada hay, ]^ 	 ue limitan la capacidad de la 
salta que las mismas disposiciones legales q  
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mujer casada por ampliar cual conviene la representacion de su marido, 
establecen ciertos casos en los que, atendiendo á determinadas circunstan-
cias, esa mujer recobra toda su capacidad, y unas veces por su propia perso-
nalidad y otras con la autorizacion judicial, segun la situacion en que obra, 
sus actos son válidos y eficaces. 
No es de consignar aquí todos los casos en que la mujer casada es hábil 
para contratar y estar en juicio, con ó sin la intervencion de su marido; pero 
sí son de advertir aquellos que, previstos por las Leyes, son más afines con el 
que se discute y sobre que se consulta. 
Disponen las Leyes 11, 13 y 15 del tit. I del lib. X de la Nov. Rec. (55, 57 y 59 de Toro), que (( la mujer, durante el matrimonio, sin licencia de su ma-
rido, como no puede hacer contrato alguno, asimismo no pueda estar en juicio 
faciendo ni defendiendo: y si esto viere por sí 6 por su procurador, no vale lo 
que ficiere,» salvo si compelido el marido para dar la licencia á su mujer no 
se la diere, y el juez, con conocimiento de causa, legítima ó neeesaria, se la otorga, ó cuando hallándose el marido ausente, sin esperarle de próximo venir, 
ó corriendo peligro en la tardanza, la justicia, con conocimiento de causa, se - 
yendo legítima ó necesaria o provechosa, concede tal licencia á la mujer; pues que entónces, así dada vale como si el marido se la diere. En iguales términos 
se expresa la ley de Enjuiciamiento civil, cuando en sus arts. 1.351 y 1.352 
se, oçupa del hijo de familia y de la mujer casada cuyo padre marido se niegan á representarles en juicio ó se hallen ausentes en ignorado paradero, 8 
sin que haya fundada esperanza de su próxima vuelta. Esto es, que la autori-dad judicial no ha de suplir á la doméstica, sino cuando ésta se obstina en 
una negativa inmotivada y perjudicial, ó cuando por la ausencia de la per-
sona que goza del poder paterno o del marital se hace preciso que la justicia 
llene su falta accidental y pasajera. 
Como se vé, las leyes trascritas están vaciadas en un mismo molde; ex-
presa la una lo que mandan las otras; nada dicen respecto á la incapacidad 
del marido; la ausencia y la negativa son las únicas causas por las que 
procede la habilitacion ó licencia judicial, y para ello ha de ser demandado 
el que la solicitare, 6 seguírsele grave perjuicio de no promover la demanda. 
Fuera de estos casos, no podrá otorgarse. Así se explica la ley de Enjuicia-
miento civil, sin que en ella ni en las de Toro, ni en los artículos correspon-
dientes de la ley de Matrimonio civil se le haya ocurrido al legislador pre-
ver el caso que motiva la consulta, determinando al efecto la capacidad ju-
rídica que debe tener la mujer cuyo marido está incapacitado, capacidad que 
debiera ser por cierto ámplia y bien distinta de la que compete á la mujer de aquel consorte que es hábil ante el derecho. 
Tampoco se ocupan del extremo á que nos referimos el Código francés, á 
pesar de los elogios que se le tributan, ni otras legislaciones modernas, que-
dando así en el vacío y á merced del arbitrio de los Tribunales la interpre--
tacion de la Ley, y con ella comprometida la suerte de derechos é intereses legítimos. 
Por eso, con mejor y más ilustrado criterio, nuestro proyecto de Código, 
que no sabemos cuándo llegará á ser Ley, dispone que: 
«Los Tribunales supli-
rán la falta de licencia marital cuando el marido sea menor e diez y ocho ailos 
y carezca de padres, 6 cuando., siendo mayor, s3 ha".'!ac-sente ó impedido, 6 la 
ti rehuse sin,andado motivo.» 
.hora bien; en vista del enunciado defectuoso de nuestras disposiciones 
621  
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expedito, y la ed 
vigentes, qué hacer? En realidad, el remedio más llano y ex p d i íos del 
o
pinion más racional y lógica, por ser más convenible á los p 	 p 
Derecho, ca adaren 
en  
consistir, 
l noat  goce de todos sus  derechos r
civ les, sin 1 mitaci 
mujer
on 





o odo que si fuera soltera o viuda y, por tanto, con la ca- 
pacid d legal necesaria para estar á las resultas de todo juicio y comparecer
pueda en el por sí, sin restriccion de ningun género. 
Y muévenos á opinar así: ^ •° La 
en Tanto la mujer que se lcasa de be per- 
tener 	 en este  caso, 	
que 
 enn gracia de la potestad  l m
us deréchos civiles, encuanto que el 	
f ulnd aá 
mento 
facultad de ejercer por sí  
ento e 
	




no un autómata ata  	 undica, mediante cuyo goce 
4 que viva de una vida perfectamente rction al de protec edi t e cuLa goc e 
sea un hecho su  aptitud y una verdad su poder otros oen los que, á tenor gía que existe entre el caso que nos ocupa y aquellos 
 de  lo dispuesto por el a
st en  el arta 45 el marido que 
 civil, no podrá ejercer 
 de en mujer 
las facultada expresad rme d d 




rme di udivoreio, ó que esté sometido á 
la 
s c ones decae la autoridad del pmarido. 23.°rEl
c ver 
como la esposa, 
pues o 
en 
con 	 tiene en defecto del padre la patria osa, en concepto de madre, irigi la mujer en dos 
potestad sobre los hijos; lo cual es más grave que que  dirigirs
rse 
eon es un remedio 
asuntos mismos. 4.° La consideracion de mientras que de reputarla capaz 
supletorio, momentáneo y extraordinario,  




lobtener 	l al 
remedio 
evitándose además lo 	 y , 
l 
 . 
dilatorio que  es solicitar y 
léjos de protejer á eddeo que maigo' 
	 en 
estado de demencia, 5.° La considera- 
cion de que el que se halla e precisamente, en 
nadie," necesita ser protejido, con la particularidad de que, aprecis m  padre é 
quien ha de recaer el nombramiento de curador eje pl 
 En falta de padre 
 
re é 
 hijos, es en la nnujer, segun la prevenido' por ley  
en su art. 1.245. haya 
De  dbnde`se sigue, que es inconcebible cómo  l mespos aiempo 
de 
 la ser por 
ministerio' de la Ley curadora de su. marido, y 
 mismo- e po s  para 'que dere incapaz para consigo,! pretendiendo que  
comparezca en juicio. La jurisprudencia que viéramos en este sentido nos  
parecerla más lógica que la opuesta. entre ellos L+ scriche, opinan que  en tal 
Sin embargo, algunos autores, y  
caso procede la"habiltacion por 
anglo opino íno 
los 
 pr á ^ at08 de  las Leyes 
re- 
 copiladas y de Enjuiciamiento, y  pasa nosotros el mérito de la práctica y del respeto al criterio ageno.  
Así, pues, no obstante que si:se" examinan con severa imparcialidad y 
 





 1.357  de 
 c ando pro
de 
 cedas tan sólo á peti 
a 
ci del  rpao6cd la i no de un tercero, porque siempre la Ley viene han del hijo 6 ae 1
ablando con  la mujer j r y 
mujer, y c, y con el hijo, y á nuestro modo de ver el interdicto es 
h  válido, ya porque se entienda capaz á la deseo jante, ora porque, ánn supo  á ella es - 
niendo que necesitase la habilitacion para re fer rtérxrio  juzgado, ella  p  á 
quien le in teresa muy especia lm ent e'. y n Derecho; aparte. de todo esto, no 
ejercitar el recurso y accion á ,haya lugar en  
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hallamos inconveniente en que el actor ahorre trabajo á la demandada, y 
para mayor seguridad y situacion más definitiva del interdicto sustanciado, 
recurra al Juez de •los mismos autos, provocando el expediente necesario al fin que pretende el consultante. 
Entendiendo que sea cual fuere el carácter de la persona á cuya instancia 
se pida la autorizacion, debe fundarla en la aplicacion de la ley 15, tít. I, 
libro 10 de la Nov. Rec., en su armonía con el núm. 2.° del citado art. 1.351 
y caso procedente del art. 1.352 de la ley de Enjuiciamiento, por afinidad de 
lo dispuesto con la situacion actual, ofreciendo informacion cumplida del 
hecho que motiva las actuaciones y sujetándose en la tramitacion de este in-
cidente á las reglas establecidas en el art. 1.208 y demás disposiciones espe- 
ciales del tít. VII de la segunda parte de dicha Ley procesal. Tal es el crite-
rio de la Redaccion. 
SEGUNDA. 
Los hijos no pueden impugnar la venta de los bienes de su peculio adventicio 
sino cuando se hayan cumplido las formalidades que la Ley exige para 
que tenga efecto su accion reivindicatoria. 
Unidos en matrimonio D. A. y doña B. adquieren varios bienes, pero fa-
llece intestado D. A. y tambien resultan créditos contra la Sociedad. Don 
A. deja hijos menores. Para satisfacer dichos créditos, la viuda enagena parte 
de aquellos gananciales, sin preceder la vénia judicial, ni liquidacion de 
ningun género. Los hijos, todavía menores, pretenden ahora la nulidad de esa venta. 
El consultante opina que hay méritos para impugnar la demanda: 1. 0, porque, como D. A. murió despues de la ley de Matrimonio civil, ha pasado 
á la viuda la potestad de sus hijos; 2.°, porque la venta es anterior á la Real 
órden de 28 de Agosto de 1876, cuyas disposiciones no le alcanzan; 3.°, por-
que, esto sentado, el contrato debe apreciarse por el derecho y jurispruden - 
cia vigentes al celebrarse, y, si la madre disfruta de las mismas atribuciones 
que el padre, visto es que obró dentro de lo que autoriza la ley 9.a, título 19, 
Partida 6.a, y la enagenacion es válida, á tenor de lo que declara el Supre-
mo Tribunal en sentencias de 8 de Mayo de 1861, 13 de Febrero y 30 de 
Diciembre de 1864 y 25 de Octubre de 1866; y 4.°, porque, áun admitiendo 
que los actores puedan ir contra el referido contrato, sólo les será permitido 
hacerlo cuando aparezca que su madre es insolvente. (Sentencias del 16 de Junio de 1862, 30 de Diciembre de 1864 y 1.° de Febrero de 1867.)—
Un suscritor. 
CONTESTAdION. 
Es cierto que en virtud de la pátria potestad que la ley de Matrimonio civil 
confiere á la madre en defecto del padre, ella adquiere la administracion y 
usufructo de los bienes que sus hijos legítimos no emancipados adquieran por cualquier título lucrativo ó por 
su trabajo ó industria, y que, con arre-glo á la interpretacion doctrinal de 
la Ley 21, tí`. XIII de la Partida IV y furisprudencia del Tribunal Supremo calcada sobre dicha Ley, el padre, y en su defecto la madre, puede enagenar con 
 justa causa los bienes del peculio 
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(Sent ncia del 26 de 
	
nda .por lesion ha de 
 Ultimo.  Gaceta del 22 
establecerse 	 de los cuatro 
Por escritura del 15 de Julio de 1811 D. Salustiano Albert vendió á D. Agustin 
Perez una casa y 
una tierra en la villa y término de Mouóv ar por el precio de ;;en 
pesetas y con el pacto de retro por un año. 
i 
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gn 22 de :Octubre de 1875 entabló D. Salustiano Albert la demanda. objeto de 
este pleito para que se declarase nula y de ningun valor la venta mencionada, fun-
dado en que las fincas valían más de 2.000 pesetas, hallándose en tiempo hábil para 
ejercitar, como lo hacia, la accion de lesion enormísima, porque no teniéndole 
mareado en lasleyes, debia equipararse al de las personales. 
Don Agustin Perez impugnó la demanda alegando que la venta se habia hecho 
perfecta é irrevocable por no haber retraido las fincas á su debido tiempo el vende-
dor; que á causa de las obras ejecutadas en ellas, habian adquirido un valor de 
unas 800 pesetas, al cual no 'debia atenderse para 
 estimar si procedia la rescision, y 
 que esta accion debia deducirse dentro de cuatro años, que el demandante habia dejado trascurrir. 
Las partes suministraron prueba, habiendo sido tasadas las fincas, deducidos los gastos hechos en ellas, en 2.023 pesetas. 
 
El Juez de primera;instanciadictó sentenciadeclarando que en el contr&de 
 yen-ta 
 hecho á favor de Agustin Perez existe lesion enormísima, puesto que valen las 
fincas vendidas más del cuádruplo del precio que consta en la escritura, rescindién-dose por lo tanto dicha ;escritura., otorgándose para ello la correspondiente por 
Agustin Perez á 'favor dé Salustiano Albert, prévia entrega por éste á aquél de las 500 pesetas recibidas, 'con 
 más los ga'stoS del contrato anterior, ségun cláusula del 
mismo, y el valor de las mejoras hechas en. la 
 casa, y que constaban en la decla 
racion del Ingeniero, siendo de cuenta de Albert los gastos de la escritura que se 
hiciera, y condenando en las costas de este pleito á D. Agustin Perez. 
Confirmada con igual condenacion esta senteneia por la que en 11 de Marzo de 
1879 dictó la Sala dula civil de la Audiencia de Valencia, interpuso D. Agustin 
Perez y Perez recurso de casacion por haberse infringido á su juicio: 
1.° La ley 2.a, •tit. 1.° libro 10 de la Novísima Recopilacion, y la doctrina legal 
declarada por el Tribunal Supremo en sentencia del 13 de Junio de 1864, segun laque, el termino para ejercitar la accion de rescision que nace de dicha ley, dura los 
cuatro años prefijados en la misma, toda vez que se declaraba rescindido el 
 contra-to 
 de compra-venta en cuestion por lesion enormísima, sin embargo de haber tras-
currido con exceso cuatro años desde que se celebró; 
to no 
 se concedió al compradora   alternativa establecida en ella de ell  de 
 sa vendida 6 abonar el más valor que tuviera. 
Y el Tribunal Supremo, 
Considerando que la acecen de rescision que concede al vendedor la ley 2.a, t2t.1.°, libro 10 de la Novísima Recopilacion cuando en la venta ha mediado lesion en mcis de la 
tiritad del justo precio debe entablarse dentro de cuatro años desde el dia en que fuese 
/techo el contrato, sin que distinga cuando el perjuicio exceda en mucho ó en poco de la' 
pitad prefijada en la misma Ley; 
Y que en el pleito origen del presente recurso se presentó la demanda pasados los cua-
tro anos, y el comprador no alegó cosa alguna contra el lapso de ese término por haber 
'teediado el pacto de retro, y en su virtud la sentencia recurrida infringe la dicha Ley ci-
'rcda en tal sentido en los motivos del recurso: 
Declara haber lugar al recurso de casacion interpuesto por D. Agustin Perez y Perez. 
CRIMINAL 
Atentado.—Se 
comete este delito desafiando navaja en mano y acometiendo d un agente de la autoridad en fi4 clones de su cargo.—(Sentencia del 14 de Abril ultimo. Gaceta del 1'7 de Junio.) 
En la tarde del 4 de Marzo de 1879 se encontraba Antonio Martinez Perez en 
una taberna de la plaza de los Venerables, en Sevilla, dando fuertes voces; y llegan-
do los agentes de Orden público, despues de reconvenir amigablemente al Martinez, lograron que éste los siguiera y saliera á la 
 calle, 
 sin tener necesidad para ello de 
emplear ninguna clase de fuerza: que ya en la calle Martinez, salió huyendo preci-
pitadamente, y por efecto de su misma embriaguez no pudo andar más que hasta la 
esquina de la calle de la Mezquita, en cuyo sitio se volvió con una ,navajaen la mano desafiando á sus perseguidores, y 
 llegando en 
 este momento el vigilante José Sua- 
a 
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rez Terán fué a detenerle, en cuyo acto cayó sobre él Martinez, viniendo ambos 
al 
n 
 soollo consiguió al  fin, emprendió de nuuevo tratando 
 fuga hasta quefué e de- 
vatarse, e, como 
tenido. La Sala dictó sentencia confirmando la del inferior, por la que declarando que 
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nj el  hecho to  de ley, fundado en el número 3:° del art. 798 de la provisional de Enjuiciamiento 
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de
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permiso del Gobierno, no constituye 
delito.-(Sentencia del 17 de Abril último. Ga- 
ceta del 17 de Julio.) 	 úntamiento de 
En 2 de Diciembre de 1879 los Concejales que comuonia el An  del Alcalde Fuenterrabfa, prévia convocatoria, se reunieron bajola presidencia  D. José Ramon Casade- 
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 te, D. Francisco 
Sa  Arzazu D.
, D. José Ignacio 
iode m  n dar 
in, 
 D. Francisco 
 conceder oe - vante, D. Francis Sagarzazu 	
José gnacio Amundarain, D. Francisco Goicoe- 
chea, D. Francisco Ayestarán y D. Estanislao Lecuona, y 	 la 








de énero siempre que mereciese la aproba con c
del Gobierno; firmando el acta to 
dos los Concejales que sabian escribir, 
	
autorizándola firmas Secretario D ZJosévMá la 
EchenCasadevante, Amundarain, y Sagarzazu,  que en serien extraordinaria de 21 de Enero de 1870 el Ayuntamiento 
acordó que 
ta y cuarenta  enta y tras explotaciones, así como una 
rplaza de toros y 	 casa de 
taa, b ños, tenerla una duracion de 35 años; y el acta concluye expresando que firman 
los señores que componen el Ayuntamiento, que son los ya expresados: que en 9 
de Febrero, reunidos los Coneejales, acordaron que el Alcalde y D. Bernardo Goe- 
que presentados 
que diera un  informe  favorable 
S
orable e lexpediente de la concesion;ly Gobernador
up ad s 
de 1 
Ayuntamiento 
 de Jul loslap aprobó, estampando al efecto
r en cada 
 sesion 
 uno de sus fólios el sello 
municipal y otorgaron á Valdteufel la autorizacion definitiva, acordando que todos 
los documentos se depositaran en una Notaría, sin que conste que se llevara á efec- 
Don Eduardo Valdteufel elevó al 
Regente del Reino en 26 y 27 de Enero de 18'70 
 este acuerdo. 0 en 
exposiciones en solicitud de que se le concediera autorizacion 
	
establecer 
   un 
Fuenterrabía un casino análogo â los de Baden-Baden, Spa 
	
el Regente da - 
tos , bajo las condiciones y bases aprobadas por el Ayuntamiento, y 	 _> 
puso que se remitieran al Gobernador civil de, la provincia 
de Guipúzcoa las expo .. 
63^ GACETA FbRÉN6S 
sicioims y documentos, á fin de'gue eü vista 'de todo, ' temperándose á las disposi- 
ciones legales, adoptase la resolucion que procediese: que el Gobernador en 30 de 
 Junio de dicho año concedió permiso para abrir el casino con'sujecion â las leyes 
 del Reino: que entre los documentos que obran en el expediente consta el acta de la 
 
sesion del Ayuntamiento de Fuenterrabía, celebrada el 19 de Enero de 1870, en que 
 
se acordó que en el interés de las modestas fortunas privadas en esta ciudad preciso 
 es que ninguno de 
 sus habitantes no pueda estar expuesto á la tentacion del  juego; 
 
es formalmente prohibido á los ciudadanos de Fuenterrabía la entrada en la sala de 
 ruleta y' 
 treinta 'y cuarenta. 
 
Sin Contar que D. Eduardo Valdteufel hubiese establecido el casino, aparece 
 que bajo la presidencia del Alcalde en 4 de Junio de 1873 se reunieron los Conce- jales,, y dada cuenta de una comunicacion de D. Santiago Emilio du Pressoir, en la 
 que participaba que D. Eduardo Valdteufel le habia cedido todos los derechos que 
 tenia en la concesion que le hizo el Ayuntamiento y solicitando que sede adjudi-case 
 la misma concesion exclusiva, y el A yuntamiento acordó hacerle dicha conce-
sion siempre que las leyes de España no se opusieran á ello, bajo las bases siguien- 
tes: primera, que á ninguno otro, durante el curso de la concesion, podria otorgar- 
se ningun privilegio equivalente: que el plazo de la concesion sería de 40 años: que 
una vez otorgada la concesion, con la autorizacion de la Autoridad superior, paga- 
ria á la ciudad de Fuenterrabía la suma anual de 50.000 rs. que ingresaría en la 
Tesorería del Municipio; y por último, se determinó lo que habia de pagarse si por 
causa de guerra fuese imposible tener el casino abierto: que en sesion de 27 de Ma- 
yo de 1874 los Concejales, bajo la presidencia del Alcalde, acordaron que en vista 
de las circunstancias por que atravesaba el país, viéndose privado el Municipio de 
poder conseguir recaudacion y cobranza, el Presidente gestionara con du Pressoier 
para que adelantase el pago de un semestre por la concesion que se le tenia hecha: 
que habiendo solicitado éste del Ministro de la Gobernacion quedaran en 61 subro- 
gados todos los derechos que asistian á Valdteufel para establecer el casino, se 
acordó que informara el Gobernador de San Sebastian, quien á su vez pidid in- forme al Ayuntamiento de Fuenterrabía, y ambos lo efectuaron en sentido favora- ble: 
 que cerrado el casino por mandato del Gobernador, la Comision nombrada por 
 
el Ayuntamiento solicitó del Gobernador su reapertura, y en Real órden de 24 de 
 Abril de 1875 se acordó que la autorizacion para la reapertura correspondia en pri-
mer 
 término al Ayuntamiento de Fuenterrabía, á quien podian acudir los interesa- 
dos, y en caso de negativa al Gobernador de la provincia; y que en 30 de Abril,. 
reunidos los Concejales que componían el Ayuntamiento, se did cuenta de un ofi-i 
cío de D. Eugenio Sagarzazu y D. Alejandro Aritlez, comisionados para gestiona:» 
la reapertura del casino, en que participaban el resultado satisfactorio de sus ges- 
tiones, y dada cuenta de la citada Real Orden y de una solicitud de D. Santiago. 
Emilio du Pressoir, pidiendo se le autorizara para abrir el casino, el Ayuntamiento
, . por unanimidad, acordó la autorizacion, firmando el acta todos los Concejales, á 
cxcepcion de D. Andrés Elola. 
En 28 de Mayo de 1874 D. Santiago Emilio du Pressoir y D. Uvedale Berringson 
otorgaron escritura de sociedad, conviniendo en que el primero seria el gerente y 
él sólo podria usar de la firma social; se fijó en 40 arias 
 la duracion de la sociedad que tendria por objeto la explotacion del kursaal` de Fuenterrabía; que du Pressoir 
aportaba las licencias y privilegios concedidos por el Ayuntamiento 'con autoriza-
cion del Gobierno; y Berringson 570.000 pesetas, y otras condiciones, de cuya es-
critura se tomó razon en el Registro público y general de comercio de Guipúzcoa. 
Abierto de nuevo el casino por el acuerdo del Ayuntamiento de Fuenterrabía el 30 de Abril de 1875, á virtud de Orden del General en Jefe del Ejército del Norte 
de 17 de Mayo de 18'76 se cerró de nuevo por los juegos prohibidos que eu él habia, 
y se puso en conocimiento del Juzgado de primera instancia de San Sebastian, instruyéndose la correspondiente causa. 
La Sala dictó sentencia, declarando que el hecho constituye el delito de haber 
establecido un casino con salas de juego de suerte, envite y azar, de que son auto- 
res D. Francisco Sagarzazu, D. José Ignacio Amundarain. D. Francisco Goicoe-
chea, D. Estanislao Lecuona, D. José Antonio Berrotarán, D. Salvador Echevarría, 
Don Augusto Urrutia, D. Félix Laborda, D. José Sarrieta, D. Andrés Elola y don 
Antonio 'García Jimenez, á los que condenó en la pena de dos meses y un dia de 
arresto, cou accesorias, multa de 250 pesetas á cada uno, y décima parte de las cos-tas, sobreseyendo respecto á D. 
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  con sala de juego de ruleta, treinta y cuarenta,  acuer- 
do re 1814 en virtud de la cesion que 
do habia hecho 
por el enfavor de D Sango 
 tia y 
que aparece hecha la contes on, no ^
const tuy delito alguno comprendido en el Có- 
 aparece 	 primer de 1850, vigente cuando tuvo lugar el imer acuerdo, ni en el que en la ac- 
tualidad rige;  Que el art. 267 del. Código de u85 oydelsu58e,el de  y 0zsól apenan  o •álos ban-que 
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 individuos del Ayuntamiento de Fuente•rabía, que tomaron lós 
acuerdos ya referidos, en concepto de autores del delito comprendido en el artículo 
citado, porque la concesion para el establecimiento del casino con sala para jugar 
á la ruleta, treinta y cuarenta, se otorgó condicionalmente, con prevencion de obte-
ner préviamente la licencia del Gobierno, y que no estuviese en oposicion con las 
leyes de España; condicion que aleja toda intencion voluntaria de delinquir en la 
Corporacion municipal, y por lo tanto demuestra la irresponsabilidad de la misma, 
áun en el caso de que resultase probado (que no lo está) que se hubiese jugado con-
tra las terminantes prescripciones de la ley; 
Que procediendo la casacion de la sentencia por no constituir delito los hechos 
que se han declarado probados, ni poder ser calificados de autores los recurrentes 
del definido y penado en el art. 267 del Código de 1850 y 358 del de 1870, no hay 
por qué resolver los demás motivos que subsidiariamente se alegan: 
Declara haber lugar al recurso de casacion que por infraccion de ley se ha in-
terpuesto contra la sentencia de la Sala de justicia de la Audiencia de Pamplona por D. Andrés Vicente Elola y çonsortes. 
ADMINISTRATIVA 
Empleados públicos. MAGISTRADOS DE MADRID•-LOS términos en que está redac-tado el art. 138 de la ley orgánica del Poder judicial, demuestran claramente que su objeto fué, no sólo quede cada cuatro vacantes que ocurran en la Audiencia de Madrid se dé una a los Mayistrados de las demás de la Peninsula, sino que ésta sea la primera que ocurra, porque si bien la regla 4.a. del art. 2.° del decreto de 23 de Enero de 1875 modificó el alu-dido precepto Legal, hízolo limitándose d conceder las dos 
 primeras vacantes 4 los cesan- 
tes de igual cargo 6 de la misma categoría, miéntras los hubiese, dejándola en todo lo demás subsistente, y por otra parte el Real decreto de 22 de Octubre de 1877, dictado, al parecer, con relacion á los Mayistrados de, fuera de Madrid, no altera lo establecido para 
proveer las vacantes en la Audiencia de la córte, que forman una categoría distinta en las dos disposiciones citadas. 
En estas consideraciones se funda el fallo recaído en el pleito contencioso -admi-
nistrativo seguido por D. José Aguilera y Suarez con la Administracion general 
del Estado sobre revocation de los Reales decretos nombrando Magistrados de la 
Audiencia de Madrid á D. Diego Montero de Espinosa y otros.—(R. D. 20 Abril 1880. Gaceta 3 Julio id.) 
RESOLUCIONES DE LA DIRECCION GENERAL DE LOS REGISTROS CIVIL, DE LA PROPIEDAD Y DEL NOTARIADO EN MATERIA HIPOTECARIA. 
Los Registradores han de calificar la legalidad de las escrituras presenta- 
das segun lo que de las mismas resulte.—(20 Febrero de 1830. Gac. del 22 Julio.) 
Pué suspendida la inscripcion de una esçritura de venta porque el Registrador 
recibió un mandamiento del juzgado en el que, al prohibírsele, en méritos de causa 
criminal seguida contra el vendedor la inscripcion de la finca vendida, se le mani- 
festó que el verdadero nombre del vendedor era otro distinto del que aparecia en el título presentado. 
De los certificados expedidos, obrantes en el expediente gubernativo incoado 
contra esta calificación, resulta que la designacion que se hace de la persona del 
vendedor se halla ajustada á las disposiciones de los artículos 23 de la ley del Nota-
riado, 74 de su Reglamento y 4.° de la Instruccion, supuesto que no sólo se da fé del 
conocimiento de aquélla, de su vecindad y profesion, sino que además se refiere, por lo que hace á las 
 circunstancias personales expresadas en la escritura, á lo que 
consta de la cédula personal del interesado, segun previene dicho art. 4.° de la Ins-truccion. 
Tambien resulta que la finca vendida aparece inscrita á nombre del mismo que la 
 enagena o vende, sin que haya la menor diferencia entre el nombre y apellidos del Registro y los del otorgante. 
El Juzgado confirmó la nota puesta por el Registrador, y el Presidente de la Au-
diencia la confirmó asimismo en apelacion, y elevado el expediente á la Direccion 
general y vistos los artículos citados de la ley del Notariado, Reglamento é Ins-truccion' y los arts. 18 y'20 de la ley Hipotecaria, y 20 y 37 de su Reglamento, fué re-vocada la providencia apelada y la nota del Registrador: 
C}ACrrk FÓRENSt ' 
Considerando que la legalidad de las escrituras ha  de  calificarse por' los Regis- 
t puesto en la ley Hipotecaria tecariagy su 
mismas 
 glamentó, conaarrreg rr lo á cuya doctrina ot puede 
influ
ir lo consignado respecto del verdadero nombre del vendedor en el manda-
miento judicial de que se ha hecho referencia, al efecto de impedir la inscripcion de 
que se trata.  
Lal dominio
u  de constituion 







En un juicio ordinario seguido contra un Ayuntamiento sobre pago de réditos 
de unos censos referentes á un capellanía, se dictó mandamiento de e emstab go i sobrie 
re 
varias fincas como pertenecientes á dicho Ayuntamiento, que no haer 




 gunaen e asunt,n el Juzgadodaut rizó 
á la 
 parte actora para que, por cuenta de dicha corporacion, hiciera inscribir las s 
fincas embargadas. A este efecto se presentó en el R ds las
o 
  n t s tiembargadas,onio eas diligencias practicadas, otro de la descripcion pericial 
 escritura de constitucion de ce 
so 
 sobre distintos 
 s entre lafavor e vaéi s ca ila 
dos, capellanías, obras pías y p P anadola ór- 
colativa de que ha hecho mencion. El Registrador denegó la inscripeion, fundado en no haberse, aeomp 
en el art. 3.°i delacley de 
de haber sido 
 Julio de 18,56 
exceptuados 
e d samortíizacnion,spor no constar  S en 
los documentos 
en juicio en  el cual fuere doido 	
tribunales 
l M Ministerio fiscal, y no acompañarse 
ni doss en el lart 14 del  Real decreto   de 12ode Agosto
r
de,  1871: todo lo 
requisitos 
 manifestado en 
conformidad á lo dispuesto en el decreto de 22 de Agosto de 1874, y por no constar 
inscrito el dominio de las fincas hipotecadas en favor de dicho Ayuntamiento. 
ga doIntrpuesto 
confirmada en apelac oin por el PresidentefldeclanAudienç a. Elevado el 
expediente 
y pediente á la Direccion general, y vistos los artículos 6.°, 42 y 238 de la ley Hipot Y 
caria, y 6. ° y 42 en` l presente ca.olsóloalseetrata de inscribir á l  favor del Ayun- 
atendiendo l aáque fin é el p 
no ces titulo suficiente para ver f carlo, por lo que se deniega la insc
ripcion, sin perjui 
cio de que la interesada use del derecho que le compete para reclamar del citado 
Ayuntamiento los títulos de propiedad de las referidas fincas, ó solicitar la inscrip-
cion de posesioncon arreglo á.la ley Hipotecaria y su Reglamento yReal decreto de 11 
de Noviembre de 1864. 
SECCION DE  NOTICIAS  
Juicio de desahucio.—Con 
este titulo acaba de publicar el Director de El 
Consultor de los Ayuntamientos y de los Juzgados municipales, Sr. Abella, un impor-
tanto Tratado-jurídico práctico en el que se estudia extensa y concienzudamente to-
do lo relativo á esa clase de juicios, que tan directamente afectan á los propietarios y 
arrendatarios de fincas rústicas y urbanas. Este libro, de verdadera utilidad para propietarios, inquilinos de casas, arrenda-
tarios de fincas rústiças, Juzgados municipales y de primera instancia, Abogados 
y auxiliares de los Tribunales, comprende una introduccion al estudio del juicio de 
desahucio, donde se trata cuanto .constituye la materia del desahucio: los contratos 
dearrendamientos 
Legislacion, y  en  especial 
 en sus varias 
 las Leyes 
especies 
e 1813 y 1842;del texto de la Novísima Ley vi- g n
vi- 
 te
es minuciosamente gente, minuciosament concordado y comentado artículo por artículo y ampliado 
con  las de las 	
s concordantes, que e 	 p 
	
la 
la rácticaocpu deestablecida  atarse c 
 los Tribunales 
on  más frecuencia; 
solucion  las dudas que en`la p " 	 p 
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una coleccion completísima de formularios para la tramitacion de estos juicios,  parte de los Aranceles de 1871 que es aplicable á las actuaciones del desahucio. Se vende á 8 rs. en la Administration de El Consultor, Plaza de la Villa, 4, Madrid. 
ADMINISTRACION 
Correspondencia. 
Valmaseda.—D. F. C. y C.; solvente hasta fin de Marzo del 81. Vall de Uxó.--D, J. O. y M ; suscrito desde 1.° de Agosto; solvente hasta fin de Octubre. 
Lorca.—D. R. M.; solvente hasta fin de Agosto del año próximo. Dalias.—D. J,. A. 
 R.; suscrito en 1.° de Agosto; solvente hasta fin de Enero próximo. 
Cobdar.—D. S. C. T.; suscrito en 1.° de Agosto; solvente hasta fin de Octubre. Estrada.—D. C. 
 P.; 
 remitidos por segunda vez los números 46 y 47 que reclama. Bilbao.--D. P. de A.; solvente hasta fin de Diciembre próximo. 
Dénia.—D. M. D.; suscrito desde 1.° de año; remitidos primer tomo y lo que 
vá publicado del segundo; sírvase remitir libranza. Las consultas pasaron á la Re-daccion. 
Nava del Rey.—D, J. C. y R.; remitidos números 72 y 73 que reclama; sírvase 
remitir libranza. 
Igualada.—D. L. G. y M.; recibida última libranza, quedando por ella solvente 
hasta fin de Mayo pasado; no ha llegado la primera ni carta al Director; sírvase repetirla. 
Mérida.—D. J. F. y de L.—Remitido el núm. 73 que reclama; está solvente hasta fin de Diciembre próximo. 
Fuente Ovejuna.—D. J. V.; solvente hasta fin de Noviembre próximo. 
Lorca.—D. G. B.; solvente hasta fin de Febrero del 81; servidos números 59 y 61 que reclama; sírvase devolver los que tenga duplicados. 
Garrovillas,—D. D. B.; solvente hasta fin de Diciembre próximo. 
Villafranca del Cid.—D. G. T. B.; considerado suscritor desde 1.° de Agosto; no 
teniendo en esa, como dice, facilidad para efectuar el pago, se le incluirá en el giro próximo. 
ADVERTENCIA 
El dia 20 del córriente mes, como con antelacion 
anunciado, tenemos pensado girar contra aquellos de nuestros
aabonados que
hemos 
 se hallaren aún en descubierto con esta Administracion, por cuyo motivo ro-
gamos de nuevo a los que se encuentren en este caso se sirvan remitir libran- 
za antes del dia precitado, si no quieren sufrir, sobre sus adeudos, el aumento del 15 por 100 de comision y giro. 
PRECIOS DE SUSCRICION. 
Madrid, trimestre. 
	
 15 'reales. Provincial, trimestre. 
	
 16 
	 • Idem semestre. 
	
 82 	 • Idem un aüo 
	
 60 • Ultramar 
 y jSemestre. 
	
 1800 en 
oro. extranjero., Año. 
	
• 
Se harán bibliografías de obras jurídicas, 
siempre que se remitan á 
 esta 
 Redaccion dos 
ejemplares: uno para el bibliógrafo y otro para 
la Redaccion. 
De las que remitan solo un ejemplar, se in-
sertarit el anuncio. 
Madrid.1880.— Impronta de Ramon An bulo, Amattiel, 20, pral. 
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SECCION DOCTRINAL 
Competencias entre las autoridades judiciales y administrativas, 
y conflictos que se susciten entre los Ministerios, autoridades y agentes 
de la Administracion. 
(Conclusion.) 
Pero no sucede siempre lo mismo. El cúmulo enorme de atribuciones que 
pesan sobre los Tribunales y la dificultad de marcar algunas veces á cuál de 
los dos órdenes corresponde conocer de casos especiales que se presentan en 
la práctica, puede hacer que aquéllos incurran en error abrogándose faculta-
des de dudosa y problemática certeza, tanto para la institucion representante 
de la Ley, como para los Gobernadores de provincia. Entónces queda á éstos 
libre y expedito su derecho para ejercitar el privilegio exclusivo que se les 
confiere requiriendo de inhibicion á la autoridad judicial y citando expresa-
mente el texto legal en que se fundan (1) para reclamar el negocio, con el 
objeto sin duda de que pueda ser conocido de todos, y de que no se proceda 








de una manera caprichosa y con el único propósito de p e judi,car á los par-
ticulares ó de suscitar embarazo á l a  recta administracjon `de jus icia. 
Desde el instante mismo en que las autoridades adxninistrativa sE cgisi-
deran que les compete un asunto y se dirijen á la judicial para que así lo reco-
nozca, empieza entre áfhbas una rivalidad sufiei'ene pa^apüxiext en tela de 
juicio la validen y,eficacia de todo lo que se actúe. Por eso el requerido debe 
suspender el curso de los autos, y escuchando en ' breve plazo á las partes, 
señalar dia para la vista y resolver lo que ,estime oportuno; no siendo obliga-
torio sal hacerlo sujetarse al dictámen de aquellos á quienes queda siempre el 
derecho de apelar, sin que proceda ulterior recurso eontra el acuerdo que se 
dicte en segunda instancia (1). 
Cuando en ésta ; . se con firma el auto por . virtud del ; cual el Juez se ha 
declarado competente para entender 
 en un asunto, debe ponerse en conoci-
miento del Gobernador de la provincia para que desista de en empeñó ó tenga 
por formada la contienda, insertando en el exhorto las opiniones emitidas 
por el Ministerio fiscal y los fallos pronunciados. Con vista de tales antece-
dentes, determina la autoridad administrativa lo que estime más,.oportuno, 
y si 
 aún considera que debe de insistir, lo comunica la judicial, ën cuyo caso 
remiten una y otra todo lo actuado al Presidente del Consejo de Ministros, 
procurando quedarse con un ligero extracto para que no sea` preciso rehacer 
de nuevo el expediente si llegara á sufrir pérdida ó menoscabo (2). 
Las cuestiones qué entrañan un interés directo para eLEstado,no pueden 
ni deben ser resueltas de plano sin oir necesariamente el parecer de la Insti-
tucion consultiva que se 
 ha 
 establecido para qu.e ilustre al Gobierno con el pres- 
tigio de su notoria sabiduría èri los pintos osctiree ó'} difíciles (3). Así es, que 
despues de reunirse en pleno y dar áTas -diligencias la instruccion que consi-
dere más acertada, ha 
 de 
 pasar al Presidente del Co isejtk=de.Ministres y. á los 
Ministros de quienes dependan los funcionarios qué compiten, una consulta 
de la resolucion fundada que proceda, la cual se publica en forma de Real de-
cretó, si todos estuvieren conformes, ó se somete de nuevo á controversia y 
votacion si alguno dejara de profesar 'la misma 'doctrina '(4). 
El Poder ejecutivo, que debe ser atento á procurar y preveer las causas 
que influyen, aceleran ó retardan el progreso y decadencia de los pueblos, 
es el llamado á repartir entre sus distintas esferas los asuntos en que han de 
(1) Artículos 58, 66 y 61 del Reglamento. (2) Artículos 63. 64 y 66 del Reglamento. 
(3) Las autoridades que compiten remiten los autos á la Presidencia del Consejo de Ministros y 
ésta.á la Secretaría general del de Estado quien á su' vez' los 
 envia 6,-1 6,-lá Ceecion de Estado y Gracia y 
Justicia para que formule su dictamen, que después será discutido.tp iel„Conspjoyleno, segun 6201'7  mina el art. 7 del Reglamento de 1872. 
(4) Hemos omitido en esto trabajo todo lo que se refiere á los términos que concede la Ley para 
cada trámite y otros detalles, por considerarlos impropios de una ligera disertacion qué es lo que' nos 
































entender, ylo_hace unas veces fijándose en la ley de las analogías y otras en 
las necesidades del  servicio,' por lo que aparecen en la práctica graves antago-
nismos como lo es, por ejemplo, el que radique en el Ministerio de la Gober-
nacion todo lo relativo á Establecimientospenales, cuando en realidad debiera 
estar en Gracia y Justicia, porque de esta suerte habria de ser más fácil 
regular los límites que les corresponden y en que han de moverse la accion 
judicial y administrativa. 
Por una parte estas anomalías, y por otra las dificultados con que se 
tropieza para determinar con precision la  índole especial de algunos nego-
cios, explican la posibilidad de que ocurxán frecuentes conflictos entre dos ó 
más Ministerios. No existen, ó al ménos no conocemos, leyes ó disposiciones 
generales en que poder inspirarnos para resolverlo, pues 'desde luego se ha 
comprendido que no hay términos para  encerrar en una fórmula concreta el . 
número infinito de las que suelen presentarse , y únicamente cabe asentar 
coi io principio inconcuso, como axioma irrecusable, que corresponde decidir-
los al superior en el órden gerárgico oyendo con prioridad el dictámen del 
Consejo de Estado en pleno (1), á cuya seccion de Estado y Gracia y Justi-
cia han de remitirse los' datos que haya para que formule su opinion, con la 
que, despues de aprobada ó modificada, es potestativo al Gobierno conformarse. 
Lo mismo pudiera decirse respecto de los choques ó controversias que se 
originan entre las autoridades que pretenden atribuirse ó nó el conocimiento 
de iin asunto cualquiera (2). Al jefe comun de ellas toca terminarlas, y en 
el caso en que éste sea el Presidente del Consejo de Ministros, no puede ha-
cerlo sin sujetarse préviamente á las reglas y trámites que hemos señalado 
para las competencias entre el órden judicial y administrativo; esto es, sin 
dirigir al  de Estado la oportuna consulta para que le ilustre como siempre 
con el poderoso concurso de su autoridad. 
Segun la expresion de un autor contemporáneo (3), se llaman agentes 
administrativos los empleados que por una accion comun contribuyen á la 
ejecucion de las leyes que tienen este carácter, y en sentido extricto, ros subal - 
ternos que cumplen las órdenes de los funcionarios principales sin que pue-
dan dictar medida alguna; ó como dice Mr. ivien, las ruedas que reciben y 
trasmiten su movimiento á la máquina del Estado, ó las fuerzas animadas 
que dan vida á las resoluciones abstractas de los grandes poderes. La simple 
enunciacion de esta idea es  suficiente para comprender que l a extension del 
círculo en que se mueven depende del servicio á que se hallen adscritos y de 
los mandatos que se le confieran, y que si tiene lugar entre ellos alguna 
(I) Art. 45, núm. 8, de la Ley orgánica vigente del Consejo de Estado. 
(2) Nos referimos con la palabra autoridad, en este caso, á las que son únicamente consideradas 
como tales en el  Orden  administrativo, ya sea éste civil 6 militar, como por ejemplo. Gobernadores ci- 
viles ó militares y no á la judicial cuyas competencias con aquéllos hemos expuesto. 
(3) Escrich, Diccionario razonado de Legisiamion y Juc'isprudencía. 
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discordia (1) debe resolverla, siguiendo el principio establecido, la persona 
 o 
autoridad que desempeña el cargo de superior gerárquico de todos.  
JUAN G. OCAMPO Y BECERRA. 
SECCION DE CONSULTAS  
PRIMERA. 
Sobre cancelacion de cierta hipoteca. 
Don C. M., vecino de este pueblo, ha puesto en venia su casa; mas al 
poner al corriente sus papeles, resulta que se halla hipotecada. La hipoteca 
se estableció por escritura pública otorgada ante el Notario D. H. G. en 1874, 
porque el C. M. contrajo matrimonio en la ciudad de Zaragoza, y ofreció á 
su esposa en arras la cantidad do diez mil reales, como aumento de dote; 
 
para su seguridad hipotecó la expresada casa. El comprador no admite la 
 
finca sin que se cancele la hipoteca y se pregunta: ¿se necesitará seguir un 
juicio ordinario para cancelar dicha hipoteca, toda vez que la esposa de 
C. M. ha fallecido? El consultante cree que no, pues de ser así, seria lo mis-
mo que dejar perpétuamente la hipoteca sin cancelar. Baste tener presente 
que la esposa, al aceptar las arras, las condonó para el caso de fallecer An-
tes 
 que el esposo, y como tampoco ha dejado hijos, no hay para qué en-
trar á discutir los derechos que pudieran haber tenido. 
La esposa de C. M. ha dejado padres: pero ¿qué derecho tienen éstos res-
pecto de las arras? En opinion del consultante, ninguno. Habiendo premuerto 
la mujer, ya las arras no existen; luego es necesario que desaparezca la garan-
tía, es decir, la hipoteca. Si se habla á los padres, no querrán otorgar la 
 es-
critura consintiendo en la cancelacion, por más que en nada les puede per - 
judicar, por un sentimiento de desconfianza, y si se les demanda para con-
seguirlo, se tardarán años para obtenerlo y gastos que subirán mucho, pues el 
 
interesado no puede litigar en concepto de pobre. Se desea saber el ilustrado 
 
parecer de esa competente Redaccion.—Un suscritor. 
CONTESTACION. 
Difícil es dar un dictámen acertado no teniendo la escritura dotal á la 
'vista. Si en dicha escritura se consintiese por la mujer en la cancelacion de 
la hipoteca para el caso de cumplirse la coudicion resolutoria que ella mis-
iva estableció al admitir las arras, y se hubiera tomado razon en el Registro 
de la propiedad (como es obligatorio de tal circunstancia), no hay duda que 
ahora bastaria presentar la escritura dotal y la partida de defuncion al Re-
gistro de la propiedad, y fundado en el Real decreto de 20 de Mayo último 
pedir la cancelacion de la hipoteca; si, por el contrario, no se hizo esa mani-
festacion, tampoco creemos que se necesite seguir un litigio ` con los padres 
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de la difunta esposa de C.  M., toda  T 
e^reemos ó másecon eniente acudlr cal de unas arras que ya no existen; p  Juzgado de primera instancia en acto de jurisdiccion voluntaria, segun el tí-
tulo primero, parte segunda de la ley de Enjuiciamiento civil, exponiendo  
lo ocurrido, y pidiendo que, prévia presentacion de los documentos ántes re-
feridos, de la partida de defuncion de los hijos que hayan fallecido y despues  
de informacion testifical para acreditar que no quedan otros hijos á C. M.,  
fundado en dicho Real decreto, se sirva dictar auto ordenando la cancelacion  
de la mencionada hipoteca. Si el Juzgado ante quien se acuda, no fuese el  
de la circuscripcion del Registro en que se halle sita la finca hipotecada, se-
rá necesario que se remita exhorto al Juzgado correspondiente. 
Una salvedad tenemos que hacer: podrá ocurrir que en la escritura se 
haya consignado la cláusula comun, y más aún en las provincias forales, de  
sumision á las leyes aragonesas, sus Tribunales, Justicias, etc., renuncian-
do el fuero propio del que no fuese aragonés. Aun en este caso sostenemos  
que puede acudirse á cualquier Juzgado de primera instancia, porque para  
los actos de jurisdiccion voluntaria todos son igualmente competentes, y la 
aludida sumision no tiene otro objeto (de haberse consignado) que prevenir 
el caso de un litigio (1), y nunca puede tener por objeto el evitar este proce- 
dimiento.—LA REDACCION.  
SEGUNDA. 
Compatibilidad del ejercicio de la Abogacia y del Notariado y de los cargos  
de Alcalde y Procurador.  
El consultante no se atreve, por falta de datos ciertos, á ofrecer su pare-
cer con toda precision en cuanto á los dos puntos de esta cuestion; pero  
entiende que por lo que respecta al segundo extremo no deben conci-
liarse ambos cargos, en vista de que, cual la razon natural ilustrada con la  
práctica de los negocios, acredita á estar reunidos en un mismo individuo, 
éste se vería precisado á representar muchas veces intereses opuestos, en los  
que corren riesgo el buen desempeño e imparcialidad. Tal acontecería,  , pr 
ejemplo, si un Procurador representase á un reo para su defensa, y p o 
pio tiempo, como Alcalde tuviera que informar acerca de la conducta de ese 
mismo reo. Esto,, no obstante, se desea saber el criterio de esa Redaccion.- 
Un suscritor.  
CONTESTACION.  
Aunque la opinion del consultante no deja de ser digna de alguna estim a . 
ante la faz de los principios, creemos, sin embargo, que examinada la eues-
tion, como de índole práctica, en su esfera propia del derecho positivo, no  
puede afirmarse que exista en rigor incompatibidad legal entre las profesio - 
nes y cargos á que se refiere la consulta. Verdad es que pueden ocurrir hechos  
tales que demuestren palmariamente el peligro á que se expone el recto y  
expedito cumplimiento de irnos y otros deberes al hallarse acumulado en  































(1) La consulta no procede de Aragon. 
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y coadyuvantes, son en realidad distintas, como distintos son su objeto é instituto. 
Cierto que la Economía política, maestra del trabajo productivo, enseña 
cómo las profesiones que el Derecho engendra, aunque no tanto como las 
industrias, son suceptibles de division, y al efecto, aconseja toda separacion 
entre ellas hasta allí, á donde lo permita la naturaleza compleja de los asun-
tos que les sirven de materia. 
Indudablemente tambien, que los empleos, profesiones y cargos que el 
Estado ordena para la consecucion de su fin no deben estar reunidos, por-
que si en ello pierde el egoismo, en cambio gana el interés de losticula- 
res, el buen servicio, la administracion pública, la más equitativa distribú 
cion de la riqueza y la más pura aplicacion de la justicia. 
Pero, con todo, léjos de encontrar en los preceptos fundamentales que 
regulan estas instituciones, limitacion relativa al caso, por el 
 contrario, 
 la legislacion vigente del Notariado y la ley orgánica del Poder, judicial no es-
tablecen impedimento alguno para el ejercicio simultáneo de la toga y dula fé pública, disponiendo, no mas, 
«que el Notario ,no obtenga empleo público 
que devengue sueldo ó gratificacion de los presupuestos generales, provinciales 
ó mwnicipales,ni cargos que le obliguen á residir fuera de ski domicilio.» Es 
más, los Notarios pueden ser, conforme á la Ley, Diputados I Córtes ó; pro- 
vinciales, y es llano que quienes pueden venir, no obstante de sus funciones, 
á formar parte del Poder legislativo, mejor podrán desempeñar en el mismo lugar de su estudio la profesion de Abogado. 
Y por lo que respecta á los cargos de Alcalde y Procurador, no prohiben 
su acumulacion las leyes municipales y orgánica del Poder judicial citada, y antes bien, existen las 'Reales órdenes de 6 de Diciembre de 1865 y de 15 
de Diciembre de 1871, que partiendo de la base 
«que los procuradores no son auxiliares ni subalternos de los Juzgados y Tribunales,» déclarait dé con-suno 
«que el cargo de Procurador no es incompatible con otro de, eleccion po-pular, como el de Diputado á Cortes, provincial, compromisario para Senado-
res, Senador ó Concejal,» y, por tanto, con el de Alcalde, máxime cuando estos 
representantes del Municipio y del Poder dejaron de tener la jurisdiccion que 
la Ley trasladó á los Jueces municipales. Tal es, sumariamente expuesto, el derecho constituido.
—=LA REDACCION. 
SECCION DE JURISPRUDENCIA 
CIVIL 
Tereería'de dominio,—La 
mujer casada no puede comparecer en juicio sin licencia de su marido, y son nulos los actos que ejecutare si no fuesen ratificados por
,este.—(Sen- tencia de 28 de Abril de 1880. Gaceta de 22 de Agosto.) 
Despachada ejecucion por el Juez de primera instancia de Miranda á instancia 
de D. Isidro Garriga, y Vila contra doña María Cadiñanos para el pago de cierta 
cantidad, le fueron embargados diferentes muebles y efectos. 
Don Adolfo García Baroja entabló demanda de tercería de dominio do dichos muebles, de la cual se confirió traslado al ejecutante D. Isidro Garriga, que la im-
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nia que aducir contra la demanda de tercería, cuyos hechos eran ciertos, y á la  
cual, poi` tanto, se cónsideraba relevada de contestar, mucho menos no pudiendo  
presentarse en juicio como mujer casada; y suplicó que teniendo por renunciado el  
traslado y toda otra prueba de defensa, quedase reducida la cuestion al demandan-
te y al demandado Garriga.  
Estimado así por elluzgado en auto de 11 de Febrero, continuó la sustanciacion  
del juicio, y á su tiempo dictó sentencia el Juez de primera instancia desestiman-
do la tercería respecto de algunos de los muebles embargados, y estimándola en  
cuanto a otros.  
Remitidos los autos á la Audiencia de Búrgos por virtud de la apelacion del de-
mandante, sustanciada la segunda instancia, se declararon los autos.conclusos y se  
llamaron á la vista con citacion.  
En tal estado se personó en ellos doña María Cadiñanos, acompañando un te5ti-
monio de la  habilitacion concedida por el Juez de Miranda para comparecer en jui-
cio como mujer casada por el ignorado domicilio de su marido D. Eduardo Alma-
raz; y pidiendo que se la tuviera por parte en el pleito al tenor do lo dispuesto en 
el art. 3; deda ley de.Enjubiiamientocivil, y qüe se le entregase para instruirse 
y exponer lo que á• su derecho conviniera. 
La Audiencia, por providencia del 27 de Setiembre, atendido lo expuesto por 
María Cadiñaüos en su escrito de 26 de Enero de 18'76, que fué estimado por el 
Juzgado ,en 11 de Febrero siguiente, y al estado que tenia el pleito, declaró no ha-
ber lugar á tenerla por parte y á lo demás que solicitaba. 
Maria Cadiñanos suplicó de 'este auto, y que la Audiencia en 4 de Octubre si-
guiente admitiála súplica, ÿ rosoL iendo sobre ella, declaró no haber lugar á lo que 
solicitaba, y que se estuviera á lo mandado en la providencia de 27 de Setiembre. 
Resultandóy que contra este auto interpuso doña María Cadiñanos recurso de 
casacion, por infraccion de ley.  
Y el Tribunal Supremo, 
Çbnsiderc ndo que, conforme á los arts. 49 y 50 de la ley de Matrimonio civil, la mu-
jer aasatia:liapuedacomparece^^ en juicio sin la licencia de su marido, á no ser en los 
casos y con las formalidades que las leyes prescriban, y que son nulos los actos que eje- 
cutare si no fuesen ratificados por el marido; Que si bien en el pleito origen del resente recurso, al contestar el traslado doñaMa-
ría Cadiñanos que como ejecutada se le confirió de la demanda de tercería, renunció los 
derechos que pudieran corvas u9i'lt, resta renùncia no pudo surtir efecto alguno legal 
por no estar ci torizadp competentemente, y que al presentarse de nuevo ya en segunda 
instancia con &%2c Cd^ í'z&aia j-ltdi6ial, debió admitírsela, puesto que, como ejecutada'; sin 
`blè ella no era posibleitrer4l^ .l juicio; 
Y fue el no es`ti+tl loV hlaWala sentenciadora, teniendo por válida la dicha renuncia 
que se hizo en pri4»ritFïrbstducll -par una mujer casada no autorizada en forma, infrin-
ge los'dichos k^t at y 5040lá'ley de Matrimonio civil, que se citan en el recurso: 
Declara haber lugar al recurso. 
•vidmor 
fa rabo ru, 	 r : ay 
 
rib,arq eobuol sol sb lid i 
Bettbfleió el*ticeliisigs&4l.Lit mujer casadaidurante el matrimonio disfruta siempre del  
concepto de pobre ó rica para litigar que merezca su marido, cuyos bienes y los de ella  
se deben acumular para hacer la declaracion que proceda.—(Sentencia de 29 de Abril  
último. Gacetis\dv 28cden&gosto.) ' .  
Doha Obdulia Bris y Aguado, en representacion de su hija doña Obdulia Vaz-
quez •y Bris, interpuso demanda ejecutiva contra D. Agustin Uribe por la cantidad  
de 10.285 pesetas; y despachada la ejecucion, fué embargado un olivar de la propie-
dad del ejecutado con  erfikitoAie,ndiento que en él existia, nombrándose al efecto  
depositario judicial de dicte" ea y sus productos.  
Doma Lucia. e Adona;Ao a del deudor Uribe, dedujo tercería de mejor derecho  
por el importe dd sus biéiies dbtáles, articulando por un otrosí incidente de pobre-
za, fundado en que carecia de toda clase de bienes y rentas, Ÿ que había llegado á  
tal situacion por razon de las des;rauias'ocurridas á su marido Uribe.  
El Promotor fisoal'se reservó emitir dictamen acerca de dicha pretension para  
despues de practicatiaslas pruebas, y que doña Obdulia Bris se opuso á que se  
otorgara á la demandante dicho beneficio, fundada en que por los signos exteriores  
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marido debia inferirse que gozaba de recursos superiores al doble jornal de un bra-
cero en aquella localidad: en que la mujer, durante el matrimonio, se identificaba 
con su marido, hasta el punto de reputarse los cónyuges como una sola persona, 
de donde se deduce que la mujer disfrutaba siempre el concepto de pobre ó rica 
para litigar con relacion á su marido, no procediendo el beneficio de pobreza á su 
favor cuando reunidos los productos de sus bienes y los de su marido aparecen ren-
tas bastantes para considerarla como rica; y en que era evidente que D. Agustin 
Uribe tenia bienes propios, y asimismo su esposa la demandante, pudiendo acredi-
tarse que aquél habia vendido recientemente bienes y frutos de alguna cuantía y 
consideracion. 
Sustanciado el incidente por todos sus trámites, incluso el de prueba que utili-
zaron ambas partes y en dos instancias, dictó sentencia la Sala de lo civil de la 
Audiencia de Granada ea 15 de Enero de 18'79 confirmando con las costas la dicta-
da por el Juzgado de Ubeda, por la que se desestimó la demanda de pobreza dedu-
cida -por doña Lucía Cardona. 
A nombre de doña Lucía Cardona se interpuso recurso de casacion por infrac-
cion de ley. 
Y el Tribunal Supremo, 
Considerando que los arts. 179 y 181 de la ley de Enjuiciamiento civil se limitan á 
consignar el principio general de que la justicia se debe administrar gratuitamente 4 los pobres y á enumerar los beneficios que de semejante declaracion se derivan, ' o habiéndo-
se infringido ninguna de estas dos disposiciones por la Sala sentenciadora, que califican-
do las pruebas practicadas lia fallado que á doña Lucía Cardona'no se le debe conceder 
aquel privilegio; 
Y que tampoco se ha infringido el art. 184 de la referida Ley, por haberse tenido en 
cuenta el producto de los bienes propios del marido de la recurrente, para negar á ésta 
la cualidad de pobre que pretendía, pues segun tiene declarado repetidamente el Tribu-
nal Supremo, la mujer casada durante el matrimonio disfruta siempre del concepto de 
pobre 6rica para litigar que merezca su marido, cuyos bienes y los de ella se deben acu-
mular para hacer la declaracion que proceda: 
Declara no haber lugar al recurso. 
ADMINISTRATIVA 
Via contenciosa. CARRETERAS: SUBSIDIO PROVINCIAL. —No procede la via conten-
cioso-administrativa contra la Real Orden que declara que los fondos de una provincia 
están obligados á satisfacer al Estado el subsidio de la tercera parte del importe de las 
obras de carreteras ejecutadas por él, pero sin expresar de un modo definitivo la cantidad; 
porque pudiendo reclamarse en la via gubernativa contra ésta, falta en este punto la re-
solucion definitiva que había de servir de base al juicio. 
Por este fundamento se negó la admision de la demanda presentada á nombre 
de la Diputacion provincial de 
 Albacete contra la Real órden que mandó proceder al 
reparto y cobro de lo que á la Hacienda correspondia percibir de los fondos provin-
ciales por la construccion de carreteras del Estado.—(R. 0. 9 Julio 1880. Gac. 10 id.) 
Via contenciosa. DEUDA MUNICIPAL. La Real Orden que se limita á prevenir y 
recomendar un Ayuntamiento que procure arreglar su deuda en pro del buen crédito 
del Municipio, no es revisable en via contenciosa, porque no pone término al expediente 
gubernativo, ni puede lastimar los derechos de los acreedores interesados en el arreglo. 
Esta doctrina sirve de fundamento para denegar la admision de la demanda pre-
sentada por la razon social Emilio Erlanger y Compañía contra la Real órden que 
declaró sin carácter de ejecutivos los acuerdos del Ayuntamiento y Junta munici-
pal de Madrid relativos al proyecto de conversion de la deuda del Municipio.—(Real 
Orden 25 Junio 1880. Gac. 18 Julio id.) 
Via contenciosa. AGUAS: CUESTIONES SOBRE APROVECHAMIENTOS.
—Las reclama- 
ciones á que da lugar la perturbacion en el disfrute de aguas de una acequia, destinadas al 
riego de una propiedad particular, son de carácter privado; y refiriéndose á la posesiori 
de aguas que discurren fuera de su, educe natural, corresponde entender en ellas á los Tri-bunales ordinarios con sujecion al art. 254 de la ley de Aguas. 
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dictada porel 	 G 	berrnadoro 
tra las 	Múrcia en el expediente ante el concejo de hombres buenos de la Huerta de  la nom-en 
el disfrute de aguas de la acequia de Alfande. (R. O. 24 Junio 




 la otra ceo equier litiga,, no envuelve e lan
ac ptaci n de los fundamentos  e  
p 	
en que 
, lacho recurso se apoye, sino la mera conformidad del que se adhiere, en cuanto á su inter-
posicion, para un finó resultado que puede ser distinto.  
Por esto se  rev DM, á 
instancia del Ministerio fiscal y de la razon social ,Padrós y 
Carreras hermanos, la 
pleito seguido ante ella sobre idefraudacion de la ont
^buc nnndustria^
rc(R??D. 6 
 P 	 ar 
Mayo 1880. Gac. 23 Julio id.) 
Denaan
a tiva la d claraeionnd pnulidad de las subastas y contratos dee bienes desamorti- 
vados con todos sus  efectos inmediatos, por lo cual no cabe hacer reserva ninguna que 
pedmpermita entablar otra clase de acciones ante los Tribunales ordinarios sobre las conse-
cuencias de dicha nulidad cuando ésta se declara. 
Por este fundamento se deja sin efecto, á instancia de la Comunidad de religio- 
sas 
de nulidad 
San  Juan 
 la vena dead s casBas 
	
Real órden 
 el Estado 
	
declaracion 
 y pertenecientes al 
convento de la Comunidad demandante.—(R• D. 9 Mayo 1880. Gac. 24 Julio id.) 
Procedimiento. NECESIDAD DE LA CITACION 




mtsion produce necesariamente 
contencioso-administrativo





esencial, qu  
 dictar sentencia sin  que el demandado haya tenido conocimiento de la recicLma-
cion contra él dirigida para que pueda usar de su derecho de defensa.  
Por esta consideracion se deja sin efecto el auto dictado por la Comision  pro- 
vincial 
leito in incoado por la sociedad tituladasSenor de l aa
Espirracionn pidiendo 
la 
 r votadn 
p ito 
 decreto del Gobernador de la provincia, que declaró la caducidad de una con-  
cesion minera, á causa de no haberse citado y lempplaz emplazado referido Gonza cion ,comon 
tra cuya resolucion se entabló la demanda, puesto que  denunciador de la mina, sólo tenia derecho a ser oido en concepto de coadyuvante 
 de aquélla.—(R , D. 10 Mayo 1880. Gac. 27 Julio id.)  
SECCION BIBLIOGRÁFICA  
Comentarios á, la Legislacion Hipotecaria de Espaüa y Ultramar, 
por D. Leon  
Galindo y de Vera, Jefe de Administracion civil, Oficial primero que ha sido del Mi.  
misterio de Gracia y Justicia, y D. Rafael de la Escosura y Escosura, Jefe de Admi-
nistracion civil, Oficial de la Direccion general de los Registros._ oMO
IT(544ad gis 
nas). —Precio: 44 rs. en Madrid, 50 en provincias, franco de 
 porte y 
 
en Ultramar, 5 pesos fuertes.  
La ley Hipotecaria, aparecida en esta época de transicion á otra edad del 
De-
recho, 
aunque tachada de extensa, de casuística, de inspirada, en un interés fiscal  
y de innovadora de nuestras seculares tradiciones, entraña en sí la robustez del 
 
crédito territorial como alma de la agricultura; ha asegurado, en cuanto 
ce ', hle 
 al hombre, el imperio de la legalidad, y 
dotando los bienes inmuebles de aquella 
r 
çrl, 71.011111b.  "lIlIlIlliellr 
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facilidad en 1, as { 
 ransacciones, que parecia privilegio exclusivo de los valores fi-
duciarios, extieridp su protectora solicitud á la seguridad de las terceras personas, 
 
salvando las fronteras que en nuestra propia nacion hallan las leyes de Castilla, 
 y se muestra á laconsideracion del filósofo como la más preciada conquista en la 
 difícil marcha 'de la codificacion española. 
 
Más ó menos exacta la denomiaacioa-que ostenta la legislacion hipotecaria, es 
 lo •cierto que•su principal idea se refiere á ese derecho real en puya, virtud se su-jetan ciertos bienes,'ettalquiera que sea su poseedor, al cumplimiento de las obli-
gacionell para cuya seguridad tal derecho se constituye, y que para desenvolver 
 dicha idea vióse precisado el legislador á establecer el Registro de la propiedad 
 inmuèblé;'con, todas las grandes garantías que reviste, y tuvo que clasificar y de-finirlas vviaS f arm 4e su complicada y especial naturaleza. 
No era posible qufl el crédito personal fuese reemplazado por el real, de mayores 
 . y más fuertes asideros, sin que apar-e-cip.se....u.a. medio de publicidad tan fácil como 
subsirt^^ tect, ,
•^ ',tC i}t eflitiyo aparo sólidamente b U árdi,o,problema preÂentóse,sat ó^nom ;á la consideracion del legisds r ^d . ,^gr
o. 
 o ^ k. 	 p b ^^Qa'i.IŸF€l,•,i }rwnsable inscribir 
 los gravámenes nacidos para asegurar derechos pertenecientes á,. pezsóaas o débiles 
 ó desbalid9`5F'en caso contrario, el sisama de publicidad, falseado
, Lt^  ^su base, no 
 tardaría en caer al peso de su descrgdito. Y lié aquí que la Comision3e
^
 ^medio de 
 Una for irti Wilbíldilrlla = §hi efiVriéiaci
'on como conciliadora en susIÂfectos, logró llev"' ri s r, 4u )n! 	 i• 
' derecCo$ que parecia dificil sacar del silencioTSin alterar la 
 pa4.d$ d rta 40, con lo cual .prevaleció la publicidad, haciendo al,propio tiempo 
 que toda hipoteca se constituyese por escritura pública, cosa para la especialidad 
 
necesaria, sin abandonar el interés de las personas á quienes ántes favorecia el 
 ' privile io , publicidad y la especialidad; tales fáie'ron las basës g deilti'hey'7
os 
r 
No era posible esto sin residenciar las diversas partes de la legislacion e ca 
la, y sin hacer tan , 
 profundas y tan radicales reformas, que el Derecho civil altas 
 
vió salir incólumP'4 ñ'a instîtaciori dë áhúel científico análisis. La leÿ Hipotedailh, 
 que se llarrialia nuova, pbrstekla.iio,de 11861, ha sufrido bastantes reformas, lo mismo 
 I que el P glamentó; lbs TribUnMes han hecho aplicacion de sus disposiciones 
	 la 
.Direction del ramo, merced á sus concienzudas resoluciones, que desde 18`dé ú lo 
de 1874 se publican en la Gacela, ha formado un cuero: de,doctrina tau': ^ j, ^ '' como respetable Muchos son ya los escritores que han 
, dedicado sus despetos,l 
 
estudio déla'éxpresada Ley; y la Obra más moderna de eell4tibnios noticia; debe
rse á los Sres. Galindo y Escosura, cuyo primer tomo tener 
	 QllaSsista. 
 En presencia de las continuas 
-dadas• quo+a práctica diariamente suscita, ante 
 la complicada serie de disposiciones con las que guarda la ley Hipotecaria relacio-
nes estrechas, y en hOggfiiikaff/OCOpiticifiacf4Eprngelcar lo que 
 en dicha Ley 
 
aparece como contradictorio ó se es a a a simple lêctura como deficiente, es un 
 trabajo digno del mayor aplauso y de la más alta importancia el que consiste en 
 
cdmentar las disposiciones legateshYtuando loscomentaricttarernaeen-de una,ári-da ?sutileza, sino que se hallan inspirados en las dificultades prácticas, cuyo cono-
cimiento se ha adquirido en la verdadera experiencia de la Ley; en el campo, siethpre 
 víu•iado y expleu4}do, de 
 las profesionales tareas; en las múltiples vigilias de lar-
gos y profundos estudios, el comentario es el alma misma de la disposicion;legal, 
 
contri las apreciaciones de Bentham, y el escritor se eleva desde el nivel de la Ley 
 positjga,, á algo propio de la ley natural, puesto que trata de, lo que hemos de hacer 
 ú omitir en el Orden de la justicia. 
 
Achaque es de espíritus superficiales el considerar que lo práctico no es científi-
co; considerar que las ideas relerapt
^es á conocimientos sistemáticos, ciertos y 
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verdaderos no pueden depurarse en el crisol de los acaecimientos humanos que re-
ciben el nombre de hechos; y de aquí el que se mire con cierto desdén cuanto pueda 
referirse á las doctrinas de la ciencia. Nada más léjos de la realidad. El hombre que 
se dedica á meditar en la esfera de la filosofía, pocas veces ha dejado de llevar á la 
práctica, 6 de intentarlo al ménos, la realizacion de sus abstracciones. Si lo cientí-
fico no fuese práctico, la obra del sábio seria para la vida inútil, para el hombre in-
necesaria, y para las sociedades indiferente. 
Esto supuesto, los Comentarios de los seriores Galindo y Escosura son eminen-
temente prácticos, y altamente científicos. El plan del tomo I lo forma un prólogo 
de los autores, una reseña histórica; Consideraciones acerca de la autoridad de la 
Exposicion de motivos, discusiones de las Córtes, sentencias del Tribunal Supre-
mo y resolucionesl'de la Direceion general de los Registros; las Exposiciones de mo-
tiros que preceden á las leyes Hipotecarias de 1861 y 1869, á las de Puerto-Rico y 
buba y á sus respectivos Reglamentos, y el comentario al tít. I de la Ley de la 
Península, y artículos concordantes de las de UltrxatnaTi'i iif 
.
!Off 
En cuanto al método, ya lo dicen los autores: «Nos inclinamos primero á divi-
dir nuestro trabajo en cuatro ó cinco puntos cardinales, y agrupando despues cuan-
to á ellos perteneciera, formular principios axiomáticos.» Teniendo en cuenta las 
ventajas del método analítico, ni aun s6'`Ilan resuelto por los comentarios de títulos 
enteros de la Ley; esto, en verdad, hubiér'a sido demasiado difícil y embarazoso para 
hacer un estudio tan detallado; el comentario por artículos ha sido el método adop. 
tado con buen acuerdo, pues aunque no por eso deja de ser en extremo delicado 
tal trabajo, lo hace más claro para el lector y aumenta por tanto su utilidad Los 
Comentarios se subdividen en párrafos. El método, pues; es eidelento;''p2rrgne si 
 bien el método científico por regla general exige la síntesis, e 6 no puede pedirse 
en obras cuya utilidad más es de consulta que de estudio. Para formar idea de la 
legislacion hipotecaria, tenemos la del Sr. Casas, la del Sr. Moscoso y otras; pero 
obras como la á que hacemos referencia, no tenemos noticia de que existan en Es-
paña; y dadas la extension y profundidad del estudio que en ellas se consigna, más 
veces sera objeto de una consulta, que de un detenido y completo estudio de todas 
sus partés'. Los Comentarios de que tratamos forman una verdadera exejesis de 
la ley Hipotecaria, y sus autores han puesto en ellos á contribucion su larga prác-
tica profesional, sus vastos conocimientos legales, su espíritu razonador y su labo-
riosidad extraordinaria. 
El fondo de dicha obra, segun el primer tomo aludido, es un rico arsenal de ju-
risprudencia aplicado á la materia que constituye su objeto: en Al se hallan las 
opiniones más autorizadas, las citas más oportunas, las máximas más trascenden-
tales y filosóficas, no sólo en lo relativo á nuestra patria, sino tambien al extran-
jero en ciertos`y determinados casos. La legislacion foral se halla perfectamente 
aplicada y''iás'dudas que consignan y las soluciones que establecen sus autores, 
han de servir de guia seguro al Registradb r^, ` ,l'Abogado, al Notario, á todos los 
que de leyes se ocupan, en una palabra. 
Respecto á su forma, nada debiéramos decir. El general aplauso que ha mereci-
do la publicaeion, debida á plumas tan ejercitadas en la literatuiqsr'j1S id'i'ca, nos re-
leva de la'negésj3dád de encarecer su indisputable mérito: Los expresados Comen-
tarios uo incurreu.; ciertamente en aquella censura de los prácticos que, acostum-
brados á ver en las obras de los escritores las mismas dudas y los mismos vacíos, 
our  @ISesuceéiÿáshente copiados, los designaban con el nombre de grullas, porque 
maw r. el primero marcaba la direction de los demás. 
oiirrRilaj149jekgnp, materia tan vasta , corno la hipotecaria se logra .exponerlas ideas 
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con precision y claridad, sin sacrificar ni la más pequeña disposicion en el engra-
naje de las leyes, tanto comunes corno forales, tanto económicas como administra-
tivas, tanto sustantivas como procesales; cuando se alcanza aquella difícil eleva-
cion desde la cual se perciben los accidentes que magnifican el vário cuadro de la 
 
realidad, ,sin que la demasiada altura ofusque la vista intelectual con nieblas filo-
sóficas, ni la insuficiente altitud impida apreciar debidameute cuanto digno de 
 
ineditacion se presenta, y desde ese sitial reservado á las eminentes capacidades se 
 
escruta con acucioso esmero el designio del legislador, entónces es cuando debe el 
 
bibliógrafo aplaudir sin reserva, encomiar sin servilismo y recomendar sin adula-
ciou el fruto del constante trabajo en que se determina el humano espíritu. 
 
JOSÉ MONTAUT I TRIGUEROS. 
MOVIMIENTO DEL PERSONAL DE TRIBUNALES 
RESOLUCIONES ADOPTADAS RESPECTO
, AL PERSONAL DE JUECES DE PPIMERA INSTANCIA 
 
Y ESCRIBANOS DE ACTUACIONES, EN LAS FECHAS QUE SE EXPRESAN. 
 
Jueces de primera instancia. 
 
En 2 Setiembre 1880. Promoviendo, con arreglo á lo dispuesto en el art. 1.° del 
 
Real decreto de 22 de Octubre de 1877, al Juzgado de primera instancia de Ronda, 
 
de término, vacante por promocion de D. Juan Aragonés, á D. José María Castello 
 y Carrasco, electo del de la Bisbal. 
 
En id. id. Se jubila, 
 accediendo á sus deseos, con el haber que por clasificacion 
 
le corresponda, conforme á lo dispuesto en el art. 238 de la Ley provisional sobre or- 
ganizacion del Poder judicial, á D. Teodoro Aspás y Miranda, Juez de primera ins 
tancia de Benabarre, que segun resulta del expediente instruido al efecto, se halla 
 imposibilitado físicamente para continuar en el servicio activo. 
 
En M. id. Se nombra, accediendo á sus deseos, para el Juzgado de primera ins- 
tancia de Benabarre, de ascenso, á D. José María de Melgar y Diaz del Rey, electo 
 del de Santa Coloma de Farnés. 
 
En 6 id. Se traslada, accediendo á sus deseos, al Juzgado de Alcoy, de término, 
 á D. José Victoria Mora y Picó, que sirve el de Teruel
. 
En id. id. Al de Teruel, tambien de término, á su instancia, á D. Gaspar Men-
dez y Rodriguez, que sirve el de Alcoy. 
 
En id. id. Trasladando, á su instancia, al de Toledo, de término, vacante por 
 




. Nombrando para el de Ciudad-Real, de término, conforme á lo dispues-
to en el art. 1.° del Real decreto de 22 de Octubre de 18'7'7, á D. Antonio Bravo y 
 Tudela, Juez de primera instancia que ha sido y Secretario cesante de la Seccion se-
gunda de la Comision general de Codificacion. 
 
En id. icí. Promoviendo, con arreglo á lo dispuesto en el art. 1.° del Real decreto 
 de 23 de Octubre de 1877, al Juzgado de primera instancia de Alicante, de término, 
 
vacante por promocion de D. José María Lopez, á D. Antonio Alvarez Ossorio, que 
 sirve el de Osuna. 
 
En id. id. Se traslada, accediendo á sus deseos, al Juzgado de primera instancia 
 de Osuna, de ascenso, á D. Isidro del Castillo y Aguado, que sirve el de Linares. 
 En id. id. Trasladando, á su instancia, al de Linares, de ascenso, á D. Manuel 
 García de Viedma y Funes, que sirve el de Alcaraz. 
 Eu id. id. Disponiendo que D. Federico Javaloy y Martinez vuelva á la situacion 
 de cesante por no haberse presentado á tomar posesion del Juzgado de primera ins-
tancia de Santa Cruz de la Palma dentro del término legal. 










de 22 de Octubre de 1877, para el Juzgado de primera instancia de Santa Cruz de la 
Palma, de entrada, á D. Federico Montoya y Montoya, Promotor fiscal de ascenso, 
En id. id. Se nombra, accediendo á sus deseos, para el Juzgado de primera ins- cesante. 
tancia de Grandas de Salime, de entrada, vacante por haber sido nombrado para 
otro partido D. Lorenzo Lopez Caamaño, á D. Antonio Atienza y Gonzalez, electo 
del de Puerto del Arrecife. 
En id. id. Nombrando, conforme al art. 2. °  del Real decreto citado, para el Juz-gado de primera instancia de Puerto del Arrecife, de entrada, á D. Manuel Jimenez 
Peña, Promotor fiscal de ascenso, cesante. En id. id. Trasladando al Juzgado de primera instancia de Puenteáreas, de en-
trada, á D. Vicente Dieguez y García, que sirve el de Corcubion. 
En id. id. ,Trasladando al de Corcubion, de entrada, á D. José García Gallego, 
que sirve el de Puenteáreas. En 20 id. Declarando cesante, con el haber que por clasificacion le corresponda, 
a D. Cárlos Aspe y Vera, Juez de primera instancia del distrito de San Antonio de 
Cádiz. En 27 id. Trasladando al Juzgado de primera instancia de Mondoñedo, de as- 
censo, á D. Celestino Arias Gago, que sirve el de Monforte, y resulta ser incom-
patible en este Juzgado. En id. id. Trasladando al de Monforte, de ascenso, á D. José García de Castro, 
que sirve el de Mondoñedo. En id. id Se traslada, accediendo á sus deseos, al de Utrera, de ascenso, á don 
José Ciudad y Aurioles, que sirve el de Moron. En id. id. Se traslada, á su instancia, al de Moron, de ascenso, á D. Antonio 
de Montes Sierra, que sirve el de Utrera. 
Escribanos de actuaciones. 
En 26 Junio 1880. Conforme á lo establecido en el artículo 6.° del Real decreto 
de 12 de Julio de 1875, y por reunir las condiciones prescritas en el art. 4.° del mis-
mo, se nombran Escribanos de actuaciones habilitados: 
A D. José Prim y Monte, del Juzgado de primera instancia de Lérida. 
Y á D. Sebastia María de Olazabal e Iturrioz, del de Santoña. 
En 1. 0  Julio 1880. Se admiten las renuncias presentadas por D. Nicolás Hervás y Cabrera, D. Alfonso de Torres y Requena y D. Diego de Robles y Padilla, Escri-
banos de actuaciones de los Juzgados de primera instancia de Logrosan, Purchena 
y Rute respectivamente. En id. id. Se dejan sin efecto los nombramientos de Escribanos de actuaciones 
habilitados de los juzgados de primera instancia de Albarracin y Solsona, hechos 
á favor de D. Fulgencio Hernandez y  Anton y D. Pedro Palau y Generes, respecti- vamente, por no haber tomado posesion estos interesados dentro del término legal. 
En id. id. Se declara vacante la Escribanía de actuaciones que desempeñó don 
Pedro Anoz en el Juzgado de primera instancia de Tafalla, por no haberse presen-
tado á servirla dicho interesado despues de finado el término de la licencia que 
disfrutaba. 
En 1.° Agosto 1880. Conforme á lo establecido en el artículo 6.° del Real decreto de 12 de Julio de 1875, y por reunir las condiciones prescritas en el art. 4.° del mis- 
mo, se nombra Escribano de actuaciones habilitado del juzgado de primera ins- 
tancia de La Carolina, á D. Juan Roman y Espinosa. En 25 id. Se admite á D. José María Taboada y Souto la renuncia que, fundada 
en el mal estado de su salud, ha presentado del cargo de Escribano de actuaciones 
habilitado del Juzgado de primera instancia de Cuenca. En 3 Setiembre 1880. Con arreglo á lo dispuesto en el artículo 5.° del Real de- 
creto de 12 de Julio de 1875, y por reunir las condiciones prescritas en el art. 4.° 
del mismo, se nombra Escribano de actuaciones habilitado del Juzgado de primera 
instancia del distrito de la Lonja de Palma, á D. Jorge Perelló y Maimó. 
En 9 id. Conforme á las mismas prescripciones, se nombra Escribano de actua-
ciones habilitado del Juzgado de primera instancia del distrito del Salvador, de 
Granada, á D. Joaquin Roldan y Copado. 
En 10 id. Se deja sin efecto el nombramiento de Escribano de actuaciones habili- ado del Juzgado de primera instancia de Cuenca, hecho á favor de D. Leopoldo de 
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	 áíïez, por no haberse presentado este interesado á tornar posesion den=" tro dei'c rrtiiino legal. 
 
En id. id. Con arreelp z, lo dispuesto en el art. 6.° del Real decreto de 12 de Ju 
lio de 1875, y por reunir las condiel iieS prescritas en 
 el art. 4.° del mismo, se nom-bran Escribanos, de actuaciones lia,bff lirtádos: 
 
A D. Gabino Crespo y Ortégk,Afeil Juzgado de primera instancia de Cuenca. 
Y l. I). Adolfo Arturo Garzon y, Laiz, del de Villa on. 
, F.n 18 id. dgif9rme á lo establecido en 
 las 
	 iRI Mies citadas, y por reunir los requisitos en ellas prevenidos, se nombran Es ^ibad'ó de actuaciones habilitados: 
 A D. Francisco Nicomedes Ortega y Cortes, del n
.Tüzgado de primera instancia 
 de Talavera. 
 
Y •a D. Angel Barranco y Fernandez de Cafiete. del distrito de la Derecha de 
 Córdoba. 
SECCION DE VARIEDADES 
j, 	 ; , ;::^^,;^ 	 ^ 	
,';. 
Circular dirigida por la Fiscalía deja ribun 
	 , uir , 	 los Fiscales 
de las Addiencias. 
El deber impuesto á nuestro Ministerio por el 
 art, 838 de la leytirgánica del Po-dMt' judiciái, de •promoverlla iermácidn de procesos por los delitos y'faltas de cuya 
perpetracion tenga noticia, no se halla limitadopor 61 que establece el 43 de la de 7 de Enero de 1879, al ordenar á los Fiscales de imprenta que den conocimiento á los de 
las respectivas Audiencias de los delitq gçig, á,sn u}cio se cometan por medio de los 
periódicos, y no sean de los comprendïfós en esa Ley especial. Antes al contrario. la 
combination, de uno y otro precepto y su puntual observancia estrechan en términos 
tales hi obligación de dichos funcionarios, que ninguna excusa digna de estima po- 
 drán alegar para eludir la responsabilidad penal o • disciplinaria en 
 que incurran, si dejan de someter á los Tribunales 'dé ,justicia cualquiera de lis trasgresionés,• legales" 
cometidas por medio de 
 la 
 prensa y que el Código define como falta ó como delito. 
Fá iles y adecuados medios ha presto la Ley á disposicion de lós Promotores fisca-
les y de róS'Fisciles de las Audiend4 pàri el des'efnpeño en esta parte de su cargo. 
 h 1 art. 41 'dd`la Ley citada inviste ales 
 primeros del carácter de Fiscales de impren-
ta, y por está cbaifdád'teëiben, corit rine á lo mandado en Real órden 'de 28 de 
 No-viembre de 1879, ejemplares de los periódicos que ven la luz pública en su residen-
bia I 1 Teniente fiscal, ó un Abogkdo fiscal designado por el Ministerio de la Gober-
habion`, deseinpefia el' cargo de Fiscal de imprenta en todas las capitales de distrito, á elCce^ cion de Madrid y de Barcelona. Enos y otros examinan los 'periódicos antes de 
55u tihlicacion, y si se limitan á hacerlo únicamente preocupados de inquiri
^
 ^las posi- 1 ?Atracciones de la Ley especial, no cumplen sine á medias con' su deber; porque, 
 
cbmo.iuncionarios del iiIinis b 'd fiscal en el fuero coitiun, olvidan
- h 
 obligation que 
 





áf ¢v1ta^ 1oda fi gliAehc a 5 para (pie 
 el`Viiii'at ^ib'pt{bhco responda á su pro- tou tituio, es niendster que V S excite el celo Ele S rr"uu'bo'rdmados; encareciéndo- s la nïáS escrupulosa"vigilancia en esta parte del servidie, y que cada cual en su es- 
 
fiera se muestre escrupuloso observante y fi el servidor de la ley: los Promotores fis-cales,, ejercitando 
su accion directa é inmediata ante el Juzgado respectivo en forma 
 de querella, cuantas veces entiendan que por medio de la prensa se comete delito 
 fi falta perseguibles á su instancia; el Teniente o Abogado fiscal, encargado de la Fisca-lia de imprenta,' dando, bajo su responsabilidad, conocimiento á V. S. de tales hechos; 
 
V. S., ordenando sin demora la formacion de los procesos correspondientes cuando 
 estime que ello há lugar, y exigiendo de los Promotores y trasmitiendo á esta Fis- 
calía, con la brevedad posible, noticia de cuantas causas de esta especie se incoen á 
 
virtud de gOtfon fiscal. 
Mas 
 no será ésta fructuosa ni uniforme si p
^eviatnente' rio conocen . de un modo preciso los encargados de ella la norma de conducta 'á tlue''deban atemperarse; y a  este efecto cóüt+iene que V. S. dicte'las instrucciones 'gene ^ales y' pa^ticiilares que consideré con'enientes. inspirado en el verdadero sentido de la LegislMtin vigente.  
^ 
(.}itCËTA I+oRR;•78Ie  
Cuantos delitos 'define y castiga la Ley, dé imprenta pertenecen á $ 	 ; ,;cono- 
cimiento de los Tribunales que ella instituyó, aun dado que se éneúep ren edmpren-
di'dos en el Código penal; mas los delitos que la misma ni  define ni pena, continúan so-
metidos á la jurisdiccion ordinaria y  á la Ley comun. Y el error en este punto,seria tanto menos disculpable, cuanto que la Ley de que 
se trata ha cuidado de 4:f g ' expresamente de su propio alcance cuantos casos pu-
dieran ser objeto de duda r su art. 3.° lo están los impresos clandestinos, O sean 
los que, carecen 	 pi,^l g 	 ',^ `^' 
 (
tu ,ó .le lleven supuesto. por el 19, los comprendidos 
e4.1e1_ 1t 1°• del }  s  go, y en la s secciones 1,°, 2 " y :3 ; a del tit..2.° del 
mismo ir ro por el 2 15, los ' e mluria ,y calumnia dirigidos contra los Ministros 6 
dprRia apersonas constituidas en autoridad; por cl 21 1 p clu^  puedan ser cometidos 
p9r^ ^a ,autoridades civiles 6 eclesiásticas en los ir 9^,giales emanados de las 
mismas; y i h tímente. p or el 9"1, el anunèio, venta, "e±hi ici n b pubgpOpp, sin pre- 
vio permiso, de las producciones que en el art.:90 se enumeran. 
Mas entre las disposiciones que acabo de mencionar, merecen particular atencion 
IR relà+Elvas' á(laitnjlztiitl< `ala aalun<iniaidirigidasc contra las , •autoridadee;ndelitos que 
importa cuida iokatnenteAlistinguir , riel mero insulto. La frase insolente y  grosera di- 
' rigida a lasti liar él ambf- propio y Conbitar la cólera del ofendido constituye el in- 
sulto. ,  Con 'él son inconciliables el necesario prestigio y el respeto debido á la autori-
chid como lo seria en la esfera privada la dignidad de la persona; y es por tanto, 
si i1i ^e y en todo caso delito,. y delito especial si se perpetra po^^ medio de la p^snsa. 
Nb así la injuria ni la calumnia, bajo cuya criminosa apariencia tal vez se oculta 
un acto de viril patriotismoOttleacídimopara el mejoramiento de las costumbres pu-
lD4ie+as'y la pureza de latA:diA iitistrahiali. Ante la iiriputticion de'un delito í ditrigida á 
una autoridad, 6 la de un vicio 6 falta de moralidad •itloo hpatible. x ituit u' atsídera 
cion y prestigio de que necesita estar_ revestida,.la presuncion legal está á su favor, 
como en idénticas circunstancias lo estaria á favor del particular agraviado. La que-
rella fiscal es por tanto inexcusable; á tenor de lo diipue tofert>gAt<art.9iSRs1de1 Cédigo 
y en los artículos 244 y 245 de la Compilacion vigente Pero abierto de'este modo el 
palenque a una libre discusion, en laque es licito al procesado aducir todo linaje de 
pruebas en corroboration de sus asertos, subiste, sí, el interés pnbleo du que no que-
de impune el calumniador 6 el injuriante; pero.á el se allega otro; sl>lcabe, de mayor 
precfñ;'icual -es el de-protéger á la prensa en la más , Ardua y pro eeh a- de sus fun-
ciones, y convertir eltigor denlas ley-es háeia donde 'ea más lamegtel le );pernicioso su 
quebrantamiento. En este punto nunca serán excesivos la vigilancia de V. S. ni el celo 
de sus subordinados, como quiera qnT ajo totta imputacion calumniosa 6 injuriosa 
dirigida á la autoridad se contiene siempre un interés de altísima importancia, el 
prestigio de esa misma autoriaai f `iORWIpAreza' de la Administracion pú- 
blica. 
Inspirándose V. S. en las observacimres°que preceden, y teniendo en cuenta las 
circ ci s es eci l s d e e distr'to, se servirá  V. S dar a sus subordinados las 
Ifi 
	 ` 4 t e ii	 ié tífig§L't 	 b+> aRridtfr'&élbhtcbtCfr' i .  yl' dttáfteia' del 
SièrbftlY 	 e 	 tgiláfi i 	 c i è'p&P lime de'Vv 98= '-à 	 of-t '' este  
lq, 	 e oWjefo, y la responsahili dad tittw ën su caso há h 1 a^i"& iJigir. Y 
e R it,ilancia sea efectiva y eíicaí'élésde luego; e lg *á 	 S. 4é' then- 
sualmente se le dirija parte de los procesos sobre delitos comunes cometidoscior la 
prensa que hayan sido incoados en et-distriío-de esa Audiencia. De esos partes se ser- 
r^Q} 4SV4 ° Ÿ t$W$ s°.s S^W eI d 
	
^ r o`' l^^ y. 	
e
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ANTONIO ,f3t'Vrtivkk toii#ii.iâ11 '>zi V19e 
SECCION DE NOTICIAS  
ü7 d kdL'l'l'.J ,.'L.,ú 1V 
t 
Manual del Registro civil, por D. Fermin .Abelle- Se ha puesto á la veil 
la cuarta edition, refundidteyampliada, de este libï'b que tan favorable acogida vi 
ne obteniendo. 
Se divide en tres grandes capítulos: en el 1. 0 se trata exteusamente, y con gran 
copia de datos y observaciones, de cuanto se relaciona con la institucion del Regis. 













 15 reales.  
Provincias, trimestre. 	




Idem un año 	  60 • 
Ultramar y j Semestre. 
	
 80 en oro. 
extranjero., i Año. 	  160 	 • 
Se harán bibliografías de obras jurídicas, 
 
siempre que se remitan á esta Redaccion dos 
 
ejemplares: uno para el bibliógrafo y otro para 
 
la Redaccion.  
De las gp,e;romdtau solo un ejemplar, se in- 














tro y su establecimiento en España; libros del mismo; inscripcion de nacimiento y 
defunciones 'en sus várias formas y complicados accidentes; Registros incendiados 
6 destruidos, etc., exponiendo casos prácticos y las soluciones procedentes segun 
la interpretacion legal; el 2.° contiene la ley del Registro civil y su reglamento, mi-
nuciosamente anotados, concordados y comentados, y como ampliacion las dispo-
siciones oficiales dictadas en la materia desde Enero de 7871 hasta Setiembre de 
1880: y, por último, en el 3.° se halla una seccion especial de formularios para las 
inscripciones y diligencias propias del Registro civil. 
El 
 libro que anunciamos es, como el autor dice en la introduccion, más bien que 
Una edition más de su primitivo Manual, un tratado nuevo y especial de todas las 
materias que caen bajo la esfera del Registro civil. 
Su precio, 8 reales en Madrid y 9 en provincias, dirigiendo los pedidos á la Ad-
ministracion deli Consultor de los Ayuntamientos y Juzgados municipales, Plaza de la 
Villa, 4, Madrid. 
Legislacion de puertos.—Comprende todas las principales disposiciones que 
se han dictado sobre esta materia, desde 1851 hasta la publicacion de la Ley de '7 de 
Mayo de 1880.—Compilacion autorizada por Real órden de 14 de Abril de 1880 y de-
dicada al Excmo. Sr. D. Fermin de Lasala y Collado, Ministro de Fomento, por los 
Oficiales auxiliares del mismo Ministerio D. Timoteo García del Real, D. Aurelio 
Bentaból y Ureta, Abogados del Colegio de Madrid, y D. Pablo Martinez Pardo, 
Abogado del mismo Colegio.—Madrid, 1880.—Imprenta de Alvarez, hermanos, 
callo de San Pedro, núm. 16.—Forma un tomo de 538 páginas, de esmerada impre-
sion, y se vende á cinco pesetas ejemplar en Madrid, y seis pesetas veinticinco cén-
timos en provincias. certificado. 
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Anuario del estudiante.—Guia de las familias.— Comprende, entre otras cosas, 
las trascendentales reformas introducidas recientemente en la enseñanza, el resu-
mer detallado y exacto de todas las profesiones y, por último, los Programas deta-
llados correspondientes á la Escuela general de Agricultura, Academia de infante-
ría de la Armada, Estado Mayor del Ejercito, Administracion militar y Cuerpo de 
Telégrafos.—Año quinto.—Curso de 1880-81.—Madrid, 1880.—Góngora, Editores (Puerta del Sol, 13, y San Bernardo, 85).—Precio, dos pesetas. 
ADVERTENCIAS 
 
Como repetidamente teniamos anunciado, con fecha 20 del actual hicimos 
 
entrega al Banquero del giro contra aquellos señores que se hallaban en 
descubierto con esta Administracion, á los cuales rogamos se sirvan hacer 




Aquellos de nuestros abonados que hubiesen dejado de recibir algun nú-
mero de la GACETA FORENSE, por extravío en el correo ú otra cualquier 
 
causa, podrán reclamarlos en todo el mes de Noviembre próximo, y se les 
servirán á vuelta de correo.  




Madrid I.° de Noviembre de 1880 	 Núm. 8t
,. 
Año II 
QAGETh  FORENSE  
REVISTA GENERAL DE LEGISLACION, DERECIIO Y JURISPRUDENCIA 
ORGANO DE LOS TRIBUNALES Y DE LA ADMINISTRACION 
DIRECTOR 
DON FRANCISCO MARTINEZ FRESNEDA 
Abogado del Ilustre Colegio de Madrid, etc., etc, 
OFICINAS: ANCHA DE SAN BERNARDO, 66, 2.° 
Se publica los dias 1. 0. S. 16 y 24 de cada 
mes 
SUMARIO. 
I. Seccion doctrinal: El incidente de pobreza.-II. Seccion de consultas.—Prime -
ra: Obligaciones mancomunadas.—Segunda: Declaracion de un litigante en rebeldía:-II1. Sác-
cion de jurisprudencia: Criminal, Administrativa, Competencias.—IV.- Seccion. 
legislativa : Circular dirigida por la Fiscalía del Tribunal Supreme á los Fiscales de las Au-
diencias.—V. Seccion biblioerál -ica: De las demandas ante' el Consejo de Estado, por den 
José R. Martinez Agulló, Abogado.—VI. Movimiento dei personal de Tribuna-
les: Tenientes yAbogados Fiscales.—Promotores Fiscales.—VII. Seccion de noticias.—
VIII. Administracion: Correspondencia.—IX. Advertencias. 
SECCION DOCTRINAL 
EL INCIDENTE DE PO$I.EA 
Tiempo hace que, tratando de esta cuestion, prometimos seguir ocupán- , 
 doras de ella, por ser de capitalísima importancia. Desde luego se comprende 
que el pobre tiene derecho á que se le asista y defienda en tal concepto, si 
ha de ser verdad el adagio jurídico que proclama la justicia igual para  to 
 dos. Mas aquí se presenta un problema: si la pobreza facilita el medio de 
acudir á los Tribunales, utilizando dicho beneficio como arma que se esgri- 
me sobre el rico, éste se  hallará en la difícil situacion d e . gastar un capital 
para defenderse, 6 quedará á merced de su contrario y de  la apreciacion que 
hagan los Tribunales de las pretensiones que aquél deduzca, en el caso de 
no salir á la defensa. 
Preciso es confesar que ante ht gravedad que envuelvo el anterior dilema,  
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se llevar de los generosos impulsos que inclinan el ánimo á favorecer al des-
valido, si este 
 auxilio ha de servir tan sólo para facilitarle eleraen%os, con 
que promover injustificadas demandas. De aquí se 
 deduce que 
 es indispensa-
ble saber si es ó nó verdaderamente pobre quien tal auxilio pide, puesto que 
para saber si tiene ó nó razon en lo que pretende, no es posible un antejui-
cio, que sólo daría por resultado prejuzgar la senténcia. ' 
El legislador, apremiado por la necesidad de esclarecer si el hombre tie-
n e ó nó medios con que subvenir á los gastos del procedimiento, y por tanto, 
 
si debe ó no 
 satisfacer á la Hacienda el papel sellado correspondiente, ha es-
tablecido una tramitacion que nos parece lógica y acertada. Contar con la 
parte, á quien el que se afirma pobre se propone demandar; hacer intervenir 
la representacion del Ministerio público, son á la vez garantías de acierto. 
y medios para conseguir (áun cuando éste no haya sido el principal objeto 
del legislador) que se llegue en algunos casos á una avenencia Antes de que 
se formalice la demanda. 
Lo que nosotros hemos lamentado, pues, no es el procedimiento, sino las 
dilaciones que frecuentemente origina. Para esto es indispensable que los 
términos en los incidentes de pobreza sean generalmente improrogables; y 
solo en ciertos casos permitir que puedan suspenderse ó proroga ^se. Es in-
dispensable tambien que se imponga alguna sancion al actuario que deje de 
notificar en el término que señala la Ley; pues estaria demás la prevision 
del legislador, si despues en la práctica, que es la gran maestra en los pro-
cedimientos, se daba el caso de 
 entregar los autos con notificaciones que pu-diéramos llamar acomodaticias; 
 es decir, en blanco ó faltando la diligencia 
de entrega. En tales casos, puede pasar uno ó dos meses, y siempre se está 
dentro del término. 
Ya sabemos que la cuestion de los términos prorogables se presta á 
larga discusion, sobre todo para los que sostienen que los Letrados no han 
de despachar un solo negocio, y que si han de hacerlo con el estudio y me-
ditacion que debe suponerse, á veces necesitarán pedir al Juez mayor núme-
ro de dial del que ordinariamente se concede. A esto, puede objetarse que el 
 
declarar improrogables los términos en esos incidentes, no es; hacer la misma 
 
declaracion para las demás actuaciones, y que en los incidentes de pobreza 
 
no sólo es la tramitacion muy sencilla, sino que 
 el 
 asunto de que en ellos se 
 
trata es generalmente tan concreto que, salvando algunas excepciones, 
 río 
necesitan gran detenimiento ni gran estudio los escritos. 
 
No seria extemporáneo en tales incidentes que la ley de Enjuiciamiento 
 
civil permitiera lo que en la de Enjuiciamiento criminal se observaba, y que 
hoy copia la Compilacion vigente, en lo relativo á la declaracion de pobres 
 por notoriedad. Claramente se comprende que el juicio sea necesario y se 
 
requieran pruebas para aquello que es desconocido y que por serlo es dudo-
so; pero que 
 se 


















































7 se  
do- 
al- 
gunos el litigante que pretende la declaracion se halla implorando la caridad  
pública ó acogido en un establecimiento de Beneficencia, eso no se compren-
de. Se 3 os dirá que gun así se corre, el riesgo de habilitar como pobres á  
quienes sólo merezcan el nombre de solapados encubridores de su riqueza.  
Mas como siempre queda este temor, y como además se habia de permitir  
abrir de nuevo el incidente, ya por venir el pobre á mejor fortuna, como hoy  
ocurre, ya por descubrirse su fraudulenta ocultacion, queda destruido ese  
.temor infundado.  
Pues qué, la necesidad de protejer la caza ¿no ha hecho que se considere  
con fuerza probatoria la declaracion del guarda jurado, salvo prueba en  
contrario, á pesar de que con tal declaracion se viene á caer en el absurdo  
jurídico de que las palabras del acusador sirvan de prueba, y no obstante  
que en el procedimiento criminal se trata de la libertad y la propiedad del  
hombre? Pues en este otro órden de  enjuiciamiento se precisa, en ciertos y  
determinados casos, saltar por el rigorismo formulario de nuestro derecho,  
si se han de acomodar las disposiciones legales á las necesidades sentidas.  
Desearíamos que se estudiara esta cuestion con detenimiento, ya que se  
refiere á la administracion de justicia en uno de sus más delicados escollos:  
en un punto del cual se han ocupado numerosas leyes y disposiciones gu-
bernativas, puesto que trata de igualar ante la verdad á los hombres, sólo  
accidentalmente desigualados por la fortuna.  
J. M. T. 
SECCION DE CONSULTAS  
PRIMERA. 
Obligaciones mancomunadas. 
Los cónyuges D. A. y doña B. otorgan una obligacion mancomunada, 
por préstamo de pesetas. Llegado el caso exige el acreedor su cumplimiento 
en vía ordinaria, y se declara nula aquella obligacion, respecto á la mujer,  
y á la  mitad del importe limitando la condena al marido por la otra mitad,  
y así viene el prestamista á perder mitad del capital.  
El consultante cree que el fallo es ilegal é injusto: ilegal por que, que  
sepa, no hay disposicion en el derecho escrito, ni en la Jurisprudencia, ex-
presiva de que, al reputarse nula en cuanto á la mujer casada la obligacion  
que otorga de mancomun con el marido, éste cumple con satisfacer sólo  la 
mitad, eximiéndole del' pago de la restante en perjuièio del acreedor; é in-
justo, porque tal resolucion sanciona el enriquecimiento tortícero, tan re-
pugnante á la recta conciencia.  
Desea saber cómo opina esa ilustrada Bedaccion, y le encarece se sirva  































La ley 61 de Toro (3.a tít. 11, libro 10 de la Novísima, Recopilacion) es 
 
clara y  terminante respecto á la obligacion contraida por marido y mujer 
 
mancomunadamente: «...así mismo mandamos (dice la expresada Ley) que 
cuando se obligaren ú mancomun marido é mujer en un contrato 6 en diversos, 
 
que la mujer no sea obligada a cosa alguna; salvo si se probare que se convvi tió 
 
la tal deuda en provecho della: ca estonce mandamos que por rata del dicho 
provecho sea obligada...» 
 
Queda, pues, la mujer por esta Ley, libre de la obligacion, si no se prue-
ba que el, contrato le reportó utilidad. No admite discusion este extremo. 
 
Ahors, bien, lo que ha parecido injusto al consultante es que el acreedor 
 
pierda la mitad del crédito por haberse declarado nula la obligacion respecto 
 
a la mujer. 
 
En efecto, á primera vista esa solucion parece un tanto violenta; pero 
 
si se atiende á la índole de las obligaciones mancomunadas, no hay nada más 
 
natural y lógico, en nuestro sentir. En las obligaciones mancomunadas, se-
gun la ley 10 tít. 1.° libro 10 de la Novísima Recopilación, siendo dos las 
 
personas obligadas, cada una responde de la mitad, y por ningún concepto 
 
puede exigírsele, más' á'ninguna de ellas. He aquí la diferencia que existe entre 
 
las obligaciones mancomunadas y las solidarias: en aquéllas responden los 
 
obligados á prorata, miéntras que en éstas cada uno de ellos responde por el 
 
todo; sin 
 que obste á estos efectos que los obligados sean marido y mujer, ,,ó 
que sean dos extraños. De aquí la costumbre casi
. general en todo , instrumen-
to público, cuando dos ó más se obligan, expresar que lo hacen mancomunada 
 y solidariamente, lo cual a priori parece rutinario, y como se vé, tiene su 
 
raz on 
 de ser, puesto que es el modo de que los intereses de la parte á cuyo 
 favor se contrae la obligacion, queden mejor garantidos. Si en el caso de la 
 
consulta se hubiera redactado en esa fô ^rnael documento, entonces la cues-
tion hubiera variado por completo, y el acreedor hubiera hecho efectivo con-
tra el marido todo su crédito, una vez declarada ineficaz respecto á la mujer 
 
una parte de la obligacion. 
 
Mas como no se hizo así, no hay motivo de queja para el acreedor, por-
que éste tuvo en su mano el no
, perjudicarse ántes de celebrar el contrato, 
 
cuyas consecuencias debió prever, teniendo en 
 cuenta las disposiciones que 
 
quedan citadas; y, en tal sentido no cabe tampoco sostener que ta resolucion 
 
aludida en la consulta
.
_ sancione el enriquecimiento de uno con perjuicio 
 de otro.  
Entendemos, Tor tanto, que el fallo de que se hace mérito está perfecta-
mente ajustado á derecho; la culpa la ha tenido el acreedor que aceptó á 
 
su favor una obligacion que, con arreglo á las Leyes que debió conocer, era 
 
nula en parte.-La REDACCION. 
 
SEGUNDA. 
Declaracion de un litigante en rebeldia. 
 
Don N, N. demandó en juicio ordinario á T. M., B. H., C. H. y E. 
 H.  para el pago de cierta manda. Considerando que el pleito iba á ser muy lar-
go si el traslado se entendia individualmente con cada uno de los demanda- 
CONTESTACION. 
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dos, pidió el  actor que se obligase á éstos á tener una sola representacion y direccion, como así lo acordó el Juzgado. Hecha la citacion y emplazamiento, 
comparecieron los demandados dentro del término por medio de un escrito 
en papel del sello de pobres, firmado sólo por los interesados, manifestando 
que se les tuviese por comparecidos'y que se les designase Abogado y 'Procu-
rador de turno. El Juzgado lo acordó así; mas á los pocos dias presentó un 
escrito (firmado por el interesado) el esposo de una de las demandadas, di- 
ciendo que retiraba á su esposa el consentimiento para litigar, y que por lo 
tanto, se le tuviera por separado del pleito. 
Despues de ratificado ha recaido providencia en que se le declara en re-
beldía; de cuya providencia se ha pedido reposicion, y en caso de negarse, el 
actor piensa apelar. Se desea saber si hay motivos fundados para esperar que 
la Superioridad revoque dicha providencia. El consultante así lo espera, 
fundado: en que si eso fuese posible, de nada serviria la resolucion del Juz-
gado mandando que todos tuviesen una sola direccion; pues el actor tendrías 
que litigar con dos entidades: la una, representada por los tres individuo 
que quedan litigando, y la otra, los estrados, en rebeldía del ausente.-Un 
suscritor.  
CONTESTACION.  
Al pronto, pudiera parecer cuestion baladí la que se expone en la ante-
rior consulta,  mas no lo es ciertamente. Se trata en ella de una de las ma-
ferias_ naás.  interesantes del procedimiento; tanto, como que aún puede abrir la pue':ta á nueva éiscusion so'Jre lo ejeeutoriaclo. La deelaracion en rebeldía  
es uno de los puntos en que se necesita tener gran cuidado, no sólo para  
evitar graves perjuicios á los litigantes, sino que hasta para el éxito del  
negocio.  En primer término, los Tribunales nada pueden hacer de oficio en los  
negocios civiles, salvo aquellas cosas que la Ley marca expresamente, ó se  
derivan del propio mandato del Juez 6 Tribunal,  como ordenar una recogida  
de autos, etc. De aquí se sigue que, al declarar á uno rebelde sin que nadie  
le acuse la rebeldía, el Juez ó Tribunal realiza un acto para el cual no tiene  
facultades.  En el caso concreto á que la consulta se refiere, es además improcedente  
por otro género de'consideracioncs. Si se ha demandado á una mujer casa- 
dla, y ha comparecido en virtud ciel consentimiento expreso de su esposo,  
hay que exigir que esa mujer siga litigando en tanto que no se separe for- 
malmente.  Se podré decir que el esposo tiene la representacion de su esposa; pero  
esto, sin dejar de ser cierto, merece explicarse. El esposo tiene la representa-
cion legal de su mujer, pero no anula la personalidad de ésta; y la prueba es  
que la mujer casada comparece por sí en juicio (si bien con el consentimiento  de su marido, y en casos especiales el del Juez), á diferencia de lo que acon-
tece cou el hijo de familia, que es representado por el padre ó madre, hasta  
el punto de no comparecer por sí, sino por medio de quien le representa.  
Creemos, pues, que esa separacion no puede surtir efecto, porque el  es-
poso no es el que litiga; y la mujer, no consta haberse separado. Además,  
tiene esa declaracion de rebeldía un vicio de procedimiento, no sólo porque  
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en la declaracion que se hace á virtud de escrito, se le habrá notificado al 
 in-
teresado, contra lo que dispone el art. 232 de la ley de Enjuiciamiento civil, 
que exije que tales providencias se notifiquen en estrados. En resúmen: opi-
namos que, si el Juzgado no repone la providencia, hay motivos para espe- 
rar que la Superioridad la deje sin efecto.—LA REDACCION. 
SECCION DE JURISPRUDENCIA 
CRIMINAL 
	 , 
Expendicion de moneda falsa.—La Ley no pena la simple expendicion de moneda fal-
sa, que aunque adquirida de buena fé se hiciese constando ya la falsedad, siempre que 
sea en cantidad menor de 25 pesetas.—(Sentencia del 17 de Abril de 1880. Gaceta de 17 de Julio.) 
El dia 4 de Setiembre de 1878 Joaquina Sans se presentó en la tienda carneceria 
de Cristina Mir, en Zaragoza, con objeto de que ésta le cambiase un duro, y sospe-
chando la Cristina que fuera falso, se lo entregó á su marido, el cual dió parte á un inspector de Orden público, que se llevó detenida á la Sanz; y reconocida su habi- 
tacion. se encontraron 4 duros, 2 pesetas y una y media falsos, manifestando José 
Subias, marido de la Sanz, que las monedas ocupadas, áun cuando las había reci-
bido como buenas, las tenia separadas por creerlas falsas. 
La Sala dictó sentencia, declarando que el hecho constituye el delito de tentativa de expendicion de moneda falsa, de que son autores José Subias y Joaquina Sanz; y vistos los artículos 300, 302 y demás de aplicacion del Código penal, 
 los condena 
en la pena de dos meses y un dia de arresto á cada uno y pago de costas. 
Contra esta sentencia interpusieron los procesados recurso de casacion por in-
fraccion de ley, fundado en el núm. 3.° del art. 798 de la provisional de Enjuicia-
miento criminal, citando como infringidos los artículos 300, 301, 302, y 592, núme-
ro 2.°, del Código penal, porque el hecho de autos no puede merecer la calificacion
. de delito ni de falta, puesto que el último de dichos artículos sólo castiga la expen-
dicion de moneda falsa en cantidad mayor de 25 pesetas, á lo que no asciende laque ha dado lugar á. esta causa. 
Y el Tribunal Supremo, 
Considerando que el art. 300 del Código penal castiga como reos de delito á los 
que sin connivencia con los falsificadores ó introductores expendieren monedas 
falsas ó cercenadas que hubiesen adquirido, sabiendo que lo eran, para ponerlas en circulacion, y que el 302 pena como reos de tentativa á aquellos en cuyo poder 
se encontraren monedas falsas que por su número y condiciones se infiera razona-
blemente que estén destinadas á la expendicion; 
ni 
 pQue las monedas encontradas á los procesados no ofrecen, ni por su cantidad, or las circunstancias, motivos suficientes para suponer que ambos tuvieren el 
propósito de la expendicion, que es la que constituye precisamente esta clase de 
delito, sobre todo si se tiene en cuenta que la Ley no pena la simple expendicion de 
moneda falsa, que aunque adquirida de buena fé, se hiciere constando ya la false-
dad, siempre que fuese en cantidad menor de 25 pesetas; 
Y c ue en tal concepto al estimar la Sala sentenciadora que los hechos declarados 
probados constituyen el delito de tentativa de expendicion de 
 moneda falsa, ha in-
currido en error de derecho infringiendo los citados artículos 300 y 302, caso de ca 
m sacion previsto en el nú. 1.° del art, 862 de la Compilation general del Enjuicia-
,. miento criminal: 
Declara haber lugar al recurso. 
	
r ,, 
Lesiones.—Contra la apreciacion de la prueba no procede el recurso de casacion en 
 ma-teria criminal.—(Sentencia de 19 de 
 Abril de 1880. Gaceta de 17 de Julio.) En la tarde 
 del 30 de Diciembre de 1878, hallándose los hermanos Vicente y 
Jaime Bertumeu trabajando en una finca del término de lá Galera, fue
, herido el Jai 
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ca,usáüdole dos lesiones,' aria en el costado izquierdo y otra 
en la 
ei^ p^ a 
, de las que  las 	 á los quince días. 
	 se les habia 
 l  espalda, 	 su hermana aeusaron á Vicente 
 primero ,las palab rá  folios, voto a 
 eflt o éste y' José Muñoz, profiriendo el p 
presentado éste y 	 echando los declarantes á correr, les tiró el Jose un hacha
á
pequeña, disparando ndo él  Vicente  el revólver, pea, 2atal 
ala dos; y 	 infiriendo al Jaime las heridas: que 
tres testigos manifestarorihaber oído los 'disparos 
 ieñdo neauxiláo  del herido, les dijo 
los procesados, por impedirlo el arbolado, y 	 Muñoz. 
	
que loa agresores habian sido Matea y 	 padre, á ruego 
éste y su stigos . q 	 que se habian presentado á Bertumeu, p 
sue  are de Mateo., 
q transigiera á lo que se negó ,
, dos
y
deque Otru de on ce tigos 
 a qua rronaqueal pasar por la casa del José Mue ésta le d_as despues dos.rtestigos declararon rue isputaban'el Muñoz y su mujer, y  q   pasar p ue disputaban 	 que se per- 
d el  deue éls del bi perdido y la habia perdido á ella al ejecutar el hecho q 
	 p 
sigu que li  sehabaa p 	 que  si lo hizo fue por mandato de Vicente Mateu. 
signe: replicándola te  marido  	
es 
 el hecho constituye elR  doble cd elito d 
La o le  i on  sentencia, a`cesrde que autor  Vicente .Mateu y Royo, correnán- 
disparo y u  cansbs menos en ia'pena de tres años y seis meses de p 
: dale, 
con 
sus meces r ías, , 	 or infraceion 
nal, c  sus accesorias, , indemn 	 el roc procesadorecurso sde casacion p 
• ley, f  aésta -ademen ca interpuso 4.°d
el el pCompilacion criminal,citando-eomo, 
50 64; 121, 124, 423 y 433 del Código penal, de,ley, fundado en el caso'4.°-del  art.  862 de la omP 
po
^
ihaberl los licículos 11, 13, 1e, 28, 'ue el procesado sea el autor del hecho, lo 
que
no haberlos probado, e gun los resultandos de la sentencia. que no está probado, se„  
Y.el  Tribunal  Supremo; 	
so 
Considerando 
que contra la apreciacion de la prueba no procede 	
- de el recur d de ca 
ca- 
sacian sn materia criminal, segun 	
mlegales;ene resuelto elSupremo  
bubab; de conformidad con las disposiciones 
Y que en el presente recurso se  discute pecup ente. nó  s autor   de rueba 
	
que 
la Sala sentenciadora para dedu 	 por Vicente Mateu y Royo. motivaron el procedimiento, cuando terminantemente así lo declara aquella: 
Declara no haber lugar á la admision ciel interpuesto p  
ceda ser admitido.—(Sentencia de 23 de Abril Homicidio.— Omitiendp 
la cita de la Ley que autoriza el recurso de casacion se falta á 
los  requisitos esenciales para 
 que p 
último. Gaceta (le 11 de Julio.) 	 parado en la es- 
nBa  la  noche del 10 de a,Enero   la ciudad de An equera, sé legó á él lro se Be  ndo 1 





suelo; 	 acudiendo 
cudiendo varias  que stá ahí,»rson pe as, 
 se 
entre ellas José /Cabello, 
los separaron y se 
ela; y udien  varias ea 
 
	
que 	 uno decafé de Romero: 
bello 
y  al Berdun al Manuel 
Par a,del ieron bajar á, dos hombres por la calle, sitio 
 io de 
 ellos, y Berdun y o Josd  Parra, ponerse á una distancia conveniente 
ellos, el procesado e
n e postig,drqueé, al p 
de los que estaban en el postigo, dirigiéndose al Berdun, le dijo: «aún estoy aquí,» 
 
y le disparó dos o 
tres tiros de revólver, de los que no resultó daño alguno: que con 
 
ta  motivo el Berdun y los que le acompañaban salieron huyendo detrás. del José 
 
Molina, y habiéndose enterado el cuñadadeo st José i J 
Jimenez 
 el  el 
 de Berdun 
 la 
encontrándose ya 	 que  resultó José 
casa 	
en su busca, y 	 de  la qué 
 casa de D. Antonio Checa, se armó entre ellos ,una riña, de 
 la  
Cabello con una herida de arma blanca en la region inguinal derecha, 
 
falleció á los tres días; el José Molina con cuatro José ' h 
heridas 
 con una herida en el a ca- 
 
beza, de las que curó á los veintiun 	
heridas corta-contusas en' a ca
cu ando á 
y 
 cinco días. 
Acudiendo un municipal al,porta 
infériory algunas contusiones, 	
que estaban lados  del sue- ila oav uno de  los 
estando todos 
 liados'ee dale el 
tal  quitó ionun revolverié 
 á fuese, 
e Berdun, e  ó1 Tole eon un arma blanca, romp le citó un €, p 
	
ue presentándose el Jefe tal, sin conocer gyirn auese, 	 tirándole al suelo: y q P 




 público dandom o  s  voz  s at  «¡Alta 
 enendo autoridad!» el municipal 
 l d  Jose 
 pegarle 
 M 
 faèa lo par e e sa mane  séueaa
do 
un palo para desarmarle; 
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lfna, con la cual, segun los facultativos, se ocasionó la herida á 
 José 
-be^  e que falleció.  
La Sala consignó además como probado que al levantarse Jose Molina causó al 
 Cabello la herida de la que falleció, y que el Molina ha sido penado anteriormente 
 por los delitos de lesiones y de cohecho; y declarando que los hechos constituyen 
los delitos de homicidio, disparo de arma de fuego, resistencia á los agentes de la 
 
autoridad y lesiones ménos graves, siendo autor de los
, dos primeros José Molina 
 Marquez, con la circunstancia agravante de reincidencia, le condenó por el homi-cidio en la pena de diez y 
 siete años, cuatro meses y un dia de reclusion é indem- nizacion de 500 pesetas, y por el disparo en tres años de prision correccional, y por 
ambos en las accesorias y cuarta parte de costas. 
Contra esta sentencia interpuso dicho procesado recurso de casacion por infrac-
cion de ley, sin citar el artículo ó disposition legal que lo autorice, ale ando úni- 
camente que se han infringido los casos 1. 0 , 3.° y 8.° del art. 9.°, y la regla 4.a del 
 82 del Código penal, porque el recurrente obró en defensa de su persona, si bien no 
 concurriendo las circunstancias de exencion de responsabilidad criminal, porque 
 no tuvo intencion de causar un mal tan grave como el que produjo, y porque el 
 número de los que le agredieron fué mayor que el de los que le defendieron. 
 
Y el Tribunal supremo, 
 Considerando que el art. 881 de la Compilacion general de las disposiciones vi-
gentes sobre el Enjuiciamiento criminal prescribe que el recurso de casacion por 
infraccion de ley debe interponerse expresando clara y concisamente sus funda- 
mentos, citando el artículo de la Ley que lo autoriza y las Leyes que se supongan infringidas; 
Y que al interponer y formular el presente recurso se falta en absoluto al segundo 
extremo, omitiendo la cita de la Ley que lo autorice, sin la cual es de todo punto 
imposible determinar en su dia en qué caso de los que taxativamente menciona el 
artículo 862 de la citada Compilacion pudiera decirse comprendido el error de de- recho pretendido: 
Declara no haber lugar á la admision del recurso. 
Casacion en la forma.—La 
sentencia que absuelve ó condena, resuelve implícitamente 
todas las pretensiones expuestas por la parte vencida en juicio.—(Sentencia de 14 de Junio de 1880. Gaceta de 13 de Setiembre.) 
Eu 17 de Junio de 1873,e1 Ayuntamiento de Barcelona presentó denuncia al 
Juzgado de primera instancia del distrito de Palacio, acompañada de un documento 
suscrito en 15 de Mayo del mismo a
^io, en el que por F. Gurri, Ignacio Brunet, Vi-cente 
 Martinez y 
 Tomás Casas se denunciaban los hechos siguientes: que en 1.° de 
dicho Mayo F. Gurri manifestó á los demás firmantes que en la mañana de aquel 
dia se habia presentado en casa de Alejander un sujeto proponiéndole que, si que-
ria se denegara el permiso que solicitaba del Ayuntamiento la 
Sociedad Catalana para ensanchar su fábrica, era preciso que diesen una cantidad, con lo que le ase-
guraba la votation: que Alejander remitió á casa de Gurri al indicado sujeto, para 
que con él se entendiera, y presentándose, en efecto, le hizo dicha proposition, 
contestándole Gurri que debia consultarlo con sus compañeros, lo cual verificado, 
asistieron éstos a la casa de Gurri, y colocados en un cuarto inmediato al en que 
éste debia tenerla conferencia con el citado sujeto, se presentó éste á la hora con., 
venida, y le oyeron decir que se ganaría la cuestion que tenían pendiente con la Catalana si los individuos del Ayuntamiento que le enviaban percibían íntegros de 
5 á 6.000 duros, pues aquella Sociedad daba una cantidad, pero no tan crecida como 
la que él pedia; y que pasados algunos dias los mismos firmantes de la exposition 
presentaron otro escrito al Ayuntamiento, manifestando que el sujeto aludido se llamaba José Bosch y Alrnar. 
Con estos datos el kyuntamiento acordó querellarse ante el Juzgado contra los 
firmantes de la referida instancia, como lo efectuaron, por creerles responsables, 
ínterin no justificasen los hechos que denunciaban, los cuales adquirieron mayor gravedad por haberse publicado en el periódico 
La Independencia, solicitando la práctica de diligencias é imposición de penas y responsabilidades correspondientes 
 
contra los que resultaren reos de tales delitos. 
 
Formada causa con tal motivo, el Promotor fiscal calificó los hechos de delito 

















pidió se le impusièsela pena de- cinco meses•d'e arresto mayor 
y 500 pe- 
setas de p multa, y el Juez le absolvió por falta de prueba, declarando las costas de P 
setas de 	 el Ministerio fis- 
oficio. Remitida la causa en apelacion del definitivo 6, 
la Audiencia, 
cal estimó que, no resultando sufici 
 








roceden te 	 su absolucion, y 	
de ten- 
apelado, 
apelado, declaró que el hecho de autos constituía los delitos de calumnia 
tativa de estafa, cometido aquél como medio para realizar 
éste,  y dirigido e una 
 de seis oficial, de los que era responsable, en concepto de autor, el procesado 
Bosch, sin circunstancias atenuantes ni agravantes, y le condenó á la pena 
 de arresto mayor, accesorias, multa de 250 pesetas, con la subsidiaria 
arenlle 
caso, y en las costas. 	 primero Contra esta sautencia ha interpuesto el procesado recurso de casacion po  
 fundando el p 
en los  m tícul s 11,  62, a632,c803 y 804 de lar 
 de Enjuiciamiento 
  e lacr orinal, co se ha y  
da
los artículos e  8 871, igu, 
	
en es proa 
 o t con  el 
 alterado la 




eoomitido y alterado n depr prueba propuesta, 
puesta  que 
 no expresarse en dicha sentencia 
 
no 
ceso, por retina tem n  pcuáles son 
r esta, p 	 probados, por 
 la defensa, y 
haberse 
 
y  tresuelto obrnto 
todos losos hechos de 




sin que se absuelva ni condene puntos  inguno los
ademáscgn  
caso omiso de ellos.  
Y el Tribunal Supremo, 	 868 de la Compila 
Considerando 
que, segun lo dispuesto en los artículos 867 y 
para 
esenciales del cion sobre el Enjuiciamiento criminal;• el primeg'motivo que se alega como funda- 
mento del recurso de casacion por q 
uebrantamiento de las formas 
juicio, no  es  dedos que taxativamente se determinan en aquélla p 
	
que 	 l 
ser admitido; ertfnente y que, dá motivo al segundo funda- Que la prueba denegada por imp 	 n  todo lo 
mento esde este 




 lo  procesado,c pues od000- 
cua laes para 	
prueba; 
en su juicio lo estaban, sin 
cual Que dicha Sala
con fundamento l o s hechos que tia en 
 dicha Pue ; 
por cuya 
estaban,  
o dicha e declaró p r
obados los hechos 	
que  se cita como hacerlo de los que en su sentir no merecian aquella calificacion, 
	
y no 
faltó á lo dispuesto en el nfim. 1.° del art. 868 de la Comp 
infringido en el fundamento 3.°del recurso; 
	
porla 
I que condena resuelve mplíci
decisiones del Tribunal 













con en j lo tanto, la unt s que 
 recurrida ob t' condenar á ci  noyéá la defensa, sin cometer, 
sobrepor todos los p 
fuera n objeto de e c ía es del uicio á que se refiere el niim. 2• del citado art. 868, , 
alegado 
las formas fundamento 
 
del j 	 per alegado como fundamento en el cuarto motivo de este recurso: 
lientorde formaeha interpuesto D José Bosch y 
Almarásacion que p 	 uebr n q . 
tam 
Casaeiou en la forma.— Procede el recurso de casacinuenn 
	 probados.—(Sentencia forma cuandoo en la sen- e te ci  
tencia no se declara terminantemente qué 	
os se consideran 
 
de 14 de  Junio.  Gaceta 
de 13 de Setiembre.)  
En 18 de Diciembre de 1811 D. 
 Mariano de Rojas y 1 op ^z dedujo querella 
 coi 
mar r i- 
inal ante el Juzgado de primera  i s tar la del distrito de  á 
Congreso
re dado en 
esta  córte 
m 	 por el d 
tía de  doña Antonia bienes 
A]  que p 	 ertenecian, y para corroborar dicho aserto aco - 
préstamo de 6.500 pesetas, otorgada en 16 de tía de préstamo i que no la p 	 por la que 
gañó testimonio por una escritura 
o ri 	
pagadores de la citada cantidad, 
Enero de 1813 por D Salustiano Rodrig 	
pábvoi del  D.  IVlariano, p 
in ere se s v'co  en s,fiadoreshe 




intere ip y ecando  sus he 	
do 
sitase el término 	 expedida 
Tinier: 
 e :  Re- 
ó
ao, hi ot  varias fincas, tas en el t i o de ..Santa María de Tinier: que 
< 	 de la negativa aparece que en 
expon á haber sido también acompañó una eMon  orce,  
l 
 tiue r  
re 
 c qu din razon 
 Juan abe rí sido  
vendidas 
r seo  partido de dio las 
	
cuya inscripcion pedia 
años antes dos de las fincas 
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Wefo por sí y como' apoderado de: su'" esposa doña Antonia Aldao, no podia tener 
 efecto aquélla ni la anotacion,preventiva. 
 
Admitida la querella y seguida por sus trámites, quedó probado que el quere-
llante Rojas on 3 de Febrero: dei1876 otorgó escritura de transaccion y pago de la 
 cantidad que le debia Rodriguez Wofe, y que éste ha satisfecho parte de las costas 
 causadas en ci juicio ejecutivo quo 
'labia promovido el acreedor y estaba pendien- 
te al presentarla querella, por lo que se mandó quedar en suspenso hasta la 
 
terminacion de la misma ; 
El Juez de primera instancia dictó auto de sobreseimiento con imposicion de  costas al D. Marianc;,;que ésta pidió reforma de él y le fué denegada, y admitida la 
 apelacion que interpuso, la Sala de lo criminaede,la Audiencia de esta córte decla-
ro que el hecho denunciado no constituye delito, y que así la querella como la 
 ape-lacion sonnotoriamente temerarias y maliciosas i :por lo que 
 confirmó con las cos-tas los autos apelados, sobreseyendo libremente á la doña Antonia. 
Contra este auto lia interpuesto el D. Mariano recurso de casacion\por quebran-tamiento de forma, 'anunciando el, de 
 infraccion deiley, fundado agi!iél en,el ea '1.° 
 del art. 804 de la de Enjnieiramiento-eriminal, porque
, 
 en el.auto'ndse"egpvesá,ieuá- les son los hechos quo se coesi.deran 'probados, segnn lo , prevenido por la`Ley. 
 Y el Tribunal Supremo, 
 
,UonsQderando que, segun lo prevenido en el-antu844 de la ley de Enjuiciamiento 
 
criminal; 
 procede el recurso de;,casacion,por• tiedaiiantamiento de forma cuando en 
 la sentencia no se expresa clara y terminantemente cuáles son los hechos que 
 se, consideran probados; 
 Queen el resultandq'3 O delr.aittto de sobreseimiento` recurrido se dice'expresa-
mente qué hechosae"-esti}naaaiprobados; en los cuales se fundan las apreciaciones 
 deiderecho que se hace en los considerandos; 
 r^ que por ello falta el motivo invocado para 
 la casacion que se pretende por que- brantamiento de forma: 
Declara no haberlugar al recurso de casacion por quebrantamiento de forma 
 interpuesto por D. Mariano de Rojas y Lopez. 
 






Desamortizacion. Ct ESTio,rs soin3E DOMINIO.
-
-Con arreglo d los principios re-conocidos y expresamente consignados en la R. 0. de 20 de Setiembre de 1850 y en la vigente ley de Contabilidad general del Estado, las cuestiones que entre le Administra-caon y los particulares se susciten 91esp cto al dominio de fincas que se estimen compren-didas en las leyes desamortizadoras, deben" ser resueltas nor los Tribunales, ordinarios. 
Por 
esta consideracion la Real órden que declaró inadmisible la demanda con-
tencioso-administrativa presentada por doña Ramona Bofarrull y otros contra la dictada.por, el Ministerio ,de Í




retracto.—Seguido juicio ejecutivo en el Juzgado de pritnera ins-
tancia del distrito de la Inclusa de-esta corte, á'instancia de D. Manuel Ruiz y Or-
tiz, contra D: Luis Giron y Aragon para'pago•de 13.941 pesetas; intereses y costas, fueron embargados al deudor un 
 cortijo limado La Calderona, y la. mitad:deotro 
titulado La Madrila, sitos ambos en término •de Ronda, que fueron vendidos,en'pú-• 
blica'subasta, y adquiridos por D. Maximino Padilla y Silva, quien los cedió á don Rafael Maria Durán y D. José. Pinzon ÿ' Cyarcedo. 
• Don Agustin Giron y Aragon, herinatum: del ejecutado D. Luis, entabló en el 
referido .Juzgado demandado retracto gentilicio; y que 
. conferido traslado á D. Ma-
ximino Padilla contra quien se •dirigió la demanda, á cuyo efecto se libró exhorto 
al Juzgado de Ronda, de donde aquél es vecino;:los.indicados cesionarios,•tambien de 
aquella•"vecindad, propusieron inhibitoria, que aquel Juzgado estimó, porque 
halland.ose las lineas radicadas en su término y siendo de aquella vecindad los de- 
a 
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mandados, el Juéz compéterate para iconocer de las  demandas deiretracto es el! deb  
lugar donde esta,si,uada la cosa ó el del domicilio del comprador, no pudiendo,  
considerarse la •deducida por D. Agustin &iron como incidencia de ningun otro  juicio.  El Juez de la Inclusa se negó á la inhibicion, fundandotsli. competencia en que  
la demanda deducida no podia, ménos , da estimarse como -•isicidental de los autos  
ejecutivos pendientes en los cuales se personó el rematante,, y p ^epentó varios es-
critos pretendiendo la exhibicion de títulos; .y en que el único de andado, D. Ma- 
ximino Padilla, nada habia expúestoa pesar de haber sido emplazado, sin que 
constara que D. Rafael María Duran y D. José Pinzon fueran ad§ té+sionarios y  
que habiendo insistido el Juez de Ronda en la inhibicion, han rremitido'uno y  
otro las actuaciones al Supremo Tribunal.  
Y el Tribunal Supremo,  
Considerando que, conforme á lo dispuesto en el art. 673 de la ley de Enjuicia-
miento civil y en la regla 12 del art. 309 de la-deOrganizacion del poder judicial,  
ero tea,eompetenteipataiconoeecide , las demandas de retracto ,el del lugans en. ique  
téala cosa ,obje 	 4g 1 ;?s 	 t , Le .ioi ni ta .4 l iuj tv Ÿ° 	ú e  en el caSw qt. presente las incas objete de la demáh a  xeitructo es ab `ç Ua 
á 'fi8 Y'de D. Agustín Gi ^`ón y Aragonlest4áis síta, 'eil e • ï 	 $ 'inicial de R, i P  
no constando que low 'demandados se litiyfiiiiiienhaidetlftliltelititlii tácitaménte'MI  
Juzgado de la Inclusa de Madrid;  ni :quwr;lo haya rhecbxtttanipdóo . su causante dos i  
Maximino Padilla, y no pudiepdp considerarse el juicio de,retracto promovidn ainTJ 
cidental del ejecutivo anteriormente seguido en dicho Juzgado de la Inclusa ,pe ^r^^^. 
que el primero se ha entablado tserininado ya cl segundo y con absoluta y co rhifdY fé`ta 
independtencia de. aquél: t  
Declas`a , que D1 conocimiento de :estos autos,corroepoit[deoal,Juzgadoi:daprtimè  
instancia de Ronda.—(Auto de 9 de Setiembre. Gaceta de§  4ptIlppl áer)r,ütti„l ,,i1 , 3 4  
<:Ct, .61 Vf11109 ,asuoiondi d ie 
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SECCION LEGISLATIVA' crlttt i crif oniou 010 (1 It3 'fid iloal oh cup aneo 
ssf. a sbss •i1>ceb n0010 seneiorl  
Circular dirigida por la Fiscalia del Tribunal Supremo los P`iscales`de 
las Audiencias. 
Las Leyes que desde 1870 constituyen y regulan el organismo de la Admi- 
nistracion española, ofrecen, como uno de sus caractéres más notables, aún despees 
de modificadas por la de 16 de Diciembre de 1876; el aecrecirniento y, á veces ja 
total.supresion de las fáoultades discabcionales ycoercitivas de que constantemente  
venían investidos sus :principales. agentes. Desde la primitiva institucion,,bajo.el ; 
nombre de Jefes: superiores poliáicosg de las autoridades que á ella presiden en cada  
provincia, fueron éstas :dotadas 'por el art. 1.°, capítulo 3.° de la Ley de 23 de  Junio . 
de 1813, no  sólo dé la facultad de ejeeuitarr gubernativamente las penas impuestas  
por las leyes de policía y  bandos de:  buen gobierno, sino áun de la de imponer y exi-
gir multas á los que les desobedeciesen faltasen al respeto q á los que turbasen  
el órden y sosiegapúblieo. Levemente: modificado, reprodfij :ose'el mismo precepto  
en el art. 239 de la Ley de 3 de Febrero de 1823, y con alteraciones mas sustanciales,  
cual la de establecerla prision subsidiaria para los casos de insolvencia, pero idén-
tico en el fondo, vinn.i figurar en los artiduiea 4.° y 5.° de  la Ley de.2 de Abril de  
18,15, 10 y 11 de la de125 de Setiembre de 1863, y finalmente en los artículos 81 y  
82 del Decreto-ley de 21 de Octubre de 1868.  
Un solo precedente legislativo, por cierto muy notable aunque •efímero en su  
aplicacion, se registra en tan largo discurso de tiempo•qus.abunrde en opuesto sen-
tido, cual es la Instruccion para los Subdelegados deiFome ito. de 30, de Noviembre  
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estableceria las penas de los contraventores á las disposiciones administrativas y 
el modo con que las autoridades del ramo habrian de solicitar su imposicion de los 
respectivos Jueces, se estableció, entre tanto como regla, que los agentes de la Ad-
ministracion no puedan aplicar por sí otras penas que las multas determinadas en 
los Reglamentos, y en los casos y forma por ellos señalados. Pues tal viene á ser, 
en realidad, la situacion creada á los Gobernadores de provincia por la Ley de 20 de 
Agosto de 1870, y mantenida en la de 2 de Octubre de 1877. El art. 12, comun á 
una y otra, les conserva sin duda todas las facultades, inclusas las punitivas, que 
se pueden derivar de las Leyes, Reglamentos y disposiciones generales; pero en vano 
sería buscar fundamento alguno á la atribucion de que por las anteriores Leyes 
venian asistidos, de hacerse obedecer y respetar y de reprimir determinados ex-
cesos por medio de multa ó prision subsidiaria. 
Y, sin embargo, aparte de la intervencion que ejercen en la Administracion pro-
vincial, á su autoridad quedaron confiados la representacion del Gobierno , el 
cumplimiento de las Leyes y la conservacion del órden público. ¿Cabe imaginar que 
tan vitales intereses carezcan de toda sancion eficaz y positiva, librados exclusi • 
vamente en la autoridad moral y el personal prestigio del Gobernador? No, induda-
blemente. Es que, cambiado el sistema, se hán menester, por decirlo así, nuevas 
condiciones de equilibrio; es que hay que buscar en el Código penal esa Ley que 
echaba de ménos y prometia la mencionada Instruccion de 1833, y, en suma, que 
está cometido á la accion de los Tribunales, y muy especialmente al celo del Minis-
terio público, el prestar eficaz apoyo á la autoridad en el legítimo ejercicio de sus 
atribuciones, contra la anárquica desobediencia, así como á los particulares no mé-
nos eficaz proteccion contra la arbitrariedad y el abuso. 
Pero como las innovaciones son harto más difíciles de encarnar en las costum-
bres que de escribir en las Leyes, tal vez acontece hallar en la esfera administrativa 
quienes creen desarmada á la autoridad, desconociendo el apoyo que debe esperar 
de los Tribunales, así como en la judicial quienes no aprecian en toda su impor-
tancia el reciente acrecentamiento de sus funciones, ni la trascendental influencia 
que están llamalos á ejercer sobre la tranquilidad pública y la ordenada marcha de 
la Administracion. Se podrá discutir y disentir acaso teóricamente sobre el mérito 
de cada sistema: el vigente se nos impone como un deber, y es, además, punto de 
honra para nuestro ministerio justificar con el éxito la confianza de la Ley. 
Dicho cuanto precede, ni el conocido' celo de V. S. necesita de excitacion, ni su 
probada inteligencia de prolijas instrucciones. Sentado el principio, óbvio de suyo 
y evidente, de que en la accion imparcial, severa y pronta de los Tribunales des-
cansan esencialmente el prestigio de la autoridad y la eficacia de sus preceptos, no 
hay para qué añadir con cuánta solicitud se habrá de acudir por V. S. y sus subor-
dinados á su defensa, no ya sólo en los casos de atentado, resistencia ó desacato, 
sino muy especialmente en los de desobediencia, bien constituya ésta el delito defi-
nido en el art. 265 del Código penal, bien la mera falta prevista en los números 5.° 
y 6.° del art. 589 del mismo. 
No se me ocultan las dificultades con que en la práctica se habrá de tropezar 
frecuentemente. La desobediencia, segun los principios y la jurisprudencia de este 
Tribunal, no puede ser criminosa sino cuando la autoridad manda dentro de los 
límites de su competencia, límites no siempre fáciles de reconocer; y nuestro minis-
terio, á quien por la Ley incumbe la representacion del Gobierno en sus relaciones 
con el Poder judicial, es al propio tiempo el promovedor de la justicia y el Abogado 
de esa misma Ley. V. S., por tanto, cuidará de dirigir acertadamente la accion de 
sis subordinados, y de consultar á este Centro sus propias dudas. Por lo demás, si 
1 
V65 
"UMW.  FORR'Nb8 
cumple á nuestro instituto el sostenimiento y defensa del principio de autoridad 
sobre el fundamento de las Leyes, no puede olvidarse que el sereno é imparcial jui-
cio de los Tribunales constituye la égida protectora de esa misma autoridad, al 
par que de la inviolabilidad de los derechos individuales. 
V. S. se servirá darme cuenta del recibo de esta circular, así como de las instruc-
ciones con que haya creido oportuno acómpañarla, al trasmitirla á sus subor- 
dinados. 
Dios guarde á V. S. muchos años. Madrid 26 de Octubre de 
1880.--Antonio de 
Mena y Zorrilla.--Sr. Fiscal de la Audiencia de 	  
SECCION BIBLIOGRÁFICA 
De las demandas ante el Consejo de Estado, por D. JoséeR . Mart inez A én lló , Abogado del Ilustre Colegio de t\tadrid; Doctor, por premio  










adrid: Impt d  la via  
180 —Folleto de 63 páginas.—Precio: dos pesetas.--Se vende  en 
 las librerías de 
Fé, Murillo, Gulo, y demás principales. 
Si. como dice uno de nuestros escritores contemporáneos, á la  acción ha de prece-
der el consejd, y esta es la  causa .que .motiva la existencia de ese alto Cuerpo consul-
tivo que se conoce con el nombre de Consejo de Estado, no se comprende, á la verdad, 
cómo ese Consejo se convierte de capacidad 'que' asesora en Tribunal que juzga, y 
cuyo fallo, en definitiva, carece de esa fuerza. ejecutoria que es el principal carácter 
distintivo de las sentencias que la jurisdiecion ordinaria dicta. Sabido es de todos 
cómo se explica ese fenómeno que acompaña á ciertas formas de Gobierno para que 
no pueda sostenerse que hay dos justicias, ni queden exentos de ulterior reclamacion 
ciertos actos administrativos:` 
De lo expuesto se  deduce  que,  así como es de necesidad social l
a, existencia. de los 
Tribunales del fuero comun, la del Consejo de Estado, como Tribunal contencioso-ad-
ministrativo, sólo es de necesidad política. Mas, supuesta como hecho su existencia, 
ese Tribunal, además de la Ley que establece y organiza la índole de sus funciones 
como institucion"y la esfera de su competencia como autorid ad;  además de las dis-
posiciones reglamentarias para remover obstáculos y disponer el planteamiento del 
precepto legislativo, há menester procedimientos adecuados que regulen la tramita-
cien de los asuntos que en dicho Centro se presenten como pleitos, y es indispensa-
ble además tener en cuenta la Jurisprudencia administrativa. 
Ahora bien: al tratarse de una demanda contenciosa, nada es más interesante que 
el trámite prévio de admision, con el cual se precave el Consejo, no sólo contra la 
posibilidad de exceder el límite de su competencia, si que tambien evita tratar de 
asuntos que no merecen discutirse, ya por no haber nacido el derecho, ya por no ha-
berse manifestado exactamente, ya por haber desaparecido. Y esta es la cuestion, di-
ficil por excelencia. Se necesita estudiar muy detenidamente la índole del acto que 
se pretende impugnar para discernir aquellos casos en que la Administracion ejerce 
su potestad de puro mando, de aquellos otros en que se determina con sujecion á 
Leyes 6 disposiciones especiales. Es indispensable tambien tener en cuenta la mane-
ra especial de apreciarse por el Consejo ciertas teorías: y en defecto de disposiciones 
claras y terminantes que sirvan de norma en las complicadas relaciones de la Admi- 
a 
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i;nistraoion,'se hace preciso un minucioso y atento exámen de los fallos consultados 
 
-por bl Consejo.  
`r. , Ef follete á rque.Ilosereferimos en :el, comienzo; do c n Skës , lineas; vieiieiá exponer la 
materia concerniente á los 11eglfisitós.que+las demandliasi,eo tehdiñso-ádihinistrátivas 
 
-deberveoatener :paraique
-usean admitidas por el eiprésado Coi ejó,de Estado, en Sa-
-la de lo Contencioso:. Rlrnsilnta; dadoflnfdeficiente de nuestra, Legi.slacign en ese pun, 
 
to, es de grande importancia: El plan de ese trabajo consiste en estudiar: primeroplas 
 
.4SOndieionles-relativas} dxictinaturáleztt del. áctb reclamado; despues, las condiciones .l ela-
tivas á la capacidad del 
 demandante,, 
 ,y finalmente, las condiciones relativas'alejerci-
cio de la accion, subdividiendo estas tres secciones en el número necesario de párra-
fos: todo lo cual dá por resultado una exposicion clarísima de la materia abstrusa 
 
que constituye suobjeW
^ ¡¡ ^I g  
Toda la obra se ha
-IlaliAstiïiia{1 ltIliiél' Miiètddorc ñ3á óé, propio para la enseñan-
za de los más difíciles conocimientos; remdo la avidez que reviste tal trabajó por 
 
medio de similes escogidos en el bien`cultivado campo de la inteligencia, sin menos-
cabo de la Sobriedad ni de la pureza del lenguaje. nildr ,t1 a, l e - 
Si 
 fiuestro humilde juicio hubiera de servir para alenta ^ 'al ildstrádo'aüior 'del fo-
lleto en el camino de los ,difíciles estudios á que muestra particular predileccion, no 
 
-habríamos de escasear ciertamente los plácemes que merece. Empero nuestra mision 
 
debe reducirse á manifestar que, siendo su obra en cuanto al fondo útil para todo ju-
risconsulto, y en cuanto á su forma correctamente escrita, es digna del sincero aplau-
..sp que jamás nuestra humilde pluma ,ha dejado de tributar al mérito. 
 
JOSÉ -MONTAUT Y TRIGUÙOS. 






EN EL PERSONAL DEL MINISTERIO FISCAL DURANTE EL MES DE SETIEMBRE Da 1880. 
Tenientes y Abogados Fiscales.  
En 27 de Setiembre de 1880. Promoviendo, de conformidad con lo prevenido en 
el art. 783 de la ley provisional sobre orgánizacion del Poder judicial, á la plaza de Abogado fiscal de lá Audiencia de Madrid, vacante por haber sido tambien promo-
--vide 
 D. Francisco iIribarren,'á D. Joaquin del Rio y la Torre, Promotor fiscal del  
-distrito de la Inclusa. de la .misma, y más antiguo de los activos que sirven en su 
clase. 
En id., id. Nombrando Abogado fiscal de la Audiencia de Madrid, en la plaza va-
eante per haber sido"también nombrado 
 para otro cargo D. Gregorio 
 Pereña, á don 
 José liernandez de Rodas, Juez de primera instancia del distrito de Santiago de Jerez 
 >de41arEronïera . 
En id id.... Trasladandoá la Tenencia fiscal de la Audiencia de las Palmas á D. Juan 
 Saldaña y Vazquez, que sirve igual cargo en la de Barcelona. 
 Enid. id. Promoviendo 'd esta vacante, de conformidad con lo prevenido en el ar-tírúle- 783 de la Ley citada; á D. Salvador Viada y Vilaseca, Abogado fiscal de la mis-ma Audiencia. . 
En id. id. Declarando cesante, con el haber que por clasificacion le corresponda, 
 á D. Federico Amoraga y Salas,. Abogado fiscal de la Audiencia de esta curte. Enid. id. Promoviendo á cita plaza, de conformidad con lo prevenidó`eni el ^efd-rido art. 783 de la repetida Ley, á D. Juan Lopez Serrano, Promotor ñse itet dïstríto 
 -do. la Audiencia de esta capital.  c; I 
 
En id. id. Promoviendo á 1a,Prpmgtíoor ^ia, tis ll glfdc^ istrito de la Audiencia de esta  
córte, de conformidad con le xietetini146db(enrbl IOU -782 de la referida Ley, á don  
Felipe Pena y Costalago, Promotor fiscal de Toledo.  
Prourtgr,e+s,i4gks. 
En 13 de Setiembre de 1880. Admitiendo á D. Fernando Marino Morales la renun-
cia que por el -mal estado de su salud ha hecha del cargo, de Prosrhoto ^t"fiscal de •COrcu-bion, declarándole cesante con el haber que,por;çlasilipaoien le eorresponda,_y ; sM/per-juicio.de poder. ser colocado de nuevo silo solicitare despues de restableprdo .  
'En id. id  Trasladando á su' instancia," á la Promotória fiscal de Mondóñedo,  de ascenso, á D. Grato del Collado y Abeo, que sirve la de Benabarrc; p `d la'. de Bena-
barre, de igual "categoría, ytambien accediendo á sus deséos; á'D, Nicolás Eduardo  
Lloret y Marco, que desempeña la de Mondoñedo. i^1 
En id. id., .Trasladando, z su instancia;, _  á lae-,Alcántara, de en,tradá t ár D Lucia- 
no Máteos Cedrun,'gUe sirve la 48 Ftiente'O .eiun.h, y á esta vaeánte, - támbrer} de en-
tr ada y accediendo 'á-su solicitud, á D. Miguel Osúna yr Jiniquera; que• 1lesempétia la 
de Alcántara., 1, . r ) , 1 OJ. :- . •,  En 27 id. Trasladando á la de Logrosan, de entrada, vacante por traslaiionsle 
D. Elias Valero y Garcia, que la servia á D Félix, Parga Caliát, quedesempeíra la 
de Cabreros.'  
En id. id. Nombrando en turno primero para la de Tóiede, de' térmi ^io`, i acfànte 
por protnoclon de D. Felipe Pella y Costalago, que la' servia, á.D; Augusto Alvarez de 
la Braña, cesante de igual categoría. ' .. 
SECCION DE NOTICIAS 
Parece imposible que el servicio de Correos en nuestro país continúe 'en tan de-
plorable estado, y .que el S •r. Director del ramp ,p ;ermanezea rmpasible.ante el .cons-
tante clamoreo de la prensa, sin poner remedio a tanto mal- Es escandaloso 19 clpe  
ocurre, especialmente con periódicos como el nuestro,,,que n,o pp}}rreden remitirse  a, 
provincias en paquetes; sitio po ^^ núinerós sueltos. 'Con motivó de -"anioximarse fin  
de año y haber de completar el tomo de nuestra Revista correspondiente` a, 1880, 
más de las :tres.cuartas:partes: de ,nuestrossuscritores.sa nos. vienen , reelamando la  
mitad de los números qne, durante los diez meses trascurridos, han dejadp de re-
cibir por extravío en el correo': TJnà gran pàrte de súsé ^itoree nos manifiesta haber  
pasado tres meses enteros sin recibir ni un solo número¡ muchos nos reclaman los  
cuarenta .números que van publicados en el año; y, por último, no hay un suscritor  
siquiera que los tenga completos:`  
Ahora digamos con franquezka el Sr C ^utad'a`illaamil si hay razon para que-jarse; ó él, en nuestro lugar, estaria bailando de gusto al contemplar la montura tan 
excelente que tiene en España el referido servicio. No hay duda ,que puede estar  
satis1éclib:de lo bis ^rs.que lo hace' la gente que deo4ILclerpdnde  
çr : 	 'fi?•. 	 .1'' 	 ., 	 r;..' 	 c', ^ 1 	 rl`.:' ^;f 	 tal 	 ^S^ 	
li_i:.:. 	 ' 	 ë 	 ':aCE 
El Sr. Torres Aguilar, Catedrático del segi ó andfen la Secuela Superio r del 
 Notatiadu 8.e-estaeórtes"ha.tenido la. ^nmenlri dosg'Miit; dé pesar =;# eu seño 'pa-
dre, cuando apenas hará un mes experimentó el dolor de perder á su señora ^nattre. 
Con este sensible motivo ha salido de-Madrid. Deseamos á nuestro respetable 
amiga,fuerzas Tara,  sobcellevar,taa rudas geipes ;yJereuviamos nuekaanente mues- 
tro ,pesar e 	 ^^ r 	 ÿ, 	 ; 	 ' 
. , 	 ' 	 r ... 	
J:. 
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Nüéstro querido amigo y  compañero en la prensa Sr. Serrano y Oteiza, >33slac- 
tor de la Gaceta de Registradores y Notarios, acaba de publicar la segunda edicion  
de su Diccionario de la Jurisprudencia Administrativa, Hipotecaria y Notarial, sen 
tala por la Direccion general de los Registros civil  y  ,dei la: propiedad- y'dol: notariada 
La  circunstancia de ser - el autor de esta obra bastante conocido del público, nos  
exime de la necesidad de haçer su elogio. El S^. %errano y Oteiza, YM"odelo.delábo , 
riosidad y aplicacion, se dedica constantemente dala adquisición de conocimientos  
científicos y á su divulgacion por medio de la prensa.  
El trabajo á que nos referimos es ya el tercei'ó:de la Biblioteca .Turíd ec . -Nota^iel 
del autor, y no dudamos que el público, apreciando sus nobles esfuerzos, premiará  
nuevamente el frito de sus tareas.  
ss 
ORC 
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ADMINISTRACION  
Correspondencia.  
San Cristóbal de la Laguna.—D. M. A.; solvente hasta fin de año.  
Mula.—D. C. V.; solvente hasta fin de Noviembre.  
Santo Domingo de la Calzada.—D. J. de S.; se sirvieron los números 69, 70, 
74, 76 y 77 que reclama.  
El Provencio.—D. J. J..; suscrito en 1.° de Agosto; solvente hasta fin de Julio  
del 81. 
Melgar de Fernamental.—D. F. C.; solvente hasta fin de Diciembre del 80. 
Mula,—D. J. P. y V.; solvente hasta fin de Setiembre pasado.  
Balaguer.—D. F. T.; suscrito en 1.° de Agosto; solvente hasta fin de Octubre  
pasado. 
Cintruénigo.—D. J. M. L.; suscrito en 1. 9 de Agosto; se le servirán los números  
como manifiesta en su carta. 
 
Huesca.—D. V. V.; suscrito en 1.° de Agosto; solvente hasta fin de Enero  
próximo. 
Estrada —D. E. A.; suscrito en 1.° de Abril; se remitieron los números del 16 
 
y 18 del mismo mes: sírvase remitir libranza. 
 
Alba de Tormes.—D. R. V. R.; sírvase remitir libranza y nota de los números 
 
que le faltan. 
 
Espejo.—D. A. S. y P.; suscrito en 1.° de Agosto; solvente hasta fin de Octubre 
 
pasado. 
Salamanca.—D. F. S. P. y S.; suscrito en l. ° del corriente; solvente hasta Ene-
ro del 81. 
Torroella de Montgrí.—D. F. C.; queda solvente hasta fin de Setiembre pasado. 
 





Como repetidamente teníamos anunciado, con fecha 20 del actual hicimos 
entrega al Banquero del giro contra aquellos señores que se hallaban en 
descubierto con esta Administracion, los cuales rogamos se sirvan hacer 




Aquellos de nuestros abonados que hubiesen dejado de recibir algun nú-
mero de la GACETA FORENSE, por extravío en el correo ú otra cualquier 
 
causa, podran reclamarlos en todo el presente mes, y se les servirán d vuel- 
ta de correo. 
 
PRLrCIOS DE SUSCRICION. 
 
Madrid, trimestre 	




	 82 	 • Idem un año 	  60 • Ultramar ySemestre..... 	 80 en oro. 
extranjero., f Año. 	  160 	 • 
Se harán bibliografías de obras jurídicas, 
 
siempre que se remitan á esta Redaccion dos 
 




De las que remitan solo un ejemplar, se in-
sertará el anuncio. 
 
   
Madrid 1d80.— Imprenta de Ramon Angulo, Amaniel, 20, pral. 
gTJMA^IO . 
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eocion onsulna3: Sobre el pase y 	 pobre  celebrar el acto 
de conciliaéion en 
 tal  con— 
urisprudoncia : Criminal, Admnistraativa,s Competencias.— 
 
ocias cien de èonsultas. -Puede 
el declarado  
capto? —III. 0fn 	 gr 
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 ca <Derecho público universal,. por" 




Año II 	 Madrid 8 
de NnvielnY 	 . 82»^re de 1880 
FORENSE  GÀG Tk  
'^ ` 
REVISTA GENERAL DE LEGISLACION, DEMO I  JURISPRUDENCIA  
ORGAN() DE  LOS TRIBUNALES 
Y DE LA ADMINISTRACION 
 
DIRECTOR  
D O,N FRANCISCO 1VIARa 
MIN^EeZ FRE SNEDA  
Abog,aao del Ilustre  Colegio  
OFICINAS: ANCHA DE SAN BERNARDO, fifi,  R.•° 
g 24 de cada mes 
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1 y  
SECCION DOCTRINAL 
Sobre el pase y retencion de las Bulas y  
Breves pontificios. 
La Iglesia y 
el Estado: he aquí dos instituciones que esencian ambas y 
d 
un tiempo mismo la vida de los pueblos. Nacida la primera de gérmenes  
de luz divina, fecundados por un dogma inmarcesible ella dió alma urísima  ap  
ella ha ayudado poderosamentea obra a el pv lg ái ion  romana (1), redujo á 
xentemente tan bello y 	 cuerpo de 
c fecundó los gérmenes de la 
órden el instinto de libertad de los germanos,  en 
vida doméstica moderna en el  feudalismod Ihuia amedrentadá d
io 
e la aocie- 
aciagos tiempos en que ésta, timldaon oncella, 
dad, convertida en campo de sangrienta batalla.  Vislumbrado apénas por Aristóteles (2), oscurecida su idea por el exclu-  
sivismo del jus civile 
romano, á partir de la humanizacion del derecho en  el  
(I) Alonso Martinez Notion del 
Estado, pag. 4•5 
(21 Política, libro 2.°, cap. t.°, 
párrafo 2. 2.2 
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mundo germano y al través de la horrible anarquía de la Edad Media, ter-
minada por la concentracion del poder en Luis el Gordo y más adelante eu 
los Pudores de Inglaterra, los Reyes Católicos de España, Maxiruiliano de 
Alemania y Luis XI de Francia (1); así vino á la vida de los pueblos moder-
nos la fundacion del poder en 
 el derecho y la idea del Estado. 
Mas si no coetáneos, la Iglesia y el Estado son Cambien distintos en po-
testad y naturaleza, y si viven coexistentes, no admiten paridad el fiifpura., 
mente terreno y los limitados medios del Estado, con el fin humano celestial 
y la extensa copia de medios espirituales y temporales que informan la con-
dicion de' la Iglesia. Empero vive ésta en aquél, y aunque en órdéñet ty fin 
distintos, unos mismos son en debida relacion los súbditos del Estado y de 
la Iglesia; de aquí la necesidad de establecer debidamente los linderos de 
ambas potestades. 
Si es fácil ó difícil hacer esto, díganlo los canonistas que discuten acalo-
radamente sobre ello (2). La Historia enseña que esos deslindes han dado 
lugar á violentas luchas y acarreado grandes males á los pueblos; y la 
 His-
toria tainbien, y acaso la naturaleza misma del Gobierno de la Iglesia (3), 
plan cuenta del carácter esencialmente absorbente de la potestad eclesiástica: 
hoy mismo pugnan las naciones, ejemplo Bélgica y Francia, por desenten-
derse de cierto avasallamiento que pretende sobre ellas el poder espiritual. 
Estos hechos no han encontrado, sin embargo, desprevenido àl Estado; y 
en todas las épocas de la Historia y desde los tiempos más remotos, el poder 
temporal ha ejercido en una ú otra forma, potestad de suprema inspeccion 
sobre la facultad legislativa de la^Iglesia. Si en tal grado de generalidad 
afirmamos la pertinencia del pase ó Re99iam exequatur, es porque nos propo-
nemos aducir las pruebas de tal afirmacion en este escrito, tan modesto de. 
pretensiones hoy, puesto que se publica sólo -ea justa correspondencia á la 
amabilidad del dignísimo Director de esta Revista, como eficaz fue en su dia 
para el fin con que precipitadamente le trabajamos. Entiéndase que, e
n. las ligeras indicaciones que contiene, se trata aquella cuestion sólo en lo que [lace 
 referencia al derecho español. 
I. 
La Historia de nuestra patria enseña lo mucho que debe â la Iglesia 
nuestra civilizacion. Aun para algunos doctos que piensan ha sido, sobre 
todo desde el principio de las modernas edades, rémora de progreso, la Igle-
sia en los tiempos de la dominacion goda fué alma del Estado y creadora 
(consentiente domino nostro rece), 
en los concilios de Toledo, del mejor CO- 
(1) Mr. Guizet,
,Cours de Histoire de la civilizalion europenne, lec. 11. (2) Véase Aguirre, Disciplina celesiasticr,, tomo 1.° págs. 9 10, y 'alter, 31a
- 
nual del de^echo eclesiástico, cap. 5.° lib. I. 
	
y 	
' (3) Véase Guizot, loco citato, lee. 4." 
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digo de aquella Edad, el Fuero Juzgo que muestra al pueblo visigodo como 
superior en cultura á todos sus coetáneos: la Iglesia dirigió la lucha de la 
nacionalidad contra los asedios de ocho siglos de los sectários del Korán: bajo 
- 
su amparo nacieron las poblaciones y los Municipios y sin su ampa y ro ini  - 
ciativa no hubieran nuestros sábios salmantinos,complutenses  
tanos extasiado al mundo con su ciencia.  
No ejerció, sin embargo, esta benéfica influencia la Iglesia en balde para  
su propio bien; porque agradecidos los Reyes de España, colmáronla y á sus 
 
ministros y sacerdotes de innúnn i demot^rada, hasta la 
Histor ias 
 de monumentos de la piedad deuest os Monarcas;  
discrecion muchas veces (1), en las numerosas fundaciones de iglesias y be-
neficios, y en las donaciones cuantiosas á obispos, clérigos y monasterios, y 
 
en nuestros Códigos se consignan á favor n las s a aún en ss
clases eclesiásticas 
el pri - 
vilegio del fuero ó inmunidad . personal, ginmunidad Real, que constituía á munes de la jurisdiccion ordinaria, y la 
aquellas clases en una total desigualdad contributiva respecto de las demás 
del Estado. En trueque de tales mercedes, tal vez en natural y justa satisfaccion, la 
ion en su 
Iglesia concedió á los Reyes singulares derechos 
yo 
 poca intervenc 
 cánon 10 del por 
potestad. La confirmacion de  obispos,uarda de los bienes de las mitras 
Concilio XII de Toledo; la encomienda y 
vacantes consignada á los Reyes en la ley 18, tít. 5.°, Partida 1.a; el patronato 
 
de los Reyes en las iglesias de su fundacion, de que dán muestras la Ley ci-
tada y la 2.a, tít. 6.°, libro 1.° del 
Ordenamiento de Alcalá: todos estos dere-
chos ejercieron los Monarca,.ee^po^ 1^ yesla ntervenc on en ellas;Ux gano II 
nes de los obispos, concedióse o de 
 
1085 concedió al Rey ende Aragon y sus 
 las Iglesias que fundasen 6 sacasen del c
poder 
presentacion y patronato 8  
agareno, derecho extendido por Julio II en 1501 é los beneficios radican-
tes en las Indias, y por fin, como resultado de investigaciones hechas en los  
archivos del Reino en tiempo de Felipe II y por consecuencia de reclamacio-
nes de los Reyes, concedióse á éstos en el Concordato de 1753 (confirmado en  
lo sustancial por el de 1851) la nominacion de todos los beneficios á excep-
cion de algunos, en número de 52, reservados á la Santa Sede y otros á los  
obispos. 
Además, como medio de arbitrar recursos en  la guerra contra los árabes,  ^, 





 o Bula de 
Cruzada 	 é  indulgencias on ella comprendidas; y por 
fin 
 
rial, nuestros Reyes tuvieron facultad para imponer pensiones sobre la  
(1) Colmeíro, De la Constitution y del gobierno en 





tercera parte de las rentas de todos los arzobispados y obispados, y por él 
Concordato de 1753 se les concedieron, bien que á título oneroso, las ana-
tas y mesadas eclesiásticas Antes cobradas por el Papa. 
Aquellas prerogativas de los clérigos, estos derechos de los Reyes, hacen 
comprender que las relaciones entre la Iglesia y el Estado español no pueden 
ajustarse á un derecho comun ú ordinario; esos privilegios concedidos á los 
clérigos han desaparecido ya, pero los derechos que en cambio de ellos ó por 
otras causas fueron concedidos á los. Reyes de España, subsisten aún en en-
tero vigor y en virtud de acuerdos con la Santa Sede; tiene, pues, el Estado 
español cierta especie de soberanía en la Iglesia de España y un estrecho 
deber de conservar aquellas prerogativas, y con ellas, porque en ellas está 
encarnada, la disciplina particular de la Iglesia española. 
Más aún: independientemente de este órden de atribuciones, el Estado 
español tiene el deber de velar porque se guarde la integridad de su sobé- 
ranía; tiene el deber de hacer que se respeten las Leyes y no se perviertan las 
costumbres 'públicas. Dado esto, dado que la Iglesia atiende á la realizacion 
completa de su ideal religioso por todo medio de coercicion y que quizá por 
la naturaleza misma de su poder (1) es esencialmente absorbente, ¿es dable 
que al Estado no le quepa un medio de precaucion y de defensa contra intro- 
misiones de otro poder en el suyo? 
Hé aquí, á nuestro juicio, la razon fundamental del pase ó Regium exe- 
quatur. 
Háse dicho que esta institucion se funda en concesiones pontificias, y se 
alega para probarlo un artículo secreto que 
 se atribuye al Concordato de 
1753; los que tal dicen, no tienen en cuenta el cuidado con que la Iglesia ha 
mirado siempre la integridad de su poder, y la sola sospecha de que el pase 
pudiera coartar la facultad legislativa de la Iglesia hubiera alejado de ésta 
la idea de esa concesion. Por otra parte, nada se encuentra referente á este 
 punto en ninguna decretal de los pontífices; y además, el artículo secreto que 
se cita, no se refiere al Concordato de España, sino al de Nápoles, é induce 
á pensar que la cita es falsa, la circunstancia de no encontrarse en las edi-
ciones anotadas de las Instituciones de Selvagio, á que pertenece, el signo d e . 
autenticidad que á sus adiciones pusieran' los anotadores. La Iglesia no ha 
hecho en. este punto sino respetar y pasar por las prerogativas del poder 
temporal. 
Salgado (2), que escribió en tiempo de San Pio V, época en que, á causa 
de la prudencia del poder espiritual, apenas se paraba la atencion en estas 
cuestiones, fundaba el pase en el derecho de suplicacion y quería que, dada 
una disposicion por el pontífice, si era onerosa para el poder temporal, se 
(1) Mr. Guizot, loco citato, lee. (2) Tratado de la suplicacion, pág. 33 y siguientes. 
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pidiese su reforma, y que en caso de no aeeederse á ella se ejecutase  
	





embargó. ¡' 	 g 	
iotectores del Concilio 
Quizá pudiera fundarse el pase en el carácter de p "  
de  Tiento, que tienen nuestros Monarcas; y 
 
así parece corroborarlo el'p a 
rafo 2.° de la Ley 
9.a, 'tít. 3. , lib. 2.° de la Novísima Recopila ion. Quizá 
pudiera fundarse también en la preacripcion, 
para 	 os la ° 	 ^
a lo cual vemos nosotros la 
_ 	 rimeros en 







ia de los Papas y en el deber de los Reyes,  que 
Leyes, y el último, 
en la Ley 2.°, tít. 27 del 
 Ordenamiento de Alcalá,  ' 
supone p oneprescrita la jurisdiccion con el' úm °uxequa u^ ^ae 	 funda, sobre todo, o 
suertes, es incontestable que el pase 
Reg
ue no ^ 
consiente intromisiones de otro 
	
poder temporal que 	
i e 
ma oxeo minios s de otro 
 poder 
e  soberanía rey' p 	 unto á Espana, Y 
	
hallamos, én' p 	 concedidas á 




en  las esnpor los  prerogativas  rerogativas que constituyen 
nùestios Reyes par los pontífices, prerogativas 	 por 
incontrovertible mientras no sean renunciadas 6 dero
gadas  el coman 
 que 
acuerdo que lae estableciera. 




concedemos al Estado, puesto que s  
derecho de aquéllas, pero comó dice acertadamente 
 n facultad 
autor, 
 el s á^r 
en  el 	 lesa 	 las Leyes Aguirre (1), no puede atribuirse á la Ig 	 además, 	 Y 
pueden versar sino sobre negocios puramente tempo- pasar por el absurdo de concederla el poder 
temporal, y 
civiles de un palo no p Iglesia. sino 
ralas y no se publican en toda l ré 
	
' no pueden nunca admitirse, 
Díceae'quë la defensa y la  p 	
s 
	
que  en  el  caso propuesto se 
 re- 
en cuanto no salgan de sus jus tos límites, y q 
or us se coarta el poder legislativo de la 
 Iglesia; error, no pue- 
basan éstos p q 	 poder que 
 no existe y para rechazar el cual se pro- 
de decirse' que se coarta un p 	 to és lo que  precisamente sucede con el pode artículo de ïncóYnpatencia, y esto 
	
ue se aducen, de reteneion. poder de la Iglesia en el caso que la defensa y la precaucion q 	 ele n, 
	
Tampoco puede decirse q 	 „ onen (se dice) p g 
 ambas ideas sup 	 dice)peligro 
futuro 6 actual, y porque nunca se ha alterado p 
	




la paz de los Estados.» Errare 
huma 	




ero si  la razon no bastase 
para probar 
	
que ejercen la potestad eclesiástica; p 	 resion inferida al Estado por 
esto, la Ilisto^ia nos enseña que es factible la ag 





á de 	 ` 
hí está para probarlo el Rey (
19 eéAb Abril 
 de la 
adu se  como 	 t 
 impostura), 
sus prevenciones 
en Real disposicion de 
enciones sobre el pase, 
aduce, como motivo. de sus p  
(1) Disciplina eclesiástica, 
pag•'86, nota 3."  
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curia romana para invadir la potestad temporal y para ejercer un influjo lu-
crativo en los negocios políticos y civiles de España, que (añade) han sido 
repetidas en diversas épocas y sostenidas con empeño, con tenacidad y mu-
chas veces con peligro de turbar la tranquilidad y el sosiego público,» y más 
adelante alude á las exhorbitantes pretensiones de los curiales que, con el 
pretexto de la religion, han querido encubrir y satisfacer sus miras interesa- 
das y mundanas. 
Ayuda tambien á probar nuestra afirmacion el Memorial ajustado por los 
representantes de Felipe IV, D. Juan Chumacero y D. Domingo Pimentel, 
que representaron al Papa en diez capítulos de reforma los perjuicios gran-
dísimos que á la nacion se seguían de las intromisiones de la curia romana 
en materias beneficiales y organizacion de la Nunciatura (1), cuyas quejas 
dieron lugar á la concordia del Nuncio Fachenetti. 
La reglamentaria brevedad de este escrito nos impide alegar miles de 
testimonios iguales. Séanos permitido, sin embargo, hacer mencion de la alo-
cucion dirigida por el pontífice á los cardenales en 26 de 
 Mayo de 1855 con 
motivo de la Ley dada en 3 de Mayo del mismo año por las Córtes españo-
las, convirtiendo la propiedad raíz del clero en renta perpétua al 3 por 100. 
En esa alocucion, «política más que religiosa, enemiga y airada más que pa-
ternal y caritativa, invasora de la Soberanía del país y la independencia de la 
Iglesia española, tratada por el Papa como su pupila (2) ; » en esa alocucion, 
se leen palabras tan graves como las siguientes: a ...hicimos poner en cono-
cimiento de dicho Gobierno (el español) que nuestras reclamaciones se harian 
llegar á noticia de-los fieles si no se desechaba la Ley propuesta... De que-
brantarse y violarse lo pactado en el Concordato ya no habrá indulgencia 
por nuestra parte tocante á la cláusula... por la cual declaramos que no serian 
molestados por nosotros ni nuestros sucesores aquellos que hubiesen adquirido 
los bienes de la Iglesia enagenados ántes del Concordato... Reclamamos sobre 
todo lo que se há malamente ejecutado en España por la potestad secular... y 
sobre todo lamentamos que... se haya usurpado el patrimonio de la Iglesia 
contra todos los derechos divinos y humanos. Reprobamos, además, dichas Leyes y decretos y las abrogamos y declaramos que son y serán enteramente 
nulas y de ningun valor.» 
¡Lamentable documento salido de la mansion del representante de la Su-
prema sabiduría! Pudiera haberse lamentado el pontífice de la suerte que 
hicieron correr á los bienes eclesiásticos las circunstancias de los tiempos y 
las exigencias económicas; pero otra cosa, abrogar leyes, suponer un condo-
minio en el suelo español, oponerse á las facultades del poder á pretexto de 
derechos religiosos, más en la incidencia que en la esencia: ¿qué es si no con- 
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atentar á su independencia y al 
citar los ánimos contra el poder „temporal,efle a á maravilla el espíritu qUe 
órden público? Sólo ese doçumento, que r J  
viene informando hace tiempo á la curia romana, es bastante para justificar 
la institucion de que venimos ocupán
donos. otestad de la 
Y no se diga tampoco que el pase es un atentado á la p  
«la  Iglesia católica (1), áun considerada 
tomo institucion mera- 
mente uo; 	 g mente humana, y prescindiendo de su origen divino, no ne 	 a pedestanca 
ley c i
vil un título de legitimidad para existir, porque se le presta  
tible el elemento espiritual del 
hombre cuyos eternos destinos constituyen su 
elevada mision, procediendo tambien del m^ smoocorigen 
 la 
aelexi unid a. >d l 
derecho de todo lo que sea para ella con  gran jurisconsulto, que la 
cuenta, añadiremos nosotros a puede subsistir tonel pase.  Pero, además' co'.'c`e 
Iglesia ha existido, existe y  ce E bel (2), no puede admitirse como ley eclesiástica una Constitucion 
di 	 y 
Esto, el  daño q 
nociva al bien público. 




blico, es, pues, el fundamento del pase ó 
Regium exequatur; porque, r  q  e, nótese
si le 
pina, ^e tiene que no puede saberse si la d
^pasoi0 ñade el  autorscitadoe ee] 
	
lina, 
causa debe retenerse: en otro caso, 
	
que no un derecho  
más bien una obligacion en hacer que se promulgue  




SECCION DE CONSULTAS 
¿Puede el declarado pobre celebrar el acto de conciliacion en tal concepto`? 
 
A. ha obtenido la decle larano °pobre nstar y celebrar elopor ^ oportuno acto  
setas. ¿Le servirá dicha d  de coneiliacion usando papel de pobre y sin pagar derechos? El consultante n derechos? presente, E  que s  decla 
opina que sí, porque puede darse el caso, como el  
de 	 de medios para proporcionáx
- 
rado pobre carezca absolutamente de dinero  de 
	
á los pobres, t obar - 




ens  ivo para los actos 
	
para el juicio, 
 pr paracion,°  entre los que se 
tersxt i^ ] 
Espero saber el ilustrado parecer de esa Redaceion.—Un scuenta  el de conciliacion. 
 
(1)
Proyecto presentado á las Cortes en 1871 por el Sr. Montero Rios sobre presu- 
puesto de obligaciones eclesiásticas. ^ ° par.  110, nota D. 
(2) lntrodioíón. • al Dcrecláaictesiti8ticti'católico, lib. 
II, cap. ' • , P  
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C0NTESTACION. 
Más de una vez se ha presentado en la práctica de la profesion el caso 
á que se refiere la anterior consulta. Cuando el  que vá á litigar se halla sin 
recursos, es justo que se ampare del beneficio que la Ley concede á los po-
bres, y pida que conforme á él se de ayude y defienda. Lo contrario, seria 
ilógico.. Mas como la ley de Enjuiciamiento civil para nada habla del pobre 
al tratar del 
 acto de conciliacion (referencia que tampoco hace falta), han 
sostenido algunos que tal declaracion no exime de la necesidad de pagar los 
correspondientes derechos en el Juzgado municipal. 
No podemos hallarnos conformes, ni con los que participan de 
 esta últi-
ma opinion, ni con los que afirman que en los Juzgados municipales no se 
puede ostentar el carácter de pobre, atendiendo á que el incidente de pobre-
za sólo se ha de tramitar en el Juzgado de primera instancia. Acerca de este 
particular creemos haber dicho lo bastante en otro número (1). 
En el caso de la consulta, debemos decir que en muchas ocasiones he-
mos visto que el que vá á entablar un juicio en concepto de pobre, lo prime-
ro que hace es celebrar el acto de conciliacion, mediante el pagó de los 
oportunos derechos, y despues comenzar el correspondiente litigio. Sin em-
bargo, no hay duda de que si ya ha obtenido la declaracion de pobreza (y 
tambien esto lo hemos visto muchas veces), puede acudir con un escrito fir-
mado por Abogado y Procurador, manifestando al Juzgado de primera ins-
tancia, que para la presentacion de la demanda ordinaria le es 
 indispensa-ble 
 acompañar la certificacion de haber celebrado el acto conciliatorio, ó de 
haberlo intentado al ménos, á cuyo efecto se acoge al beneficio de su pobre- 
za, y solicita se expida mandamiento al Juzgado municipal de la localidad, 
á fin de que se le admita la demanda de conciliacion en concepto de pobre, 
y que una vez celebrado el acto, se libre certificacion en papel del sello que 
á dicha clase corresponde, sin exigir ninguna clase de derechos; y cuyo 
mandamiento se entregue al interesado, para que todo lo referido• tenga 
lugar. 
No solamente creemos que el Juzgado no se negará á esto, sino que nos 
atrevemos á aconsejar que siempre que un pobre necesite celebrar el acto 
de conciliacion, espere á que se le declare con, tal carácter, y acuda despues 
á ese medio para evitarse un gasto de que está dispensado.
—LA REDACCION. 
SECCION DE JURISPRUDENCIA 
CRIMINAL 
Casacion en la forma. —Puede interponerse recurso de casacion en le ,forma por de-
negacion de le práctica de diligencias de prueba .—(Sentencia de 3 de Julio. Gaceta de 13 de Setiembre.) 
En la noche del 18 de Febrero de 1877 salieron cuestionando del escenario del 
teatro de la Comedia Don Juan Eduardo de Lara y D. Enrique Sanchez de Leon, 
entre los que mediaban antecedentes de enemistad, y al llegar á la calle de la Gor-
guera se trabaron en riña, valiéndose el primero de una navaja, y el segundo de 
(1) Véase,pág.' 451, correspondiente al núm. 68 de nuestra Revista. 
P"" 
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de los dientes, y se cansaron mútuamente lesiones, de las cuales curó 
un baston y 	
q 	 dejaba al 
Julio  




por fin una ci atrizlen el labio inferior 
 hasta 
ue le.ede a  al descubierto in-la
d 	 P 	 erfeccion é ;inutilidad por 
encía y  dientes, con la io de c or C 
 imp 
ciacion para su ejercicio de actor cómico, y Sanchez de Leon sanó completamente y  





a, en oportuno estado la defensa de Sanchez de Leon 	
it en 
parte 	 prueba que  Lara fuera reconocido 
 ó entel lábio, especificando si quedó impe- 
 accerr co ó 	 le 	 padeció  p aue p` 	
ue 
ocupaciones,  , y hasta 
qué punto 
o y por urelativo 




é  uod y P parte aq el impedimento; y al efecto nombró perito facultativo 
..y 
ter en todo ó ie  	 q procesado Lara, declarándose pertinente la diligencia 
designó ta pero  el suyo saber
l p 	 peritos, sólo aceptó el cargo el se- 
gando , iras no hecha nombrado do por Sánchez, y los
rascurrió el término de prueba sin 
panda 
constar que  s 
 se 
e hiciera ciera por las partes reclalama




lad defensa, por de evacuarla solicitó   
y 
 escrito de 7á  de Marzo  áde 
181 9 de 
 se practicara 
  defensa, 	 pertinente 
por
que  z g do ', de  la 
notable 
ma ortan la y trascendenem operadla acertada ad li - 
 el d el hec o de ombró  imp 	 y 	 pero fué'deneg cation del heèho,'y nombró por su parte nuevo facultativo; í , 
cha pretension, así como la reforma que da esta negativa se pidió formulando para 
 
este caso la oportuna protesta. 
Remitida la causa á la Audiencia en consulta e 	 e 	 eh do 
presentar 
 ara n 	 á 
defensa el procesado Sanchez de Leon dedujo 
	 insisti ndo 
ie nuevo queise; á çuyas 
efecto el reconocimiento facultativo de que 




solicitudes açordó la Sala • no haber ^ugpr por eniónces, po 
on p , 
n 
do para la práctica de la diligencia ro uesta; y poro 	
del  




 produjo ambas pretensiones, resolviéndose acerca de ellas que, vista la causa se  
acordarla en su dia el reconocimiento si la Sala lo estimaba justo; ervla forma que 
 
fuese procedente. 
La expresada Sala, por sentencia de 29' de Enero` de 
 1880, calificó los hechos pro- 
 bados como constitutivos de dos delitos de lesiones graves: uno las causadas á San
-
chez de Leon, que duraron más de 90 dias, comprendido en el número 3.° n bel rcu s- 
tancia d
ie CÓ nte panel,  del que era a erThaber Juan  precedido to la 
de 
 rovocacion 
ár a  riño 
a 
de pa e dese  en: rio;ytículo o , P 
P 
en  parte de .° e l prop o rt otro peor là inuti
padeció 
 da i que resultó, siendo su autor San- 
en el e Leon  del propio art. tan 
p 
%hez ne al de  con là c importancia, y atenuante 
	
 el inéri o de todo condenó ál éste en dos arios, 
sa cuatro malle tanta importancia, y por 
	 pesetas  de indemhizacion al 
cuatro meses y un  dia  de prision correccional 
y 2.000 p  
a Lara en seis meses y un dia de igual prision y 500 pesetas d e in e - 
ofendido; y á ambos en las accesorias correspondientes y Por 
nizacion al primero, y  
mitad. Contra la anterior sentencia y anunció el de infr ccion de ley. , fundando aquél en el 
quebrantamiento
articulo 803 de la 
m  forma, y que  se incurrió 
P 	
resal á pesar de haberla ex 	 a 	 a artículo 803 de la mencionada ley de Enjuiciamiento por la f ta en q 
renaidx  entre das resoluciones qua al denegar la practica t la uila 
diligencia 
 ati ae cmp y ara 
e  casacion 
las 
 se haya 
solicitado art. reiteradamente ,  aque, yy, uede ser motivo p  
marca el o el ec rs aquella le p ero habiendo acudido en queja preparado el recurso con  la 
 debida protesta, como sucedió en el caso actos 
La Sala sentenciadora no admitió dicho recurso; pgato r 
el procesado al Tribunal Supremo, revocó 
elvaauttotdene 
 y erío 
 y mandó a 
de itir 
aquél, en cuya virtud ha elevado la causa, prévia 
 
partes.  
Y el Tribunal Supremo, 	 P 	
ilacionbre  el 
Coisiderando que, segun io dispuesto en el 




Enjuiciamento criminal, vigente cuando' se inte rppuso este recurso y correspondienteo 	 cn   
uicios criminales por denegacion de la 
prác- 
al 803 de la ley del mismo Enjuiciamiento , p 
por quebrantamientod 
rueba 
a en los j 
tica de diligencias de p 
• 
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Y ue en el caso préaente no se han infringido los referidos artículos, puesto que 
no ha iendo aceptado él cargo el perito nombrado por Sanchez, éste dejó trascurrir 
' el término de prueba sin hacer por su parte ninguna gestion para que fuese nom-
brado otro, ni dedujo reclamacion sobre el particular: 
Declara no haber lugar, con las costas, al recurso de casacion que por quebran-
tamiento de forma ha interpuesto D. Enrique Sanchez de icon. 
Aï7MINIS ' ' ÆTi VA 
Desamortizaclon. ' FIJACION DE LINDEROS Y DE cABID si.- riQrresponde d la Ad-
ministracion conocer de las cuestiones que se suscitan aeereufde Osglinderos y cabida de ' 
las fincas enayenadas por el Estado, por ser la única niietenn 9 p ierd' designar. t coka 
vendida y determinar sus linderos conforme á los datos' Tue 4é>p'racediera`S lt6'.c1ttz 
yenacion. 
Por esta consideracion se decide á favor de la Administracion la competencia 
de jurisdiction suscitada entre el Gobernador de Cádiz y el Juez de primera ins-
tancia de Grazalema, con motivo del interdicto entablado por D. Francisco Becerra 
y Moreno para recobrar lá posesion de una finca enagenada por el Estado, en cuya 
posesion le habia perturbado D. Basilio Aragon Gomez, comprador de otra finca de 
la misma procedencia, al fijar las linderos de ésta. (R. D. 7 Junio 1880. Gac. 14 
Agosto.) 
Sello de contrátacion en papeletas de empefio.
—Las llamadas papeletas de 
empedo, como expresion del contrato de préstamo con interés cuando aquél exceda de 
 '75 
pesetas, son indudablemente documentos privados de los comprendidos en el art. 17 del 
Real decreto de 12 de Setiembre de 
 1861, y deben por lo tanto, llevar el sello de contra-
' tacion correspondiente. 
En su virtud se confirma en vía contenciosa la Real Orden que exigió á D. Ma-
nuel Lera el pago correspondiente á los sellos que dejó de usar como prestamista 
en las papeletas y libros de empeño. (R. D. 25 Mayo 1880. Gac. 6 Agosto.) 
Daños en montes públicos.—El hecho de sustraer legas de un monte coman, puede 
constituir el delito -de hurto de/nido en el libro 2.° del Código penal, y por lo tanto, 
.corresponde á los Tribunales ordinarios conocer de la averiguacion, y castigo del mismo; 
-puesto que les compete entender de las infracciones de la Ley, del Reglamento ó de las 
-prdenanzas de montes, cuando el hecho haya sido medio de cometer un delito previsto y 
penado en el citado Código, con arreglo á lo previsto en el art. 121 del mencionado Re-
glamento de 17 de Mayo de 1865. 
Así se declara al decidir sobre el recurso de queja elevado al Gobierno ponla Au-
diencia de Valladolid contra el Gobernador de Zamora por haber penado guberna-
tivamente la sustraccion de seis robles del monte coman de Palacios de Sanabria. 
efectuada por Gabriel Prada. (R. D. 27 Julio 1880. (.lac. 12 Agosto.) 
Minas. DEMANDAS SOBRE CADUCIDAD . —Las demandas contencioso-administrativas 
dirigidas á impugnar la declaracion de caducidad de una mina, no pueden dirigirse 
contra los particulares que se hayan presentado como partes en el curso del expediente 
incoado para obtenerla, sino contra la Administracion que dicta la.caducidad; y siendo 
.la citacion y audiencia del demandado un requisito tan, esencial en el juicio contencioso-
administrativo, que su omision produce la nulidad de lo actuado, adolece de este vicio 
sustancial todo cuanto se haya en 
 el 
 pleito seguido sobre subsistencia ó revocacion del 
decreto de caducidad de una mina, cuando no se emplaza y oye al representante de la 
Administracion, sin que baste á subsanar este defecto la renuncia de su derecho por parte 
del particular á quien se haya tenido por demandado. 
• • 
En este fundamento se apoya el Consejo de Estado para dejar sin efecto el fallo 
qùe pronunció la Comision provincial de Granada en los autos contencioso-admi-
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revocacion de laó eclaracion de 
	
adu idad de la mina Santo Domingo. (Real decretor 
Mayo sentencia 10 	 y  
Competencias. I8rEamums.--No 
contraria ninguna providencia administrativa  ha 
el interdicto d  atooriizaáio á competente de agt
uel orden, sin queplasprovidenc vspqued
^ pu s 
ejecutado opte  sin a 	 pueda producir efectos legales para hacer convalecer dichos actos, 
q en  materia,oo anto, de particular h particu lar, 	
están sujetos á la decision de la 
quee realizados, s, p 
2urisdiccion ordinaria.  la 
Atendidas estasurisdiccion susc tada entredla Audiencia 
 la 





por el que tibia sido p 
Ca x SFr ile  con raoecobrar en ciertas aguas la 
entablado esion e ra  
abía  Escorial  contra 
Calixto Fraile , pa a  
último perturbado. (R. D. 22 Junio 1880. 





ac entre Aguas. Danos.—..Cuaizdo la distraccion de aguas dee riego está prevista y c üt2nos 
en  las disposiciones que establecen 
	
l ecen el i ta d n de aquéllas, ye tan intimo el pene 
esta le aprecios ampara a y el por 
	
reconouencomo origen el sol o hecho de 
mencionada, 	
e 
posible apreciarlos separadamente, mente, p q la distraccion mencionada, la represaon de ésta corresponde á la Admanistracz 
la co  ete 
e^ 	
a dg 
r Doctrina sentada al decidir en favor de la Administracion, de la come or
^
Arde 
'-ber jurisdiccion suscitada entre la Audiencia de Zaragoza y el, Gode otros, p 
vmcia, con motivo de la causa. formada á, D. Joaquin
Guerrero  Agosto.) 
distraido las aguas de la acequia de Michen. (R. D. 24 
Junio 1880. Gac. 18 g 	 ) 
Via contenciosa. MINAS.—Na procede la revisio . a  cuenta 
en la víaia contenciosa-adminis- 
trativa de la Real Orden, 
 que cancele anexpediente de reqistro minero teniendo  
la circunstancia de que el terreno comprendido en et registro corresponde h 










ular reclamante, pues el terreno a que aspiraba no es f  
ser en a acion sobr cadu d d de co
no 




uea  crea procedentes  o 	 paradefensa de 
 losZderechosiqu entienda leocorresponden. 
 ecur 
s q  Estas razones se aducen para negar la admision de la demanda presentada por 
 
D.
entre trosoaMiculares derogó el 	
t gdel Gobernador desMúrcia declarand
o la 
cadu 4 	 P 	 0. 15 Julio 1880. Gac. 19 Agosto.) 
caducidad de la mina San  Pedro. (R.  
Detenciones arbitrarias. La 
detencion de personas, decretada por quien ejerce  
las funciones de Alcalde de un pueblo para m te gubernativa, nativa, cor•respo diendo juzgar 
medida, 
 sú 
oportun ser gal Gobernador d 
rbdetado,l 	 p n'; . 
o ve nticuat •o Vhoras, io si iexced áser  ponga el 





de los Tribunales.  
consideracion 




suscitada por 	 c Regidor por ciertas detenciones. (R. D. =`24 con motivo de la causa formada á dicho Re idea p  
Junio 1880. Gac. 20 Agosto.) 
 
Competencias.
mimpide decidir   elrconflictoi dejur sdiccio , la falte de c t
tacion de¿espantes 
y del Mi que i l y del Ministerio publico para la vista y omision de este acto.  
Por tal omision se resolvió que no 
había lugar decidir la competencia susci- 
tada por el  Gobernador de Zaragoza 
 al Juez de primea instanciade Gandesa con 
motivo  




para que se les declare dueños con pleno dominio de ciertas fincas, y 
 que 
 en ella no tenía el Ayuntamiento y vecindario de Horta ningun derecho. (R. D. 24 .Tuni e, 
 1880. Gac. 21 Agosto id.) 
Vta contenciosa. Su IMPROCEDENCIA. 
--No son reclamables en via contenciosa-ad-
ministrativa las Reales órdenes que, al desestimar recursos entablados contra acuerdos 
municipales, no resuelven sobre el fonde del asunto y dejan á salvo el derecho de los inte-
resados pala que puedan hacerlo valer ante quien corresponda. 
Niégase por esto la admision de la demanda entablada por D. Jáime Escolá y 
otro contra la Real órden que desestimó el recurso gubernativo de alzada que contra 
un acuerdo del Ayuntamiento de Valdemorillo relativo á la conservacion de una 
servidumbre pública de paso interpusieron. (R. 0. 11 Julio 1880. Gac. 10 Agosto.) 
COMPETENCIAS 
Interdicto de recobras.—El Ayuntamiento de Candeleda, correspondiente al 
partido judicial de Arenas de San Pedro, interpuso ante el Juzgado de primera ins-
tancia de este último punto, interdicto de recobrar la posesion de una extension de 
terreno conocida con el nombre de Islas de San Bernardo, que detentaba D. Manuel 
Timon Morcuende, vecino de Madrigal, partido judicial de Jarandilla. 
Dictado auto restitutorio y notificado á D. Manuel Timon, dedujo la inhibitoria 
de jurisdiccion para conocer del indicado interdicto ante el Juzgado de primera 
instancia de Jarandilla, fundado en que el susodicho terreno Islas de San Bernardo 
se hallaba dentro de aquel partido judicial. 
El Juzgado de Jarandilla, despues de oir al Promotor fiscal, acordó requerir de 
inhibiciori al de Arenas de San Pedro por la causa indicada: que éste se opuso á la 
inhibicion por considerar comprendido el terreno en cuestion dentro de su demar-
cacion judicial, en vista de loe documentos suministrados por el Ayuntamiento de 
Candeleda; y que habiendo insistido ambos en su respectiva competencia, han re- 
mitido las actuaciones al Supremo Tribunal, habiéndose oido al Fiscal de S. M. Y el Tribunal Supremo, 
Considerando que, segun lo prescrito en el art. 693 de la ley de Enjuiciamiento 
civil, el Juez competente para conocer del interdicto de recobrar es el del lugar en que esté la cosa objeto de él; 
Que esta misma disposicion se consigna en la regla 14 del art. 309 de la Ley 
sobre organizacion del Poder judicial; 
Que conforme al deslinde verificado en 1846 para fijar los límites de la ciudad 
de Plasencia y la villa de Candeleda, resulta que las llamadas Islas de San Bernar- do están en territorio del último punto, que pertenece al Juzgado de primera ins 
tancia de Arenas de San Pedro; 
Que la Administration, al decidir en 1864 áqué localidad corresponde la dehesa del Gamo y 
 Tudales, en cuyo terreno están las referidas denominadas Islas de San 
Bernardo, decidió que el comprador D. Manuel Timon estuviera, respecto á los 
linderos de aquella, al amojonamiento Antes expresado de 1846; 
Y que no cabe duda respecto á estar sita la cosa objeto del interdicto de recobrar 
las expresadas llamadas Islas de San Bernardo en el término del Juzgado' de Are-
nas de San Pedro: 
Declara que el conocimiento de dicho interdicto corresponde al referido Juzga-do de Arenas de San Pedro.—(Auto de 9 de Setiembre. Gaceta de 6 de Octubre.) 
Delito de atentado y desacato.—.En la noche del 20 de Enero del presente año por la pareja de la Guardia civil del puesto de la Rinconada fue detenido José Gata Gonzalez y puesto á disposicion del Teniente Alcalde de aquella localidad D. José Ramos,, Garrido, quien pidió al cabo de dicha fuerza que le manifestase los motivos y cargos que resultaran contra el detenido con el fi n de acordar lo conveniente. Presentada dennucia por la mujer de Gata respecto á malos tratamientos he-
chos á éste, y no contestando el cabo de la Guardia civil, el Teniente 'Alcalde acor-
dó la práctica de varias diligencias en averiguacion de los hechos denunciados, y 
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caban de la carcel al José para trasladarlo al Gobierno civil de 
 la  provincia; en  





o 	 p su O los 
	
= io 	 uienes momentos despues se per 
pudiendo conseguir que fuese considerado 
 sonaron 
ni 
e ate  d .
del
p 	 por los guardias, q de Teniente Alcalde y con amenazas y malas palabras le obligaron á salir y le o- 
varon á la cárcel, en donde permaneció por espacio de dos dias encerrado en 
un 
 por el de  Guerra y 
por el Juzgado de primera instancia 
calabozo. 	 in ta tia 
 Formada causa con motivo de tales hechos p 
del distrito de la Magdalena de la ciudad de Sevilla y p uél rra y de 
l  
a- 
pitanía general de Andalucía, ésta requirió de inhibicion á aq
en 
que el  Teniente 
u  la, siendo por lo tanto de  su 
competencia 
el
elc  conocimiento to de la 
jurisdicti  alg , han re 
misma. 
	
competencia cada uno de los Juzgados contendientes, 
Insistiendo en su comp 	 en donde se ha nido al Mi- 
mi ter  las respectivas 
 os naucorresponde rpornah ra
pel conocimiento de ellas á la,ju- 
nistrrio fiscal, que opina 
 ordinaria. remo, 
C nel ider ndo qup 	 el art. 









d l arto r a u a om- 
pilacion g clon rdinaria los reos de atentado y desacato contra las autoridades políticas, ad- 
ministrativas ó judiciales; 
Que el  Teniente 
trativa al crelale arse osnhe hos á 
que  se refiere aa 
 causa instruida con 
dad admn 
motivo del atentado 
 i ion de^autoridad habia reconocido 
	
civil 
 do expre amente elmismo  ccabo 
alentregar 
 cuya 
 tregar y poner á disposicíon de dicho Teniente Alcalde al detenido 
José Gata  
Gonzalez;  Y que por lo que hasta ahora aparece de las' actuaciones, puede fundadamente 
 
creerse que el cabo Araujo cometió el delito de atentado 
	
sa 	 á, la  duran- - add ella 
ó de desacato la autora- 
dad al sacar de la cárcel á 
Gata Gonzalez, y al poner lla calabozo 
primera te dos dias al Teniente Alcalde D. José Ramos Garrido: 
Declara que el conocimiento de esta causa corresponde al Juzgado de p 
 
instancia de la Magdalena de Sevilla.—(Sentencia de 9 de Setiembre. 
Gaceta de 6 de  
Octubre.)  
Delitos conexos.—En la mariana rdee oto de  .ere delyp es
e anea preferente i- 
 cabol, rílas ordenes del on,
sargento
divisaron p parecer macontrabandistas.inysio lescaballería Bernardo à dos ii mb seSr°cón mochilas, 
término  de Villamartin y sitio eno- 
dieron l
a Toruno,
fro, y en vez de parar huyeron; por lo 





raron us armas y produjeron la muerte de uno de los contrabandistas; que lleva- 
ba la mochila con tabaco. 	 ramera instancia de Arcos de la Frontera
. 
Formadas causas por Capitanía 
puzgaao de p por el de Guerra de la apitanía general de Andalucía, en 26 del mismo Abril 
 
27 	 ea hibicil n 
al de Gel Juez 
ua G erra  án 
primera presado. fundándose en loslartícu os 21 
requerir 21din Comp a-
n 
cin  principalmente en su art. 20, puesto que el delito de homi- on gener l de Enjuiciamiento criminal, y en lo determinado en el Real ocre o 
ci io de
l
a conexo del  contrabando, y distas hubiesen hecho resistencia á.los aprehensores.  
El Juzgado de Guerra sostuvo su competencia fundándose en 
 que  el delito de 
tares homicidio conexo del de co uconoeue l
o s erse epu causaron q  aquél eran mili- 





su jurisdiction; y  que  de  
dividid la continencia de la causa. Habiendo insistido ambas jurisdicciones en sostener su competencia, han remi- 
tido las actuaciones al Tribunal Supremo para su decision. 
 





 Juzgado ídempes de 
 opinion que  el conocimi 
todees  
Frontera. 
Y el Tribunal Supremo, 
Considerando que, 




cibn sobre el' Enjuiciamiento criminal, corresponde á la jurisdiccidñ' rdin 
 a  r 1a, el' 
 conocimiento de las causas criminales, cualquiera que sea la penatida.d señalado por las leyes ; 
 sin más excepciones que las que en éstas se establecen,ue la ju. 
risdiccion ordinaria será competente tambien para prevenir las causas que por de-litos cometan los aforados; 
Que conforme á lo prevenido en los artículos 31 de la citada Compilaeion y 20 
del Real decreto de 20 de Junio de 1852, la jurisdiccion ordinaria es la competente para conocer de 
 los 
 delitos que tengan conexion entre si cuando no hubiere resis-tencia á' la 
 fuerza armada del ejército 6 de carabineros; 
Y que en el caso presente el delito de homicidio de Manuel Escalante y Aguilar 
es donexo del de contrabando y defraudacion, porque aquél se . 
 rea lizó al perseguir éste, y ! porque Escalante no hizo resistencia á la fuerza armada, segun lo confiesan los 
mismos carabineros que hicieron los disparos de armas de fuego y causaron el ho- micidio. 
tanciaede Argcos de la Eron
ue el 




Derecho Público Universal, por J. I3lun.tsch!i; version castellana, ampliada con las noticias biográficas del autor é indieacion de su sistema y obras, asi como tam-bien con algunas notas explicativas, y un Apéndice tituladoConsideraciones histó-ricas y críticas acerca del origen y efecto de las Constituciones 
modernas.—Cuatro tomos en 4.° mayor-14 al 17 de la Biblioteca Jurídica-104 rs. (80 para los sus- critores.) 
La acreditada Casa Editorial de los Sres. Góngora, que hace pocos meses terminó la publicaeion de la notable obra, de Tissot, El Derecho penal 
 estudiado en sus princi-pios y leq(slyctiones de los diversos pueblos del mundo, 
acaba de prestar otro importantí• sirvo serv1ëio a la literatura jurídica y política d& nuestro país publicando 
el Deseche público universal, de I3luntschli, que es, sin disputa, el libro d e 
 más renombre y más inereejdq.de cuantos sobre tan importante materia 
 han 
 visto la luz pública. La ver-sion castellana, hecha de la reciente edicion alemana, lleva además, como 
apéndice, un trabajo del Profesor Kosegarten, titulado 
Consideraciones históricas y críticas acerca del crígen y los efectos de las Constituciones modernas. 
• idiEkjuicio critico ale este libro puede resumirse en estos términos: «Es 
una obra db primer Orden, que, con sumo acierto y erudicion inmensa, tiende á armonizar los 
prineipios con los hechos, las ideas de libertad y de progreso con las de estabilidad'y Orden. 
Divídela el autor en .tres partes, que pueden considerarse como tres obras casi 
distintas, pues' sólo tienen de comun la analogía 6 el lazo íntimo que hay entre las 
materias de que se ocupan, y que hace que se forme, por decirlo asi, una unidad 
superior de que aquéllas son como unidades subordinadas. 
La parte primera se titula Teoría general del Estado; forma un tomo voluminoso, y se divide en siete libros, en los• que se desarrollan las cuestiones siguientes: I.'' Idea ó nocion del Estado, considerado en su esencia y en sudesarrollo histórico. 2.° Condi-
ciones: y bases' fundamentales del Estado en la naturaleza del hombre y de la nacion. 3.a Bases 
 del Estado en la naturaleza exterior—el país.-4.a Nacimiento y muerte de 
los. Estados. 5." Fin ú objeto del Estado. 6.° Las formas de gobierno. y 7.° Soberanía 
del Estado.—Sus órganos.—Servicios y funciones públicas. 
Despues de esta primera parte, que se ocupa del Estado en general, casi en abstrac-to, y que sirve como de introduccion, y, en parte, como de fundamento a las otras dos, viene la segunda parte ; 
 el Derecho público propiamente dicho, que trata del Estado, tal como es, en sus relaciones ordenadas. Esta parte se divide en 
nueve libros, que tratan respectivamente: ° De la naturaleza y fuentes del derecho público. 2.° De los órganos de la legislacion y de la ley. 3.° Del Jefe del Estado. 4.° Del Gobierno. 5.° De la Justicia. 6.° De la Instruccion pública. 7.° De la Hacienda pública. 8,° De 
 la Pro- piedàd. 9.° Tie  la Libertád:. r 
Despues de estudiado el Estado en lo que debe ser y en lo que es en sus relaciones ordenarlas, entra el autor á estudiarlo en 
su vida, en, sic tlets001010 en el " ' heebo de gdbernar 4ue' es el objeto de la tercena, y.:Oltima parte de la obra ; y 















C}sC$TA IOFtELQ88  
como ciencia). Comprende doce libros, que tratan respecti- 
va tíl nt (como arte y 	 ) 	 p 	 ° e la idea política moderna. ^ 1Sxi^ 
3.°  De la 
at raDe  la esuman y 	 oii r 	 ila, politt 	 De los medios del Estado. 
5.° De  Estado moderno 
rno humana 	 espirito: religion, ciencia, arte. 6. °  Política 
c °Del Esonal   y 	 a i sto- constitucional en general (ideal de una Consfirt^odifpcac on de democracia forma de 
y  ar>s o- 
etcdt ; república y monarquía, trasformacio ®y# 1 	 epresene la 
  
 8 ° Idem 
gob erno
dtradoa, etc.). ep  Efectos y dnbc ion 	 ` 	 o tic 
	
Partidos 
 el derados). 9 ° Representacion nacional y leg>slac
^ion^ l^^ ^l i^s ^c^ n
• 4^1y
politicos. En este ultima 6ntiff raVcc^á^init ya g ' m  r le, pero 1  ^r^l g 	 s^ 'cfe,r?»a,r grt': 	 q lilt 	 ae o r 	 lil 
rias ri S e f _ellé RS s4 con e Va 	 ue es él up, ^^e^, como, heno 
criterio semo-ecléctico b que 
e eçu 
 r llocü stnid`reillifk4Vdé"si'i`&ALeac ái 	 le 4n'las 
ca á todos los puntos de que se óç a, 	 "'rrr aro ^ ,,t,ir,rors, ^ .f , ^ l .0 — ^ `  
puramente políticas y-elentificas. ` 	 > o ro ir ado del mé- 
Con estos antecentes creemos que el lectoros onda biblioteca    dei toda  pei ad regular- 
del 
 rm6 
rito;c}grgsR^ra, y  de ló, necesaria que  
mente ilustrada. 	 ---- 




Con motivo de un incidente ocurrido entre el Juez de primera instancia del dis-
trito del Hospicio de esta periódicos de Madrid enlla noche 
del dia 4 del 
 on de la  Corresponden- se reeron en 
representantes de  16s  
cía llustrditti y adoptaron los acuerdos'sigúientes
: 
r el , r. Juez de p  riimera instancitaldel distrito 
o del Hospicio con 
procedimientos empleados 
por el Sr. u  en el acto de inquirir acerca de la comi - 
 Director de la Corres elito, censura 
 en6rgi 
to a 	 supuest 
 letra deltnuestrallegiialac on procesal sy atentato S
n  a los derechos,ca 
tos 	 p la consideraeiony a los respetos debidos á todo.diudadano  




de examinar, discutí, y censurar, en su caso, 	 er es ecie dicte bernativa y judicial que un_,tribunal_6_.autori;dad de cualgui los pecie dicte. 	 expre- 
La prensa s ue 
o  arantiza íl  latinviolabil dad 
derecho, 
la  osa juzgada y el secret  	 del 
lados en las leyes q s q g 	 ^ 
•" sumario:  res ; Madrid 4 de Noviembre de 1880.» 
	
pertenecen,  los señores 
 er- Asistieron en representacion de los periódicos á que p 
^Fiáeagwn,Ek at n4ldól tgT0
rdax 4Wi- 
 guientes: Sr.  Arroyo, por El Constitucional Español; 
Sres. Unanua. Aldeger y 
1nndozrkL)or La ^i lxko g^ iti3se9í^la r pge s1R * 	 a yt^^iirj 	 m per 
h l lrr parcti/q^ 1, 
o n 	
i^ 	 Vi áldiv>eso, por El  Jtii,r O $Anr lCoar^pp 	 pb l N"eiuk, Se. 
Medico
- 1aivea^ ;,o F . 9r,Pa, c .oy 	 ó 	 iieíal; Sr. ig`t Ek 	 ligarte; 
	
El ie  Penitenciario; 
li é -Tur r st r^,__ arè : aç 	 ëérir sáCh fldtO tlY Josó), por 
o, odr gañen, or 
 La Iberia; 	 Padrós, por 
La Correspondencia de 
Es na; Sr.Ort por Garcia, 
Iberi El r e. t Sres. Henan y Muñoz y Bordona, por í , por Cl illrcr^ >r* , 	 Nakens, por 1,'l España; S. Ortega y 	 . o El Correo Militar; Sres. Lustonó y 
 por El  Como; 
Los Dos M{ ^n 1 ,Sr. ora 8 	 x, a64141krtittitt Bilt41 
 y' Sreeg , paut l Como ; S r. Granés, ` a , 	 ;Stti Gasocier;„F:por::EL ^ilelnQfg 
da Grala. G  pár• >4rà 	 ' 	 d Talero, por la 
Din, ares. Libe- 
rai por l ez d ^^^^: ^ o E l Mundo o^ i^ t • 	 Catalina o ^ ^El Fénix;Sres. 
	 a-- 
r e  y Feraz de Alonso, por El  atlund alda^;^cSres. Triviño, ^ Monroy y N4 	 ' p 
rez Sierra y spl a; Sr  por La Igualdad; 
	 Sr. Vila 
Porvenir de,ilspana Sr- Bona por la 
t.ucet ^r-ele los. Caminos de Hierro; 	
lana, p 
;;or La Manare; Sres. Arcchavel y Cama, 
por El Libre-cambista, Sr. Gonzalez Gran- ar ^^ El $ién1'rUbhco: 
por La Revi sta s ur opta;.  'Sr. Rafat p 	 a lleeo; 
e , por o Sane . iz, por p 	 ,^ lAbyp . . por La
r. Prado y Sanchez, por El A
rIP Esp'rnol, Sres. Valero de 
 guel. por La Raza Latina Sres Porcz 
(l) Constando) y• Alcalde ^J a des, p 
el Director y todos los Redactores de la Coi sponderrrirc 
Integridad de la  I atri,a, y 	 . ... 	 p 	 monos 11u-strada i' '' 	 ue al efëëto ian remitido con posterioridad, ale Se han adherido en cara q 
otros-representantes -de periódicos que no. dieron 
asistir r á la reunion. 




 15 reales. 
 Provincias, trimestre 	
 16 
	 . Idem semestre. 
	
 32 	 , Idem un año 	  60 
Ultramar y l Semestre 
	
 80 en oro. 
extranjero., ( Año. 	  160 
Se harán bibliografías de obras jurídicas, 
 
siempre que se remitan á esta Redaccion dos 
 
ejemplares: uno para el bibliógrafo y otro para 
 la Redaccion. 
 
De las que remitan solo un ejemplar, se in-
sertará el anuncio. 
 








Bilbao.—D. P. S.; solvente hasta fin de Octubre de 1881. 
 
Perales del Puerto.—D. L. S.; suscrito en 1.° de Agosto; solvente hasta fin de 
	 OR I Octubre pasado. Servidos los números reclamados. 
 
Lillo.—D. P. A.; recibida consulta que pasó á la Redaccion. 
 
Tolosa.—D. S. I.; servido el núm. 19 que reclama. 
 
Almonte.—D. P. B.; remitido el tomo I que reclama: sírvase mandar nota de 
 los números que le faltan de este año y enviar libranza. 
 
Tudela.—D. S. A.; suscrito en 1.° de Enero de 1880; solvente hasta fin de Junio 
 
del 81. Remitido el tomo I y lo publicado del año actual hasta la fecha: sírvase 
 
mandar libranza importe tomo I. 
 
Nules.—D. M. U.; recibida consulta, qué pasó la Redaccion. 
 
Medellin.—D. M. G. O.; servidos los núms. 68, 73 y 74 que reclama. 
 Cáceres.—D. J. L. H.; remitidos los núms. 54, 63, 71 y 79 que reclama. 
Zújar.—D. A. P. D.; solvente hasta fin de año, y remitidos números desde l.° 
 (le Enero hasta fin de Marzo de este año. 
 
Elda.—D. C. A.; solvente hasta fin de Enero del 81. 
	 1 `~ 
Nacimiento.—D. J. M. B.; suscrito en 1. 0 
 de Abril: solvente hasta fin de. Junio: 
 
sírvase remitir libranza por semestre. 
	 < 




Como repetidamente teníamos anunciado, can fecha 20 del pasado hicimos 
entrega al Banquero del giro contra aquellos señores que se hallaban en 
descubierto con esta Administracion, á los cuales rogamos se sirvan hacer 
 
efectivos, á su presentacion por los corresponsales, los recibos librados al 
 efecto. 
 
Aquellos de nuestros abonados que hubiesen dejado de recibir algun 
 nú-mero de la GACETA FORENSE, por extravío en el correo ti otra cualquier 
causa, podrán reclamarlos en todo el presente mes, y se les servirán á vuel-












Madrid 16 de Noviembre de 1880 
GACETA FORENSE  
NEV[STA CENENAI DE LEGISLflCiOA, UENECHO Y JURISPR00E&CIA 
ORGANO DE LOS TRIBUNALES Y DE LA ADMINISTRACION 
DIRECTOR 
DON FRANCISCO' MARTINEZ FRESNEDA 
Abogado del Ilustre Colegio de Madrid, etc., etc, 
OFICINAS: ANCHA DE SAN BERNARDO, 66, 2.° 
Se publica los Bias 1 °. 8. 16 y 24 de cada mes 
SUMARIO. 
I. Seccion doctrinal*  Sobre el pase y retencion de las Bulas y Breves pontificios lconclu. 
sion/. — II. Seccion de consultas. —Primera: Modo de cobrar cierta cantidad retenida del 
precio de venta.-.egunda! Extiücion del derecho de prenda.—III. Seccion de jurispru-
dencia: Civil, Criminal, Administrativa.—IV. Movimiento del personal de Tri-
bunales.—Tenientes Fiscales Ÿ Abogados Fiscales.—Promotores Fiscales.—Jueces de primera 
instancia.—Escribanos de actuaciones. — V. Vaoantos: Escribanías, — VI. Seccion de 
noticias .—VII. Advertencias. 
SECCION DOCTRINAL 
Sobre el pase y retencion de las Bulas y Breves pontificios. 
II. 
Con razon se dice en la Ley 9. 5 , tít. 3.°, lib. 2.° de la Novísima Reco-
pilacion que, « ...esta Regalía es muy antigua y usada, no sólo por los Reyes 
de España, sino por otros Estados y países católicos.» 
Dices° que la Regalía fué concedida primeramente á los obispos para re-
tener las Bulas y Breves sobre pensiones y beneficios con que los anti-papas 
de Avignon procuraban ganarse allegados en aquel calamitoso período de la 
Iglesia. Posible es, no lo dudamos, y más que ocasion darian á ello aquellos 
cismáticos, cuyos abusos se personifican en el que podríamos llamar D. En-
rique de la Tiara, el famoso D. Pedro de Luna, que á sí mismo se llamó Be-
nedicto XIII; pero sea de ello lo que quiera, si entónces existió el pase en 
esa forma, ya de antiguo existia en otra bien diferente, pues que los Empe-
radores de Oriente, los Reyes godos y los Reyes de las Monarquías castella- 
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nas, ejercieron siempre un derecho de intervencion análogo ó igual al pase. 
Nótese de paso que el exequatur no se ha regulado en las Leyes, sino en 
ocasiones de invasion del poder espiritual en el temporal, con prevencion de 
que sus disposiciones obligasen sin intervencion de éste ó haciendo concesio-
nes contrarias á las Regalías y contra los principios más sanos de la juris-
prudencia eclesiástica (1). Por esto se cita como primer caso de pase la 
 re-
tencion de una Bula pontificia de 1411, en que se daban constituciones á la 
Universidad de Salamanca, Bula presentada por el maestre-escuela de la 
Universidad á los Reyes Católicos, que la aprobaron en todo ménos en cier-
tos particulares. Este hecho, sin embargo, es parcial y no forma derecho. 
Otros citan, como primera disposicion en este punto, la Bula de Alejan-
dro VI, de 1497, expedida para evitar la disminucion ocasionada en los 
fondos de Cruzada por las indulgencias, en que el Pontífice mandó que las 
indulgencias se revisasen por el Capellan Mayor de los Reyes, el Ordinario 
del lugar y el Nuncio, juntamente con dos prelados en nombre de aquéllos. 
Nótese, sin embargo, que los Reyes no ejercen aquí la Regalía por un dere-
cho majestativo, sino por concesion del Papa y por medio de personas ecle- 
siásticas. 
Alguien señala como primer hecho de retencion el del cardenal Cisneros, 
que en 1517 suplicó la reforma de una disposicion del Concilio de Letrán 
sobre diezmos; pero ya en la cita de este hecho se le califica de suplificacion, 
no de retencion. 
El verdadero primer hecho de retencion llevóse á cabo con ocasion de la 
publicacion por Leon X, de la Bula in coena Domini, dada por primera vez 
en Roma en 1254, segun el autor de la Historia legal de esa Bula (2), y que 
de disposicion en disposicion vino á contener, en el año arriba citado, penas 
contra los que retuviesen disposiciones eclesiásticas: esta añadidura motivó 
disposiciones de las Córtes de España, y D. Cárlos I la mandó recoger, im-
poniendo una pena al editor de Zaragoza, Luis Fernandez Castellanos, que 
la habia impreso; además de esto, se dispuso que no se llevasen á cabo las 
Bulas sin ponerlas en noticia del Bey ó de su Consejo. 
Posteriormente, en 1569, Felipe II, despues de disponer severamente so-
bre este punto, en una notable carta escrita en 1568 al Virey de Nápoles, 
«que se castigase ejemplarmente á todo el que usase de Bula, Breve ó conce-
sion apostólica sin pase,» mandó en una pragmática que nadie pudiese pre-
gonar, ni publicar, ni dar á conocer por otro medio las Bulas sobre gracias, 
indulgencias y provision de beneficios, sin que se examinasen por el Ordinario 
del lugar, el Comisario de Cruzada y otras personas por el Rey diputadas. 
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Felipe V dió aún más extension á la Regalía, aplicándola á toda especie  
de disposiciones pontificias, bien que en la práctica no se aplicaba sino á las  
de provision de beneficios y delegaciones para conocer de apelaciones en úl-
tima instancia. Suspendióse en algo la Regalía con motivo de las concesiones  
del Concordato de 1753 á los Reyes; pero de nuevo hubo causas para ella, y  
Cárlos III estableció las disposiciones hoy vigentes, que pronto examina-
remos.  
Posteriormente, en el Código penal de 1822, se impuso una pena al ecle-
siástico que ejecutase ó publicase Bula sin pase, pena que pasó al Código de  
1850 y al de 1870. En 1851, con motivo del Concordato, se creyó abolido el  
pase; pero una disposicion de la Reina declaró vigentes las Leyes de la No-
vísima Recopilacion. Disposiciones posteriores parecieron derogarlas, pero  
siempre el poder temporal, áun en tiempos revolucionarios, hubo de ejercer  
la prerogativa.  
Hoy están plenamente vigentes sobre este punto las Leyes siguientes, que  
constituyen la fuente en la materia:  
l.a Todo el tít. 3.° del lib. 2.°, que contiene 14 Leyes y 3 más en el su-
plemento Novísima Recopilacion; de cuyas Leyes, la fundamental en la ma-
teria, segun Cobarrubias (1), con cuya opinion estamos conformes, es la 9.°  
de las citadas.  
2." La -Real órden de 3 de Enero de 1835.  
3.a La Real órden de 19 de Abril de 1841.  
4.a El art. 45, pár. 2.° de la Ley de 17 de Agosto de 1860.  
5.a El Real decreto de 26 de Setiembre de 1851.  
Y 6. a El artículo citado del Código penal de 1870.  
Con arreglo á estas disposiciones, La Agencia de preces á Roma restable-
cida por el Real decreto de 1851, que está hoy á cargo de un Oficial de see-
cion del Ministerio de Estado (2), se encarga de obtener y recibir las Bulas 
y Breves/pontificios, y  procura que por el Ministerio de Gracia y Justicia se 
les expida el pase. Recibida en el Ministerio la pretension, se somete el ex-
pediente'al Consejo de Estado, segun el art. 45, caso 2.° de la Ley de 17 de 
Agosto de 1860, y este Cuerpo en pleno aconseja la retencion ó el pase segun 
que la disposicion presentada esté ó nó comprendida en las disposiciones de 
la Ley 9.a, tít. 3.°, lib. 2.° de la Novísima Recopilacion, cuya puntual ob- 
(1) Máximas sobre recursos de fuerza y pro(eccion.  (2) En el Ministerio de Gracia y Justicia, seccion de asuntos eclesiásticos, hay  
tambien un Oficial de seccion, sin sueldo por este concepto, pero con gratificacion de  
4.000 rs., que recibe y obtiene las Bulas referentes al personal eclesiástico.  
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servancia encargan las Reales órdenes de 1835 y 1841 arriba tambien 
citadas. 
Fácil nos seria extractar esta legislacion, mas nos lo impide el temor de 
hacer más largo este escrito, que ya lo es mucho: basté decir que el Consejo 
de Estado tiene establecido en constante jurisprudencia, informar la reten-
cion de las Bulas y Breves comprendidos en las Leyes Recopiladas, y singu- 
larmente las de confirmacion de arzobispos y obispos en las cláusulas si-
guientes: 
1.a La en que se supone que la presentacion se hace por privilegio apos. 
tólico, porque esta afirmacion es contraria á la naturaleza y origen del Pa-tronato Real. 
2.a La de señalamiento de nuevos límites á las Diócesis porque esto es 
contrario á la potestad Real á quien compete, de acuerdo con la eclesiástica, 
hacer aquel señalamiento. 
3.a La Bula que se dirige á los vasallos, porque esta Bula parece atribuir-
se cierto poder temporal. 
4.a La cláusula del juramento por la que el confirmado promete defen- 
der las Regalías de San Pedro, porque la 
 palabra Regalía indica sólo lo que 
pertenece al Rey y esa cláusula obligaria á los arzobispos y 
 obispos á po- 
nerse de parte de Roma en cualquiera cuestion sobre Regalías de la Corona. 
Además de esto, en los informes del Consejo sobre pase de Bulas de con- 
firmacion se suele prevenir que el juramento de obediencia y sumision á la 
Santa Sede haya de prestarse por los arzobispos y obispos sin perjuicio del 
de fidelidad á S. M. y en cuanto no perjudique á las Regalías, Leyes dol 
Reino, disciplina de el, costumbres y cualesquiera otros derechos adquiridos. 
Madrid 8 de Noviembre de 1880. 
 
LEOPOLDO GONZALÈZ ,RE VILLA, 
SECCION DE CONSULTAS 
PRIMERA. 
Modo de cobrar cierta cantidad retenida del precio de la venta. 
Pascual, como curador de Isabel en 1849, vendió una finca á Antonio; 
y á la seguridad de la venta, hipotecó un huerto. A los veinticuatro años 
el indicado Pascual vendió el mismo huerto, á pesar de estar hipotecado, á 
Vicente, y éste, como era consiguiente, le exigió hipoteca, la cual fué cons-
tituida por Manuel en una casa suya. Dicho Manuel, á los cuatro años, 
vendió ésta á Tomás, el cual se retuvo del valor de ella 9.000 rs., hasta que 
el vendedor la dejase libre. Manuel, en vista de que el derecho que Isabel 
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curso de treinta y un años, requirió á Tomas para que le entregase la canti-
dad, á lo cual se negó mientras no dejase libre la casa. 
En este estado las cosas, Manuel ha acudido al Registro de la propiedad 
por medio de una buena razonada solicitud, á fin de que cancelase las fin-
cas, y sin embargo, se ha negado, por no acompañar los oportunos docu-
mentos públicos .otorgados por las personas á cuyo favor están constituidas 
las hipotecas. Con objeto de ver si se puede evitar un litigio, se desea saber Antes si 
habrá algun medio extrajudicial para poder cancelar las hipotecas ó para 
poder cobrar Manuel los 9.000 rs. que Tomás le adeuda, y dado el caso de 
que no lo haya, tanabien se, desea ,saber contra quién debe dirigirse la accion, 
es decir, si contra Tomás para que entregue la cantidad, toda vez que la hi- 
poteca de la casa ha,prescripto por haber prescripto tambien las anteriores; 
„i contra Vicente para que, cancele la casa; si contra Antonio para que can- 
cele la hipoteca del huerto, ó si contra Isabel para que renuncie el derecho 
que pueda tener sobre la finca suya que su curador le vendió. 
El consultante opina que Manuel sólo puede dirigir sin éxito su accion 
contra Tomás, por estar convenido que éste no entregará los 9.000 rs. mien-
tras,no le ,cancelen,la hipoteca, pesa sobre su casa constituida por el 
misto :acreedor; por lo que, y no pudiendo dirigirse contra los demás por 
que no contrató con ellos, espera saber el parecer de los señores Redactores, 
con el objeto de poder salir victorioso, toda vez que tanto la Isabel, como 
Antonio, como Vicente, se niegan á , cancelar las hipotecas, y dado el caso 
de proceder un litigio, qué disposiciones podrán aplicarse.—Un suscritor. 
CONTESTACION. 
En vista de la anterior consulta, se trata de saber si Manuel puede co-
brar los 9.000 rs. qúe le debe Tomás, evitándose las molestias y los gastos 
que ocasiona un litigio. Pues bien: debemos manifestar que no hallamos 
otro medio que la avenencia que pudiera resultar del acto de conciliacion 
(pie  ha de celebrarse como preliminar dé la demanda. Opinamos que Manuel 
no tiene rderecho á pedir los 9.000 rs. á Tomás, en tanto no justifique ha-liarse cancelada la hipoteca que grava la finca por aquel vendida á éste, 
siendo así que eso se pagó en el contrato. De  lo cual se deduce que si Antes 
que se cumpla dicha,coadicion demanda a Tomás para  que le entregue la 
cantidad retenida, Tomás saldrá victorioso en virtud de lo contratado. 
No obstante, Manuel tiene indudable derecho á percibir la cantidad que 
el referido comprador de su tinca le es en deber; mas  para  salir airoso en su 
demanda, no debe olvidar que su hipoteca se halla constituida á favor de 
Vicente, y que no hallándose éste dispuesto á consentir en la cancelacion, 
habrá que demandarlo con dicho objeto, á fin de conseguir la sentencia de 
que habla el art. 82. de la ley Hipotecaria. 
Otra consideracion surge de aquí: porque Vicente saldrá victorioso del 
pleito si no se lo demuestra que la hipoteca constituida á su favor carece de 
obJeto, para lo cual hay que acreditar antes que se ha cancelado la hipoteca 
eon la cual se halla gravado el huerto que le fué vendido. Para cancelar di-
cha hipoteca del huerto, hay que contar con Antonio, ó vencerlo en juicio; y 
conio Antonio sólo cont ^ató cóú Pascual, y Manuèl '(qu'é es el interesado en 
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la consulta) gravó su finca para el servicio y utilidad de éste, creemos que 
el referido Manuel necesita comenzar por demandar Pascual, á fin de que 
éste cancele la hipoteca del huerto, ó le ceda su accion contra Antonio. Di- 
cha demanda debe apoyarla en la ley del contrato, si es que algo estipularon 
acerca de eso. Una vez obtenida la cancelacion de la hipoteca que pesa so-
bre el huerto, ya la hipoteca á favor de Vicente carece de objeto, y no se ne- 
gará éste á su cancelacion; mas si tal hiciera, quedaria vencido en el pleito, 
y condenado en costas como litigante temerario. 
Finalmente; cancelada la hipoteca que existe á favor de Vicente, ya To-
más no puede negarse al pago de los 9.000 rs., y en caso contrario le pue-
den ser exigidos por la accion ejecutiva. 
No creemos que la accion puede dirigirse contra Isabel en ningun caso, 
no sólo porque contra ella no tiene Manuel ningun derecho, sí que tambien 
porque no podrá citar ninguna ley que la obligue á renunciar sus derechos, 
si alguno tuviese, sobre la finca de su propiedad que en 1849 fué ven-dida. 
Como puede observarse, este asunto puede ser muy dilatado y dispendio-
so, si Manuel tiene que recurrir á los Tribunales para conseguir todo lo que 
se ha expuesto; y así aconsejamos que si los medios amistosos no basta á 
convencer á los demás interesados, se adopte el juicio de árbitros, el cual 
será para todos más conveniente. Sólo en último extremo debe Manuel acudir á los Tribunales.—LA REDACCION. 
SEGUNDA. 
Eatincion del derecho de prenda. 
Cierto vecino de este pueblo contrató con un pariente suyo venderle par-
te de su cosecha; y para responder de esta obligacion le entregó un carro 
con su caballería, lo cual deberia devolverle, una vez consumado el con-
trato. La parte do cosecha le fué entregada á su tiempo, y el comprador la 
pagó; pero dice que las cosas que le fueron entregadas no tiene que devol- 
verlas hasta que el vendedor le pague el gasto que ha hecho para alimentar la mula. 
El consultante opina que se trata de un contrato de prenda, el cual no 
puede subsistir sin la obligacion principal, y una vez terminada y cumplida 
ésta, el que tiene la cosa en prenda debe devolverla, no teniendo el otro 
obligacion de pagarle cantidad alguna, por cuanto se ha servido de la mula 
y del carro durante varios meses. Se desea saber la ilustrada opinion de los Sres. Redactores.— Un 
 suscritor. 
CONTESTACION. 
Sentimos no hallarnos de acuerdo con la opinion del señor consultante, 
pues si bien la Ley 38, tít. XIII, Part. V, establece la misma doctrina res-
pecto á la duracion del contrato de prenda, la Ley 4. 8 
 del mismo título y Partida dispone que bueyes, nin vacas, nin otras bestias de arada, nin los 
arados, nin las ferramientas, nin las otras cosas, que son menester para labrar 
las heredades, defendemos que ninguno non lo tome 4 pegaos... De aquí se de-duce que aunque se le llame contrato de prenda al que consistió en la 
 entre- 
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ga de la mula con el carro, para la seguridad de una obligacion, la Ley 
prohibe que se pueda invócàr`ése nombre al pedir que las cosas sean de- 
vueltas. Habiendo, pues, sido nulo ese contrato por falta de objeto lícito del mis- 
mo, el deudor, una vez cumplida su obligacion, no podrá ejercitar la accion 
personal directa que nace del contrato real intermedio de prenda; pero po-
drá utilizar con éxito la reivindicatoria de dominio, y á su vez el acreedor 
podrá'repetir por los gastos ocasionados en las cosas que le fueron entrega-
das, pero sin la facultad de retenerlas hasta que la cantidad sea pagada, 
porque no existiendo (en nuestro sentir), el contrato de prenda, no podrá in-
vocar la Ley 21, tít. XIII, Part. V, que es la que concede tal derecho.—LA 
BEDAdOION. 
SECCION DE JURISPRUDENCIA 
CIV I L 
Constitucion de una hipoteca y nulidad de una escritura. -Autorizado cl ma-
rido por la ley 1.a, lit. 2.° , lib. 3.°, del Fuero Real para dar ó prometer arras á la es- 
posa antes ó despees del matrimonio con las condiciones y reservas licitas y honestas que 
tenga por conveniente, los términos usados en la escritura son la expresion más elocuente 
y  clara de la deliberada voluntad de hacer una de aquéllas donaciones, para cuya fir-
meza y garantía establecen hipoteca legal los arts. 168 y 178 de la ley hipotecaria, sin 
que obste, ni que la donataria no haya aportado dote al matrimonio, áun cuando asi 
constase de autos, ni que el Notario autorizante de dicho instrumento, por malicia, des-
cuido ó ignorancia, haya dejado de advertir los otorgantes la trascendencia del acto 
que ejecutaban, dado que no se cita Ley que prohiba dar arras á la esposa indotada, ni 
lasque se invocan en los dos expresados motivos hacen depender la validez y estabilidad 
del contrato de esponsales en que se señalan arras d dote de la exactitud con que el No-
tario llenó sus funciones. 
Las Leyes no imponen á la esposa la carga de probar que las arras concedidas por el 
marido no exceden la tasa de la ley 1.a, tit. 2.°, lib. 3.° del Fuero Real; ántes donde dice 
«é si por ventura más diese, los parientes más propincuos del marido lo puedan deman-
dar por él,» determina el quién incumbe la prueba del exceso; y porque además es un 
principio inconcuso en materia de pruebas que quien afirma un hecho que le favorezca y 
perjudica á otro, nada hace si no justifica la verdad de su ajirmacion, mayormente si, 
como en estos autos sucede, se quiere enervar una accion fundada en derechos consignados 
en escritura pública por medio de una excepción contradicha de antemano por el mismo 
demandado, cuando aseguró que la cantidad que donaba el su esposa no era excesiva, aten-
dido el capital que poseia. 
No se han infringido los arts. 39 y 41 de la ley hipotecaria, definicion y comple-
mento de los dos únicos casos en que, segun el núm. 2.° del art. 37, por exception de la 
regla general del art. 36, se dan acciones rescisorias de enagenaciones en fraude de acreedo-
res contra tercero que haya inscrito los títulos de su derecho conforme á lo prevenido en 
dicha Ley, cuando dicho contrato no es la segunda enagenacion á titulo gratuito á que se 
refiere el primero de aquellos casos, ni se ha justificado por pruebas directas qué ha de-
bido hacer el recurrente, ni por las presunciones que admiten la Ley 7.a, tit. 15, partida 
tercera y el núm. 2.° del art. 41 antes citado, que el tercero de cuyo perjuicio se trata, sea 
cómplice en fráude alguno que el vendedor haya podido intentar, constando, por el con-
trario, en la tercera escritura aludida, como la parte recurrente reconoce, que medió pre-
cio recibido de antemano por obligacion vencida y confesada por el deudor. 
Con la apreciacion favorable que hace la sentencia de la legalidad del contrato im-
pugnado, no vulnera tampoco las Leyes 1.a y 2.a, lit. 14, Partida 3.a, que tratan de que 
la cosa es prueba y quién la puede y debe hacer en los casos que determina, porque dichas 





de enagenacion que se supone hecho en frdude de acreedores ha sido efectivamente frax- dulento y es rescindible con arreglo á derecho.  
Así lo declara el Tribunal Supremo en sentencia de 7 de Mayo último, al dene• 
gar los recursos de casacion interpuestos por D. Emeterio y D. José de Lama y 
doña María Ceballos en pleito sobre nulidad de una escritura y constitucion de una hipoteca.—((gaceta de23 de Agosto último.) 
CRIMINAL 
 
Competencias.—DELITO DE DESACATO.—Para que un Juez tenga competencia, se re-quiere que el conocimiento de la causa esté atribuido ci la autoridad que ejerza.—(Sen-tencia de 28 de Setiembre. Gaceta de 6 de Octubre.) 
Habiendo sido 
el sargento de la Guardia civil 
 e aq el puesto, Miguel 
municipal 
	 Medina yo ele cabo José Marin Fernandez , se 
 formaron, causas á la vez pur'.el Juzgado de primera ins-tancia de Gaucin y el Capitan Comandante del puesto de la Guardia civil respectivo, 
y en cierto estado de las diligencias determinó oficiar de inhibicion el referido 
Capitan Comandante al Juez de primera instancia, fundándose en la Real Orden de 
9 de Octubre de 1878, que designa .á la autoridad militar como única competente para conocer de faltas de aquella importancia. 
El Juez sostuvo á su vez su competencia, fundándose en la, ley de organizacion 
del Poder judicial y en su art. 50, el cuál designa á la jurisdiccion ordinaria como 
unica competente para conocer de todas las causas por desacato. 
Habiendo insistido, tanto el Juez como el Jefe de la Guardia civil, en sostener 
su competencia respectiva, han sido remitidas las actuaciones á la Sala tercera 
del Tribunal Supremo para la resolucion que corresponda, donde se ha oido al Ministerio fiscal. 
Y el referidolTribunal, 
Considerando que para que los Jueces y Tribunales tengan competencia se re-
quiere que el conocimiento de la causa en que intervengan esté atribuido á la au-
toridad que ejerzan con arreglo á las disposiciones legales, y que les corresponda 
el conocimiento de la causa con preferencia á los demás Jueces ó Tribunales de su 
mismo grado, segun lo prescrito en la ley, como lo preceptúa el art. 22, de la Com-
pilacion general de las disposiciones vigentes sobre el Enjuiciamiento criminal; 
Y que la presente competencia se suscitó y ha sido sostenida por un Fiscal mi-
litar, correspondiendo en su caso hacerlo á la Capitanía general de Granada, á 
quien en todo caso estaria atribuido el conocimiento de la causa: 
Declara mal formada esta competencia, y manda que se devuelvan las actuacio- 
nes, para lo que haya lugar, á cada uno de los Juzgados respectivos, con certifica-cion de esta sentencia. 
Delito de robo.—CASACION EN LA FORMA. Para que las pruebas puedan admitirse, 
 han de ser pertinentes.—(Sentencia de 23 de Junio último. Gaceta de 6 de Octubre.) A las ocho de la noche del 26 de Febrero de 1876 varios hombres ; 
 armados, que de antemano estaban apostados en las inmediaciones de la casa de D. Juan Caro, 
vecino de Novés, sorprendieron al criado de éste, Francisco Marquez,.en el momento 
en que llamaba á la puerta de dicha casa; y amenazándole con armas blancas y de 
fuego, le obligaron á que llamase como de costumbre, lo que efectuó; y como su 
amo le mandase que fuese á la botica á buscar y acompañar á su hijo, los malhe-
chores le hicieron esperar un corto rato, y ordenándole que volviese á llamar cono 
antes, salió á abrir la puerta otro criado, y en este momento se arrojaron sobre am-
bos sirvientes, de una manera atropellada, cinco 6 seis de los malhechores, los cuales 
atropellaron tambien y sujetaron con una faja á D. Juan Caro cuando se presento 
en el portal, conduciéndole á la cocina, así como uno de los criados, hiriendo.á am-bos con los golpes que les dieron y 
 les hicieron permanecer en dicho sitio, así como tambien al ama de cria, á quien igualmente amenazaron. 
Dentro ya de la casa los malbechores, unos quedaron en la cocina.: btro:persienió á la criada, Paula Rodriguez, que huyó por los corrales saltando las tapias, no sin 
fill( los  
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que antes le hiciesen un disparo; otro persiguió al criado Francisco Martin, que por  
los tejados huyó tambien, y otro se introdujo por las habitaciones interiores, ha-
llando á doña María Caro, á quien pidió las llaves del dinero, insistiendo en que  
le acompañase, y llevándola tambien á la cocina, donde la hizo- entrar é hirieron  
despues como á los otros, si bien fueron despees curadas todas.estas lesiones antes  
de los treinta dias, y llevándose, por último, una escopeta.  
Apercibidos en casa de D. Pedro Antonio Caro, padre del D. Juan, y cuya casa  
estaba contigua á la de su hijo, de lo que ocurría en ésta, salió á la calle el criado  
de aquél, Tomas Portillo, armado con una escopeta de su uso, y en el mismo acto  
sufrió un disparo dirigido por los malhechores que habia en la esquina de enfrente,  
produciéndole la muerte instantánea.  
A.  consecuencia de alarma que causó en la poblacionlas voces de los criados que  lograron escapar, y apercibidos de ello los ladrones, huyeron, dejando las cosas y  
personas enxelestado antes descrito.  
Formada, en su virtud, la correspondiente causa, fué dirigido el procedimiento  
contra Matías Beliz y Rodriguez. Jesús Beliz y Ordoñez y otros varios en número  
de 14 los cuales declararon con variedad en el proceso, si bien alguno confesó su  
participacion'en los hechos deseritos,'y designó á los demás que cdneurrieroná su  
perpetracion; Ten  'él término de prueba se presentó escrito•spar,el\defensor de siete  
de los procesados que contenia 18 otrosíes,. en 16s cualesi , a articulaba. la  prueba 
que se juzgó conveniente; mas por,auto de 13 d e. Julio ;de,1877 el Juez denegó la  
práctica de alguna parte de la prueba articulada, del cual;se pidió reforma en es  
cuto de 16 del mismo mes; en el que se anticipó ,la correspondiente protesta para 
el caso de que no se' accediese, como no se accedió, á la reforma pedida.  
En el referido auto se denegó tambien lo solicitado en el decimocuarto otrosí  
del antes citado escrito, respectivo á los particulares por que debia ser examinado  
el testigo Julia n. del Alamo, así como tambien fué denegada despues la reforma; 
que como se ha dicho se pidió, admitiéndose la protesta consignada:  
Habiéndose denegado pur el Jecz lo solicitado por la misma defensa acerca de 
la ratificacion de los testigos D. Mariano Gil de Rozas y Ventura Fuentes, pidió  
aquella reforma en el mismo actó en que esta diligencia tenia lugar, y se denegó;  
pero fué admitida protesta, que se consignó.  Que tambien fué denegada por el Juez la solicitud que se hizo en el acto de la 
ratificacion de los medicos acerca de las preguntas que debieron dirigirse á estos,  
sobre lo cual se pidió reforma: y dencñada, se consi gno tambien protesta. 
Continuada la causa por sus ' tramites, dictó sentencia la referida Sala, decla-
rando quo los hechos probados constituían el delito completo de robo, quo quedó en 
la esfera de frustrado, y con ocasion del cual resultó homicidio, de los cuales delitos  
eran responsables, como autor Matías Beliz Rodriguez, y como cómplices Jesús  
Beliz Ordoñez, Benito Portillo del Alamo, Tomás Leon'Suarez, Damian Prudencio  
Rodriguez, Pablo Caño y Diaz, Máximo Antonio Fernandez, Tomás Rodriguez Pe-
ña, Benito Pedro Moreno, Antonio Sanchez Farelo y Juan Baldomero Hernandez,  
estimando la circunstancia agravante 15 del art. 10 del Código, y condenó al pri-
mero á la pena de cadena perpétua, y á diez y siete años de cadena temporal á cada  
uno de los restantes, y á todos en las accesorias, indemnizacion y costas.  
Contra esta sentencia se interpuso, á nombre de Matías y Jesús 13eliz y al de  
Juan Baldomero Hernandez, recurso de casacion por quebrantamiento de forma,  y 
anunciaron el de infracion de ley, que tambien prepararon, Pablo Caño y José Ro- 
driguez Jimenez, y fundaron aquéllos dicho recurso en los artículos 571 y 803 de 
la ley de Enjuiciamiento criminal, y en los 860, 867, 868, núm. 2.°; 908 y 922 de la  
Compilacion general, por cinco motivos fundados en que se les denegó parte de la  
prueba que articularon en primera instancia, y porque no se accedió por el Juzgado  
á que se hicieran á algunos testigos y á los facultativos las preguntas que inte- 
resó el defensor en el acto de la ratificacion de los mismos, y el sexto en que la 
sentencia no resuelve todos los puntos que fueron objeto de la defensa.  
Admitidos estos recursos, por la  referida Sala de la Audiencia ha sido remitida  
la causa á la tercera del Tribunal Supremo para su competente decision.  
Y dicho Tribunal, 	 •  
Costsiderando que en este recurso, interpuesto con anterioridad al Real decreto  
de 6 de Mayo último, se citan como infringidos, entre otros artículos, el 867 de la  
Compilacion sobre Enjuiciamiento criminal, correspondiente al 803 de la ley de  
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procede el recurso de casacion por quebrantamiento de forma contra el auto en que 
se denegare la práctica de las pruebas propuestas por las partes; 
Que estas pruebas han de ser pertinentes para que puedan admitirse, conforme 
al expresado art. 571 de la citada ley de Enjuiciamiento, y que no lo son los parti-
culares de prueba á que se refieres los cinco primeros motivos del recurso, puesto 
que unos constan suficientemente acreditados en autos; otros no guardan relacion 
con los hechos de la causa; algunos no tienen influencia para determinar el grado 
de culpabilidad de los procesados, y varios han sido propuestos extemporánea-
mente. 
Yen cuanto al sexto motivo, que, segun tiene declarado eon repeticion el Tribunal 
Supremo, las sentencias que absuelven, lo mismo que las que condenan, resuelven 
implícitamente sobre todas las pretensiones que en el sentido opuesto se hayan 
aducido por las partes, tanto en la acusacion como en la defensa: 
Declara no haber lugar al recurso de casacion por quebrantamiento de forma, 
interpuesto por Matías y Jesús Beliz y por Juan Baldomero Hernandez. 
Falta electoral.-CASAcroN EN LA FORMA. La .falta de acusacion condena la senten-
cia condenatoria en el caso previsto en el art. 868 de la Compilacion.—(Sentencia de 7 de Junio. Gaceta de 6 de Octubre.) 
En las elecciones para Diputados á Córtes verificadas en Castillo de Villamalefa, 
provincia de Castellon de la Plana, en 20 de Abril de 1879, formaron la mesa electo-
ral el Alcalde D. Rafael Ibafiez, como Presidente, y en concepto de Interventores 
Gabriel y Francisco Ibafiez, Luis Royo y Francisco Péris, los cuales se asesoraron 
del Secretario del Ayuntamiento, D. Eugenio Ibañez, y éste redactó las actas y ex-
tendió las copias, remitiéndol^s al Gobernador de la provincia, y por duplicado al 
Secretario del Ayuntamiento de Lucena en su calidad de Asesor de la Municipalidad 
del Castillo, quien le contestó estaban conformes; pero como los individuos de di-
cha mesa no remitieron á la Secretaría del Congreso de los Diputados una de las 
coplas del acta en pliego cerrado y firmado por dos de los Interventores, con el 
V. B. del Presidente, segun prescribe el art. 90 de la ley de 28 de Diciembre de 
18'78, previo dictámen de la Comision de actas aprobado por el Congreso, se dictó 
Real órden mandando proceder contra los individuos que compusieron la expresada 
mesa electoral por la omision que se acaba de indicar. 
Instruida causa, el Ministerio fiscal en ambas instancias y el Juez de la primera 
propusieron y acordaron la absolucion libre de los procesados, estimando que el 
hecho expuesto no constituia delito por faltar la circunstancia esencial de la ma-
licia, ó voluntad de cometerlo; pero la Sala de lo criminal de la Audiencia de Va-
lencia por sentencia de 11 de Mayo de 1880 declaró que el mencionado hecho cons-
tituía una infraccion definida en el art. 128, en relacion con el 90 de la ley electoral, 
de la que eran responsables como autores el Presidente 6 Interventores de la mesa, 
sin circunstancias modificativas, y en su virtud les condenó en dos meses y un dia 
de arresto mayor á cada uno, accesorias, multa de 125 pesetas y costas. 
La defensa de los procesados ha interpuesto contra la sentencia anterior recurso 
de casacion por quebrantamiento de forma, y lo anunció á la vez por infraccion de 
ley, fundando aquél en el caso 3.° del art. 868, y en el 856 reformado de la Compi- 
lacion sobre el Enjuiciamiento criminal, por castigarse un delito que la acusacion 
en ambas instancias afirma que no existió. 
La Sala sentenciadora admitió el recurso en la forma; y en su consecuencia, ha 
remitido la causa original á la del Tribunal Supremo con citacion y emplazamiento de las partes, la cual, 
Considerando que, segun tiene declarado el Tribunal Supremo, la falta total de 
acusacion coloca la sentencia condenatoria en el caso previsto en el art. 868 de la Compilacion; 
Y que tanto en la primera como en la segunda instancia, el Ministerio fiscal se 
abstuvo de acusar á los procesados, pidiendo la libre absolucion de los mismos por estimar que el hecho de que se trata no constituyó delito: 




















Via contenciosa. Su IMPROCEDENCIA. —NO es susceptible de impugnacion en la 
via contencioso-administrativa la Real órden que manda á un Gobernador atenerse á una 
disposicion determinada al resolver una instancia, pues sólo cuando la resolucion haya 
recaido, ó el Gobernador declare que en la dictada anteriormente se atemperó á la órden ó 
precepto cuya observancia se le encargo, será cuando los que se crean agraviados podrán 
reclamar ante el Centro correspondiente, y dun entablar la via contenciosa si, atendida la 
naturaleza del caso, procediese. 
En esta atencion se negó la admision de la demanda entablada á nombre del 
Ayuntamiento de Munilla contra la Real Orden  que, reproduciendo lo anteriormente 
resuelto por el Gobierno, declaró que no puede exigirse a. los propietarios acogidos 
a los beneficios de la ley de poblacion rural otro impuesto que el que con anteriori-
dad satisfaciesen por inmuebles. (R. 0. 20 Julio 1880. Gac. 22 Agosto. icl.) 
Competencias. CUESTIONES DE PROPIEDAD. —Suscitada ante la jurisdiccion ordi-
naria en forma legal una cuestion de propiedad, cuya resolucion dependa de la impor-
tancia y efectos jurídicos que conforme á la ley civil hayan de atribuirse al titulo invocado 
por los demandantes, sólo á los Tribunales de justicia compete conocer del asunto, apre-
ciando las respectivas alegaciones de las partes contendientes y decidiendo en su dia el 
pleito con arreglo á derecho. 
Atendida esta razon se decidió en favor de la autoridad judicial la competencia 
de jurisdiccion suscitada de Orden  del Gobierno por el Gobernador da Tarragona 
al Juez de primera instancia de Tortosa con motivo de la demanda ordinaria presen-
tada por Francisco Llombart y otros contra el Alcalde y Ayuntamiento de la úl-
timamente nombrada poblacion, sobre dominio de unos terrenos. (R. D. 7 Julio 1880. 
Gac. 24 Agosto. id.) 
1IOVIIIIENTO DEL PERSONAL DE TRIBUNALES 
RESOLUCIONES ADOPTADAS 
EN EL.  PERSONAL DEL MINISTERIO PÚBLICO DURANTE EL MES DE OCTUBRE DE 1880. 
Tenientes fiscales y Abogados fiscales. 
En 11 de Octubre. Promoviendo, de conformidad con lo prevenido en el art. 783 
de la ley provisional sobre organizacion del Poder judicial, á la plaza de Teniente 
fiscal de la Audiencia de Sevilla, vacante por haber sido nombrado para otro cargo 
D Eduardo Molero, á D. José Serrano y Delgado, Abogado fiscal de la de Valencia. 
En id. id. Trasladando, accediendo á sus deseos, á esta plaza á D. Juan Bascon y 
de la Laina, que sirve igual cargo en la de Albacete . 
En id. id. Promoviendo á esta vacante, de conformidad con lo prescrito en el ar-
ticulo 782 de la referida ley, á D. Salvador Laso de la Vega y Rodriguez, Promotor 
fiscal del distrito de la Alameda de Málaga. 
En id. id. Trasladando, accediendo á sus deseos, á la plaza de Abogado fiscal de 
la Audiencia de Zaragoza, vacante por salida á otro destino de D. Bernardo Ayllon, a 
D. Manuel Clavero y Medina, que sirve igual cargo en la de Oviedo. 
En id. id. Promoviendo á esta plaza, conforme á lo prevenido en el art. 782 de la 
ley antes citada, á D. Augusto Alvarez Seara y García, Promotor fiscal de Pontevedra. 
En id. id. Promoviendo, con arreglo á lo que previene el artículo ántes citado 
de la predicha ley, á la plaza de Abogado fiscal de la Audiencia de Barcelona, va-
cante por haber sido tambien promovido D Salvador Viada, á D. Ricardo Saavedra 
y Parejo, Promotor fiscal del distrito de San Roman de Sevilla. 
En id. id. Promoviendo, conforme á lo prevenido en las disposiciones antes cita• 
das, á la plaza de Abogado fiscal de la Audiencia de Sevilla, vacante por fallecimiento 
de D. Antonio Meca, á D. Ramon Márquez y Roda, Promotor fiscal del distrito - del 











































En 20 de Octubre Nombrando para la Promotorfa fiscal del distrito de Santa Cruz 
 de Cádiz, de termino, vacante por salida á otro destino de 1). Bartolomé Socias del 
 Fangar, a D. Calixto Fernandez Formentani, cesante de igual categoría. 
 
En id. id. Promoviendo á la del distrito de la Alameda de Malaga, de término, 
 
vacante por promocion de D. Salvador Laso de la Vega, á D. Eduardo Asiego y Gomez, 
 que sirve la de Valdepeñas. 
 
En id. id. Trasladando á la do Valdepeñas, de ascenso', á D. Manuel Perez y Gon-
zalez, que sirve la de Hellin. 
 
En id. id. Promoviendo á la de Hellin, de igual categoría, á D. José Llopis Qui-jano, que desempeña lá de Carlet. 
 
En id. id. Trasladando á la de Pontevedra, de término, vacante por promocion de 
 D. Augusto A lvare1z Seara, que la servia, á D. Pablo Maroto y Alvarez, que desempeña la de la Coruña,.` s` 
 
En id. id. PrOitioviendo á la de la Coruña , de término, á D. Ricardo Perez de 
 Castro, que sirve ra de Monforte. 
En id. id: Promoviendo á la de Monforte 'de ascenso, á D. Arcadio Menendez Morán y Caveda, que sirve 'la dé Infiesto de Berbio. 
En id id. Promoviendo á la de Teruel, de término, vacante por nombramiento 
para la de otro Juzgado deli7eleeto D. Cayetano Pasalodos, á D. Teodoro. Atard y 
 Llovell, que desempeña la de Igualada., 
 En id id. Promoviendo á la de Igualada, .do ascenso, á D. Martin Perez 
 y Perez, 
 que sirve la de Santona. 
 
Er; id.. id. 
 Trasladando, á su instancia, ala;del distrito del Sagrario de, Granada, de 
 término, vacante por pormocion de D. Ramon Marqués Roda, que la. servía,?á D. 
,An- tonio Maria Raya y Murciano,. que_,desempefiala adel_.di,strito de Santo Domingo de 
 Málaga. 
En id. id. Rror;rovrendo,á esta ;yacaptleA 
 deF t mino] 	 o y Navas, que sirve la de Vélez.Málaga. ` : 
	 1, 	 ^ , la 	
^ En id. id. Promoviendo á. la del distrito de San Roman de Sevilla, do término, 
 va-
cante por promocion de D. Ricardo Saavedraÿ Parejo, que la servía, á D. Antonio 
 Fernandez Sierra, que desempeña la de Berja. 
 
En id id. Pomoviendo á la de Berja, de ascenso, á D. Trinidad Gay y Thomas, 
 que sirve la de ;Pitigp rdá. 
	 ;t.  f .,,
Enid. id Nombrando para la de Gandesa, do ascenso, vacante por traslacion de 
 D. Rafael Garcia Donienech,.g l servia, á D. Esteban 
 Ruiz 
 Baquerin, que desem-peña, en comision, la de' Almansa. ` 
 
Enid. id. Trasladando, tambiepíá su.instancia ; 
 á la de ordenes, de. entrada, va- 
cante por nombramiento para la de otro Juzgado del electo D. José 
 Gonzalez Torre-blanca, a D. Eduardo Pardo Casaj u`s, que sirve la de Sárria. 
 
En id. id. Trasladando a la de. Sárria, de igual categoría, á D. Gumersindo Bujan 
 y Bujari, que desempeña la de Sefiorin de Carbàllino. 
 
En id. id. Trasladando, á su instancia, á la de Arnedo, de entrada, á D  Quirico Barrio y Saiz, que sirve lado Astudillo -. 
 En id. 
 id. Trasladando á la,de:A.studillo, de igual -categoría, á D. Trifon Heredia 
 y Ruiz, que desempeña la de Arnedo. 
 
En id. id. Trasladando, accediendo á sus deseos, á la de Posadas, tambien de en-
trada, á. D. Ricardo Peris y Mercier, que desempeña la de Torrente. 
 En id. id. Trasladando, igualmente á su instancia, á la de Torrente; á D. Pedro 
 Cortdsy Gras, que sirve la de Posadas. 
 
En id. id. Trasladando, á su instancia, á la de Potes, de entrada, á D. Antonio 
Jimenez Sanahuja, Promotor fiscal de San Vicente de la Barquera; y á esta vacante, 
de igual categoría, á D. Tomás García Martin, de Potes. En  id. id. 
 Trasladando, á su solicitud, á la de Cabreros, vacante por traslacion de D. Félix Parga y Galiate, á D. J osé Ranedo y Martin, qua sirve la de Fuente de Cantos. 
En id. id. Trasladando, en igual forma, á la. ;de Cervera del Rio Pisuerga, vacante por salida á otro destino de D. Marcelino Gilpr4astro, que la servía, á D. Teodolfo Gil y (lutierrez, que desempeña la de Sedano. 
En id. id. Nombrando, accediendo J. sus deseo, para la de San Fernando, de  
tr i 
á 
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tenpino, vacante por salida á otro destino de D. Antonio Real y Bueno, á D. Manuel 
Goitilffir Villar, Juez de primera Mstatidiinrkle Llerena'.  
En id. id. Nombrando, de conformidad con lo dispuesto en  el art. 778 de la ley  
provisional sobre organization 'del Poder judicial' enrelacion con el 123 de la misma, 
para las Promotorias de entrada que á continuation se expresan, á los siguientes  
aspirantes al Ministerio fiscal:  
Para la de`Montefrío, vacante por fallecimiento  de  D. Eduardo Aguayo y Rubio, á  
D. Manuel Donhingo Lopez Diaz. que ocupa en virtud de oposicion el núm. 1. ° en la 
escala del Cuerpo.  Para la de Señorin de Carballino, vacante  por traslacion de D. Gumersindo Bujan  
y Bujan, á D.  Clodomiro Meruendano y Arias, aspirante núm. 3. 
Para la de Gaucin, vacante por nombramiento para la de otro Juzgado del electo  
t) Manuel Perez Vellido, á D. Guillerrho Lanza y Soto, núm. 4.  
Para la de Santoñá, vacante por promocion'de D.  Martin Perez y Perez, á D. Ra- 
mon I^urozqui y Palacios, núm. 5. 
Para la de Rute, vacante por renuncia de D. Francisco Gomez Criado, á D. Juan 
Francisco Solis y Panadero, núm. 6. 
Para la de  Fuente-de  Cantos, vacante por traslacion de D. Jose Ranedo y Martin,  
á D. Francisco del AguiliUBúrgos, n ú in. 7. 
Para la de Intiesto de Berbio, vacante por promotion de D. Arcadio Menendez Mo- 
rán, á D. Juan Gonzalez Ocampo y Becerra, num. 8.  
Para la de Sedano, vacante por traslacion de D. Teodolfo Gil y Gutierrez, á D. Jose  
Larrumbide é Iriondo, núm. 9:  
Para la de Carlet, vacante por promotion de D. José Llopis y Quijano, á D. Natalio  
Gumiel y Morago, núm. 10.  
Para la de Corbion, vacante por renuncia de D. Fernando Mariño, á D. Sebastian  
Miguel y Gonzalez, mini. 12  
Para la de Seo de Urgel, vacante por fallecimiento de D. Miguel Silva y Gonzalez,  
á D. Jose Fortacin y de la Marta,  núm, 13.  
Para la de Mora de Rubielos, vacante por fallecimiento de D. Luis Morales, á Don  
Mariano Pascual y Español, núm. 14.  
Para la de Puente del Arzobispo, vacante por salida á otro destino de D. Fernando  
Sacristan y Ramos, á D. Benito Cándido Rodriguez y de Célio, núm. 15.  
En 27 de Octubre. ` Trasladando, á su instancia, a la de Onteniente, de  entrada,  
vacante por salida á otro destino de D. Eduardo Guarner y Peris, á D. Manuel tilted  
y 'Pico, que sirve ala de Olivenza:  
En id. id. Trasladando, á su instancia, á la de Olivenza, tambien de entrada, á 
D. ,Marcelino Nuñez Baez, que desempeña la de Mudas de Paredes.  
En id. id. Trasladando á la de Sedano, de entrada, á D. Enrique Daniel Ruiz del  
Castillo, que sirve lade Guernica. 
En id. id. Nombrando para la de Guernica, de igual categoría, á D. José Larrumbi- 
de é ;Iriondo, electo de la 'do Sedano.  
RESOLUCIONES ADOPTADAS RESPECTO AL PERSONAL  DE JUECES Y ESCRIBANOS DE  
ACTUACIONES EN LAS FECHAS QUE SE EXPRESAN. 
Jueces de primera instancia. 
En 4 de Octubre de 1880. Trasladando al Juzgado de primera instancia del dis- 
trito de San Antonio' de Cádiz, de término, vacante por cesacion de D. Carlos Aspe,  
á D. Miguel Lopez Molina, que sirve el•del distrito de  la  Catedral de Múrcia.  En id. id. Se traslada, accediendo á sus deseos., al del distrito de la Catedral de  
Murcia  de término, á D. José Millan y Carnicer, que sirve el de Reus.  En id. id. Trasladando al de Reus, de término, á D. Enrique Monfort y Arxer,  
que desempeña el de Figueras.  
En  'id. id. Nombrando, á Su instancia, para el de Figueras, de término, á D. Joa-
quin Giron y Jimenez, electo del de Santa Cruz de Tenerife.  
En id. id. Promoviendo al de Santa Cruz de Tenerife, de término, conforme á lo  
establecido en el art. 1. 0  del Real decreto de 22 de Octubre de 1877, á D. José Ro-
driguez Zapata, que sirve el de Aracena.  
En id. id. Se traslada, accediendo á sus deseos, al Juzgado de primera instancia  
del distrito de Santiago de Jerez de la Frontera,. de término, vacante por haber sido  
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nombrado para otro destino D. José Fernandez 
 de Roda, á D. Alejandro Marfil y  Guerrero, que sirve, el de Algeciras. 
 En id. 
 °id. Promoviendo al de Algeciras, de término, conforme á lo establecido en el art. 1.° 
	 Real decreto de 22 de Octubre de 1877,. a D. Francisco Martinez Daban, 
 
que sirve el de Velez-Málaga. 
 
• En id. id. Se traslada, accediendo a sus deseos, al Juzgado de primera instancia 
 de Torrijos, de ascenso, vacante por promocion de D. Ildefonso Cayuela, a D. Vicente 
 Ibañez y Ferrando, que sirve el de Almodóvar del Campo. 
 En id. id. Nombrando 
1.° 	 el de Almodóvar del Campo, de ascenso, con arreglo a lo dispuesto en el art. 1. del Real decreto de 22 de Octubre de 1877, a D. Eugenio 
 Molinl y Arcas, cesante de igual clase. 
 
En id. id. Promoviendo, conforme al citado articulo del Real decreto de 22 de 
 Octubre de 4877, al Juzgado de primera instancia de La Bisbal, de ascenso, vacante 




En id. id. Nombrando para el Juzgado de primera instancia de Alcázar, de as- 
 censo, vacante por traslacion de D. Manuel Garcia de Biedma, a D. Pedro de Toro 
 y Moya, Auxiliar de la clase de segundos de la secretaría de este Ministerio. 
 En id. id. Promoviendo con arreglo 
. á lo dispuesto en el art. 1.° del Real decreto 
 de 22 de Octubre de 1877, al Juzgado de primera instancia de Santa Colonia de Far-
nés, de ascenso, vacante por haber sido nombrado para otro partido D. José Maria 
 de Melgar, a D. Eduardo Garcia y del Rio, que sirve el de Priego (Córdoba), 
 En id. id. Se traslada, á su instancia, al Juzgado de Alcalá la Real, de ascenso, á 
 
D En id id, 
Perez 
 dando que sirve el de Plasencia. , 
 de' Plasencia, de ascenso, á D Mariano Perujo y Luque, 
 
que sirve el de Alcalá la Real. 
 
En id. id. Trasladando, á su instancia, al de Vélez-Málaga, de ascenso, vacante 
 por promocion de D. Francisco Martinez Daban, a D. Francisco Guillermo Melero y  Jiureno, que sirve el de Valdepeñas. 
 
En id. id. Se nombra, a su instancia, para el de Valdepeñas, de ascenso, á D. José  María de Melgar y Diaz del Rey, electo del de Benabarre. 
 En id. id. Se nombra, a su instancia, para el de Enguera, de entrada, vacante por 
fallecimiento de D. Miguel Aguilella, a D. Ricardo Guarner y Peris, electo del de Sort. 
En id. id. Trasladando al de Sort, de entrada, á D. Luis Jaen y Hervas, que sirve el de Viella. 
En id. id. 
 Trasladando al de Viella, de entrada, a D. Francisco Galiag, que sirve él de Tamarite. 
En id. id. Se traslada, á su instancia, al Juzgado de San. Mateo, á D. Faustino Oneca y Arigita, que sirve el de Alberique. 
En id. id. Se traslada, a su instancia, al de Alberique á D. Nicolás García Sampere, que sirve el de San Mateo. 
En id. id. Trasladando, a su instancia, al de Priego, de entrada, en la provincia 
de Córdoba, vacante por promocion de D. Eduardo Garcia y del Rio, a D. Gregorio Escribano y Canal, que sirve el de Vitigudino. 
En 20 id. Se nombra, accediendo á sus deseos, para el Juzgado del distrito de la Catedral de Murcia, de término, a D. Miguel Lopez Molina, electo del distrito de San Antonio de Cádiz. 




En id. id. Nombrando, á su instancia, para el Juzgado de Llerena, de ascenso, 
 vacante por haber sido nombrado para otro destino D. Manuel 
 Golluri, á D. Antonio 
 
Real y Bueno, Promotor fiscal de San Fernando. 
 
En id. id. Trasladando al Juzgado de primera instancia de Vitigudino, de entrada, 
 vacante por traslacion de D. Gregorio Escribano Canal, a D. Julian Sanz y Martinez, 
 
que sirve el de Cañete. 
 
En id id. Nombrando para el de Cañete, de entrada, con arreglo á lo dispuesto 
 
en el art. 2.° del Real decreto de 22 de Octubre de 1877, a D. Mariano Estremera y 
 
Amigo de Ibero, cesante de igual clase. 
 En id. id., Trasladando al Juzgado de 
 Tamarite, de entrada, vacante por traslacion 
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En id. id. Nombrando para el de Albarracin, de entrada, conforme al art 2." del  
Real decreto citado, á D. Ignacio Aragonés y Riera, Promotor fiscal de San Mateo. 
En id. id. Trasladando al de Novelda, de entrada, á D . Nicolás Grustan y Miralles,  
que sirve el de Yecla.  
En 27 id. Se jubila, accediendo á sus deseos, con el haber que por clasificacion  
le corresponda, de conformidad á lo dispuesto en el art. 238 de la ley provisional so-
bre organizacion del Poder judicial, á D. Bernado Selleras y Colomar, Juez de primera  
instancia, de ascenso, cesante, que segun resulta del expediente instruido al efecto es 
halla imposibilitado físicamente para volver al servicio.  
Escribanos de actuaciones.  
En 27 de Octubre de 1880. Conforme á lo establecido en el art. 6.° del Real decreto  
de 12 de Julio de 1875, se nombra Escribano de actuaciones, habilitado del Juzgado de 
primera instancia de Albarracín, á D, Silverio Arregui y Moros, como comprendido 
en el último apartado del articulo 4.° del mencionado Real decreto.  
En id. id. Se admiten las renuncias presentadas por D. Dionisio Hernandez y  
Segarra, D. Cipriano Merino y de la Mora, D. Joaquin Muñoz y Navarro, D. Manuel  
Alcaide y Cárdenas, D. Santiago Logroño y Erroz, D. Plácido Lozano y Arjona y 
D. Santiago Torrente y Sanz, de las Escribanías de actuaciones de los Juzgados de 
primera instancia de Lucena (Castellon), Reinosa, Carlet, Chinchon, Aoiz, Jarandilla  
y Pina respectivamente.  
En id. id. Gon arreglo á lo dispuesto en el art. 6.° del Real decreto de 12 do  
Julio de 1875, por reunir las condiciones prescritas en el art. 4.° del mismo, se nom- 
bran Escribanos de actuaciones habilitados:  
A D. Ignacio Aracil y Servent, del Juzgado de primera instancia de Casas-Ibañez.  
A D. Fernando Delmas y Roca, del de Mataró.  
A D. Manuel Gomez y Segarra, del de Nules.  
A D. Gregorio Garcia de Ceca Rodriguez de la Rubia, del de Almodóvar del  
Campo.  
A. D. Simon Gramunt y Juer, del de Balaguer.  
A D. Márcos Jimenez y Ramirez, del de Castro del Rio.  
A D. Francisco Molina y Borrego, del de Cabra.  
A. D. Victoriano Martinez de Bartolomé y Lerdo de Tejada, del de Jeréz de los  
Caballeros.  
A. D. Vicente Margalejo y Tobeñas, del de Jaca.  
A D. Baldomero Niño y Arribas, del de Priego (Cuenca).  
A D. Juan Rotllan y Bas, del de Santa Coloma de Fa més. 
A D. Cárlos Rodriguez y Gallego, del de Valdepeñas.  
A D. Benito Reigada y Vaamonde, del de Puebla de Sanabria.  
A D. Celedonio Rodriguez de Haro, del de Hoyos.  
A D. Victoriano Santamaría y Tous, del de Vendrell.  
A D. Fernando Sastre y Garcia, del de Pego. 
A D. Joaquin Lúcas Villaroya é Izquierdo, del de Belchite.  
Y á D. José Losada y Segurola y D. Francisco Vizoso y Ferrer, del de Ferrol.  
En id. id. Conforme á lo establecido en los arts. 486 al 488 de la ley provisional  
sobre organizacion del Poder judicial, se separa del cargo de Escribano de actuacio-
nes del Juzgado de primera instancia de San Sebastian, é D. Felipe Nieto y Alvarez,  
como comprendido en el núm. 2.° del art. 233, á que se refiere el 485 de la citada  




Han de proveerse, con arreglo al Real decreto de 12 de Julio de 18'75 y Real 6r-
den de 12 de Abril de 1877, dos Escribanías de actuaciones vacantes en el Juzgado 
de primera instancia de Granollers (Barcelona.) 
Lo que en cumplimiento de lo prevenido en Real órden se anuncia, á fin de que 
los aspirantes que reunan las circunstancias al efecto exigidas en el artículo 4.° del 
precitado Real decreto, presenten, dentro del término de veinte dias, las solicitudes 










PRECIOS DE SUSCRICION. 
 
Madrid, trimestre... 
	 15 reales. Provincias, trimestre. 	
 16 Idem semestre. 
	 32 	 , Idem un año 	  60 Ultramar y { , Semestre. 	
 80 en oro. 
extranjero., Año. 
	  160 	 > 
Se harán bibliografías de obras jurídicas, 
siempre que se remitan á esta Redaccion dos 
ejemplares: uno para el bibliógrafo y otro para 
la Redaccion. 
 
De las qub remitan solo 
 un ejemplar, so in-
sertará el anuncio. 
^^ 	 • 
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Ha de proveerse, con arreglo á lo prevenido en el Real decreto de 12 de Julio 
de 1875 y Real Orden de 12 de Abril de 1877, una Escribanía de actuaciones vacan-
te en el Juzgado de 
 primera instancia de Villanueva Ÿ Geltrú•(Barcelona). 
 
Lo que en cumplimiento cle lo prevenido en Real Orden se anuncia, á fin de que 
 los aspirantes que reunan las circunstancias al efecto exigidas en el art. 4.° del 
 precitado Real decreto, presenten, dentro del término ele veinte dios, sus solicitudes 
 documentadas ante dicho Juzgado.-(Gaceta de 12 de Noviembre.) 
 
Ha de proveerse, con arreglo al Real decreto de 12 de Julio de 1865 y Real Or-
den de 12 de Abril de 1877, una Escribanía de actuaciones vacante en el Juzgado 
 de primera instancia de Puigcerdá (Barcelona). 
 
Lo que en cumplimiento de lo prevenido en Real Orden se anuncia, á fin de que 
 los aspirantes que reunan las' circunstancias al efecto exigidas en el art. 4.° del 
 precitado Real decreto, presenten, dentro del término de veinte dias, sus 
 solicitu-des 
 documentadas ante dicho Juzgado.—(Gaceta de 12 de Noviembre.) 
En el`Juzgado de primera instancia de Albarracin, provincia de Teruel, se ha-
lla vacante una Escribanía dé actuaciones que ha de pro veerse con arreglo á l e's 
artículos 8.° y siguientes del Real decreto de 12 de Julio de 1875 y á lo dispuesta 
 
en Real Orden de 12 de Abril de 1.877, pudiendo optar á la misma áun los que carez-
can de los requisitos prevenidos en el núm. 5.° del art. 4.° del Real decreto citado
. . 
Los aspirantes presentarán sus solicitudes documentadas al Juez de primera 
 instancia del partido ; en 
 el término de veinte dice, á contar desde el de la publica- 
cien de esta convocatoria en la Gaceta de Madrid, lo que tuvo lugar el 11 de No-
viembre. 
SECCION DE NOTICIAS 
 
Ha quedado constituido el Tribunal que ha de presidir las oposiciones para el 
ingreso en el Cuerpo Jurídico-militar en la forma siguiente: 
Presidente; Excmo. Sr. D. José Rodriguez Sanchez, Ministro togado del Conse-je Supremo de Guèrra'y Marina; Vocales, Auditores de guerra: D. ManuelUrdan-
garin, D. Marciano de la Campa y D. Jáime Alvarez de Bohorques; Vocal Secreta-
rio, Teniente Auditor D. Cárlos Arriera. 
La convocatoria aparécerá en la Gaceta dentro de pocos dias, fijando el plazo de 
un mes para presentar las instancias de admision á la oposicion. 
ADVERTENCIAS 
 
Como repetidamente teníamos anunciado, con fecha 20 del pasado hicimos 
entrega al Banquero del giro contra aquellos sectores que se hallaban en 
descubierto con esta Administracion, á los cuales rogamos se sirvan hacer 
efectivos, á su presentacion por los corresponsales, los recibos librados al 
 efecto. 
Aquellos de nuestros abonados que hubiesen dejado de recibir algun nú-
mero de la GACETA FORENSE, por extravio en el correo ú otra cualquier 
causa, podrán reclamarlos en todo el presente mes, y se les servirán á vuel-
ta de correo. 
 
Madrid 1880.— Imprenta de Ramon Angnl°, Amaniol, 20, 
Año Il ' Madrid 24 de Noviembre 






REVISTA GENERAL DE  LEGISLAN,  DERECMO I JURISPRUDENCIA  




DON FRANCISCO MARTINEZ FRESNEDA 
Abogado del Ilustre Colegio de Madrid, etc., etc,  
OFICINAS: ANCHA DE SAN BERNARDO, 66, 2.° 
Se publica los dias 1.0
. 8, 16 y 24 de cada mes  
SUMARIO.  
l ssi itas.— Contrato 
de depósito en que el deponente es menor de edad.—III.. 
ev s a de Tri - 
 bunales.—
E1 derecho de representaeion en el retracto.—IV. raeccion 
de  3urispru- 
 dencia: 
Administrativa.—V. Vacantes: Cuerpo Jurídico militar.—Reglamento para las 
oposiciones de ingreso en el expresado Cuerpo.—VI. eCassañes. dVIe Secc on 
sobre las huelgas de obreros y sus causas, por D Franc Francisco 
 Vi el a 
 
de noticias.—VIII. Advertencias.  
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 e 
¿CUANDO PRESCRIBE LA ACCION EJECUTIVA`?  
o 
Con este epígrafe ha publicado nuestro estimado 
  
olegasla eevi sta de o s 
Tribunales, como resúmen, un artículo en  que  
nes que acerca de ese punto se pueden sustentar. Tuvo orígen dicha cuestion 
en dos sentencias, dictadas por la Sala segunda de la Audiencia de esta córte. 
En una de ellas se decia que la accion ejecutiva no nacia sino desde que 
se podia ejercitar, 6 lo que es lo mismo, que en la obligacion contraida por 
documento privado, no nacia la accion ejecutiva sino desde que el documen-
to era reconocido, y podia, por tanto, ejercitarse la accion: mas la segunda 
sentencia sostiene que la accion ejecutiva nace desde que la obligacion puede 
exigirse por el cumplimiento de la condicion. 
La cuestion, como se ve, es interesante, por cuanto de seguir uno ú otro 
camino, el resultado varía hasta el punto de que mientras la primera sen- 
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tencia hace depender el tiempo de la voluntad del acreedor, que puede, á 
su arbitrio, demorar ó apresurar el reconocimiento del documento privado, 
la segunda hace caso omiso de esa circunstancia, y exige sólo el lapso d
e 
 los diez años marcados por la Ley, á contar desde el momento en que la 
obligacion puede exigirse, sin tener en cuenta para nada ni la manera como 
la obligacion se ha contraido, ni el reconocimiento del documento privado; 
cuando por ese medio haya tenido lugar. 
Esta segunda sentencia, pues, nos parece que se halla
' 
 más conforme con la idea de la prescripcion, y más en armonía con los principios de derecho, 
salvó el acatamiento que nos merece la primera. La 
Revista de los Tribuna-les 
se decide tambien por la expresada doctrina, consignada en dicha segun-
da sentencia, y nos parece muy acertada su resolucion. En efecto; como muy 
oportunamente indica nuestro colega, e l 
 reconocimiento es la preparacion del juicio ejecutivo, ó un medio de prueba en 
 el. 
 ordinario; luego gó,10 se puede 
usar de ese derecho cuando se puede ejercitar el juicio que lo ocasiona; sien-
do esto así, no debe decirse que nace la accion de un accidente que vá im- 
plícito en ella misma, y por lo tanto será forzoso reconocer que nace desde 
que la obligacion puede exigirse. 
¿De qué sirve decir que el simple pagaré no tiene fuerza ejecutiva, si no 
se procede á su reconocimiento? ¿Qué vale ya manifestar que él reconocimien-
to es á manera de una condicion que vá envuelta en toda obligacion nacida 
de documento privado? La cttestion está por completo deslindada: el recono-
cimiento no pasa de ser un trámite del juicio ejecutivo, y ese requisito no 
puede hacer que varíe el tiempo pa ra 
 la prescripcion. Si esto fuese de otro 
modo, vendríamos á hacer inseguro el tiempo en que nacian los derechos; 
pues ampliando el pensamiento, llegaríamos á definir la prescripcion de ac- 
ciones de la manera; siguiente: pérdida de un derecho en virtud de no ha-
berse entablado el oportuno juicio, d 
contar desde el dia en que el acreedor l ealizó cuanto fuese necesario para que pudiera recaer ientencza. 
Dicho se está que esta definicion no es lógica consecuencia de los princi-
pios legales que informan nuestro derecho, porque éste fijó el tiempo` que se 
requiere para libertarnos de las obligaciones, haciendo abstraccion de todo 
cuanto no sea la perfeccion de la obligacion y el dia en que puede exigirse. 
El mismo deudor debe saber de antemano en qué época y por qué circuns-
tancia ha de quedar libre de responder en juicio á una demanda tardía, en 
lugar de hallarse bajo esa amenaza de perpétua incertidumbre, si el acree- 
dor se abandona á la negligencia y no exige el cumplimiento de las obliga- 
ciones contraídas á su favor. 
Por todas estas razones, 
pues, nos hallamos conformes con la ilustrada opinion de nuestro apreciable colega. 































































SECCION DE CONSULTAS 
Contrato de depósito en que el deponente es menor de edad. 
Don A. C. entregó á F. G. cierta cantidad en calidad de depósito, segun 
consta y puede probarse; el deponente vá á contraer matrimonio y le es ne 
cesario usar de su dinero, pero se duda si querrá el depositario entregar 
buenamente la cantidad, ó habrá que recurrir á los Tribunales. 
Debe observarse que el deponente era menor de edad cuando verificó el 
contrato; y, no obstante, cree el que consulta que el depositario está obliga-
do á devolverle el depósito. Se funda para esto, no sólo en que la Ley 3.a, 
título III, Part. 5.a no distingue de personas, sí que tambien en la regla ge-
neral que considera obligado al mayor de edad cuando contrata con el menor, 
y la no ménos atendible que prohibe el enriquecimiento de uno en perjuicio 
de otro. El consultante opina, por consiguiente, que si no se logra amigable-
mente la devolucion del depósito, se debe acudir á los Tribunales, y será 
considerado como temerario el que se niega á restituir al dueño lo que le 
corresponde, sin poder fundarse más que en su capricho. No obstante, desea 
saber el parecer de esa ilustrada Redaccion,—Un suscritor. 
CONTESTACION. 
Cierto es que la Ley citada no distingue de personas ni exige condiciones 
especiales en los que celebran el contrato de depósito; pero éste se halla su-jeto á las disposiciones generales que establecen los requisitos necesarios para 
todos los contratos; y como uno de ellos es la capacidad de los contratantes, 
de aquí que ofrezca realmente una duda el caso en cuestion. El Proyecto de 
Código sostiene en este punto que cuando dá en depósito una persona que no 
tiene capacidad, y el depositario la ostenta, queda dicho depositario sujeto 
á las obligaciones de tal, y puede ser perseguido por el tutor, curador ó ad-
ministrador del deponente, o por éste, si llega á obtener la capacidad de que 
carecia. En nuestro derecho vigente hallamos robustecida la opinion del 
señor consultante, pues segun la Ley 17, tít. XVI, Part. 6.a, se obligan 
formalmente, los que contraen con pupilos, y pueden ser demandados para 
que cumplan sus obligaciones. Por lo tanto, estamos conformes con el pare-
cer que se emite en la consulta á que contestamos.—LA REDACCION. 
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REVISTA DE TRIBUNALES 
El derecho de representacion en el retracto. 
Por tratarse de una cuestion rara y de un punto dudoso de derecho, no resuelto 
hasta ahora por la jurisprudencia, queremos dar á nuestros lectores noticia de 
una sentencia reciente del Tribunal Supremo, dictada en un recurso de casacion 
interpuesto sobre retracto gentilicio. Dona Antonia del Peral Martinez, por escritura otorgada en 22 de Noviembre 
de 1878, vendió 6. su hermano, D. Antonio del Peral Martinez, ciertas fincas que la 
vendedora habia heredado de sus padres. Don Manuel Peinado García, en nombre de su hijo menor, Faustino Peinado Ley-
va, nieto por línea materna de la doña Antonia del Peral Martinez, interpuso de- 
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manda de retracto, en cuya virtud obtuvo sentencia favorable en primera y segunda 
 instancia, condenando al comprador á que dentro de tercero dia otorgase á favor 









de casacion en el fondo, alegando como motivos: 
 
1.° La ley 1.a, tít. 13, lib. 10 de la Novísima Becopilacion; porque siendo p
^e-cisa condicion, con forme á ella, que el retrayente sea pariente máspropinquo, cuan- do el comprador y él se hallan en el mismo grado, falta aquella condicion y deja, por lo tanto, de e xistir tal derecho de retracto. 2. ° 
 La ley 2.a del mismo título y libro; porque al resolver la duda de si debe el 
sobrino ser preferido al tio en el retracto, supone, á juicio del recurrente, que la 
finca se hubiese vendido á un extraño, como dando á entender que, vendida á un 
pariente, no procederia el retracto, aunque fuese de grado más remoto y mucho 
ménos si, como sucede en el presente caso, el grado era igual; y porque además 
exige esta Ley que ambos retrayentes pidan la finca en um tiempo, con lo cual quiso, 
sin duda, manifestar el legislador que si cualquiera de los dos se anticipaba a com-prarla, cesaba toda cuestion de preferencia. 
 
3.° La ley 55, tít, 5.°, part. 5.a, que dispone que cuando un condueño vende á 
otro su parte, no pueda ninguno de los demás comuneros retraer la porcion ven-dida; cuya Ley, en sentir del recurrente, debia aplicarse por analogía al retracto 
 gentilicio, con tanto mayor motivo, cuanto que éste no se funda en tan sólidas ra• 
 zones como el 
 de comuneros. 
 
4.° El principio jurídico de que en casos dudosos siempre es mejor la condicion 
 del que posee. 
 
5.° La doctrina legal establecida en repetidas sentencias del Tribunal Supremo, 
 segun la cual el derecho de retracto gentilicio, como restrictivo de la libre facul-
tad de enagenar, tiene el carácter de odioso; siendo, por tanto, de estrecha y literal 
 interpretacion las Leyes que á él se refieren, sin que puedan ampliarse más allá de 
 lo que su letra y espíritu determinan. 
 
Nuestro compañero de redaccion Sr. Martinez Fresneda, como Letrado del re- 
currido, en el acto de la vista impugnó el expresado recurso, exponiendo, entre 
 otras razones, las siguientes: 
 
l. a 
 Que la Ley citada en el primer motivo, no se concreta á establecer el re-tracto sólo en favor del pariente más propínquo, sino que cabe, con arreglo á ella, 
 que latosa se parta si concurren á retraer dos parientes del mismo grado; de ma-
nera que, áun en el supuesto de que Peinado Leyva y Peral Martinez estuviesen en 
 el mismo grado de parentesco con la vendedora, procedería el retracto en favor del 
 primero por la mitad de las fincas objeto del pleito. 
 2.' Que no es cierta la doctrina que presenta el recurrente en el segundo mo-
tivo, porque si viniendo á retraer dos parientes ha de haber la finca el 
más propín-quo, 
es evidente que la Ley no sólo quiso que la cosa no saliera de la familia, sino 
 que su espíritu claro y manifiesto fue que permaneciera en el pariente más cer-
cano, por lo cual se dá el retracto, áun entre parientes dentro del 4.° grado; esto 
es, en favor del más próximo contra el más remoto. Así opinaban los comentaris- tas Albornoz, Gomez, Matienzo, Gutierrez, 
 el padre Molina y otros, antes de que este punto estuviera definido por la jurisprudencia, y así lo ha declarado al fin el 
 Tribunal Supremo en sentencia de 5 de Enero de 1864, por lo cual no cabe ya dis-cusic,n acerca de este extremo. 
 
En cuanto al tiempo á que tambien se refiere el segundo motivo del recurso, aten-dido el texto claro y explicito de la Ley, no'cabe duda que, venga cuando quiera el 
 retrayente, siempre que lo haga dentro de los nueve dias siguientes al de la venta, 
 tiene derecho al retracto; por consiguiente, no cesa la preferencia que la Ley con-cede al sobrino en concurrencia con el tio, porque éste se haya adelantado á comprar 
 6 á retraer, siempre que aquél solicite la finca dentro de los nueve dias. 
 3.a 
 Que no existe analogía entre el retracto de comuneros y el gentilicio, por lo 
 que respecta á su fundamento. El de comuneros se funda en la unidad de la 
cosa ; se ha introducido en consideracion á la cosa para que en el 
caso de ser dividida.  sufra la ménos division posible; es decir, que si habis de dividirse, por ejemplo, en 
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En resúmen, concluyó diciendo el Sr. Martinez Fresieda, el recurso carece por 
completo de fundamento. Que el retracto se dá entre los mismos parientes del ven- 
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 favorla jurisprudencia lo ha resuelto;^ y si bien no 
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Tambien sobre este punto han discurrido mucho los comentaristas, inclinan- 
dose casi todos á la afirmativa, como Sala, Acevedo, Hermosilla; Molina y  
Matienzo, por el contrario, se separa de la opinion general y niega que el derecho 
de 
dad de  estas Leyes. A juicio de nuestro director, 	r 1
no haba razón para separar el
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recho de retracto de todos los demás derechos, eliminándolo 
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hombre trasmite á sus hijos cuantos derechos tiene, zpor q Cambien el derecho de retracto que constituye parte de sus bienes? El Tribunal  
Supremo, en su alta sabiduría, no podia separarse de tan justa apreciacion, y en su  
virtud por sentencia de 29 de Octubre del corriente año:  
 Considerando que las Leyes la y 2.3 
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ésta al retracto de comuneros, ni "aun por analogía puede tener aplicacion al genti-
licio que se rige por las Recopiladas:  Ha declarado no haber lugar al recurso de casacion interpuesto por D. Antonio  
del Peral Martinez, á quien condena en la pérdida de la cantidad depositada y en  
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SECCION DE JURISPRUDENCIA 
 
ADMINISTRATIVA 
 Repartos municipales. 
ACUERDOS DE LAS JUNTAS.—Los 
acuerdos que las Juntas 
 
municipales dictan acerca de las reclamaciones suscitadas con motivo del señalamiento
 
de cuotas en les repartos vecinales, quedan firmes en la viaubernativa una vez aproba- 
dos por el superior gerárquico en la forma que la Ley establece; y contra la resolution 
 de éste no cabe el recurso administrativo, sino el contencioso-administrativo ante la Co-mision provincial. 
 
Se deja sin efecto por incompetencia la Real órden que se dictó accediendo á lo solicitado por la Sociedad Salinera de Pinilla para que se revocase el acuerdo de la 
 Comision provincial de Albacete, que declaró no haber lugar á conocer del recurso 
 interpuesto por aquélla contra lo acordado por la Junta municipal de Alcaráz res-pecto á la imposicion de cuota en un reparto. (R. D. 10 Mayo 1880. Gac. 13 Agosto.)  
Competencias. Su TRAMITACION.—Cuando 
se declara mal formada una competen-cia de jurisdiccion por vicios en el procedimiento, queda nulo todo lo actuado desde que 
 se cometieron aquéllos, y al tramitar nuevamente el conflicto deben cumplirse todos y cada 
 
uno de ¿os trámites establecidos. 
 
Se declara mal formada la competencia suscitada entre el Gobernador de la 
 
provincia de Zaragoza y el Juez de primera instancia del distrito de San Pablo, de 
 
la capital, con motivo de la demanda presentada 
 contra D. Juan Villarroya, sobre devolution de un terreno. (R. D. 23 	 o 1880.  Gaceta 31 Agosto. 	 D. Junio 1880. 
Policía urbana. 
INTERDICTOS; SERVIDUMBRE PRIVADA, ETC. 
—Es procedente la via  de interdicto judicial para los casos en que se trata del establecimiento de una servidum-
bre real privada, aunque haya sido autorizada por una providencia administrativa; pero 
 
no puede utilizarse en aquellos en que el perjuicio para cuya cesacion se entable el inter-
dicto, es consecuencia inevitable de la ejecucion de las medidas que k Administracion 
 
dicta dentro de la esfera de su competencia. 
 
Decision de la competencia entablada entre la Audiencia de Zaragoza y el Go-
bernado. de Huesca, con motivo del interdicto presentado por doña Joaquina Ar-con contra D. Antonio Garin, que 
al reconstruir una casa hábia volado el alero de 
 
su tejado sobre un edificio de la demandante, causándole además el perjuicio de 
 
disminuir las luces de la misma casa al prolongar el entramado de un piso. 
(Real 
 
decreto 24 Junio 1880. Gac. 1.° Setiembre.) 
 
Competencias. INTERDICTO.-1Ÿo 
es admisible la via judicial de interdicto para 
 
suspender los efectos de un acuerdo municipal mandando derribar una pared edificada sin 
 
obtener prévia licencia dentro de las 30 
varas de distancia de un camino vecinal y en 
 ter-
reno 
  del coman, porque adoptado en el ejercicio de las funciones que la Ley confiere á 
los Ayuntamientos, no cabe contrariarlo en dicha via. 
	 f  
Por esta razon se decide en favor de la Administracion la competencia de juris-
diccion suscitada por el Gobernador de Barcelona al Juez de primera instancia de 
 
Manresa con motivo del interdicto entablado por Valentin PM de Llorens contra el 
 
Alcalde de Castellet para recobrar la posesion de un terreno de que éste le habia 
 
despojado. (R. D. 26 Junio 1880. Gac. 26 Agosto id.) 
 
m
Competencias. Su TRAMITACION.—Constituye 
un vicio sustancial del procediynienta 
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Por tal motivo se declara mal suscitada y que no há lugar á decidir la compe-
tencia promovida por el Gobernador de Málaga al Juez de primera instancia de  
Marbella sobre improcedencia de interdicto presentado por D. Leopoldo Werner  
contra D. Pedro Ortiz y otro para recobrar la posesion de unos terrenos. (Real de- 
creto 26 Junio 1880. Gac. 2'7 Agosto id.)  
Competencias. Su TRAMITACION.-La obligacion que los Gobernadores tienen de 
 
citar el texto de la disposicion en que apoyen su competencia para reclamar en negocio en  
que están entendiendo los Tribunales de justicia, no queda cumplida con sólo citar de una  
manera vaga y genérica la legislacion que rija en la materia, ni tampoco aduciendo como  
texto legal que atribuye el conocimiento de un asunto á la Administracion una decision de 
competencia, porque' estas decisiones, al resolver el caso particular de que tratan, única-
mente explican y aclaran el verdadero sentido de las prescripciones legales que aplican;  
siendo necesario, para cumplir el citado deber, que se cite el articulo expreso de la Ley 6 la  
Real órden que atribuye á la Administracion el conocimiento del caso especial de que se  
trate.  
Por haber incurrido en el defecto notado el Gobernador de Cáceres al requerir  
de inhibicion al Juez de primera instancia de la capital con motivo del interdicto  
de recobrar presentado por el Marqués de Santa Marta contra D. Segismundo Moret  
y Prendergast, se declaró mal formada y que no habia lugar á decidir la competen- 
cia. (R. D. 26 Junio 1880. Gac. 29 Agosto id.)  
Competencia. Su TRAMITAcrorl .-Para cumplir lo prevenido en el art. 60 del Regla-
mento de 25 de Setiembre de 1865, no basta que en el incidente judicial de competencia se 
 
señale dia para la vista con citacion de las partes y del Ministerio fiscal, sino que es pre-
ciso que conste la celebracion de ese acto, por lo que, cuando este  ultimo  no upar ece efec-
tuado, el procedimiento adol ice de n i vicio sustancial que impide resolver el conflicto.  
En su virtud, no constando la celebracionde la vista del inc idente judicial en  
el expediente formado con motivo. de la competencia suscitada por el Gobernador  
de la provincia de Málaga al Juzgado del distrito de Santo Domingo de la capital 
 
de la provincia, con motivo de interdict'o , entáblado por doña Angela Camó y otros 
para recobrar la posesion `del muro dè una huerta en la que habian sido perturba-dos por el contratista de la carretera de Málaga á Almería, se declaró mal formado  
el conflicto y que no habia lugar A decidirlo por entónces. (R. D. 26 Junio 1880. Ga- , 
ceta 30 Agosto id.)  
Reparto de contribuciones. CUESTION PRÉVIA PARA SNCAUSAR A.  LOS AYUNTA-
MIENTOS Y  JUNTAS PERICIALES.—Los 
actos relativos al repartimiento de las contribu-
ciones ó intimamente ligados con él, son materia de cuyo conocimiento, corresponde en 
primer término, á la A dministracion activa, y á la contenciosa en su casb, las cuales de-
berán remitir el correspondiente tanto de culpa á los Tribunales Si  resultan méritos para 
suponer la existencia de cualquier delito, y en su virtud, tintes de proceder criminal-
mente por consecuencia de ellos, hay que resolver una cuestion previa administrativa. 
Por esta razon se decide en favor de la autoridad administrativa la competencia 
suscitada entre la Audiencia de Búrgos y el Gobernador de la provincia, con mo-
tivo de la causa formada contra el Ayuntamiento y Juntas de Eneio, por denuncia 
de D. Francisco Varona y otros, sobre abusos en 'el reparto de la contribucion ter-
ritoria l. (li. D. Julio 1880. Gac. 2 Setiembre.)  
Montes. CUESTIONES SOBRE SU PROPIEDAD Y DISFRUTE.—Correspondiendo á la Ad 
ministracion establecer reglas para el aprovechamiento de, los montes comprendidos en el  
catálogo de los públicos y resolver las cuestiones que surjan acerca de su disfrute, man- 
teniendo en éste a los pueblos que tengan en él participacion, no cabe contrariar por me- 
dio ;de interdictos las providencias  administrativas que para el ejercicio de aquellas  
facultades se dictan, debiendo los que se crean con derecho á la propiedad de dichos  
montes hacer, uso de los recursos gubernativos ó de, las acciones que , les coni etán para ob  
tdner la déclaration de propiedad,.  
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En su virtud, se decide en favor de la Administracion la competencia suscitada 
entre el Gobernador de la provincia de Cuenca y el Juez de primera instancia de la 
capital, con motivo del interdicto entablado por el Ayuntamiento de la misma para 
recobrar la posesion del monte Los Palancares. (R. D. 22 Julio 1880. Gac. 3 Se-tiembre.) 
Competencias. Juicios VERBALES.
—No pueden los Gobernadores, con arreglo á la Ley y d la jurisprudencia establecida, promover competencias de jurisdiccion á los Tri-
bunales ordinarios en los asuntos que se ventilan en juicio verbal. 
Por esto se declara que no debió suscitarse la competencia entre el Gobernador 
de Alicante y el Juez municipal de Dolores con motivo de la demanda entablada 
por D. Manuel Machon Lopez contra D. Pedro Mora Beltran, Alcalde del citado 
pueblo, sobre pago de la cantidad á que ascendian los haberes devengados por el demandante como guardia municipal. (R. D. 22 Julio 1880. Gac. 4 Setiembre id.) 
Competencias. IN TERDICTO.
— Corresponde á los Ayuntamientos, como medida depo-licia urbana, acordar el derribo de edificios ruinosos, sin que contra las providencias que 
para ello adopten deban los Tribunales ordinarios admitir ni sustanciar demandas de 
interdicto; pero no siendo de la competencia de aquellos Cuerpos el acordar la venta de los 
solares, porque afecta los derechos de propiedad en cuanto para ello se establezca una for-
ma de expropiacion contraria á lo preceptuado en la Constitucion, á los expresados Tri-bunales compete el conocimiento de las cuestiones d que esto último de' lugar. 
Así se declara al resolver en favor de la Administracion la competencia susci-
tada entre el Gobernador de la Coruña y el Juez de primera instancia de Noya, con 
motivo de la demanda civil ordinaria presentada á nombre de D. Antonio Cárlos 
Lopez Varela, pidiendo la suspension de un acuerdo del Ayuntamiento de Puebla 
de Caramiüal sobre derribo de un edificio y venta del solar, sin perjuicio de la 
competencia de los Tribunales para entender acerca de este último extremo.—(Real decreto 22 Julio 1880. Gac. 5 Setiembre id.) 
VACANTES 
Ministerio de la Guerra. 
Dirección general del Cuerpo Jurídico-militar.—En 
virtud de autorizacion conce-dida en Real órden de 9 del actual, se convoca, á oposiciones de ingreso en el Cuer-
po Jurídico-militar; en la inteligencia que los 15 opositores que se aprueben con 
mejores censuras, serán los que habrán de constituir la escala de la clase con dere-
cho á ingresar en su dia en las vacantes de Auxiliar que puedan ocurrir hasta que 
quede extinguida; debiendo los Abogados que deseen tomar parte en los 
ejercicios y tengan los requisitos que expresa el Reglamento que á continuacion se publica, 
presentar sus instancias en la Secretaría de esta Direccion general, que radica en 
el Consejo Supremo de Guerra y Marina, 
 Antes 
 del 31 de Diciembre del corrien-te año. 
Madrid 15 de Noviembre de 1880.—El Director general, Orozco. 
REGLAMENTO 
PARA LAS OPOSICIONES DE INGRESO EN EL CUERPO JURÍDICO-MILITAR, MODIFICADO 
POR REAL ORDEN DE 28 DE OCTUBRE DE 1880, Y PUBLICADO EN LA «GACETA» DE 
17 DEL CORRIENTE MES. 
Artículo 1.° El ingreso en el Cuerpo Jurídico-militar, segun su decreto 
orgánico de 9 de Abril de 1874, es por el empleo de Auxiliar, mediante oposicion, y 
los as-censos en el mismo, como de escala cerrada hasta Ministro togado del Consejo Supremo de la Guerra, por rigurosa antigüedad. 
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Art. 3. °  Para los ejercicios de oposicion y censura de los aspirantes se 
 cons-
tituirá un Tribunal, compuesto de un Consejero togado del Supremo de Guerra y 
Marina,de los pertenecientes al Cuerpo Jurídico del Ejército, que ejercerá las f un-
ciones de Presidente, de tres Auditores de Guerra y de un Teniente Auditor, de pri-
mera clase, que desempeñarán el cargo de Vocales, actuando simultáneamente como  
Secretario el Teniente Auditor. Dicho Tribunal será designado de Real Orden al  
autorizarse cada convocatoria.  Art. 4 ° Serán admitidos á. los ejercicios de oposicion todos los Abogados que  
presenten dentro del término del llamamiento solicitud dirigida al Director general,  
acompañando los documentos que justifiquen la aptitud.  
Art. 5.° Estos documentos serán:  
1.° Certificacion legalizada del nacimiento del aspirante, en la que se acredite  
ser español, haber entrado en la edad de veintitres años y no exceder de treinta y  
cinco. 
;2.° Certificacion del título de Abogado.  
3.°  Certificacion de dos Facultativos castrenses, en 
 que  se justifique ser útil para  
el servicio en el Ejército fuera del de armas.  4.° Certificado expedido por el Alcalde de la vecindad del aspirante, en que ;se 
haga constar que éste ha observado buena conducta moral; que no se halla prcce-  
sado por delito alguno; que no está sujeto al cumplimiento de cualquier pena, ya  
sea aflictiva, ya correccional; que no ha sufrido antes condenacion que le haya  
hecho desmerecedor del buen concepto público, ni áun obtenido absolucion de la  
instancia miéntras no estuviese trascurrido el tiempo necesario para que esa ab-
solucion se estime legalmente como libre; que no ha sido declarado de quebrado 
 
ebrado si n 
o btener despues rehabilitacion, ni se halla concursado y pendiente  de culpabilidad ó inculpabilidad; que no es deudor á fondos públicos como segundo  
contribuyente, y que no se le conocen, en fin, vicios vergonzosos, ni ha ejecutado  
actos ni incurrido en omisiones que le hagan desmerecer en su buena opinion y  
fama.  5.° Certificado del Juez de primera instancia del partido judicial á que perte-
nezca el interesado, cuyo certificado se contraiga á los mismos extremos que el del  
Alcalde, en cuanto se refieren á actos que puedan y deban constar en los antece-
dentes y registros judiciales; y  6.° Los certificados sobre ejercicios de la profesion de Abogado, servicios de  
todos géneros prestados al Estado, y relacion de méritos que, á su voluntad y para  
acreditarlos, quiera presentar el aspirante.  
Art. 6.° En cada convocatoria se fijará el número de aspirantes opositores que  
por obtener las mejores censuras hayan de formar la escala de la clase para ingre-
sar en su dia en las vacantes de Auxiliar que puedan ocurrir hasta que quede ex-
tinguida. Al hacerse la convocatoria se insertará en la Gaceta de Madrid este 
 
Reglamento.  Art. 7.° La Direccion general remitirá al Presidente del Tribunal de oposiciones,  
á medida que se le vayan presentando dentro del término concedido, los expedientes  
de los que concurran a la convocatoria. 
 El Tribunal examinará en sesiones reservadas estos expedientes, y encon- 
trándolos completos, acordará que el Secretario expida certificado de los ad-
mitidos.  Si á alguno faltase algun requisito, se hará saber al interesado por medio del  
Secretario para que subsane la falta dentro de los ocho dias siguientes al en que  
termine la convocatoria, pasados los cuales no se les admitirá documento ni recta-
macion alguna.  Art. 8.° Dentro de diez dias, despues del último del llamamiento, el  Tribunal  
declarará admitidos á los que reunan las condiciones y circunstancias exigidas,  
quienes, autorizados con documento en forma, serán los unicos que podrán tomar  
parte en la oposicion.  Art. 9.° Constituido el Tribunal de oposiciones en sesion pública en el dia no 
feriado siguiente al de la definitiva admision de aspirantes, se procederá al sorteo  
de los opositores por números de Orden para marcar en el que han de practicar to- 
dos los ejercicios. Esta formalidad se efectuará poniendo en un recipiente c e rud o los nombres de los aspirantes, y en otro los números respectivos, y  
separadamente el Secretario.  
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L° Que consiste en constestar cada aspirante de palabra, y á satisfaccion de 
 los señores del Tribunal de oposicion, que tendrán derecho á pedirle ampliaciones 
 y aclaraciones, á 17 preguntas que saque por suerte el interesado, relativas cada 
una de ellas á las materias siguientes: 
 
En derecho coman. 
 1. 1 
 Derecho natural y de gentes. 
 2. a 
 Idem civil, comun y foral. 
 3. a 
 Idem mercantil. 
 4. a 
 Organizacion judicial en todos su, ramos. 5.a Leyes de procedimientos civiles y criminales. 
 
6.a 
 Derecho penal ordinario en la Península. 
 7.a Idem segunda legislacion de Ultramar. 
8.a Elementos de Derecho político. 
9.° Idem de Derecho administrativo. 10. Derecho internacional y Tratados con otras Potencias. 
 
En derecko militar 11. Nociones sobre la organizacion del Ejército en todos sus ramos, y de la Armada. 12. Leyes penales militares y de Marina. 13. Jurisdiccion ordinaria de Guerra, y Orden de proceder en ella. 
 14. Jurisdiccion extraordinaria de id., con la forma 
 en 
 los enjuiciamientos. 
 
15. Jurisdiccion de Marina y demás militares excepcionales. 
 16. Leyes relativas á los estados excepcionales, penalidad, competencia y tramj- tacion en ellas. 
17. Atribuciones' gubernativas de las Autoridades militares y manera de pro- ceder en los expedientes de este género. 
 
La contestacion á cada pregunta no prodrá exceder de cinco minutos. 
 
2.° 
 El segundo ejercicio consist e 
 en hacer una exposicion por escrito ú oral, 
 á voluntad del opositor, sobre una tesis de Derecho militar relativa á las materias an-
tes expresadas, que escogerá el interesado de las tres que saque por suerte, cuya 
 disertacion no excederá de media hora, y en la costestacion, por quince minutos, á 
 
los argumentos y 
 objeciones que sobre aquella tesis le hagan dos contrincantes se- 
 paradamente, por el mismo espacio de tiempo cada uno. 
 3.° El tercer' ejercicio se reduce al examen de una causa militar, ó de un expe 
 diente, y á hacer ante el Tribunal la sucinta exposicion oral de su resultado, presen-
tando redactada por escrito la censura fiscal que proceda: la sentencia, si es negocio 
 
de la jurisdiccion ordinaria, 6 el dictámen auditor ial, si se trata de expediente ó de 
 causa de la jurisdiccion extraordinaria militar, segun se halle expresado en la pape-leta que se saque por suerte. 
 
Art. 11. Para el primer ejercicio de las oposiciones tendrá el Tribunal preparadas 
 y acordadas preguntas, que no bajarán de 20, ni pasarán de 
 40, en cada una de las 17 materias á que se refiere el primer párrafo del artículo anterior; cuyas preguntas, 
enumeradas correlativamente en cada materia, las conservará completamente reser-vadas el Presidente. 
 
Art. 12. Señalado el dia de los ejercicios se presentará el aspirante á quien haya 
 tocado el primer lugar, y sacando por suerte un número para cada materia, se dará 
 por el Presidente lectura de la pregunta que lleve igual número, á la que contes- 
tará aquél; así corno á las ampliaciones y aclaraciones que 
 le exijan los Jueces so-bre el mismo punto.  
Terminado el acto, se despejará la sala; y el Tribunal de oposicion, por mayoría 
 absoluta, votará sobre la admision 6 nó del aspirante para los demás ejercicios. 
 Vuelta á abrir la audiencia pública, continuarán en las horas de despacho de 
 aquel dia y los siguientes iguales actos con los restantes aspirantes hasta que con-cluya el del último número. 
 
Art. 13. Si en cualquier estado de la oposicion enfermase alguno de los aspiran-
tes admitidos, le pasará su turno, y vendrá á colocarse despues del último número; 
 mas si continuara enfermo al irse á principiar otro Orden de ejercicios, ó se retirara 




Art. 14. Terminado en todos el primer ejercicio de la oposicion, el Secretario 



























































tantes, con los números de Orden que les correspondan, y tambien las trincas para 
el segundo ejercicio, las que se formarán segun el Orden correlativo de los nú- 
meros. Si faltaren uno 6 dos para formar la última trinca, en la primera sesion se sor- 
tearán los aspirantes que hayan de completarla, y se publicara tambien el resultado, 
no computándose para los sorteados este ejercicio como acto sujeto á calificacion. 
Art. 15. Para el segundo ejercicio tendrá tambien el Tribunal preparadas y 
acordadas tésis ó puntos más 6 menos controvertibles de Derecho militar, que no 
bajarán del doble número de opositores ni excederán del triple, las cuales numera-
das se reservarán en los mismos términos que marca el artículo 11. 
Art. 16. Señalado el dia, se presentará el primer opositor de la primera trinca, 
y sacará por suerte tres números de las tisis formuladas: el Presidente leerá ó hara 
leer las tésis á que correspondan, dando copia de ellas á dicho opositor, quien ante 
el mismo Tribunal, sin separarse, y concediéndosele sólo cinco minutos para ente-
rarse y decidir, elegirá de entre las tres una, que sustentará en sn disertacion y 
contra las impugnaciones de sus dos contrincantes, que estarán presentes al acto y 
recibirán copia de la tisis elegida. 
Art. 1'7. Inmediatamente será encerrado el sustentante hasta la sesion del dia 
inmediato, sin permitirle comunicar con persona alguna, como no sea comple-
tamente imperita y con objeto de prestar algun servicio mecánico. 
Se le facilitarán los libros que pidiere y hubiere en alguna de las Bibliotecas pú-
blicas; pero no se le consentirá que reciba escrito alguno, como no sea carta mera-
mente familiar y abierta. Art. 18. Constituido el Tribunal al dia siguiente, parecerán ante él los indivi- 
duos de la trinca; y el sustentante hará su disertacion, arguyéndole á seguida los 
dos contrincantes, por el órden de sus números. 
Si el tiempo permite que se practiquen en un dia varios ejercicios, los puntos 
se darán á varias trincas, y así continuarán hasta que hayan concluido los primeros 
números de las señaladas, siguiéndoles luego en las disertaciones los segundos, y 
últimamente los terceros de ellas. 
Art. 19. Terminado cada acto, quedará el Tribunal en sesion secreta, , y cada 
uno de los Vocales calificará, segun su conciencia, tanto al sustentante corno á los 
argumentantes con una de las notas siguientes, que se reducirán gradualmente á 
un número determinado de puntos: insuficiente, bueno, notablemente aprovechado y 
sobresaliente; los que quedarán consignados en el acta reservada para hacer en su 
dia la graduacion definitiva de mayor a menor merecimiento. 
Art. 20. Cuando hayan concluido todas las trincas los ejercicios de segundo Or-
den, se procederá á los de tercero, que son individuales y que habrán de practicarse 
tambien por la numeracion relativa del primer sorteo. 
Art. 21. Al efecto el Tribunal tendrá preparadas un número de causas, procedi-
mientos y expedientes, que no bajen del triplo ni excedan del cuádruplo del número 
de los aspirantes admitidos; cuyas causas estarán numeradas y reservadas, con 
papeletas tambien numeradas en que se exprese la clase de trabajo que en las mis-
mas haya de practicar el opositor, segun la preparacion que en ellas se haya hecho: 
si la acusacion fiscal, la sentencia ó el dictámen auditorial. 
Art. 22. Para dicha preparacion el Tribunal reclamará, tanto de la Secretaría 
como de la Escribanía de Cámara y Archivo del Consejo, las causas ó expedientes 
que tenga por conveniente, de los que segregará dasde la censura, sentencia 
 que haya de extender el opositor hasta el final, conservándolo todo bien 
guardado para devolverlos íntegros cuando termine la oposicion. 
Art. 23. Los opositores irán compareciendo por su órden ante el Tribunal, y 
sacando por suerte un número, se harán cargo de la causa y ejercicio á que la pape-
leta de aquel número se refiera. Tambien serán constituidos en la misma incomuni-
cacion de que habla el art. 17, facilitándoles los textos legales y libros que pidieren. 
Art. 24. En las sesiones del dia inmediato harán el ejercicio que marca el pár-
rafo tercero del art. 10; y terminado ese ejercicio, será seguidamente calificado por 
el Tribunal en la forma prescrita en el art. 19. 
Art. 25. Despues de terminados todos los terceros ejercicios, se constituirá el 
Tribunal en sesion reservada, y con presencia de las actas anteriores, calificaciones 
parciales, sumará los pantos que se hayan marcado en todos conceptos á cada opo-
sitor, colocando en su virtud en el núm. 1.°'al que haya obtenido más puntos, en 
el segundo número al que siga en Orden de puntos, y así sucesivamente; entendie'n- 
'11 	 (TACETA FORENSE 
 
dose que el que no haya obtenido la mitad más uno del número total de puntoS 
que se pueden obtener, los que serán fijados reservadamente por el Tribunal, queda 
virtualmente declarado no apto para servir en el Cuerpo Jurídico-militar. , 
Si dos ó más opositores aptos resultaren con igual número de puntos, se estará 
á lo que decida el Presidente para el número de órden que cada uno haya de 
ocupar. 
Art. 26. Terminados los ejercicios de oposicion, el Tribunal formulará la pro-
puesta al Director general de los opositores que por reunir las mejores censuras 
constituirán la escala de aspirantes con derecho por su 
 Orden al ingreso en el Cuer-
po Jurídico-militar en todas las vacantes del empleo de Auxiliar que haya, y 
 en 
 las que ocurran en lo sucesivo hasta que quede extinguida. 
Art. 27. Dicha escala de aspirantes se compondrá precisamente del número que 
al tenor de lo expresado en el art. 6.° se haya fijado en la convocatoria. 
Art. 28. Los opositores que excedan del número de los que compongan la escala 
referida, no tendrán derecho alguno al ingreso. 
Cuando las necesidades del Cuerpo lo exijan, se procederá á hacer nueva con-
vocatoria. 
 
Art. 29. El Secretario redactará las actas de la sesiones que el Tribunal celebre, 
las cuales, una vez aprobadas en la sesion siguiente á la que se refieran, serán 
rubricadas por el Presidente y firmadas por el Secretario. 
Se exceptúa el acta de la propuesta, que será firmada por todos los Vocales, apro-
bada que sea por el Tribunal en sesion celebrada al efecto. 
Art. 30. El Director general 'del 
 Cuerpo Jurídíco-militar remitirá al Ministerio 
de la Guerra la referida propuesta; quedará constituida al tenor de ella la escala de 
aspirantes, yla Direccion general propondrá á continuacion para el ingreso en el 
Cuerpo Jurídico-militar, por órden correlativo, á los que corresponda con sujecion 
á los números 6 lugares que ocupen en la mencionada escala, á fin de cubrir las va-
cantes que existan de la clase de Auxiliar, y lo mismo efectuarán en las vacantes 
sucesivas de este empleo. Si con la misma fecha se hiciesen varios nombramientos 
de Auxiliar, tomarán en la escala de Auxiliares y en el Cuerpo Jurídico-militar el 
mismo órden en que estuvieran en 
 la, 
 de aspirantes, considerada para todos los 
 efectos como escala de antigüedad: 
Art. 32. El Secretario del Tribunal de oposiciones expedirá las certificaciones 
que reclamen los opositores declarados aptos, haciendo constar el número que 
obtuvieron.  
Art. 33. Los aspirantes aprobados manifestarán al Secretario de la Direccion 
general el punto donde vayan á fijar el domicilio. Igualmente le participarán con 
oportunidad las mudanzas que verificaren. 
Art. 34. Los aspirantes-opositores de la escala serán preferidos á los demás 
Abogados que no pertenecen al Cuerpo Jurídico-militar para el desempeño en 
interinidad de los destinos de la carrera en las ausencias, enfermedades é in-
compatibilidades de los propietarios, y en las vacantes mientras se proveen. 
Art. 35. Las dudas que ocurran en la aplicacion de este Reglamento serán resuel-
tas por la Direccion general, sin perjuicio de consultar al Ministerio de la Guerra, 
en el caso de que lo considere oportuno por su gravedad; quedando á salvo el dere-
cho de los interesados que se crean agraviados por las resoluciones de la Direccion, 
para recurrir á la superioridad en el término de diez dias. 
SECCION DE VARIEDADES 
MEMORIA LEIDA EN LA UNIVERSIDAD CENTRAL AL RECIBIR LA INVESTIDURA DE DOCTOR. 
EN LA FACULTAD !DE DERECHO, SECCION DEL CIVIL Y CANÓNICO, POR EL LICENCIADO 
 
DE LA MISMA DON FRANCISCO VIRELLA CASSAÑES. 
Las huelgas: sus causas.--Leyes económicas que las rigen.--El Estado 
 
¿debe tolerar su existencia? 
 
Excmo. Sr.: En la manera de sér de las sociedades modernas y por virtud del 
sucesivo desenvolvimiento de los conocimientos humanos, nos encontramos con una 
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á 
De entre ellos, la mal llamada cuestion social absorbe en nuestros tiempos poco 
menos que la atencion universal, y nueva tela de Pendlope, lo que se ha creido en un 
principio acertada solucion, cae luego por su base, para dar lugar á nuevo estudio é 
incesantes investigaciones, cuyo fin no parece por ahora cercano. 
Uno de los más grandes ministros contemporáneos, mister Gladstone, ha dicho en 
nn renombrado discurso que el siglo xix seria conocido en la Historia con el nombre 
de sil/lo obrero. A pesar de que este concepto está reñido hasta cierto punto con la rea-lidad, puesto que la clase obrera no ha jugado todavía el primer papel, ni se vislum-
bra, por ahora, el instante de su supremacia, tiene aquella frase, no obstante, el mé-
rito de hacer resaltar una de las principales fases del siglo actual, y el especial para 
nuestro objeto de demostrar la importancia que necesariamente debe revestir todo 
estudio que á este respecto se refiera. En efecto: la situacion actual de la industria en Europa, bajo el punto de vista de 
las relaciones entre el patrono y el obrero, se presta á las mas sérias consideraciones 
En realidad de verdad, la paz reina hoy por hoy en muchos puntos, pero en otros 
existe un antagonismo violento 6 latente, sorda guerra 6 deshecha tormenta. Es impo- 
sible negarlo: atravesamos una crisis social donde el derecho y la iniquidad, el bien 
r y el mal, se mezclan y confunden. El capital y el trabajo se observan con reciproca 
desconfianza que produce el desbarajuste de todos los intereses y, desgraciadamente, 
lejos de disminuir, parece que este mal se agranda cada vez más, amenazando soca- 
var la sociedad en sus cimientos. El síntoma que más caracteriza á esta dolencia es la huelga. 
¡La huelgal esto es, la encarnizada lucha entre los elementos de la produccion, que 
no por acarrear males sin cuento, debemos declarar en tésis general injusta, y que 
mientras no se llegue á una verdadera union entre los agentes productores, entre el 
capital y el trabajo, revestirá la categoría de un mal necesario. 
Lejos de condenar en absoluto las huelgas, sin distincion de las que tienen por 
origen una legítima aspiracion, hemos de hacer constar que, si bien por determinadas 
causas, ya á instigacion de pasiones demagógicas, ya por locas é insensatas preten- 
siones que se mezclan con frecuencia en la lucha industrial, las anatematizamos, no 
por eso nos hallamos en el caso de desechar las voces de innumerables obreros labo- 
riosos y honrados, ni retardar las mejoras que reclame la justicia. El obrero se vé 
compelido á la huelga cuando aboga por su salario, que si disminuye compromete la 
existencia de su familia; y le obliga á ella, como dice con bella frase Mr. Charles Ro- 
bert, el mismo sentimiento que fuerza á todo ciudadano al combatir por la inte- 
gridad de su patria y el honor de su bandera. 
Al estudio, pues, de este interesante problema dedicamos nuestro primer ensayo, 
para el que seguiremos la senda trazada por el tema, con las variantes que á nuestro juicio se ofrezcan pertinentes, dando una ligera idea de lo que han sido y son las 
huelgas por medio de una breve excursion histórica; fijándonos luego en sus causas, 
particularizando las leyes económicas que las rigen, para examinar á seguida el me-jor modo de resolver aquéllas, en el sentido de la concordia y de la paz social. 
Z. 
La palabra huelga, que en su más lata acepcion, vale tanto como cesacion de tra-
bajo. tiene en el terreno económico y social significacion mas limitada, entendiéndose 
por tal, la coalicion de obreros  que  rehusan trabajar, en tanto que no obtengan deter- 
minadas concesiones . Para completar esta idea trasladamos á continuacion la lista que publica un in-
dividuo de la Asociacion internacional, de los casus belbi que pueden originarla: 
«La huelga, dice, puede tener por objeto una peticion de aumento de salario, ó 
rehusar una disminucion del mismo; una demanda de disminucion de horas de trabajo 
6 el negarse á aceptar un aumento de dichas horas; ya la abolicion de los reglamentos 
atentatorios á la di gnidad del obrero, ya la mejora de las condiciones de salubridad y seguridad de ciertos talleres y determinadas minas, ó el rehusar trabajar con herra-
mientas defectuosas, con primeras materias de mala calidad, cuyo empleo pueda cons-
tituir una pérdida para el obrero; 6 la intencion de oponerse á la violacion de lo con-






































     
      
de las Asociaciones obreras; y, por último, la oposicion á que entren en los talleres 
	
sed 
número excesivo de obreros como aprendices (1).» 
	
to d 
tosa Anges que estudiemos las causas y leyes que rigen este fenómeno y en virtud del  
plan que nos hemos propuesto seguir, tócanos ahora saber su antigiiedad y lugares en 










Apuntando sólo la idea de que la huelga es algo más que un fenómeno económico, 
 que en su manera de ser tiene conexion con el socialismo, las huelgas deben ser de 
 
anteriores tiempos si, como tendremos ocasion de ver más adelante, el socialismo toma 
 su origen de las más remotas nacionalidades. 
 
Demostrado está que en su imperfectibilidad, la naturaleza humana habrá nece-
sitado mucho tiempo para reconocer y respetar la existencia de leyes naturales que 
 
regulen el órden moral, á semejanza de lo que pasa en el mundo fisico; y de ahí que, 
 
en nuestro terreno, se haya creido por algunos y por mucho tiempo que la tasa de 
 
salarios era algo arbitraria, que podia subir y bajar á impulsos del mas fuerte, á pe-
sar de que hoy se comprenda perfectamente lo errado de tal suposicion. Muy cierto 
 
es que en época distinta de la nuestra, la fuerza se puso al lado de los patronos 
 para debilitar al obrero en detrimento de su salario 6 remuneracion, y así en Francia 
 
como en Inglaterra, el Magistrado y la Ley intervinieron con demasiada frecuencia 
 para determinar un máximum de salario, explotacion inicua que sólo la ignorancia 
 de aquel entonces excusaba. 
. 
Así, despues de la peste de 1348 en Londres, el Parlamento estableció una tasa 
 para la remuneracion diaria del obrero, continuando esta costumbre de las tasas au-
toritarias hasta el siglo xvii. En 1685, los Jueces de paz del condado de Warwick, 
 
conformándose con un acta de Isabel, establecieron una tasa de salarios con respon-
sabilidad correspondiente y exigible, lo mismo al patrono que la extendiese, que al 
 
obrero que intentase aumentarla, siendo la retribucion de 4 schillings por semana de 
 Marzo á Setiembre, y 3 para el otro semestre. Pero al finalizar aquel siglo había ya 
 pasado la oportunidad de semejante vejacion, como que el obrero empezaba ya á ser 
 fuerte, si no por su valer, al ménos por su número. El resultado fué, cesar la apli-
cacion de aquellas tarifas y dar á luz nuevas disposiciones. 
 
La poblacion obrera iba aumentando cada vez más. y en las naciones industriales 
de la Europa no se arredró por nada ni por nadie, coaligándose y poniéndose frente 
á frente del capital en demanda de salario, y entonces se declararon ya varias in-
dustrias en huelga, primeramente en Caen, donde los patronos tuvieron que ceder á 
aquella pretension, y más tarde en Dametal, cerca Rouen, en 1697. 
Siguiendo por este camino, á mediados del siglo XVIII, revistió este antagonismo 
formas más importantes y resultados cada vez más funestos. Testigo fué la industrial 
Lyon en 1744 y más tarde en 1786, en que, desmoralizada la clase obrera, dió un dia 
de luto á aquella populosa ciudad. Vino luego la Revolucion, que reivindicando todos 
los derechos que á la personalidad humana se debian, proclamó la libertad absoluta 
de trabajo, y las asociaciones obreras crecen y se multiplican, y cada vez la adminis• 
tracion vive más amenazada, progresando este estado de guerra. 
No debemos, pues, asentir la opinion, bastante generalizada, de que estas luchas son 
de nuestro tiempo, sino por el contrario, creer con Mr. Leroy Beaulieu «que nuestra 
época no tiene el mérito de haber inventado las huelgas, y apenas si se puede decir 
que las ha perfeccionado: sólo si las ha hecho más frecuentes, más generales y más perjudiciales á todos (2).» 
Siendo ya la Revolucion un hecho, se manifestaron claramente las tendencias del proletariado que se apellidaba á si mismo cuarto estado, no obstante que, preocupado 
 
el espíritu de la Europa por aquel cataclismo, y en la necesidad más tarde de defen-
derse del primer Imperio, produjo en esta cuestion un forzoso paréntesis que cierra 
 la Restauracion: enardece á su vez ésta la lucha y se repiten y desparraman las huel-
gas en diferentes puntos. trascendiendo á los diferentes ramos de la industria. Así 
 
en Paris en 1821, y en dicha capital y Lyon en 1832, 1834 y 1840. En este último 
 
año empezóse á iniciar una huelga minera que estalló en 1844, produciendo la célebre 
de Rive-de-Gier. Por aquella época (1840-41) en Inglaterra los carpinteros empeza- 
(1) Rapport de Mr. Depaepe au nom de la section bruxelloise du troisieme Con- 
 grés, de la Asotiation internationale des travailleurs.
-9 Septembre 1868. (2) Question ouvriere au xixe siécle. 
ron á mostrarse descontentos, y la efervescencia fue en aumento hasta 1845, en que 
se declararon aquéllos en huelga en  grandísimo numero, introduciendo la más espan-
tosa confusion, que cedió más tarde. Tambien en Bélgica, de 1840-49, segun dice 
Mr. de Molinari, hubo gran agitacion, como lo prueba, además de los nombres de 
Marcbienne-au•Pont y Seraing, con los datos que trascribimos de obreros procesados 
por delito de coalicion. Estos fueron 435, de los que los Tribunales absolvieron 132, 
condenaron á 293 á prision y .10 á multa. Por lo que, á pesar de prohibir la coalicion 
las legislaciones de aquellos pueblos; se vé cómo ocurrian nuevos, poderosos y más 
terribles choques. 
Con relacion á nuestra España, sin remontarnos á excursiones históricas, que no 
son compatibles con el atraso lamentable ,que nos legó la dominacion austriaca, re-
vistiendo la forma moderna, son tan antiguas como el establecimiento de la grande 
industria y á pesar de no acusar gravedad considerable,  comparativamente hablando, 
hemos tenido, con todo, que lamentar dolorosas perturbaciones, muy particularmente 
en las provincias catalanas. 
Pasemos á ver su importancia, sus efectos . 	 ' 
t Que las más notables huelgas europeas son las organizadas por las Trades Unions 
inglesas, está fuera de toda duda con sólo recordarlos famosos nombres de Nottin-
gham y Sheffield. Podemos, pues, considerarlas como tipos: fijémonos así en las huel-
gas de obreros como en las de los patronos, que llaman los ingleses lock-out, y entre 
ellas descuellan las de los ludlitas ocurrida en 1833 en el Lancashire; los patronos 
respondieron á esta huelga por un lock-out gastando 450.000 francos, teniendo que 
ceder los patronos á los seis meses. 
En 23 de Julio de 1859, la huelga de los calafatee en Lóndres se repitió contra un 
patrono para obtener la reduccion de horas de trabajo, y fueron despedidos 7.856 
obreros; pero terminó la huelga sin resultado decisivo, llegando las partes á un 
acuerdo como el de pagar el trabajo á un tanto por hora. 
Estalló más tarde en Manchester otra gravísima huelga en que patronos y obre-
ros tocaron funestos resultados. 
En 1865, los patronos de la industria de hierro sostuvieron empeñada lucha con 
los obreros para que dejaran éstos las asociaciones: la agitacion se extendió á todo el 
Reino-Unido, con la desorganizacion consiguiente. 
Si agregamos á todo esto la pintura que hace Mr. Levasseur en su Histoire des 
classes ouvrieres en France depuis 1879 jusqu'a nous jours, de lasmás importantes huel-
gas francesas, comprenderemos que 
 sus efectos son altamente perjudiciales. Y como 
una prueba más en apoyo de lo que decimos, no podemos menos de continuar un cu-
rioso resultado de las principales huelgas, que hemos leido no hace mucho en un 
ilustrado diario: 
«En la famosísima de Preston, sostenida por 1 .7.000 obreros, se perdió, en concep- 
. to de 
 salarios, la suma de 10.000.000 de francos; los recursos de las Trades Unions 
absorbieron 2.400.000; las economías perdidas, los objetos abandonados en el Monte 
de Piedad y extraviados, las enfermedades; en :una • palabra, la miseria del obrero, 
importaron un mínimun de 12.400.000. Y añadiendo á estas partidas otras de dete-
rioro de material, de la depreciacion de la clientela, etc., se eleva la suma á 17.748.500 
francos. 
La huelga de Padiam, sostenida por 800 obreros, 450.000 francos de jornales per-
didos, 108.750 de salarios proporcionados por las Unions y 957.000 por los intereses 
del capital de los fabricantes. 
La de Cliteró, sostenida por 5.000 obreros, costó 1.164.377 francos; 7.762.500 la 
de Blakburn, sostenida por 40.000 obreros; la de Asthon, en que intervinieron 22.000, 
importó 8.533.750; la de Colney, por 1. .500 obreros, 4.851.550 francos; la de Bol-
ton, por 12.000, 4.657.600, y por último, una en Lóndres, de calafates en número de 
10.000, 11.117.656 francos. 
Total de pérdidas ocasionadas: 39.588.050 francos. Véase si despues de esto se 
puede aconsejar la huelga, mientras haya la esperanza de uti mal arreglo, y si se ne-
cesita que la desesperacion sea grande 6 el egoismo inmenso, para no procurar la 




SECCION DE NOTICIAS 
Dos nuevos tomos de la casa editorial de los Sres. Góngora tenemos que anunciar 
á nuestros lectores. Constituyen los volúmenes XVI y XVII de la Nueva biblioteca 
universat—seccion histórica,—y se intitulan Historia de los Romanos bajo el Imperio, 
por Cárlos Merivale (tomos II y III). Version castellana (de la última y reciente edi-
cion inglesa), anotada y continuada hasta la caida del Imperio, por D. A. García Mo-
reno.—Precio de ámbos tomos: 20 rs. cada uno en Madrid; 22 en provincias y 24 en 
Ultramar y Extranjero.—Los pedidos, acompañados de su importe, se dirigirán á los 
Sres. Góngora, editores, Puerta del Sol, 13, Madrid. 
Segun nuestros informes, no es exacto que pronto se convoque para oposiciones 
á la judicatura. Personas que deben hallarse bien enteradas nos aseguran que existe 
el pensamiento de reformar la Ley orgánica del poder judicial, para que sólo se in-
grese por oposicion en las Promotorías fiscales, y que de ellas se pase á los Juzgados 
de primera instancia. 
Ha salido de esta córte, para continuar sus estudios en la Universidad de Bolo-
nia, nuestro particular amigo y compañero D. Guillermo Travado y Loste, Licencia-
do en las Facultades de Derecho y Filosofía y Letras. Dicho ilustrado jóven será el 
corresponsal de nuestra Revista en la expresada capital. 
En breve comenzarán los ejercicios de oposicion á la Cátedra de Procedimientos 
judiciales y Práctica forense de la Universidad Central, vacante por fallecimiento 
del Profesor que la. desempeñaba. 
ADVERTENCIAS 
Como repetidamente teniamos anunciado, con fecha 20 del pasado hicimos 
entrega al Banquero del giro contra aquellos sefiores que se hallaban en 
descubierto con esta Administracion, á los cuales rogamos se sirvan hacer 
efectivos, á su presentacion por los corresponsales, los recibos librados al 
efecto. 
Aquellos de nuestros abonados que hubiesen dejado de recibir algun nú-
mero de la GACETA FORENSE, por extravio en el correo ti otra cualquier 
causa, podrán reclamarlos en todo el presente mes, y se les servirán á vuel-
ta de correo. 







Idem un año 	  
Ultramar y ¡ Semestre. 
	  
extranjero., 1 Año. 	  
15 reales. 
16 	 • 
32 
	 • 60 
	 • 
80 en oro. 
160 	 • 
Se harán bibliografías de obras jurídicas, 
siempre que se remitan á esta Redaccion dos 
ejemplares: uno para el bibliógrafo y otro para 
la Redaccion. 
De las que remitan solo un ejemplar, se in-
sertará el anuncio. 
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SECCION DOCTRINAL 
CANCELACION Y LIBERACION 
¿Por qué la ley Hipotecaria no se ha limitado al terreno propio de la 
denominacion con que se distingue, dejando para otra Ley, que pudiera lla-
marse del Registro de la propiedad, cuanto pudiera referirse al estableci-
miento y órden de sus oficinas? 'He  aquí una pregunta que alguna vez nos 
hemos formulado, sin que basten á su satisfactoria contestation las razones 
que algunos hallan para justificar lo contrario. 
En efecto: decir que la hipoteca es contrato de garantía, añadiendo que 
se observa siempre como accesorio de otras obligaciones, de las cuales de-
pende, y cuyas vicisitudes experimenta; sostener que si se tratara de un pro-
yecto de Código civil no seria ciertamente bueno el método observado por el 
legislador, porque en el expresado Cuerpo se hallaria clasificado el por ce con- ydefinida la propiedad en el título correspondiente, mientras que, p 
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trario, en una Ley aislada se hace indispensable organizar de antemano la 
	 que 1 
	
propiedad y los demás derechos reales, á que despues viene á unirse la hi- 
	 tuos< 
	
poteca, es dar explicacion poco adecuada para justificar lo que se ha practi- 
	 bre c 
cado, pero no deslrúir los fundamentos del contrario dictamen. 
	 y ex1  
	
Encontramos que la hipoteca, si reviste el aspecto de un contrato, se 
	 vám  
	
ofrece tambien á la ciencia como derecho real, y en este concepto, depen- 
	 ] 
	
diente de la inscripcion, busca en 
 un terero el 
 sujeto pasivo de lae relaciic, 
	 lene  
nes qué crea; y hallamos Cambien que, en los cuatro títulos que preceden al íeil
gar, 
de las hipotecas en la Ley de este nombre, no se . organiza ni desenvuelve la rad
ena
i 
nocion `de. la propiedad, 'sino que se robustece y' garantiza en virtud de las 
	
nuevas ideas, lo que era antiguo en nuestro derecho, á saber: el dominio y 
	 dac la teoría' completa de sus desmembraciones. 
 
	




varó que carece de fuerza el argumento que se quiere invocar con fruto para 
	 ins 
	
que parezca más acertado el órden de la Ley. Lejos de nuestro ánimo el 
	 libe 
	
desconocer la importancia que ostenta, y que antes de ahora hemos aplaudí- 
	 dé 
	
do con entusiasmo; léjos de nosdt^os la idea de aparecer como indiferentes 
	 tt}0 
	
ante uno de los monumentos más dignos de estudio, pero que, no obstante, y 
	 dó 
	
á pesar de las innovacioues que ha sufrido, necesita no'EteScansar abdiidona- 
	 de do en el camino del progreso científico. 
	 sio 
	
Ejemplo de lo expuesto es, sin dude~, la materia concerniente á las can- 
	 tex 
	
celaciones. Quizá sea una de las que mejor desenvueltas se hallan en la Ley; 
	 tei y sin embargo, 
 ha dado lugar á una confusion lamentable, que en ciertos y 
 
determinados casos ha podido perjudicar á muchas personas. La cancelacion y la liberacion son dos palabras que nada tienen de sinónimas, y que repre-
sentan filos procedimientos totalmente diversos que, bien estudiada la Ley, 
 
no es lícito confundir. 
 
Los expedientes de liberacion de qué trata el tít. XIII, se refieren á car- 
 
gas que no constan inscritas en el Registro, ó que lo estaban de una manera 
 
defectuosa con anterioridad á 1.° de Enero de 1863, fecha en que empezó á 
 
regir dicha Ley, y representan el tránsito del antiguo al nuevo sistema. No r 
 
solamente se desprende esto de la lectura de todos los artículos que el expre- 
	
c 
sado título comprende, sino que la exposicion de motivos que precede á la 
	 1 ley, Hipotecaria, y que segun expresion del Ministro encarado de 
	 1 g 	 presentar 	 1  tal trabajo á las Córtes, representa el más autorizado comentario, lo explica 
 
de un modo análogo en la pág. 124 y siguientes ,de la edicion oficial de1877. 
	 1 No obstante la claridad que el legislador arrojó :en 
 ese punto, y á pesar 
 de .hallarse dispuesto por el art. 77 de dicha Ley que las inscripciones sólo se extinguirán por su cancelación ó por la transferencia del 
 dominio ó dere-
cho real inscrito, la Direccion general de los Registros, en Resolucion de 
 16 de Abril de 1878, dice: «En armonía con los principios fundamentales  
contenidos en el arte 347 de la ley Hipoteca ^iai 
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que la liberacion de las cargas no inscritas y de aquellas que por lo defec-
tuoso, de su  inscripcion en los Registros antiguos no pueda determinarse so-bre qué bienes afectan, se practique con arreglo á un procedimiento especial 
y extraordinario, que no puede ni dobe aplicarse á la cancelacion de los gra-
vámenes inscritos sobré fincas conocidas y determinadas.» 
Despues de tales explicaciones,  que  se deducen de la misma Ley sin vio-
lencia alguna, puede preguntarse: ¿de dónde ha partido la equivocacion? Di-
fícil es concretarnos á una contestacion categórica; mas quizá no sea aventu-
rado asegurar que el error, partiendo necesariamente del conocimiento vul-
gar, debe hallar su origen en lo que, si no puede llamarse un defecto de re-
daccion, es por lo ménos una falta de claridad en la misma. Sabido es que 
en la Ley no hay un epígrafe que se llame de las cancelaciones, si bien el tí-
tulo IV se ocupa de ellas bajo el siguiente enunciado: «de la extincion de la 
inscripcion y anotacion preventiva,» en cambio en el tít. XIII se lee: «de la 
liberacion de las hipotecas legales y otros gravámenes existentes;» y de aquí 
que el  cite  desee satisfacer su curiosidad por medio del Indice, sin haber es-
tudiado directamente esa materia, quede tan léjos de su propósito como que-
dó distante el legislador de la exactitud de los términos. Solamente así pue-
de parecer apropiado á la ley Hipotecaria lo que dijo un orador en la discu-
sion del proyecto ante el Senado: «Que leyes así hechas, recordaban el mis-
terio de que se rodeaban los sacerdotes del paganismo cuando hablaban en 
templos oscuros á los adoradores de sus ídolos.» 
JOS) MONTAUT Y TRIGUEROS. 
SECCION DE CONSULTAS 
1 
¿A quién debe imputarse el gasto de funeral en una testamentaria9 
M. Rosa falleció en Abril de 1863 bajo testamento autorizado por Nota-
rio, en el cual legó el quinto de sus bienes en usufructo á su marido M. T.; y 
ocurrida la muerto de éste, debía pasar la propiedad de dicho quinto á su 
hijo I. T., consignando la suma de 3.000 reales para gastos de funeral y 
bien del alma, cuya cantidad la satisfizo el usufructuario á la muerte de la 
testadora del patrimonio del mismo; y como quiera que dicho M. T., ó sea 
el usufructuario, ha fallecido, se pregunta: ¿debe el legatario del quinto en 
propiedad acumular al cuerpo general de bienes del difunto M. T. los 3.000 
reales que éste satisfizo por el concepto expresado, ó era obligacion del mis-
mo pagar dicha suma? 
En  mi concepto, debe el propietario acumular al cuerpo de bienes del 
usufructuario los 3.000 reales que éste satisfizo, porque segun las Leyes 18 
y 20 de Toxo, y la 9.", tít. 20 lib. X de la Novísima Recopilacion, es obliga-
cion del propietario pagar dichos gastos, pues de lo contrario se perjudicaria 
á los demás legitimarios, y tambien pudiera ocurrir el caso de que al usu- 
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fructuario le sobreviniera la muerte sin poder disfrutar de dicho legado, y 
en tal caso habria pagado indebidamente de su propio caudal contra la vo-
luntad del testador. 
Apreciaría tener contestacion, pues estoy practicando la division de bie-
nes correspondientes á la testamentaría.—Un suscritor. 
CONTESTACION. 
Nos hallamos conformes con el parecer del consultante, y somos de opi-
nion, por tanto, de que el obligado al pago de los gastos de funeral es el 
propietario del quinto, porque éste se halla precisamente afecto por la Ley 
á esa deduccion, y para que otra cosa ocurriera, seria necesario que en el 
testamento se dijese que habia de ser de cuenta del usufructuario.—LA Bu- 
DACCION. 
REVISTA DE TRIBUNALES 
Causa contra Francisco Gallego Lorenzo, Modesto Cerezal Blanco y Fran-
cisca Calzada Gil, por el delito de asesinato cometido en la persona de Juan 
Perez, vecinos todos ellos del pueblo de Piedrahita de Castro, partido de 
Zamora. 
En la noche del 7 al 8 de Junio de 1879, Francisco Gallego y Modesto Cerezal 
dieron muerte á su compañero de oficio el pastor Juan Perez. 
Segun del proceso resulta, los criminales fueron al bardal ó majada del ganado 
del interfecto con el designio de matarle, lo que no llevaron á efecto en dicho sitio 
y sí cerca del pueblo cuando aquél venia a casa de su amo á amasar el pan, sobre 
las dos de la madrugada, derribándole de la caballería en que venia mdntado del 
primer golpe que con sus cayadas le asestaron, dándole despues otros sucesivos hasta dejarle cadáver. 
Refieren los procesados que verificaron el hecho por instigaciones de Francisca 
Calzada, quien les habia propuesto con tres semanas de anticipa çion la comision 
del delito, proposicion que volvió á reiterarles alguna otra vez, y por último, la 
noche de autos, llegando hasta el punto de ofrecerles la cantidad de 2.000 rs. si 
 lo 
realizaban, y habiéndoles insultado y llamándoles cobardes y amenazándoles con 
matarles ó envenenarles si no lo llevaban á efecto. 
El Juzgado de primera instancia de Zamora condenó á los dos primeros en la 
pena de muerte, considerándoles autores del delito de asesinato por apreciar en el 
hecho las circunstancias de premeditacion y alevosía, estimando además como con-
currente la agravante de nocturnidad; y á la segunda, •ó sea á la Calzada, en la 
pena de diez años de prision mayor como encubridora del referido delito, por ha-berse encontrado en su casa la camisa de uno de los procesados. manchada con 
sangre de la víctima, á quien ella facilitó otra limpia de su marido, desestimando 
el concepto de autora por no existir comprobada tal participacion en el delito más 
que por el dicho de los otros dos procesados. 
Elevada la causa en consulta, el Fiscal de la Audiencia de Valladolid pidió que 
se impusiera á la procesada la pena de muerte, considerándola tambien como auto-
ra del mencionado delito, cuya pretension fué desechada por la Sala de lo criminal 
de dicha Audiencia, que confirmando la sentencia del inferior por lo que á Gallego 
y Cerezal se refiere, impuso á la Calzada la pena de siete años de prision mayor. 
El Fiscal de S. M. interpuso recurso de casacion en contra de ésta, y fué dene-
gada su admision por el Fiscal del Tribunal Supremo. 
Nombrado Letrado defensor de Francisco Gallego y Modesto Cerezal, al que cor-
respondia en turno nuestro companero D. Juan G. Ocampo, por sustitucion de éste 
interpuso el recurso en beneficio de los mismos D. Juan Rincon y Sanz, Redactor 
de esta GACETA, presentando al efecto un extenso y bien pensado escrito. 
El dia 12 del pasado tuvo lugar la vista de esta importante causa, y en ella el 
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cuanto las a ntencia recurrida no 
contiene las conclusiones    formuladas 1 por la de- 
fnsa de los 
áe su vez son  los 3.°ay 11 de ^  la
o 
 ley rProvisional^ de 818 ede Julio 
iddeG1870,lvigente al  
instruirse el 
rotunda y categórica,   que para eleva
or cuanto los 
 causa á plen
os 
 lo s  mismo que manera 
rarla providenciasa,
s, p odrecurya razon entendia la defensa c
que se  habia infringido 
solamente 
 de 
provideia 	 concluia ue, ó la causa no se hallaba las formas esenciales del procedimiento, y 	 que  esto se habia llevado á efecto aún elevada á plenario ni declarada conclusa, ó q  
de  una 
y, 
 manera 
or último, 3. °, ale l ó indef, ns 
 los 
 espectoo de  Francisco   Gallego y Modesto 
cesas; 1 p r 	 g 	 1 	 primera Cerezal, fundándose en la excesiva rapidez con que se habia procedido en p  
la causa ,  puesto l términó de seis dial más, ó 
 de
o 
 verificado el 
 lo mismo 
hecho 
el 19 del propio  mes s y 
la causa, y 	 para año, habia recaído sentencia condenatoria, fijándose principalmente en que p 
al Letrado de los ^ procesados to 	 l veinticuatro 	
fiscal, 
negándole la próroga que solicitó, 
sin que tampoco se le confiriera más tiempo que veinticuatro horas improrogables 
para formular el escrito de defensa, términos que consideró el Sr. Rincon como in- 
suficientes 
y proponer Palprueba quetá los procesados 
en el 
 pudieraa convenirles, y á cuya diligencia 
renunció, así como á la ratificacion de los testigos del sumario; y para redactar, en 
el segundo, una defensa en favor de sus defendidos tal y como lagve ad 
del 
 asunto la exigía, sin que negára por eso que 
dicho defensor en primera  
hizo cuanto le fué posible, dada la presion y premura del tiempo con que contó para 
presentar dicho escrito. Citó nuestro compañero como infringidos, al sostener la casacion por infraction 
de ley: 1. 0 , el art. 10, circunstancias 2.a, 7.a y 15 del Códi go 
 pon al, manifestando, 
n if esta idad 
con sólidos argumentos, qie ni la alevosía, ni la p 
que se estiman au tos y en 
en s
elu fviirotu d;recurrido, 2.°, q ue pueden o podia hacerse apli acionndel art. 
caso de 	
418 del 
autos y 	 u vrd; 2.°, 	 P 	 que  el mismo señala 
expresado Código, imponiendo en su grado máximo la pena q  
para el autor del delito de asesinato.  Pidió, por último, que se impusiera. á los procesados Gallego y Cerezal la pena 
 
señalada para el autor del delito de homicidio, y si á ello no diere lugar la corres-
pondiente al autor del delito de asesinato sin circunstancias agravantes.  
El Fiscal sostuvo la sentencia recurrida en un 
breve razonamiento, pidiendo  
que ésta se confirmase en todas sus,partes.  Con fecha 23 del pasado Noviembre se ha declarado no haber lugar á ninguno 
 
de los dos recursos interpuestos en beneficio de los referidos desgraciados, y man- 
dando pasen los autos al Ministerio fiscal á los efectos del art. 945 de la Comp 
cion general sobre el Enjuiciamiento criminal.  
SECCION DE 3URISPRUDENCIA 
CRIMINAL  
Delito de homicidio.—En vindicaeion de una ofensa recibida no cabe admitir el con-
cepto jurídico de la defensa legítima de un extraño.-(Sentencia de 30 de Abril de  
1880. Gaceta de 10 de Setiembre.)  
Reunidas varias personas en una casa del pueblo de Almonte con motivo de un  
baile, y entre ellas Manuel Sanchez Martin, se presentaron Francisco Huelva Ro-
driguez y Francisco Busto Gutierrez, quitando del baile el Huelva, que se hallaba  
algo embriagado, al Sanchez. Martin; por lo que la dueña de la casa dió por termi- 
nada la fiesta, cerrando la puerta luego que salió la gente, mediando ent tomando 
gunas palabras entre aquéllos, marchándose el Huelva con el Busto; y  
entonces el Sanchez un palo de otro sujeto, se dirigió en persecuçion de aquéllos,  
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á quienes alcanzó, promoviéndose riña entre los tres, é infiriendo al Huelva unte 
	 tan 
	
contusiones leves en la cara, de las que sanó á los tres dias, recibiendo el Sanchez 
	 ins a su vez tres heridas de arma punzo-cortante con que le acometió Busto, que le 
produjeron la muerte á las ocho horas; cuyos hechos se declaran probados. 
	
La Sala de lo criminal de la Audiencia de Sevilla, aceptando los resultandos y 
	
Go 
considerandos, á excepcion del 7.° de la sentencia consultada, por la que se de- 
	




el art. 419 del Código, siendo responsable en concepto de 
 autor el procesado Fran- 
	
de 
cisco Busto por prueba de indicios graves y concluyentes, sin circunstancias agra- 
vantes ñi atenuantes, por no ser apreciable la que se establece en el referido séti- 
mo considerando de haber obrado el procesado en defensa del Huelva, le condenó 
á quince años de reclusion temporal, accesorias y mitad de costas, sin indemniza- 
cion por estar expresamente renunciada. 
Contra esta sentencia ha interpuesto el procesado recurso de casacion por in-
fraccion de ley, fundado en los artículos 861 y 862 en su núm. 5.° de la Compila- 
cion de Enjuiciamiento criminal, citando como infringidos los artículos del Códi- m go 9.°, en relacion con el caso 6.° del 8.°, y regla 2.a del 82, porque obró en defensa 
de un extraño y ha debido aplicársele la pena en su grado mínimo. Y el Tribunal Supremo,  
Considerando que para los efectos de la casacion por infraccion de ley, se en- 
	









error de derecho en la calificacion de los hechos que se declaren probados en la 
	 p 
	
sentencia en concepto de circunstancias agravantes, atenuantes ó eximentes de 
	 e ' responsabilidad criminal, ó en la designacion del grado de la pena correspondiente 	 d 
al culpable, segun la calificacion que se haga de las mismas circunstancias; 
	
p Considerando que la Sala sentenciadora admite como probado que la riña á que posteriormante se debió la muerte de Manuel Sanchez Martin tuvo orígen 
en la 	 d 
	
provocacion que 
 Francisco Huelva empleó cuando entró en el local 
 del 
 baile en 
	
d 
compañía del procesado Busto para separar del mocionado baile al Sanchez, 
	 L siendo por lo mismo consiguiente que al renovarse dicha riña en la calle por 
el 	 e Sanchez en vindicacion de la ofensa recibida no quepa admitir el concepto jurídico 
	
d 
de la defensa legítima de un extraño, como el recurrente pretende le sea reconocí- 
	 t do en un caso en que, como en el presente, el despues ofendido Huelva fué el que 
	
I 
provocó el suceso en que intervino Busto pc-r venganza, favoreciendo la causa de 
su amigo y acompañante en el baile Francisco Huelva; 
	 1 Y considerando, por tanto, no autorizado este recurso por el referido caso 5.°
, del artículo 862, ni infringidos los artículos del Código penal que se citan: 
Declara no haber lugar al recurso de casacion por infraccion de ley' interpuesto por Francisco Busto Gutierrez. 
ADMINTISFrJ ArrIVA 
Clero parroquial. HABERES PASIVOS.
—El ministerio parroquial no puede, por su índole, equipararse á ningun empleo pzsblico dependiente de la Administracion, ni regirse, 
por consiguiente, por la legislacion que regula los haberse pasivos de los funcionarios 
de las diversas carreras del Estado; y esto sentado, ya se atienda á lo dispuesto en la ley de 25 de Julio de 1838, ya á lo resuelto en la R. O. de 30 de Abril de 1852, dictada de acuerdo con el Nuncio Apostólico para el caso de hallarse habitualmente imposibilitado 
algun Párroco, los beneficiados de esta clase no tienen otros derechos que los determinados 
en las disposiciones expresadas. 
Así lo declara el Real decreto que absolvió á la Administracion de la demanda 
entablada por don José Pulido y Espinosa contra la Real órden que negó al deman- dante el señalamiento de haber pasivo como cesante, (R. D. 14 Mayo 1880. Gac. L° Octubre id.) 
Desamortizacion ExCEPCION DE DEHESAS BOYALES.
—La inforniacion ad perpe-tuam que en los casos de falta de pruebas documentales exige la R. 0. de 2 de Octubre de 1862 para acreditar el origen y posesion de los terrenos que 
 en 










tancias se justifican  con certificaciones del Registro de la propiedad en el que constan  
inscritas.  
Con este fundamento se deja sin efecto, á instancia del  Ayuntamiento de El 
 Gordo, la Real órden que, confirmando un acuerdo de la Direction general  
Propiedades y Derechos del Estado, denegó la excepcion de unos terrenos por no 
haberse acreditado con los titulos oportunos la propiedad ni haber subsanado este 
defecto en tiempo hábil. (R. D. 19 Mayo 1880. Gaceta 1.° Octubre id.)  
SECCION LEGISLATIVA  
Ministetio 
tele aval celebrado entre Espa^Ça 9 el Reino-Unido de l
a Gran Bretaña é Irlanda el2 11 
 de Agosto, de  1880.  
Su Majestad el Rey de España 'y S.  M.  la Reina del Reino-Unido de la Gran  
Bretaña é Irlanda, animados del mismo deseo de extender en sus Estados respec-
tivos el ejercicio del derecho sobre obras literarias y artísticas que se publiquen 
 
por primera vez en cualquiera de los dos países, han considerado oportuno, miéntras  
esté pendiente la negociacion de un nuevo Convenio que reemplace al de 7 de Julio  
de 1857, celebrar un Convenio temporal con aquel objeto, y han nombrado al efecto  
por sus Plenipotenciarios, á saber:  
S. M. el .Rey  de  España á D. Manuel Rancés y Villanueva, Marqués de Casa 
 LA- 
iglesia, Senador del Reino, Caballero Gran Cruz de la Real y distinguida Orden 
de Carlos III y Caballero de  primera clase de la Orden civil de Beneficencia 
de 
 España, Caballero Grau Cruz de la Orden pontificia de San Gregorio el Magno, Ca- 
-b
allero de primera clase de la seal Orden del Agui la Roja de Prusia, Gran Cruz 
de las Reales Ordenes de la Corona  de  Italia, de Federico de Würtemberg y de Al-berto el Valerosa de Sajonia., de la .s Gran Ducales de Felipa el Magnánimo de Hesse 
Da^mstandt, del Halcon Blanco de Sajonia Weimar y de la Corona de Vandalia de.ilfecklemburgo Schwerin y de la Ducal de Adolfo de Nassau, Gran Cruz del Leon y el Sol de'Pérsia, etc ; su Enviado Extraordinario y Ministro Plenipotencia-
rio cerca de S. M. la Reina del Reino-Unido de la Gran Bretaña é Irlanda. 
Y S. M. la Reina del Reino-Unido de la Gran Bretaña é Irlanda al Muy Hono-
rable Grandville, Jorge, .Conde' Grandville, Lord Leveson, Par del Reino-Unido, 
Caballero de la Muy Noble Orden  de  la Jarretera, Miembro del Consejo Privado de 
S. M., Lord G iardian de  los Cinco Puertos yonl s ble del 
Castillo 
 de Dov r,   Canciller de la Universidad de Lándres, y Principal 
majestad para los Negocios Extranjeros.  Quienes, despues de haberse comunicado recíprocamente sus respectivos plenos  
Poderes y de haberlos hallado en buena y debida forma, han convenido y concluido  
los artículos siguientes.  
ARTÍCULO I. 
Desde la fecha en que este Convenio se ponga en vi gor, conforme á lo dispuesto 
en el .  artículo XIII, los autores de obras literarias ó artísticas á quienes las Leyes 
 
de uño de los dos países concedan ahora é concedieren en lo sucesivo el derecho  
de propiedad ó de reproduccion, tendrán la facultad de ejercer este derecho en los  
dominios del otro país durante el mismo tiempo y en los mismos límites en que  
se ejerciese en este otro pais el derecho concedido a los autores de obras de igual  
clase publicadas en él; por manera que la reproduccion é publicacion fraudulenta  
en uno de los Estados de cualquiera obra literaria ó artística publicada en el otro,  
será trata'd'a del mismo modo que lo sería la reproduccion ó publicacion fraudu-
lenta de una obra de igual género publicada por primera vez en este otro país; y  
que los autores de uno de los dos  países tendrán la misma accion ante los Tri-
bunales del otro, y gozarán en  este mismo de igual proteccion contra las publica- 
ciones del referido país.  La expresion «obras literarias é artísticas» empleada al principio dé este ar- 
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ciones musicales, de dibujo, de pintura, escultura, de grabado, de litografías y de 
toda otra produccion literaria 6 artística. 
Los apoderados legítimos 6 derechohabientes de los autores, traductores, com-
positores, pintores, escultores y grabadores disfrutarán en un todo de iguales de-
rechos que los concedidos por el presente Convenio á los mismos autores, traduc-
tores, compositores, pintores, escultores y grabadores. 
ARTÍCULO II. 
La proteccion otorgada á las obras originales se hace extensiva á las traduc-
ciones. 
El presente artículo tiene, sin embargo, por único objeto, protejer al traductor 
en lo relativo á su propia traduccion, y no el de conferir al primer traductor de una 
obra el derecho exclusivo de traduccion, excepto en los casos y con las restriccio-
nes previstas en el artículo siguiente. 
ARTÍCULO III. 
El autor de cualquier obra publicada en una de las dos naciones que se reserve 
el derecho de traduccion, gozará por el término de cinco años, contados desde la 
fecha en que se haga la primera publicacion de la traduccion de su obra autori-
zada por él, del privilegio de proteccion contra la publicacion en el otro país de 
cualquiera traduccion de su obra que el autor no haya autorizado, con las condi-
ciones siguientes: 
1. a 
 La obra original será registrada y depositada en el uno de los países en el 
término de tres meses, contados desde el dia de la primera publicacion en el otro Estado. 
2. a 
 El autor deberá indicar en la portada de la obra su intencion de reservarse 
el derecho de traduccion. 
3.a La referida traduccion autorizada deberá ser publicada al ménos en parte, 
en el término de un año, á contar desde la fecha del registro y depósito del origi- 
ginal, y en su totalidad en el de tres años, contados desde el dia del referido de-pósito. 
4.a 
 La traduccion deberá publicarse en una de las dos naciones, y ser registra-da y depositada conforme á las disposiciones del artículo VIII. 
Con respecto á las obras publicadas por entregas, bastará que la declaracion 
del autor de que se reserva el derecho de traduccion se exprese en la primera de dichas entregas. 
No obstante, en lo referente al período de cinco años señalados por este artículo 
para ejercer el derecho exclusivo de traduccion, se considerará cada entrega como 
una obra separada, que deberá ser registrada y depositada en uno de los dos países 
en el término de tres meses, á contar desde su primera publicacion en el otro. 
ARTÍCULO IV. 
Las estipulaciones de los artículos que preceden serán igualmente aplicables á 
la representacion de obras dramáticas y á la ejecucion de composiciones musicales, 
en tanto que las Leyes de cada uno de los dos países sean ó lleguen á ser aplicables 
en este punto á las obras dramáticas y musicales, representadas ó ejecutadas pú-blicamente por primera vez en ellos. 
Sin embargo, para que el autor pueda disfrutar de la proteccion legal en lo que 
se refiere á la traduccion de una obra dramática, deberá publicarse dicha traduc-
clon en los tres meses subsiguientes al registro y depósito de la obra original. 
Se entiende, que la proteccion estipulada en el presente artículo, no tiene por 
objeto prohibir las imitaciones de buena fé, ni los arreglos de obras dramáticas á 
la escena en España é Inglaterra respectivamente, sino únicamente impedir las traducciones fraudulentas. 
La cuestion de si una obra es imitacion ó reproduccion fraudulenta, será re- 
suelta en todos los casos por los Tribunales de los' países respectivos, segun las Leyes vigentes en cada uno. 
ARTÍCULO V. 
No obstante las estipulaciones de los arts. I'y II del presente Convenio, los 
artículos copiados de diarios y periódicos publicados en uno de los dos Estados, 
r 
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podrán ser reproducidos 6 traducidos en los periódicos 6 diarios del otro, con tal 
que se exprese su procedencia. Este permiso, sin embargo, no se comprenderá que autoriza la reproduccion en 
 insertos 
en diarios ó periódicos os publicados 
 artículos 




una manera clara en el periódico ó diario mismo en que los publicaren que prohi-
ben su.  reproduccion. 
ARTÍCULO VI. 
Queda prohibida la importacion y venta en uno ú otro país de los ejemplares 
del presente C nvonvenio , ya procedan del Estado 
falsificacion  que los arts. 
 la obraóy de 
l sene Ceni, ya  
cualquier otro país extranjero. 
ARTÍCULO VII. 
En el caso de infringirse cualquiera de las estipulaciones de loe artículos que preceden, las obras ó artículos fraudulentos serán recogidos y destruidos; y las per-
sonas que resultaren culpables de esta contravencion estarán sujetas en cada país 
á las penas y procedimientos judiciales prescritos ó que prescriban en lo sucesivo 
las Leyes de aquel Estado para iguales delitos cometidos con respecto á una obra 
ó produccion de origen nacional. 
ARTíCULO VIII. 
Los autores y traductores, lo mismo que sus apoderados legítimos 6 los derecho - 
habientes en uno ú otro país, no podrán disfrutar de la proteccion estipulada en 
los artículos que preceden ni reclainar el derecho de propiedad en uno de los dos países, á ménos que la obra haya sido registrada del modo siguiente, á saber: 
1.° Si la obra ha visto la luz pública por la primera vez en España, deberá ser 
registrada en la oficina de la Sociedad de Libreros de Londres (Stationers Hall). 
;G.° Si la obra se ha publicado por primera vez en los dominios de S. M. Britá-
nica, deberá ser registrada en Madrid en el Ministerio de Fomento. 
Nadie tendrá derecho á la referida proteccion si no ha observado las Leyes y 
Reglamentos de los países respectivos eon referencia á la obra, para la cual se re-
clame dicha proteccion. Respecto de libros, mapas, estampas, así como de obras 
dramáticas y composiciones musicales (á ménos que las obras dramáticas y las 
composiciones musicales sólo se hallen en manuscrito) no se concederá la pro-
teccion sino cuando ha sido entregado gratuitamente en uno ú otro de los puntos 
ya designados, segun el caso, un ejemplar de la mejor edicion ó de la que esté en 
mejor estado, á fin de que se deposite en el punto señalado al efecto en cada país, á saber: en España en la Biblioteca Nacional de Madrid; en la Gran Bretaña en el 
Museo Británico de Londres. En todo caso se llenará la formalidad del depósito y registro en el término de 
tres meses, contados desde la primera publicacion de la obra en el otro país. Res- 
pecto de las obras publicadas por entregas, cada entrega se considerará como una 
obra separada. Una copia certificada del asiento en el libro de Registros de la Compañía de 
Libreros de Lóndres conferirá en los dominios de S. M. Británica, el derecho ex- 
clusivo de reproduccion, hasta tanto que se pruebe ante los Tribunales mejor 
derecho. ruebe el regis- El certificado expedido con arreglo á las Leyes de España, que p 
tro de cualquiera obra en este país, será válido para el mismo objeto en los domi- 
nios de S. M. Católica. Al tiempo del registro de una obra en uno de los dos países, se expedirá, si así 
se pidiera, un certificado 6 copia certificada que exprese la fecha exacta en que se 
verificó el registro. El ccsto del registro de una sola obra, con arreglo á las disposiciones del pre- 
sente articulo, no excederá de 5 rs. vn . en España, ni de un chelin en Inglaterra; y los demás gastos por la expedition del certificado del mismo registro no excederán 
de la cantidad de 25 rs. vn . en España, ni de 5 chelines en Inglaterra. Las estipulaciones de este artículo no serán extensivas á los artículos de diarios 
y periódicos, los cuales serán protegidos contra la reproducciou 6 traduciion sea- 
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cilla por medio de un aviso del autor, segun se prescribe en el artículo V. Pero si 
algun artículo ú obra públicada por primera vez en un diario ó periódico fuese 
reproducido en otra forma separada, quedará entóaces sujeto á las disposiciones 
del presente artículo. 
ARTÍCULO IX.  
Con respecto á cualquier objeto que no sea libros, estampas, mapas y pgbli-
caciones musicales, para las cuales pudiera reclamarse proteccion en virtuel del 
art. 1.° del presente Convenio, queda convenido que cualquiera otra manera de re-
gistro que la prescrita en el anterior artículo que sea ó pueda ser en adelante apli-
cable por las Leyes de uno de los dos países á una obra'ó artículo publicado por la 
vez primera en el mismo, con el fin de protejer el derecho de propiedad literaria 
sobre tal objeto ó produccion, se hará extensivo con iguales condiciones á cual-
quiera otra obra ú objeto semejante publicado primeramente en el otro. 
ARTÍCULO X. 
Con el objeto de facilitar la ejecucion del presente Convenio, las dos Altas Par-
tes contratantes se obligan á comunicarse mútuamente las Leyes y Reglamentos que 
puedan establecerse en lo sucesivo en sus respectivos territorios, con relacion al 
derecho de propiedad literaria sobre las obras ó producciones protejidas por las 
estipulaciones del presente Convenio. 
ARTÍCULO XI. 
Las estipulaciones del presente Convenio no podrán afectar de manera alguna 
el derecho quo 
 cada una de las dos Altas Partes contratantes se reserva e,xipre-
samente de vigilar ó prohibir con medidas legislativas o de policía interior 
 la . yen-
ta, circulacion, representacion 6 exhibicion de cualquiera obra ó produccion, 
respecto de la cual uno délos dos países considere conveniente ejercer este derecho. 
ARTÍCULO XII. 
Ninguna de las estipulaciones concertadas en este Convenio podrá interpretarse 
de manera que afecte al derecho de una 6-de otra de las dos Altas Partes contra-
tantes de prohibir la importacion en sus dominios de aquellos libros que por las 
Leves interiores ó por obligaciones contraidas con otros Estados estén declarados G 
se declaren como fraudulentos, ó infrinjan el derecho de propiedad literaria. 
ARTÍCULO XIII. 
 
El presente Convenio se pondrá en ejecucion lo más pronto que sea posible des- 
ues del cange de las ratificaciones. Se dará prévio aviso en cada país por el Go- 
bierno del mismo del dia señalado para que empiece á regir. 
Este Convenio continuará vigente desde. el dia en que empiece á regir 'hasta 
que se estipule y cone] uya el nuevo Convenio mencionado en el preámbulo y que 
ha de reemplazarle. Cada una de las Partes contratantes queda, sin embargo, en 
libertad de dar por terminado el presente Convenio temporal, dando á la otra 
noticia con seis treses de anticipacion. 
Las Altas Partes contratantes se reservan la facultad de introducir de comun 
acuerdo en el presente Convenio cualquiera modificacion que no crean incompatible 
con su espíritu y sus principios y que la experiencia demostrare ser conveniente. 
ARTÍCULO XIV. 
El presente convenio será ratificado, y 
 el cange de las ratificaciónes se verifi-• 
cara en Lóndres lo más pronto posible. 
En fé de lo cual los Plenipotenciarios respectivos lo han firmado por duplicado 
y puesto en él el sello de sus armas. 
Fecho en Lóndres á once de Agosto de mil ochocientos 
 qués de Casa Laiglesia.—(L. S.)—Grandville. 
Declaracion. 
Los infrascritos Plenipotenciarios de S. M. el Rey de España y de S. Mala 
Reina del Reino Unido de la Gran Bretaña é Irlanda, autorizados al efecto por sus 












que concierne á la ejecucion de una parte del Convenio de propiedad literaria que 
han firmado hoy dia de la fecha, poniendo á la vista el origen de las obras pu-
blicadas en cualquiera de los dos países, deberá aparecer en la portada de ellas la 
ciudad 6 punto en que hayan sido publicadas. En fé de lo cual, los Plenipotenciarios respectivos han firmado por duplicado 
la presente declaracion, que tendrá igual validez que si se hubiese insertado en el 
cuerpo del Convenio mismo, y lo han sellado con el sello de sus armas. 
Fecho en Lóndres á once de Agosto de mil ochocientos ochenta.—(L. S.)—Mar-
qués de Casa Laiglesia.—(L S.)—Grandville. Las ratificaciones de este Convenio fueron cangeadas en Lóndres el 18 de Se- 
tiembre de 1880. 
VACANTES 
Escribanias. 
Madrid.— En el Juzgado de primera instancia del partido de Illescas se halla 
vacante una Escribanía de actuaciones, la qué debe proveerse con arreglo á los ar-
tículos 3.° y siguientes del Real decreto de 12 de Julio de 1875. 
Los aspirantes presentarán sus solicitudes documentadas al Juez de primera 
instancia del partido en el término de veinte dias, á contar desde el siguiente al 
de la publicacion de este anuncio en la Gaceta de Madrid, lo que tuvo lugar el 26 
de Noviembre.  
Valencia. — Acreditada la necesidad de proveer una Escribanía de actuaciones, 
vacante en el Juzgado de primera instancia del distrito de. San Vicente, de térmi-
no, por fallecimiento de D. Manuel  Gonzalez que la servia, los que aspiren á obte-
nerla con el carácter de habilitados Ÿ reunan los requisitos' prescritos por el art. 1.° 
del Real decreto de 12 de Julio de 1875, presentarán, en el término de veinte dias, 
sus solicitudes documentadas al juez del distrito de San Vicente, á los electos del 
art. 5.° del mismo Real dec ^eto. (Gaceta de 26 de Noviembre.) 
SECCION DE VARIEDADES 
,1EMORIA LEIDA EN LA UNIVERSIDAD CENTRAL AL RECIBIR LA INVESTIDURA DE DOCTOR 
EN LA FACULTAD DE DERECHO, SECCION DEL CIVIL Y CANÓNICO, POR EL LICENCIADO 
DE LA. MISMA DON FRANCISCO VIRELLA CASSAÑES• 
Las huelgas: sus causas.--Leyes económicas que las rigen,—E1 Estado 
¿debe tolerar su existencia? 
(Continuation.) 
Estos resultados de las huelgas ponen de relieve ún cierto carácter de tenacidad, 
una como cooperacion á todo trance, por parte de sus promovedores. ¿Qué medios, 
pues, se emplean para asegurar el éxito de las huelgas? I3é aquí una cuestion que pre-
cisa dilucidar si se observa que al lado de la reciproca asistencia, reguladora de las 
relaciones entre obreros, imperan abuses que debemos conocer. 
En las naciones mas habituadas á esta clase de luchas, empiezan los obreros por 
procurar la union, de muchas .corporaciones, con el fin de vencer á los patronos de 
una determinada industria, ó se rehusa trabajarcon'el patrono que cebe á las exi-
gencias huelguistas mientras no lo hagan los demás; ya se concierta establecimiento 
de Jurados mixtos, ya los diferentes presidentes se reunen en Consejo central; pero 
estos precedentes, conformes á los fueros de la clase obrera, difieren esencialmente 
de los que usan cuando atentos á imponerse, ataacaii , las propiedades • y las personas de 
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los patronos, con la intencion de intimidarlos lo mismo que á sus compañeros, llegando 
 
estos actos violentos y estas infracciones del derecho de gentes hasta el pillaje, el in- 
 
cendio y el libertinaje, prueba evidentes de la ignorancia en que hallan sumidas las 
 
masas. Bien dijo O'Connell hablando de las huelgas: «las coaliciones obreras han ejer-
cido un despotismo increible entre los trabajadores, y nada hay tan duro ni tan degra-
dante como este despotismo de los unos sobre los otros. Ningun Gobierno absoluto ha 
 dado el ejemplo de esta sujecion, en tanto que si Pedro el Grande 6 el sultan Mohamud 
 hubiesen abusado de esta manera de su poder, hubiesen sido destronados.» 
 
Y no es esto todo . Al lado de los atentados y violencias por los obreros promovi-
dos, al lado de las catástrofes que los mismos han originado, debemos poner, para 
 
ser justos, el proceder del capital, de los patronos, no exentos por cierto de res-
ponsabilidad en el desórden moral y material que lamentamos. ¿Cómo no recordar 
 
al mismo Leon Faucher, que ha comparado la alta industria inglesa á un feudalismo, 
 
desprovisto por añadidura de su espíritu caballeresco? ¿Permite el derecho absoluto 
 declarar justo todo lo que la ley escrita autoriza 6 no prohibe? Antes de declarar in-
apelable tal 6 cual cifra de salario para conservar intacto el beneficio, ¿se ha exami-
nado minuciosamente si corresponde á las necesidades normales de la vida? ¡Ah! des-
graciadamente no dudamos de la certeza de estas preguntas, como tampoco podemos 
 
negar la violencia de los patronos. 
 
Oigamos á Levasseur en su obra citada. Cuando la huelga de los carpinteros de 1845, 
 
los patronos celebraron una reunion en número de 163. Uno de ellos propuso aumentar 
 
el salario á los obreros.—«Una exclamation general se elevó en contra mia, dice ól en 
 
su declaracion ante la justicia. Yo no he visto nunca' semejante furor; quisieron arro-jarme por la ventana. ¡Ah, señores! no conoceis á los patronos, también tienen sus 
cóleras y sus rencores!» 
 
Tal es el cuadro que nos presentan las huelgas: estos son los inmensos perjuicios 
 que á capital y trabajo irrogan. 
 
Urge, pues, estudiar este fenómeno; poner un remedio á tal estado de cosas; hacer 
 
que cesen estas luchas, cuya resistencia seria materialmente imposible, á no contar 
 
con las intermitencias de su manifestacion, carácter sobre el que llamamos muy 
 
especialmente la atencion. 
 
Estudiemos ahora las causas productoras de las crisis de que nos ocupamos, no tan 
 
sólo para conocerlas en las diferentes esferas de los conocimientos humanos, sí que 
 




En general, podemos considerar tomo origen del mal que afecta á los agentes de 
 la produccion una perturbacion, así en el órden intelectual, como en el moral y ma-terial.  
Perturbacion en el Orden intelectual, como á consecuencia del mayor 6 menor gra-
do de desarrollo que tiene la educacion obrera, del cultivo más 6 ménos completo de 
 
su inteligencia. Naturalmente, cuanto menor sea este cultivo y aquella educacion, y 
 por ende mayor su ignorancia, se verán los hombres sujetos con más fuerza á los so-
fismas que procuran imbuirles los apóstoles del socialismo; esta ignorancia será que 
 
mantenga lo antiguo, proteja la rutina, cierre la puerta al verdadero progreso y quite 
 
al obrero la posibilidad y hasta el deseo de mejorar de suerte, no sólo por sus esfuer-
zos, sí que tambien por los de las personas que por dl se interesen. No es extraño que 
 
Emilio 011ivier afirme que no se podrán conjurar las huelgas sino á fuerza de ins-truccion (I). 
A su lado, en otro Orden de consideraciones, nos encontramos con perturbaciones 
 de la ley moral, que dan por resultado un aislamiento de la, clase obrera, una sepa-
racion de las otras clases, aislamiento y separation que se compadecen y completan, 
 produciendo aquellas luchas. Ignorantes, muchas veces inconscientemente, de los 
 deberes que la ley moral les impone, y supeditados por malos ejemplos, sin verda-
deras nociones de la criminalidad de ciertos actos, sin tomarse el trabajo de pensar 
 
en un más allá y entregados por única di.straccion á placeres groseros, á un embruteci-
miento en que buscan casi siembre el olvido, ó cuando ménos un paliativo á sus 
 
sufrimientos, se precipitan cada vez más en un abismo de humillante degradacion: 
 
en estas condiciones la verdad es que tiene mucho ganado la causa de la anarquía y 











































(1) Raport sur la loi des coalitions. 
 
fiy(ate1'A Y+OBf10Nl1G 
También en el Orden material encontramos un conjunto de causas, y en este ter-
reno es donde son más tangibles, más comprensibles, uras veces dando como resultado 
naturalda huelga, en el sentido de accidentes fortuitos independientes de la voluntad 
del hombre,  que se oponen á la buena intencion de patronos y obreros—y esta es la 
excepcion-y otras dando de sí las huelgas artificiales, dependientes de la humana 
voluntad— expresion de la regla general. 
Aparte de  estas  consideraciones generales, debemos, á nuestro entender, hacer 
objeto de especial detencion la razon social de las huelgas. En todos tiempos y por todas partes vemos al hombre rebelarse contra las imposi-
ciones y luchar por el menosprecio con que se miraba á razas y familias deter- 
minas,  a l 
 y"dn os pueblos,   
hoy de 
 por la fuerzan  mañana por el 
conquistas 
erecho, se lhaá do ele- 
vando cada de los
a vez más e l 
	
hoy 
a do cadás l nivel moral de la humanidad y se ha conquistado la plenitud 
de derechos que constituyen el ciudadano moderno. El pueblo, que no encontraba sali-
da á su estado de abyeccion, ni campo en que realizar sus aspiraciones, no tenia más 
remedio que apelar á una protesta, y desde lá famosa retirada al monte Aventine, 
aprendió á imponerse y á conocer lo que podia. En este sentido, pues, y descendiendo á nuestro terreno, podemos calificar la huel-
ga de socialista, quizás no en el verdadero sentido de la palabra, pero siempre dan-do á entender la redencion del obrero, del pueblo pon el pueblo. 
  
us ribi las ; csaes 
sin inconveniente la opinion de Leroy Beaulieu, y 	 q prodrá 	 qu  
ciones obreras no siempre tengan relacion con el socialismo, sinó como punto de par-
tida, irán á parar á él como término de jornada, como con galana frase afirma el 
citado autor: erodas las corrientes aisladas concluyen por morir en este mar del socia-
lismo.» Y como quiera que el socialismo es de todos tiempos. nos explicamos perfec-tamente las huelgas desde las más remotas edades, sinó con el carácter que tienen hoy 
dia en la industria, en política, en religion, etc. 
Para probar esa universalidad del socialismo, ¿qué' más tenemos que recordar al-
gunas prescripciones de la ley Mosaica en el antiquísimo pueblo hebreo? ¿Qué otro 
interés reconoceremos en el año del jubileo y en las leyes suntuarias de aquella? Y si 
nos fijamos en el pueblo-rey, que legisló para el mundo entero en la inmortal Roma, 
loo vemos aquí un carácter marcadamente socialista en su leyes agrarias? iNo es un 
hecho reconocido hace poco tiempo que en la misma China el pueblo, refractario por 
excelencia á toda intrusion occidental y á toda civilizacion extranjera, ha hecho el 
socialismo grandes progresos? Bien entendido que de ningun modo hemos de aceptar principio alguno que tienda 
á modificar la sociedad en su manera de ser, verdadera utopia para nosotros, inten-
taremos hablar de las huelgas bajo este aspecto, que es su más legitima fuente en la 
presente época. Privilegiadas inteligencias han querido ver como única causa del socialismo la 
ignorancia y el egoísmo, y se han contentado con calificar de saturnal revolucionaria 
y ridículo carnaval, una idea que tiene muy diferentes y vastos alcances. Dice M. Le-
roy Beaulieu, apoyándose en la autoridad de Mr. Corbon, antiguo obrero parisien, 
que el elemento obrero no sólo no presta culto á religion alguna positiva, sino que ni 
áun se fija en ninguna creencia, por vaga é indeterminada que sea. Sin negar que 
puede ser verdad, ab lo creemos muy cierto, por lo menos en los pueblos meridio-
nales, más propensos por regla general al fanatismo en ideas religiosas—por esto 
quizás no ha hecho tantos progresos como en otras naciones en España é Italia—
apoyándonos tambien en otra razon muy atendible, como es que se nos figura nece-
saria cierta cultura ó instruccion para poderse declararvides  á reducirse á lo mismo ad i-  timos desgraciadamente, es una gran indiferencia, quo  
que el descreimiento arriba citado. 
Por otra parte, un indudable instinto obliga á la clase obrera a fomarse un ideal 
de perfecta justicia que patrocine y garantice su dignidad y su reposo. Como quiera 
que este místico instinto no puede aplicarse á la contemplacion de la vida futura, 
por fuerza tiene que ejercer su actividad en una sociedad terrestre ideal, y  este 
 carácter religioso del socialismo—si valer puede la frase—se traduce en la esfera 
de los hechos por una aspiracion á la redencion terrestre. Estas ideas que siempre han flotado por las regiones donde se cierne el espíritu 
humano, empiezan a germinar al estallar la revulucion francesa; pero á nuestra épo-
ca corresponden los frutos que por desgracia han dado. Y se comprende muy bien. 





























de que xnás tarde han dado ejemplo, fraternizando corno un solo hombre: la masa del 
pueblo estaba dividida en gran número de pequeñas sociedades rivales las unas de las 
otras, pues, si bien la ^evolucion habia suprimido las antiguas corporaciones y los 
patronos se encontraban aislados, quedaban subsistentes los `diversos grupos de 
trabajadores, ,encontrándose ri faltar la cobcsion y comunidad de miras á qué se ha dado en llamar solidaridad hoy en dia. La revolution de 1848 debia abolir todo esto, 
. 
 como lo hizo, preparando el advenimiento de las doctrinas verdaderainente socialistas.' 
Los obreros que en un reducido número concurrian en un principio d los talleres ; 
 —por estar estos diseminados á causa del poco vuelo industrial—y que dependian 
directamente de un encargado .6 gerente, se veian explotados y relegados á no poder. 
emanciparse; pero luego, el magnífico progreso de la industria moderna hizo que se, juntaran los operarios en grandes talleres, y a esas agrupaciones fueron con sus anti-guas quejas y resentimientos, quo han crecido y so han convertido en un peligro so-
cial, desque han conocido, su valer, que es el de la fuerza y el número. 
La opinion, que seguia con ávida mirada este renacimiento industrial, y que lo apoyaba en provecho propio, se cegó y no'comprendió las,conseeuencias, así políticas como sociales, que la preponderanci a obrera daría de sí, y por esto no las ,atajó 
,a tiempo. • 
De otra parte, con la pequeiaa industria, el obrero y el .patrono mantenian rela-
ciones.mucho más cordiales; la frecuencia del trato y el continuo roce produjeron 
cierta consideracion, que desapareció inds tarde al .separarlos la fortuna, la educacion 
y das relaciones sociales, que colocaron al patrono muy por encima del obrero y de la cual no se libraron tampoco. dun con sus antiguos compafieros, que se elevaron por 
el ahorro .y.el saber. 
La industria, cada. vez más pujante y con sus tendencias á la concentracion, crea 
por la fusion las grandes Compañías; su existencia. necesita de grandes centros obre- 
ros, de verdaderas poblaciones que llegan a contar multitud de operarios, y. el res-
peto que á éstos podia contener de su patrono ó jefe de industria, desaparece ante la 
reunion de les accionistas, á quienes se considera equivocadamente como ún conjunto de ociosos y perdidos. Hasta la liteiatu^a popular favorece este
. 
 movimiento y las predicaciones y sugestiones al proletariado crecen y se agigantan. siendo el resultado indefectible. 
Los obreros se. encuentran, pues, separados de las clases acomodadas por barreras, 
así morales corno materiales, y á pesar de_ los esfuerzos de los poderes públicos, que 
procuran igualarlos en todo, y á pesar de su entrada en el concierto político por los 
diferentes derechos que les conceden, .queda por encima el exagerado sentimiento de su fuerza, que produce una guerra abierta entre el capital y el trabajo, dando co- 
ino corolario las huelgas. Y tanto es así,. que,confundi,endo el Orden moral con el fí-
sico, creen susceptible á la sociedad de sufrir una trasformacion análoga á la que ha 
modificado la produccion y para la cual no les han faltado sofismas y razonamientos 
especiales. 
Hé aquí, á grandes trozos, explicado el advenimiento del socialismo, que tuvo su 
origen cono organizacion de las fuerzas obreras en A sociacion internacional de traba-jadores. en una gran fiesta industrial, en el primer colosal certamen de la civili-
zacion contemporánea, en la Esposicion londonesa de 1862. Con ocasion de esta solemnidad, el Gobierno y el pueblo francés, atentos al progreso universal y con 
laudable generosidad, costearon á varios comisionados obreros, pensiones que les 
permitieran estudiar los adelantos de la industria extranjera. ¡Cuántas esperanzas no 
se f'orjarian entonces y qué cruel desengaño no produjeron más tarde! 
En 5 de Agosto del próximo año celebróse la fiesta de la fraternidad internacio-
nal, en que se cambiaron proposiciones, si bien moderadas en, la forma, radicales en 
el fondo, por las que pidieron los delegados franceses el cambio de correspondencia 
sobre las cuestiones de industria internacional. Por cierto que á nadie se alcanzó en-tónces que el resultado de esta peticion fuera la crisis del capital y el trabajo. 
Así nació esta Asociacion, sin mezcla alguna ,con el elemento revolucionario poli-
tico, aprobándose definitivamente sus bases y estatutos en 
 Martin's 
 Hall en 28 de Setieml de.11864.. Obsérvese bien que por entonces, por una. especie de fatalidad ; lo mismo los poderes públicos
. 
 que las clases pudientes por. medio de sus. más brillantes inteligencias,..festejaban, ensalzándola, aquella union, cifrando en ella sus más entu-
siastas esperanzas, así para -e1 progreso en general, como en provecho de los obreros. ¡No hablan de tardar muchos años las sangrientas jornadas de Marzo de 1871 á demos-trar el error que cometieronl 
1  
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Concedido á los obreros el derecho de reunion, fué .este el plantel donde se desar-
rollaron las doctrinas de los reformistas, y este fué el verdadero campo de batalla  
que se iba convirtiendo en lugar de victoria, en medio de las insensatas discusiones  
y resoluciones audaces de Ginebra y Lausana, de Bruselas y Marsella.  
Pasando á la .constitueion de esta sociedad ,  y sin entrar en minuciosos detalles,  haremos observar, de primera intencion, quetiene ciertos pintos de contacto con las  
Trades Unions inglesas,—de las que tambien se ocupa el Conde de Paris,—pero con  diferencias cardinales. Las sociedades inglesas se han ido formando por todos los  
obreros, naciendo aisladas en cada centro industrial y creciendo poco á pocohasta  
llegar en nuestros tiempos, despues de muchos años, unidas y fuertes, siendo un ver-
dadero núcleo capaz de imponerse por su buena organizacion. En cambio, La Inter-
nacional, verdadero estado  mayor  sin ejército en•su origen, producto de ambiciones y cerebros exaltados, tardarVI..en llegar á ser lo que se cree; teniendo de otra 
parte el inconveniente de no ha ér recibido la sancion del tiempo. Además, las Tra-
'des Unions no luchan con el capital para reemplazarlo con artificiales combinaciones,  sólo quieren cambiar sus condiciones de dia en dia, mientras que La Internacional,  
con lucubraciones, así filosóficas como económicas, intenta cambiar la manera de ser  
de la sociedad.  
Mr. Villetard señala las diferentes agrupaciones á que da lugar la organizacion de  
La Internacional del modo siguiente: lin número más ó ménos considerable de indi-
viduos que se dedican á determinada industria, forman una section que viene á ser  
como el tipo, la célula•primitiva del sistema; várias secciones.de una misma region  
dan por resultado una federation; las diversas federaciones de un pais determinado  
se convierten en una rama, y el conjunto de éstas es la Asociacion internacional  
' La norma principal estriba en el principio de descentralizacion, de modo, que  
deja' en  la mayor suma de libertad posible á las secciones y federaciones para su 
progreso.  El poder central se divide, para los efectos de una buena administracion, en ejecu-
tivo y legislativo. Este último lo ejerce una Cámara ó Congreso anual que, a pesar  
de haberse celebrado siempre, no ha dado más resultados que programas y resolu-
eiones de Carácter ,  teórico; la forman los delegados de las secciones. El ejecutivo ó  Congreso central, es el encargado de regular las relaciones entre los diferentes gru-
pos,que le dependen, publica los estados trimestrales de la sociedad, dá noticias de  
la suerte de los obreros de los diferentes países, la cuota de salarios, detalles de huel-
gas, en una palabra, es un centro que reune el doble carácter de informacion y de  
accion. 
¿En qué naciones ha sido más fecunda su propagacion y cuál es el número de sus  
afiliados? Son estos dos extremos que vamos á examinar.  
A raíz de la constitucion de esta Sociedad, ó sea en 1864, se propagó con inusi-
tada rapidez y fuerza este nuevo estado de cosas por Francia y Alemania del Norte,  
por Bélgica y Suiza; Inglaterra tambien se aficionó á estas doctrinas, si  bien con la 
Consiguiente rivalidad de sus Trades unions; ha hecho regulares progresos en Es-
pana en estos últimos años, y empieza América á entrar en el concierto internacional,  
pudiendo asegurarse que la nacion ménos combatida ha sido Italia. En Rusia encon-
tramos al socialismo manifestándose en un nuevo aspecto, en el nihilismo, que ame-
naza destruir aquel inmenso imperio. . 
Sin temor de equivocarnos, podemos decir que en la superficie del globo, encon-
trarlanioEmuchos millones de'obreros en comunidad de aspiraciones é ideas con las  
nuevas doctrinas, sirviendo en las filas de un socialismo platónico; pero al querer  
indagar quiénes son los que están personalmente afiliados con- su carta de admision  
y satisfaciendo su correspondiente cuota, en una palabra, llenando de verdad sus de-
beres de compànerismo y fraternidad, el número de los que descontemos será' enor-
me; sucede aquí; ni más ni ménos, que lo que acontece con várias religiones positi-
vas, la mayoría de cuyos afiliados es enteramente indiferente.  
Si examinamos Lb Internacional en el terreno económico, observaremos una_ ex-  
traordinaria importancia, que dista, sin embargo;::: de ser invencible; le falta, sobre  
todo, la sancion del tiempo. No es que adrede queramos rebajar aquella cosa, por  
otra parte de efecto negativo; pero debemos manifestar lo perjudicial que seria un  
pesimismo, que nos impidiese trabajar para neutralizar sus efectos. Los obreros  •in-- 
gleses poseen un verdadero tesoro acumulado en muchos años, además de su pode-  
rosa organizacion; La Internacional es pobre de recursos, vive al dia, sin ahorros, sin 
 fondos de reserva, porque es joven y no ha tenido tiempo ni oportunidad de enri- 
r 
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PRECIOS DE SUSCRICION. 
Madrid. trimestre. 
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Idem un ano 	  60 
Ultramar y j Semestre. 
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Se harán bibliografías de obras jurídicas, 
siempre que se remitan á esta Redaccion dos 
ejemplares: uno para el bibliógrafo y otro para 
la Redaccion. 
De las que remitan solo un ejemplar, se in-
sertará el anuncio. 
quecerse. Asi vemos que las cuotas de los trabajadores adictos á ella, se dividen en 
tres porciones, que van á la seccion, á la federacion y al poder central, siendo ésta 
última de 10 céntimos anuales cada obrero, que se nos ha de conceder que no satis-
fará siempre. Ahora bien; supongamos que haya un millon de individuos afiliados á 
La Internacional, en lo que quizás exageramos; queda disponible una suma de 100.000 
francos, que mucho será si llega a cubrir las más perentorias necesidades de una tan 
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